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CAPÍTULO XI 
Del teatsmento y de «a forma» 

1,516« Concepto del testamento.— 1.&17. Sus formas según la ley italiana y 
la francesa. — 1.518. Ley austríaca. — 1.519. Del Imperio Germánico. — 
1*M0. De Suecia.--l.521. De Suiza. — 1.622. Del Imperio Otomano. — 
l.&tt. De los Países Bajos.— 1.524. De Portugal.~l.525. De Roma- 
nia.~l.526. De la Gran Bretafia.— 1.527. De Rusia.— 1.528. De Mé- 
jico. — 1.529. De la República de Bolivia. — 1.580. Leyes de varios Esta- 
dos sobre la forma del testamento hecho en el extranjero. — 1.581. 
Disposiciones especiales del Código francés, neerlandés, portugués, 
del Uruguay y el Common Xiatr.— 1.522. Estatuto de Victoria de 1861. 
lUW. Ley suiza de 1891. — 1.584. La jarisprudencia ha aplicado la 
regla ¡ocusregit actw» para resolverlos conflictos. — 1.585. Según la 
jurisprudencia, dicha regla puede ser aplicada al testamento ológrafo. 
1.586. Teoría de los escritores. — 1.587. Opinión nuestra.— 1.588. IjO 
que concierne á la declaración formal de la voluntad no se refiere á )a 
forma extrínseca. — 1.588. Se aclara lo que pueda ó no pueda consi- 
derarse comprendido en la regla lacm regit actum. — 1.540. La decla- 
ración formal de la voluntad debe ser regida por la ley reguladora 
de la sucesión, y no por la que se refiere á las formas extrínsecas. — 
1.541. Aplicación de los principios al testamento verbal: se determina 
el campo de la regla locm rtgit aetwn, — 1.542. Si puede considerarse 
eficaa él testamento ológrafo sin fecha, aun cuando sea válido sQgún 
la lex loci actas. — 1.548. Casos en los cuales la regla locus regit actum 
puede ser aplicada para decidir sobre la fecha. — 1.544. El testamento 
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ológrafo, 0in fecha, hecho por on francés en el extranjero, debe con- 
siderarse siempre ineficaz.— 1.545* Se resume y se aclara con ejemplos 
nuestra teoría.— 1.546. ¿Qué debe decirse si, según la ley nacional, 
fuese expresamente exigida la autenticidad para el testamento hecho 
por los ciudadanos en el extranjero?— 1.M7. Se discute la opinión de 
los escritores que contradicen la nuestra. — l«6á8* Autoridad de la 
jurisprudencia. — h549. Se resume y se aclara nuestra teoría acerca del 
verdadero alcance de la regla locus regit actum, — 1.&60. Inconvenientee 
que nacerían exagerando su alcance. — 1.551* Ley que subordina al 
Derecho territorial la forma del testamento. — 1.552* No todas las con- 
troversias que se refieren á la capacidad, pueden caer bajo la r^la 
I0CU8 regit acfum.— 1.558. Es potestativo en el testador, observar las 
formas exigidad por la ley de su país. — ^1.554« Eficacia del testamento 
hecho con las formalidades prescritas por el Derecho local. — 1»5U« 
La lex loei actus debe regular la capacidad de los testigos. — ^l.K6« 
Caracteres de la publicidad del acto y formalidades exigidas para su 
válida formación. — 1.6o7« Testamento hecho en una lengua ignorada 
por el testador.— 1.658. Testamento de los Agentes diplomáticos ó 
hecho en los países donde estén en vigor los Tratados. — L569. Cues- 
tiones que pueden nacer en el caso en que el testador haya cambiado 
de nacionalidad después de haber hecho testamento. — 1.660. Forma- 
lidades del acto de revocación ó confirmación del testamento. 

l*ftlS« El legislador italiano define el testamento en el ar- 
ticulo 769 del Código civil: cUn acto revocable, por el cual 
una persona, en conformidad con las reglas establecidas por la 
ley, dispone, para después de su muerte, de todos sus bienes ó de 
parte de los mismos en favor de otra 6 de otras». 

Está conforme con la disposición sancionada por el legisla- 
dor francés en el art. 896, por el legislador español en el ar- 
tículo 667 7 con los de otros países. El legislador austríaco 
dice en el art. 663: cLa declaración de última voluntad por la 
que se instituye heredero, se llama testamento; la que se refiere 
solamente á otras disposiciones, se llama codicilo» (1). 

Según el Código del Imperio germánico, el testamento es la 
disposición de última voluntad, por la que se instituye heredero 
6 se deja á alguien una parte del patrimonio (legado). 

En resumen, la mayor parte de los legisladores están de 
acuerdo al admitir que el testamento es un acto por el cual una 



(1) Gonf. Código Bernois, art. 572. 
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persona dispone de todos ó de parte de sus bienes & favor de otra 
ó de varias para después de su muerte. Cada legislador establece 
después la forma con arreglo á la cual deba hacerse la disposi- 
ción testamentaría á fin de que pueda tener su valor como tal, y 
«n este punto no est&n del todo conformes las reglas estableci- 
das por unos y por otros. 

I«ftl9. Según nuestro Código^ se reconocen dos formas le- 
gales de testamento, ordinario, esto es, el testamento ológrafo y 
el testamento ante Notario. El testamento ológrafo es aquel 
-que está escrito por completo, fechado y firmadO; por la mano 
del testador; el testamento ante Notario puede ser público ó se- 
•creto. Público es el que se otorga ante un Notario en presencia 
de cuatro testigos, ó ante dos Notarios en presencia de dos 
testigos (1). El testamento secreto puede ser escrito por el tes- 
tador ó por un tercero, y el papel en el cual estén escritas las 
disposiciones, ó el que le sirva de cubierta, debe ser lacrado con 
un sello cualquiera, de modo que no se pueda abrir sin rotura 
{ alteración. El documento asi sellado, se entregará al Notario 
en presencia de cuatro testigos, declarando que en aquel pliego 
•está contenido el testamento, y debe ser recibido por el Nota- 
rio, observando las formas establecidas por la ley (2) (a). . 

Nuestro legislador admite formas especiales para los tes- 
tamentos hechos en lugares donde reine la peste ú otras en- 
fermedades consideradas como contagiosas, los cuales pueden ser 

* 

recibidos hasta por el Juez, por el Alcalde ó por el que haga sus 
veces, y por el párroco en presencia de dos testigos; para los he- 
chos á bordo de los barcos de la marina de guerra ó mercante 
durante el viaje y para los testamentos militares. No es, sin em- 
bargo, el momento de entrar en particularidades (3). 

También el legislador francés establece que el testamento 



(1) Conf. arts. 774 y 777. 

(2) Arts. 782 y 783. 

(a) En el Código civil español se conocen entre las formas comu- 
nes de testar, las mismas tres clases de testamento; denominándo- 
se el público de Italia, abierto, y el secreto del mismo país, cerrado. 
Véase el art. 67G. 

(3) Arts. 789 y 803. 
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ordinario puede ser ológrafo, 6 hecho por acto público^ 6 en la 
forma mística, y establece las solemnidades legales para cada una 
de las formas indicadas (1). Admite además formas especiales 
páralos testamento hechos en lugares infestados por enferme-» 
dades contagiosas, para los testamentos marítimos y para los 
testamentos militares.' 

1.&ÍS. Según el Código austríaco, el testamento paede 
ser hecho judicial ó extrajudicialmente, por escrito ó de palabra, 
y el oscríto con testigos 6 sin ellos (2). No entreínos en todos 
los particulares, pero observaremos que, según el Código aus* 
tríaco, es también una forma legal de testamento la declaración 
de última voluntad hecha seriamente de palabra delante de tres 
testigos idóneos presentes y capaces de hacer fe de la declara- 
ción del testador, hecha por éste ante aquéllos, sin que haya 
incurrido en dolo ó error. A éste se le llama testamento nun- 
cnpativo (3) (a). 

El testamento nuncupativo puede hacerse también judicial- 
mente. La declaración verbal debe llevarse á efecto ante do^ 
funcionarios del orden judicial, uno de los cuales estará reves- 
tido del cargo de Juez en el lugar en que se haga la declara-r 
ción. La falta de uno de los dos funcionarios referidos, puede 
suplirse con dos testigos. Con la declaración así prestada se 
forma un protocolo, que debe ser custodiado y sellado en el 
archivo judicial (4). 

Notamos que el Código austríaco reconoce igualmente el 
testamento ológrafo, que es el que se halla escrito y firmado 
por la propia mano del testador; pero la fecha no es exigida 

(1) Arts. 969 y siguientes del Código civil. 

(2) Arts. 577 y siguientes de id. 

(3) Arts. 684 y 585. 

(a) Esta clase de testamento recuerda el que en el Derecho cata- 
lán se conoce con el nombre de sacramental, establecido en el Pri- 
vilegio Recognoverum Prócerei, cap. 48, y por el cual vale la última vo- 
luntad manifestada verbalmente ó en escrito, presentes tres testi- 
gos, aunque no asistiere Notario alguno, con tal de que dentro de 
seis meses juren con determinadas solemnidades que así lo vieron 
ú oyeron escribir ó decir al testador. 

(4) Arts. 687 y 689 del Código civü. 
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para la validez del testamento hecho en tal forma^ en oposición 
de lo que establece la ley italiana y la francesa, que la consi-* 
deran necesaria bigo pena de nulidad (a). £1 legislador anstriaco 
dice así, en efecto, en el articulo 678 con respecto al testamento 
ológrafo: cNo es necesario; pero para evitar litigios, es pruden- 
te cautela, expresar también el día, el año y el lugar donde sé 
hace la declaración de última voluntad». 

Advertimos finalmente que, según el Código austríaco, el 
testador puede hacer escribir la disposición de su última vo- 
luntad por un tercero, firmándola con su propia mano, decla-^ 
randp; ante tres testigos aptos, de los cuales, & lo menos, dos 
deben estar presentes, que lo escrito contiene realmente su 
última voluntad. Los testigos, aun cuando desconozcan et conte- 
nido del testamento, deben firmar el documento, declarando que 
lo suscriben como testigos de que es la última voluntad. 

De igual modo, el testador que no sepa escribir y que no 
pueda leer, puede hacer su testamento observando las formalida- 
des expresadas y poniendo en vez de firma un signo con su pro- 
pia mano, en presencia de los tres testigos. En este caso se 
recomienda que uno de los testigos firme en nombre del testa- 
dor con la anotación de haberlo hecho en su lugar. 

El testador que no sepa le^ puede hacer que uno de los 
testigos le lea lo escrito en presencia de los otros dos. El que 
haya escrito el testamento puede ser al mismo tiempo tes- 
tigo (1). 

También el Código austríaco admite disposiciones especíales 
para los testamentos privilegiados (2). 

I«ftl9* Según el Código del Imperio germánico, el testa- 
mento ordinario puede hacerse ante un Juez '6 un ^otario^ y 
también mediante una declaración escrita y firmada por la pro- 
pia mano del testador, con la indicación del lugar y del día. 

Se debe decidir, según la ley local, si para la confección del 



(a) Y la Ley española, añadimos nosotros, que también exige la 
expresión 'del* año, mes y día en que se otorgue, sin lo cual no es 
válido. (Art. 688 del Código civil). 

(1) Arts. 579, 680 y 581. 

(2) Art. 597. 
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teBtamento público son sólo competentes los Tribunales ó si lo 
es de modo qxcIusíto el Notario (1).* 

Cnando el testamento se hace ante el Juez, es preciso que 
ínterveDga un Escribano ó dos testigos; cuando se otorga ante 
Notario, debe intervenir ú otro Notario ó dos testigos. El^ tes* 
tador puede declarar verbalmente su última voluntad ó pre- 
sentar un escrito extendido de su mano ó de mano de otro, de- 
clarando de palabra que el referido escrito contiene su última 
voluntad. De todas estas diligencias debe formarse un expediente 
de juicio verbal, que será leído en alta voz, aprobado por el 
testador y firmado por su propia mano (2). 

Además del testamento ordinario, el Código del Imperio re- 
conoce diversas formas de testamentos extraordinarios; entre 
ellas, la que se hace ante el Jefe del Ayuntamiento, ó del distrito 
equiparado á un Municipio, por aquel que puede morir antes de 
que le sea posible otorgar el testamento ante el Juez ó el Nota- 
rio (3). Y omitimos las restantes formas del testamento extraor- 
dinario, cuales son el hecho en tiempo de epidemia, durante el 
viaje á bordo de una nave, el testamento militar y el de los 
Agentes diplomáticos. 

%A1tOm Según el Código sueco, el testamento puede hacer- 
se por escrito y verbalmente. Se exige que dos hombres buenos 
puedan testificar que el testador otorgó su testamento en el pleno 
ejercicio de sus facultades mentales y libremente; pero el testa- 
dor puede, á voluntad, darles ó no á conocer el contenido del 
testamento. Si el testador no ha podido encontrar los testigos, 
ó si se ha hecho constar que no tenía posibilidad de testar ante 
ellos, el testamento se reputa válido, con tal de que esté firma- 
do por el testador. Así, pues, el Código sueco admite una forma 
especial de testamento privado, diversa de la que comúnmente 
se llama testamento ológrafo. Esto es, admite que en el caso de 
que sea imposible proceder de otro modo, la disposición de úl- 
tima voluntad pueda ser escrita por un tercero, y que tenga el 



(1) Art. 141 de la ley introductiva. 

(2) Arta. 2.233, 2.^40 y 41. 

(3) Art. 2.249. 
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valor de testamento, con tal de que esté firmada por el mismo 
testador (1). 

1 «ftl^l • En Suiza, se admiten diversas formas de testamen- 
to según las leyes especiales de cada cantón. Además de las 
dos formas generales del testamento público y del testamento 
privado, se consideran válidas las disposicliones hechas verbal- 
ment^e por el testador, en presencia del número de testigos de- 
terminado por la ley. En el cantón de Argovia, se exige I& 
presencia de treis testigos; sin embargo, el testamento verbal ea 
sólo válido por treinta días contados desde el momento en que^ 
se ha hecho (2), y lo mismo sucede en el cantón de Friburgo (3)^ 
y en el de los Grisones. En estos cantones, según la ley, el tes- 
tamento verbal deja de ser válido tan pronto como el testador 
haya recobrado la facultad de testar por escrito (4). En Neu- 
ch&tel, el testamento nuncupativo se considera válido sólo du- 
rante seis semanas. En San Qalo, el testamento verbal debe 
ser hecho ante cuatro testigos, pero debe, en cuanto se puedá^ 
ser transformado en testamento escrito (6). En Schaffouse, el 
testamento verbal es válido sólo durante los cuatro días siguien- 
tes á aquel en que el testador haya recobrado la posibilidad áe- 
hacer un testamento escrito (6). En .Zurich, dicho testamenta- 
es admitido solamente en el caso de que exista peligro de 
muerte, y se considera válido hasta que el testador esté en ap- 
titud de hacerlo en la forma ordinaria (7). 

En el Cantón de Appenzell las disposiciones expresadas 
verbalmente por el testador son válidas, si se hacen en pre- 
sencia de uno ó más testigos honrados y desinteresados, los cua- 
les deben dar á conocer á la Autoridad competente lo que el tes- 
tador ha dispuesto. 



(1) Les Codes suedois, traducidos al francés por De la Grasseriei 
cap. XVI, tít. «Des successions», núm. 1. 

(2) Código civil, 31 Agosto 1847, art. 934. 

(3) ídem id., 23 Mayo 1834, arts. 786 y 804. 

(4) ídem id. de 1862. 
(6) Ley de 1808. 

(6) Código civil, 1.0 Septiembre 1865. 

(7) ídem id. de 1887. 
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, Bespecto á la forma ordinaria del testamento escrito, segúQ 
las leyes de algunos Cantones, la interyención de los testigos es 
exigida incluso parp. hacer un testamento ológrafo. No se trata 
de que el testador dé á. conocerla' los testigos sus disposiciones» 
sino que debe dedari^: en presencia de ellos que el documento 
por é) escrito, es<3U (estamento, y los testigos, sin conocer el 
coptenído; deben certificar al final del mismo documento, que 
Aal declaración les fué á ellos hecha por el testador, poniendo la 
l^ha, el lugar y la firma, y asegurando que el testador estaba en 
el pleno uso de sus facultades. El yiejo Cantón de Berna, se rige 
ppr esta ley. Según el Código de los G-risones, el testamento pri- 
yaflo requiere la interyención de tres testigos, y puede ser es- 
.críto por un tercero si el testador declara que aquello que fué es- 
erito por el tercero, está conforme con su propia yoluntad y es 
su testamento. 

Para el testamento público se requiere el Notario en algunos 
Cantopes, como sucede en el de Friburgo, en el de G-inebra y 
en el de Neucháte];.en otros Cantones puede ser otorgado ante 
. un testigo funcionario de la Autoridad administratiya, como su- 
cede en el Cantonado Grlaris; en el Cantón de Schaffouse se con- 
.silera público el testamento recibido por un Escribano jurado, 
en .presencia de testigos. En otros Cantones se permite hacer 
el testamento público * ante la Autoridad judicial, como en el 
Cantón de Argoyia. : 

1 mti99m Según el derecho otomano, el testamento puede 
ser nuncupatiyo (esto es, yerbal), ológrafo, por acto público y 
en forma mística. 

Se considera testamento nuncupatiyo, la declaración de úl- 
tima yoluntad hecha yerbal mente ante los testigos. El testamen- 
to ológrafo no es necesario que sea escrito y firmado por la mano 
del testador, sino que puede ser redactado por un tercero y fir* 
mado solamente por el testador. La firma se considerará autén- 
tica, si el testamento escrito por un tercero ha sido firmado por 
el testador en presencia de dos ó tres testigos conocidos que 
firmar&n el documento ^ mismo tiempo que el testador. El tes- 
tamento público por excelencia es el hecho por el testador, que 
se presenta ante el Cadí en ejercicio, en el Tribunal del Sheríff 
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(pretorio religioso) donde dicta su última voluntad. El Cadí le 
libra una especié de sentencia (líazbatd)^ en la cual se insertan 
las disposiciones testamentarias. Este es el testamento por acto 
público más solemne. 

También se considera testamento por acto público el hecho 
ante un Notario 7 dos testigos ó ante el Obispo 7 dos testigos. 
Si el testamento se hace ante el Cadí no es preciso que él testa- 
dor autorice el documento con su firma, porque sus disposicio* 
nes testamentarias están contenidas en la sentencia pronunciada 
7 firmada por el Cadí. Si el testamento se ha hecho ante el No- 
tario ó el Obispo, el documento debe ser firmado por el Nota- 
rio ó por el Obispo, por el testador 7 por los testigos, 7 si el tes- 
tador no pudiese firmar, su declaración debe ser confirmada por 
el Notario ó por el Obispo, manifestando la causa del impedi- 
mento. Si declarase el testador que no sabe ó no puede firmar, 
7 se probara lo contrario, el testamento se considerará nulo 7 
sin efecto. Si los testigos no pueden ó no saben firmar, el testa- 
mento puede ser rálido, siempre que el Notario ó el Obispo 
declaren que no han podido encontrar testigos que sepan leer 7 
escribir. 

Los juristas musulmanes afirman que la falta de la fecha 
en el testamento no lo anula, pero esta opinión es combatida. 

El testamento místico 7 secreto se hace con arreglo á las for* 
malidades establecidas por la le7 italiana ó francesa, presen- 
tanda el documento que contiene las disposiciones de última 
voluntad al Cadí, al Notario ó al Obispo, asistido de dos tes- 
tigos (1). 

l*&19a« El Código de los Países Bajos admite tres formas 
de testamento: el ológrafo, el hecho por documento público 7 el 
que se hace en la forma mística (2). 

Son, sin embargo, mu7 diferentes las formalidades requeridas 
para hacer un testamento ológrafo. El Código de que nos ocu- 
pamos, dispone, en efecto, en el art. 979, que el testamento oló-* 
grafo debe ser escrito enteramente 7 firmado por la mano del 



(1) Confr. Lambreohts, Dictionnaire practique de Droit comparé, 

(2) Art. 978 del Código civil neerlandés. 
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testador y depositado por éste en casa de un Notario. £1 Nota- 
rio, acompañado de dos testigos, debe redactar inmediatamente 
el acta de depósito suscrita por él, por el testador y por los 
testigos, cuyas firmas se pondrán al pie del testamento si se faa 
consignado abierto, ó separadamente en el caso en que se haya 
presentado en un pliego lacrado. Eh este caso el testador debe 
escribir en presencia del Notario y de los testigos, en el exterior 
del documento, una anotación en que haga constar que el pliego 
contiene su testamento, debiendo firmar la referida nota. Si 
por un impedimento que sobreviniese después de firmado el tes- 
tamento, el testador no pudiese firmar el acta del depósito, de* 
berá hacer mención de ello el Notario, asi como del motivo del 
impedimento. 

El testamento ológrafo depositado en casa del Notario tiene 
el mismo valor que el testamento por acto público, y se conside- 
ra hecho desde el dfa en que se haga el depósito; sin tener para 
nada en cuenta la fecha que tenga dicho testamento mismo. 
El testador puede siempre que lo desee recoger su testamento 
ológrafo, y en tal caso, esto debe hacerse constar por medio de 
acto auténtico, en descargo del Notario, lo cual equivale á una 
revocación (1). 

El Código neerlandés no reconoce el testamento por acto 
privado propiamente dicho, que es llamado testamento ológrafo 
según los Códigos italiano y francés. Una disposición de última 
voluntad hecha en la forma del testamento ológrafo admitido 
según nuestra ley, es reconocida únicamente, según el Código 
neerlandés, para nombrar ejecutor testamentario (ó sean los al- 
baceas), para las órdenes respecto al entierro del cadáver, para 
los legados de vestidos, ropa blanca, alhajas y muebles determi- 
nados. Estas son únicamente las disposiciones que pueden ha- 
cerse por acto privado sin otras formalidades, y que pueden ser 
revocadas también por un documento hecho en forma de escri- 
tura privada. 

Testamento público es el otorgado ante Notario en presencia 



(1) Artículos 980 y 981. 
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de dos testigos. Bespecto del testamento místico se siguen las 
reglas establecidas por el Código francés. 

1I.&194* El Código portugués dispone que el testamento, 
en lo que se refiere á la forma, puede ser público, secreto, militar 
7 marítimo (1). Para el testamento público, que es aquel que se 
otorga ante Notado, se requiere la presencia de cí w30 testigos (2). 

1.&19&* Según el Código rumano, existen tres formas de 
testamento: el ológrafo, el testamento auténtico y el testamento 
místico. 

Las disposiciones verdaderamente especiales son las que 
se refieren al testamento público, que es el que recibe su au- 
tenticidad del Tribunal de primera instancia (3). 

No es necesario que el documento sea redactado por el Tri- 
bunal, ün Juez cualquiera del Tribunal, en virtud de una dele- 
gación del Presidente ó del Juez que lo reemplaza, puede redac- 
tar el testamento dirigiéndose al domicilio ó á la residencia del 
testador en caso de enfermedad. Los testigos no son indispensa- 
bles, pero del proceso verbal redactado por el Juez debe á^r 
fe, bajo pena de nulidad, el Escribano ó su oficial. El Juez 
debe comprobar la identidad del testador. Si él no le conoce, 
los testigos habrán de intervenir sólo para certificar la identidad 
del mismo. El testamento lo mismo puede ser escrito por el 
testador que por otra persona, y presentado por duplicado al 
Juez, éste debe leerlo íntegramente en presencia del testador, 
el cual lo suscribirá ante el mismo Juez, debiendo también fir- 
marlo el que lo haya redactado ó simplemente escrito (4). 

1I*&198» Según el Derecho inglés anterior á la ley de 1837, 
además del testamento por acto escrito, indispensable para po- 
der disponer de los bienes inmuebles, era admitido también el 
testamento verbal ó nuncupativo para la transmisión de la pro- 
piedad mueble, sujeto á numerosas formalidades cuando se tra- 



(1) Art. 1.910 del Código civil portugués. 

(2) Art 1.912. 

(3) Arts. 860 y siguientes del Código civil y 33 de la Ley de 1886 
y de 1887, que trata de la autenticidad de los actos. 

(4) Arts. 8.0 y 9.o de la Ley de 1886, que se ocupa de la autentici- 
dad de los actos. 

Derecho int priv.— Tomo VI 2 
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taba de ud caudal superior á treinta libras esterlinas (1). Des- 
pués de 1837, el acto escrito fué indispensable para la validez 
del testamento, aun del relativo á los bienes muebles y sujeto á 
determinadas formas. Conforme al Estatuto 15 y 16 de Victo* 
ría, capítulo XXTV, el escrito debe ser firmado por el testador 
ante los testigos ó reconocida la firma por éstos, en número no 
inferior á dos, los cuales deben certificar mediante una declara- 
ción escrita, que el testador firmó el documeuto en presencia de 
ellos, manifestándoles que lo escrito era la expresión de su últi- 
ma voluntad. La firma del testador, estampada ante los dos 
testigos ó certificada por los mismos, es siempre necesaria; 
pero la fórmula de la declaración escrita de los testigos antes 
de que sea firmado el documento, está establecida por la costum- 
bre, mas uo es requerida bajo pena de nulidad del testamento. 
Lo escrito de dicho modo atribuye el carácter de testamento 
á todo lo que se encuentra escrito antes de las firmas, pero 
no á lo que está escrito después. Esta es la forma del testamento 
del Derecho común. Hay también formas especiales para los 
testamentos hechos por los soldados y por los marinos que se 
hallan embarcados, los cuales pueden disponer de sus bienes 
muebles bajo las formas prescritas por el Statute of frauds. 
Estos pueden testar por documento escrito sin la certificación 
por parte de los testigos, y verbalmente ante un número sufi- 
ciente de testigos. Para los testamentos de la gente de mar y de 
los que no han alcanzado la graduación de oficiales de la Marina 
del Estado, se requiere que estos actos se ejecuten en presencia 
de un oficial ó de las otras personas designadas por la ley (2). 
Más adelante nos ocuparemos de todo lo concerniente á las 
formas de los testamentos hechos en países extranjeros. 

1I*&199« Según las leyes rusas, se reconocen dos formas de 
testamento ordinario, á saber, el testamento auténtico y el testa- 



(1; Statute o//rauds, 29, cap II, § 19-21, completado con el Estatu- 
to 4.0, Ana, cap. XVI, § 14. 

(2)- Confr. Leher, Droit civil anglais, § 924 y siguientes, pág. 656; 
Blackstone, Commentaires sur les lois anglaises, trad. por M. Chompré, 
tomo III, págs. 538 y siguientes. 



DEL TESTAMENTO Y DE 8U FORMA 19 

onento doméstico. Existen además testamentos especiales, como 
son el militar y el marítimo. 

El testamento auténtico es aquel que el testador personal- 
emente presenta á las autoridades gubernativas indicadas en el 
artículo L013 del Código civil, las cuales lo inscriben en el libro 
llamado de los documentos especiales. Sin embargo, en los te- 
rritorios del Imperio ruso, donde está en vigor la nueva ley de 
procedimiento civil, el acto de última voluntad conforme al ukase 
de 5 de Abril de 1869, debe ser presentado por el testador al 
Notario en presencia de tres testigos é inscrito en el minutario 
notarial. El testamento hecho así, conforme con el apartado del 
art. 1.012 del Código civil, párrafo 4.^ del complemento de 6 de 
Abril de 1869, tiene carácter de autenticidad y no puede ser 
impugnado, á no ser que la inscripción se califique de falsa. 

El testamento doméstico, es el hecho por el testador, que 
•no se registra por las Autoridades competentes ó por el Nota- 
rio, y que se publica después de la muerte del mismo testador, 
presentándolo ante la Audiencia en los sitios donde no se ha 
implantado aun la reforma jurídica, ó ante el Tribunal judicial 
en los distritos donde la reforma se ha introducido. 

Tanto el testamento auténtico como el doméstico, ó sea el 
que se hace en el domicilio, debe ser escrito y firmado por el 
testador y sellado por los testigos en el folio que se contiene, 
ó en cada una de las hojas donde se halla escrito, en el caso 
•de que ocupe más de una. Este testamento se convierte en 
públicO; si el testador durante su vida lo presenta él mismo ó lo 
hace registrar por las autoridades indica<ías, y conserva el ca- 
'xácter de testamento doméstico si así no lo hace. 

Respecto al testamento otorgado por un ruso en país ex- 
tranjero, el art. 1.077 del Código civil dispone lo siguiente: 
cTodo individuo ruso que se encuentre en el extranjero, puede 
hacer su testamento privado siguiendo la costumbre del país 
donde le haga; pero este testamento debe ser presentado á la 
Legación ó al Consulado de Rusia» (!]. 



(1) Véase la traduc. certificada del Consulado ruso en París en 
el Journal de Dr. int. privé, 1884, pág. 3f>4. 
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El Sr. Serebrianny, que expone el Derecho ruso concernien- 
te á la confección del testamento, afirma que, según la ley, el ru- 
so puede hacer un testamento doméstico según el uso } la forma 
del pafs donde lo haya escrito, y que tal testamento debe reco- 
nocerse como válido siempre y cuando las formas requeridas 
por la ley *del país extranjero hayan sido observadas, aunque no 
se haya presentado al Consulado ruso. Afirma también que la 
no presentación del mencionado testamento al Consulado ruso, 
produce el efecto de negar al acto él carácter de autenticidad,, 
por más que no pueda nunca quitarle su fuerza legal como acto 
de última voluntad (1). 

No pretendemos nosotros ciertamente, conocer la ley rusa 
mejor que el citado escritor que la expone. Sin embargo, séanos 
permitido observar que, si el texto ^él art. 1.077 es precisamen- 
te tal como resulta de la traducción certificada del Consulado 
general de Rusia en París, no nos parece que de dicho artículo 
resulte lo que Serebrianny afirma. Nos parece, por el contrario, 
que la presentación al Consulado ó á la Legación de Rusia debe 
reputarse como indispensable para que tenga fuerza legal el acto 
de última voluntad. Admitimos que si el testamento presentado 
á la Legación rusa fuese registrado, tendría el carácter de au* 
tenticidad; pero para el valor legal del testamento privado he- 
cho por el ruso según la costumbre del país donde lo haya reali- 
zado, parece que la presentación á la Legación ó al Consulado 
ruso es indispensable. 

Fundamos semejante observación en las siguientes conside- 
raciones. Según la ley rusa, es preciso para otorgar el testamento 
privado ó doméstico, la intervención de los testigos que hagan 
constar que el documento contiene en realidad la voluntad del 
testador, expresada por él con entera libertad y en posesión ple- 
na de sus facultades intelectuales. La intervención de los testi> 
gos es indispensable, y su falta quitaría todo valor al testamen- 
to. Por consiguiente, como dice el mismo Serebrianny, si el tes- 
tamento fuese firmado por el testador y no por los testigos, no 



(1) Serebrianny avocat á la Cour d'appel. de St. Petersbnrg. nel 
Journal de Dr. int, privéy 1884, pág. 359. 
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tendría valor, porque al no haber llamado el testador á loa 
testigos para que atestiguasen que aquella era su última volun- 
tad, se podría racionalmente suponer que no había toncado una 
decisión definitiva para llevar á efecto un acto serio y vale- 
dero (1). 

Así las cosas, entendemos el art. 1.077 del Código civil ruso^ 
que manda presentar el testamento privado á la Legación ó Con- 
sulado de Rusia, en el sentido de que la presentflcíón debe consi- 
derarse como indispensable para que tenga valor legal el acto. 
El legislador ruso exige necesariamente la intervención de los 
testigos para la validez del testamento doméstico hecho en 
Busia, á fin de verificar con su presencia la plena libertad y las 
condiciones en que se encuentran las facultades intelectuales del 
testador. Autoriza también al ruso á hacer testamento privado en 
país extranjero, con las formalidades prescritHS por la ley allí 
vigente; pero exige que este testamento sea presentado en la Le- 
gación ó en el Consulado, con el propósito, nos parece, de mante- 
ner incólumes los fines por los que exige la intervención de los 
testigos. Se puede ciertamente sostener que el testamento hecho 
por un ruso en Italia ó en Francia bajo la forma ológrafa, se- 
gún las reglas de la ley italiana ó de la francesa que no exigen 
* la intervención de testigos, debe reputarse válido, pero con la 
condición siempre de que sea presentado en la Legación ó en el 
Consulado de Rusia. Como diremos en su lugar, en el caso de 
que según el estatuto personal^ sea taxativamente prescrita una 
determinada formalidad para dar valor al acto de última voluntad, 
la inobservancia de la misma afecta á la sustancia del acto. Por 
esto, queriendo mantener sin menoscabo la autoridad del estatu- 
to personal, en todo aquello que concierne á la sucesión testa- 
mentaria, no nos parece que sea procedente desconocer la mayor 
autoridad de la ley personal del de cujus, en lo que se refiere á 
cuanto concierne á la forma sustancial del acto. 

Después volveremos á ocuparnos de este asunto. Ahora sólo 
hemos querido apuntarlo, porque no aparece lo suficiente clara 
la exposición hecha por el Abogado Serebrianny, que ejerció 



/I) Loe. cit., p. 302. 
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naturalmente mucha influencia en la decisión del Tribunal civil 
del Sena en la causa Duloup (1). 

l.&IKS* El Código mejicano distingue los testamentos or- 
dinarios y los excepcionales. Los primeros son: el testamento 
público y el privado; y los otros, el militar, el marítimo y el 
hacho en país extranjero. El testamento público puede ser 
abierto y secreto; el primero debe ser hecho ante tres testigos y 
un Notario y firmado por todos; pero en el caso de que el testa- 
dor no sepa escribir, uno de los testigos debe firmar por éUEl 
testamento secreto ó místico se hace casi con las mismas forma- 
lidades exigidas por nuestro Código y el francés. 

Presenta un carácter del todo especial el testamento priva- 
do, que corresponde á nuestro testamento ológrafo El legisla- 
dor mejicano no lo considera como una forma ordinaria de tes- 
tamento, pues lo admite sólo en los siguientes casos: 1.° Cuando 
el testador se halle en peligro inminente de muerte; 2.*^ Cuando 
en la localidad no se encuentre ni un Notario ni un Juez para 
hacer un testamento público; 3.^ Cuando están interrumpidas las 
comunicaciones con motivo de una epidemia; 4." Cuando el tes- 
tador esté en una plaza sitiada. Para el testamento hecho eit 
esta forma se requiere la presencia de cinco testigos. El testa- 
mento puede ser escrito por uno de ellos. En caso de urgencia 
pueden ser suficientes tres testigos, y si ninguno de ellos sabe 
escribir, las disposiciones de última voluntad pueden ser hechas 
▼erbalmente. Este testamento pierde todo su valor legal un mes 
después de que haya cesado la situación por la cual pudo ser ad- 
mitido. Muerto el testador, los testigos deben declarar ante u& 
Juez las disposiciones verbales que le hayan escuchado ó que 
han firmado, expresando el lugar y la hora en que se hizo el 
testamento, el contenido de las disposiciones, el buen estado de 
las facultades intelectuales del testador, los motivos que le im- 
pidieron recurrir & un Notario; y cuando las afirmnciones hechas^ 
ante el Juez sean uniformes, el testamento será declarado váli* 



(1) Trib. civ. del Sena, 21 Jnüo 1883. {Journai de Droxt vU. pri- 
vé, 1884, pág. 405). 
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do por éste. A tal acto se llama conversión de testamento pri- 
vado en testamento formal. 

Para los testamentos excepcionales hay establecidas formas 
especiales. Para los que se hacen en el extranjero, los Secreta- 
rios de las LegacionaSy los Cónsules y Vicecónsules pueden de- 
sempeñar el oficio de Notario. 

1*&90* Según el Código civil vigente en la República de 
Solivia, se admite como válido el testamento otorgado verbal- 
mente. La declaración verbal debe ser expresada en presencia de 
cinco testigos, según el texto de los arts. 679, 680 y 682 del cita- 
do Código. El testamento nuncupativo puede ser hecho en pre- 
sencia de tres testigos, pero en tal caso es preciso observar 
los arts. 671 á 673 del referido Código, relativos al testamento 
auténtico. El testamento debe ser dictado por el testador, es- 
crito por uno de los testigos y leída y firmado por el testador 
7 los testigos; la falta de estas formalidades implica la nulidad 
del testamento (1). Debemos advertir que, cuando el testamen- 
to fuese hecho en la República de Solivia en esta última forma 
7 se observaran todas las formalidades prescritas para su con- 
fección legal, no podría ser, según nuestra opinión, considerado 
como un simple testamento verbal, sino más bien como un tes- 
tamento escrito y firmado por mano de un tercero, y no se de- 
berían aplicar al documento así redactado las reglas que con- 
ciernen al verdadero y propio testamento verbal. 

l»&ao. Por lo que se refiere al testamento hecho en país 
extranjero, en ciertos Códigos no se encuentran disposiciones 
especiales concernientes á él. 

En el Código italiano, no existe una regla especial que se re- 
fiera á los mismos, sino solamente la norma general sancionada 
en el art. 9.^ de las disposiciones generales^ que dice asi: «Las 
formas extrínsecas de los actos inter vivos y de última voluntad» 
se determinan por la ley del lugar en que se hacen. Es, no obs- 
tante, facultad de los disponentes ó contratantes, seguir la for- 
ma de la ley nacional suya, siempre que ésta sea común á todas 
las partes. > 



(1) Véase Trib. del Sena, 6 Diciembre 1899. {Journ, du Droit, inL 
privé, 1900, pág. 372). 
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En el Código alemin se encuentra Umbiéo sancionada la 
regla general en el art. 11 de la ley introdactÍTa, el caal dice: 
cLa forma de un negocio jorídico, se determina según las 
leyes que regulan la relación jurídica que constituye el objeto 
del negocio. Basta observar las leyes del lugar en que el acto 
jurídico se realiza.» 

SegÚQ otros Códigos, la regla de derecbo común internacio- 
nal locas regü actum^ se encuentra expresamente establecida 
para )a forma de los testamentos becbos en el extranjero. Asi 
acontece con el Código español (art. 732), que dice: cLos espa* 
ñoles podrán testar fuera del territorio nacional, sometiéndose 
á la legislación del país donde se encuentren.» En Austria, la 
regla locus regit actum^ está establecida en lo que se refiere á las 
disposiciones de última voluntad, por el Decreto de 22 de Julio 
de 1822. En Hungría, por la Ley de 1876. En Grecia, expre- 
samente lo dispone la Ley de 30 de Febrero de 1830. 

También dice el Código de Bolivia en el art. 696: cEl boli- 
viano que se encuentre en país extranjero podrá hacer su tes 
tamento siguiendo una de las formas establecidas en el presente 
Código, ya sea ante un Agente diplomático ó Consular de la 
República y dos bolivianos, ya ante dos bolivianos, ó bien con 
arreglo á la ley del país en que se encuentre.» 

El Código de Guatemala, dispone en el art. 759: cTJn gua- 
temalteco podrá hacer testamento válido en país extranjero en 
la forma establecida por la ley de aquel en que el testador se en- 
cuentre, y ante las personas competentes según la misma ley.» 
También, según el Código civil del Perú, la regla locus regit 
actum se encuentra admitida, pero subordinada á cierta condi- 
ción. En el art. 679 del Código civil, anotado por Pradier-Fo- 
déré (1), está sancionada la regla de que el peruano que quiera 
testar en el extranjero, debe hacerlo ante el Agente consular 
del Perú, observando para todo aquello que concierne al núme- 
ro de testigos y las otras solemnidades, las disposiciones san- 
cionadas por el Código civil peruano. El legislador, sin embargo. 



(1) Conf. Pradier-Fodéré en el Journal de Droit i'nt. privé, tomo VI^ 
pág. 269, 
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a 

eú la segunda parte del citado articulo, dispone que el peruano 
puede hacer testamento en el extranjero con las formas reque- 
ridas por la ley extranjera^ v ante el oficial público compe- 
tente para autorizarlo, reconociéndose como válido el testamen- 
to otorgado así. A pesar de esto, las reglas de los arts. 810 y 
811 del Código peruano han establecido, que los actos de los 
peruanos verificados en país extranjero con las formalidades 
requeridas por la ley de aquel país, no son completamente efica* 
ees y no se les puede dar fe en juicio, sino cuando sean deposi- 
tados y legalizados por la Legación ó Consulado peruano exis- 
tente en el país donde se haya otorgado el documento, ó bien 
por el Ministerio de Negocios extranjeros del Perú. Así debe 
considerarse como una formalidad complementaria en el caso 
de un testamento hecho por un peruano en el extranjero, que se 
presente (el testamento) ante los Magistrados del Perú para 
mantener su eficacia. 

Creemos innecesario ocuparnos de otros Códigos que tienen . 
disposiciones muy semejantes. 

l*&ai. En las leyes de otros países se encuentran, por el 
contrario, disposiciones completamente especiales á propósito del 
testamento hecho por los ciudadanos en el extranjero. Así el Có- 
digo civil francés, art. 999, dice: «El francés que se encuentre en 
país extranjero, puede hacer sus disposiciones testamentarias 
por acto privado con arreglo á lo prescrito en el art. 970, ó por 
acto auténtico con arreglo á las formalidades establecidas en el 
lugar donde realice este acto» (1). 

El Código neerlandés se expresa así en el artículo 992: «El 
neerlandés que se encuentre en el extranjero, sólo podrá hacer 
su testamento por acto auténtico, observando las formalidades 
establecidas en el país donde lo realice. 

Sin embargo, también podrá disponer por acto privado, se- 
gún se determina en el art. 982». (Véase el párrafo 1.523). 



(1) Según la ley francesa, los Cónsules franceses asistidos de 
dos testigos y del canciller, pueden autorizar un testamento piíblico 
(Circular del Ministro de Negocios extranjeros de 22 Marzo 1834 y 
Cass. 20 Marzo 1883, 23 Enero 1893). 
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El Código portugués dispone en el artículo 1.961: «Los 
testamentos hechos por los ciudadanos portugueses en país ex- 
tranjero producirán sus efectos legales en el reino, sí han sido 
redactados en forma de acto auténtico conforme á la ley del país 
donde hayan sido otorgados». 

Para los testamentos hechos por los extranjeros, el legisla- 
dor portugués, en el artículo 1.966, establece que producirán 
sus efectos legales, incluso respecto á los bienes existentes en 
Portugal, si se han observado, en cuanto á la forma, las disposi- 
ciones de la ley del país donde el testamento se ha otorgado. 

Las leyes de algunos países requieren como condición in- 
dispensable para la fuerza jurídica del testamento hecho en el 
extranjero, que se realice en forma auténtica. El Código civil 
del Uruguay consagra esta máxima en el art. 790: cEl oriental 
que se encuentre en país extranjero podrá testar por medio de 
instrumento público, conforme á las leyes del mismo país». 

Una restricción muy considerable á la regla del Derecho 
común, acerca de la forma de los testamentos hechos en el ex- 
tranjero, se encuentra en los países regidos por b1 Cotnmon 
Lato. 

Según el Derecho inglés, no se admite la autoridad de la 
ley extranjera ni aun respecto á la forma de los actos de última 
voluntad hechos en país extranjero, cuando en éstos se ha dis- 
puesto de un inmueble situado en Inglaterra. Donde quiera que 
se haga el testamento, si se refiere á una propiedad inmueble 
que exista en la Gran Bretaña, deben guardarse las formalida- 
des prescritas en la ley inglesa, á fin de que tenga valor legal 
en Inglaterra ó en Escocia. Según la regla establecida en la 
Camfnon Law (Statute of frauds) es imperativo para el testador 
observar aun respecto á la ¿orma \2Llex loci in quo bona inuno- 
büia sita sunt (1). 

También en los Estados Unidos de América prevalece el 
principio de la Common Law, y se admite como regla que la for- 



(1) Story, Conflict of Lawsy § 47-4-478. Dicey, Conflict of LawSj 
jrule 138. Comment., pág. 616. Westlake, Prívate int, Lair^S.^^ edición» 
página 189. 
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ma del testamento qae se refiere á los bienes inmuebles, se rige 
por la lex rei süae (1). 

El testamento relativo á los bienes muebles, se admite^ 
según la Common Law^ que debe ser reconocido por válido si 
como tal se tiene por la ley del domicilio del testador en el mo- 
mento de su muerte. Como consecuencia de h> dicho, si según lá 
lej del domicilio del testador en el momento de la muerte, fuese 
admitida la regla lex loci actus^ se consideraría válido el testa- 
mento hecho bajo las formas prescritas en la ley del lugar 
donde se eictendiese. Por lo tanto, si un individuo domiciliado 
en Francia, pero residente en otra parte, hace su testamento 
bajo las formas prescritas por la ley del país donde se encuentre 
en el momento en que le otorgue, este testamento debe ser consi- 
derado como válido según el Derecho inglés,, porque conforme la 
ley francesa (la del lugar donde estaba domiciliado el testador), 
está admitida la regla lex loci actus (2). 

Si por el contrario se tratase de un extranjero domiciliado 
en Inglaterra en el momento de su muerte, el cual hubiese hecho 
testamento en otro país, de acuerdo con la regla del Derecho 
inglés para decidir .acerca de la validez del acto, sería necesario 
referirse á la ley del domicilio del de cujus y, por consiguiente^ 
no se aplicaría ni la ley personal del testador ni la del Derecho 
común lex loci actus. El testamento, pues, podría ser reconocido 
válido en Inglaterra si se tuviera como tal por la ley inglesa. En 
otras palabras, según la regla de la Common Law, el principio 
de Derecho internacional privado acerca de la forma de los actos, 
es ó no admitido en Inglaterra, según que sea ó no aceptado por 
la legislación del país donde el extranjero que hizo el testa- 
mento estaba domiciliado al tiempo de su muerte (3). 

l*&aiK. La regla del Derecho común acerca de la forma 
extrínseca de los documentos, encuéntrase ampliada en virtud 
del Estatuto de Yictoria de ISQl^lJord Kingsdoton^s Act (4), re- 

(1) Warton, Conflict of Law^ ind. ed., n. 372. Dicey, cit. {American 
Jiotes, pág. 527). 

(2) Confr. Dicey cit., rule 182, pág. 686 y siguientes. 

(3) Dicey cit., Comment and illustrattons, pág. 687. 

(4) Foreig7i, WilU Acts, 861 (24 y 25 Vict., cap. CXIV). 
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latÍTo á los documentos hechos por un ciudadano británico en 
el extranjero. 

Merced á la rogla ' establecida según la Common Law se 
podría considerar válido por su forma un testamento relativo á 
los bienes mnebles, si como tal le tuviera la ley del domicilio del 
testador en el momento de su muerte. La expresada regla se 
aplicaba también al testamento hecho por un inglés domiciliado 
en país extranjero, y nacieron varias controversias respecto del 
testamento otorgado por un inglés en una forma que no era reco- 
nocida como válida, según la ley de su domicilio. Para evitar tales 
inconvenientes fué promulgada el Acta de 1861, la cual dispone 
4o siguiente en su art. 1.^: «Todo testamento, ó cualquiera otra 
disposición testamentaria hecha fuera del Reino Unido por un 
ciudadano británico (cualquiera que fuese su domicilio en el 
tiempo en que hizo su testamento ó al de su muerte), será, 
con relación á sus bienes muebles (personal esiaU)^ considerado 
como válido bajo el punto de vista de poder ser admitido en 
Inglaterra ó en Irlanda á la homologación (io probate) y en Es- 
cocia {to eonfirmationj, si se ha hecho según lasformas exigidas; ó 

>por la ley del país donde sea extendido, ó 

»por las leyes en vigor en aquella parte de los dominios de 
Su Majestad británica donde el testador tenía su domicilio de 
origen, ó 

>por la ley del país donde la persona referida se hallaba do- 
miciliada cuando hizo su testamento» (1). 

En virtud de tal Acta, un inglés no sólo puede atenerse, por 
lo que concierne á la forma del testamento, á la regla del 
Derecho común locus regit actum^ sino que puede también uti- 
lizar la ley del propio domicilio en el instante en que hace el 
testamento, y por consiguiente no podría éste ser anulado por 
la forma, aunque después el testador hubiese cambiado el domi- 
cilio que tenía cuando hizo su testamento, y la forma del mismo 



(1) Hemos reproducido literalmente el art. l.o del Acta de 1861, 
24 y 25, Vict, cap. CXIV, con el fin de evitar toda equivocación re- 
ferente al exacto concepto de la disposición mencionada. El Acta se 
refiere exclusivamente á la forma del testamento, que es la que re- 
conoce la ley del domicilio de origen del testador. 
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00 fuese reconocida como válida según la lej del domicilio que 
tenia en el momento de su muerte. De suerte que el testador 
puede atenerse en lo que respecta á la forma, á la ley vigente 
en cualquiera lugar de los dominios británicos donde tenia su 
domicilio de origen. 

Dicey, aclarando la regla, sostiene que un ciudadano inglés 
nacido de padres canadienses y que, por consiguiente, tuviera allí 
su domicilio de origen, si se domiciliase después en Alemania y 
viajando hiciese su testamento en Italia, en el cual dispusiese de 
sus bienes muebles, podría atenerse respecto á la forma del 
acto, á la ley alemana lex domicüii, á la italiana lex actus, 6 á 
la del Canadá lex domicilii originis (1). 

l*&aaw Según la Ley federal suiza de 25 dé Junio de 1891, 
se encuentra ampliada la regla locus regit actum con la disposi- 
ción sancionada por el art. 24, que dice: «Las disposiciones de 
última voluntad, los pactos sucesorios y las donaciones mortis^ 
causa^ son válidas, en cuanto á su forma, si ésta se ajusta á la 
ley del lugar donde el acto se ha realizado, ó á la del Cantón 
del domicilio en el momento del otorgamiento del mismo acto, 
ó á la del último domicilio, ó á la del Cantón de origen del di* 
funto». 

I*&a4* La variedad de las disposiciones del Derecho posi- 
tivo relativas á la forma de los testamentos y las reglas sanciona- 
das por los legisladores de los diversos Estados respecto á los 
testamentos hechos por los ciudadanos en país extranjero, ó 
á los otorgados por extranjeros y que deban ser ejecutados en 
el país donde se encuentren los bienes de que había dispues- 
to el testador, originan muchas controversias tocante al valor 
del acto de última voluntad, en el caso que deba ser eficaz y eje- 
cutarse en un país que no forme parte del Estado donde el tes- 
tamento ó la disposición testamentaria se hizo. No se puede, 
ciertamente, afirmar que toda controversia puede ser resuelta en 
virtud de la regla locus regit actum, la cual es comúnmente acep* 
tada y considerada como norma de Derecho positivo internacio- 



(1) Dicey, Confiíct of Law, rule 182, pág. G92. 
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nal, y que dice asi: que siempre que se trate de decidir acerca 
del Yalor de un documento, en lo que se refiere á sa forma, debe 
ser reconocida la autoridad de la ley del país donde se ha 
otorgado dicho documento. 

Los Tribunales han estimado que se puede aplicar la men- 
cionada regl^ para resolver las controversias relativas á la forma 
del testamento, y sin preocuparse de nada más, han considerado 
válido el testamento, en cuanto á la forma stí refiere, si como tal 
se tiene por la ley del país donde se ha hecho. Como consecuencia 
de esto, la Audiencia de Orleans decide en su sentencia de 4 de 
Agosto de 1859, que el testamento ológrafo hecho en Francia 
por un extranjero (un neerlandés), es válido conforme á la r^Ia 
locu8 regit actum^ aunque la ley del país del testador prohiba 
expresamente á los ciudadanos hacer testamento en país extran- 
jero; á no ser por medio de un acto auténtico (1). La misma 
máxima, se encuentra expresamente establecida por el Tribanal 
Supremo francés en su sentencia de 25 de Agosto de 1847 (2). 

Por lo que concierne al testamento hecho por un francés en 
país extranjero, se ha entendido generalmente que el francés 
pueda testar según las formas prescritas por la ley local. Por 
esto, la Audiencia de París, en su sentencia de 10 de Agosto 
de 1872, consideró válido el testamento hecho por un francés en 
país extranjero (California), con arreglo á las formalidades es* 
tablecidas en el referido país (3). 

La jurisprudencia francesa ha ido aun más allá en la apli- 
cación de la mencionada regla, y considerando que el art« 968 
del Código civil francés, que excluye el testamento mancomunado, 
se encuentra en la sección de las reglas generales sobre la forma 
de los testamentos, ha entendido que como la disposición se 
refiere á la forma del documento, debe sujetarse ala regla locus 
regit adum, y por consiguiente debe considerarse válido el testa- 
mento mancomunado (aunque prohibido por la ley francesa), si 



(1) Orieans, 4 Agosto 1859. (Journal dii Pal, 1859, 1.040). 

(2) Court de cass. 25 Agosto 1847. {Joimu du Pal, 1847, II, p. 613). 

(3) París 10 Agosto 1872. {Journal du Pal, 1872, pág. 1.069). 
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^stá hecho por un francés en país extranjero donde la ley en 
Tigor autorice hacer el testamento en esta forma (1) (a). 

l.&aA* Una de las cuestiones más debatidas es la que se 
refiere al testamento ológrafo. Se ha discutido, en efecto, larga- 
mente si para decidir acerca de la eficacia de la disposición de 
última voluntad, hecha por medio de escritura privada, es ne- 
•cesario atenerse á la regla locus regit actum. 

Los Tribunales italianos han entendido que la regla locus re- 
git actum no puede aplicarse para considerar como válido el 
testamento ológrafo hecho por un extranjero en un país donde 
esta forma de testar sea reconocida por la ley, cuando, según la 
ley del país de que es ciudadano el testador, está prohibido ex- 
presamente hacer testamento en tal forma. Por consiguiente, 
teniendo presente la disposición sancionada por el art. 992 del 
'Oódigo civil holandés, que prohibe á sus nacionales testar en el 
extranjero bajo la forma ológrafa, los referidos Tribunales han 
declarado nulo el testamento hecho de dicho modo por un holan- 
dés en Bélgica, á pesar de que la ley belga admite esta clase de 
testamento (2). 

Debemos advertir que nuestros Tribunales no se han fundado 
en la regla locu8 regit actum, sino en el motivo de que en la pro- 
hibición de testar en forma ológrafa, sancionada por la ley perso- 
nal, se debe reconocer una limitación á la capacidad de testar, y 
de ahí que hayan considerado como nulo el testamento ológrafo 
de un holandés, en atención á la autoridad del estatuto personal 
limitativo de la capacidad. 



* (1) Confr. Court de Toulouse, 11 Mayo 1850. (Journal du Pal. 1851, 
I, pág. 556); Caen 22 Mayo 1860. (El mismo, 1851, II, pág. 142); Tribu- 
nal civil de laSeine 23 Diciembre 1881. {Journal de Dr. int privé, 1882, 
pág. 322), y la nota á Trib. reg. supr. de Cologne, 1.» Marzo 1881. (El 
mismo, pág. 361). 

(a) Por el art. 669 del Código civil español, se dice lo siguiente: 
cNo podrán testar dos ó más personas mancomunadamente, ó en 
un mismo instrumento, ya lo hagan en provecho recíproco, ya en 
beneficio de un tercero.» 

(2) Corte de apelac. de Genova, 4 Agosto 1891, Kendriks Oghop 
c. Fórmica {Foro ital, 1892, p. 115) con notas de Fusinato; y Cass. de 
Turín, 12 Abril 1892 {MonxL dei Trib. di Milano, 1892, pág. 346). 
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La misma máxima se encuentra adoptada por los Tribunales- 
de Bélgica, los cuales se han fundiado en idénticos moti- 
vos (1) y han declarado nulo el testamento ológrafo hecho por 
un holandés, reconociendo en la prohibición sancionada por el 
Código holandés, en su art. 392, una limitación á la capacidad» 

Los Tribunales ingleses, por el contrario; fundándose en los 
principios del Derecho inglés (que entiende, para todo aquello 
que concierne á la propiedad personal, que un testamento hecho 
por un extranjero debe considerarse como válido, siempre que 
por tal se tenga por la ley del país en que el difunto estaba do- 
miciliado en el momento de su muerte), han considerado aplica- 
ble la regla locus regit actum para decidir acerca de la validez 
de un testamento bajo el aspecto de la forma, si la referida regla 
era aplicable según la ley del país donde el de cujus estaba do- 
miciliado. Los principios que se refieren á esta materia, y que 
aclaran además la excepción sancionada por la Ley de 6 de 
Agosto de 1861, se amplían en la sentencia de la Corte de ape- 
lación inglesa de 13 de Febrero de 1884, en la causa Bloxam y 
Favre (2). Aplicando los principios sancionados por dicha ley 
{Acte de Lord Kingsdown) en el caso de un testamento hecho en 
el extranjero por un inglés, la Alta Corte de Justicia, con su 
sentencia de 25 de Enero de 1898, decidió que el testamento 
hecho en el mencionado caso y en forma ológrafa debe estimarse 
válido, si tal forma de testar estaba autorizada por la legislación 
del país donde el testamento se otorgó (3). 

l.&as. Los escritores, á su vez, han discutido vivamente 
acerca del valor del testamento hecho observando las formalida- 
des requeridas por la ley local, y no todos estén de acuerdo en 
admitir que deba ser aplicada en cualquier caso la regla loms 
regit actum para resolver la cuestión. 

Muchos han creído ver en la controversia que se refiere á la 
forma ológrafa una cuestión de capacidad. Bouhier decía, en 



(1) Tribunal civil de Bruselas, 21 Julio 1886 {Journal de Droit 
iw¿. pm(í, 1887, pág. 496). Conr de Liége 18 Junio 1874. (Pasicrisie^ 
1874, pág. 301). 

(2) Véase Journal de Droit int, privé, 1885, pág. 120. 

(3) Journal de Droit int. privé, 1898, pág. 772. 
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efecto, que el testador capaz, en virtad de la ley de su país, de 
testar bajo la forma ológrafa, conservaba esta capacidad aun en 
los países donde se hallen en vigor los estatutos prohibitivos, y 
que reciprocamente, el testador incapaz, según su estatuto per- 
sonal, de adoptar la forma ológrafa, no podía servirse de ella ni 
Hun en los países donde tal forma de testamento estaba autoriza- 
da por la ley (1). Este concepto lo encontramos mantenido hasta 
en nuestros tiempos, y es recordado en las sentencias de los Tri- 
bunales italianos que citamos anteriormente. 

En mayor número están aquellos que han sostenido que la 
cuestión debe ser resuelta aplicando la regla locus regii actum, y 
por consiguiente, que cualquiera que pudiese ser la disposición, 
á tenor de la ley personal del testador debe considerársele capaz 
ó incapaz de testar en forma ológrafa, según que esta forma sea 
ó no admitida por la ley del lugar donde el testamento haya sido 
escrito (2); esta es la máxima consagrada en las sentencias de) 
Parlamento de París (3). 

Entre los modernos, la cuestión ha sido vivamente discu- 
tida (4), y están en mayor número los que han sostenido que 

(1) Bouhier, Le^costumes du Duché de Bourgogne avec les observation» 
da pratident Bouhiery pág. 28; cfr. Ricard, Traite de la donation, t. II, 
jiúm. 307. 

(2) Furgole, Testament, cap. II, sec. 2.a, págs. 69 y 72; Pothier, De 
la donatton, caps. I y II, § l.o; Merlin, Rep., v.® Testament, sec. 2.», § 4.o, 
art. l.o 

(3) De 10 Marzo 1620, 15 Enero 1721, 14 Julio 1722, 16 Julio 1777; 
confr. Laine, Dro\t inL privé, t. II, pág. 715 y siguiente. 

(4) Véase Rocco, Diritto civ, int, parte 3.», cap. VI; Lo moñaco, 
Trattato di Dir. civ. intem,, pág. 186; Fusinato, Nota aUa sentenza deÜa 
Corte d' apello di Genova en el Foro ital, 1892, pág. 116; Catellani, II 
D-iritto tntemazionale priv,, vol. II, Successioni, § 741 y siguiente; Bu- 
zzatiy Zf'autoritá ddle leggi straniere, págs. 393, 394 y 423; Lanrent, 
Droit civ, intem,, vol. VI, núms. 415 y siguientes; Brocher, Drait 
int. privé, t. II, pág. 33 y siguientes; Duguit, Z>e8 Conjlicts de légida- 
tion rélatifs d la forme des actes civils, pág. 40; Rolin Albéric, Droit 
intem. privé, tomo II, tít. XVIII; Weiss, Traite de Dr, int, privé, t. IV,. 
página 619 y siguientes; Despagnet, i>r. int privé, 3.* edición, nú- 
mero 378; Renault, en la Revue critique de legisL et de jurispr., 1884^ 
pág. 735; Asser et Rivier, Dr» int, privé, pág. 138; Surville et Arthuys,. 
Dr. int. privé, § 193 y siguientes. 

Dbbbcho int. pbiv.—Tomo vi 8 
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debe ser resuelta aplicando la regla locus regü actum. La ley 
que admite el testamento ológrafo, dice Demolombe, no puede 
ser considerada ni como real ni como personal. No es personal, 
porque no regula el estado ni la capacidad del testador; no dice 
si puede ó no hacer testamento, sino solamente en qué forma 
puede luicerlo. No es real, porque no tiene por objeto los bie- 
nes ni su naturaleza, ni el modo de transmitirlos. Su único pro- 
pósito es regular la forma del documento, y, por consecuencia, 
pertenece á la categoría de leyes de las que se dice locus regü 

actum (1). 

1.&39* Nosotros hemos combatido siempre la idea de que 
la controversia acerca del valor jurídico del testamento ológrafo 
pudiese ser resuelta por los principios que conciemen á la capar 
ddad; siendo así que no se puede admitir que la disposición le- 
gislativa que autoriza ó no al testador para usar la forma oló- 
grafa, tienda á atribuir ó limitar la capacidad de disponer (2). 
Como antes habíamos advertido, no nos parece que todo pueda 
caer bajo el imperio de la regla locus regü aetum. Ya en la parte 
general, hicimos notar que al aplicar el adagio tan común rela- 
tivo á la forma de los actos, se ha ingerido en la doctrina y en 
la jurisprudencia cierta confusión, ocasionada, sin duda, porque 
no se ha deslindado por completo el campo donde puede estar 
la regla locus regü actum. Todos se encuentran de acuerdo en 
admitir que la citada regla se refiere á la forma de los actos; 
pero cuando se trata de establecer el alcance de la misma en el 
Derecho positivo, y de determinar y precisar su autoridad frente 
6, la sancionada por el Derecho territorial ó por el personal, con- 
siderando el valor jurídico del documento, no todos han procura- 
do examinar atentamente si se trata de una verdadera y propia 
cuestión sobre la forma del documento, ó si, por el contrarío, se 
refiere á los elementos requeridos según la ley para la subsisten- 



(1) Demolombe, Traite des donatians et testamentSy tít. IV, núme 
ro 483 y siguientes. Véase también Troplong, DonaL et Testavu, 

tomo III, núm. 1.736. 

(2) Véase mi obra Sulle dispos. generali ed ínterpret delU leggt, vo- 
lumen II, § 788 y nota á Sentenza della Corte di Lucca^ 23 Junio 1882 
en el Joum, de Dr. int. privé, 1884, pág. 650. 
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«cía del mismo; es decir, si se trata de su forma extrínseca, ó de 
-su entidad sustancial j de la declaración formal de la voluntad, 
-exigida por la ley para poderse admitir su validez legal y su 
fuerza jurídica como tal (I). 

La confusión que se ha engendrado sobre este punto, tal vez 
dependa de que, cuando se ha tratado de sancionar la regla 
acerca de lá forma de los negocios jurídicos, los legisladores no 
han procurado ser precisos en la expresión; determinando 
á punto fijo si entendían de este modo regular la declaración 
:formal de la voluntad, ó sólo la forma extrínseca de la voluntad 
legalmente declarada. No es, pues, extraño que la falta de pre- 
cisión en el lenguaje jurídico de los mismos legisladores haya 
•ocasionado errores, interpretaciones torcidas y equivocaciones. 
Xios legisladores han usado la palabra acto (documentó) tal vez 
para expresar el id quod actum esty es decir, el hecho ó el negocio 
jurídico, y para dar & conocer además la forma externa con que 
debe verificarse la declaración de la voluntad para poder presen- 
tar la prueba; esto es, el documento como declaración formal y 
sustancial de la voluntad y el documento como medio externo, 
idóneo para asegurar lo que fué realizado (2). 

l.&as. Conviene advertir que toda declaración de volun* 
tad dirigida inmediatamente á hacer nacer ó á resolver una re- 
lación jurídica, puede estar subordinada, en lo que concierne á 
su eficacia jurídica como tal, á la observancia de una forma pres- 



(1) Confr. Savigny, Sistema del Diritto romano^ vol. III, §§ 114 y 
130; Windscheid, Trattato deUe Fandette, traduc. Fadda, §§ 70 del vo- 
lumen I, parte 1.* y 72; Volderndorff, La forma deVtiegozi giuridici 
secondo i principi generali ed i diritti positivi (die Foi*m der Rechtsges- 
chufle nach allgemeínen Gundsatzen und posttiven Rechten). 

(2) Nuestro legislador emplea indistintamente la palabra acto 
p£ira designar la declaración de la voluntad capaz de hacer nacer 
relaciones jurídicas y para denotar el instrumento, es decir, la forma 
externa de la declaración de voluntad. En el art. 759 la palabra acto 
Be emplea para determinar lo que es el testamento, y en el 774 se 
emplea para dar á conocer la forma instrumental del testamento. 
En el art. 1.314 encontramos la palabra acto en sus ambos sentidos: 
«El acto de renuncia debe ejecutarse por acto público». «El acto para 

constituir una renta debe realizarse por acto público». 
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crita positivameDte, y clesigDada como la única que sirve de 
expresión legal de la Toluntad. Dado que se requiera una forma 
determinada para la declaración de la voluntad, nos parece claro 
que el querer capaz de hacer nacer ó de resolver la expresada re- 
lación jurídica, no puede subsistir más que subordinadamente 
á la observancia de aquella formalidad positiva prescrita. 

Diremos más . adelante á quién debe ser atribuida la com^ 
petencia legislativa, respecto de lo que se refiere ¿ la declaración 
formal de la voluntad. Ahora queremos tan sólo aclarar nuestro 
concepto, y advertimos que lo que se relaciona con la declara* 
ción formal de la voluntad, no puede confundirse con lo referente 
á las formas extrínsecas ó instrumentales, que pueden ser exi- 
gidas para asegurar la expresión ó la manifestación de la toI un- 
tad misma, es decir, el conjunto de las formas extrínsecas por 
medio de las cuales el negocio jurídico puede considerarse ex- 
presado, asegurado y probado. 

La distinción que hemos hecho nos parece indispensable 
para determinar el campo de la regla locus regü actum frente á 
la ley que debe desplegar su autoridad para regular la decla- 
ración formal de la disposición de última voluntad. 

Por referirnos á un sistema de Derecho positivo, nos ocupa- 
mos de lo que dispone el legislador italiano. Este, después de 
establecer en el art. 720 que la sucesión se realiza por la ley 
ó por testamento, y de haber dispuesto que ha lugar á la sncesióo 
legitima cuando falta en todo ó en parte la testamentariH, da 
la noción jurídica del testamento en el art. 759, y dice: cEl tes- 
tamento es un acto revocable, por cuyo medio uua persima, 
según las reglas establecidas por la ley, dispone para después 
de su muerte de todo su patrimonio ó de parte de él en favor de 
una ó de más personas» (a). 

El art. 774 dice: cLa ley reconoce dos formas ordinarias de 



(a) El Código español define el testamento en el art. 667 con estas 
palabras: El acto por el cual nna persona dispone para después de 
su muerte de todos sus bienes ó de parte de ellos, se llama testa- 
mento. 

La nota de la revocabiüdad, se contiene en el art. 737, que viene 
á completar el concepto del testamento. 
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ttestamento; el testamento ológrafo y el testamento ante Notario 
(ó testamento público)». 

En los artículos siguientes, el legislador determina la forma 
instrumental del testamento privado y del testamento público. 

En el titulo preliminar, después de haber establecido que las 
-sucesiones legitima y testamentaria se regulan por la ley de 
la persona de cuya herencia se trate (art. 8.^), dispone que las 
ibrmas extrínsecas de los actos de última voluntad est&n deter- 
minadas por la ley del lugar en que se ejecutan (1). 

1a&90« Teniendo ahora presentes las señaladas disposi- 
ciones, ¿qué es lo que puede entenderse comprendido en la regla 
Zocus regit adum que nuestro legislador expresamente repone- 
•ce en la disposición sancionada en el art. 9.°? ¿Es • posible 
entender que en virtud de la regla locus regit adum se pueda 
considerar bastante que la declaración de la voluntad se haya 
(hecho en la forma reconocida por la ley local? ¿Será válido el 
testamento verbal ó nuncupativo hecho por un italiano en un 
país donde, según la ley, la declaración de última voluntadcon- 
sígnada en tal forma, se reconozca como eficaz? 

Buzzati, sosteniendo la más amplia aplicación de la regla lo- 
-cus regit actum^ admite que el testamento verbal debe conside- 
rarse como válido si la declaración de voluntad se ha expresado 
en tal forma, en un país en que se reconozca la eficacia de un tes- 
tamento hecho verbalmente (2). Weiss sostiiane la misma opinión, 
y se funda en que el art. 999 del Código civil francés no ex- 
cluye la aplicación de la regla locus regit adum, y por consi- 
.guientC; tampoco excluye el valor del testamento nuncupativo ó 
verbal, si tal forma se admite por la ley del país donde un fran- 
cés haya hecho su testamento (3}. 

También Surville y Athuys (4) la sostienen, y no nos ocu- 
pamos de otros. 

A nosotros, por el contrario, nos parece que no se puede 



(1) Art. 9,o del título preliminar. 

(2) Buzzati, op. cit, págs. 400 y 401. 

(3) Weiss, Traite, tomo IV, pág. 623. 
Í4) Droit int privé. 3.» edición, § 193. 
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admitir. Y he aquí las razones en qne fandamos noestro ocHKTeo- 
cimiento: 

Puesto qne en el sistema aceptado por la legislación italis- 
iia la sucesión debe regularse, en todo aquello que concienie á 
la esencia de la disposición de última voluntad, por la lej nado- 
nal de la persona de cuja herencia se trate, y que tal ley debe 
regular la distribución legitima de la herencia, el orden de suce- 
der 7 la medida de los derechos sucesorios: 

Estimando, por consiguiente, que se debe, según tal ley, es 
tablecer y decidir si se está en el caso de dar la preferencia á h 
sucesión legitima ó á la testamentaria: 

Considerando que las disposiciones generales acerca de h 
aplicacióa de las leyes tal como se encuentran establecidas po: 
nuestro legislador, conciemen igualmente á la sucesión del ex- 
tranjero, siempre que para la distribución de su herencia sean 
competentes los Tribunales italianos, y á la sucesión de un ital¡&- 
no muerto en el extranjero, ó que alli haya hecho testamento: 

Considerando, además, que, respecto al de cujus italiano, co 
puede tener lugar la sucesión legitima, más que cuando ülU 
la testamentaria, y no se puede admitir que haya lugar á la su- 
cesión testamentaria más que en el caso de existir un testamente^ 
eficaz é idóneo, según la ley, de producir sus efectos jurídicos, 
teniendo presente todo esto, preguntamos: ya que la ley que b 
de gobernar el derecho hereditario debe ser única, ¿se puede ad- 
mitir autoridad en la ley extranjera para decidir si existe ó no 
testamento, es decir, una declaración de voluntad eficaz qot 
pueda dar lugar á la sucesión testamentaria? 

La cuestión de la subsistencia del documento, es decir, h 
declaración de la voluntad legalmente eficaz para producir efec- 
tos jurídicos en presencia de la ley, ¿es una cuestión de form» 
extrínseca? 

-l.^ftiflO* En general, es necesario admitir que, con el fin dt 
que un asunto jurídico se encuentre en condiciones de producir 
aquella clase de relaciones jurídicas á que tiende, debe tener 
los requisitos exigidos por el Derecho positivo, al cual este asus- 
to deba someterse para su existencia y eficacia legales. Si tiene 
tales requisitos, es un negocio jurídico válido; si le falta uno» &«' 
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se le puede considerar con validez, sino que, por el contrario» 
debe tenerse por nulo. La declaración de voluntad hecha por una 
persona á la cual atribuye la ley capacidad para hacer testa- 
mento, es indudablemente el hecho jurídico indispensable para 
que se originen todas aquellas relaciones que se derivan de la 
sucesión testamentaria. La capacidad es sin duda el principal 
requisito para la existencia y para la eficacia legal de la volun- 
tad declarada. Si el legislador prescribe, al que tiene capacidad 
para testar, una forma determinada como necesaria para la efi- 
cacia de la declaración de la voluntad, nos parece claro que el 
observar la forma positiva prescrita, como la única que sirve 
para la expresión de la voluntad, debe ser reconocida también 
como un requisito necesario para la validez de la declaración 
misma. 

Sentado esto, y teniendo en cuenta que todas las rela- 
ciones que se derivan de la sucesión, deben someterse á la 
ley que ha de regularlas^ es para nosotros evidente que siempre 
que la referida ley prescriba una forma determinada para la de- 
claración de la voluntad idónea á fin de dar el ser á un testa- 
mento, la forma asi prescrita, debe considerarse como uno de los 
requisitos legales de la declaración misma, de suerte que sea la 
única que valga como manifestación legal de la voluntad. 

Nosotros, pues, establecemos la regla de que la propia ley 
que ha de regular las sucesiones legitima y testamentaria, y la 
intrínseca validez y esencia de las disposiciones de última vo- 
luntad, debe ser aplicada para decidir acerca de la existencia for- 
mal de la disposición misma. Por consiguiente, en el sistema de 
la legislación italiana, en que la intrínseca validez de la disposi- 
ción testamentaria debe regularse por la ley nacional de la per- 
sona de cuya herencia se trata, se debe decidir, conforme cod 
la misma ley, la cuestión de si existe ó no un testamento, y si la 
declaración formal de última voluntad hecha por el testador, 
tiene ó no los requisitos necesarios, según la ley nacional, para 
poder ser considerada como testamento. 

Esta regla no puede ser modificada por el principio común- 
mente aceptado, locus regit actum, supuesto que éste concierne 
solamente á las formas extrínsecaSj es decir, á todo medio exte- 
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rior por el cual la formal declaración de la voluntad pueda ser 
logalmente alegada y probada. 

'l*8ft'il* Aplicando estos principios, decimos, á modo de 
ejemplo, que si se tratase de regular en Italia la suceaión de 
un francés, y se intentase dar cabida á la sucesión testamenta- 
ria en virtud del testamento hecho por el de cujus en país ex- 
tranjero, no se podría^ ciertamente, considerar eficaz la disposi- 
ción de última voluntad hecha por él verbalmente en un país en 
que tal forma de testar fuese reconocida. Teniendo los Jaeces 
italianos que decidir con arreglo á la ley nacional del de cujus si 
existe ó no testamento, y si la disposición de última voluntad 
puede ó no tener valor jurídico como tal, habrían naturalmente 
de referirse al Código civil francés. Pues bien, según la dis- 
posición sancionada en el art. 969, el legislador francés estable- 
ce que el testamento puede ser ológrafo, por documento público 
ó en la forma mística. Tal disposición no concierne, ciertamente, 
i la forma externa del acto, sino que se refiere á la formal decla- 
ración de última voluntad que el legislador francés requiere 
para la eficacia jurídica de la disposición misma. Establece que 
la declaración de última voluntad capaz de dar ser á un testa- 
mento, debe hacerse por escrito, bien bajo la forma de acto 
privado (ológrafo), bien bajo la de acto público ó bien bajo h 
de acto místico. Nos parece, pues, natural que la declaración 
de última voluntad hecha de otro modo no pueda considerarse 
como testamento según el Código civil francés (1), ni pudiers 
llegar á serlo en virtud de lo que el legislador italiano establece 
en el art. 9.^ de las disposiciones generales. 

El mencionado artículo sanciona la regla locus regit aetum. 
Nuestro legislador, no obstante, dice: Las formas extrínsecas de 
Iqs actos de última voluntad se determinan por la ley del lugar 
donde están hechos. Aun admitiendo que dicha regla no esté 
rectificada por la máxima sancionada por el legislador francés 
en el art. 999, sino que por el contrarío sea confirmada, como 
sostiene Weiss, esto puede conducir solamente á la consecuen- 



(1) Conf r. Trib. civ. de Lyon (Journal de Drott int. privé, 1887, pá- 
gina 149). 
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«cía de reputar como testamento la declaración de voluntad he* 
'€lia por un francés, por medio de documento escrito ó en forma 
privada, ó por acto público 6 por la forma mística, siempre que 
^n líL redacción del documento se hayan observado las formas 
requeridas por la ley del lugar donde el francés hiciese la decla- 
ración de última voluntad. 

Por consiguiente, no se podría desconocer el carácter del do- 
cumento público á pesar de que la declaración de última volun- 
tad no se hubiera hecho ante Notario, sino ante la autoridad ju- 
dicial ó administrativa, ó ante la persona competente según la ley 
local, para atribuir al acto el carácter de autenticidad ó de pu- 
blicidad. Admitamos también, que siempre que el testamento de 
vtn francés otorgado en el extranjero, se ha redactado en forma 
solemne, según la ley y los usos del país en que se hizo, no puede 
ser contradicho el carácter de publicidad requerido para la for- 
mal declaración de última voluntad, según la ley francesa, sólo 
porque no se hayan guardado cuantos requisitos prescribe la ci- 
cada ley para la forma extrínseca de estos actos. 

Por la misma razón, suponiendo que según la ley local nopue- 
4a ser impugnada la solemnidad del documento, no debe discu- 
tirse el carácter de publicidad, si la declaración de última volun- 
tad se ha hecho ante un oficial incompetente según la ley fran- 
cesa, ó en presencia de un solo testigo, ó si han intervenido en 
la confección del documento personas incapaces de ejercitar las 
funciones de testigos según la referida ley. 

Se debería, por lo. dicho, aplicar siempre la ley local, no sólo 
para decidir lo relativo al número de testigos requeridos para el 
testamento público, sino también para resolver quiénes pueden 
ser testigos. No podría invocarse el estatuto personal de aquel 
que haya intervenido como testigo, porque no se trata de nada 
que afecte á su capacidad personal; sino de lo referente á la 
redacción del documento. La presencia de los testigos forma 
parte, en efecto, de las solemnidades extrínsecas del testamento 
público, y debe considerarse sometida al propio derecho local á 
que lo está el asunto jurídico bajo tal aspecto. La capacidad óin- 
capacidad de los testigos, según la ley personal de los mismos, 
no cambiaría la esencia de la cosa; supuesto que las condiciones á 
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que debe hallarse subordinada la idoneidad del testigo que toma, 
parte en la confección del testamento público, han de encon- 
trarse en todo sometidas á la ley que regule las formas requeri- 
das para la autenticidad del mismo. 

. De aquí se sigue^ que aunque el legislador italiano, por 
ejemplo, disponga que el testigo debe ser mayor de veintián años^ 
no por eso si un italiano hiciese testamento público en el Perú^ 
donde según la ley puede ser testigo toda persona de sexo mas- 
culino, ya sea ciudadano, ya extranjero, con tal de que haya cum- 
plido los dieciochx) años (1), y suponiendo que hubiese interve- 
nido en la confección del documento un italiano que tuviera die- 
ciocho años de edad, se podría impugnarla validez del testamento 
en lo que se refiere á la forma, alegando que según la ley italia- 
na, el ciudadano de dieciocho años no puede ser testigo. 

Se debe admitir que todo lo que concierne á la forma extrín- 
seca instrumental, debe caer bajo el imperio de la ley locus re- 
git adum (2). 

De igual modo deberá considerarse válido el testamento mís- 
tico hecho por un francés en el extranjero, con arreglo á las for- 
malidades exigidas por las leyes del país de su residencia, aun- 
que no estén de acuerdo con las requeridas por el Código fran- 
cés. El Juez italiano no podría desconocer el valor jurídico de 
tal acto, porque en virtud de la regla locus regit actum^ 8anci(H 
nada por el patrio legislador en el art. 9.^, tratándose en el 
presente caso de las formas extrínsecas de la disposición de úl-^ 
tima voluntad, el Juez debería atenerse al derecho local. 

l.&ifl!^* una grave duda podría nacer á propósito del tes- 
tamento ológrafo hecho por un italiano ó por un francés en un 



(1) Arts. 682 y 683 del Código civil. 

(2) Confr. Pau, 26 Julio 1853; París, 19 Abril 1853 {Journ. du P<ú,, 
1854, 1, pág. 181); Cass. req. 19 Agosto 1858. (El mismo, 1859, pág. 64). 
La jurisprudencia está de acuerdo en admitir: «Que el testamento 
hecho por un francés en país extranjero puede considerarse autén- 
tico, según el art. 999 del Código de Napoleón, si se ha redactado 
en la forma solemne usada en el país». Cass. Turín, 13 Septiembre 
de 1870 (.Monit Trih, di Milano, tomo XI, pág. 1.050); Audiencia do 
Palermo, 25 Mayo 1887 {Circ, giur., pág. 109). 
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I 

pafs en que^ según la ley, el documento se repute válido, siempre 
que se halle escrito y firmado de mano del testador, por más^ 
que no se haya fechado, comp ocurre á tenor de la ley del Cantón 
de los Grisones. 

Los Tribunales de Italia se han ocupado de esta cuestión* 
con motivo de la muerte de un italiano en el Cantón de los Gri- 
sones, que había instituido heredero á su hermano, medíante un 
testamento ológrafo no fechado. La Corte de casación de Turín, 
juzgando la litis pendencia propuesta, decidió que el testamento- 
debía considerarse válido, según la regla locus regit actum y en 
virtud de la máxima sancionada por el legislador italiano en el 
art. 9.^. La Corte tuvo en cuenta que el legislador italiano no 
prohibe á los ciudadanos testar, observando en lo que se refíere^ 
á las formas extrínsecas del documento las díspoM^ones^ de la 
ley del lugar donde se hace el testamento; y considerando que- 
la fecha del testamento ológrafo debe estar comprendida entre 
las formalidades extrínsecas y sujeta por tanto al imperio de la. 
ley local, decidió que el testamento ológrafo falto de fecha, que 
haga un italiano en el territorio de un Estado, donde según la 
ley deba ser considerado como válido, será igualmente tenido^ 
por legal en Italia (1). 

A nuestro parecer, la fecha requerida por el legislador ita- 
liano para el valor jurídico del testamento ológrafO; no puede es- 
timarse como una formalidad extrínseca, si se tiene presente que 
en el art. 804 el legislador prescribe expresamente que la dispo- 
sición de última voluntad no es testamento, aunque esté esclrita 
por completo y firmada de mano del testador, si no se ha puesto- 
en ella la fecha; y si se considera además que el legislador, en la 
Ley transitoria de 30 de Noviembre de 1866, dispuso que los tes- 
tamentos por documento privado, hechos conforme á las leyes 
anteriores á la promulgación del nuevo Código y válidos según 
la ley vigente en el tiempo en que se hicieron, no podían producir 
efecto alguno en el caso de que la sucesión se hubiese abierto dos- 



(1) Cass. Torino^ 31 Mayo 1881, en la cansa Lampugnani {Mo- 
nit Trib. di Milano, 1881, pág. 673); Corte di Lucca, 23 Junio 1882: 
( Jnn. delta Giur,, 1882. pág. 409). 
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.'«lesea después de hallarse en vigor el Código civil, y no hubiesen 
isido escritos, fechados y firmados de mano del testador (1). Nos 
parece, pues, que la declaración de última voluntad hecha por 
un italiano mediante acto privado, no puede considerarse eficaz y 
' valedera como testamento, si falta alguno de los elementos for- 
males requeridos por la ley para atribuir á la declaración de 
voluntad consignada en escritura privada, su fuerza jurídica 
como testamento. 

Admitimos como regla, que un italiano que quiera hacer 
testamento en el extranjero mediante acto privado, puede ha- 
cerlo observando las formas prescritas por la ley local, siempre 
•que dicha ley considere como testamento privado el escrito por 
un tercero, fechado y firmado por el testador en presencia de 
dos testigos; el testamento hecho en tales condiciones puede ser 
tenido por eficaz. Admitimos después que, cuando por la ley 
4e un país cualquiera se consintiese al ciudadano del mismo ha- 
cer testamento en el extranjero, ya por medio de documento pú- 
blico, ya valiéndose del privado, supuesto que el referido extran- 
jero, encontrándose en Italia, quisiera testar bajo la forma oló- 
grafa, el testamento que hiciese debería ser considerado eficaz si 
las condiciones prescritas por la ley italiana se habían observado, 
y no sería del caso impugnar su validez, aunque se hubiere faltado 
á las formalidades impuestas por la ley extranjera (2). 

Cuando ocurra que el documento se haya hecbo en un país 
-dado, y de las circunstancias resulte que el autor del mismo haya 
observado ciertas y determinadas formas en su redacción, por 
fiu deliberado propósito de referirse á la ley local, no puede du- 
darse de que la regla locus regit actum debe ser aplicada, y de 
-que se puede sostener, por consiguiente, la validez del testa- 
mento redactado en la forma prescrita por la ley local. Este de- 
liberado propósito de referirse á la ley local, debe admitirse sin 
género alguno de duda en el caso del testamento escrito por un 
tercero según la ley local, y fechado. 

Respecto al testamento ológrafo sin fecha, la solución no 

(1) Art. 23 de ia citada ley. 

(2) Confróntese Tribunal de la Seine, 21 Junio 1883. Veuve Dn- 
loup c. Duloup. {Journal du Pal, pág. 405). 
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nos parece tan clara y quedamos en la duda. No nos sentimos- 
inclinados á admitir de un modo tan general, que el documento 
escrito por entero de mano de un italiano y por él firmado y no- 
fechado, pueda tenerse por válido en virtud de la regla locui^ 
regit adum, puesto que para sostener la validez del tal testa- 
mento, refiriéndose ala ley del lugar donde se aduzca estar 
hecho, y eliminar la violación de la voluntad misma del dispo- 
nente, seria indispensable poder asegurar que el documento se 
había redactado en el país ¿ cuya ley se piense someterle, y que 
el disponeute había creído referirse á la ley local, redactándolo 
tal como ésta prescribe, y no se puede decir ciertamente que' 
todo esto se deduzca siempre de las circunstancias. Sería pre- 
ciso poder dar siempre la prueba de una y otra cosas Si todo 
esto se pudiese establecer con certeza, se, podría admitir que- 
para proteger la buena fe del disponente y respetar el acto de 
su última voluntad, expresado con las formalidades requerida» 
por la ley del país en el cual se redactó dicho acto y á la cual^ 
quiso referirse, podría reputarse válido y eficaz el testamento 
en virtud del principio locus regit actum. 

Faltando tal prueba cierta, no se puede excluir la más na- 
tural presunción de que el disponente creyó referirse á su ley 
nacional; y no se podría eliminar el supuesto de que sabiendo él 
que según la ley de su patria la fecha era indispensable para 
atribuir á su escrito carácter y naturaleza de testamento, y que- 
mientras no hubiese fijado su última voluntad de un modo defi- 
nitivo, no hubiera fechado lo escrito y firmado por él, lo conside- 
raba como un proyecto, y se reservaba fecharlo cuando su última 
voluntad estuviese por completo decidida. Todos comprenden que 
de dar una aplicación demasiado extensa á la regla, locus regit; 
actunij se llegaría á la violación de la buena fe del disponento 
y á la alteración sustancial de su última voluntad. 

Supongamos, por ejemplo, que un italiano se establezca en 
el Cantón de los Grisones, y que al morir se encuentre entre 
sus papeles un escrito redactado por él, pero no fechado; ¿se 
podría, por fortuna, sostener con fundamento que aquel docu- 
mento no fechado fuese su testamento? Nosotros lo dudarnos- 
mucho. 
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En el testamento ológrafo redaotado sin intervenoióa de tes- 
tigos, la fecha no nos parece que pueda considerarse como una 
formalidad extrínseca. Más bien debe tenerse por necesaria para 
conocer á ciencia cierta cuándo fué redactado el acto, y averi- 
guar si en el momento en que se Redactó, el testador tenia 6 
DO capacidad legal para testar, y para saber además si hubo 
algo que pudiera violentar su voluntad ó ejercer influencia para 
alterar su contenido. No es menos necesaria la fecha para poder 
determinar, en el caso de que existiesen varios testamentos, cuál 
•debe considerarse el último y, por consiguiente, el válido. 'Y por 
esto, los legisladores más sabios y prudentes, al conceder la h- 
imitad de disponer con forma ológrafa, han exigido como condi- 
ción 9ine qua non para su validez, que el documento esté fechado; 
jr la jurisprudencia y la doctrina se hallan de acuerdo al consi- 
derar que la falsedad de la fecha equivale á la falta de la misma, 
cosa que implica, por consiguiente, U nulidad del acto (1) (a). 

Hemos creído necesario decir todo lo que queda expuesto, 
porque no nos parece aceptable la máxima establecida de un 
modo tan general por la Corte de casación de Turin. 

'I.ft4i8« Hay casos en que admitimos, sin duda alguna, que 
la regla Iocub regit actum puede ser aplicada para decidir la fecha, 
y así sucede con el testamento ológrafo hecho por un ciudadano 
griego en Italia, cuando esté escrito y firmado por el testador y 
fechado con arreglo al cómputo del calendario gregoriano. 

Según las leyes griegas, para la validez del testamento oló- 



(1) Aubry et Raii snr Zachariae, tomo VII, pág. 103; Pemolombe, 
tomo XXI, ntims. 87 y siguientes; Laurent, tomo XIII, núms. 201 y 
siguientes; Casac. franc, 31 de Enero de 1859, 20 de Febrero 1860, 
31 de Julio de 1860, 11 de Mayo de 1864 (Sirey, 1869, I, 337; 1860, 1, 
769; 1864, 1, 233). 

(a) Lo mismo dispuso el legislador español en el art. 688 del Có- 
digo civil, habiéndose ya formado una interesante jurisprudencia 
sobre su interpretación en los varios casos que el Tribunal Su- 
premo ha resuelto en casación. Entre las sentencias más importan- 
tes por sus pronunciamientos aclaratorios, se registra la de 4 de 
Abril de 1895, que declaró que la expresión del año, mes y día en 
que el testamento se otorgue, puede hacerse en cualquier orden j 
forma. 
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.'grafo 86 requiere que el acto de última voluntad esté fechado 
conforme al cómputo de los calendarios juliano y gregoriano. 
Si en el testamento hecho en territorio italiano se indica la fecha 
según dispone la )ej local; nos encontraremos evidentemente en 
un caso en el cual, con arreglo al principio locus regit actum, no 
puede considerarse el acto como falto de fecha^ si se expresó en 
la forma extrínseca determinada por la ley del país donde fué 
redactado (1). 

También debe considerarse como una disposición relativa á 
la forma extrínseca del testamento ológrafo aquella en que la 
fecha resulte del pliego en el que está escrito el testamento. La 
legislación española, por ejemplo, dispone en el art. 688 que el 
testamento ológrafo debe ser escrito en papel sellado, que tenga 
el timbre correspondiente al año en que se haya otorgado. Nos 
parece claro que una disposición de esta naturaleza no puede 
considerarse como condición esencial (a). Es verdad que la le- 
gislación española exige esta circunstancia, porque no atribuye 
la facultad de testar en la forma ológrafa más que al mayor de 
edad, negándola al menor de catorce años, el cual sólo puede 
hacer testamento en virtud de un acto público, y por eso ha 
impuesto el uso del papel sellado, como prueba documental del 
año en que se extendió el testamento. Nos parece^ pues, claM) 
que, tratándose de forma documental, sea aplicable la regla locus 
regit actum para considerar válido el testamento escrito en un 
pliego sin timbrar. Esto resulta de la disposición sancionada 
por el art. 732 del Código español, pero se deduce también de 
los principios que hemos expuesto (&). Todo esto no modificaría 



(1) Confr. la sentencia de la Corte de Lucca de 23 de Junio 1882 
{Annáli ddla Giurispr, ital, 1882, parte 3>, pág. 408; Joum. de Dr. int 
privéy 1884, pág. 648). 

(a) Habiéndose suprimido del papel sellado que se usa en España 
la expresión del año, el Parlamento va á discutir en estos días un 
proyecto de ley alterando en esta parte el requisito del art. 688, que 
exigía que el papel fuese del año del otorgamiento. 

(Jb) Este artículo aquí invocado, dispone que los españoles podrán 

testar fuera del territorio nacional, sujetándose á las formas esta- 

^blecidas por las leyes del país donde se hallen, y hacer testamento 
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la regla sancionada en tal legislación acerca de la capacidad re - 
querida para testar en la forma ológrafa; y realmente, el tes- 
tamento ológrafo hecho por un español menor de edad, no podría 
considerarse como válido en virtud de la regla locus regit actuniy 
teniendo en cuenta que la capacidad, como requisito esencial 
para la válida declaración de la voluntad; debe ser regulada por 
la ley nacional del disponente. 

-l.C^iflifl. El razonamiento que hemos hecho debe servirnos 
para establecer que, en el caso de que un francés haga testa- 
mento ológrafo^ pero sin fecha, en un país en que la ley no la 
exija para la validez del acto, los Tribunales italianos que fuesen 
llamados á decidir sobre el valor de tal documento, ateniéndose 
á la legislación francesa, deberían declarar nulo el testamento, 
en conformidad con la disposición sancionada por el legislador 
francés en el art. 999 del Código civil, y no podrían fundarse 
en el precepto legal contenido en el art. 9.^ del Código italiano^ 
ni en la doctrina establecida por la Corte de casación de Tarín, 
para sostener la validez de dicho testamento. Los expresados 
Tribunales deberían aplicar la ley por que se regule la sucesión, 
ó sea la ley francesa (1). Aquel legislador elimina toda duda, me- 
diante la disposición del art. 999, según el cual un francés que 
se' encuentre en país extranjero puede hacer testamento por do- 
cumento privado ateniéndose á cuanto se prescribe en el art. 970,, 
que requiere la fecha, además de que se halle escrito y firmado 
de mano del testador, como condición taxativa para la validez^ 
del testamento ológrafo. 

l.&Aa^. De todo lo expuesto se desprende que en las cues- 
tiones relativas á la forma del testamento conviene distinguir 
con esmero las que se refieren á las condiciones intrínsecas re- 
queridas para que la declaración de la voluntad tenga su fuerza 
jurídica como tal, y las que hacen relación á las formas extrín- 
secas para la manifestación de la voluntad del disponente y loa 
medios idóneos para asegurar lo que se ha hecho. 



ológrafo sin el requisito del papel sellado, aun en los países cuyas 
leyes no admitan dicho testamento. 
(1) Véase Trib. civ. de Lyon, citado. 
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Ite8|>6cto á las cuestiones de la primera categoría, es indis- 
pensable referirse ala ley que debe regular la sucesión y la va- 
lidez intrínseca de las disposiciones testamentarias. Por consi- 
guiente, en el sistema aceptado por el legislador italiano, que 
reconoce en este particular la autoridad de la ley nacional del 
de cujuSy es preciso referirse & la del mismo para decidir si 
existe ó no el testamento, es decir^ si subsiste ó no la formal 
declaración de la voluntad prescrita por la ley misma, á fin de 
que el documento pueda tener su fuerza jurídica como taK Todo 
esto, á nuestro modo de ver, no se puede considerar en el campo 
de la regla locus regit actum. 

Para resolver las controversias que conciernen verdadera y 
propiamente á la forma extema de la manifestación de la volun- 
tad, 6 sea á las formalidades requeridas para la redacción del 
documento, ó para asegurar lo que se hizo, conviene atenerse á 
la ley del lugar donde se verificó y aplicar la regla hcus regit 
actum. 

Con el fin de hacer más claro por medio de ejemplos el 
concepto que hemos expuesto, advirtamos que el destino de 
una herencia se determina por la última voluntad de su causante 
(suprema^ última voluntas); ahora bien, si la ley nacional del 
de cujus requiriere que el testador verificase la declaración de 
voluntad por documento escrito, privado ó público, como la es- 
critura seria evidentemente una condición intrínseca, según la 
ley nacional del de cujui, para que semejante declaración de vo- 
luntad pudiese tener la fuerza jurídica del testamento, entende- 
mos que no se podría admitir en virtud de la regla locua regk 
actum la formal expresión de la voluntad hecha de un modo 
diverso. 

Caiería, por el contrario; bajo la regla locus regit actum 
la manifestación extrínseca de la voluntad, y debería conside- 
rarse suficiente que el documento escrito estuviese conforme y 
fuese redactado, con arreglo á la ley vigente, en el lugar donde 
se hubiera efectuado. Así también, si según las leyes patrias se 
requiriese que el testamento por documento privado se deposi- 
tara en manos de un tercero, y el testador lo hubiese hecho 
en un país donde no se requiriera el depósito voluntario, debería 

nBRBCHO INT. PBiv.— Tomo vi 4 
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aplicarse la regla locas regü actum para las consecuencias de Ui 
omisión (1). 

* Debería aplicarse la misma regla para sostener la valide: 
del testamento hecho por documento privado, observando la lej 
local, la cual permite que se escriba por un tercero, siempre que 
lo firme el testador en presencia de dos testigos después de ha- 
ber declarado que lo escrito y redactado por el tercero es su tes- 
tamento. 

Lo mismo decimos respecto de todas las formas extrínsecas 
suficientes para atribuir al documento caracteres de solemnidad 
y publicidad. Con razón; pues, la Corte de casación francesa con 
sideró auténtico el testamento hecho en Jerusalén por un israe- 
lita argelino; que observó las formas usadas en aquella ciudad, 
haciendo la declaración de última voluntad ante dos testigoS; los 
cuales, después de haber recogido y escrito las disposiciones del 



(1) Según la ley italiana, el testamento ológrafo debe ser deposi 
tado solamente parar obtener su ejecución, y el legislador dispoo^ 
que el depósito debe verificarse en manos de un Notario del ]og¿r 
en que se abra la sncesión (arts. 912 y siguientes; confrói^jbese el ar 
tícnlo 1.007 del Código civil francés). Si muriese un italiano en pa» 
extranjero, el depósito debe considerarse siempre como indíspeosa 
ble para que el testamento pueda. ejecutarse en Italia. Tales forma 
lidades son requeridas, en efecto, para dar publicidad al testamente 
hecho por documento privado. El depósito podría hacerse ant^ ¿ 
Cónsul italiano á instancia de cualquiera que se crea interesada 
(art. 49 de la ley consular italiana). A falta del Cónsul italiano en ei 
país en que sobrevenga el fallecimiento, el depósito podrá hacerse 
en el lugar que fué el último domicilio del muerto en Italia, si al 
debiera considerarse abierta la sucesión. Si la sucesión se hubiese 
abierto en el país extranjero, convendría atenerse á la ley locil. 
cumpliendo las formalidades establecidas por el legislador extnuí 
jero para la publicación del testamento ológrafo, y dado tque las 
formalidades requeridas por dicha ley para la ejecución del testa^ 
mentó por documento privado se hayan observado, se deberá con- 
siderar también como cumplida la formalidad de la publicación ec 
fuerza de la ley locus regü actum. Las formas extrínsecas, para da: 
publicidad al testamento, para la redacción del proceso verbal v 
para la observación de las otras formalidades, según los casos pres 
critos con respecto á la publicidad de testamento, deberán someter 
se á la ley local. 
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testador, presentaron lo eecrito á su instancia al tribunal de 
rabinos, que lo declaró testamento válido y auténtico ;(1). 

No está, ciertamente, conforme nuestro modo de ver con el 
•de la mayoría, que tiende á ampliar el alcance de la regla locm 
regit actum^ pero nos encontramos dé acuerdo con Laurent. 

'1«&4IG. Ahora vamos á examinar el caso en el cual por la 
ley nacional se prescriba taxativamente la forma de la autenti- 
cidad para el testamento hecho en país extranjero. 

Es natural que, para ser consecuentes, debemos nosotros ad- 
mitir que siempre que, según las leyes nacionales reguladoras de 
la sucesión, se disponga expresamente que el ciudadano no pue- 
da hacer testamento en el extranjero,, más quQ por documento 
auténtico, la regla locus regit actum podría ser solamente aplioa- 
-da para sostener la validez de la disposición de última voluntad 
hecha por el ciudanano en el extranjero por medio de documento 
público y observando las formas requeridas por las leyes del 
país donde el acto se hubiese verificado, pero no ya. para soste* 
ser la validez del testamento del de cujus otorgado por él me- 
diante documento privado. A la declaración de voluntad que se 
hiciere sin las formas requeridas para el documento público, 



(1) Cass., 19 Agosto 1858 {Journal du Palais, 1859, pág. 64). 
Respecto á este punto, debe considerarse ya .establecida la jn- 
xisprudencia y la doctrina en el sentido de que para decidir si el 
acto en una determinada forma tiene ó no el carácter de autentici- 
dad ó publicidad, es preciso referirse á la ley vigente en el país 
donde se haya otorgado, y de que no pueda servir de obstáculo para 
reconocer la autenticidad de aquél aun en la patria del testador^ 
el que las formas taxativamente prescritas por la ley patria para 
la autenticidad no se hayan observado. Ha podido, ppr consiguiente, 
considerarse .auténtico, con razón» el testamento hecho en Hungría 
ante un Juez de los nobles asistido por un asesor jurado. (Casación 
francesa, 30 Noviembre 1831; Journal du Palais, 1831-32, pág. 379), 

Confr.Ap.*rapoli7 Julio 1871; Zía 'j^fí/sre, II, l, pág. 694; Cass. Na- 
poli, 14 Enero 1886 {Gazz. del Proc, XX, pág. 475); Laúrent, Pri»- 
cipes de Droit civil franc, tomo XIII, núm,. 151, y Di^vit. civ. tnt, 
tomo yi, núm. 408; Despagnet, op. cit., núm. 378; Weiss, Traite de 
Dr. inL privé, tomo IV, pág. 622, al cual se ha recurrido por el autor 
para la jurisprudencia y la bibliografía; Antoine, De la succession, 
irtméro 109 y siguiente; Buzzati, op. cit., pág. 389 y siguientes. 



52 UBRO V — CAPÍTULO XI 

faltaría en efecto el carácter y la fuerza jurf dica del testamento 

Como hemos dicho antes, los Códigos de alganoa países 
prescriben taxativamente la forma en que los ciudíadaDoa pnedec 
hacer testamento en país extranjero. Y así, á modo de ejemplo 
sucede en el Código portugués que, en el art. 1.961, dispo&e 
expresamente que «los testamentos hechos por ciudadanos por 
togueses en país extranjero producirán sus efectos legales en a! 
reino, si han sido redactados por documento público y en col- 
formidad con las leyes del país donde se hubiesen hecho». 

Más precisa y taxativa es aún la disposición del Códip 
neerlandés, que dice: «Un neerlandés que se encontrase en pus 
extranjero no podrá hacer testamento más quc^ por medio de 
documento auténtico, observando las formas usadas eii el país 
en que se otorgue». 

Entre los escritores se ha suscitado naturalmente la cuestiéfi 
de si en virtud de la regla locus regü actum un holandés puede 
hacer su testamento ateniéndose á la ley vigente en el país doiH 
de se otorgue, y si, por consiguiente, puede testar bajo la foroti 
ológrafa, ó por documento privado, y por lo menos, si el testa- 
mento hecho en la forma prescrita por la ley local, se considen 
ría válido, en la hipótesis de que el legislador de aquel país ba- 
biese sancionado la regla como lo hace el legislador italiano en 
el art. 9.^, esto es, que las formas extrínsecas de loa actos de 
última voluntad se determinan por la ley del lugar en que ticDeñ 
efecto. 

Nosotros hemos estudiado anteriormente esta cuestión t 
formulado nuestra opinión del modo siguiente: 

«En el caso de que la ley nacional del extranjero le prohibie^ 
1 expresamente hacer el testamento fuera de su país en forma 
1 ológrafa, se debería, sin duda, considerar tal ley como una 11- 

> mitación de la regla locus regü actum; por lo cual, como los 

> ciudadanos no pueden sustraerse en ninguna parte al imperic 
» de su ley nacional, debería admitirse que no pueden éstos in- 
» vocar la aplicación de nuestra ley que permite testar en forma 
» ológrafa, porque á ello obstaría la prohibición expresa de so 
» ley nacional.» 

«El testamento ológrafo hecho por un holandés en Itali& 
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» deberá ser declarado ineficaz aun • para regular sa sucesión 
^ abierta en nuestro país. Resulta, pues, claro que se invocaría en 
» vano la aplicación de la regla locu8 regit adum^ cuando por 
» expresa disposición de la ley nacional del testador fuese san- 
> cionada la limitación de tal regla» (1). 
. Es muy natural que teniendo presente el orden de ideas ex- 
puesto anteriormente^ debamos mantener con mayor firmeza 
nuestra opinión, que ha sido aceptada por la jurisprudencia (2). 
Conviene repetir que los requisitos intrínsecos requeridos 
para la declaración legal de la voluntad eficaz para dar vida á 
nn negocio jurídico, deben quedar bajo el imperio de la ley com- 
petente para regular el asunto mismo. En el sistema italiano, 
que reconoce la autoridad de la ley nacional del de cujus en 
todo aquello que concierne á regular su sucesión, nos parece 
«vidente que la competencia legislativa para determinar cuándo 
puede ó no subsistir la declaración de la voluntad idónea legal- 
mente para dar lugar á la sucesión testamentaria, debe atribuir- 
se á aquel legislador á quien competa la potestad de regular la 
sucesión. 

1.&4IVÍ. Algunos han creído contradecir nuestra opinión 
combatiendo una supuesta argumentación, que no es ciertamente 
la en que nosotros nos fundamos para sostenerla. Los que man- 
tienen la teoría opuesta, han observado que en esta controversia 
no puede considerarse comprendida una cuestión de capacidad 
que legitimaría la autoridad prevaleciente del estatuto personal, 
sino que se trata en esencia de la forma extrínseca del testa- 
mento, y que si el legislador del país donde el acto se haya rea- 
lizado ha sancionado la regla locm regit actum, no se puede ad- 
mitir que el testamento ológrafo hecho por un neerlandés, no 
deba ser considerado como tal, siendo así que está admitido por 
la ley local (3). 



(1) Fiore, Ddle düposiz, gener. sulVapplicazxone é tnterpretaziane deUe 
leggi. Napoli, Mar/?hieri, 1890, vol. 11, § 786, pág. 367. 

(2) Corte de Genova, 4 Agosto 1891, causa Hendríks (Faro ital, 
año 1892, 1, 116). 

(3) Véase en este sentido: Fusinato, Nota aUa sentenza deUa Corte 
dappello di Genova en el Foro xtal.y 1892, pág. 116 y siguientes; Buzza- 
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Nosotros, que hemos afirmado ya que no se trata.de una 
cuestión de capacidad (1), y que mantenemos nuestras afirma- 
Clones, jamás podemos admitir que se refiera á la forma extrin 
seca.. Si á ella se refiriese, también nos parecería á nosotros apli- 
cable la regía locu8 regit actum. Sostenemos lo contrario, porque 
los requisitos requeridos por la ley para la declaración de la to- 
luntad con la suficiente eficacia para que nazcan las relaciones ju- 
rídicas á que, mediante su concurso, se les quiere dar existencia, 
DO pueden ser comprendidos entre los elementos de las formas 
externas. Afectan, sin duda, á la esencia del asunto jurídioL> 
mismo, asi como á éste también afecta la capacidad del que eje- 
cuta el acto. 

Estamos de acuerdo con Fusinato en reconocer que para de- 
terminar el valor de ciertas reglas del Derecho positivo eu la$ 
relaciones internacionales y fijar el alcance de la autoridad de 
cada una de las disposiciones legales, es necesario atenerse al 
principio fundamental de la compelencia legislativa. Sostene- 
mos además que, fundándonos precisamente en tal principio, 
nos parece claro que, puesto que en materia de sucesión el or- 



ti, L'aittoritá ddle leggi strantere relative alia /arma degli actt, cap. K. 
número 12, pág. 423 y siguientes. 

(1) Véase la nota del autor en la sentencia de la Corte de Lncca 
de 23 de Junio de 1892 (Joum. de Droit int. privé, 1884, pág. 550'.. 

Muchos han querido encontrar en las disposiciones del Códig*^ 
holandés una limitación de la capacidad. 

Dnbois, Bulletin de jurispr. helge {Revue de Droit int, t, VIII, 1875 
página 495); Renault, Revue critique, XXXIII, 1884, tomo XIII, pá^ 
ñas 735 y 736; Despagnet, Droit pi-ivé, 3.* edición, pág. 448 y Nota i 
la sentencia de la Corte de Lieja, en la Revue practique de Lhroit ir.' 
privé, 1891, pág. 156. 

Tal modo de apreciar estas disposiciones no nos parece exacK 
Buzzati y Fusinato, que han tenido motivos para combatir la ma- 
nera de argumentar de los mencionados escritores, y que han K> 
grado con fundamentos racionales demostrar que no se trata tV 
una cuestión de capacidad, han creído poder afirmar victoriosa 
mente que la controversia debe ser resuelta aplicando la regla h^í>' 
regit actum. Nosotros, por el contrario, aun admitiendo qneno^e 
trata de una cuestión de capacidad, llegamos á diversas concias^ 
nes, fundándonos en argumentos de orden vario. 
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» 

den de suceder, la medida de los derechos sucesorios, la intrín- 
seca validez de la disposición, todo ha de depender de la ley na- 
cional del de cujus^ debe admitirse, por consiguiente, que la com- 
petencia legislativa para determinar si se ha de abrir la suce- 
sión legítima ó la testamentaría, deba atribuirse «1 Soberano 
del Estado de que el de cujus es ciudadano, así como también 
la competencia de igual clase para determinar las condiciones in- 
trínsecas que ha de reunir la declaración de última voluntad 
á fin de que asuma legalmente la naturaleza y el carácter de 
testamento. 

Es de advertir que los citados escritores están de acuerdo 
con nosotros en que, cuando el legislador extranjero niegue el 
carácter de testamento á la disposición de última voluntad 
hecha por dos personas en el mismo documento, no puede con- 
siderarse eficaz el testamento mancomunado, aunque esté hecho 
en un país donde la ley lo admita como válido. 

Basados en estos mismos principios, nosotros, en efecto, 
hemos sostenido y sostenemos que en virtud del estatuto de las 
formas no se pueda admitir la validez del testamento mancomuna- 
do hecho por un italiano en país extranjero (1), y por consiguien- 
te consideramos nula tal clase de testamento otorgado en el ex- 
tranjero por un francés con violación del art. 968, y no puede 
aducirse que la ley extranjera tenga por válida tal forma de testar; 
que el mencionado artículo se halla en la sección que se ocupa 
de las formas de los testamentos; y que debe por esto aplicarse la 
regla locus regit actum. Aun dado el caso de que el legislador del 
país extranjero donde el testamento se haya otorgado en esta 
forma, lo comprendiera en el título en que se ocupa de las formas 
del testamento y que sanciona la regla locua regit actum^ el testa 
mentó mancomunado hecho por un francés, no llegaría á ser por 
esto válido. Se tiene, en efecto, razón al argumentar que la com- 
petencia legislativa para determinar si la declaración de voluntad 
por parte de un francés reviste ó no el carácter de testamento, 
compete indudablemente al legislador francés, y como éste ha 



(1) Fiore, DeHe düposiz. gener, $ulV aplicazione e interpretazione delle 
leggi. Ñapóles, Marghierí, vol. ü, § 784. 
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quitado tal carácter á la disposición consignada en el mismo do- 
cumento por dos ó más personas, no puede considerarse la de- 
claración referida, como tal acto jurídico en virtud del estatuto 
que concierne á las formas extemas, en la hipótesis de que haya 
sido hecho en un país donde el testamento en tal forma esté re- 
conocido como válido y eficaz. Están en lo cierto los que afirman 
qae en este caso no se trataría de la forma externa, sino del re- 
quisito que debe tener la declaración de la voluntad para poder- 
la atribuir el carácter jurídico de testamento, y estimándose 
máxima la autoridad de la ley nacional en cuanto regula la su- 
cesión, no puede contradecirse eficazmente la. competencia legis- 
lativa del soberano nacional, para establecer, en lo que se refiere 
á sus ciudadanos, los requisitos esenciales é intrínsecos que debe 
tener la declaración de la voluntad á fin de ser considerada como 
un testamento. 

No llegamos á comprender cómo puede contradecirse tan 
justo concepto, cuando nosotros nos fundamos precisamente en 
él para sostener que si el legislador nacional no atribuye el 
carácter de testamento más que al «documento escrito, no se 
puede, en virtud de la regla locus regü actum^ dar tal eficacia á 
la disposición no escrita, y cuando decimos que si conforme á 
la ley que regula la sucesión, no se le atribuye el carácter jurí- 
dico de testamento más que á la declaración de voluntad hecha 
en forma de documento auténtico ó público, no se debe consi- 
derar testamento el acto verificado por un ciudadano de tal país 
por medio de escritura privada. Nos parece que equivaldría á 
trastornar todos los principios sobre la competencia legisla- 
tiva, admitir que los requisitos intrínsecos exigidos á la decla- 
ración de la voluntad idónea, para hacer nacer las relaciones que 
se derivan de la sucesión testamentaria, pueda ^jarlos un legis- 
lador que no sea aquel á quien compete regular la sucesión y 
determinar si se debe dar lugar á la sucesión legítima ó á la 
testamentaria. 

1«&4S* La opinión que sostuvimos encuentra hoy su apoyo 
no sólo en la autoridad de los escritores (1), sino también en 



(1) Coníron. Laurent, Droü civil ta^, tomo VI, núm. 419, pág. 695; 
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la jurisprucieDcia italiana y extranjera. La Audiencia de Ge- 
nova (1) y el Tribunal de Casación de Tarín (2) decidieron que 
el testamento ológrafo hecho por un holandés en Bélgica, debía 
considerarse nulo según los términos del artículo 992 del Código 
holandés, y no obstante, atendiendo á las leyes belgas, no podría 
llamarse nulo. La misma m&xima fué establecida por el Tribunal 
de Lieja (3), por la Audiencia de la misma ciudad (4) y por el 
Tribunal de Bruselas (6). 

En^ipoyo de nuestra doctrina, podemos alegar también que. 
en el proyecto del Código civil belga, la regla relativa á la forma 
de los actos estaba formulada de este modo. «Cuando la ley que 
rige una disposición, exige como condición esencial que el docu- 
mento tenga la forma auténtica ó la ológrafa, las partes no 
pueden adoptar ninguna otra aunque estuviese autorizada por la 
ley del lugar donde el acto se realice» (6). 

Por otra parte, en la conferencia reunida en El Haya para 
concordar las disposiciones uniformes de Derecho internacional 
privado para las formas del testamento, fué propuesta la 
siguiente regla en la primera sesión: «La forma de los testamen- 
tos y de las donaciones se rige por la ley del lugar donde están 
hechos. Sin embargo, cuando la ley nacional del disponente exige, 
como condición esencial, que el documento tenga ó la forma 
auténtica ó la ológrafa ú otra cualquiera determinada por dicha 
ley, el testamento ó la donación no podrán ser hechos de distin- 
to modo». 



Napolitani, La inassima locus regit actum (Palermo), § 9, pág. 58; 
Catellani, II Diritto tnternazionale privato ed i snoiprogresstt vol. II, pá- 
rrafo 740; Duguit, Des conflits de legisl. rdatif a la forme des actes, 
pág. 137; Asser et Rivier, Élément, pág. 138; Durand, Essai de Droit. 
int. privé, % CXGIII, pág. 401; Weiss, Traite, tomo, IV, pág. 636; 
Surville et Arthuys, § 196; Despagnet, Droit int privé, 3.* edic, nú- 
mero 216, pág. 448; y los autores por estos citados. 

(1) 4 Agosto 1891, en causa Hendrits {Foro ital, 1892, pág. 116). 

(2) 12 Abril 18d2, la misma causa (Monit. die. trib. di Milanos 
vol. XXXIII, pág. 346). 

(3) 1.0 Marzo 1873. {Pasicnsie hdge, 1874; II, pág. 301). 

(4) 18 Junio 1874. (ídem, 1874, II, pág. 362). 
(6) 21 Julio 1886. (ídem, 1887, III, pág. 5). 
(6) Véase la relación de M. Vam Berchem. 
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Mm^SM» ResomicBdo, pves, nneatim opinión Tespecto al 
objeto de esta disertación, decÍBOs qne mantenemos con firmeza 
la creencia de qne en las formas extrínsecas ¿d testamento y de 
las disposiciones de última Tolontad en general, debe obserrarse 
la lej del lugar donde han sido lieclias, si el disponente no se ha 
Talido de la ikcaltad ^qne no poede negársele, como diremos más 
adelante) de seguir las prescritas por so propia lej nacional. 

Tal regla fundase en el principio comúnmente aceptado Icaa 
regit actum^ que se considera como nna regla de Derecho común 
internacional respecto á todos los Estados, salvo d caso en que 
el Soberano, dentro de los limites de so propia competencia le- 
gíslativa, no haya limitado con expresas disposiciones la aatorí- 
dad de la meocionada regla, bien en lo que se refiere & los do- 
dadanos ó en lo que afecta á los bienes inmuebles existentes ec 
el territorio de su Estado. Aquella regla, debe, pues, ser cóna- 
derada como de Derecho positÍTo respecto £ todos los Estados 
que la han sancionado en sus legislaciones, como lo ha hecho el 
legislador italiano en el artículo 9.^ de las disposiciones genera- 
les, el legislador alemán en el art. 11 de la ley preliminar al Có- 
digo dvi], y los legisladores que antes hemos citado. 

Por lo que se refiere á la declaradón formal de la voluntad 
idónea para dar existencia al testamento y hacer nacer todas 
las reladones jurídicas que se derivan de la sucesión testamen- 
taria, decimos que, teoiendo presente el principio general (esto 
es, que la formal declaración de la voluntad legalmente idónea 
para dar ocasión al nacimiento de una relación jurídica debe 
depender de la ley á la que compete regular la reladón jarídia 
que constituye el objeto del negocio), es necesario admitir qae 
la validez ó nulidad de la disposición formal, debe depender de 
la ley que ha de regir la sucesión, y por consiguiente, esta lej 
debe ser aplicada para decidir si existe ó no la declaración de úl- 
tima voluntad que pueda tener la fuerza jurídica del testamento. 

Resulta claro que, según el sistema italiano, debe aplicarse 
la ley nacional del de cujus. Por lo tanto, si esta ley prescribe una 
forma especial para la declaración de la voluntad legalmente 
idónea para dar existencia al testamento, es preciso atenerse i 
cuanto tal ley disponga para decidir si dicha declaración es vá- 
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lida ó nula, y á la ley local solamente para decidir acerca de las 
formas observadas en la documentaciÓD, en el atestado, en la re- 
dacción, etc., del testamento. 

Por el contrario, en el sistema qne someta la sucesión á la 
ley territorial, se debería naturalmente decidir de acuerdo con 
ella, además, el valor jurídico del testamento. Por lo cual, pu- 
diera considerarse válido el testamento ológrafo, si esta forma 
de testar fuese reconocida por la lex rei sitae^ y el testamento se 
hubiese otorgado observando las formas requeridas por la mis- 
ma para su validez, aun cuando dicha forma no fuese recono^ 
cida por la ley nacional del testador. Es natural que teniendo 
presente el principio de que la sucesión debe considerarse some- 
tida á la lex rei sitae^ se deba entender sometida también & la 
misma ley la formal declaración de voluntad idónea para dar 
lugar á la sucesión testamentaria. 

Dentro de nuestro orden de ideas, se explica que en los países 
donde la sucesión respecto á los bienes inmuebles esté subordi- 
nada enteramente á la ley territorial; no sólo la formal declara- 
ción de voluntad que ha de originar la sucesión testamentaria, 
sino también las formas extrínsecas del testamento se sometan al 
imperio de la misma ley. Sin pretender justificar el sistema, se 
explica, sin embargo, aun supuesto tan irracional principio^ que 
el Soberana del Estado, en virtud de su autonomía y de su com- 
petencia territorial, pueda arrogarse el derecho, no sólo de su- 
jetar á sus leyes la forma intrínseca, sino de fijar también las 
formas extrínsecas del testamento. Todo esto nos lo explicamos, 
como hemos dicho, siguiendo nuestro orden de ideas, aunque no 
podamos admitir que competa á la lex rei sitae la misión de regu- 
lar la sucesión. 

Lo que no hemos llegado á comprender realmente es el es- 
fuerzo que hacen los jurisconsultos para extender, sin reservas 
ni distinciones, la aplicación de la máxima locus regit actum, 
cuando lo que deberían hacer es precisar su alcance y su extensión* 
racional para no dislocar las reglas fundamentales que deben 
determinar y precisar la autoridad de la ley reguladora de los 
acto9 jurídicos y délas relaciones por ellos engendradas en lo' 
relativo á la declaración de la voluntad. 
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1*&&0* Sosteniendo en principio que la regla que concier- 
ne á las formas de los actos debe interpretarse en el sentido de 
que se refiere á las formas extrínsecas é intrínsecas, y mante- 
niendo tal idea en el sistema italiano, se llega inevitablemente 
á empequeñecer el alto concepto consagrado por nuestro legis- 
lador en el art. 8.^ de las disposiciones generales^ y & dar una 
extensión poco racional á la regla mencionada en él art. 9.* 

Se alega que el legislador italiano ha sancionado expresa- 
mente la regla locm regit acíum\ que los jueces italianos deben 
atenerse á los preceptos establecidos por el legislador patrio, y 
que debe ser aquélla también un principio general para los Ma- 
gistrados de todos los demás países, obligados á atenerse á las 
reglas sancionadas por el legislador del Estado á que pertenecen. 

Por lo que se refiere á los Jueces italianos, adyertimos que 
nuestro legislador ha expresado claramente su pensamiento en 
la regla sancionada por el art. 9.^ obligando á subordinar á la 
ley local las formas extrínsecas del testamento. No ha enten- 
dido nunca ni podía entender que se subordinase á la ley local 
también la declaración de voluntad idónea para dar lugar á k 
sucesión testamentaria, siendo así que el art. 8.^ disponía que 
la sucesión testamentaria debe ser regulada por la ley nadonai 
del de cujus. 

Si el orden de suceder y la medida de los derechos de los 
sucesores legítimos que concurren con los testamentarios á la 
herencia, deben ser regulados por la ley del de cujus; si es pre- 
ciso decidir, según la ley misma, si se debe dar lugar i la suce- 
sión testamentaria ó á la sucesión legítima, ¿se puede admitir 
la autoridad de una ley diversa cuando se trate de decidir acer- 
ca de los requisitos intrínsecos de la declaración de voluntad 
legalmente idónea para dar existencia al testamento? El ar- 
tículo 9.^, ponderando cuidadosamente las palabras de la ley, 
se refiere á las formas extrínsecas. Ahora resulta para nosotros 
.claro, ^uaiüate^aejaefiiece & las formas determinadas en los ar- 
tículos 776 y 784 de nuestro Código civil, y que no hace rela- 
ción k la regla sancionada en el 774. La disposición formulada 
en términos tan precisos que no pueden dar lugar i equivoca- 
ciones, no se debe, ciertamente, entender en el sentido de ad- 
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mitír que, en virtad de esta regla, tal como se encuentra san- 
cionada, pueda, respecto á la sucesión italiana, tener valor de 
testamento la declaración de voluntad que no se realice median- 
te documento escrito, privado ó público, dado que asi lo dis« 
ponga la ley del pafs extranjero donde el italiano haya hecho su 
testamento. Desde luego, para documentar la declaración de 
voluntad, para atestarla y certificMia^ podrán, observarse formas 
extrínsecas diversas de las determinadas en los arts. 776 y 784; 
pero, esto solamente puede admitirse en virtud de la regla san- 
cionada por el art. 9.^ 

Siguiendo siempre nuestro orden de ideas, consideramos que 
la regla que concierne á las formas extrínsecas no puede haCer 
referencia á la disposición del art. 785, que regula la declara- 
ción de última voluntad hecha por un italiano ciego y que 
estatuye que no puede hacerse más que por acto público. No 
podemos admitir jamás que^ en virtud de la regla locus regit 
actum, se haya de atribuir el valor jurídico de testamento á la vo- 
luntad de un italiano ciego que no esté otorgada por medio de 
documento público. La ley local debe sólo regular las formas 
extrínsecas requeridas por la redacción del documento público; 
el funcionario competente para autorizar la declaración, el 
número de loe testigos, etc. 

Por lo que concierne al valor imperativo de las normas del 
Derecho internacional privado sancionadas por el patrio legis- 
lador, debemos recordar todo lo que dejamos dicho. (1), esto es, 
que en principio las reglas del Derecho internacional, privado, 
declaradas por el legislador de cada Estado, se entenderán es- 
tablecidas siempre dentro de los límites de la propia competen- 
cia legislativa y sin violar los principios fundamentales acerca 
de la autoridad de las leyes. 

Según los más justos principios, es necesario no olvidar, en 
general, que la competencia legislativa para determinar la for- 
mal declaración de la voluntad idónea para engendrar una rela- 
ción jurídica, debe atribuirse al soberano mismo á quien corres- 



(I) Véase el tomo V, §§ 1.337 y siguientes, Cuestión de la remisión^ 
pág. 118. 
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poDde regular el acto jurídico del c«J la reladón sea objeto. 
No podemos» por lo tanto, admitir que d kgíalador italiano haja 
podido traatomar loe principioa fandamoitalea sobre la com- 
petencia legislativa por él mismo reconocidos, en lo que atañe 
á la sucesión. 

Téngase en cuenta qne, exagerando el alcance de la regla 
loeus regü aciton, con d propósito de atribair Talor jurídico á 
una declaración de rolontad no reconocida como eficaz según 
la ley nacional del de mjuSy se llegaría á mlnerar el principio 
fundamental de todo el sistema en materia de snoesiones. Seria 
preciso, en efecto, para wt consecoentes, admitir qne nueotras 
el orden de la sncesión en la &milia italiana debe ser reculado 
por la ley de esta nación^ los derechos qne según ella <x>rres- 
penden & los herederos legitimóse podrían ser Tencidos por 
aquellos otros que se alegaran por los herederos testamentarios, 
los cuales adujeran como titulo una pretendida declaración hecha 
]ior el difunto en pafs extranjero, en presencia de tres testigos, 7 
<iue no tuviera ni aun rastro de la propia firma, sino solamente 
un signo, una cruz« dado que la disposición hecha en tal forma 
fuese considerada como testamento eácaz según la ley del pmis 
donde se diga que se ha llevado á efecto tal acto jurídico. 

No es asi, ciertamente, como debe entenderse la regla sancio* 
nada por el patrio legislador en el articuto 9.* 

fl«l^ftl* Manteniendo con reso!uc:ótu por* consiguiente, el 
concepto de que la regla ¡ochs iv/iV i.tum debe aplicarse £ Ijis so- 
lemnidades extriusecas y que uo es racioiial darle un exagerado 
alcance, podemos solamente adiuítir que se justificaría una ex- 
tensión mayor, en el caso de que el legislador á qoien corres- 
ponde regular las relaciones jurídicas que nacen de la suoesióa 
testamentaría, lo hubiese dispuesto expresamente de ese moda 

£1 rígente Código español nos poce un ejemplo al establecer 
en el articulo 732: cLos españoles poJrán testar fuera del terrí* 
torío nacional, sujetándose á las fv^rnias establecidas por las 
leyes del país en que se haI!eD>. 

Cuando, por el contrario, f¿i!ta uca d;sp.>sición expresa, con- 
Tiene atenerse á los principios ge::rr:iles del Derecho, según 
los cuales, la regía hyrus r^7ii a-n»- < se debe interpretar siempre 
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limitándose á las formas extrínsecas; y consideramos un Terda- 
^ero absurdo sostener lo opuesto en contraposición con la ley 
<le un Estado que haya establecido una determinada forma como 
esencial para la validez jurídica de la declaración de la última 
voluntad, en cuyo caso es indispensable atenerse & cuanto ésta 
establece. El legislador neerlandés nos proporciona un ejemplo 
con la regla establecida en el artículo 992. 

Puede acontecer que el legislador de un país haya pensado 
regular también el valor jurídico de las disposiciones dé última 
voluntad hechas por los extranjeros fuera de su país, limitán- 
dose, naturalmente, á los efectos de aquellas en el territorio 
sometido á su imperio; y en tal caso, no se puede poner en duda 
que en virtud de la competencia territorial, el legislador del 
Estado pudiera sancionar tal regla con autoridad imperativa 
respecto á los jueces de su Nación; pero no es admitisible que 
el legislador, haciendo estO; hubiese podido modificar las reglas 
generales respecto á los terceros Estados. 

Por ejemplo, el legislador portugués dispone en el artícu- 
lo 1.965: fTodo testamento hecho por un ciudadano no portu- 
gués fuera de Portugal, producirá en el reino sus efectos lega- 
les, incluso respecto á los bienes existentes en el territorio^ si 
86 han observadoras disposiciones de la ley del país donde el 
testamento se haya otorgado». 

Si tal disposición se quisiera entender en el sentido de con- 
siderar válido en Portugal el testamento nuncupativo hecho por 
un francés en Austria, observando las disposiciones relativas á . 
él, según el Código civil austríaco, se tendría razón para sos- 
tener que, habiéndolo establecido así el legislador portugués en 
virtud de su competencia territorial, los Jueces de su Estado 
I) o podrían hacer más que atenerse á la regla sancionada por el 
soberano legislador. Mas, no obstante, teniendo presente lo que 
hemos sostenido anteriormente, la disposición hecha por un 
francés en Austria, no debería considerarse como testamento, 
según la ley francesa; aun cuando el Juez portugués hubiese 
dictado sentencia, y á tenor de la regla sancionada en el artícu- 
lo 1.965 lo hubiese reconocido como válido, no sería ésta una 
razón para sostener que debe considerarlo de igual modo el Juez 
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italiano, 8i fuese llamado á conocer y decidir acerca del yalor ju- 
rídico de la disposición testamentaria. Debería, sí, en TÍrtud del 
precepto del artículo 8.° y de las razones expuestas anterior- 
mente; considerar que ÍBÜtando al acto el carácter esencial pan 
tenerlo por testamento según la ley francesa, tal carácter no 
podía atribuírsele, á tenor de la disposición sancionada por el 
legislador portugués. 

De lo dicho se deduce que para los terceros Sstados do 
bastaría que el testamento fuese v&lido según la ley del lugar 
en que deba ser ejecutado. Ciertamente que el Juez de un Es- 
tado tiene atribuciones, en rirtud de la regla sancionada por su 
legislador, para considerar que pueda reputarse eficaz el testa- 
mento al que no falte su fuerza jurídica como tal, según la ley 
territorial, siempre que el legislador del Estado haya simcio- 
nado en principio que la sucesión deba ser regida por la lex rú 
sitae^ 6 teuga prescrita una regla especial como la del Códi- 
go portugués ó la del de la República Argentina (1). Sin 
embargo, respecto al Juez de un tercer Estado no podría sos- 
tenerse lo mismo, supuesto que él es el llamado á decidir acer- 
ca del valor jurídico del testamento, según los principios que 
deben regular las condiciones esenciales del documento y sus 
formas intriusecas. Por consiguiente, puede ocurrir muy bien, 
que un testamento llegue á ser considerado eficaz respecto á los 
bienes inmuebles, y declarado como tal por el Juez del Estado, 
é ineficaz en lo que respecta á la universalidad de los bienes 
hereditarios existentes en otro Estado. Y no es un obstáculo 
que la controversia acerca de la validez se hubiese discutido j 
decidido ante el Juez extranjero, supuesto que la sentencia 
pronunciada en virtud de la autoridad atribuida por el legislador 
del Estado á la lex rei sUae^ no sería eficaz más que dentro de 
los límites del territorio sujeto á la potestad del mismo. 



(1) Según el Código de la República Argentina, artículo 3.63a' 
cEl testamento de aquel que se encuentra fuera de su país, produ- 
cirá sus efectos en la República, si ha sido hecho según las formas 
prescritas por la ley del lugar en que reside el testador, ó según las 
que se observan en el £stado á que pertenece, ó según las que estr 
Código designa como formas legaltsT». 
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1#&&IB« Habiendo aclarado; con los razonamientos hechos 
hasta aquí, la teoría que nosotros aceptamos ñ propósito de la 
ley que debe regular el yalor jurídico del testamento, intentare- 
mos examinar ciertas cuestiones especiales que pueden susci- 
tarse, á fin de explicar de un modo concluyente nuestro modo de 
ver en esta materia de tanta importancia. 

Advirtamos ante todo, que no puede encontrarse en el cam* 
po de nuestra disertación lo que concierne realmente & la capa- 
cidad para hacer Tálidamente el acto, y que algunos escritores 
han creído comprender bajo la regla locus regü actum, denomi- 
nándolas formalidades idóneas. Según las leyes de ciertos países, 
como sucede, por ejemplo, con la del Estado de California, 
la mujer casada no puede hacer testamento más que autorizada 
por su marido. Ahora bien: aun cuando se quisiese dar una ex- 
tensión no racional al estatuto de las formas, no se podría sos- 
tener nunca que una mujer casada, que necesita autorización 
marital para testar, pueda disponer válidamente sin intervención 
del marido, testando en un país donde, según la ley, tal inter- 
vención no se requiera para la validez del acto (1). Sin discutir 
acerca de la bondad de tal ley, es claro que este precepto se 
refiere á la capacidad personal para la transmisión hereditaria, 
y no se puede poner en duda la autoridad mayor del estatuto 
personaL 

l«&&a« Advertimos, como ya hemos dicho en la Parte 
general, que la observancia de las formas prescritas por la lex 
lod adu8, debe entenderse siempre como un favor concedido al 
extranjero, y no se puede excluir jamás la facultad que le per- 
tenece de atenerse á las leyes de su patria, aun para las formas 
extrínsecas del testamento, si puede observarlas en el país donde 
quiera hacerlo. Los jurisconsultos están generalmente de acuer- 
do en excluir (2) la fuerza imperativa del principio locus regit 



(1) Véanse las reglas establecidas por el Derecho inglés acerca 
de la autorización del marido respecto á la mujer inglesa que qui- 
siera hacer testamento. Blackstone, Commentaires sur les lois anglai- 
tes, tomo III, pág. 551. 

(2) Tomo 1, Parte general, § 227. 
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actuniy 7 se puede ya considerar como una regla del Derecho in- 
ternacional consuetudinario, que el ciudadano de un país que 
quiera hacer testamento en el extranjero, puede hacerlo eficaz- 
mente observando las formas prescritas por la ley de su pa- 
tria (1). Por consiguiente, los testamentos ológrafos otorgados 
por lob ciudadanos de los Estados que reconocen tal forma de 
testar, han sido considerados como válidos, aunque estén hechos 
en país extranjero, donde según la ley, no era permitido testar 
en forma ológrafa. El Tribunal Supremo de Madrid, con ra- 
zón, reconoció válido, en su sentencia de 6 de Junio de 1873 (2), 
el testamento otorgado por un francés en España, bajo la forma 
ológrafa, y en el cual habfa dispuesto de todos sus bienes, com- 
prendiendo los inmuebles situados en España, donde, según las 
leyes vigentes en aquel tiempo, no estaba admitido el testamen- 
to ológrafo. 

Eli nuestra legislación, la regla se encuentra expresamente 
sancionada, habiendo establecido el legislador que los disponen- 
tes tienen amplias facultades para seguir las formas de su ley 
nacional. 

Puede surgir, no obstante, alguna dificultad en la observan- 
cia de las formas prescritas por esta ley nacional. El art. 569 
del Código civil austríaco, por ejemplo, otorga al menor que no 
haya cumplido los dieciocho años, la facultad de testar, siempre 
que haga su disposición en presencia del Juez, el cual debe con- 
vencerse, mediante un examen adecuado, de que la declaración 
de última voluntad se ha hecho libremente y con gran medita- 
ción, y debe redactar proceso verbal de la disposición otorgada 
por el menor y del resultado de las indagaciones hechas por el 
Juez (3). 



(1) Entre las atribuciones de los Agentes diplomáticos y consu- 
lares, se encuentra la de poder asumir las funciones de Nótanos 
para autorizar loa documentos otorgados en su presencia por lo^ 
ciudadanos del Estado. Véase Flaischlen, Des attributions des consuh 
en matiere de notarial et d'état civil (París, 1892). 

(2) Tribunal Supremo de Madrid, 6 de Junio 1873 {Journal de Dr 
int. privé, 1874, pág. 40). 

(3) Según la Ley de 25 de Julio de 1875, el austríaco menor de 
dieciocho años puede hacer testamento ante Notario, 
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Si un menor austriaco se encontrase en Italia y quisiera otor- 
-gsT testamento en presencia del Juez, obsenrando asi las formas 
prescritas por su ley nacional; ¿podría hacerlo válidamente? 

Según la ley italiana, los Tribunales no tienen jurisdicción 
para autorizar los actos de última voluntad, pues los funciona- 
tíos públicos competentes son los Notarios. Pero si un Juez 
italiano, no encontrando establecido nada en contrario^ y consi- 
derando que se trataba de extender su jurisdicción voluntaria, 
recibiese la declaración de última voluntad de un austriaco que 
no haya cumplido los dieciocho años, no se podría sostener que 
dicho Juez carecía de jurisdicción, ni que por su parte había 
existido exceso alguno en sus atribuciones. Pudiendo el aus- 
-triaco, conforme al principio sancionado en el art. 9.^, observar 
las formas prescritas por su ley nacional, entendemos que no 
se debería sostener la nulidad del testamento, en lo que se re- 
fere á la forma, á no ser que hubiera testado observando las 
solemnidades que señala la ley italiana. Ciertp que si el Juez 
quería aceptar la declaración, sería necesario seguir las pres- 
cripciones del Código austriaco, esto es, asegurarse con adecua- 
•do examen de que la declaración de última voluntad se hace li- 
4)remente después de meditada, y redactar respecto de ello, 
proceso verbalbajo las formas prescritas en la ley de procedi- 
mientos italiana (1). 

1.&&4I« Advertimos también que, cuando el disponente 
haya querido otorgar testamento observando las formas extrín- 
secas de la declaración de última voluntad prescritas por la 
ley local, es preciso no olvidar, en principio, que el testamento 
ha de ser siempre considerado válido^ y que no puede ser im- 
pugnado por motivos de forma, & no ser en el caso de que 
no se haya tenido presente la regla sancionada bajo pena de 
nulidad por la ley local. Naturalmente, á quien tenga interés en 
sostener la validez del testamento respecto á la forma, en vir- 
tud de la lex loci actus^ incumbe presentar la prueba de que 



(1) Conf r. el artículo de Beauchet en el Journal de Droit iiit, pi'i" 
véy 1886, pág. 683, y la sentencia del Oberlandesgericht del Tyrol- 
Vorarlberg, por él referida. 
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efectivamente se ha otorgado en el país á cuya ley se le íntenU 
someter en cuanto á la dicha forma de su confección. 

Tal prueba; desde luego, puede resultar de la enunciación 
del testamento, de su fecha, ó de otras circunstancias que pue> 
dan ser apreciadas por los Tribunales. 

Expuestas estas consideraciones, conviene decidir, según las 
leyes y los usos legalmente reconocidos en el lugar donde se 
ha confeccionado, si las formas empleadas deben ó no tenerse 
como suficientes para atribuir á la escritura el car&cter de docu- 
mento público ó privado. Se debe, por consiguiente, aplicar la lex 
loci actus para resolver toda controversia relativa al número de 
los testigos, á las condiciones de los mismos y á las consecuen- 
cias que puedan surgir de la falta de los exigidos (1). 

!•&&&• A este propósito creemos oportuno advertir que, 
cuandO; según la ley local, no pueda servir como testigo, bajo 
pena de nulidad, un pariente consanguíneo ó afin que se halle 
dentro de cierto grado, la violación de esta disposición invalida 
y anula el testamento, aun cuando no dispusiese lo mismo la ley 
reguladora de la sucesión. 

El Código francés, por ejemplo, establece que no puede ser 
válidamente testigo de un testamento por acto público, ni el 
legatario, ni sus parientes consanguíneos ó afines dentro del 
cuarto grado (2), y que la violación de este precepto implicará 
la nulidad del testamento (3). Ahora bien: aun en el caso de 
que según la ley reguladora de la sucesión, la intervención de 
un testigo pariente ó afín, implicase solamente que la disposi- 
ción hecha en favor suyo, ó del legatario conjunto ó afín, quedase 
sin efecto y no llevase consigo la nulidad del testamento, tal 
supuesto no podría aducirse para sostener la validez del acto 
y la nulidad solamente de la disposición. Por la regla locits rt- 
git actum, debe ser aplicada la ley local para resolver toda 
controversia relativa á las formas extrínsecas del testamento y 
para decidir si la omisión de las mismas lleva ó no consigo la 



(1) Confr. Cas. Florencia, 1878. (Ann. della Giurispr., 1879, pág. 661 

(2) Artículo 976. 

(3) Artículo 101. 
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«nulidad del acto. Debe después aplicarse la ley reguladora de 
la sucesión^ para decidir acerca de la intrínseca» validez de la 
disposición 7 de todo lo que concierne al valor jurídico de la 
misma. Se puedO; por consiguiente, decir que siempre que según 
la ley local; se permita llamar como testigo á un pariente den- 
igro de cierto grado, y la ley reguladora de la sucesión esta- 
blezca que la disposición á favor de un pariente ó de un afin 
que haya intervenido como testigo en el otorgamiento del docu- 
mento público de última voluntad; se considere sin efecto algu- 
no, esta ley, que de1}e aplicarse para decidir lo que se refiere 
á la intrínseca validez de la disposición testamentaria; deja sin 
•eficacia la disposición de la ley del lugar. Pero para la forma 
del testamento, debiéndose aplicar la lex loci acttis^ inútilmente 
se invocaría la ley que regula la sucesión, & fin de sostener, por 
ejemplo, la validez del testamento hecho por un extranjero en 
S^rancia; por documento público, dado que debiera considerarse 
nulo según la ley francesa, á causa de la condición de los testi- 
:g08 que intervinieron en su confección. 

1.&&0* Se debe aplicar también la lex loci acttis al de- 
<;idir si es ó no indispensable la intervención de un funcionario 
público para la solemnidad del documento. Como consecuencia 
•de esto, se considerará válido el testamento hecho por un italia- 
no en Inglaterra en la forma inglesa. Allí no se requiere la in- 
tervención de ningún funcionario público, sino que el documen- 
to, aun escrito per mano de otro, esté firmado por el testador 
en presencia de dos testigos, los cuales deben estampar sus fir- 
mas al mismo tiempo que el testador, para testificar que éste lo 
lia suscrito en su presencia. 

Es indudable que tal testamento debe ser eficaz en cuanto 
Á la forma, incluso en Italia, aun cuando no pueda considerarse 
«como testamento ológrafo, ni como hecho ante Notario. Este 
es un testamento público según la ley local, y en virtud de la 
regla locus regit adum, debe considerarse como el testamento 
otorgado en Italia por un Notario. 

No cabe aducir, para sostener la opinión contraria, que pu- 
diendo un italiano hacer su testamento en Inglaterra, bajo la 
forma ológrafa 6 por acta notarial ante el agente consular que» 
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según las leyes italianas puede ejercer^ respecto de los naciona- 
les; las funciones del Notario (1), no debe considerarse coma 
eficaz la disposición hecha con arreglo á la forma inglesa, que 
no es ni testamento ológrafo ni autorizado por Notario. Coo 
más razón pudiera sostenerse que teniendo presentes las dispo* 
siciones del Código civil, el espíritu de nuestra ley y de todas^ 
las que conciernen á la forma de los actos, no se puede poner 
en duda que, facultado el testador en virtud de la regla Iooís 
regit adum, para atenerse á las formas prescritas por la iej 
local, podía hacer testamento observando las formas extrínsecas 
establecidas por la ley inglesa, para atribuir al documento el 
carácter público ó solemne (2). Cierto que no puede negarse 
al disponente la facultad de seguir las formas de su ley nacional; 
pero como ya dijimos, esto no es imperativo, siendo potestatiTo 
en el testador, bien seguir en su testamento las formas prescritas 
por la ley local (3), ó las que fije su ley nacional. 

Igualmente debe aplicarse la lex lod acttcs para resolver acer- 
ca de las consecuencias que se derivan de la omisión de ciertas 
formalidades en la formación del testamento. Aun cuando estéü 
casi de acuerdo los procedimientos, según la ley nacional del dis- 
ponente y la lex lod actus, si el testamento hecho por un ciudada- 
no en el extranjero no se ha otorgado ante el Cónsul, que está 
obligado á observar las formas prescritas por el Código nacio- 
nal bajo pena <ie nulidad, la omisión de ciertas formalidades 
debe considerarse siempre bajo el imperio de la ley del país 
extranjero donde el testamento se haya otorgado. 
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(1) Art. 44 de la ley consular italiana. 

(2) Confr. la sentencia de la Audiencia de Roñen, 21 de Jallo 184<> 
y la de la Casación francesa, 6 Febrero 1843, á propósito del testa- 
mento hecho por un francés en Inglaterra, bajo la forma inglesa 
{Joum. du Pal, 1840 y 1843); Duguit, Des conflicts de législ. relati/sá 
la forme des actes, pág. 143-144; Colin, De la forme qui dotvent revétir 
les testaments rédigés á Tetranger par des franjáis {Joum, de Drott isU. 
privé, 1897, pág. 86 y sig.); Despagnet, Précis de Drott int, privé^ ter- 
^cera edic, pág. 701. 

(8) Confr. nota de Clnnet á la sentencia de la Commision judi- 
ciaire russe, 20 juillet 1898 {Joum. de Dr. int, privé, 1901, pág. 176). 
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'1«&&9« La misma ley 68 pertinente para decidir cómo se 
ha de hacer el testamento si el testador ignora la lengua del 
país donde intente otorgarlo. Algunas leyes tienen disposicio- 
nes especiales respecto á este extremo. Nuestro legislador lo 
ha previsto en los artículos 46 y 51 de la Ley de 25 de Mayo 
de 1879 sobre el Notariado, la cual dispone que cuando el No* 
tario no conozca la lengua extranjera hablada por el testador, 
el documento podrá autorizarse con la intervención de un in- 
térprete propuesto por las partes, el cual prestará juramento 
ante el Notario ofreciendo desempeñar fielmente su oficio, ha- 
ciéndose mención de ello en el documento mismo. También el 
Código del Imperio alemán tiene una disposición especial en el 
artículo 2.241, que prevé el caso del testador que declara no 
poseer la lengua alemana. 

Puede también acontecer, que la ley del país donde se haya 
hecho el testamento no contenga una disposición especial rela- 
tiva al caso, y que la declaración de última voluntad se haya 
redactado, bajo la forma pública ó solemne, en la lengua igno- 
rada por el disponente, y que surgiese después la controversia 
ante el Juez de un tercer Estado, acerca del valor jurídico del 
testamento así extendido. Sería necesario en tal hipótesis ate- 
nerse á los principios generales del Derecho. 

£1 caso supuesto se ofreció á la consideración de la supre- 
ma Corte de Wisconsin. Se trataba del testamento otorgado 
por un alemán que no entendía ni una palabra de inglés, lengua 
en que fué redactado. La Corte lo consideró,- no obstante, válido, 
fundándose en los principios generales del Derecho (1). 

En principio, es necesario considerar que la declaración de 
última voluntad hecha por uno y consignada en documento es- 
crito por un tercero, no puede ser realmente atribuida al tes- 
tador más que cuando esté en condiciones de saber que el con- 
tenido de dicho escrito corresponde perfectamente á la voluntad 
por él manifestada. Sin embargo, no se puede negar la posibi- 



(1) Cour Sup. du Wisconsin, l.o de Diciembre de 1885 (Walter- 
Alb., L. •/., vol. XXXIII, pág. 603), publicada ea el Joum. de Droit 
int, privé, 1886, pág. 737. 
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idad de que esto soceda, aun en el caso de que el dispoDenU 
no conozca ni poco ni mucho el idioma en que el docamenU' 
está redactado. En el supuesto de que el legislador lo haya pre- 
visto, toda duda debe desaparecer cuando se han observado las 
disposiciones por él sancionadas para asegurar que se corr^- 
pondan la voluntad manifestada por el disponente y la forma dada 
á la misma al fijarla en el escrito. Cuando, por el contrarío, el 
legislador no haya tenido presente esto, todo dependerá de las 
circunstancias y de los medios adoptados, y que resulten del 
acto mismo, elementos que el Magistrado podría, ciertamente, 
apreciar para decidir si la fe atribuida; según la ley, al testa- 
mento hecho solemnemente, puede ser admitida ó negada, te- 
niendo en cuenta las particulares circunstancias del caso. 

Suponiendo, por ejemplo, que el mismo disponente se hubiera 
valido de un intérprete de toda su. confianza, y que esto resul- 
tase del acto mismo, ó que los testigos conocieran las dos len- 
guas; la del disponente y la en que se ha redactado el doca- 
mentó, no nos parece oportuno invocar eficazmente el texto de 
la ley local y la falta de una disposición especial para impugnar 
la validez y negar todo valor al testamento asi extendido. 

Opinamos, pues, que en tales condiciones debe dejarse al 
prudente arbitrio del Juez, el decidir si según las particulares 
circunstancias del caso, el testamento escrito en una lengua 
ignorada por el testador puede ó no tener eficacia. 

1*&&8. Los principios que hemos expuesto, relativos ala 
forma de los testamentos y á la ley que debe regularla, encuen- 
tran su aplicación sin reserva, aun á los actos de última volun- 
tad de los Ministros y de los Agentes diplomáticos residentes 
en el territorio del Soberano extranjero, cerca del cual están 
acreditados. El pretendido privilegio de la extraterritorialidad 
admitido en favor de los mismos, no modifica, en lo que á ellos 
se refiere, las reglas de Derecho común, como hemos ya demos- 
trado cumplidamente, por lo que no creemos oportuno insistir 
en ello (I). 



(1) Véase el tomo I, § 241 y lo que hemos manifestado para com- 
batir las falsas interpretaciones que se le dan ala pretendida ex- 
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Lo mismo decimos respecto á los testamentos otorgados en 
los países en que estén en vigor ]as capitulaciones. Como éstas 
no convierten en territorio nacional el que forma parte del terri- 
torio extranjero; donde en virtud de las referidas capitulaciones, 
los Cónsules ejercen su jurisdicción en nombre del Estado que 
representan, es natural que á los actos hechos por los particu- 
lares en los países en que aquéllas se hallan en vigor, se deban 
aplicar los principios del Derecho común que regulan los actos 
realizados en países extranjeros. Debe, por lo tanto, admitirse 
que para los testamentos otorgados por un extranjero en los 
países sometidos al régimen de las capitulaciones, es aplicable la 
regla locus regit actum^ caso de que no prefiera observar las 
formas prescritas por su ley nacional, haciendo el testamento 
ante el Cónsul del Estado á que pertenezca (1). 

Sepetimos, como hemos dicho ya antes, que las capitulacio- 
nes en virtud de las cuales se ejerce jurisdicción, no convierten en 
territorio del Estado el que realmente pertenece á otra Nación 
que, en virtud de ciertos convenios y condiciones excepcionales, 
sufre el régimen de aquéllas; tal estado de cosas modifica úni- 
camente el ejercicio de las facultades jurisdiccionales (2). 

1I.&&1I. Queremos examinar la última cuestión; la que pú- 
dica nacer, suponiendo que el disponente haya cambiado de 
ciudadanía, después de haber hecho su testamento. ' 

Hemos examinado la cuestión anteriormente bajo un punto 
de vista general, hablando de las consecuencias que pueden 
derivarse del cambio de ciudadanía (3). Considerando, en prin- 



traterritorialidad de los agentes diplomáticos; Yioie, Ef/etHintema- 
zionali ddh sentenze penalty cap. VII, § 412. Loescher, 1877, Droitpéncd 
International, § 22 á 26 y la nota al § 39, pág. 86, traducido por M. An* 
toine. París, 1880. Pedone-Lauriel, Trattato di Dir, int púbblico, vo- 
lumen I, §§ 488 y 491; vol. II, § 1.196, Digesto ital, v.® Ágenti Dipio- 
mátún, § 171 y sig.; Diritto int. codificato, reglas 247, 262, 319 y 418. 

(1) Confr. la decisión de la Comisión judicial rusa de 20 de Julio 
de 1898, sobre el testamento hecho por un ruso en los puertos de 
Levante, en el Journal de Dr. int, privé, 1901, pág. 176. 

(2) Véase Fiore, Diritto int, codificato, regla 345 y siguientes. 

(3) Tomo I, § 348 y siguientes. 
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dpio, que la ley de la patria elegida, en cuanto constitnje el 
estatuto personal, asume, respecto & la persona que con la ad- 
quisición de Ift nueva ciudadanía se somete á la autoridad de 
ella, el car&cter de ley nueva, es natural que deba admitirse 
que para decidir acerca del valor del testamento, con relación í 
la formal declaración de la voluntad y á la formft extrínseca 
observada en la redacción del documento testamentario; se ob- 
serven las reglas del derecho transitorio. 

En general; cuando cambia la ley y se modifican las dispo- 
siciones relativas á la forma del testamento, se aplica la ley tí* 
gente en el momento en que el acto se realizó, aun cuando \i 
sucesión venga á abrirse después de hallarse en vigor la nuev» 
ley (1). Nosotros consideramos aplicable el mismo principio. 
para resolver la cuestión relativa á la declaración de última 
voluntad. 

Partiendo de la base de que la declaración de última volun- 
tad se haya hecho con las formalidades prescritas para su yal!* 
dez por la ley del Estado de que era ciudadano el disponente, el 
testamento debe considerarse como un hecho consumado, ; sa 
valor jurídico como tal, no puede anularse por la circunstanm 
de que posteriormente haya variado el testador de ciudadanía 
y de que la ley de su nueva patria sancione reglas diversas pan 
la validez jurídica del testamento. 

Las leyes de algunos países regulan expresamente este es 
tado de cosas. La ley inglesa de 1861 lo ha previsto con la dis- 
posición sancionada en la Sección 3.*, que estatuye que la va- 
riación de domicilio por parte del testador, no modifica el valor 
del testamento hecho válidamente; conforme á la ley vigente ec 
el país donde el disponente se hallaba domiciliado en el momento 
en que lo otorgó (2). Esta regla, sancionada de un modog^ 



(1) Véase Fiore, Delle disposi. gener. sulla puhhlic, ed appltcazm 
deUe leggi, tomo I, § 274 y siguiente; Gabba, DeUa retroattivitá dS'' 
Uggiy tomo III, pág. 324, y los autores por éste citados. 

(2) Dicey , Conflict of latos, regla 184, págs. 696 y 697. Comenta l3 
regla y dice: «Un testador domiciliado en Francia y que hobiers 
Mecho allí un testamento ológrafo, respecto á los muebles, bajo b 
forma prescrita por la ley francesa, si posteriormente se domicilia 
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neral, se considera aplicable hasta para los testamentos hechos 
por los extranjeros. 

Nos parece, pues, que puede establecerse como regla, que 
la variación de la ciudadanía no puede tener efectos retroacti- 
Yos con respecto al valor jurídico del testamento. Tratándose 
de un hecho perfecto y consumado antes de que se haya realiza- 
do el cambio de nacionah'dad, debe permanecer bajo el imperio 
de la ley aplicable á tal acto jurídico, teniendo en. cuenta la ciu- 
dadanía del testador en el momento en que dispuso. 

No puede aducirse en contrario que siendo el testamento por 
si mismo un acto jurídico revocable, y que como tal adquiere 
su valor definitivo sólo desde el instante de la muerte^ debe por 
esto considerarse sometido, en lo que se refiere á su valor in- % 

trínseco, á la ley bajo cuyo imperio venga & encontrarse el de 
CUJU8 en el momento de su muerte. 

Por el contrario, es fácil observar que, aun cuando el tes- 
tamento es un acto esencialmente revocable, suponiendo que la 
declaración de la voluntad se haya efectuado con arregló á la 
ley á que estaba sometido su autor cuando extendió su dispo^^ 
sición, el acto jurídico, hallándose terminado y perfecto, debe 
producir sus efectos. La declaración de la voluntad válida y 
eficaz, según la ley á que se encontraba sujeto el autor de ella 
como ciudadano del Estado del legislador, no puede ser anulada 
8Í el disponente ha trocado después su propia ciudadanía y no 
son iguales las leyes de ambos Estados. 

Todo asunto jurídico que pueda producir aquellas relaciones 
para cuyo fin se crea, por reunir en sí cuantos requisitos exige 
la ley bajo el imperio de la cual se realizó y perfeccionó; no 
puedC; en principio, perder su eficacia jurídica, si después una 
ley nueva viene á modificar la regla acerca de las condicionea 
requeridas para la validez y virtualidad del mismo. 

Aplicando tal principio para resolver la cuestión propuesta^ 
debe aparecer más claro el motivo racional de la opinión ma- 
nifestada por nosotros. 

en Inglaterra y aquí mnere^ tal testamento será válido en virtud de 
la disposición sancionada por la Sección 3.^ de la ley de 1861». (Pá- 
gina 700 de la obra citada). 
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¿Qué sucedería en la hipótesis de un testamento hecho por 
el de cujuB siendo ciudadano del Estado que abandonó, dado el 
caso de que debiera; conforme á la ley del mismo, tenerse aqaél 
por ineficaz y de ningún efecto por la falta de un requisito intrín- 
seco, y de que pudiera considerarse válido, según la ley del Es- 
tado de que fuese el de cujus ciudadano en el momento de sa 
muerte? 

La cuestión que hemos propuesto ha sido muy debatida en 
el campo del Derecho transitorio, en la hipótesis de que cam- 
biase la ley relativa á la forma de los documentos, y de que el 
acto nulo, con arreglo á la ley antigua bajo cuyo imperio se 
realizó, pudiera considerarse válido según la nueva ley, vigente 
en el momento en que aquél debiese producir sus efectos jurí- 
dicos (1). 

Esta controversia aparece incluida en aquella más genenl 
que se refiere á la validez de los' actos jurídicos nulos,7 que se 
reduce á decidir si un acto jurídico originariamente nulo, según 
la ley en vigor, podría considerarse válido cuando se promulgase 
ana ley nueva que viniese á quitar los obstáculos que se oponían 
& su validez. ¿Tendrá la nueva ley la virtud retroaotiva de hacer, 
es decir, de considerar eficaz el documento, como si nunca hubiese 
existido la falta délos elementos indispensables para su validez? 

No es del caso tratar la cuestión de un modo tan general, 
debiendo aquí limitamos al testamento. Debemos tan sólo ad- 
vertir que el cambio de ciudadanía produce siempre el efecto 
de determinar la autoridad de la ley de la nueva patria frente 
á la del Estado á que antes pertenecía el naturalizado, y que la 
concurrencia de las dos leyes da lugar á la cuestión que hay qa^ 
resolver, ateniéndose á los principios generales del Derecho 
transitorio, con los cuales debe solucionarse el conflicto éntrela 
ley antigua y la nueva en el interior de un Estado. Es preciso 

(1) Merlin, Répert, v.® E/fet rétroactif, sect. 3.» § 5.o, núm. 2.o;Sa 
vigny, Sistema del Diritto romano, traducción Scialoja, t. VID, §393, 
página 445; Gabba, Retroattivitá delle leggt, parte 3 », cap. X; Fiore, 
SidU disposizioni generali ddle Uggiy 1. 1, § 276; Windscheid, í)tnttt> 
déOe PandettCy traduc. Fadda, 1. 1, § 83, y Savigny cit., t. IV, § 203» 
página 631. 
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no olvidar la necesidad de considerar, con todo detenimiento, 
la diferencia entre uno y otro estado de cosas, á fin de precisar 
cómo han de aplicarse dichos principios en uno y. otro caso. 

Cuando la ley emana de la misma soberanía, se puede ad- 
mitir^ en principio, que la variación es la consecuencia de la 
evolución, en el sentido de que las modificaciones de la ley exis- 
tente son expresión de la conciencia jurídica nacional, para la 
cual, aun antes de la promulgación de la nueva ley, resultaba ya 
infundado el obstáculo opuesto por la ley antigua para la validen, 
del acto jurídico: por lo que se puede admitir más fácilmente la 
fuerza retroactiva del acto, atribuyendo tal eficacia á la disposi*^ 
ción legislativa que ha modificado, en conformidad con dicha con- 
ciencia jurídica nacional, las condiciones para su firmeza. Cuan- 
do, por el contrario, la ley proviene de soberanos de Estados di- 
versos, no se puede recurrir al principio de la evolución para 
justificar la favorable eficacia retroactiva de las disposiciones di- 
ferentes; por lo que, aun cuando en las cuestiones que surjan 
sobre el particular, se pueda, en ciertos casos, admitir la conva- 
lidación, no se ha de aceptar por esto sin vacilar, en el caso de 
que concurran leyes emanadas de soberanos de Estados dis- 
tintos. 

En tal situación las cosas, entendemos, por el contrario; que 
se debe más bien admitir, en principio, la regla del Derecha 
romano « Quod initio vitiosum est non potest tractu iemporis con-- 
valescere* (1). No vale aducir que la voluntad del testador debe 
ser respetada, y que se debe procurar más bien que ésta pro- 
duzca sus efectos, puesto que tal principio podría tomarse en 
consideración, cuando el de cujus hubiese intentado manifestar 
su voluntad de un modo serio y definitivo, mientras que en cier- 
tas casos se puede presumir con más fundamento lo contrario. 

Supongamos que un individuo que no pudiera, según la ley 
del Estado de que era ciudadano, testar en forma ológrafa, en- 
contrándose en un tercer Estado, donde, conforme á la ley en 
vigor, no se reconociese eficacia á tal declaración de voluntad,, 
haya escrito, fechado y firmado sus disposiciones testamentarias;. 



(1) Libro XXIX, Dig. De reg, jur, (50-17). 
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que \npgq se baja hecho ciudadano italiano y qae en el momento 
de su muerte se encuentre «itre sus papeles d docamento á qoe 
nos referimos. Lo escrito tendría todaa las condiciones para ser 
considerado como testamento <dógraíb por la ley italiana. ¿De- 
bería, por esto, reputarse Tálido j eficax» aun teniendo en cuenta 
que por el tiempo en que se hizo j por la ley á que d acto jarí 
dico estaba sometido» había de estimarse nulo? 

¿Se podzfa, en tal caso, merced al principio de la conyalida- 
den, atribuir &TorabIe eficacia retroactiva á la ley de la nnen 
patria de elección, considerando Tálido y eficaz el testamento 
que originariamente es nulo é ineficaz? 

Observemos que no se puede admitir que el agente ignorase 
la ley, ni excluir la duda de que., cuando extendía aquel docu- 
mento que hizo en forma de escritura privada, hubiera querido 
hacer no un acto serio y definitiTo, sino una preparación, oii 
proyecto; y si tal duda subsiste y no se puede desechar, ¿cómo 
aceptar que la adquisición de la ciudadanía italiana haya podido 
convalidar la voluntad del autor de la declaración, mientras se 
pueda presumir racionalmente que tal disposición de última ro- 
luntad, por parte del agente, no ha existido nunca? 

En un solo caso admitiríamos nosotros la convalidación, esto 
es, cuando el testamento duIo por las formas extrínsecas, según 
la ley del Estado de que el de chjhs era ciudadano, se hubiese 
hecho en el territorio de aquél en que después hubiera obtenido 
la naturalización, y que se hubiesen obsarvado todos los requi- 
sitos formales exigidos por la ley de este último. En tal caso, 
nos sentimos inclinados k admitir que la voluntad expresada 
por el testador en la forma requerida por la ley del Estado ei 
que se otorgó el acto, y del cual vino después á ser ciudadano, 
debiera ser respetada y producir todos sus efectos. 

Xo es por el principio de la convalidación por lo que sostene 
mos este concepto, sino más bien por el respeto de la voluntad: 
y lo sostenemos con más firmeza, porque ateniéndoee á la regís 
locus re^^it adum^ se tendría razón para presumir que el testador 
obeerró la forma prescrita por la ley del Estado. 

HiglC^. Los principios que hemos expuesto para detenm- 
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meatos, deben serrimos también para resolver las controversias 
relativas á la forma del documento necesario para conseguir la 
revocación y confirmación de los mismos. 

Se puede encontrar, aun en esto^ lo que se refiere á la forma 
extrínseca del acto de revocación ó confirmación, y lo que res- 
pecta al valor jurídico de la declaración de última voluntad. 
Por ejemplo, en el caso de que se trate de decidir si el hecho 
jurídico que sobreviene después qi\e el disponente haya hecho 
su testamento, es ó no eficaz para producir la revocación de la 
disposición, nos parece claro que afectando esta cuestión al 
valor jurídico de la misma, debe ser resuelta conforme á la ley 
que ha de regular la sucesión testamentaría. Se trata, en rea- 
lidad, de saber si se debe ó no dar paso á la sucesión testamen- 
taria, y para establecer esto, si existe ó no ana declaración de 
voluntad eficaz para efectuar la distribución testamentaria. Des- 
de luego compréndese que lo dicho no entra en el campo de las 
formas extrínsecas, para aplicar la regla locus regit acttim. 

Por consiguiente^ debe decidirse según la ley reguladora de 
la sucesión, si la declaración expresa de no modificar ó revocar 
la disposición testamentaria, puede ó no tener valor bastante 
para anular y quitar eficacia á la revocación posterior de las dis- 
posiciones mismas. Así igualmente se determinará conforme á 
la ley misma, si el testamento posterior revoca en todas sus 
partes al anterior, ó si revoca tan solo las disposiciones incom - 
patibles con las nuevas, ó que les sean contrarias, etcétera. 

La regla locus regit actum, se debe aplicar al acto de revocar 
ó de confirmar, teniendo presentes los principios expuestos 
acerca de la formación del testamento; será preciso, por consi- 
guiente, aplicar la lex loci acttis, para fijar cuál sea el funcionario 
competente que puede autorizar la declaración que revoque la 
disposición, el número de testigos necesarios; la forma del pro- 
ceso verbal y así sucesivamente. 

Aplicando estos principios resulta que si un francés, que 
hubiera hecho su testamento, hallándose en Austria otorgase 
otro nuevo, sin declarar expresamente su voluntad de mantener 
subsistente el anterior; éste no podría considerarse revocado en 
virtud de la regla locUs regit actum y de la disposición sancionada 
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por el art. 713 del Código civil auatriaco. Tal articulo se encuec- 
ira en manifiesta contradicción con el 1.036 del Código civil 
francés, que sanciona una regla que está conforme con la del ar- 
tículo 920 del Código civil italiano, el cual dice que el testa* 
mentó posterior, que no revoque de un modo expreso los prece- 
dentes, anula en éstos solamente las disposiciones contrarias i 
las nuevas é incompatibles con ellas. Por el contrario» el Código 
austríaco establece que el« testamento posterior válido, anula el 
anterior, salvo el caso de que el testador declare expresamente 
que intenta dejarlo subsistente. 

Ahora bien, como en el caso imaginado se trataría de decidir 
si se debe dar lugar á la sucesión testamentaria ó á la sucesión 
legítima, se invocaría en vano la regla locus regit iictum para 
sostener que los testamentos anteriores deben considerarse 
todos revocados á causa del nuevo testamento hecho en Austria 
y de la regla sancionada en el artículo 713 del Código cítü 
austríaco, aplicable según la regla locua regit acium. Con más 
razón se debe, por el contrario, admitir que, tratándose de la 
sucesión de un francés, debe ser aplicado el art. 1.036 del Có- 
digo civil francés, para decidir si existe ó no testamento eficaz. 

Lo mismo ha de decirse de la revocación de derecho de las 
disposiciones testamentarías, que puede ser consecuencia de 
ciertos actos jurídicos sobrevenidos después de la confección 
del testamento. 

Dentro siempre de nuestro orden de ideas, es necesario ad> 
mitir que á pesar de que en principio la lex loci actus deba re- 
gular la forma de la revocación, puede existir una limitación á 
tal regla, si en virtud de la ley reguladora de la sucesión es ex- 
presamente requerida una determinada forma para la declara- 
ción de última voluntad y para su revocación, ün italiano, por 
lo tanto, ó un francés^ pueden revocar bajo la forma ológrafa un 
testamento. anterior; pero un neerlandés que se encontrase en 
Italia ó en Francia, no podría revocar el testamento que hubie» 
se otorgado en los Países Bajos, á no ser haciendo la declaración 
por medio de documento auténtico (1). 



(1) Confr. Trib. de Amsterdam, 6 Julio 1886 {Journal de Droit int. 
privé, 1889, pág. 175). 



CAPITULO XII 



Del valor jurídloi» del t««taiiieiito. 



í.hñU Concepto de la validez y de la eficacia de los actos jurídicos. — 
1.M2. Requisitos para la validez del telitamento. — 1.5C8. Se determina 
la extensión de las cuestiones. — l*6tt4* Distinción entre los requisitos 
extrínsecos y los intrínsecos; testamento mancomunado.— 1.565* Ley 
que debe regular el valor jurídico del mismo. — 1.566. ¿Es válido en Ita- 
'lia el testamento mancomunado hecho por extranjeros? — 1.567. De la 
revocación del testamento; disposiciones de derecho positivo.— 1.568. 
Ley que debe regular la revocación del testamento. — L560. Controver- 
£4ia sobre la revocación frente á la ley italiana. — 1.570. Conflicto entre 
la ley italiana y la francesa respecto á la revocación por el nacimiento 
posterior de hijos. — 1.571. Aplicación de los principios para decidir 
acerca de la caducidad de la disposición testamentaria. — 1.572* Del 
derecho de representación en la sucesión testamentaria. — 1.578. Con- 
flicto entre la ley italiana y la austriaca á propósito de la cláusula de 
i rrevocabilidad de la disposición testamentaria. — 1.574. ¿Debe admi- 
tirse la prueba de la declaración de última voluntad? — 1.575. Valor 
jurídico del testamento impugnable por defecto de forma: ley aplica- 
ble. — 1.576. Interpretación de la disposición testamentaria.— 1.577. 
Doctrina de los escritores acerca de la ley aplicable para la interpre- 
tación. — 1.578. Teoría de los escritores ingleses y observaciones crí- 
ticas.— 1.570. Nuestra opinión. — 1.580. Contenido de la disposición 
testamentaria: naturaleza de la misma; ley reguladora. — Lo8l. Efectos 
jurídicos de la disposición testamentaria. — 1.582. Ley según la cual 
se debe decidir si una disposición tiene el carácter de fideicomiso. — 
1.588. De las disposiciones condicionales. — 1.584. De las condiciones 
imposibles. — 1.585. De las condiciones ilícitas. — 1.586. De lo que 
puede ser objeto de la disposición testamentaria, respecto á los bienes. 
1.587. Del legado de cosa ajena.— 1.588. Cosas que están fuera del 
comercio.— 1.580. De la reserva según las leyes de los diversos países. 
1.590. Ley para determinar la parte disponible; anomalías del sistema 
francés. — 1.501. El sistema italiano es más racional. — 1.592. Derechos 
de los reservatarios. — 1.508. El derecho de reducción frente á los ter- 
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ceros. — 1 .594. Leyes qae limitan la caota disponible, teniendo en cuen- 
ta la condición de la persona. — 1.6S6, Limitación de disponer en favor 
de ciertas personas; legados en favor del Notario, médicos, sacerdotefl, 
etcétera. — 1.596. Nuestra opinión. — 1.597. Disposiciones en favor de 
Corporaciones, de los pobres y obras piadosas. — 1.58S* Disposicioneé 
fídariarias. — 1.599. Sastitnción directa ó indirecta: I>erecbo positivo. 
l.tiOd. Ley que debe regir el valor jnrídico y la eficacia de la sn^ti- 
tación. 

l.ftHl. Ningún acto jurídico puede prodndr sus debidos 
efectos legales, si no reúne aquel conjunto de requisitos que 
exige la ley para tener eu sí mismo la fuerza necesaria de en- 
gendrar las relaciones que legalmente de él puedan deriyarse. 
La falta de uno de estos requisitos puede ocasionar la nulidad, 
siempre que la ley, teniendo en cuenta dicha falta, prive al acto 
de alguno de sus efectos jurídicos. En tal caso, debe considerarse 
sin ningún valor legal, y por consiguiente, se tendrá por nulo v 
como si nunca hubiese existido. 

Tal vez el acto jurídico, aunque no deba ser considerado 
' como nulo, pueda, no obstante, ser privado de su eficacia jurí- 
dica, desde el momento en que se le quite la virtud de producir 
ó conservar aquella clase de relaciones que podían derivarse del 
mismo legalmente. Esto constituye lo que comúnmente se llama 
acto jurídico anulable ó ineficaz (1). 



(1) El concepto de la ineficacia es más amplio que el de la falu 
de validez. Un acto jurídico que tenga en sí todos los requisito^ 
necesarios para producir sus efectos, puede, sin embargo, ser in- 
eficaz en el sentido de que su potencia jurídica se paralice, ó p<^ 
ilh estado de hecho ó por circunstancias extrínsecas que, aunqn- 
no le quiten su fuerza jurídica, le impidan producir sus debido^' 
efectos. 

El acto jurídico nulo existe de hecho en contraposición al Der*^ 
cho, pero se le puede quitar toda su eficacia, sólo con probar U 
falta de uno de los requisitos de Derecho. Esto constituye la nuli 
dad absoluta ó completa, que consiste en la total negación de ^^^ 
valor jurídico: negotium nullum^ nulidad de derecho ó de pleno der^c^* 
La fuerza jurídica la puede perder ó por una circunstancia qaf 
sobrevenga (por ejemplo, haberse verificado la prescripción ó b 
condición resolutiva), ó porque las relaciones derivables del aa 
sean combatidas por la oposición de una ó de determinadas per 
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l*Mlj0* Aplicando estas nociones geaerales al testamento, 
nos incumbe solamente discutir las cuestiones que pueden nacer 
á propósito de su nulidad y de su ineficacia, al ser confrontadas 
•con la ley que debe regular la fuerza jurídica de tal acto. 

El primer requisito para la validez del testamento; es el de 
la capacidad del disponente y la del que sea llamado á adquirir, 

sonas, á las cuales la ley atribuya el derecho de impugnar que el 
:acto produzca sus efectos jurídicos. Esto constituye el derecho de 
impugnabilidad, que tiene naturaleza independiente y que puede 
fundarse en diversos motivos, según los distintos casos. El acto 
Jurídico en tales circunstancias no es absolutamente nulo, pero 
puede anularse en virtud del ejercicio de una acción. Así ocurriría 
en el caso de que el testador, con su testamento hubiese violado 
-el derecho de uno de los herederos reservatarios. La acción, por 
parte de éste, sería indispensable para quitar al testamento su fuer- 
2a jurídica, y como no ejercitando esta acción, el testamento no 
sería absolutamente nulo, sino que, por el contrario, la nulidad es- 
taría subordinada á la acción especial de parte de aquel cuyo de- 
recho se violó, la cual hubiera sido además reconocida válida por el 
Juez competente, por eso se le llama nulidad relativa. La ineficacia 
del acto jurídico no tiene siempre su razón de ser en el acto mismo, 
sino que puede derivarse de cualquier hecho que, según la ley, difi- 
•culte el desenvolvimiento de los efectos que aquél, por la virtud 
que en sí encierra, está destinado á producir. 

En el campo del Derecho internacional privado, el concepto de 
la ineficacin tiene más amplias aplicaciones. En efecto, hallándose 
•en contraposición dos leyes emanadas de diversas soberanías, una 
de las cuales tenga autoridad respecto á los requisitos del testa- 
mento, y la otra sea competente en lo que se reñere á los efectos que 
del mismo puedan derivarse con respecto á la parte del patrimonio 
que se encuentre de hecho en el territorio sujeto á su imperio, pue- 
•de muy bien acontecer que, en diversidad de casos y por distintos 
motivos, la fuerza jurídica de un testamento que reúna todos los 
requisitos de derecho, quede paralizada en su potencia á causa del 
imperio de la ley territorial que se oponga al desenvolvimiento de 
los efectos que del testamento pueden derivarse; por lo que, aun 
-CTiando no deba considerarse atacado de nulidad absoluta ó relati- 
va^ puede, no obstante, quedar ineficaz en virtud de la aplicación 
de la ley territorial que le quita la potencia indispensable para pro- 
ducir los efectos á que tiende. (Confr. Windscheid, Diritto ddle Pan- 
cíette, tomo I, § 82; Savigny, tomo IV, § 202; Zachariae, por Aubry y 
Rau, Intr., § 37). 
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por lo que conviene tener en cuenta lo que hemos dicho antes 
respecto á tal panto (1). 

El segundo requisito es el de la declaración de la voluntad, 
hecha en la forma determinada por la ley, para lo que debe 
tenerse presente lo que dejamos expuesto acerca de ello en el 
capitulo XI. 

Ahora nos proponemos examinar detalladamente la cuestión 
de la validez y de la nulidad intrínseca de la disposición testa- 
mentaría; esto es, discutir acerca del valor jurídico de la decla- 
ración de voluntad, hecha en la forma determinada por la ley^ 
por aquel que deba ser considerado capaz, determinando la efi- 
cacia ó ineficacia de la declaración misma, en vista de bu coik 
tenido. 

1*&S8* Las controversias relativas á la nulidad, la invali- 
dación y la ineficacia de que un documento puede aparecer ata- 
cado, son siempre difíciles aun cuando sólo se trate de decidirlas 
ante un determinado sistema de leyes; pero en el campo ié 
Derecho internacional privado, las dificultades son mucho ma- 
yores por la circunstancia de que, habiendo colisión entre leyes 
de Estados diversos, es indispensable, ante todo, precisar la ley 
á que ha de atenerse el juez para decidir respecto á la nulidaíá 
y & su carácter, esto es, si debe ser reputada absoluta ó relativa; 
y cuando el derecho de proponer la anulación de la declaracióc 
de última voluntad esté limitado á ciertas personas^ surge la 
dificultad de determinar la ley reguladora del mencionado de* 
recho de proponer y ejercitar la acción, y las condiciones limita- 
tivas para el ejercicio del mismo. 

Como en principio cualquier nulidad debe decidirse por sen- 
tencia, y los actos atacados de nulidad son eficaces hasta qzt 
el Juez competente los declare nulos, y por otra parte los 
efectos jurídicos de la disposición testamentaria pueden desen- 
volverse en territorio sujeto á soberanías dintintas, es tambiéa 
indispensable resolver las dificultades que puedan nacer, aur 
cuando el testamento se considere destituido de todo efecto 
jurídico é ineficaz, en la hipótesis de que á consecuencia de I& 



(1) Véase cap. VIII, § 1.410 y siguientes. 
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«ucesión testamentaría de que se trata, se haya comprobado tin 
•estado de hecho susceptible de producir por sf ciertas relaciones 
jurídicas. 

Comenzamos por advertir que como en esta materia todo 
-debe depender de la declaración de última voluntad, hecha legal- 
mente, es preciso ante todo comprobar si la voluntad se ha ma- 
nifestado de modo que se la pueda atribuir valor jurídico, según 
la ley. A este ñn conviene tener presente el examen que hemos 
liecho en el capitulo precedente para precisar el alcance de la 
regla locus regit actum. 

1«&S4. Es indispensable observar cuidadosamente que lo 
•que concierne á la forma extrínseca de la expresión de la volun- 
tad por parte del disponente, no debe confundirse con lo relati- 
vo á la existencia jurídica de la voluntad misma, teniendo en 
consideración los requisitos intrínsecos que debe tener la mani- 
festación de la voluntad, á fin de que pueda producir las rela- 
-oiones jurídicas á que tiende. 

Se ha discutido, por ejemplo, si puede reputarse legalmente 
existente la declaración de última voluntad en la hipótesis de 
•que dos personas hayan hecho en un solo acto su testamento, y 
'Como hemos dicho antes, han creído algunos que para resolver 
tal duda, conviene referirse á la regla locus regit actum^ admitien- 
•do ó excluyendo el valor jurídico de la declaración de voluntad 
hecha en tal forma, según que sea ó no admitida, conforme á la 
ley del lugar donde el testamento se hiciese. 

El testamento así redactado se llama comúnmente mancomu- 
nado. Este, teniendo en cuenta su origen (1), presenta el carácter 



(1) El testamento mancomunado fué introducido por el empera- 
-dor Valente (Nov. 4, Cód. Teod. De testamento) para permitir á los 
•esposos instituirse recíprocamente herederos mediante un solo 
acto, con el fin de regular la transmisión de los bienes efectivos y 
«evitar la división de la propiedad. Esta institución tuvo por consi- 
guiente el carácter de mutua y recíproca liberalidad, hecha en el 
mismo documento. Se discutió si, estando ^n vigor el régimen de la 
mutualidad, la revocación podía admitirse con la conformidad del 
XLUO 6 del otro, y se decidió que por razones de equidad y de bue* 
fe, la revocación por parte del uno ó del otro de los disponen- 
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de liberalidad mutua y reciproca hecha respectivamente en á 
mismo acto por los dos disponentes (1). Admitido con ea natu- 
raleza y su carácter en el Derecho consuetudinario, se ha prohi- 
bido por las leyes de ciertos países. El legislador francés san- 
cionó la prohibición absoluta en el articulo 968 del Código 
dril (2), asi como el legislador italiano en el artículo 761 y e¡ 
español (a) en el 669; pero el Código germánico reciente lo ad- 
mite sólo cuando se haga entre cónyuges (art. 2.265). 

No nos parece, en verdad, que la cuestión acerca del yalor 
jurídico del testamento mancomunado, pueda considerarse como 
una de las que se refieren á la forma de testar, y que sea, por 
consiguiente; el caso de invocar para resolverla la regla locuí 



tes no podía justificarse. (Confr. Pothier, Donat. testam., cap. I, ar- 
ticuló l.o) £1 testamento mancomunado con tales caracteres, fué re 
cibido por el Derecho consuetudinario. (Confr. Fnrgole, Teslam., ca 
pítulo II, secc. 2.&, número 77); Bourjon, Der. comm. de la Franef. 
2.A parte, Du testamento^ cap. I, núm. 55) (ó). 

(1) La unión material de las disposiciones en el mismo acto, e$ 
lo que caracteriza ai testamento mancomunado. Por lo que los e$ 
critores y la jurisprudencia han opinado que la prohibición no atañe 
á las disposiciones hechas en provecho recíproeo por dos persona» 
en documentos separados, ni aun cuando el uno y el otro hubiese 
hecho tales disposiciones en provecho común, mediante actos se- 
parado8,en el mismo día. (Confr. Merlin, Rep.,\.^ Testamentconjonctíí: 
núm. 1, y Donation^ sec. II; Massé y Vergé, sobre Zachariae, t. IlL 
ParU 81; Aubry y Rau, t. VII, § 667; Cass. franc. Mayo 1842; Joun 
du Palats, 1842, II, p. 553). 

(2) La Ordenanza de 1735 abolió el testamento mancomunadj, 
según el Derecho consuetudinario, salvo ciertas excepciones. 

(a) EL art. 669 del Código civil español declara que no podrán 
testar dos ó más personas mancomunadamente, ó en un mismo ic«- 
trumento, ya lo hagan én provecho recíproco, ya en beneficio de ns 
tercero. 

El Derecho feral aragonés autoriza á los cónyuges á testar man- 
común adámente, como permite el Código alemán reciente. 

(jb) En nuestro Derecho espafiol histórico, el Fuero Real admitió t. 
testamento mancomunado entre marido y mujer que no tavieren sucenoc 
solamente; pero las Partidas le declararon nulo, para que ninguno de Ké 
otorgantes non haya ocasión de trabajar la mxierte del otro por rotan de V 
redarse lo suyo, reservándole á favor de los que fueren caballeros y be 
bieran de entrar en batalla. 
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regü actum. Conviene, en efecto, advertir que el legislador qae 
]iroIiibe á dos personas disponer en el mismo documento de la 
transmisión de sus patrimonios en provecho recíproco, se funda 
para establecer tal limitación en que la declaración de voluntad 
hecha de esta manera no tiene el carácter esencial de la esponta- 
neidad y de la libertad, requerido para su valor jurídico, y en que 
falta también el requisito sustancial de la revocabilidad (1). 

Nos basta, para confirmar esta opinión, recordar que cuan- 
do en Francia se discutía acerca del artículo 968, que consagró 
la prohibición, Bigot-Préameneu, exponiendo los motivos, aducía 
que las disposiciones de esta naturaleza no podían considerarse 
con certeza revocables, sin ofender el respeto de la mutua fe recí- 
proca, y que admitiendo la irrevocabilidad, se llegaría á desna- 
turalizar el testamento, el cual en tal caso no podía ser conside- 
rado como acto de última voluntad, y concluía diciendo que era 
necesario proscribir el testamento mancomunado, por ser incom- 
patible con la buena fe y con la naturaleza del testamento (2). 

La Comisión que preparó el proyecto de Código civil italiano 
se fundó en los mismos motivos para justificar la prohibición. 
cLa razón, dice, por la que la Comisión cree que deben conside- 
rarse dichos testamentos sin efecto alguno, estriba, no en la for- 
ma extrínseca de los mismos, ya que la nueva ley no por otra 
causa los prohibe, sino porque presume que falta en las expre- 
sadas disposiciones la libre voluntad que es esencial en los 
testamentos» (3). 

Nos parece que para todos ha de ser evidente que, cuando 
dos peirsonas testan en el mismo documento, una á favor de 
otra, no se puede negar que la liberalidad de una de ellas tiene 
las apariencias de condición para la liberalidad de la otra, por lo 
que se hace preciso reconocer en las disposiciones recíprocas 
el carácter de mutua dependencia, y que por consiguiente, falta 
en una de las partes el requisito esencial de la espontaneidad 



(1) Confr. Pothier, Don. et testaníents, carp. I, art. Ifi 

(2) Véase Locré, tomo II, pág. 399, núm. 55. 

(3) Informe verbal de la Comis. para el Código civil italiano, 
turno del 25 Septiembre, 1865. 
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y de la libertad de la voluntad misma, que debe cansiderarM 
sastancial en el testamento, y por otra parte, la reyocadóii 
Jba de prohibirse como consecuencia del vinculo de mataalidad, 
<de la equidad y de la buena fe que impiden á uno de lo« idispo- 
nentes infringir las disposiciones á favor del otro cuando goza 
la liberalidad de éste en su beneficio. 

!•&•&• Teniendo presente cuanto hemos dicho, sostene- 
mos que la cuestión acerca del valor jurídico del testamento 
mancomunado no puede resolverse ateniéndose á los príncipiofi 
que conciernen á la forma de los actos, sino que conviene, por el 
contrario, referirse á los que deben regir la esencia y la exis- 
tencia jurídica de la voluntad manifiesta. Hemos repetido ma- 
chas veces que la 1^ que ha de regular la sucesión y loa de- 
rechos sucesorios, es la única que debe aplicarse para decidir 
si ha de abrirse la sucesión abintesUxío 6 la testamentaria, y por 
consiguiente, conforme á la misma, se determinará si la deela* 
ración de última voluntad puede ó no considerarse como tes- 
tamento. 

Algunos escritores han querido sostener que la prohibicióu 
constituye una simple condición de forma, y, por lo tajiio, qae 
puede tenerse por válido el testamento mancomunado, cuasdo 
se haya hecho en un país donde la ley no prohiba tal forma de 
testar. Los jurisconsultos y la jurisprudencia francesa han adu- 
cido para sostener esta opinión, la circunstancia de que la pro- 
hibición relativa al testamento mancomunado, se encuentra es 
el Código francés en la sección que se ocupa de la forma de 
los testamentos (1). 

No sabemos, verdaderamente, cómo las reglas sancionadas 



(1) Merlin, i2ep., v.« Testament, Coin-Delisle, Sur VarHeU 968^ nú- 
mero 5.0; Aubry y Rau, tt^mo VII, § 667, p. 101; Demolombe, tomo IT, 
número 476; Toulouse 11 Mayo 1860; Caen 22 Mayo 1850 (Jouru, dt 
Falais, 1851, II, p. 142); París, 24 Diciembre 1866; BuU, arr. /*am 
1866, pág. 789; 10 Agosto 1872 (Sirey, 1872, II, pág. 269); Drott prtH 
1873, n, pág. 149; Grenoble 25 Julio 1876 {Droit de 24 Diciembre 18Sr. 
Trib. del Sena, 23 Diciembre 1881 (Joum. de Droü t»í. prtW, 1882, 
página 322); Trib. del Imperio alemán, l.o Marzo 1881 (Marzo, 188i. 
página 360). 
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por el legislador para establecer los requisitos esenciales de la 
declaración de la volnntad qae él considera necesarios é in- 
dispensables para que tenga la fuerza jurídica á que tiende, 
puedan considerarse como disposiciones referentes á la forma 
extrínseca de la manifestación de la voluntad. Observa; con ra- 
zón, Marcado; que si pudiese aceptarse la regla que estableció 
la Corte de Caen, esto es, que el testamento mancomunado, 
aunque prohibido por la ley francesa, puede válidamente hacer- 
se en país extranjero, incluso por franceses, cuando la ley de' 
dicho pais lo autorizase, se seguiría que el grave inconveniente 
que el legislador francés ha querido eliminar, excluyendo el tes- 
tamento mancomunado, subsistiría tan solo con hacer un viaje 
al extranjero (1). ¿Se podrá suponer jamás, añade con razón el 
citado escritor, que el legislador francés ha creído permitir á 
los franceses violar una de sus disposiciones prohibitivas, me-* 
<liante un simple viaje al extranjero? 

Nosotros, que hemos sostenido la misma opinión frente á la 
ley transitoria (2), creemos que en el conflicto entre leyes de 
Estados diversos debe aplicarse la ley reguladora de la suce- 
sión para decidir si la disposición mutua y recíproca hecha por 
dos personas que conjunta y mutuamente han dispuesto de sus 
patrimonios respectivos en el mismo documento, tiene ó no el 
carácter de testamento. Por consiguiente, si se tratase de dos 
italianos que hubiesen otorgado testamento mancomunado, cual- 
-quiera que fuese el país en que lo hubiesen hecho, debería con- 
siderarse como nulo en virtud de la prohibición sancionada por 
•el patrio legislador, aun cuando tal forma de testar fuese per- 
mitida por la ley vigente en el país extranjero en que se hizo el 
testamento (3). También debería' considerarse nulo tal testa- 
caeoto en los países extranjeros, en los cuales, por la ley, se re- 
conozca la autoridad de la ley nacional del dísponeote para la 
validez intrínseca de la disposición testamentaria. Tenemos 



(1) Marcada, SuWarticolo 968. 

(2) Flore, Delle disposiz. generalt delTapplicaz. delle leggiy Nápoli, 
1886, vol. I, § 280 y 84. 

(3) Confr. Cassac. Firenze, 12 Noviembre 1896 {Foro italiano^ I, 
pá^na 511). 
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adem&s que añadir que 8i un italiano hiciese testamento man- 
comunado con un extranjero en un país donde tal forma de 
testar se permitiese por la ley que allí rigiera, el testamento en 
esta fosma no podría tener valor jurídico en Italia, supuesto 
que^ faltando, respecto al italiano, la declaración de voluntad 
que según la ley personal tiene el poder jurídico del testamento^ 
no se estaría en el caso de atribuir tal potestad al documento 
dicho, fundándose en la regla locus regit actum» Se opondría^ 
en efecto, la disposición sancionada en el artículo 12 del título 
preliminar, esto es, que las leyes iextranjeras no pueden derogar 
las prohibitivas del Reino que conciernen á las personas. 

1.&SS* Tal vez pudiese existir duda, en el caso de que 
se quisiera hacer valer en Italia un testamento mancomunado 
hecho por extranjeros, á quienes, conforme á las leyes de su 
patria, no les estuviese prohibido testar en tal forma. 

A primera vista, quizás, se pudiera pensar que la ley que 
tiende á garantizar la libertad y el respeto de la voluntad en la 
transmisión de los bienes, debe considerarse entre las que se 
refieren al orden público. Por lo que, aun admitiendo la auto* 
rídad del estatuto personal en lo que respecta á la sucesión 
testamentaria y al valor jurídico del testamento, pretender apo- 
yarse en la ley extranjera para sostener que deba considerarse 
como testamento el acto que no es tal según la ley italiana, 
implicaría la derogación de una ley del Reino, de orden pú- 
blico. 

A nosotros nos parece más conveniente sostener lo contra- 
rio. Reconocemos que el legislador italiano ha suprimido de la 
ley el testamento mancomunado, porque ha visto en la disposición 
hecha en esta forma el defecto de la completa libertad en lo que 
se refiere á la revocación; pero la prohibición no concierne á la 
limitación de la libertad de las personas. El legislador extranje- 
ro ha podido, sin duda, reglamentar de diferente modo las cosas, 
y tal vez, á fin de que se mantengan los bienes en la familia sin 
fraccionarlos, ó por haber entendido de un modo diverso la re- 
cíproca utilidad respecto alas personas pertenecientes á una 
misma familia, ha podido autorizar el testamento mancomuna- 
do, y no se puede, ciertamente, considerar ofendido el orden 
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público territorial atribuyendo valor al testamento mancorna- 
nado hecho por extranjeros, á los que se permita testar en esta 
forma por su ley nacional. Más bien que encontrar en esto una 
ofensa al orden público territorial, nos parece, por el contrario, 
que está más en armonía con los justos principios, mantener el 
respeto y la libertad de las personas extranjeras que valiéndose 
de la facultad que les concede su ley personal para manifestar 
sus voluntades en el mismo documento, la una en provecho de 
la otra; hayan testado así. ¿Cómo imaginar una ofensa al orden 
público territorial reconociendo el valor jurídico del testamento 
mancomunado hecho por los que están autorizados para testar 
en tal forma, con arreglo á su ley nacional? 

l.ftSV • Pasemos ahora á hablar acerca de la revocación. 

Dado que la existencia jurídica de la declaración de última 
voluntad no pueda ser combatida, es necesario examinar si en 
el momento de la muerte del testador, la disposición hecha por 
éste, debe considerarse revocada (ype legiSj ó en fuerza de la 
expresa voluntad del de cujus^ 6 sujeta á caducidad por falta de 
cumplimiento de alguna de las condiciones requeridas por la ley» 

El testamento es, por su naturaleza y por su carácter, un 
acto revocable, y como tal lo consideran los legisladores (1). Sin 
embargo, no están de acuerdo las leyes de los diversos países 
al establecer las reglas relativas á la revocación. 

Conforme á la ley italiana, está admitida de derecho la re- 
vocación de toda disposición testamentaria á título universal 6 
particular hecha por quien no tenga ó ignore tener hijos ó des- 
cendientes, si existe ó sobrevive un hijo ó descendiente legítimo 
del testador, aunque sea postumo, legitimado ó adoptivo, salvo 
que el disponente hubiere previsto el caso de que existieran ó 
sobrevivieran los mencionados hijos ó descendientes (2). 



(1) Confr. Cód. civ. ital., art. 759; Cód. francés, 896; español, 667; 
portugués, 1.739; holandés, 922; de Znrich, 1.041; de Chile, 999; de 
Méjico, 3.2^7; del Imperio germánico, 2.253. 

(2) Art. 888 del (pódigo civil. Según el Código francés, no se ad> 
mite en tales circunstancias la revocación de pleno derecho, puesto 
que el legislador exige una declaración de voluntad expresa ó táci- 
ta para la revocación del testamento. 
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Según el Common Law, vigente en los Estados Unidos de 
América, el testamento hecho por una mnjer, se considera re- 
vocado de derecho cuando contrtdga matrimonio^ aun cuando 
no tenga hijos. 

También el Código de la Luisiana sanciona en el art. 1.696 
la regla de que el testamento se tendrá por revocado cuando 
sobrevengan hijos al disponente. 

El Código portugués, en el artículo 1.760, establece qne si 
existen hijos ó descendientes del testador que éste no conocía 
ó que haya creído muertos, ó si los hijos han nacido después de 
la muerte de aquél, ó si han nacido antes de su muerte, pero 
después del otorgamiento del testamento, éste sólo podrá tener 
efecto en lo que se refiere al tercio de los bienes. 

1.&08* Conviene advertir ante todo que, aun cuando el 
acto de la revocación, bajo el punto de vista de su forma, deba 
en principio estar sujeto á la regla locus regit actum^ sin em- 
bargo, siempre que la ley que regula el derecho de revocación 
prescriba taxativamente una forma determinada como indispen- 
sable para dar valor jurídico al acto, es necesario atenerse á 
cuanto ella determine. 

Según el Código holandés, por qemplo, confrontando las 
disposiciones sancionadas en los artículos 982 y 992, parece qae 
aun para revocar un testamento hecho por un neerlandés en pafs 
extranjero, se requiere necesariamente el documento auténtico, 
observando en cuanto á los requisitos de la autenticidad las for- 
mas usadas en el país donde el acto se realice. Aquel legislador 
dispone, en efecto, en el artículo 982, que el neerlandés puede 
testar en la forma ológrafa para determinados objetos, y que la 
revocación de tal acto solamente puede hacerse en escritura 
privada. 

Nosotros damos por dicho aquí todo lo que se ha manifes- 
tado antes (1) para mantener la distinción entre lo que con- 
cierne á la forma extrínseca y lo que se refiere al valor jurídico 
de la revocación. 

Parece claro que cuando se trate de decidir si la decla- 



(1) Véase el núm. 1.560. 
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ración de última voluntad debe considerarse subsistente á la 
muerte del testador ó revocada' de derecho en virtud de circuns- 
tancias de hecho que la ley tiene en cuenta, conviene referirse á- 
la reguladora de la sucesión y no á aquella del país donde exis* 
ten los inmuebles que fueron objeto de la disposición testamen- 
taria ó á la del lugar donde se hi::o el testamento. Se trata, en 
efecto, de una cuestión meramente personal, esto es, de si existe 
6 no la declaración de última voluntad por parte del testador. 

En el sistema del derecho positivo que atribuye á la ley re- 
guladora de la sucesión el carácter de estatuto real en todo lo 
que concierne £ la transmisión del patrimonio inmueble, como 
sucede en el derecho positivo francés, es natural que como toda 
depende de la lex rei sitae, el derecho de revocación y la ca- 
ducidad de la disposición testamentaria, deben quedar some- 
tidos á cuanto prescribe la ley territorial. No puede decirse, 
ciertamente, que esta teoría se halle de acuerdo con los máa 
justos principios; puesto que del mismo modo que el derecho de 
transmitir el patrimonio debe pertenecer al libre albedrío del 
disponente, asi también ha de considerarse el derecho de re- 
vocar expresa ó tácitamente la disposición testamentaria. Na 
86 puede, por lo tanto, desconocer, que bajo el punto de vista de 
los principios racionales, la ley que regula el derecho de revoca- 
ción tiene el carácter de estatuto personal, como oportuna- 
mente sostiene Laurent (1). Sin embargo, en la realidad, no todas- 
las leyes positivas están de acuerdo con los principios raciona- 
les en materia de sucesiones. En el sistema italiano, tales ano- 
malías se han eliminado por completo, supuesto que el legisla- 
dor considera en principio que la ley de la sucesión tiene el ca- 
rácter de estatuto personal. En tal sistema no se puede creer 
racionalmente que el testador, al hacer la declaración de última 
voluntad, haya podido referirse á la lex rei sitae en lo que con- 
cierne á la revocación de la declaración por él hecha, sino que 
se debe admitir más bien que se ha referido á la ley que re- 
gula la declaración de su última voluntad y su capacidad de 
transmitir en virtud de testamento. La ley del lugar donde los 



(1) Laurent, Droít civil int.^ tomo VI, § 309. 
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bienes están situados puede en ciertos casos, como diremos más 
adelante, limitar la eñcacia de la disposición testamentaria; 
pero en cuanto á regular la existencia 6 la caducidad de la de- 
claración de voluntad, no puede sostenerse que su autoridad 
se justifique; siendo asi que tratándose de un acto eminente- 
mente personal, el concepto más racional es aquel que lo consi- 
dera sometido al estatuto personal. 

Mucho menos, desde luegO; se podría aplicar para resolver 
tal cuestión, la regla locus regit actutn. Los que dan tan exage- 
rada extensión á la mencionada regla, invocan los principios 
del Derecho romano, esto eS; que para las cláusulas accesorias, 
rescisorías ó revocatorias, conviene atenerse á la ley del lugar 
donde los actos se han celebrado, porque se debe presumir que 
las partes á ésta se ajustaron para los efectos del contrato, y 
sostiene que incluso la revocación del testamento y su caduci- 
dad, deben depender de la misma ley donde aquél se haya otor- 
gado (1). Tal opinión ni siquiera puede considerarse fundada 
en los justos principios de Derecho. El testamento no es un 
<^ontrato, y asi como la facultad de transmitir la herencia por 
testamento y la capacidad de disponer deben depender del es- 
tatuto personal, á éste también debe sujetarse la declaración de 
voluntad para ello eficaz, y no se puede aceptar que el testador 
haya querido someterse á la ley del lugar en donde hiciera sa 
testamento, sino á aquella que debe regular la sucesión testa- 
mentaria y á las disposiciones por tal ley sancionadas. 

Es natural que en el sistema que atribuye á la ley del domi- 
cilio del de cujus la fuerza del estatuto personal del mismo en 
lo que respecta á su capacidad para disponer, la cuestión de la 
revocación y de la caducidad debe resolverse en conformidad 
<H)n la misma ley del domicilio del de cujus. 

Asi lo establece el Derecho inglés respecto á la sucesión mo- 
biliaria. Del mismo modo que la validez ó nulidad del testa- 



(1) Foelix y Demangeat, Droit int. pnV, tomo I, núms. 109 y 111, 
página 257. «Por la misma razón, dice, la facultad de revocar una 
donación depende de la ley del lagar donde la donación ha sido 
autorizada». 
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tnento seliace depender, en principio, de la ley del domicilio del 
testador al tiempo de su muerte, la revocación y la invalida- 
ción del acto de última voluntad se entiende regida por la 
misma ley. No obstante, en virtud de la ley de Victoria de 1861, 
relativa á los testamentos de los ciudadanos británicos hechos 
•en el extranjero, se dispone que para la revocación de la dispo- 
sición testamentaria se debe aplicar la ley del país donde el 
testador estuviese domiciliado cuando hizo el testamento, y que 
•el subsiguiente cambio de domicilio no modifica la ley que ha de 
regir la revocación (1). 

Nosotros creemos, pues, preferible que toda cuestión relativa 
■al derecho de revocar la disposición testamentaria y al valor 
intrínseco del acto de revocación sea resuelta de acuerdo con la 
ley del Estado de que el ¿e cuju% era ciudadano. Sin embargo, 
•en general admitimos el principio de que la cuestión de la revo- 
•cación y de la caducidad debe considerarse sometida á la ley que 
regula la declaración de última voluntad y la capacidad de dis- 
poner por testamento, ó lo que es igual, al estatuto personal, 
bien haya de determinarse por la ciudadanía de la persona ó por 
su domicilio. 

\^f^%%. * Aplicando los principios expuestos, advertimos 
que en el sistema seguido por el legislador italiano^ por los de 
Germania, de España y dé los demás países donde está recono- 
cida en principio la personalidad del derecho sucesorio, la re- 
vocación debe ser regulada por la ley nacional de la persona 
^e cuya herencia se trate, de cualquier naturaleza que sean los 
bienes y sea cualquiera el país en que se encuentren. Esto sig- 
, nifica que los Magistrados de estos países, cuando sean com- 



(1) Véase The WilU ^c¿, 1861, 24-25, Vict, cap. \\\—An act to 
Kxmend the Law iviík Respect to WilU of Personal Estáte made hy Brítish 
suhjets, «3. No will or other testamentary instrument shall be held 
to be révoked or to have beeome invalid, ñor shall the construc-^ 
tion thereof be altered by reason of auy sabsequent chango do- 
micil of the person making same». Ningún testamento ú otro acto 
testamentario podrá considerarse revocado ó invalidado, ni su 
interpretación se alterará por un subsiguiente cambio de domicilio 
4e la persona que lo hizo. 
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petentes para decidir si el testamento hecho por el 
debe reputarse existente ó revocado, expresa ó tácitamente, se 
atendrán á la ley nacional del de cujuSy sin preocuparse de ai en 
el país donde se encuentran los bienes inmuebles, por atriboiiBe 
una autoridad absoluta &\tílex rei sitae^ se aplica esta lej para 
deeidir acerca de la existencia ó revocación del testamento. No 
puede impedirse, ciertamente, en virtud de los principios racio- 
nales, que el soberano los derogue. Podrá, por consigoJarte, 
presentarse el caso de que el Magistrado italiano, por ejemplo, 
considerando revocado el testamento, por consecuencia de ciiaato 
prescribe la ley nacional del de cujus^ decida que se debe dar 
lugar á la sucesión abiniestato; y que el Magistrado francés 6 
inglés atribuya valor al testamento teniéndolo por no revocado 
en virtud de la lex rei siU^e y de la del domicilio del disponente. 
Estas son las anomalías que se derivan de la independencia de 
las soberanías y de la falta de un derecho uniforme. 

El derecho italiano, por ejemplo, establece que la revocación 
expresa no puede hacerse más que, ó por medio de un nuevo 
testamento que revoque en todo ó en parte el anterior, ó por 
documento otorgado ante Notario en presencia de cuatro testi- 
gos que deben firmarlo, y en el cual el testador declare personal- 
mente que revoca en todo ó en parte la disposición anterior. 
En esto la ley italiana está perfectamente de acuerdo con k 
francesa (1). 

Hemos apuntado este hecho con el propósito de destruir la 
afirmación de Laurent que asegura que el Código italiano se 
encuentra en este punto en contradicción con el francés, porque 
el legislador italiano no dice nada respecto á la revocación ex- 
presa, por lo cual el insigne escritor opina que, según nuestr^i 
ley, debe aplicarse el derecho común, y que por consiguiente la 
revocación puede hacerse verbalmente ó por escrito, y que puede 



(1) Art. 917 del Código civil italiano; art. 1.035 del Código civil 
francés (a). 

» 

(a) £1 Código español sólo permite la revocación de los testamentos 
en todo ó en parte, con las solemnidades necesarias para testar; en cnal* 
quiera de las formas admitidas, incluso la ológrafa. (Art. 738). 
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consignarse en una escritura privada, porque es una cuestión de 
prueba (1). 

t.&VO* La diversidad entre el Código italiano y el francés 
que pudiera dar lugar á discusión, se encuentra en la disposi- 
ción que trata de la revocación por sobrevenir hijoS; admitida 
dé pleno derecho en la ley italiana y no admitida por la ley 
firancesa. En el sistema consagrado por nuestra legislación no 
puede surgir duda alguna de que, el testamento hecho por un 
francés, debe reputarse eficaz en Italia, aun cuando sobrevenga 
un hijo ó descendiente legítimo del testador, y sin que pueda 
hacerse ninguna distinción por la naturaleza de los bienes que 
son objeto de la disposición testamentaria. Esta es la justa con- 
secuencia de la regla sancionada en el artículo 8.^ de las disposi- 
ciones generales. Creemos que no se llegaría á la misma solución, 
si un italiano hubiese hecho testamento ordinario disponiendo 
de los bienes existentes en Francia, y después hubiere tenido 
un hijo legítimo ó lo hubiera adoptado. ¿Este testamento se 
consideraría revocado de pleno derecho aun respecto á los bie- 
nes inmuebles de que hubiese dispuesto existentes en Francia? 
¿Se abriría en lo que á éstos se refiere la sucesión abintestato? 
A Laurent le parece indudable la resolución en sentido afir- 
mativo, porque como él dice, la ley tiene carácter de estatuto 
personal. Ciertamente así debería ser según los justos princi- 
pios. Se trata de un acto de voluntad, y no se puede, sin contra- 
dicción, admitir que el acto de voluntad de una persona haya de 
considerarse fraccionado según los diversos lugares donde estén 
situados los bienes que forman parte de su patrimonio. No se 
puede aceptar que el de cujus haya preferido el hijo al legatario 
para los bienes existentes en Italia, y el legatario al hijo para 
los que poseía en Francia. También el sistema de la realidad 
del estatuto en materia de sucesiones implica muchas anoma- 
lías; y teniendo presente lo que dice la Casación francesa, esto 
es, que respecto á la sucesión inmueble toda disposición asume 
la fuerza del estatuto real, y que siempre debe conservar su 
valor la regla iot hereditates quod territoria^ es natural, que in- 



(1) Laurent^ Droii civ. int,, tomo VI, núm. 310, pág. 627. 
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« 

cluso para decidir acerca de la reyocación y de la ineficacia dei 
testamento, encuentre su aplicación la ley francesa m&s bien 
que la italiana. 

No se puede aducir, en contrario, la sentencia de la Audien- 
cia de Burdeos. El Tribunal ante el cual se presentó el testa- 
mento hecho en Luisiana, lo consideró revocado en virtud del 
artículo 1.698 del Código de este Estado que establece lo mis- 
mo que el italiano, esto es, que el testamento queda revocado 
al sobrevenir un hijo. La Audiencia confirmó la sentencia dd 
Tribunal, porque se trataba del testamento hecho por un ex- 
tranjero, en conformidad con la ley de su domicilio, bajo la cual 
él había dispuesto de sus bienes inmuebles existentes en Amé- 
rica; y como coincidía la ley del lugar en que se otorgó el acto, 
donde debía ejecutarse la disposición testamentaría y donde 
existían los bienes inmuebles que de este testamento eran objeto^ 
la Audiencia tuvo razón al considerar que estando el testamento 
revocado en virtud de la ley de Luisiana, no podía eficazmente 
conservar su validez ante los Tribunales franceses. Aquélla no 
hubiese declarado lo mismo, probablemente, si se hubiese trata- 
do de decidir la eficacia de dicho testamento, respecto á los in- 
muebles existentes en Francia (1). 

l.&Vl* Los principios expuestos deben servir también 
para resolver la cuestión acerca de la caducidad de la disposi- 
ción testamentaria. Esta, en verdad, depende no de la voluntad 
del testador, sino de la realización de un hecho previsto por la 
ley, como suficiente para hacer ineficaz la disposición testamen- 
taria. También en esto conviene atenerse á la ley reguladora de 
la sucesión. 



(1) Véase Trib. de Bordeaux, 17 Agosto 1870 y Cour de Bordeanx, 
5 Agosto 1872 {Joum, du Palais, 1872, pág. 1.070, y la nota allí pues- 
ta, que dice: «Otra razón para aplicar la ley americana se deduce de 
que el testamento se refiere á inmuebles situados en América; los in- 
muebles se rigen, como es sabido, por la ley del lugar donde 3e en- 
cuentren. Este tíltimo punto de vista tiene sn importancia; porque 
si se tratase de determinar los efectos de un acto realizado en el 
extranjero, en cuanto á la adquisición de cualquier clase de dere- 
chos sobre bienes situadas en Francia, el Juez francés debería, con 
arreglo al principio del estatuto real, aplicar la ley francesa)». 
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Por consiguiente, tratándose de decidir la eficacia de un le- 
gado hecho por un inglés, que posteriormente enajena el objeto 
legado, no se estaría en el caso de aplicar el artículo 892 del 
«Código civil italiano, que dispone que cualquiera enajenación 
<qne haga el testador de la cosa legada, implica la revocación del 
legado, aunque la enajenación sea nula y la cosa vuelva á poder 
del disponente. Se debería aplicar la ley inglesa y tener presente 
-que, en conformidad con cuanto dispone el WiUs Act de 1837, 
^ 23 (1), la enajenación ulterior de la cosa legada no anula la 
disposición testamentaria, si con posterioridad el testador entra 
4e un modo ó de otro en posesión del mismo objeto y se en- 
-ouentra en su patrimonio al tiempo de su muerte. 

Ni aun en la hipótesis de que la cosa legada fuese un inmue- 
ble existente en Italia, y que el acto de la enajenación se hubie- 
^e realizado también en este país, se tendría razón en invocar la 
señalada disposición del art. 892; para deducir la caducidad de la 
disposición testamentaria, fundándose en la regla locus regü aC" 
4um. Las razones expuestas anteriormente, deben servimos para 
desechar tan inexacto concepto; tampoco sería del caso fundar- 
le en la circunstancia de haberse hecho la venta en Italia, ni de 
encontrarse en dicha nación el inmueble objeto del legado, para 
sostenerse la aplicabilidad de la disposición del art. 892 como 
:8Í se tratase de un efecto de la venta. 

1I.&99. Vamos ahora á examinar si en el caso de sucesión 
extranjera abierta en Italia, se puede aplicar la disposición san- 
•cionada en el art. 890 del Código civil italiano para regular con 
iirreglo al mismo la eficacia de una disposición testamentaria en 
favor de una persona que no haya sobrevivido al testador, pero 
que hubiese dejado descendientes. 

Én las legislaciones extranjeras no se encuentra, en efecto, 
disposición tan singular como la sancionada por el legislador 
italiano, el cual admite que los descendientes del heredero ó del 
legatario premuerto puedan adquirir la herencia ó el legado por 
el derecho de representación. El Código francés en el art. 1.039, 
el español en el 766, el portugués en el 1.769, el del Imperio 



(1) Wüls Act, 1837 (St. GiuL, IV y I Vict., c. 26). 
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germánico en el 2.160 y otros, estatuyen qne el heredero 6 ei 
legatario que muera antes que el te&tador, no transmite á sus- 
sacesores el derecho que tenía al legado ó herencia hecho á so 
favor, y que, por consiguiente, la disposición testamentaría 
queda sin efecto sí aquel á cuyo favor se hizo no sobrevive al 
testador (a). 

Nosotros, teniendo en cuenta los argumentos que antea ex- 
pusimos, entendemos que la disposición sancionada por el ar- 
tículo 890 de nuestro Código civil, no tiene eficacia para hacer 
admitir la representación en la sucesión testamentaria de un 
extranjero. 

No sería éste, sin duda, el caso de aducir que el derecho de 
representación en la sucesión testamentaria, sancionada por el 
artículo 890, deba considerarse inspirado en los principios de 
equidad, y que los descendientes legítimos del heredero 6 de( 
legatario sustituyen á éste en la herencia ó legado en virtud de 
la interpretación de la voluntad misma del de cujus^ ya que e» 
racional presumir que el testador que quiso beneficiar á una 
persona, no intentó privar de esta liberalidad á los descendientes- 
legítimos del beneficiado que no viviera en el momento de abrir 
la Sucesión. 

Los Tribunales italianos que se fundasen en estos argumpntos- 
ó en otros semejantes con el fin de justificar la aplicación de la- 
disposición del art. 890 á las sucesiones extranjeras, entendien- 
do la regla sancionada respecto á la representación como una- 
interpretación legal de la presunta voluntad del testador, no 
harían, á nuestro modo de ver, una aplicación exacta de los jus- 
tos principios. Los Tribunales deben atenerse á las leyes. Desde 
luego, tienen el derecho de interpretarlas; pero nó les incumbe,. 



(a) El art. 766 del Código civil español, se refiere únicamente af 
heredero voluntario que muere antes que el testador, al incapaz de 
heredar y al que renuncia á la herencia, los cuales no transmiten 
ningún derecho á sus herederos, salvo lo dispuesto en los arts. 761 
y 857 (en cuanto á los hijos ó descendientes del hijo ó descendien- 
tes del testador excluido de la herencia, y á los hijos del deshe 
redado). 
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•mediante la interpretación, añadir disposiciones que, si bien se 

4iallen de acuerdo con los principios de la equidad, no se en- 

*cuentren sancionadas poi* el legislador extranjero. Así se He- 

.^aria á admitir una disposición testamentaria tácita, cuando en 

esencia todo debe depender de la voluntad del de cujus. Si éste 

-quería que su liberalidad alcanzase también á los descendientes 

'del beneficiado, podía sin dificultad ejercitar el derecho de sus- 

^t^tución á favor de los hijos del &Torecido. Si no lo hizo así, no 

es lícito al Tribunal fundarse en cuanto establece el legislador 

>ita)iano respecto á los efectos del testamento de un nacional, para 

.-añadir en el otorgado por un extranjero, la disposición en favor 

-^e los hijos de la persona por él beneficiada. 

LSia. Pasemos ahora á resolver alguifo de los casos que 
pueden dar lugar á dudas, aplicando los principios que dejamos 
•expuestos. 

Una cuestión de índole verdaderamente delicada puede nacer 
«en la hipótesis de que el estatuto personal del testador sancio* 
«ase una regla contraria á la que se halle en vigor en el país 
•donde el testamento se quiere hacer valer, y que lo considere 
-como un acto esencialmente revocable. 

Según el Código austríaco, por ejemplo, la declaración de 
ultima voluntad se considera por sí misma revocable (art. 662). 
JSin embargo, este legislador modifica en parte el concepto fun- 
damental de la revocabilidad que constituye la naturaleza propia 
y sustancial del acto de última voluntad, admitiendo que el dis- 
ponente puede hacer su testamento con la declaración de que 
ttoda disposición posterior se considere nula. En efecto, esta- 
blece el art. 7lé que el testador puede establecer por medio de 
una cláusula de su testamento ó codicilo, que toda disposición di- 
«versa ó contraria á la hecha en el mismo debe considerarse nula, 
«alvo el caso de que el testador no revoque expresamente con 
disposición posterior la mencionada cláusula general ó especial 
de irrevocabilidad. 

El legislador italiano, por el contrario, no sólo dice que el 
testamento es por sí mismo revocable (art. 769), sino que dis- 
{>one además en el art. 916 cque no se puede de ningún modo 
• renunciar á la libertad de revocar ó cambiar las disposiciones 
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» hechas por testamento, y que toda cláusula ó condición con- 
f traria no puede tener efecto» (a). 

Así las cosas, surge la duda de si sería eñcaz en Italia el tes- 
tamento hecho por un austríaco que hubiese insertado en él 1» 
cláusula de que cualquiera disposición posterior en general debe 
considerarse nula y sin ningún efecto. Dado el caso de que al 
abrirse su sucesión se encontrase el testamento con la cláusula 
de la irrevocabilidad y un codicilo en el cual hubiese dispuesto- 
de distinto modo que en el testamento dicho, ¿se consideraría 
válido dicho codicilo? 

Se podría aducir que habiendo sancionado el legislador ita- 
liano en el art. 12 de las disposiciones generales la regla de que- 
las disposiciones privadas no pueden derogar las leyes prohibiti- 
vas del reino que conciemen á los documentos, ni las que de cual- 
quier modo se refieran al orden público, se violaría este precepto 
considerando válida la cláusula de la revocabilidad, siendo asi' 
que el legislador sanciona en el artículo 916, de un modo abso- 
luto y prohibitivo, que no se puede de ninguna manera renunciar 
á la libertad de revocar y cambiar las disposiciones hechas por 
testamento. 

Nos parece que si el Código austríaco atribuyese una fuerza 
jurídica absoluta á la cláusula en que el testador renunciad 
la libertad de revocar ó cambiar las disposiciones que hizo, se 
tendría razón para sostener que tal ley no puede gozar de valor 
en Italia, en oposición con las reglas sancionadfis en los artícu- 
los 916 del Código y 12 del título preliminar. Por lo mismo que* 



V 



(a) £n España se tienen por no puestas las cláusulas derogato- 
rias de las disposiciones futuras y aquellas en que ordena el testa- 
dor que no valga la revocación del testamento^ si no la hiciere con 
ciertas palabras ó señales (art. 737 del Código civil); lo cual es una 
derivación del principio ambulatoria est voluntas defuncti usque ad 
mortem. 

Nos referimos al Derecho común, pues en el foral hay excepcio- 
nes, como la de Aragón, que admite, en opinión de Molina, que debe- 
j^ardarse el juramento de no revocar la última voluntad; la de Ca^ 
taluña (Sentencia de 20 de Enero de 1887), que respeta las cláusula» 
derogatorias si en el testamento posterior no se afirma que no obsr- 
ten para la revocación del anterior, y la de Navarra. 
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no se deriva de la ley civil el concepto de la revocabilidad del 
testamento; no se puede aceptar que un legislador la acuerde ó 
la niegue, siguiendo el criterio que él considere mejor, y que pre- 
pretenda que la ley que niegue dicha revocabilidad de la dispo- 
sición testamentaría deba tener autoridad en Italia. 

Este concepto de la revocabilidad no es más que el reconoci- 
miento del derecho «de libertad que á cada hombre compete, 
como dimanante de la personalidad humana, y do se podría cier- 
tamente reconocer la autoridad de una ley extranjera que vio- 
lase semejante derecho de libertad, supuesto que una ley que 
arbitrariamente conculcara y violase los derechos del hombre, 
no tendría autoridad extraterritorial. 

Sin embargo, conviene notar que el legislador austríaco no 
viola realmente el derecho de libertad admitiendo que la renuu<' 
cia á la libertad de revocar el testamento, pueda ser válida y 
eficaz; sino que dispone que el testador, deseoso de prevenir que 
se le comprometa á hacer alguna disposición distinta ó contraria 
de la que consignó en su testamento, pueda añadir en éste la 
cláusula de que se considerará nulo todo ordenamiento posterior 
en general, ó que no se distinga con un signo determinado (por 
ejemplo, con la doble firma ú otra añadidura cualquiera). El tes* 
tador puedO; por consiguiente, revocar la cláusula, expresa- 
mente, 6 haciendo una disposición distinta con la contraseña ya 
determinada; disposición que fijó el legislador con el fin de esta- 
blecer así la certeza de que la posterior declaración, encierra la 
verdadera voluntad del disponente. 

Así las cosas, no debería fundarse en la disposición pro 
hibitiva sancionada en el art. 916 del Código civil italiano, la 
resolución de tener como de ningún efecto en Italia la cláusula 
derogatoría añadida por un austríaco á su testamento. Las ra^ 
zones de orden público que han motivado la prohibición sancio- 
nada por el legislador patrio en el artículo mencionado, deben 
subsistir íntegramente respecto á las personas sometidas á la 
soberanía italiana y no pueden referírse á los extranjeros. Por 
otra parte^ no es del caso desconocer la autorídad de la ley 
austríaca, porque bien examinada la disposición, no viola el 
derecho de libertad, sino que gobierna con críterío distinto, esta- 
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bledendo qae el testador que haya hecho su testamento, pueda 
declarar sin efecto cualquiera otra disposición posterior suya, 
que no se encuentre marcada con un signo por él mismo deter- 
minado. Considerando, por lo tanto, que el l^slador austriaco 
ha establecido asi una forma especial de revocación, será pre- 
ciso atenerse á cuanto éste dispone, ya que el legislador patrio 
estima que la fuerza jurídica de la declaración de última volun- 
tad, debe regularse por la ley nacional del de cujus. 

Establecido, en principio, que la fuerza jurídica de la dis- 
posición de última voluntad debe regirse por la ley personal; 
dado que ésta no atribuye valor jurídico á la cláusula derogatoria 
cuando no se ha hecho la derogación expresamente ó cuando la 
<lispo8Íción distinta no esté señalada con determinado signo fija* 
«lo por el mismo disponente, se debe admitir que cuando el tes 
tador austriaco haga una declaración posterior á su primer tes- 
tamento sin marcarla con signo especial, se tendrá como válida la 
disposición precedente y no la posterior, no ya en virtud de la 
cláusula derogatoria, sino en consideración á la voluntad del 
testador, el cual, no habiéndola revocado como debía hacerlo, 
quiso así mantener en vigor la disposición precedente y no atri- 
buir ningún efecto á la posterior. 

Ia&VA* Puede surgir la duda de si para dar lugar á la su- 
cesión testamentaria es admisible la prueba de la dedaraeíói) 
de última voluntad, en la hipótesis de que el testamento otor- 
gado se haya perdido ó destruido. 

Las leyes de diversos países admiten la prueba testifical 
para asegurar la existencia de los títulos destruidos ó perdidos 
por caso fortuito ó de fuerza mayor (1). En Francia, la juris- 
prudencia ha declarado que la disposición sancionada en el ar- 
tículo 1.348, que concierne á los títulos escritos para probar 
documentalmente las obligaciones y para los cuales se acepta 
la prueba testifical, puede encontrar aplicación aun respecto á 
los actos que contengan disposiciones de última voluntad, y que, 
por consiguiente, cuando un testamento no revocado se haya 
perdido ó destruido por un acontecimiento independiente de la 



(1) Arts. 1.348 del Código civil italiano y 1.848 del francés. 
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voluntad del testador, puede probarse por medio de testigos el 
<^oiiteiiido del acto (1). 

No es ahora el momento de disentir si la disposición que 
concierne á la prueba testifical de los documentos perdidos pue- 
de aplicarse á los testamentos. Nos limitamos sólo á obseryar 
que incluso para resolver tal controversia conviene referirse & 
la ley que regula la fuerza jurídica de la declaración de última 
voluntad, y que no es el caso de atender á la regla locus regü 
adum para decidir acerca de la admisibilidad de la prueba. Se 
trata únicamente de establecer si se ha de dar lugar á la sucesión 
testamentaria ó á la sucesión abintestatOj y todos comprenderán 
que en este particular debe atribuirse autoridad á la ley que ha 
cíe regir la sucesión. Así como es natural que se decida confor- 
me á la misma si existe ó no una disposición testamentaria, se 
debe determinar también si en el caso de que la disposición no 
resulte del acto escrito, la declaración de voluntad hecha por el 
•disponente y consagrada en el documento escrito, puede pro- 
barse mediante testigos. Todo lo que se refiere á la existencia 
jurídica de la declaración de última voluntad, se considera so- 
metido á la ley que ha de regular la sucesión y la devolución 
del patrimonio del de cujtts. 

'l»&'ift. Puede darse el caso de que las disposiciones de 
última voluntad, aun cuando puedan ser impugnadas por defec- 
tos en las formas observadas en la redacción del acto, tengan, 
no obstante, cierto valor jurídico, según las circunstancias aten- 
didas por el legislador. 

En principio, cualquiera que sea la forma de testar adopta- 
da por el disponente, se debe presumir fué su intención que su 
manifestada voluntad, valiese de la mejor manera regulada por 
la ley. Por consiguiente, si el testamento hecho en la forma por 
41 elegida pudiera, en principio, impugnarse por defecto de las 
formalidades observadas, pero, á pesar de todo, pudiese tener 
valor jurídico á causa de encontrarse en la declaración de últi- 



(1) Conf r. Cas. fran., 12 Diciembre 1869 (Joum. du Pal, 1860, pá- 
^na 217), Véase Rép. génér^ v. Preuve testimoníale, núm. 237 y siguien- 
^e0; Te$tament, núm. 1.735 y siguientes. 
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ma Yolnntad los requisitos suficientes para hacerla existir segúa 
la ley que debe regular la transmisión del patrimonio del de 
cujuSj no debería negársele todo valor jurídico (1). 

Encontramos consagrada esta máxima en Inglaterra, en el 
estatuto 24-25 Victoria, capítulo CXIY, llamado comúnmente 
lord Kingsdow's act, el cual ha sido aplicado á las sucesione» 
abiertas después de comenzar á regir dicho estatuto en 6 de 
Agosto de 1861. 

El Derecho inglés admite que la sucesión, respecto á lo8 
bienes muebles, se regula por la ley del domicilio. Ahora, de 
acuerdo con el mencionado estatuto, para decidir acerca del 
valor jurídico del testamento hecho por un extranjero, prevalece 
la regla más favorable para hacerlo eficaz, por lo que se atiende, 
bien á la ley del último domicilio del de cujus^ ó á la del pala 
donde se hallaba domiciliado en el momento en que hizo el tes- 
tamento, según que una ú otra sea la más favorable para man- 
tener la validez (2). 

Dicha regla, á pesar de todo, no se aplica, según manifiesta 
Westlake, para decidir acerca de la capacidad de una persona 
de disponer por testamento de sus bienes muebles, pues esta 
cuestión se resuelve preferentemente por la ley del último domi- 
cilio del de cujus. Pero para las otras cuestiones que no se re- 

(1) Confróntese Corte de Lucca, 11 Enero 1867 {Griurisprudenzia 
ital, XIX, II, 11). 

(2) Conviene advertir que el concepto del domicilio, según la 
noción del mismo aceptada por la doctrina y la jurisprudencia in- 
glesas, no corresponde al que de él se tiene, según la doctrina de 
los romanistas y de las legislaciones que la han seguido, como es, 
entre otras, la italiana. 

£1 centro de los propios negocios y de los propios intereses que 
constituye el lugar del domicilio según la doctrina de los romanis- 
tas, no tiene ana importancia decisiva, con arreglo á la teoría inglesa. 
La mayoría de los jurisconsultos se hallan de acuerdo en admitir 
que cuando uno se establece en un lugar con la intención de fijar 
allí su Kome (casa, hogar), debe considerarse constituido en aquel 
país su domicilio, aunque el centro de sus negocios y de sus inte- 
reses radique en otro sitio. Confr. Wharthon, A digerí of the tntem. 
Lato; Story, Confixct ofLaw, cap. III, § 41 y siguientes; Dicey, A digest 
of ihe Lato of Ehigland^ cap. II. 
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fieren á la capacidad, se tiene en cuenta la regla expuesta. Asi, 
por ejemplo, si el testador se hubiese casado después de hacer 
testamento y conforme á la ley de su domicilio el matrimonio re- 
vocara de pleno derecho el testamento anterior, y, por el contra- 
rio, según la de su domicilio en el instante en que testó, la revo- 
cación no fuese consecuencia ipso jure del matrimonio, el testa- 
mento se consideraría válido. 

En el caso de un testamento hecho por un ciudadano bri- 
tánico en el cual haya dispuesto de sus bienes muebles, se ad- 
mite la regla más amplia respecto á la forma, para mantener la 
validez del acto. 3e aplica, por consiguiente, la lex loci adtis 
para el testamento hecho fuera del Reino británico, pero se 
reputará suficiente también que la disposición, por la forma, se 
haya hecho con arreglo á la ley de cualquier país sometido á la 
Corona británica donde el testador tuviera su domicilio de ori- 
gen, aunque lo haya otorgado en otra parte. 

De todos modos se tiene en cuenta la regla de Derecho inter- 
nacional privado vigente en el lugar donde se haya abierto la 
sucesión, caso de que sea más favorable para sostener la validez 
del testamento. Así, por ejemplo, si según dicha ley prevaleciese 
la del Estado de que era ciudadano el de cujuz^ ó la lex loci 
€Kiu8, la validez del testamento se admitiría según el Derecho 
inglés, en virtud de la regla de Derecho internacional privado 
vigente en el lugar donde se ha abierto la sucesión (1). 

El legislador italiano también reconoce en ciertos casos el 
valor jurídico del testamento, que puede ser impugnado por 
defectos de forma. Así acontecería en la hipótesis de que un 
italiano hubiera creído hacer en país extranjero un testamento 
secreto ó místico, y que por la inobservancia de las formali- 
dades prescritas bajo pena de nulidad, según la lex loci actus, 
el testamento, tal como se redactó, debiese ser reputado nulo 
como místico ó secreto. No obstante esto, si la declaración 
de voluntad, teniendo en cuenta su forma, contenía los requisi- 
tos exigidos por la ley italiana para considerarse como testa- 



(1) Confr. Westlake, A treatise 07i prívate intemationál law witk 
principal reference to its practice in England, § 79-84. 
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mentó ológrafo, podría producir sus efectos como tal y no sería 
ciertamente el caso de referirse á la regla locus regü adum 
para sostener lo contrario. 

Esto se deriva del principio general, esto es, que cuando se 
deba decidir si la declaración de última roluntad puede ó no 
tener valor jurídico como tal, conviene atenerse á la ley re- 
guladora de la sucesión. Es natural, por consiguiente, que 
tratándose de un italiano, sería preciso referirse á nuestra ley 
y tener presente que el legislador, en el artículo 804, diapone 
que el testamento místico, nulo por defecto de forma, puede 
ser válido como testamento ológrafo, siempre que reúna los 
requisitos de éste. De aquí se deduce, que para apreciar sí el 
testamento hecho por un italiano en país extranjero en forma 
de testamento místico, puede considerarse válido ó nulo como 
tal, se debe aplicar la lex loci adus; pero que cuando se alegase 
que no obstante la impugnación del testamento por el defecto 
de forma no se le podía quitar toda eficacia, y se tratara, por 
consiguiente, de decidir acerca del valor jurídico de la declara- 
ción de última voluntad, precisaría atenerse á la ley reguladora 
de la sucesión, para establecer si la manifestación de la voluntad 
por parte de un italiano podía ó no tener algún valor jurídico. 
La regla lociis regü adum no invalidaría el principio, pneato 
que ni siquiera se podría admitir que un ciudadano desconociese, 
mientras realizaba un acto jurídicO; la autoridad de la ley que 
debe regular el negocio mismo como tal. 

La misma regla habría de aplicarse para fijar el valor jurí- 
dico de un codictlo. 

En Francia, por ejemplo, se considera que siempre que en 
un testamento ológrafo se haya añadido algo después de la fecha 
y de la firma, lo añadido será eficaz^ cuando se dedusca del 
c onjunto que se escribió al mismo tiempo que las disposidonea 
principales y que tiene con éstas una manifiesta relación (1). 
Pero si por el contrario, pudiesen considerarse como disposicio- 
nes del todo distintas y separadas de las principales, se tendrían 



(1) Cass. francesa y Julio 1869 {Joum. du Pal, 1869, pág. 1.067); 
Burdeos, 20 Junio 1871; el mismo, 1871, pág. 788). 



DEL VALOR JURÍDICO DEL TESTAMENTO 109 

por ineficaces á no ser que además de estar escritas y firmadas 
por el testador, tuyieran su fecha especial (1). 

l.&VS. Recordando los principios expuestos, suficientes 
para resolver las principales controyersias que conciernen á la 
existencia del acto, debemos ahora dirigir nuestra atención á 
determinar el significado de la disposición, á fin de averiguar lo 
que el testador quiso al expresar su voluntad. 

Las disposiciones testamentarias, dentro de los limites con- 
sentidos por la ley que fijan la facultad de disponer, son com- 
pletamente autónomas, por lo que el testamento justamente se 
equipara á la ley, en el sentido de que todo depende de la sola 
voluntad del disponente. Puede, sin embargo, acontecer, que el 
deseo del testador tal como fué expresado y manifestado por él 
mismo, no resulte claro y cierto, sino oscuro y ambiguo, en cuyo 
caso, con el fin de respetar la autonomía, se impone al Juez el 
deber de interpretar y determinar lo que el testador quiso. En^ 
este caso, ¿deberá referirse aquél á la ley del lugar donde el tes- 
tamento se hizo, á .la del país donde los bienes se hallen situa- 
dos^ á la ley personal del testador ó á la de su domicilio? Tén- 
gase en cuenta que en el caso de que hablamos no se discute la 
autoridad de la ley ó la competencia legislativa del soberano 
de este ó de aquel país. Nos encontramos en el campo de la au^ 
toDomia, y todo se reduce á una cuestión de intención y de pro- 
babilidad. Se trata, en efecto, de decidir á qué ley ó á qué cos- 
tumbre se debe racionalmente suponer que el testador se ha re- 
ferido al expresar su voluntad. Se trata, en sustancia, de deter- 
minar su intención interpretando lo que él quiso. 

Aun en la hipótesis de que una ú otra de las leyes pn pugna 
para regular la sucesión extranjera admita ciertas presuncio- 
nes legales para dar á los Jueces del Estado normas de inter- 
pretación, tales presunciones no podrían ser decisivas, como en 
el caso de un acto jurídico realizado en el país donde debe pro- 
ducir sus efectos y donde ha de ser ejecutado. 

Cuando un acto jurídico se realice bajo el imperio de la ley 



(1) Cass. francesa, 16 Diciembre 1861; Amiens, 6 Febrero 1862 
{Joum. du Pal, 1862, pág. 385). 
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que establezca las presunciones en materia de interpretacióii, se 
tendrá razón para decir que las normas de la ley adquieren au- 
toridad eficaz en virtud del hecho jurídicO; es decir, por haber 
dado el autor vida al acto en el lugar donde estaba en vigor la 
ley llamada á regular su ejecución. Las disposiciones testamen- 
tarias relativas al patrimonio repartido en diversos países, no 
pueden localizarse en un país ó en otro, porque se refieren al 
patrimonio existente en distintos lugares, y como la disposición 
tiende á producir sus efectos respecto de loq bienes situados bajo 
el imperio de diferentes leyes, y todo debe depender de la in- 
tención del disponente, se hace indispensable fijar é interpretar 
su voluntad; es decir, determinar lo que el de cujus creyó y quiso 
expresando su intención de modo que regulase la transmisión de 
sus bienes á las personas llamadas por él & sucederle. 

Ia&Ví* Algunos escritores han creído que la ley misma 
llamada á regir la esencia de la disposición testamentaria debe 
regular además la interpretación de la misma, por lo que hacen 
la distinción de testamento relativo á los bienes muebles, y del 
que concierne á los bienes inmuebles; y considerando que para 
el primero debe aplicarse la ley del domicilio del testador, y para 
el otro la del lugar en que se encuentran situados los inmuebles, 
han deducido que cuando el testador haya dispuesto de la una ó 
de la otra categoría de bienes y nazca una duda respecto al sig- 
nificado de las palabras empleadas en la disposición, se debe 
presumir que el testador expresó su voluntad refiriéndose á la 
ley que ha de regular la esencia y la eficacia de la misma (1). 

Otros han sostenido que cuando el testador haga su dispo- 
sición en un país, aun cuando no esté domiciliado en él, se pre- 
sumirá que se ha referido á la ley y á las costumbres del lugar 
donde otorgó el testamento para cuanto concierne á la expre- 
sión de su voluntad (2). 

Tales opiniones han sido combatidas por jurisconsultos no- 
tables, sosteniendo la mayor parte de éstos, que la presunción 



(1) Confr. Rodemburg, Tractatus, título II, parte 2.a, capítulo IV, 
número l.o 

(2) Meviu8, Comnienffirü adjus hihecense. Quaesf. prel,^ IV, núm. 20. 



DEL VALOR JURÍDICO DEL TESTAMENTO 111 

t 

más radonal es que el testador ba querido referirse á la ley y 
A las costumbres de su domicilio, puesto que éstas las tendría 
más presentes y grabadas en su memoria (1). 

Boceo, en este particular^ se expresa del siguiente modo: 
<En lo que concierne á la interpretación del testamento que de 
un modo evidente no exprese la voluntad del testador, es me- 
nester atenerse á la ley y á los usos del lugar donde el dispo- 
líente tiene su domix^ilio. Hablando de los contratos, dijimos 
•que debían regularse por la ley del lugar en que se establece la 
convención. La diferencia entre un caso y otro es notable. En 
las convenciones concurre la voluntad de dos ó más personas; y 
en la duda de la intención de los contratantes, no se podría prefe- 
rir el lugar del domicilio del uno antes que el del otro. Por esto, 
con fundamento, se presume que quisieron someterse á las leyes 
y costumbres vigentes en el lugar del contrato. En los testamen- 
tos, por el contrario, entra la voluntad de una sola persona, y 
«n la duda, es mejor y más conforme al recto entendimiento^ 
pensar que el testador quiso referirse al lugar de su domicilio 
antes que al en que bizo su testamento, cuyos usos y costum- 
bres con frecuencia ignora» (3). 

11.S98» Los escritores ingleses entienden, generalmente, 
que las disposiciones testamentarias deben interpretarse refi- 
riéndose á la ley del domicilio del testador en el tiempo en que 
hizo el testamento (3). 

Por consiguiente, como dice Story, si el testador hubiese 
hecho un legado de sus bienes muebles ó inmuebles (real estáte^ 
personcd estáte) y naciera la duda acerca de lo que había de en- 
tenderse comprendido ó excluido en el legado hecho en tales 
términos, la cuestión debería decidirse de acuerdo con la ley del 
lugar donde se hallaba domiciliado el testador en el momento en 
que hizo su disposición. El citado escritor expone, por ejemplo, 
el caso de un testamento hecho por un individuo domiciliado en 



(1) Confr. Foelix, Droit int. privé, 4.* edición, tomo I, núm. 115 y 
si^ienteSi y los autores citados por él. 

(2) Rocco, Dr, cív, intern., libro III, capítulo XXIII. 

(3) Confr. Story, Conflict of Latos, § 479 a; Dicey, Conflict of Laws^ 
página 695, regla 183. 
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Jamaica y asi concebido: cYo doy, dejo y lego ana mitad de las 
rentas, productos y utilidades de mi posesión^ llamada Isling- 
ton and Cove's Pean, situada en la parroquia de San Marcos, 
para que sea dividida por partes iguales entre mis sobrinos. La 
otra mitad de la renta, productos y utilidades de dicha propie- 
dad se la doy, dejo y lego á mi hijo». 

Ahora, para resolver las dudas acerca de lo que puede ó no 
considerarse comprendido en el legado hecho con la palabra 
€fnjf estatei^ (mi hacienda], es decir, si se refiere solamente 4 la 
tierra ó también á sus accesorios, es preciso atenerse á la ley 
vigente en Jamaica, y como, según dicha ley^ la palabra téstate* 
(hacienda) denota no sólo la tierra, sino las obras, las construc- 
ciones, los utensilios, los esclavoS; el ganado, las simientes y el 
stock (tronco) de la plantación, todo debe considerarse incluido, 
atribuyendo á la palabra el significado que se la da en Jamaica. 

Esta regla no se ha considerado absoluta por los mismos 
escritores ingleses (1), sino más bien como una interpretación 
racional de la voluntad del testador. Existe, en efecto, razón 
para suponer, en principio, que se haya referido á la ley del 
lugar de su domicilio. Por lo que si el testador hubiese hecho 
el testamento en un país donde no hubiera estado domiciliado, 
se podría admitir que la moneda y las palabras por él emplea- 
das al referirse, por ejemplo, á las medidas y al peso, deberían 
interpretarse con arreglo á la ley de su domicilio; pero ai hu- 
biese adoptado nombres técnicos, esto es, si se expresase en los 
términos legales, según la ley del país donde hizo su testamento, 
en tal caso, como cree Dicey, sería necesario interpretar la dis- 
posición, refiriéndose á la ley y á las costumbres del país en que 
el acto se otorgó. 

A nosotros no nos parece ésta una regla segura. Itespecto 
á la medida, podemos observar que siempre que el legado se 
refiera á una parte del terreno existente en un determinado país, 
y el testador que hiciese el testamento en un lugar donde no 
estuviera domiciliado, para designar la extensión de terreno que 
quería dejar ó legar, hubiera indicado la medida; dado que fuese 



(1) Confr. Dicey, obra y lugar citados. 



DEL VALOR JURÍDICO DEL TESTAMENTO 113 

diversa la extensión de terreno correspondiente á la cabida in- 
dicada en el lugar donde hizo el testamento, de la del de su do- 
micilio y de la correspondiente á la rei sitae^ nos parece más ra- 
zonable presumir que el testador se refirió al adoptar, por ejem- 
plo, la expresión área^ acre^ yugada^ á la medida corriente en el 
lugar donde la propiedad deba ser medida para su entrega al 
beneficiado. 

Story refiere el ejemplo de un legado hecho en libras ester- 
linas, mediante testamento otorgado en Irlanda, y sostiene que 
el valor corriente de la libra esterlina debe determinarse por el 
mercado de Irlanda; ésta parece la presunción más racional, 
pues si el testador tenia allí su domicilio, debe presumirse que 
adoptó la palabra en el sentido que le era más familiar. Supon- 
gamos, por el contrario, que no tuviese allí el domicilio y que 
hubiera legado 20.000 libras esterlinas á un individuo domici- 
liado en Jamaica. Habiendo una diferencia de 8 por 100 entre 
el valor de la esterlina inglesa y el de la corriente en Jamaica, 
puede surgir, naturalmente^ la duda de si el legatario ha de re- 
cibir 30.000 libras esterlinas inglesas ó 20.000 libras esterlinas 
con el valor corriente en Jamaica, que corresponde á 28.000 li- 
bras de las primeras. Tampoco en este caso podría resolver- 
se la duda refiriéndose á la ley del domicilio; seria preciso, más 
bien, interpretar la intención teniendo en cuenta las circunstan- 
cias. Si el testador, por ejemplo, hubiese querido que las 20.000 
libras se pagasen al beneficiado en Jamaica^ seria lógico pre- 
sumir que quiso legar 20.000 Ubras de valor corriente en dicha 
isla, conforme á la regla de Everardo, aestimatio rei debitae 
consideratur secundum locum ubi destinata est solutio (1). 

Ulpiano también resuelve de este modo la cuestión, en el 
caso de un legado en moneda, cuya cualidad no se especifícase. 
Surgió la duda de si deberían haberse entregado las más pe- 
queñas ó las más grandes, y así respondió el jurisconsulto: Num- 
tnis indistincte legatis, hoc receptum est, ut eanguiores legati vi- 
deantur: si ñeque ex consuetudine patris famüiae, ñeque ex re- 



(1) Everardo, Cornil, 78, núm. 9.° 

Dbbbcho INT. PEiv.— Tomo VI 8 



114 LIBRO V — CAPÍTULO XII 

gionis, undefuit, ñeque ex contextu testamenti possitajpparere (1). 
1«S90« Besumiendo, nos parece que en tal materia no se 
deben establecer reglas generales. Todo se reduce á ayeriguar 
la verdadera intención del disponente, y ésta no se puede infe- 
rir á no ser aquilatando las circunstancias, el contexto de la 
' disposición de última voluntad, las costumbres del testador y 
todos los demás elementos que puedan ayudamos á determinar 
y precisar lo que realmente pensó y quiso. La sola circunstan- 
cia de haber hecho un ciudadano su testamento en el extranjero 
en la forma prescrita por la ley local y de haberse referido i 
dicha ley en todo lo que concierne á la forma del acto, no es 
siempre decisivo para interpretar su voluntad, supuesto que 
esta forma no tiene relación con la intención del disponente, 
y puedO; por lo tanto, ocurrir en ciertos casos, que haya neceá- 
dad de referirse á la ley nacional ó á la del domicilio para de- 
terminarla. 

Supongamos que un italiano, encontrándose en Inglaterra, 
testara en la forma prescrita por el derecho inglés y en lengua 
inglesa; y que hiciese un legado de una parte de los bienes mue- 
bles é inmuebles de libre disposición á sus herederos legítimos, 
expresado bajo la forma heir at law (heredero legal). Suponga- 
mos también que una parte de los inmuebles que fuesen objeto 
del legado se hallase situada en Inglaterra, otra en Francia y 
otra en Italia, y que surgiese la duda acerca de la designatio 
personarutn. El heir at law, según la ley inglesa, sería el primo- 
génito; según la francesa, que sujeta la sucesión inmobiliaria á 
la lex rei sitae, pudiera referirse á personas distintas de las que 
establece la ley italiana. Pero como no se trataría de explicar 
la palabra por el significado legal, sino más bien de interpretar 
la voluntad del disponente, nos parece claro que la expresión 
debería entenderse según la ley italiana, y sin tener en cuenta el 
significado técnico de la misma conforme á la ley del lugar en 
que se hizo el testamento ó la del país donde se hallasen los bie- 
nes que constituyeran el legado (2). 

(1) L. 75, Dig. De legatis, XXXII. 

(2) Confr. Corte de Bordeaux, 17 Julio 1883; Fatica et Boule 
(Journal des arréts de la Cour de BordeatiXt 1883, pág. 279). 
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Brodembarg sostiene, por el contrarío, que en virtud de la 
institución, tal como queda dicha, los inmuebles que son objeto 
'del legado deberían entregarse á las personas llamadas á suce- 
der ábintestaio al testador, según la ley de la sucesión, teniendo 
^n cuenta la lex rei sitae. Tal solución no nos parece exacta. El 
iieredero legítimo, á tenor de la lex rei sitae, no podía ser el 
designado por el testador. Según su presunta intención, es ne- 
cesario creer que quiso designar al heredero legítimo con rela- 
ción á su propia ley nacional, porque la presunción más racio- 
nal es que cuando un italiano hace testamento en el extran- 
jero entienda que su sucesión, en consideración al sistema 
legislativo del Estado de que es ciudadano, debe regirse por la 
.ley de su país. 

Imaginemos, por el contrarro, que fuese un inglés el autor 
del testamento y que hubiese hecho un legado de sus bienes 
«nuebles, personal estáte á su heir at lata. Teniendo presente que, 
•conforme á la legislación inglesa, la sucesión mobiliaria se rige 
por la ley del domicilio del disponente, opinamos que para resol- 
•ver la duda acerca de la designatio personarum, sería preciso ate- 
nerse á la del domicilio del testador en el momento en que hizo el 
tiestamente. Por consiguiente, si el disponente se hallaba domi- 
-ciliado en Inglaterra, la expresión adoptada por él se entende- 
ría en el sentido de que designaba al primogénito. Si por el 
contrario, el testador tenía por domicilio cualquiera de los 
astados de América donde el heir at lato se refiere á todos los 
lujos por partes iguales, asi debería entenderse la expresión, en 
^conformidad con la designatio personarum (1). La razón es 
siempre la misma, esto es, que tratándose de interpretar la 
iroluntad, es menester inquirir el concepto que naturalmente 
presidia la intención del testador al expresar su voluntad con 
las palabras por él mismo empleadas. 

En todo caso se habrá de tener presente el concepto de los 
Jurisconsultos romanos, según el cual la voluntad debe prevalecer 
.sobre lo escrito. Tal vez, para asegurarse de la autenticidad de la 



(1) Conf r. Story, Conflict of Laws, § 479 e; y el caso Harrison con- 
-ira Níxon, 9 Peters, reglas 483 y 504 por él citadas. 
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eteoerBe en aquella parte de la expresión 
sino pODerla en relación con las demás- 
icuentreo en el texto del testamento, i 
osa del escrito, en combinaciÓo con las 
e la verdadera voluntad ; la positiva 

la respuesta de Scaevola (1): c&l tes- 
tos de oro y de plata y después se ex- 
ti, Seja, te pido que cnanto por mf te 
ite en oro y en plata, á tu muerte lo 
[uel de mis aiervoe nacidos en casa; de 
vivas, debe bastarte el usufructo. Se 
bfa adjudicar & la legataria el usurructa 

51 jnrisconsulto respondió que con las 
> legado la propiedad coc los honores 

ara y precisa la frase empleada por el 
delie bastarte en vida>, el jariaconsulto 

legada la propiedad, relacionando las 
por el disponente al principio y al fia 
o el oro y la plata legó la propiedad, 
debe bastar el usufructo», quiso decir 
zar durante su vida del fruto de la pro- 
uerte & los criados designados; por lo 
niso. 

a eliminar la ambigüedad de la frase, 
que el que hace su testamento se propo- 
todo ser racional, establecer una dispo- 

en la duda se debe atribuir á la frase el 
nfa para que sea útil, excluyendo aquel 
[2). Así también se debe rechazar totls 



'ereg.juru. 

<erio alemán encontramos expreeamenic 
el § 2.ÜB4, que dice aaf: itSi el tenor de ana 
untad, admite varias ioterpretaciones, eo 
aqnella con la cual la disposición paetla 
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interpretación que condujese á crear tm conflicto entre las varias 
<Iispo8Ícione8 contenidas en el mismo testamento. 

Para precisar la intención, es indispensable tener en cuenta 
las costumbres del testador y sus naturales afecciones. Si, por 
ejemplo, el disponente se encontrase establecido desde mucho 
tiempo en el país en el cual otorga el testamento, se tendría 
razón para admitir que había expresado su voluntad en el len- 
.^uaje que le era más familiar, j por consiguiente, la circuns- 
tancia de haber vivido durante largos años en el lugar donde tes- 
tó engendraría la necesidad racional de referirse á las costum- 
;bres comunes del punto de su residencia, para determinar el sig- 
•uificado dudoso de las palabras por él empleadas al manifestar 
^u voluntad. 

1*&80. Pasemos ahqra á hablar de la validez intrínseca de 
'las disposiciones testamentarias y del valor jurídico de las mis- 
«nas, en relación con las personas beneficiadas y con los bienes 
que son objeto del testamento. 

Cuanto concierne á la naturaleza de la disposición testamen- 
taria, es decir, á si ésta debe entenderse como una institución 
universal, ó á título UAÍversal, ó á título particular^ se determi- 
nará según la ley que ha de regular la sucesión. 

El legislador italiano estatuye que las disposiciones testa- 
mentarias sólo pueden hacerse á título universal ó á título par- 
ticular: las primeras son aquellas que tienen por objeto la uni- 
versalidad ó una parte de los bienes del testador, atribuyendo al 
individuo, á cuyo favor se establece, la cualidad de heredero. 
Lias segundas atribuyen solamente la cualidad de legatario (1). 
El Código francés, por el contrario, distingue las disposiciones 
testamentarias universales, á titulo universal y á título parti- 
•calar. 

Como la transmisión de los bienes hereditarios produce 
-efectos que son diversos según la ley reguladora de la transmi- 
sión de los mismos bienes, los cuales efectos dependen de la 
naturaleza y del carácter de la disposición hecha por el testa- 
-dor, cuando se trate de determinar la naturaleza y el carácter 



{1) Artículo 760 del Código civil italiano. 
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BciÓD, BM parvee caoTenioite que tal detemtinaciÓD 
iziésdose á 1> lej qae debe re^ Ia Baecsidii. 
ilador italiano, por geaplo, m> requere fbnnas ó- 
iCTamn>tale« para atribuir al sucesor la cua li dad de 
la de legatano. Sean coalesqaiera las palabras cou' 
ft expresado el testador, el sacesor por él llamado 
) por heredero 6 legatario, s^ún que el difanto le 
:ederie como continnador j representante de so per< 
nrídica, ó como sucesor solamente en los singolare» 
en las particulares cosas que se le transmiten (1). 
Q sncede nempre que el de atjta, en so testamento, 
in indÍTÍdno para sucederle á titulo uoiTersal (tir 
jut), transmitiéndole la untTersalidad del patrimo- 
fo caso asume la condición de Iteres ex asse, 6 bieo 
tre rarias personas una parte alícuota del path- 
ao {heres ex parte), j entonces cada uno de los lis- 
ta donde alcance su cuota, es también un sacesor 
m jus. El segundo caso tiene lugar, por el conbvríor 
testador llama á uno 6 á más iudÍTidaos para snce- 
irechos y cosas BÍngnlares que forman parte de su 
. y que tenía intención j quería transmitir & las per- 
il llamadas. 

bien, como las consecuencias jurídicas que se deríraa 
imisión hereditaria becba de un modo ó de otro son 
egÚD la le; italiana, y dependen de la naturaleza de 
ion testamentaria, cuando se trate de determinar si 
nento hecho por un italiano existe institución de he- 
9 legatario, creemos que será necesario atenerse fi la 
lora de la sucesión, y no á ta del lugar donde se testó. 
)D, se trata de determinar la naturaleza del derecho- 

bien el legislador francés, después de determinar la na- 
I las dieposicionee testamentarias que pueden ser uni* 
> titulo universal 6 á título particular, dice: <Cada ana. 
isposiciones, bien se haya hecho bajo la deoominació» 
ióú hereditaria, ó bien bajo la de legado, producirá bq9 
iforme á las reglas establecidas á continuación!. (ArticDr 
Código civil). 
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hereditario y el carácter intrínseco de la transmisión de los bie- 
nes pertenecientes al difunto, y aun cuando en principio se debe 
admitir que por ser el testador soberano, todo depende de su 
intención, es preciso no olvidar que al manifestar su voluntad, 
pudo referirse á la ley que regule la transmisión de su patrimo- 
nio á titulo de sucesión. No nos parece que para determinar la 
naturaleza y el carácter de la disposición, sea del caso atenerse 
al valor de la expresión literal, conforme á la ley del país donde 
se hizo el testamento. Las reglas que tienen efecto respecto á 
los contratos; no pueden ser invocadas válidamente cuando se 
trata de decidir la naturaleza de la disposición testamentaria. 
En los primeros, por concurrir la voluntad de dos ó más per- 
sonas y no poderse admitir el predominio de la ley de la una ó 
de la otra, es racional atenerse á las leyes y á los usos vigentes 
en el lugar donde se otorgó el contrato, para determinar la na- 
turaleza y el carácter de las relaciones contractuales. En el 
testamento, por el contrario, todo depende de la sola voluntad 
del disponente y de su intención, y debe admitirse, de acuerdo 
con los más justos principios, que haciendo uso de su autono- 
mía, más bien que á la ley del lugar donde hizo su testamento; 
se ha atenido el testador, al regular la transmisión de sus bie- 
nes, á la llamada á regir el derecho hereditario; es decir, á su 
ley nacional ó á la del domicilio, según que la una ó la otra deba 
considerarse como ley reguladora de la sucesión. 

1*&81* Determinada la naturaleza de la disposición testa- 
mentaria, conforme á los principios que acabamos de exponer, 
resulta claro que es indispensable atenerse á la ley misma para 
determinar además los efectos jurídicos derivados de la con- 
dición atribuida al transmisario, como sucede, por ejemplo, 
para decidir cuáles son los derechos que competen al sucesor 
in universum ju8 y al sucesor in rem singulam; cuál es el carác- 
ter de la posesión de los bienes del difunto transmitida al uno 
ó al otro; cuáles las acciones que pueden corresponder; y 
así sucesivamente. Tales efectos y los demás que se derivan 
de la naturaleza de la disposición, deben regirse por la ley regu- 
ladora de la sucesión, según la cual se determinará la naturaleza 
de la disposición misma. 
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Para todas las consecuencias que nazcan de la posesión y 
de la adquisición de los bienes, según se trate de institación de 
heredero ó de legado, convendrá tener presente cnanto bemoB 
expuesto anterionnente (1). 

l.ftSC Cuando la ley reguladora de la sucesión prohiba 
la institución fideicomisaria, será necesario, en principio, ate- 
nerse & la misma para decidir si una disposición testamentaría, 
en consideración ¿ su forma, tiene ó no la naturaleza y el carác- 
ter de fideicomiso. 

Tanto eu este caso como en el de que, según la ley regaladora 
de la sucesión, fuese válida la institución fideicomÍBaria, y dado 
que la disposición testamentaria deba producir sus efectos don- 
de estén prohibidos los fideicomisos, será preciso atenerse en el 
país á los principios establecidos por la ley y la jurispradencia 
local para decidir si la disposición tiene ó no el carácter de tat 
fideicomiso. En efecto, la ley qne proscribe los fideicomisos tien- 
de principalmente á proteger el interés público y á prevenir los 
daños sociales que se derivan de los vínculos fideicomisarios, 
asegurando la libre propiedad y el libre comercio de los bienes 
inmuebles. Nos parece, pues, claro que para conseguir toa fines 
de la ley, esto es, para eliminar aquellos vínculos que el legisla- 
dor, en interés de la pública prosperidad, ha pretendido hacer 
desaparecer, conviene atenerse á la lex rei sitae para decidir 
si en la disposición testamentaria existe ó no una institación 
fideicomisaria. Equivaldría á derogar la ley y á violar los fines 
que se propuso el legislador, admitir que la intromisión de una 
ley extranjera pudiera justificar los vínculos impuestos & la 
libre propiedad y al libre comercio de los inmuebles, alegando 
que según la ley personal, la disposición testamentaría no tenía 
el carácter de fideicomiso, cuando tal carácter, con todas laa con- 
secuencias que de él se derivan, en peijuicio de la pública pros- 
peridad, debiera ser admitido conforme il&lex reí BÜae. Consi- 
derando en principio que compete á la soberanía territorial ejer- 
cer tutela sobre la pública prosperidad y el libre comercio de los 
bienes, es preciso admitir que, de acuerdo con el criterio ea vi^r 



(I) Véase el tomo V, cap. VI, pág. 220 y siguientes. 
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«egún la ley y la jurisprudencia local; se determinará si la dis- 
posición testamentaria, teniendo en cuenta su forma, lleya ó no 
•consigo los vínculos fideicomisarios prohibidos por la ley abo- 
litiva del fideicomiso. 

l*&sa. Puede acontecer que la disposición testamentaria 
^sté subordinada á una condición ó á un término cierto ó in- 
cierto. Toda persona capaz de disponer á título gratuito^ tiene 
el derecho de establecer en su testamento un término ó una con- 
dición, y seria necesario atenerse á la ley que debe regular el 
contenido de la disposición testamentaria, para decidir acerca 
del valor jurídico de las condiciones y de los gravámenes im- 
puestos por el testador. 

Nuestro legislador declara en el articulo 849 que en el testa- 
mento se tendrán por no puestas las condiciones imposibles y 
las contrarias á las leyes y á las buenas costumbres; lo mismo 
establece el legislador francés en el artículo 900 y el austriaco 
€n el 698 (1). Por consiguiente, resulta claro que en el sis- 
tema que reconoce la autorida4 de la ley nacional del de cujus, 
cuando se trate de decidir acerca de la intrínseca validez de las 
disposiciones testamentarías, conviene tener en cuenta dicha 
ley para determinar el valor jurídico de la disposición condicio- 
nal y para fijar además cuándo la condición impuesta deba con- 
siderarse imposible ó contraria á las leyes y á las buenas cos- 
tumbres. 

El legislador italiano, por ejemplo, al establecer en el ar- 
tículo 848 que la disposición á título universal ó particular 
puede hacerse bajo condición, sin fijar limitación alguna acerca 
de la naturaleza y del carácter sustancial de la misma, legitima 
de este modo la disposición testamentaría afectada por una 
condición resolutoría. Tal estado de cosas no puede tenerse por 
inconciliable con la máxima semel heres, semper heres; supuesto 
que atendida la virtud retroactiva de la condición resolutoria, 
que produce sus efectos ex tune^ es decir, desde el día de la 



(1) Véase también el Código español, art. 792; el portugués, 1.743; 
el holandés, 935; el chileno, 1.093; el mejicano, 8.251, y el del Impe- 
rio germánico, 2.171. 
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apertura de la Bucesiói], se sigue que ai verificarse la cotidiciÓD, 
el iDBtituído debe couaiderarse coma bí jamás hubiera sido here- 
dero, canditio retrotrahititr ad inütum negotii. Teniendo, pnes, 
presente la regla que hemos establecido, deberf^ en principio, 
considerarse válida la disposición teatamentaría hecha por na 
italiano bajo condición resolutoria, j por lo tanto, al cumplirse 
ésta entender que habla cesado el derecho atribuido al benefi- 
ciado. Se estimarfa, por el contrario, como no puesta la condi- 
ción resolutoria, si conforme á la ley reguladora de la sncesión, la 
disposición de última voluntad pudiera hacerse solamente bnjo 
condición suspensiva y no bajo aquella otra. 

£s neceBario advertir adem&s que aun cuando se deba acep- 
tar, en general, que la ley que regula la validez intrínseca de la 
disposición de última voluntad hecha h^o condición resolutoria, 
ha de regir también bus efectos, tanto respecto al derecho atri- 
buido al beneSciado como al ^ercicio y goce del derecho mis- 
mo pendente conditione, sin embargo, cuando del uso de los de- 
rechos pendente condítione ae derivasen relaciones tocante & 
los terceros que en el intervalo hubiesen adquirido derechos bajo 
el imperio de la ley extranjera, no se podría invocar la ley na- 
cional del disponente, para decidir si debfan respetarse 6 resol- 
verse estos derechos. Serla indispensable, por el contrario, ate- 
nerse & la ley det lugar donde los actos jurídicos se realizaron 
pendente condiHone, 6 donde se encuentren las cosas objeto del le- 
gado, para determinar los límites dentro de los cuales la realiza- 
ción de la condición resolutoria pueda producir sus efectos; j 
aun pudiera acontecer que merced & cuanto dispone la ley local, 
aquella produjese sus consecuencias solamente ex nutic, 6 sea 
desde el día en que el cumplimiento de la condición lleve consigo 
la resolución, y no ya ftc tune, en conformidad con cnanto dis- 
pone la ley nacional del de cujas. 

Esta regla debería aplicarse de igual suerte, en el caso de 
una condición suspensiva, cuando se trate de determinar bqs 
efectos respecto á los terceros. 

'fl.SSd. Bn lo que concierne á las condiciones imposibles 
es necesario advertir que deben considerarse como tales^ no 
sólo tas que lo son materialmente, sino también aquellas otras 
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€uya realización no sea posible á cansa del obstáculo que oponga 
la ley del país extranjero donde hayan de cumplirse. 

En todo caso, teniendo presente que conforme á la ley regu- 
ladora de la sucesión deben considerarse como no escritas las 
condiciones contrarías á las leyes, para decidir si una condición 
es ó no obligatoria ó si debe tenerse por no escrita, seria 
preciso atender á la legislación en vigor en el país del testador, 
é igualmente á la del país extranjero donde la condición se 
hubiera de verificar. Por consiguiente, la disposición que haga 
un extranjero con la condición de que emplee el beneficiado 
una parte de los bienes objeto de la herencia en establecer una 
fundación religiosa en Soma, se deberá considerar como no 
puesta, por ser contraria á la ley italiana bajo cuyo imperio 
habría de realizarse, á pesar de que dicha condición no pueda 
entenderse como contraría á las leyes, según la legislación á 
que se hallaba sigeto el testador (1). 

'1.&8&* Los mismos príncipios deben servir para deter- 
minar si una condición puede ó no considerarse ilícita. 

El legislador italiano, por ejemplo, considera en general, 
ilícita la condición que impide tanto las primeras como las 
ulteriores nupcias (art. 860). En el Código francés no hay dispo- 
sición equivalente y los jurísconsultos tampoco se encuentran 
de acuerdo respecto al valor de esta condición (2). 



(1) Confr. el § 1.438. 

(2) Favard de Langlade, Rep. v.® Don. entre vifs, sec. I, § 2.o, dice 
que la condición de no casarse no es contraria ni á las leyes ni á 
las buenas costumbres, y que por consiguiente, debe considerarse 
obligatoria para el donatario ó legatario. Es mayor el número de 
los que dicen lo contrario. Duranton, t. VIII, núm. 120; Aubry y 
Rau. Note d Zacchariae, § 692. La Audiencia de París entiende que 
corresponde al juez decidir, según las circunstancias, si la condición 
de no casarse debe ser válida ó nula. París l.o Abril 1862 {Joum, 
du Pal.^ 1862, pág. 949 y la nota allí existente de Labet)(a), ' 

(a) Por el art. 798 del Código civil español se dispone que la condición 
absoluta de no contraer primero ó ulterior matrimonio, se tendrá por no 
puesta, á menos que lo haya sido al viudo ó viuda por su difunto consor- 
te ó por los ascendientes ó descendientes de éste. 

La jurisprudencia del Tribunal Supremo de Espafia declara que no es 
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En el Código austríaco esta condición se considera obliga- 
toria solamente para el viudo ó la viuda que tenga ano 6 mes 
hgos, y como no paesta respecto al heredero Ó al legatario (ar- 
ticulo 700). Es claro, que & nuestro nodo de ver conviene 
atenerse á la le; que ha de regular la sucesión, para determi- 
nar si tal condición debe considerarse obligatoria ó como no 
«scrita. 

Bespecto á las condiciones que pueden reputarse contrarias 
á las buenas costumbres ó al orden público, precisa someterse 
& la ley vigente en el lugar donde hayan de cumplirse, para de- 
cidir si se deben ó no tener por obligatorias. En efecto, es na- 
tural que asi como incumbe al legislador de cada país manto- 
uOT incólumes las buenas costumbres y el orden público, y nadie 
puede, sin ofensa de las leyes que tienden á la conservación ded 
mismo, llevar á efecto lo que aquéllas prohiben, por la misma 
razón debe considerarse como no puesta la condición que, según 
las leyes del pafs donde haya de cumplirse, no pueda ser realiza- 
da por ser contraria al orden público Ó á las bueaas costumbres. 

Oreemos oportuno advertir que cuando la condición sea po- 
sible y lícita, y se haya de decidir si debe ó no tenerse por efec- 
tuada, conviene referirse & las leyes de la naturaleza del testa- 
dor cuando se trate de realización material, 6 á tas leyes vigentes 
en el lugar donde la condición deba ejecutarse para determinar 
si el hecho puesto cerno condición puede entenderse legalmente 
terminado. Bajo tal aspecto, la ejecución asume el carácter de 
hecho jurídico, y se debe decidir, con arreglo é. la ley local, si el 
cumplimiento como acto jurídico se ha de considerar realizado. 
1.SS8. PasemoH ahora á examinar el contenido verdade- 
ro y propio de la disposición testamentaria, es decir, su valor 
jurídico teniendo en cuenta lo que constituye su objeto y la( 
personas á cuyo favor se ha hecho. Recordando qne, en ge- 
neral, sólo puede ser objeto de una disposición á título gra- 
tuito lo que está en el comercio de los hombres, se deduce 



contraria á la moral ó i las baenafl costumbres la condición prohibiUn 
impuesta al heredero ó legatario de contraer roatrímonio con determinad* 
persona, siquiera medien entre el agraciado y la persona á qne la prohi- 
bición ee refiera, relaciones íntimas. (S. 7 Diciembre IFIflQ). 
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que cnando se trate de decidir acerca del valor de la misma por 
lo que se refiere á los objetos que la formaU; es preciso ate- 
nerse á la lex rex sitae para determiDar si la cosa debe con- 
siderarse dentro del comercio de los hombres y disponible por 
lo tanto, ó fuera é indisponible, á fin de deducir la validez 6 nu- 
lidad de la disposición en relación á los bienes. Puesto que, 
como hemos dicho anteriormente (1), compete al Soberano del 
territorio determinar la cualificación y la condición jurídica de 
las cosas existentes en el país sujeto á su imperio, es natural 
que se decida de acuerdo con la lex rei sitae si las que constitu» 
yen la herencia se hallan ó no en el comercio de los hombres, y 
si como tales, pueden ó no ser objeto de la disposición á título 
gratuito. 

Se debe además determinar con arreglo á la lex rei süae^ si 
los bienes objeto de la disposición testamentaria son ó no trans- 
misibles á los herederos y si pueden constituir el legado; así 
como también, cuando se quisiera establecer si atendiendo 
al objeto de la disposición, se trata de un legado de cosa mue- 
ble ó de cosa inmueble. Controversia que pudiera tener cierta 
importancia en determinados casos, para decidir la competencia 
en materia de acciones sucesorias. 

1I«&S9* £n lo que se refiere á la cosa individualmente de- 
signada y perteneciente á un tercero, la controversia que puede 
surgir sobre si el legado de cosa ajena es válido ó nulo, debe 
resolverse con arreglo á cuanto dispone respecto de este pro- 
pósito la ley personal del testador, que regula la validez in- 
trinseca de la disposición testamentaria. 

Las disposiciones legislativas referentes á este asunto, no 
están de acuerdo. Según los principios del Derecho romano, se 
consideraba válido el legado de una cosa que el testador sabía 
que no le pertenecía, y en tal caso, como dice XJlpiano, el lega- 
tario podía ejercitar la acción para obtener el equivalente del 
precio en que aquélla se estimase (2). Según el Derecho italia- 
no, el legado de cosa ajena es válido cuando el testador sabía 



(1) Vol. II, §§ 765 y siguientes. 

(2) Confr. L. 34, De legatis, XXX, I, § 7.o 
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qae pertenecía á otro, en cnyo caao, si & 1& muerte del dispo- 
nente la cosa no se encuentra en su patrimonio, tendr& facaltad 
el heredero de adquirirla para entregarla al legatario, ó bien 
de pagar á éste BU justo precio (1). Según el Código francés, 
por el contrario, el legado de cosa ajena se considera nulo, taoto 
si el testador sabía que la cosa pertenecía á un tercero, como si 
lo ignoraba (2) {a). 

Para decidir acerca de la validez del legado, no se debe 
aplicar la lex rei sitae, supuesto que no pndiendo el propieta- 
rio de la cosa ser expropiado por la sola voluntad del teBtadtff, 
y estando el heredero, por consecuencia de la negativa de vender 
la cosa ajena legada, obligado & pagar al legatario su justa es- 
timaddn, nos parece que conviene referirse á la ley encargada 
de regular la eficacia intrínseca de la disposición testameotaría, 
para decidir si ésta debe considerarse v&lida ó tenerse por nula. 
Por consiguiente, en el caso que se discute se consideraría válido 
el legado de una cosa mueble situada en Francia perteneciente á 
un francés, si el disponente italiano sabía que legaba la cosí 
ajena y expresamente lo declaraba en el testamento. Aunque la 
controversia surgiese en tales términos ante los Tribunales fran- 
ceses, como en Francia se acepta que para la sucesión mobiliaria 
ha de aplicarse la ley nacional del disponente, y en conformidad 
con nuestra ley el legado de que nos ocupamos se considera vi> 
lido, como tal debería ser tenido ppr dichos Tribunales. Satos no 
podrían, ciertamente, obligar al propietario á enajenar la cosa 
legada, pero si condenar al heredero k pagar al legatario el 
justo precio. Realmente no existe ninguna razón de ordeo pú- 
blico para fallar en sentido contrario. Pudiera, tal vez, soste- 
nerse que la disposición sancionada en el art. 1.021 del Código 
francés se ha inspirado en razones de orden público, y princi- 
palmente para prevenir las cuestiones judiciales, tanto acerca 
del conocimiento por parte del testador de que la cosa era de 
otro, como acerca de su justo precio; pero no nos parece qae ea 



(1) Artículo 837. 

(2) Artículo 1.021. 

(a) Lo mismo dispone el Código español en su art. 861 que el 
italiano. 
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podría justificar por esto el desconocimiento de la voluntad del 
testador, que en conformidad con su ley personal^ sabiendo que 
puede imponer á su heredero la obligación de pagar al legatario 
la justa estimación de la cosa legada, si el propietario de ella 
rehusa enajenarla, hizo con tal intención su testamento. 

Yariaría el caso si se tratase de un legado de cosa inmue- 
ble; de igual modo que se admite en Francia que la sucesión 
inmueble se sujete á la lex rei sUae, y se debe, en conformidad 
con ésta, decidir respecto á la validez intrínseca de la disposi- 
ción testamentaria relativa á los inmuebles existentes en la na- 
ción francesa, el legado de que hablamos debería declararse nulo 
merced á la disposición sancionada en el art. 121 del Código 
francés. 

Aun en estas circunstancias, si la controversia naciese ante 
los Tribunales italianos, donde no puede tener valor alguno la 
máxima establecida en Francia tot hereditates quot territorial 
sino que, por el contrario, de acuerdo con la regla sancionada 
por el legislador patrio en el artículo 8.^ debe aplicarse la ley 
nacional del disponente para decidir acerca de la validez de su 
disposición testamentaria, el legado de palabra se consideraría 
válido en virtud de la disposición sancionada por el legislador 
italiano én el artículo 837, y el heredero sería condenado á 
pagar al legatario el justo precio. 

1.&88* Todo lo que hemos dicho hasta ahora, se refiere, 
naturalmente, á las cosas ajenas de que se puede disponer y que 
estén en el comercio; porque si las que pertenecen á un tercero 
fuesen de tal naturaleza que por la lex rei sitae se consideraran 
fuera del comercio, en este caso el legado se tendría por nulo, 
según hemos dicho anteriormente. 

'1.&89. En lo que se refiere al valor de la disposición tes- 
tamentaría, teniendo en cuenta la libre disposición de los bie- 
nes que se encuentren en el patrimonio del disponente, conviene 
advertir que cuando, como ocurre en algunos países, las leyes 
niegan á ciertas personas la facultad de disponer de todo lo que 
constituye el caudal del testador, la ordenación testamentaria 
no seria eficaz más que respecto á la parte de los bienes de que 
aquél pueda disponer, conforme á la ley. Esta se llama general- 
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mente porción disponible, j la restante constituye las legitámas 
destinadas á garantir el dereclio de las personas eapecialmmte 
desigoadas como sucesoras. 

Para la determinación de la porción disponible, no están de 
acuerdo todas las leyes de los diferentes países. Según la le; 
italiana (1), las liberalidades que se llagan por testamento, no 
pueden exceder de la mitad de los bienes del testador si deja 
hijos al morir, sea cualquiera el número de éstos. La otra mitad 
oonetitaye la legitima en provecho de los h^jos. El Código fran- 
cés, por el contrario, permite disponer de la mitad si el testador 
deja un hijo á su muerte; si deja dos, solamente podrá disponer 
del tercio, y si deja tres ó más, sólo ^del cuarto (S). Según el 
Código español, los dos tercios del patrimonio del padre y de 
la madre constituyen la porción de los hijos y desceacUentee 
legítimos, pudiendo, no obstante, disponer los progenitores de 
uno de estos dos tercios para dejarlo como mejora en provecho 
de uno ó varios de los hijos ó descendientes legítimos. La parte 
disponible, por consiguiente, está constituida por el tercio del 
patrimonio (3). La reserva, pues, se determina de distinto modo 
por la ley italiana y por la de los demás países, en el caso de 
que falten los hijos (4). 

■ .SSO. Resulta evidente^ pues, que la ley encargada de 
determinar la cuantía de la porción de que se puede disponer 
por testamento, debe ser aquélla por la que se regule la su- 
cesión. La limitación se encuentra, en efecto, en relación coa el 
derecho hereditario atribuido por la ley misma á ciertas y de- 
terminadas personas. 

Es natural que aceptado el anormal principio tot hereditaief 
quot teri-itoria, y considerando que la sucesión inmobiliaria debe 

(1) Artículo 806. 

(2) Artículo 913. 

(3) Código español, arta. 806-808; portugués, 1.784. La legítima se 
fija también en los dos tercios del patrimonio, Pero si el testador 
no deja más que aacendientes, descontados su padre ; en madre, 
puede disponer de la mitad de su patrimonio. 

(4) Confr. Código italiano, art. 80T¡ francés, 915; español, 809-SlO; 
portugués, 1.787; holandés, 962; de Znrich, 970; chileno, 1.182-1.188. 
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ser regalada por la lex rei sitae, se admita que la porción de los 
bienes de que le es permitido disponer al testador, se deter- 
mine conforme á la ley territorial. Un italiano, por consi- 
guiente, no puede disponer de un modo eficaz de los bienes in- 
muebles que le pertenezcan y existan en Francia, más que de. 
acuerdo con la regla establecida por el Código civil francés re,s- 
pecto á la parte disponible. 

Se comprende fácilmente lo anómalo que es el principio re- 
lativo á la legítima en el sistema francés, en materia de suce- 
siones extranjeras; pero aun dada la anormalidad del sistema, 
atendiendo á que la ley que regula la sucesión tiene el carácter 
de estatuto real, es forzoso admitir lo que la jurisprudencia 
francesa ba establecido, esto es, que los preceptos legislativos 
que conciernen á la disposición de los bienes y que tienden á 
asegurar una porción del patrimonio del difunto á los herederos 
de la sangre, forman parte del expresado estatuto real (1). Con 
tal sistema, por consiguiente, para establecer el activo de la he- 
rencia, á fin de determinar la legítima, es menester considerar la 
sucesión inmobiliaria como distinta y separada, valorar los in- 
muebles existentes en Francia y no aquéllos .situados en país 
extranjero, y calcular el importe de la reserva conforme al Códi- 
go francés, teniendo en cuenta el total de los inmuebles que radi- 
can en Francia (2). 

'1.&9I* Más racional es, ciertamente, el concepto que in- 
forma el sistema italiano; puesto que atendiendo á la ley personal 
del de cujuSy la cual regula exclusivamente su sucesión, cualquiera 
que sea la naturaleza de los bienes y el país en que estén situa- 
dos, se decide conforme á la misma, no sólo quién puede osten- 
tar respecto al de cujus la cualidad de heredero forzoso, sino 
que, considerando todo el patrimonio como un universitas en 
cualquier lugar donde estén situados los bienes hereditarios, 
determina además el importe de la legítima, ó sea la parte del 



(1) Véase, en conformidad de esto, Oass. rej., 4 Marzo 1857 {Da- 
lloxy 1867, 1, pág. 102). 

(2) Confr. Trib. civ. de la Seine, 21 Mayo 1879 (Journal de Droit 
inrtem. prívé^ 1879, pág. 599). 

DBRBCBO INT. PRIV.— ToifO VI 9 
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imonío del difunto, de que éste no pudo disponer, j que 
gerán los herederos de la sangre. Tal sistema es el más 
onal, porque mantiene íntegro el concepto esencial de la le- 
na, que es el derecho hereditario de los parientes en linet 
a, garantizado por la ley respecto & una determinada por- 

de bienes, contra la liberalidad de aquel á cuya sucesión 
llamados por la ley. La legitima, por lo tanto, no represcD- 
tra cosa que un derecho de sucesión abinteslato. E\ patrimo- 
de toda persona que deja herederos forzosos se divide de 
10 derecho en dos partes, de las cuales una constituye 1> 
:e disponible libremente y la otra la legitima. La traosmisióo 
a primera se encuentra en el campo de la autonocda del dis- 
ente; la de la segunda tiene lugar ope legis y se atribuye, in- 
endíentemente de la voluntad del de cujus, & loa herederas 
osos colectivamente. Asi las cosas, ¿puede por ventura &d- 
irse que el derecho hereditario basado en relaciones de san- 

dependa, respecto & la misma persona, de la circunstancia 
^ue los bienes que constituyen su patrimonio se encuentren 
iste 6 en aquel país, y que sea diverso segán se trate de bienes 
ibles ó inmuebles? Considerando que tal derecho debe en- 
lerse fundado en las relaciones de parentesco, bien se derive 
a ley que regula y sanciona los derechos que de tales reía- 
les se deducen, 6 bien, como otros sosUenen, de la presunta 
lutad del difunto, teniendo en cuenta sus naturales afeccio- 

¿es admisible que deba fraccionarse y depender de circuns- 
;ias contingentes que no ejercen influencia alguna importante 
re la unidad y la individualidad natural de la relación misma? 
ita los jurisconsultos franceses reconocen la anomalía 4el sis- 
la legislativo en vigor aun en Francia en virtud de la doctri- 
tradicional, pero no ciertamente racional (1). 
En el sistema italiano se procede, sin duda, de un modo 
:ho más lógico. Considerando, en general, la anidad del de- 
10 hereditario; la del patrimonio; la de la ley r^uladcra. 
ndo llega el caso de determinar la legitima y la parte dis- 



' Confr. Renault, De ía laccenion de» étrangeri en Fronce (Joirt 
h-oit iitt. j>rÍBé, 1875, pág. 332, nota 3). 
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ponible; teniendo en cuenta que todo se reduce á fijar los de- 
rechos de los herederos consanguíneos respecto al patrimonio 
del difunto, y á establecer la parte de los bienes de que éste 
podía disponer según su ley personal, el Magistrado italiano, 
cuando sea llamado & ello y se estime competente, debe formar 
la masa activa del patrimonio, sin tener en cuenta la naturaleza 
<le los bienes ni el lugar donde se hallen, con el único fin de 
-calcular el importe de la legitima. Este es uno de los casos en 
que encuentra justa aplicación la máxima sancionada por el 
patrio legislador en el artículo 8.^ del titulo preliminar, como 
iiemos dicho antes (1). 

Se puede discutir si la ley reguladora debe ser la del Es- 
tado de que el de cujus era ciudadano, la de su domicilio de 
origen ó la de su domicilio de hecho, y admitir uno ú otro de los 
<]os sistemas, sin violar los principios fundamentales; pero no es 
aceptable, ciertamente, el sistema francés sin conculcar de un 
modo manifiesto los expresados principios. 

'I.&OIS. Todo lo que hemos venido diciendo hasta aquí, 
^ebe serrirnos también para determinar la porción de legítima 
establecida por la ley en consideración á los herederos legíti- 
mos, como son los ascendientes, el cónyuge supérstite y los 
bijos naturales. En el sistema francés se admite, en general, 
que, asi como la ley que regula la transmisión de los inmuebles 
tiene el carácter de estatuto real, el caudal disponible respecto 
& los herederos reservataríos debe permanecer, en todo, some- 
tido á la lex rei Mae, en lo que se refiere á los inmuebles exis- 
tentes en territorio francés. Nosotros, por el contrario, aten- 
4Üendo á que las restricciones impuestas á la disponibilidad de 
los bienes en interés de ciertas personas y en consideración á 
sus relaciones personales con el testador, se fundan en las 
relaciones de familia, entendemos que el legislador á quien con^- 
pete regular tales relaciones y proteger los derechos y los inte- 
reses de las personas que constituyen la familia, debe regir 
también la parte de los bienes reservada á cada uno de los he- 
rederos legítimos. Por lo que reconocemos el carácter del esta- 



(1) Véase tomo V, § 1.314, pág. 71. 
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tato personal, en toda ctisposicióo legislativa que fije la parte 
disponible, respecto á los hijos legítimos, á los hijos naturales, 
al cónyuge y á los ascendientes. 

Es natural qne, para ser consecuentes, admitamos la nece- 
sidad de referirse & la misma ley reguladora de la suceaióUr 
para decidir lo relatiro ála derolución de la legitima j de sus 
efectos respecto & los derechos que competen & los reserra- 
tarioB y '&, las acciones que éstos pueden ejercitar, al ordeD 
de suceder de los herederos legítimos y sus obligaciones, á Ise- 
consecuencias de la renuncia & la sucesión y al derecho de acre- 
cer, y á las acciones que los herederos legítimos pueden hacer 
valer para conseguir la redacción de las disposiciones testa- 
mentarias que traspasen la porción de los bienes de que el di 
eujus podía disponer á título gratuito, con el objeto de que sean 
declaradas ineficaces hasta dejar libre el importe de la legítima. 
l.KSa. Pueden en tal caso surgir controversias, tanto 
acerca de la naturaleza ; del carácter de los actos realizador 
por el de cujus durante su vida, como respecto & las consecuen- 
cias de la acción de reducción de las donaciones, por parte de 
los herederos legítimos. Para resolver esta cuestión no se puede 
aplicar siempre la ley que reglamente las sucesiones, sino que es 
necesario tener en cuenta los principios ya expuestos relativos á 
los hechos jurídicos llevados & cabo bajo el imperio de la ley ex- 
tranjera, y los que expondremos más adelante cuando tratemos 
de las donaciones. Se puede, por ejemplo, dudar si conaiderando 
la naturaleza y el carácter del hecho realizado por el de cufus du- 
rante su permanencia en país extranjero, debe reputarse éste 
como una verdadera donación ó como acto de enajenación á. título 
oneroso. Para resolver tal duda convendrá atenerse & la le; biyo 
cuyo imperio el hecho jurídico tuvo existencia y se perfeccionó, 
y no á aquella en que el heredero legítimo funde su acción de re- 
ducción. Guando se trate de determinar la naturaleza y el carác- 
terde un acto ó hecho jurídico, será necesario referirse & la le^ 
bajo cuyo imperio se le dio ser, y no se podrá invocar ley diversa 
para atribuir á aquél otra naturaleza y otro carácter. 

Por lo que respecta á la verdadera donación, aunque se hu- 
biese hecho, no á beneficio del coheredero, sino de un tercero 
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'que no concurra á la sucesión, no se podría admitir la autori- 
•dad de la ley reguladora de la sucesión para aminorar en su 
virtud los derechos adquiridos por el tercero, donatario, bajo 
•el imperio de la ley extranjera. 

1»&94» Las leyes de ciertos países limitan también, en 
consideración á la condición de las personas, la porción de los 
4)ienes de que .se puede disponer por testamento. Así, el legis- 
lador francés en el art. 904, estatuye que el menor que sólo 
-está autorizado para testar cuando haya cumplido los dieciseis 
años, desde tal edad puede hacerlo disponiendo únicamente de 
la mitad de los bienes de que, según la ley, disponen libremente 
los mayores de edad. En virtud de lo expuesto^ se encuentra 
sancionada una ley excepcional relativa á la disponibilidad de 
los bienes (1). 

En Francia se acepta generalmente, merced á la teoría tra- 
dicional, que la mencionada regla es aplicable también á los 
menores extranjeros, distinguiendo la naturaleza de los bienes, 
y por consiguiente, se atribuye valor & la regla limitativa res- 
pecto al menor extranjero que, mediante testamento, quiera 
•disponer de los inmuebles existentes en territorio francés, siem- 
pre por el irracional principio de que toda ley relativa á esta 
•materia tiene el carácter de estatuto real. Nosotros sostene- 
mos, por el contrario, que del mismo modo que la porción de 
bienes de que se pueda disponer debe depender de la ley re- 
guladora de la sucesión, se aplicará ésta para resolver toda 
-controversia respecto á la parte disponible, y entendemos, por 
tanto, que depende de la ley personal del de cujus. 

La soberanía del territorio donde se encuentran los bienes 
.<}ue son objeto de la disposición testamentaria, sean muebles ó 
inmuebles, no tiene ninguna importancia en lo que se refiere á 
limitar el derecho de disponer, atribuido por la propia ley per- 



(1) Decimos relativa á la parte de los bienes de que se puede 
disponer, porque sólo de este modo nos parece que debe entenderse 
la disposición del Código francés. Si se quisiera entender como li- 
xnitativa de la capacidad, no tendría sentido, supuesto que no se 
.explicaría cómo el legislador francés podría conceder al menor la 
onitad de la capacidad. 
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80Dal al hombre que haya cumplido una edad determinada. 
¿Acaso puede encontrarse en la disposición limitativa, una regla 
de orden público que la baga aplicable hasta & los menores- 
extranjeros? Es más racional admitir que no sólo la capacidatt 
de cada uno para hacer testamento ha de sujetarse & la propia 
ley personal, sino que también la de disponer de ésta 6 la otra 
cantidad debe subordinarse á la ley misma. Por conaiguienter 
aceptamos que el menor fraocSs, llegado & la edad de diecísets 
años, que deje á su muerte tres hijos, no puede disponer mis 
que de los siete octavos de su patrimonio, cualquiera que sea 
la naturaleza de los bienes que lo constituyan ; en cualquier 
lugar en que se encuentren, j que el menor italiano que haya 
cumplido los dieciocho años, debe tener el derecho de diaponer 
hasta de la mitad de sus bienes, sea cualquiera el número de 
hijos que deje á su fallecimiento, en conformidad con lo estn- 
blecido por la ley italiana. Creemos, por lo tanto, que la dispo- 
sición testamentaria del menor de dieciocho años, conformen 
la ley italiana, será considerada siempre eficaz; debiéndolo ect- 
del mismo modo en Francia, no obstante la teoria tradicional. 
En la actualidad, á pesar del anormal sistema, la dispoaicióu 
del menor de dieciocho años, italiano, debe reputarse'eficaz en 
Francia, por lo menos en lo que respecta á los bienes muebles, 
ya que no existe razón alguna de orden público para sostener 
la aplicabilidad á los menores extranjeros, de la regla sanciona- 
da por el legislador francés en el articulo 904. 

l>&Vft> Vamos ahora á examinar el valor de la diapcMicióa 
testamentaria, teniendo en cuenta las personas & cayo favor 
se hace. 

El legislador italiano limita la £acultad de disponer á íavor 
de ciertas personas. Así el art. 770, reduce la porción que 
el que se casa en segundas napcias puede dejar ¿su nueto 
cónyuge, la cual no podr& exceder de la que hubiese dejado s\ 
menos favorecido de los hijos del anterior matrimonio (1). En 
loa artículos 771 y 772, declara de ningún efecto la institución j 



(1) Confr. Cód, francés, art. 1.098; portugués, 1.235; español, 1.S3I, 
y holauáés, 949. 
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loB legados á favor del Notario 6 de otro oficial ciyil, militar, 
marítimo ó consular, que baya autorizado el testamento públi- 
co, y de la persona que escribiera el testamento secreto (1). 
AsimismO; considera también sin efecto las disposiciones testa- 
mentarias hechas por el administrado en favor del tutor, antes 
de la aprobación de las cuentas definitivas de la tutela. El le- 
gislador francés en el art. 909, dispone que los Doctores en 
Medicina ó en Cirugía, los oficiales de Sanidad y los farmacéu- 
ticos que hubiesen cuidado & una persona durante su última 
enfermedad, no pueden aprovecharse de las disposiciones testa- 
mentarias hechas en su favor, durante el curso de tal enferme- 
dad, y comprende en estas disposiciones á los ministros del 
culto (a). 

Los escritores consideran tales disposiciones como limitati- 
vas de la capacidad de disponer 6 de recibir. A nosotros nos 
parece que la ley no se refiere á la capacidad, sino que regula 
la eficacia de la disposición testamentaria en consideración á las 
relaciones y á los vínculos existentes entre el disponente y la 
persona en cuyo favor se hace. Dándole el carácter de cuestión 
de capacidad, se discute, naturalmente, si en la hipótesis de que 
el de cujm sea ciudadano de un Estado y el beneficiado extran- 
jero, será necesario atenerse á la ley del disponente ó á la del 
sucesor para decidir acerca del valor jurídico de la misma dis- 
posición. 

'l.&OS* Eealmente nosotros hemos dichoque la ley que 
regule la delación de la herencia debe regular también la ca- 
pacidad del sucesor (S), y por consiguiente; aun queriendo 



(1) Confr. Cód. francés, art. 996; portugués, 1.772 y 1.773; español, 
artículo 754; holandés, 954, y mejicano, 3.299. 

(a) £1 Código civil español declara sin efecto las disposiciones 
testamentarías á favor del sacerdote confesor durante la última 
enfermedad del testador, de los paríentes de dicho confesor hasta 
el cuarto grado inclusive, de su iglesia, cabildo, comunidad ó insti- 
tuto; del tutor por el pupilo, antes de aprobarse las cuentas defini- 
tivas; del Notarío que autorice el testamento, su esposa, parientes 
j afines dentro del cuarto grado^ y de los testigos del testamento. 

(2) Véase §§ 1.419 y siguientes. 
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icontrar en este particular una controTersia , relatira á la ca- 
acidad, nos veremos obligados á sostener gne la ley que go- 
erne la transmisión de la herencia, debe aplicarse también 
!ira resolver la cuestión propaesta, esto es, si ciertas y deter- 
inadas personas habrían de reputarse Ó no capaces de recibir 
. herencia hecba en su favor por el dispcmente. Pero, en vei- 
lá, no nos parece que las reglas antedichas hayfm de conside- 
iTse como limitativas de la capacidad de disponer ó de recibir. 
Istas no regulan el estado j las condiciones personales; con- 
ernen más bien á la eficacia de la diaposición testamentaria, 
miendo en cuenta las relaciones personales existentes entre el 
isponente y el beneficiado, vínculos que el legislador ha po- 
ido estimar ó no como susceptibles de privar ¿la declaración 
e última voluntad del carácter esencial de libertad y de espon- 
ineidad, requisito indispensable para atribuirle fuerza jurí- 
ica según la ley. Ahora bien, considerando asi la caestiÓD y 
miendo en cuenta, según dejamos expuesto, qne la ley qne re- 
ula la transmisión de la herencia debe aplicarse para decidir 
cerca déla fuerza jurídica de la declaración de voluntad por 
arte del disponente & fin de dar lugar á la sucesión testamenta- 
ia, nos parece claro que en esta materia todo debe depender 
e la ley que regula la sucesión y el valor intrínseco de la dis- 
osición testamentaria. No ea el caso de discutir, dado que sea 
iversa la regla sancionada por la ley personal del disponente 
por la de la persona beneficiada, si precisa referirse & una 
á otra para decidir la controversia que nazca; ya que como 
3da la cuestión se reduce á determinar la fuerza jurídica y la 
alidez intrínseca de la disposición testamentarir ~ " ''~ 
able atenerse á la ley que debe gobernar la tran 
¡erencia y la fuerza jnrfdica de la declaración de 
id, para decidir si ésta puede ó no tener un 
orno tal. 

Aplicando estos principios se deduce que, t: 
jemplo, de determinar la eficacia de nn legado 
ranees en favor de un médico italiano que le ha; 
ante su última enfermedad, se debería considí 
n virtud de la disposición sancionada por el 1< 
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-cés en el artículo 909 y por la dictada por el italiano en el ar- 
tículo 8.^ del título preliminar, que dice que la intrínseca 
^validez de las disposiciones testamentarias debe regularse por 
la ley nacional de la .persona de cuya herencia se trate. 

De nada serviría alegar que el médico italiano no es in- 
-capaz de recibir el legado hecho en su favor por el difunto á 
quien ha cuidado durante su última enfermedad, supuesto que 
aquí no se trata de saber si debe ser ó no reputado capaz, con- 
forme á su ley personal; se trata únicamente, de saber si la dis- 
posición testamentaria es ó no considerada e^caz, y como para 
decidir esta cuestión es necesario atenerse á la ley francesa, ,á 
fin de establecer, conforme á la misma, la intrínseca validez de 
la disposición, resulta lógico que debe tenerse por ineficaz y de 
ningún efecto, merced á la máxima sancionada por el legislador 
francés en el artículo 909. 

Aplicando los principios expuestos, se pueden resolver igual- 
mente las controversias acerca de la eficacia de las disposición 
nes testamentarias en favor de la miger de quien haya contraí- 
do segundas nupcias, del tutor, del ministro del culto, etc. (1). 
'l.&OV • Por lo que se relaciona con las disposiciones de úl- 
tima voluntad á favor de las Corporaciones, nos atenemos á lo 
que dijimos respecto á su capacidad para adquirir por sucesión 
testamentaria (2). Sólo advertiremos que cuando, según la ley te- 
rritorial, la eficacia de la disposición testamentaria á favor de 
una Corporación se subordinase á la autorización del Gobierno 
6 á otra formalidad, convendría atenerse á cuanto establece 
sobre el particular dicha ley, siempre que se tratara de atribuir 
afecto y eficacia á la disposición testamentaria en favor de las 
mismas. 

Con los principios dichos se resuelven las demás controver- 
sias sobre el valor de la disposición testamentaria en lo que se 
relaciona con las personas beneficiadas. Será preciso siempre ate- 



(1) Gonfr. Brocher, Cours de Droit int, privéy t. II, pág. 20; Laurent, 
Dtoü civil intem,, t. VI, § 209; Despagnet, Droit intem. privé, tercera 
edición, § 390; Rolin, Dr, int, privé, t. II, núm. 803; Diena, Sulla Ugge 
regol, deUa capacita di 9uccedere {Archivio giuridico, vol. LVIII). 

(2) Véase el cap. VIII, § 2.o, en el tomo V, pág. 2f8. 
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idora de la socesíÓD para determinar la fiíer- 
posiciÓD, BU eficacia y tener ea cuenta la te; 
élIa ha de producir sus efectos, cuando se re- 
lés especiales, 6 se hiibiesen establecido re- 
para cumplirla. Asi, por ejemplo, en el caso 
ra obras pías 6 en favor de los españoles po- 
italiaoo domiciliado en Sspaña, seria indis- 
. reglas sancionadas en los artículos 747, 748 
jpañol, para que produjesen sus efectos, 
ra acontecer que el disponente, queriendo 
kS allá de lo que consienten las leyes, y de- 
3 bienes superior & la fijada como disponible, 
hiciera de una manera encubierta, 6 le dejase 
> de un tercero, á fin de traspasar la porciÓD 
lede disponer en favor de la misma persona. 
cesitaria también atenerse á la ley regnU- 
para decidir, tanto el valor jurídico de la li- 
a, como loa medios de prueba admiúbles para 
isposición bocha en favor de la persona de- 
mento, era afilo aparente y que en realidad 
ñciar & otra. 

allano establece en el artículo 829 qae la 
ntaria hecha en &vor de una persona deter* 
mentó, debe tenerse por válida y eficaz, y 
neba alguna para demostrar que tal desig- 
ente. En el Código francés no se encuentra 
livalente. En el articulo 1.099, sin embargo, 
as liberalidades encubiertas, 6 á favor del 
medio de terceras personas, son nulas, es 
las ¿el defecto de nulidad en su conjnnto, 
icho con el fin de exceder de la pordón dis- 
iley(a). 

«pañol se declaran ein electo las disposiciones 
» dejar á una persona el todo 6 parte de l<» 
lara que los aplique ó invierta según instnic- 
le le hubiese comanicado el testador. (Art. 78^ 
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En general, admitimos la necesidad de atenerse & la ley 
regaladora de la sucesión, para decidir respecto al valor de la 
disposición testamentaria que tenga el carácter de fiduciaria. 
Se tratará siempre, en efecto, de determinar el contenido jurí- 
dico de la disposición misma, y para ser consecuentes, sostene- 
mos que todo debe depender de la ley que ha de regir la decla- 
ración de la herencia y la validez intrínseca de la disposición tes- 
tamentaria. Precisa, además, tener en cuenta lo que hemos dicho 
antes refiriéndonos al caso de que la disposición encubierta, ó la 
hecha por medio de tercera persona, tienda á beneficiar á uno 
quO; según la ley reguladora de la sucesión, sea incapaz de re- 
cibir el legado (1). 

'1«&99« Vamos ahora & examinar la fuerza jurídica de las 
disposiciones testamentarias que tengan el carácter verdadero y 
propio de sustitución directa ó indirecta. Tal carácter puede 
atribuirse en general á aquellas en que sea llamado un tercero á 
recibir el legado á falta de^la persona designada en primer lugar 
que no pueda ó no quiera aceptarlo, al espirar el término, al 
realizarse una condición ó á la muerte de la persona beneficiada. 
En el primer caso, la sustitución se llama directa ó vulgar, y en 
el segundo, indirecta ó fideicomisaria. Esta última da lugar al 
fideicomiso, el cual se entiende constituido en virtud de la dis- 
posición con que el disponente, al beneficiar al heredero ó al le- 
gatario, le impone la condición de conservar la cosa dejada 6 
legada y de restituirla á una tercera persona. Según ciertas 
leyes, tal carácter se atribuye solamente á la disposición que fija 
la obligación de restituir la cosa desde el momento de la muerte 
del sustituido , y así sucede con la francesa y la italiana (a). 

En lo que se refiere al valor jurídico de la sustitución, te- 
niendo en cuenta la ley que debe regularla, conviene distinguir 
la validez intrínseca de la disposición por la que el testador 
llama á otras personas á recoger el legado en segundo lugar, en 



(1) Véase §§ 1.432 y 1.433. 

(a) En el Código civil español no se fija esta limitación, por lo 
cual son posibles los llamamientos fideicomisarios por tiempo de- 
terminado, no dependiente de la muerte. 
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tercero 6 cd m&s, en el caso de que falte (porque no paeda ó do 
quiera], la persona llamada en primer lugar; y la eficacia de la 
dispoBícióii misma respecto á los bienes, en el caso de que el 
testador haya impuesto al beneficiado la obligación de conser- 
varlos para su restitución & la persona designada por él, al espi- 
rar un término ó en el momento de so muerte. 

Las lejes de todos los países no están de acuerdo en este 
punto. Algunas permiten las sustituciones directas dentro de 
ciertos grados; otras admiten, también dentro de ciertos grados, 
los fideicomisos; otras prohiben en absoluto toda forma de sus- 
titución fideicomisaria; y son diversos los criterios establecidos, 
según cada ley, para determinar los caracteres de la disposi- 
ción fideicomisaria, y también para fijar el valor Jurídico de ésta 
respecto al instituido y al sustituto (1). 

Nuestro Código, por ejemplo, no admite la sustitución pn- 
pilar, sino solamente la vulgar, y ésta puede tener lugar de ud 
modo indefinido, sustituyendo muchas personas á una sola y uoa 
sola ¿ muchas (2). Prohibe, por el contrario, terminantemente 
la sustitución fideicomisaria (3), esto es, aquella en virtud de la 
cual, el heredero ó el legatario, está obligado de cualquier 
modo &. conservar y & restituir á un tercero, en el móntente de 
an muerte, los bienes que el testador le ha dejado. El t^slador 
dispone, no obstante, que la nulidad de la sustitución fideico- 
misaria no prejuzga la validez de la institución de heredero 6 
de legatario á la cual va unida, y declara además siu efecto 
todas las sustituciones aunque sean de primer grado (4). El 
Código francés, con distinto criterio, en el caso de verdadera j 
propia sustitución fideicomisaria, la declara nula con respecto 
al instituido y al sustituto (6), admitiendo como válida la sub- 
titsción de primer grado (6). A semejanza del Código italiano, 



(1) Según el Derecho francés, una SDstitución & término 6 condi- 
cional en el sentido determinado por los principios del Derecho ro- 
mano, no constituye necesariamente una sustitnciún ñdeicomiaan'a- 

C2) Art. 895. 

(3) Art. 899. 

(4) Art. 900. 
(B) Art.S96. 
(6) Art. 1.048. 
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no atribuye el carácter de verdadera y propia sustitución .fidei- 
comisaria, más que cuando la obligación de restituir se ha im- 
puesto á la persona beneficiada para el monfento de sa muerte, 
por lo que el fideicomiso condicional, en el sentido que lo en- 
tendió el Derecho romano, no constituye necesariamente una 
sustitución fideicomisaria conforme al espíritu del Derecho fran- 
cés. Igualmente ocurre en el sistema que informa al Código ita- 
liano, en el cual puede existir institución de heredero que no 
constituya ciertamente fideicomiso, aunque se haga bajo condi- 
ción resolutoria (1), y también oposición de términos en las dis- 
posiciones á título particular (2), en virtud de la cual el benefi- 
ciado venga obligado & restituir en el término fijado, y en el 
caso de que la restitución deba tener lugar antes de la muerte 
del beneficiado, la disposición se considera á plazo, y no fidei- 
comisaria. 

l.HOO* Sentadas estas nociones, observamos que la ley 
que permite ó prohibe el fideicomiso, tiende principalmente & 
amparar los intereses generales y á realizar los fines políticos 
relacionados con la organización de la propiedad, ó manteniendo 
el régimen aristocrático con los criterios de la vieja monarquía 
y conservando los bienes en la familia para sostener con todo 
su prestigio la aristocracia misma, ó llevando á la práctica el 
régimen de la igualdad, sin privilegios, entre los hijos de un 
mismo padre, y promoviendo la libre circulación de los bienes 
para conseguir las ventajas económicas que se derivan del co- 
mercio de los mismos. Ahora bien, como la principal causa de 
esto radica en la vida política del Estado y en los intereses 
generales de la colectividad, resultará evidente que la ley aboli- 
tiva del fideicomiso debe tener el carácter de estatuto real. 

Es preciso, pues, decidir de conformidad con la ley territo- 
rial; acerca de la eficacia de la disposición testamentaria que 
contenga una sustitución prohibida por la ley. Es este uno de 
los casos en que se debe admitir como absoluta y exclusiva la 
autoridad de la lex rei süae. Se determinará desde luego, con- 



(1) Véase lo expuesto anteriormente. 

(2) Art.856. 
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forme & ella, ai atendiendo á la forma de la dÍspoBÍci¿D, ha de 
atribufrsete 6 no el carácter de la sustitución fideicomisaria (1), 
y cuándo la sustitución ha de considerarse prohibida en lo que 
constituye el fideicomiso. Aun en la hipótesis de que conforme 
á la ley reguladora de la sucesión, la disposición pudiese tener el 
carácter de fiduciaria impropia, como sería, por ejemplo, cuan- 
do el testador hubiera llamado á uno á administrar los bieow 
para entregarlos á la persona por él designada para adquirirlos 
como heredera ó legataria, siempre que la dispoaicióa hecha 
en tal forma no adoleciera de nulidad según la ley reguladora 
de la sucesión, debería admitirse que el Juez del Estado donde 
radicasen los bienes, se atendría á loa criterios distintÍTos esta- 
blecidos por la ley y )a jurisprudencia, para decidir eí dicha 
disposición era un fideicomiso desfigurado, y para declarar apli- 
cable la disposición prohibitiva sancionada por la ley terrt- 
torial. 

Consideramos, por el contrario, aplicable la ley reguladora 
de la sucesión, para decidir el valor jurídico de la misnia rea- 
pecto al instituido y al auatituto. 

En el aistema italiano, por ejemplo, estando proscrito d 
fideicomiso, aun de primer grado, no aería eficaz la disposición 
testamentaria de un extranjero, aunque fuese v&Iída según s« 
ley nacional, dado que en virtud de ella el de cujus hubiese que- 
rido vincular los bienes existentes en territorio italiano, impo- 
niendo su conservación para que se restituyeran á su muerte. L> 
prohibición absoluta del fideicomiso, sancionada en el art. 899, 
debe imponer su autoridad erga omnes, porque la ley que 
lo prohibe tiene el carácter de estatuto real y el Juez italiano 
está obligado á aplicarla, excluyendo la autoridad de la ley ex- 
tranjera. Según el artículo 13, en efecto, no pueden jamás de- 
rivarse laa leyea prohibitivaa del Reino que se refieran á los bie- 
nea. Suponiendo que ante el Magistrado italiano ae suscitase la 
cuestión de si la sustitución fideicomisaria hecha por un francés 
se tendría por válida ó nula respecto al instituido y al sustituto, 
¿podria, acaso, el Juez italiano considerarla válida respecto al 



(1) Véase §1.582, 



DEL VALOR JURÍDICO DEL TESTAMENTO 143 

institoido en atención á lo dispuesto en el articulo 900 del Có- 
digo civil italiano? No ciertamente, á nuestro modo de ver, por- 
que la disposición de que hablamos, sancionada por el patrio le- 
gislador en el mencionado artículo, no tiene por fundamento el 
interés social que concierne al régimen de los bienes, y, por lo 
tanto, no se est& en el caso de atenerse á la lex rei sitae^ sino 
qiíe más bien debe desplegar su autoridad soberana la ley regu- 
ladora de la sucesión. 

Por consiguiente, de acuerdo con la regla sancionada por el 
legislador italiano en el artículo 8.^ y por la del artículo 896 
del Código civil francés, la disposición debe considerarse nula 
respecto al instituido y. al sustituto. 

Sin entrar en otros particulares, terminaremos diciendo que 
para decidir sobre el valor jurídico de las sustituciones se 
deberá aplicar la ley reguladora de la sucesión, siempre que se 
trate de determinar su eficacia respecto á las personas llama- 
das y sustituidas por el disponente; y que, por el contrario, 
se aplicará la lex rei sitae para fijar la eficacia de la misma, 
teniendo presente su carácter, su naturaleza y sus efectos, en 
relación con los bienes inmuebles que son objeto de la dispo- 
sición. 



CAPÍTULO xm 



1.601. Ejecución del testamento BBgün la? leyee civiles.— 1.80E. Te^u 
mentó becho en paía extranjero.— 1.608. Principios generales para so 
ejecución. — 1.004. Derecho positivo acerca de los teetamentoe aolrn- 
ticos.— 1.808. Teatamentoa ológrafos ó misticos. — 1.006. Ejecución es 
Italia de un testamento ológrafo publicado en Francia.— 1.607. Ejecc 
ción voluntaria de un testamento impugnable.- I.60S. Albaceaa.— 
I.OOII. Helias acerca de la eficacia del nombramiento. — I.CIO. fi' 
deres y atribuciones del albacea. — 1,611. Ley que debe regular d 
ejercicio de bus derechos .^1.61 8. El albacea puede obtener la poe«- 
sión de los bienes hereditarios. — 1.618. Cómo debe proceder en Iw 
actos de albaceazgo y de conservación de loa bienes. — I.6l4a Derecbw 
de los cónsules para la ejecución de loe testamentos y las medidas á* 
coneervación. — 1. 615. No tes corresponde ejercer actos de imperio.— 
1.616. Caso en que se baile interesado en la encesion un cindadaní' 
del Estado.— 1.617. Régimen de loe Tratados.— 1.618. ¿Pnede el cónsul 
oponerse á la .ejecución de un testamento? — 1.619. E\ Irurí y su ca- 
rácter según el Derecho inglés. — 1.6S0. A los trusteet poeden aplicante 
las reglas de los albaceas.— 1.621. Derechos y obligaciones del albace* 
con relación á los herederos.^ 1.622. Validez de la venta hecha por 
el mismo.- 1.028. Opinión de Laurent y observaciones críticas.— 
1.6S4. Ejecución del testamento respecto á los legatarioB. — l.CSt. 
Aplicación de los principios en el caso de sucesión francesa é iw~ 
liana.— 1,626. ¿Puede un tribuna! ordenar la exhibición de un testa- 
mento pública existente en el extranjero? 

1.4l01t Todo testamento que reúna los reqoisitOB de for- 
ma, y que deba considerarse válido j eficaz eegtin los principios 
expaestoe antenormeote, se ejecatar& á petioiós de caalquier 
persona interesada (1). 



(1) Sabiamente dice Ulpiano que el testamento pertenece á todos 
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Las leyes de los diversos países sancionan las reglas que se 
refieren á la ejecución de los testamentos, determinando ante 
todo las formalidades requeridas para que puedan ser ejecuta- 
dos, y las autoridades competentes para decretar su cumplimien- 
to, regulando después los derechos y las acciones que competen 
á los interesados para promover la efectividad de las disposicio- 
nes testamentarias y las medidas de conservación necesarias 
para asegurar la completa ejecución de los legados. 

El legislador italiano no se ocupa particularmente del tes- 
tamento ante Notario, porque teniendo el requisito de la auten- 
ticidad, no necesita más formalidades para ser ejecutado. Los 
interesados pueden conocerlo por medio del Notario, y su fuerza 
ejecutiva se regula por los principios del derecho común relati- 
vos á los actos auténticos. 

Pero el legislador regula la ejecución de los testamentos 
ológrafos y secretos, estableciendo en los arts. 912 y siguien- 
tes la manera cómo deben elevarse á escritura y las formalidades 
que han de observarse á fin de que puedan ser ejecutados, por 
lo que no es preciso que entremos en inás particulares. 

El legislador francés se ocupa de este asunto en el articu- 
lo 1.007, modificado por lá Ley de 26 de Marzo de 1899^ y en 
el artículo 1.008 del Código civil. Según estos preceptos, el 
cumplimiento de las formalidades prescritas es indispensable 
para el ejercicio de toda acción y de todo derecho fundado en 
el testamento. 

En la legislación inglesa se encuentra establecida una ju- 
risdicción especial para atribuir fuerza ejecutiva al testamento, 
Court of probate (especie de Audiencia destinada á la compro- 
bación de los testamentos). Compete á dicha Corte comprobar 
el testamento antes de ordenar que se ejecuten las disposicio- 
nes de última voluntad del testador, y á tal acto de comproba- 
ción se le da el nombre de probate^ que corresponde, en cierto 



los interesados: tTabularum testamente instrumentum non est unius 
Thominis^ hoc est haeredis^ sed universorum quibus quid iUic adscríptum 
^st: quin potius publicum est tnstrumentum (L. II Dig., princ. Testam, 
^uefmadmodum apenantur., XXIX, 3). 

Dbbecho INT. PRiv.— Tomo VI 10 
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modo, al que, coufurme al Derecho ítaliaDO, se denomioa Aom*- 
logación. Así como ésta es la coDdición stne qua non para qw 
teugan ejecución los actos que la requieren, et probait, ó la 
comprobación del testamento, es, según el Derecbo inglés, U 
condiri6n á la que est^ subordinada la ejecuciÓB de las disposi- 
ciones testamentarias relativas á los bienes muebles ó á Im 
ckatUls real{l), 

1.00S. Ed Ih materia objeto de nuestro estudio, las con- 
troversias relativas á la ejecución de los testamentos, presentuí 
un carácter completamente especial. Las dificultades nacen, en 
efecto, siempre que el interesado reclama el reconocimiento de 
sus derechos en virtud de un testamento otorgado en país ex- 
tranjero. Puede muy bien ocurrir que el testamento debasa 
ejecutado en el lugar mismo en que se haya abierto la BuceslÓD. 
y también que el testamento hecho en el extranjero tenga qoe 
presentarse, para poner en ejecución la disposición testamen- 
taria, en donde se encuentren los bienes, ó para hacer valer, 
frente & los herederos ó á los terceros, los derechos que cod- 
peten al que haya sido Keneñciado por el de eujua, Eo estu 
circunstancias no basta que el testamento se baja publicado 
observando las formalidades prescritas en el lugar donde 9° 
abrió la sucesión, supuesto que los actos otorgados eo el ex- 
tranjero y que pueden ejecutarse, merced á cuanto disponen lai 
leyes allí vigentes, no tienen la misma eficacia en todas partA- 
•La orden del Magistrado ó del funcionario competente, niiG- 
dando que se dé ejecución & la disposición testamentaria, Üece 
siempre el carict«r de acto imperativo ó de jurisdicción y, pst 
lo tanto, debe, como tal, tener fuerza territorial, supuesto qiX 
el poder jurisdiccional y el imperto perteneciente á la soberaniís 
delegados por la misma & los funcionarios públicos (N'otarioí \ 
Jueces), no pueden extenderse & un territorio sometido & la U' 
berania extranjera. 

1.SOS. Es forzoso, por consiguiente, sostener, en prioc: 
pío, que cuando llegue el caso de poner en ejecución una dispc 

(1) Confr. Stat. 20 y 21, Vitt., cap. LXXVII. 
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'Sición de última voluntad contenida en un testamento hecho en 
-el extranjero, se necesitará ateaerse á las reglas generales que 
deben regular la ejecución de los actos otorgados en país ex- 
tranjero. De donde se desprende que no basta que la autoridad 
extranjera competente haya comprobado el testamento y orde- 
nado su ejecución, sino que es preciso también que las disposi- 
ciones prescritas por la ley del país donde el testamento se 
ponga en ejecución y que conciernen á la ejecución de los actos 
•otorgados en el extranjero, se hayan observado. Es menester, 
por consiguiente, cumplir antes todo cuánto prescriba la ley 
territorial respecto á las formalidades extrínsecas de los actos 
•cuya ejecución debe ordenarse, y que después se decrete la cali- 
dad ejecutoria del testamento por el funcionario competente, de 
acuerdo con la ley del país en que la disposición testamentaria 
haya de llevarse á efecto . 

Las formalidades extrínsecas requeridas por la ley territo- 
rial, pueden referirse, por ejemplo, á la legalización de la firma 
y otras semejantes. 

%MOA. En el Código francés se encuentra una disposición 
-especial relativa á los testamentos hechos en país extranjero, 
Io8 cuales no pueden ejecutarse en Francia, respecto á los bienes 
¿lili existentes, si antes no han sido registrados (1). Se encuen- 
1;ra reproducida casi textualmente la disposición de este artículo 
en la ley del 11-23 de Febrero de 1830 del reino de Grecia, 
que en el artículo 62 establece la obligación de que se registren 
loB testamentos hechos en país extranjero que deban tener eje- 
oución respecto á los bienes existentes en Grecia. 

En Italia se ocupa de ello la ley sobre registro de los ac- 
tos (2), según la que, el heredero 6 el legatario que quiera actuar 
en juicio ó ante los oficiales administrativos, debe denunciar la 
herencia ó el legado de que se trate, teniendo que exhibir para 
ixCLCBT la denuncia la copia legalizada del acto ó de los actos de 



(1) Art. 1.000 del Código civil. 

(^3 Véase el texto único de las leyes sobre tasa de registro, pu- 
blioado por Real decreto de 13 de Septiembre de 1874, núm. 2.066 
(serie 2.a). 
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Última Tolunt&d qne regulan la sncesión, ta cual se halla sujeto 
& la tasa de registro y & la de la Bocesión (1). 

Cuando llegue el caso de dar ejecución á un testamento au- 
téntica hecho en país extranjero, no es suficiente la exhibición 
del acto que tenga los caracteres de antenb'cidad según la lej 
extranjera, supuesto que la fuerza ejecutiva atribuida porls 
ley á los mencionados actos se considera siempre limitada & lo» 
confines del Estado en el cual impere la soberanía que atríbnje 
al acto auténtico la pública fe j la fuerza ejecotÍTa. CouTiene, 
pues, que cuando se quiera ejecutar un testamento otorgado et 
país extranjero, se acuerde el exequátur por la autoridad terri- 
tonal competente del Estado donde la disposición deba tener 
BU ejecución. 

El legislador italiano regula la fuerza ejecutiva de los acbx 
auténticos otorgados en pais extranjero, en el art. 994 del Có- 
digo de procedimientos, 7 dispone que aquélla debe atríbairseá 
los mismos por el Tribunal civil del lugar donde el acto se ba de 
ejecutar, previo un juicio sumario conducente á comprobara 
carácter de autenticidad del acto y á examiuar si su cootenide 
implica ofensa á los principios de orden público territorial. Tt) 
disposición, referente á todos los actos auténticos otorgados at 
jiais extranjero, debe aplicarse al testamento, cuando en su nr- 
tud el heredero ó legatario quiera proceder á su ejecnción res- 
pecto á los bienes muebles é inmuebles existentes en Italia. 

Conviene, pues, advertir que aun cuando el testamento 
hecho en país extranjero, tenga según la ley extraña, el carácter^ 
de titulo ejecutivo, esto es, que pueda ponerse en ejecudíf' 
tanto respecto á los bienes muebles como á los inmuebles, itl 
carácter no puede ser suficiente en el territorio de otro Sst&dc, 
sino que es preciso que la autoridad territorial competente!^ 
atribuya fuerza ejecutiva, en el modo y forma por ella sancio- 
nadas. Es claro, que si según la ley del país donde no se otorg» 
el testamento, éste no puede tener la fuerza que un titulo 



(1) Arts. 68 y 70 de la citada ley ó 69 y 71 del Real decreto d* 4 
de Mayo de 1897, núm. 217, que contiene el teito iónico de laa le; 
sobre tasa de registro. 
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'CutÍYo, sino mediante un decreto del Juez ó después de haber 
-observado otras formalidades prescritas por la ley del Estado, 
-sería necesario ante todo que la fuerza ejecutiva del testamento 
-extranjero se integrase de acuerdo con la ley del lugar donde 
la sucesión fué abierta, y que, cuando después se le quisiera 
poner en ejecución en otro país, se le atribuyera la fuerza de 
«título ejecutivo por la autoridad territorial competente. 

t«IIO&. En cuanto á los testamentos extranjeros que no 

i;engan carácter de autenticidad, como son los hechos en forma 

ológrafa, mística ó de otra clase, conviene advertir que para 

^poderlos ejecutar es necesario, ante todo, que las formas 

prescritas por la ley del lugar donde fué abierta la sucesión, 

liayañ sido debidamente observadas. Por consiguiente, para 

^ue los herederos ó legatarios puedan fundar sus derechos en 

>un testamento ológrafo ó místico, hecho en país extranjero, 

deben comenzar por observar las formalidades prescritas para 

9a ejecución del testamento según la ley del lugar donde fué 

^abierta la sucesión. Cuando conforme á tal ley se negase al 

legatario ó al heredero toda acción fundada en la disposición 

«testamentaria antes de observar las formalidades prescritas 

para la protocolización del testamento, no se podría ciertamente 

•sostener que este heredero ó legatario pretendiera hacer valer los 

-derechos de sucesión testamentaria, respecto & los bienes del 

-de cujus existentes en país extranjero. 

Téngase, por lo tanto, en cuenta que para pedir la ejecución 
^e una disposición testamentaria, en virtud de testamento hecho 
«D el extranjero, es menester ante todo que pueda ser ejecutado 
•conforme á la ley del lugar en donde se abrió la sucesión. 

Establecido esto, pueden llegar á realizarse dos hipótesis, 
é, saber: que el derechohabíente reclame al obligado la ejecu- 
ción de la disposición testamentaría y que éste se preste á 
«lio sin oposición, en cuyo caso no existe cuestión alguna, ó que 
aquél se vea precisado á ejercitar una acción judicial. En tal hi- 
pótesis sería necesario atenerse á cuanto dispone la ley territo- 
rial, no sólo respecto á las formalidades extrínsecas, como serían* 
Ifls de registro y legalización de la firma (1), sino en conside- 



(1) Pudiendo los cónsules autorizar los testamentos secretos 6 
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raciÓD también á la ejecucidn de los actos de jurísdiccióo volun- 
taria por parte de los Magistrados extranjeros. 

l*COft> Supongamos, con ánimo de referirnos á na sistems 
de derecho positivo, qae la sucesión ae abriese en Francia y que 
Be encontrase un testamento ológrafo. Este debe publicarse ob- 
servando las formalidades prescritas por el Código francés para 
ponerle en ejecución. Convendrá, pues, atenerse al articulo l.OoT 
y 4 la Ley de 25 de Marzo de 1899. El testamento deberá presen- 
tarse al Presidente del Tribunal, que librará, la orden de depó- 
sito, etc., y en el caso que previene el art. 1.008, podrá decret;iF 
basta la toma de posesión, siempre que no haya oposiciones 
serias respecto á la ejecución del testamento. Dado, pues, que 
en virtud de tal decreto ú ordenanza los derechohabientes inten- 
taran gestionar respecto á los bienes ó contra los obligados en 
país extranjero, seria indispensable que se atuvieran á la ley te- 
rritorial, observando ante todo las disposiciones que conciernen 
al registro y al pago de derechos, y que hicieran, además, se de- 
clarase ejecutoria la orden del Presidente del Tribunal francés, 
por la autoridad correspondiente, según la ley territorial, para 
ordenar la ejecución de los actos que provienen del extranjero. 
El acto judicial del Presidente francés, en el caso que se supone, 
se encuentra entre los de jurisdicción voluntaria, y por consi- 
guiente, será indispensable atenerse á las norm"" ■"■*«i.i=,.;,íc. 
por la ley tei-ritorial para la condición ejecutoría 
)a misma especie de un funcionario extranjero, 
ejemplo, se ocupa de ello el artículo 944 del Cód 
mientos civiles, aplicable para la ejecución de los 
risdicción voluntaría de la autoridad extranjera. ^ 
ser puesto en posesión en virtud de mandamiento 
ejercitar acciones judiciales á consecuencia del 
clarado ejecutorío en Francia, será preciso prc 
mandamiento de ejecución al Tribunal del lugar 
llevar á efecto la disposición testamentaria ó et i 
toma de posesión. Corresponderá al Tribunal de 



e] depósito de los otógratoa, es indispensable que 
le legalice, observando las reglas prescrita 
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pétente según la ley territorial^ examinar sumariamente el acto, 
con el correspondiente decreto que se pretende ejecutar en 
nuestro Bstado^ bajo el punto de vista de su forma externa, del 
funcionario de que emana y de su contenido. 

Por supuesto que lo que hemos dicho se refiere al caso en 
que se trate de proceder i la ejecución de la disposición testa- 
mentaria por medio de acción judicial, pues si se tratase sola- 
mente de exhibir en juicio el testamento extranjero, & fin de 
probar los derechos adquiridos en virtud de la sucesión a]li 
abierta, y de la ejecución de la disposición testamentaria, bas- 
taría presentarlo como título de prueba y no sería necesario 
juicio alguno, como en el caso en que se hubiera de decretar 
8u ejecución. Bastaría solamente observar las prescripciones de 
la ley territorial que se refieren al registro de los actos y de los 
documentos que han de surtir efectos en juicio. 

l.HOV. La ejecución de la disposición contenida en un 
testamento abierto y elevado á escritura en país extranjero, pue- 
den cumplimentarla voluntariamente los obligados, y en tal caso 
pudiera tener aplicación la máxima sancionada en el art. 1.311 
de nuestro Código civil, según el cual, la ejecución voluntaria de 
una disposición testamentaría, por parte de los herederos ó cau- 
sahabientes del testador, implica la renuncia i alegar los vicios 
de forma y cualquiera otra excepción. Tal regla, que se encuen- 
tra igualmente en el artículo 1.340 del Código civil francés res- 
pecto á la donación, debe entenderse de un modo general, ó sea 
en el sentido de que es aplicable & los testamentos hechos en 
Italia é impugnables por defectos de forma ó por otras excepcio- 
nes, y á los testamentos extranjeros. 

El legislador italiano ha sancionado, en efecto, en el men- 
cionado artículo, una regla general, á saber: que el que volunta- 
riamente renuncia á hacer valer las excepciones establecidas 
en su favor por la ley, y ejecuta la disposición testament|iría en 
homenaje al respeto debido á la voluntad del difunto, no puede 
después ir contra sus propios actos. La relación jurídica, que es 
la consecuencia del hecho jurídico derivado de la ejecución 
voluntaria por parte del interesado que aun conociendo que 
ningún otro tenía derecho á exigirla, á pesar de ello, cumple la 
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obligación establecida en la disposiciÓD teetamentam, sobaste 
aan en lo qae se refiere al teetamento extranjero. 

1.SOS. El testador poede tomar las medidas DOcesariaB 
para asegurar la ejecQción de bds disposiiñoDes, confiando este 
encargo &. una ó más personas, qae él designa como ejecatores 
de BU última voluntad. Estas personas se denominan albaceas, 
y los legisladores ban determinado, con dispcMÍciones especiales, 
las condiciones que deben reunir los que pueden ser nombrados, 
tas facultades que se les confiere y las reglas con arralo í las 
cuales han de ejercitar dichas facultades. 

El albacea es una de las figuras jurídicas mejor delineadas 
en el derecho moderno y (según han establecido contestes la 
jurisprudencia y la doctrina), no puede ser considerado más 
que como mandatario del testador (1), nombrado con el propó- 
sito de que se cumplan y ejecuten sub disposiciones. El manda- 
to que se les confiere, se distingue de los otros, en que comienza 
& tener efecto y es ejecntado después de la muerte del mandante, 
mientras que los mandatos ordinarios terminan con tal aconte- 
cimiento. No obstante eato, la eBencia del acto no rarfa, su- 
puesto que cuando el mandato se da para que sea ejecntado 
después de la muerte del mandante, debe valer en los términoi 
en que está conferido (3). Se puede decir únicameote gne el de 
que nos ocupamos no presenta los caracteres del mandato ordi- 
nario, supuesto que en todo vínculo conTencio"'' — '*'" ' " 
curso de dos voluntades, y aquí tal concurso n< 
ya que en el momento en que el albacea ai 

(1) (La comisión dada al albacea— -dice Forgc 
an verdadero mandato. Así se desprende clarai 
naturaleza». Tettam., cap. X, seo. 4.', núm. 13. Cí 
tettam., cap. V, sec. 1,», art. 3.o; Merlin, v.^ Ext 
núm. 2."; Toollier, tomo V, núm. 677; Del vín coi 
Duranton, t. IX, núm, 390; Marcadé, Sur VaTt. 1.0. 
núm. 1.991-1,992; Aubry et Ran. t. YH, § 711, pá, 
t. V, núm. 6."; Laarent, t, XIV, núm, 323; Max ' 
teurt tettataentairet, página 113. 

(3) Ulpiano, ley 12 § 17 Dig. mandati vd con 
ídem L. 13; Troplong, Donat. et tettam., art. 1.0 
Laurent, Fríneipet de Droit dvil, t. XIV, púg. 348 
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realizar el mandato del difunto; éste ni tiene voluntad ni puede 
prestar su consentímiento. Es preciso, pues, calificarle de man- 
dato 8ui géneriSj teniendo presente que así como la personalidad 
del de cujus subsiste en cuanto es representada por su patrimo- 
nio, prevalece también su última voluntad de conferir á la per- 
dona designada, el mandato de asegurar la ejecución de sus 
clisposiciones relativas al patrimonio, mandato que se perfec- 
-ciona con la aceptación y la ejecución por parte del albacea. 

En general, es preciso considerar que la ley reguladora de 
la sucesión debe gobernar también la figura jurídica del albacea 
y cuanto se refiere á las facultades que se le confieren, salvo 
«iempre la autoridad de la ley del lugar donde haya de ejercer 
«US funciones en cuanto su ejercicio se halle sometido al impe- 
rio de esta última. No nos parece que se pueda admitir la auto- 
ridad exclusiva de la ley personal, alegando que todo esto 
pertenece al campo de la autonomía y que la lex rei sitae debe 
permanecer absolutamente extraña respecto al encargo que el 
testador hace á un amigo suyo para que vigile el cumplimiento 
-de sus disposiciones (1). Cuando se esté en el caso de determi- 
nar dentro de qué límites puede aceptarse la autoridad de la 
ley personal del de cujus y de la del lugar donde estén situados 
los bienes, ó donde el albacea debe ejercer sus funciones como 
tal, es necesario distinguir el mandato considerado en sí mismo 
«omo acto de última voluntad del de cujtts, y los efectos que 
pueden derivarse de su ejecución en las relaciones con los here- 
•deros, con los terceros, y respecto á los bienes situados en otros 
países. 

l.HOO» La ley italiana (2) atribuye al testador la facultad 
de nombrar albacea, pero no lo considera obligatorio, y así su* 
•cede con la ley francesa (3), la española (4), la portuguesa (6) 
y otras. Según el Código germ&nico, el testador no sólo está 
facultado para nombrarle, sino que puede dar á un tercero este 



(1) Confr. Laurent, Droit ctv. intern,, vol. VII, núm. 109. 

(2) Artículo 903. 

(3) Artículo 1.026. 

(4) Artículo 892. 

(5) Artículo 1.885. 



encargo 6 disponer que lo deaigoe el Tribunal (1). La ley mgíe- 
sa, por el coutrario, considera necesaria la Agora del aJbacea, 
como hemos dicho anteriormente (2). Para decidir respecto i 
esta cuestión, conviene, puea, atenerse & la ley de la ancesión. 
del mismo modo ^ue cuando se trate de determinar el ralor jn- 
ridico det nombramiento del mismo. 

En general, creemos que en el sistema de leyes que consi- 
dera el nombramiento de albacea como una libre disposición de 
última voluntad, se debe juzgar indispensable parala eficacia 
del mismo, que como acto voluntario del testador tenga ioi 
mismas requisitos formales que cualquiera otra disposición de 
última voluntad. 

Según la ley italiana tío se considera indispensable que la 
designación de albacea se baga en et testamento (3). Es admi- 
sible nombrarlo en documento separado, supuesto qae pudién- 
dose hacer eficazmente tas disposiciones testamentarias en actos 
diversos, debe reputarse válida la que no contenga más que el 
nombramiento de albacea. Conviene sf que las formas requeri- 
das para la eficacia de una disposición de última voluntad, no 
&Iten en la que tiene por objeto nombrar albacea, y para su va- 
lidez, en lo que se refiere & la forma, es preciso tener presente* 
los principios ya desarrollados respecto & la de los testaLmen- 
tos (4). En el sistema de leyes que atribuyen i 1, 
dtcial la facultad de nombrar albacea cuando n 
el testador, debe considerarse eficaz el nombra 
mente hecho por el Juez en el casóle una suce 
la autoridad de tal ley (6). 

Por lo que se refiere i las personas que pnef 
das, conviene atenerse á su ley personal, pues ai 
tenido el mandato en la última disposición del tes 

(1) Arta. 2.197-2.200. 

(2) §1.292. 

(3) Y lo mismo según la Jej francesa; véase Z» 
civil /raacéii,%in. 

(4) Capítulo XI. 

(5) Según la ley inglesa, el albacea puede ser 
Andiencia. 
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caso tener en cuenta la ley reguladora de la sucesión; para deci- 
dir quién pueda ó no ser nombrado albacea. Esta es, desde lue- 
go, una cuestión que concierne á la condición de la persona y á 
su capacidad para aceptar el mandato, y es necesario, por lo 
tanto, reconocer la autoridad del estatuto persona]. 

l.MO. Vamos ahora á hablar acerca del fondo propia- 
mente dicho de tal acto jurídico. Como el nombramiento del 
albacea tiende á la ejecución de las disposiciones de última vo- 
luntad, y por lo tanto á la realización de la sucesión testamen- 
taria, aun considerando que el vinculo jurídico que se establezca 
tenga el carácter de mandato^ y que deba someterse por analo- 
gía á las reglas que se refieren á este contrato consensual, no 
por eso hay que suponer que se puedan en todo y para todo 
aplicar á la ejecución testamentaria las i;eglas pertinentes al 
mandato y su ejecución. Se trata en síntesis de una comisión 
dada por el testador al albacea para hacer efectiva la sucesión 
testamentaria tal como él la estableció. Es indispensable, pues, 
para determinar el contenido del acto y las atribuciones del al- 
bacea, someterse & la ley reguladora de la sucesión que ha de 
regir los actos de última voluntad del de eujus. No es posible 
referirse á la ley del lugar en que ^e hizo el testamento, ni á la 
del país extranjero donde se encuentre la persona nombrada, 
que teniendo conocimiento de ello haya aceptado el encargo que 
se le ha confiado. Se trata de un mandato completamente espe- 
cial y estrechamente relacionado con la sucesión, y no sería 
justo querer aplicar de un modo general y absoluto las reglas 
del mandato, puesto que, aun admitiendo la figura del mismo, 
ya que asi se ha considerado por el derecho consuetudinario, no 
se le puede, ciertamente, calificar de mandato ordinario, debien- 
do más bien, según la misma tradición, denominarlo mandato 
8ui gineris. 

Como el encargo dado al albacea emana de la voluntal del 
disponente y descansa en la amistad que éste tiene con la per- 
sona á quien confía la ejecución testamentaria, conviene atener- 
se á la voluntad del testador; pero su libertad no será eficaz 
más que cuando no se oponga á la ley reguladora de la sucesión; 
por consiguiente; es necesario siempre completar su disposición, 



conforme & la ley tD¡Bma, ei 
formalmeote el testador. Se debe, pues, adrí 
las facultades y atribuciones de los albaceai 
en conformidad con la ley que regula la si 
pensable, por lo tanto, aceptar que en el si 
si^eta la sucesióu inmobiliaria á la lex rei 
dente fundarse en el concepto de qae el nc 
bacea depende de la voluntad y que está en 
tonomia del dispouente, para sostener el pre< 
ridad de la ley personal del de cujus, pueat* 
anormal principio de que todo lo que se reí 
sión inmobiliaria debe quedar sometido álai 
rei sitae, y de que respecto á ésta, toda disp 
r&cter de eBtatuto real, será necesario referii 
terminar si las facultades atribuidas al alhan 
voluntad expresada por el testador ó mercet 
reguladora de la sucesión, deben ó no consic 
oposición & la ley del pais donde se encuentr 
1^11. Al decir que, en general, las fi 
ciones del albacea deben determinarse confo 
dora de la sucesión, hemos querido establece 
por que debe regirse aquél en todo cuant 
hacer, tanto respecto á los actos cuyo cump 
dir, como en lo referente i las precauciones i 
tomar para cumplir la misión que se le ha i 
no quita que deba someterse á la ley del luf 
cío de los derechos que le competen ha de 
las precauciones se hayan tomado en los casi 
earío el imperium para el ejercicio de estos i 
sBioaaT siempre .de la soberauia territorial, 3 
rivarse de la ley extranjera reguladora de la 
El Código italiano, por ejemplo, estábil 
puede conceder al albacea inmediata posesiói 
parte solamente de sus bienes muebles, si«m[: 
de un año á contar desde el dia de su muei 

(1) Art. 906. Está conforme con el art 1.02G 
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portugués^ por el contrarío^ estatuye que el testador no puede 
autorizar al albacea para tomar posesión de los bienes, más que 
en el único caso de que no deje herederos legitimes (1). La ley 
inglesa, en oposición con la anterior, determina que el albacea 
debe ser puesto inmediatamente en posesión de los bienes mue- 
bles, con exclusión de los miembros de la familia, y con derechos 
para emplear los valores en el pago de las deudas y conforme 
Á las instrucciones del causante. 

Ciertamente, si en el caso de una sucesión francesa, portu- 
guesa ó inglesa, se tratase de saber si al albacea podía ó ne 
atribuírsele legalmente la posesión de los bienes hereditarios, 6 
sólo la de los bienes muebles, y si para esto era necesaria 
disposición expresa del testador, ó si, por el contrario, el alba- 
cpsL debía considerarse inmediatamente investido de la posesión 
de los bienes muebles ope legis y por su calidad como tal, con- 
vendría atenerse á la ley de uno ó de otro país, según que se 
tratara de sucesión francesa, portuguesa ó inglesa. 

^•B19. En principio, es necesario referirse también á la 
ley reguladora de la sucesión para decidir todo conflicto re- 
lativo á la naturaleza de la posesión de los bienes hereditarios 
qde corresponde al albacea, á la duración de la misma y á la» 
condiciones en que los herederos pueden hacerla cesar. 

Según nuestra ley, por ejemplo, el albacea puede tomar po- 
sesión de los bienes muebles, de todos ó de parte de los mis- 
mos; según lo dispuesto por el testador; pero la naturaleza de 
esta posesión no es idéntica á la que se atribuye al heredero, al 
cual pertenece la posesión civil, propiamente dicha, de los bie- 
nes que están en la herencia. El albacea no tiene, por lo tanto^. 
derecho á retener los muebles cuya posesión le fué concedida 
por el testador, ni á impedir, por consiguiente, á los herederos- 
que dispongan de ellos. Ahora, en la hipótesis de la sucesión de 
un italiano abierta en Alemania, sería necesario, naturalmente, 
atenerse á la ley italiana para determinar todo lo que concierne 
á la posesión de los bienes atribuida por el testador al albacea; 
y como, conforme á la referida ley, el heredero puede hacer 



(1). Arts. 1.895-1.896. 
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-dicción soberana como potestad imperativa y coercitiva, y que 
respecto á tal poder deben valer (aunque explicándolas bajo 
el concepto del organismo del Estado moderno), las máximas 
del Derecho romano: Praefedus urbi cum términos urbis exierit 
potestatem non habet (1); Extra territorium jtis dicenti impune 
nonparetur (2), 

Por consiguiente, se podrá fundar en la ley extranjera, por 
ejemplO; el derecho atribuido al albacea de intervenir para lega- 
lizar una transacción entre el heredero legítimo y el deudor; de 
dar recibo válido de las cantidades pertenecientes á la herencia 
y por él cobradas; de citar en juicio y sostener los derechos en 
el caso de cuestiones nacidas coq motivo de la administración 
de los bienes de la herencia. Pero si intentase tomar posesión 
efectiva de los bienes muebles para impedir que fuesen separa- 
dos de la herencia ó quisiera hacer valer la posesión que se le 
atribuye, para ejercitar una acción posesoria, no podría preten- 
derlo en virtud de la ley reguladora de la sucesión, sino que 
serla preciso que el testamento en que fué nombrado albacea 
se declarase ejecutorio, y además ajustarse á la ley territorial 
para proceder á la venta de los bienes y á la liquidación de la 
sucesión. 

£1 derecho de tomar medidas para la conservación de la he- 
rencia no se le puede negar al albacea, pero aun para esto nece- 
sita atenerse á la ley territorial. Así, si intentara sellar los ob- 
jetos, debería someterse á la ley territorial para llevar á cabo 
tal operación. 

1.61 41* En ciertos casos incumbe á los Cónsules proveer 
á la ejecución de las disposiciones testamentarias y adoptar las 
medidas necesarias de conservación. Esto puede ocurrir cuando 
muera un ciudadano del Estado del Cónsul sin nombrar albacea 
ó cuando el nombrado por el de cujus qo se encuentre en el 
lugar donde se abra la sucesión, ó si los herederos designados 
en el testamento fueren menores, incapaces ó ausentes. En tales 
eventualidades corresponde álos Cónsules tomar posesión de 



(1) L. 3.a De officio praef. urbi. Dig., I, 12. 

(2) L. 20, Dig., De jurisdicitwnef II, 1. 



I pertenecientes al ciudadano i 

as funcionee, así como adoptar las medidas de conser- 

ortunas para velar por Iob intereses de los derecho- 

á la herencia. 

erecho de los Cénsales se encuentra r< 
¡guiado por las Conrenciones consali 
á las reglas establecidas de acuerdo ( 
itratantes. 

Hedidas de conserración en los caeos é 
mente & tomar posesiÓD de los bienf 
laño muerto en el pafe donde el Cónsí 
rmar el inventario de dicboe bienes y 
I de las cosas muebles, realizando la i 
do no se puedan conservar 6 sufran d< 
;ar seguro los efectos y valores inveí 
:oa y conservar el importe, depositánd 
. un establecimiento público; pagar 
B.n derecho i cobrar inmediatamente 
9 no haya oposición al pago; admini 
ropía responsabilidad,' la sucesión tesl 

caso dicho de que los herederos leglti 
tren menores, incapacitados ó ausente 
irado por el testador no se encontrar 
pareciera. 

en también los Cónsules, exista ó no t 
le sellen los efectos mobiliarios y los ] 
I difunto. 

ixpresadas atribuciones de los Cónsul 

de protección debida por la sober 

ládanos que residen en país eztranjet 

la ley del Estado del Cónsul, pues sói 

las atribuciones de aquél como fun 
inte, conviene siempre tener present 
úonario público que ejerce en pais ex 
que le corresponden, según la ley de s 
manecer sometido á la imperante en e! 
I funciones, en cuanto tal ejercicio ii 
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imperio y de jurisdicciÓD, es natural que los Cónsules extranje- 
ros no puedan, en virtud de la ley del propio Estado, menos- 
cabar los derechos jurisdiccionales de la soberanía territorial. 
Por consiguiente, el Cónsul no puede ejercer tales funciones 
m&s que con autoriaación de las autoridades locales ó con inter- 
vención de las mismas, según los casos. Aun cuando el Cónsul 
proceda solamente á la formación del inventario, está obligado 
á notificarlo á la autoridad local, la cual, si lo estima oportuno, 
puede asistir al acto y firmar el proceso verbal. En el caso de 
proceder á la venta de los objetos muebles, al depósito de los 
valores ó á otros actos semejantes, debe estimarse indispen- 
sable obrar de acuerdo con la autoridad local, á quien incumbe 
también velar por el derecho é interés eventual de los que pu- 
dieran presentarse como acreedores de la herencia, los cuales se 
consideran interesados en que los efectos y valores pertenecientes 
tí,l difunto, sean convenientemente conservados y no malversados. 
1.61ft* En lo que concierne á imponer los sellos, que es 
una operación que por si misma tiene el carácter de acto de 
imperio, el Cónsul no podrá, ciertamente, realizarlo sin autori- 
zación expresa ó tácita de la autoridad local competente. A ésta 
corresponde siempre el derecho de asistir á la imposición ó al 
levantamiento de los sellos. Solamente se puede admitir que 
cuando, por los tratados, el Cónsul esté autorizado para proce- 
der á dicha operación, y queriendo realizar tal acto, la autoridad 
local, invitada al efecto, no se presente y deje que transcurra un 
bietnpo prudencial desde el día en que se le notificó la invitación 
pa.ra que acompañara al Cónsul, lo cual haga presumir que no 
t;ieiie interés en presenciarla, éste deberá considerarse tácita- 
nente autorizado para procede/á ella solo, y podrá hacerlo sin 
nás requisitos. Lo mismo decimos cuando se trate del levanta- 
ni^xito de sellos, teniendo en cuenta, sin embargo, que si la au- 
;ori<3ad local no sólo ha intervenido en su imposición, sino 
lambién, como tiene derecho, ha procedido por sí á poner los 
uyo8 propios, su intervención en el levantamiento es evidente- 
aexi^^ indispensable. 

IBespecto á la liquidación, resulta claro que el Cónsul puede 
^^gsí,x á los acreedores de la sucesión testamentaria, siempre 

OBBBCHO INT. PRIY.— TeiCO VI 11 
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recÍBO advertir también que cuando en virtnd ñu lu 
nveuidae entre el Soberano territorii 
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cer ciertas funciones que implican i 
iTendrá atenerBe & los tratados, pi 
in siempre obligatorios, basta en aqu 

leyes territoriales de derecho comú 
lerogatorías deben, en general, interp 
o, el ejercicio de las atribuciones de 

Bolamente en los casos prescritos 
iubsiBtan integramente las circunstai 
erminadoB (1). 

B. Aplicando tal principio, es necflSt 
BsiÓn estuviera interesado un ciudada 
le el Cónsul, no serla del caso atenen 
.8 en los tratados consulares, en lo i 
de los Cónsules. Debe aceptarse, poi 
ano del Estado tiene la {acuitad de pe 
il la tutela de los derechos que le pert 
anjera, y que el Cónsul no podría en ti 
en la convención consular para sostei 
orno ocurriría en et caso de la sucesi 
ituviesen interesados los ciudadanos 

ifr. Caes, franc, 7 Julio 1874 {Joumal c 
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•extranjeros. Cuando en la sucesión está interesado un ciuda* 
•daño del Estado donde el Cónsul reside, puede aquél pedir la 
protección del Soberano del país á que pertenece. El poder 
•correspondiente á la «utoridad territorial, según el derecho co- 
»mún, no consiente ser menoscabado en virtud de los tratados, 
supuesto que éstos no se refieren al ejercicio de las atribuciones 
•consulares, respecto á los ciudadanos del Estado donde el Cón- 
sul reside. Por consiguiente, el ciudadano del Estado puede re- 
clamar la aplicación de la ley territorial para las medidas de 
-coQserTación de la herencia extranjera) y por consecuencia de 
•tal petición, se procederá en conformidad con la ley del Estado, 
á lo que no podría oponerse el Cónsul, alegando que por tra- 
barse de la sucesión de un nacional tiene él un derecho preferente. 
Cuando en la sucesión extranjera están interesados los ciu- 
dadanos del Estado del Cónsul ó los extranjeros, debe recono- 
•cerse el preferente derecho del Cónsul para proceder, en coufor- 
•midad con los tratados, á la ejecución del testamento y á pro- 
Yocar las necesarias medidas de conservación, reservándose á la 
-autoridad local el derecho de proceder en unión del Cónsul á la 
práctica de todos los actos conducentes á la salvaguardia de los 
derechos de los interesados, como imposición de sellos, inventario 
y cuanto fuese necesario para las diligencias administrativas y lá 
liquidación de la sucesión. Cuando, por el contrario, en la su- 
<;e8Íón de un ciudadano del Cónsul estén interesados los del 
JBstado de residencia, conviene* reconocer como preferente y 
principal el derecho de las autoridades locales, salvo el del Cón- 
sul para proceder en unión con aquéllas (1). 

'fl*S'l'9* Todo lo que llevamos dicho hasta ahora se refiere 
.«d ^ercicio de las atribuciones consulares en los países civiliza- 
dos. En loa ijacivilizados se procede de distinto modo, como con- 
secuencia de los tratados especiales que atribuyen á los Cónsu- 
les el poder jurisdfc<áonal respecto á los ciudadanos, y una 
«cierta forma de imperio en el distrito consular; por lo que éstos 
pueden, en la esfera de la jurisdicción que á ellos les pertenece 
y dentro de los límites fijados en los mencionados tratados, 

(1) Confr. Argel, 12 Septiembre 1870, y Cass. civ., 13 Entíro 1873; 
<3r]iezzi c. Marincowich {Journal du Palais, 1873, pág. 18). 
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i;ade8 intelectuales; y que teniendo probablemente herederos 
franceses, pedía que se suspendiese la ejecución del testamento y 
la homologación por el Tribunal que lo autorizaba, hasta que se 
•comprobara el hecho. Se trataba de saber si el Cónsul, en tales 
circunstancias, podía defender el derecho de intervenir y de opo- 
nerse á la ejecución del testamento. 

Como hemos dicho ya, el Cónsul puede hacer la oposición 
á la ejecución de un testamento ostentando la representación 
de un ciudadano interesado; pero ¿podrá hacerla cuando ni si- 
quiera sepa si éste existe y se funde sólo en la probabilidad de 
buscarlo? ¿Se admitirá no sólo que asuma la representación del 
ciudadano interesado en la sucesión, sino que llegue á proceder 
de oficio como mandatario de aquellos que tengan su misma na- 
cionalidad y que pudieran estar eventualmente interesados? 

Conforme á los principios de estricto derecho, no nos pare- 
ce que sé justifique esta representación incierta, y entendemos 
-que puede hacerse oposición á esta pretensión y fallarla en con- 
tra de tan eventual representante. AI Cónsul compete, sin duda^ 
•el derecho de protección de los intereses de los nacionales, y en 
virtud de tal derecho puede proceder judicialmente como repre- 
sentante de una ó más personas que tengan interés en el pleito; 
pero creemos que no debe intervenir como mandatario de los 
que, ostentando la misma nacionalidad que él, pueden estar 
eventualmente interesados. Todo lo que racionalmente se po- 
dría admitir es que, como el autorizar las medidas de conser» 
nación no implica nada respecto al fondo de la cuestión, no debe 
negarse al Tribunal el derecho de atender la solicitud y suspen- 
der la ejecución, concediendo al Cónsul un término prudencial 
para indicar cuáles sean los ausentes cuyos intereses intenta 
representar. En este particular debe aceptarse el prudente ar- 
bitrio del Juez. 

Las buenas reglas de Cortesía internacional aconsejan que 
se suspenda, antes de decretarse la ejecución del testamento, 
acordando la homologación (1). 



(1) Confr. Court du Surrogate (Etats-ünis), 5 Diciembre 1872 
Jmtniál de Droit int privé, 1874, pág. 268). 



1.0I9. En el Derecho inglés existe una fotiDa especiaUt: 
na de proveer á U ejecución de tas disposiciones testameotam^ 
}ue consiste en entregar á una ó más personas, entre las que 2' 
¡asen de la confianza del testador, una parte del pstnmoriio c- 
58te, con el encargo de administrarlo como depositarios, en int- 
res de lá persona á cuyo beneficio ee efectúa la admiiñstració:. 
para cumplir un encargo determinado, por ejemplo, pagar cier- 
tos débitos ó beneficiar un instituto público. Los bienes coc&i 
dos al cuidado y á la buena fe de la persuna que gozó de la cci 
fianza del disponente se denominan trtist; el que, conao depos::; 
rio, mandatario ó comisionista está llamado 4 administrar. >= 
apellida trustee, y la persona en cuyo interés exclusivo ha ¿' 
cumplirse el mandato de confianza, se indica con una antjgti 
expresión normanda cestui que bitst. 

El truslee puede sei* también el albacea, pero se da el cs^ 
de que existan ambos. Uno y otro representan dos figuras jur: 
dicas distintas respecto á su finalidad, á las faniiltniloa A*' ¡n: 
se bailan investidos, y al modo de cumplir t 

No nos es dado entrar en muchos particu 
si nos propusiéramos exponer todo lo que se 
tución especial del Derecho inglés, nos sal 
campo (1). Consideramos oportuno notar b 
sistema de leyes que reconoce, en materia de i 
la autoridad de la ley personal del de cujus. 
Código italiano, cuando se trate de un JngléE 
de desconocer esta forma especial de instituí 
esencia á asegurar la ejecución de las disp< 
tarias. 

Nos hemos fijado en esto por la circuí 
bienes constituidos en trust presentan apare 
teres'del fideicomiso, pero no equivalen exa» 
que posee los bienes en trust, debiendo cona 
trarlos en interés de aquel á cuyo provecho 
forme á lo que haya dispuesto el testador 



(1) Lewin, A practit-al. I 
Stephen, -Ve 
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mandatario fiduciario, y por esto se denomina comúnmente 
fideicomisario, así como al trust se llama fideicomiso. Pero esto 
sucede porque no existe una palabra más adecuada para desig- 
nar la institución del Derecho inglés, la cual no tiene nada que 
se le parezca ni en el sistema del Derecho francés ni en el ita- 
liano, aparte del fideicomiso y de la institución fideicomisaria. 
Sin embargo, no es esencialmente distinta, y considerando á 
fondo el asunto es necesario reconocer que el trust viene á ser 
un depósito fiduciario, y el trustee un administrador con man- 
dato fiduciario, por lo que en las relaciones internacionales, bajo 
el punto de vista de los conflictos de leyes, entendemos que de- 
berían aplicársele, por analogía, las reglas que se refieren á los 
albaceas extranjeros^ más bien que las que conciernen á los ins- 
tituidos en virtud del fideicomiso. Decimos esto teniendo pre- 
sente la naturaleza sustancial de la institución del Derecho in- 
glés y la diferencia considerable que existe entre el trust y el 
fideicomiso, según el Derecho francés y el italiano. 

Según el Derecho francés y el italiano, el fideicomiso denota 
todos aquellos bienes dejados á una persona para que los goce 
durante su vida con la obligación de transmitirlos al sustituto 
en el momento de su muerte. El trust, por el contrario, indica 
el conjunto de los bienes encargados al cuidado de la persona 
en la cual el testador tiene confianza, y de los que el trustee toma 
posesión para administrarlos con arreglo á la voluntad del dis- 
ponente y en interés exclusivo de la persona por él designada ó 
para el objeto que indique, sin que recabe ningún beneficio per- 
sonal, ni aun el premio de administración, puesto que debe ejer- 
cerse gratuitamente. Bien considerado, se trata de un depósito 
fiduciario y de una comisión fiduciaria encaminada á realizar la 
voluntad del disponente, aceptados graciosamente por el man- 
tarío fiduciario, que, sin provecho personal alguno, asume el en- 
cargo de la administración para cumplir la voluntad del testa- 
dor. No es el albacea llamado á ejecutar todo lo que en el tes- 
tamento se haya dispuesto; pero en lo relativo al objeto espe- 
cial del trusty es un mandatario del disponente para cumplimen- 
tar su voluntad, asi como el albacea es un mandatario general 
para llevar á efecto todas las disposiciones de última voluntad. 
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Considerando la n&tara 
DO 86 le puede atribuir el carácter ¿ 
que, en las controvereias que sarjan ( 
nales, se deben aplicar las reglas qu 
de sucesiones extranjeras. Bajo tal oí 
si en el trutí constituido por un ingle 
en Italia, ante todo, no se podría con 
dería en el caso de que se tratase de i 
comiso; después, en lo relativo & las 1 
derechos del cestut que truls, ea el c< 
y la inglesa, en lo que se refiere & 1 
administración, se deberían aplicar h 
to acerca del albacea de sucesión ex 
niendo en cuenta que, según los prín 
puede dar al albacea toda clase de i 
trarías á la ley, y no puede, ciertanu 
ella el hecho de que al trustee, que e 
j se puede decir que es casi un alba 
fiado por el testador una comisión p 
ateniéndose & cuanto dispone su ley 
Lo mismo sucede en los casos 
sale (para vender): Trust for patfn 
deudas). El primero, que consiste ei 
para que sea vendida, equivale ia¿ 
fiduciario para ejecutar la venta, ; 
cuando se trate de un inmueble sil 
solamente aplicar nuestra ley en to< 
cucién j al cumplimiento de tal co: 
en todo otro caso, es preciso, por c 
trustee ha de atenerse & cuanto el te 
plimiento de la comisión fiducioris 
aquello que concierne & Bn respoi 
trust, convendrá someterse ¿ la ley i 
los derechos que le competen al v 
que se pueden ejercitar judicialmeDi 
ciÓn del mandato fiduciario y á los i 
& efecto la disposición del testador 
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ley dei país donde la administración tenga lugar ó donde el man- 
dato se ejecute, y conforme á ésta se decidirá acerca de las reía- 
<)iones que se derivan del hecho jurídico y de sus consecuencias 
respecto á los terceros. 

%M91» La regla que hemos enuntíadO; relativa á los truts, 
servirá, en general, para determinar la autoridad de la ley res- 
pecto á las relaciones jurídicas que puedan derivarse de la eje- 
cución de la disposición testamentaria, por aquel á quien el tes- 
tador haya confiado la comisión ó el mandato de cumplir sus 
disposiciones. Aun en lo que se refiere al albacea, debe tenerse 
presente la misma regla, esto es, que la ley reguladora de la su- 
cesión, que ha de determinar la naturaleza de su figura jurídica 
y sus atribuciones, se aplicará también para fijar las obligacio- 
nes del mismO; y su responsabilidad respecto á los herederos, y 
que para las relaciones que se derivan de la ejecución del man- 
dato, ya respecto á los herederos, ya en contra de los terceros, 
se estará á la ley del lugar donde haya actuado para llevar á 
cabo las disposiciones de última voluntad del de cujus. Así, por 
ejemplo, deberá aplicarse la ley de la sucesión para fijar si las 
funciones del albacea han de ser gratuitas ó retribuidas (1); 
para determinar si los gastos por él hechos en la imposición de 
los sellos, inventario, venta, etc., son á cargo de estas ó de las 
otras personas llamadas á recoger la herencia; si sus funciones 



(1) La ley italiana, por ejemplo, establece que el oficio de albacea 
es por su naturaleza gratuito, por lo que el que lo haya aceptado no 
tiene derecho á recompensa alguna. Solamente se admitirá que 
como el mandatario puede ser retribuido en virtud de pacto con- 
trario (art. 1.739), el albacea tiene derecho á exigir también sus ho- 
norarios, siempre que el testador haya dispuesto que se satisfagan. 
Por el contrario, según la ley del Imperio germánico, puede preten- 
der una adecuada recompensa por el ejercicio de sn oficio, á no ser 
que el testador haya dispuesto otra cosa. A nuestro modo de 
ver, debiéndose aplicar la ley de la sucesión, dado que un italiano 
sea nombrado albacea en la sucesión de un alemán, podría fundar* 
en la disposición sancionada por el Código civil germánico en el 
artículo 2.221, su derecho á obtener una recompensa, aunque dis- 
ponga lo contrario su ley personal, y esto en razón á que todo debe 
depender de la ley de la sucesión. 



170 LIBBO V — CAPÍ! 

son exclusivamente personales 6 se paeden delegar; bí cuando 
son varios los albaceas, se les considera obligados solidariamen- 
te 3 sin tener en cuenta en este particular su estatnto poso- 
nal; si el mandato ba de estimarse 6 do aceptado, y cómo 
deba ejecutarse; cótno se puede obtener la dispensa; cómo, 
cuándo y é. quién debe rendir cuentas de su administración, ; 
así su(!esÍTRmente. Por el contrarío, para decidir acerca de U 
responsabilidad del mismo, nacida del modo de efectaar á 
mandato, será menester atenerse á la ley del lugar donde k 
realizaron los actos de administración, y donde deben obser- 
varse los requisitos necesarios para poner en ejecucidD la die- 
posición testamentaria. 

1.A9S. Aplicando los principios' expuestos, nos parect 
que, cuando conforme á la ley extranjera reguladora de la sa- 
cesión, el albacea tenga facultades para vender hasta los bienes 
inmuebles hereditarios, en el caso de que la venta de los mne- 
bles no bastase para satisfacer los legados y las cargas de U 
herencia, podrá hacerlo en Italia, á pesar de que el arL 908 ^el 
Código civil sanciona que sólo está autorizado para vender los 
bienes muebles. Cierto que para proceder legalmente & la venti, 
debe atenerse á las reglas expuestas para hacer declarar ejecu- 
torio el testamento, y observar todos los rBíminit.na nroniriti» 
por nuestra ley para la legalidad y pubticid 
respecto á los herederos, el acto debe co 
todo lo que se refiere al derecho del alba 
la venta, siempre que sus facultades se con 
la ley extranjera ó concedidas por el testi 
dicha ley. No encontramos, en efecto, ninj 
público para limitar en este particular las 
bacea, dependientes de la ley extranjera. L¡ 
lo tanto, considerarse eficazmente realizadi 
rente de los inmuebles hereditarios enajena 

1.SC8. Laurent, discutiéndola caest 
puesto, sostiene, en principio, que como e 
dad debe determinarse y regirse por la lex 
Código francés (articulo 644), . el propietai 
absoluto, salvo las restricciones y prohibic 
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dor juzgae convenientes establecer, siendo los herederos propie- 
tarios de los inmuebles desde el momento en que se abre la su- 
cesión, debe ponsiderarse de interés público que estd derecho 
de propiedad no sufra otras restricciones más que las sanciona- 
das por la ley territorial, y que por lo mismo que el Código ci- 
vil francés no. concede otra facultad al albacea que la de provo* 
car la venta de los bienes muebles (artículo 1.031), no se podrá, 
en virtud de la ley extranjera^ modificar las condiciones de la 
propiedad inmueble en Francia. El insigne jurisconsulto citado, 
pone la cuestión bajo un punto de vista que no nos parece eti- 
teramente exacto, esto es, si las restricciones al derecho de pro* 
piedad deben regularse por la ley territorial ó por la ley ex- 
tranjera (1). 

Puesta la controversia en estos términos, también nos- 
otros admitimos, en principio, la autoridad de la lex rei süae. 
En el caso que se discute, sin embargo, no se trata de decidir 
qué ley debe regular las limitaciones del derecho de pro* 
piedad, sino la validez intrínseca y eficacia de la disposición 
testamentaría, y sus efectos jurídicos en lo que el de cujus haya 
dispuesto acerca de los bienes de su propiedad. Considerando 
que la ley de la sucesión ha de determinarse conforme á la na- 
cionalidad del de cujus, y que por ella se regulan la validez y 
eficacia de las disposiciones testamentarias y sus efectos jurídi- 
cos, se deduce la aplioabilidad de la ley extranjera, para deter- 
minar los efectos jurídicos de toda disposición de última volun- 
tad, incluso aquella en que el de cujm üombró albacea para los 
bienes hereditarios de cualquier naturaleza, que sean, por lo que 
no es procedente atenerse á los principios que regulan las limi- 
taciones del derecho de propiedad. 

La teoría de Laurent puede sostenerse únicamente dentro 
del sistema adoptado por el Código francés, que atribuye autori- 
dad absoluta á la ley del Estado, en lo que se refiere á la suce- 
sión de los bienes inmuebles de un extranjero. En tal sistema. 



(1) Laurent, Droü civil int, tomo VI, núm. 110, pág. 163; confrón- 
tese Cass. francesa, 19 Abril 1859 {Jounial du Palaisy 1860, pág. 446, 
y la nota y llamadas en la misma). 
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también nosotros qae el albacea extranjero no podría 
»s inmuebles en Francia, en el caso, por ejemplo, de 
in española, aunque el de cujua, fundándose en el ar- 
del Código español (a), le haya concedido la facultad 
r una parte de los inmuebles, silos muebles do fueran 
para satisfacer los legados j las cargas de la faeren- 
ar de esto, admitimos, do por las razones aducidas 
it, sino por el principio general de que en el sistema 
ranees la sucesión inmueble será regida por la ley 
lue ésta regulará las atribuciones del albacea, res- 
inmuebles hereditarios existentes en Francia. 
. Por lo que se refiere á los efectos del testamento, 
lición de las disposiciones en faror de loe legatarios á 
ersal ó particular, conviene tener presente, en gene- 
reguladora de la sucesión, para determinar cómo han 
rse las cargas de la herencia, j cómo y cuándo nace 
leí legatario respecto al heredero; si conforme á dicha 
está obligado á exigir á éste la posesión de la cosa 
no puede pretender que se le satisfagan los frutos j 
íes más que desde el dfa en que se entable la de- 
icial (1], habrá de estarse á cuanto dispone la ley re- 
Sn de que el legatario pueda tomar posesión de la 
i, será preciso someterse á lo que disponga la ley del 
e se halle dicha cosa en aquel momento, 
icho de pedir la posesión 6 la entrega de la cosa le- 
determinación de la persona á quien debe dirigirse la 
orno son relaciones que se derivan de la sucesíÓQ, 
neterse á la ley por que se rige la misma, y se puede 
or lo tanto la autoridad de U ley nacional del de 
1 sistema en que tal ley se considera como reguladora 
lión; pero si en ello no hay interés alguno por parte 

n eete artículo, los albaceae testamentarios tendrán to- 
iltadee que expresamente les ha;a conferido el testador 
ontrariaa á las lejes. 

r. Código civil italiano, arta. 863 y mi; francés, 111 y 114; 
} y 885; portugués, 1.838; holandés, 1.006; chileno, 1-232 
ejicano, 3.420 y 3 427. 
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de la soberanía territorial, cuando, por el contrario, SA trate de 
ordenar la toma de poseBÍÓn 6 la entrega de la cosa legada, re- 
sulta claro que esto debe depender de la ley en vigor en el lugar 
donde se veiifique la toma de poBesión & la acción .encaminada 
á obtener la entrrga de la cosa legada. 

1.«CS> Por consiguiente, en el caso de sucesión francesa, 
incluso el legatario á titulo universal, debe conatdemrBe obliga- 
do á pedir á los herederos reservatarios, y á falta de éstos & los 
legatarios, la entrega (1), aun cuando tal obligaCióa no se im- 
ponga por la te; italiana más que al legatario. Ed este punto 
no existe interés alguno en desconocer la autoridad de la ley 
nacional del de cujus, reguladora de la sucesión. Sin embargo, 
debe el legatario é titulo universal, que quiera obtener la dili- 
vrance por los herederos reservatsrios, subordinarse á cuanto 
prescribe la ley italiana para la ejecutoriedad de los testamea- 
tos extraojeros. Lo mismo debe decirse del legatario á titulo 
singular que intente tn Italia que se le ponga en posesión de la 
cosa legada. 

Si se tratase, por el contrario, del legatario universa] lia- 
mado á suceder pur testamento en el caso en que qp haya here- 
deros reaervatarios, según la ley francesa, se verificaría la eai- 
sine de pleno derecho, conforme al articulo 1.006; sin embargo, 
como en virtud de la disposición sancionada en el articulo 1.008 
el legatariu universa), pura ser puesto en posesión, en el caso & 
que nos referimos, está obligado á obtener la orden que el Pre- 
aidente dicte í su requerimiento, tal orden, indispensable cuando 
se trate de la sucesión abierta en Francia, debe declararse eje- 
cutoria en los términos que fija la regla 'sancionada en el Código 
italiano de Procedimientos respecto & los actos judiciales extran- 
jeros que bao de ser ejecutados en el reino. Si se tratase, por 
el contrario, de una sucesión francesa abierta en Italia, teniendo 
en cuenta que, según el Código francés, la aaisine se verifica de 
pleno derecho respecto al legatario universal en el momento de 
la muerte del testador, y que conforme á la ley itahana no se re- 
quiere orden alguna del Magistrado para dar posesión & aque- 



(1) Art. 111 del Código francés. 
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lloB que de pleno derecho 
tarfn ni la instancia ni la 
de posesión debe regirse ] 
Por las miatnaB razón 
legatario que intentase hi 
traiijero, no sólo debería 
legada con arreglo & cua 
articulo 863, sino que si i 
Ibb cosas muebles objeto 
pío, depositados en una c 
techo en un testamento s 
lo que dispone la ley fran 
auténticos extranjeros, oí 
S6 prescriben. Guando, f 
Qii testamento ológrafo 6 
sucesión se abriese en ] 
Francia la autoridad de 
ria, el legatario deberla 
saocionada en e) articul 
obtener la ej^utoríedad 
En los casos que hei 
si el Tribunal extranjero 
moito hecho en el extn 
acto, 6 la minuta de dicb 
!.•••. Se puede i 
ordene se exhiba para i 
mentó becbo ante Not 
embargo, merced al prin< 
los Tribunales extra^jei 
extranjera sólo pueden 
declarado ejecutorios), c 
;fl8 del pais en que han 
las prescripciones de la 
todia de los actos otorgí 



(1) Confr. Caes, france 
1, pág. 424). 
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•ejemplo, dispone qae el Notario do puede entregar á nadie el 
original de los actos y no está obligado á presentarlos 6 depo- 
sitarlos más que en casos y forma determinados por la ley (1), 
entre los cuales no se encuentra, ciertamente, la orden del Juez 
extranjero. Sin embargo, el Notario puede librar copia autén- 
tica del documento, que cuando no se impugne como falsa, equi- 
vale al original. Se puede también hacer una fotografía para 
reproducir la firma y el escrito. De todos modos, no debe sos- 
tenerse la absoluta necesidad de exhibir el original del acto 
para fines judiciales, y compete al Tribunal tomar las medidas 
necesarias para llegar á tener conocimiento exacto del testa- 
mento, respetando las disposiciones de la ley local. 



(1) Art. 55 de la Ley del Notariado, texto úníco> 25 Mayo 1879 (a). 

• 

(a) No menos rigurosa es la Ley del Notariado de 28 de Mayo de 1862, 
vigente en España, pues su art. 82 dispone que ni la escritura matriz ni 
«I libro protocolo podrán ser extraídos del edificio en que se custodien, 
ni aun por decreto judicial ni orden superior, salvo para su traslación al 
archivo correspondiente y en los casos de fuerza mayor. Sólo podrá ser 
desglosada del protocolo la escritura matriz contra la cual aparezcan in- 
dicios bastantes para considerarla cuerpo de un delito, precediendo pro- 
videncia judicial y dejando testimonio literal con intervención del Mi- 
nisterio fiscal. 



CAPITIILO XIV 



De %m herenela i^aesnte* — Saeesl^n del Kmtmá^ 



1.6S7. De la herencia yacente: medidas de conservación. — l.ttS» Carador 
nombrado á la misma por el Juez extranjero. — l.tt29» R^las para el 
ejercicio de sus facultades. — 1.680. Si las atribuciones del curado: 
extranjero pueden ser desconocidas por completo en Francia. — 1.6SI. 
Derechos del Estado á la herencia vacante. — 1.682. Si es un dereoh' 
hereditario. — 1.688. Teoría de los jurisconsultos franceses y de Lác 
rent. — 1.684. Opinión de los jurisconsultos italianos. — 1.685. Nuestrs 
opinión. — I «686. La presunta voluntad del de ct^W no pnede «r 
decisiva para determinar el derecho sucesorio del Estado. — t.üi. 
La ley que atribuye al Estado la herencia vacante tiene el caráct^ 
de estatuto real y debe aplicarse incluso á los bienes muebles. — 1.68$. 
Ley que debe regular el estado de caducidad. — 1.689. Derecho de. 
extranjero que reclame la herencia contra el Fisco que se encuentre 
en posesión de los bienes.— 1.640. La cualidad de sucesor, ¿debe ests 
blecerse en conformidad con la ley territorial, según afirma la Audien 
cia de Rennes? 

%M9^. Siempre que se abra la sucesión y no se presente 
nadie á reclamarla, ó sea desconocido el heredero 6 los conocidos 
hayan renunciado á ella, la herencia se considerará yacente. Tai 
situación produce un estado jurídico de previsión, en el sentido 
de que se interrumpe transitoriamente el ejercicio de todo de- 
recho sucesorio y la aplicación de las reglas á que se Bubordins 
la sucesión hereditaria, hasta tanto que se compruebe, ]& in- 
existencia de personas que en calidad de herederos legítimos ó 
testamentarios puedan ostentar su derecho como sucesores, j 
en tanto que el Estado, á consecuencia de esta ialta, no pid¿ 
recoger la herencia; sólo por sí se presenta alguien con derecho 
para reclamarla. 
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Los legisladores han reglamentado esta situación, sancionan- 
do disposiciones para proveer á la administración y conserva- 
ción de los bienes hereditarios y á la tutela de los derechos de 
todos los que puedan tener interés en la herencia. Ordinaria- 
mente se nombra en tales circunstancias un curador, á requeri- 
miento de persona interesada, ó de oficio {1). En el caso de que 
la herencia proceda de un extranjero, los cónsules del E>tado 
á que pertenecía el difunto, están llamados & provocar las me- 
didas de conservación (2), en conformidad con las reglas esti- 
puladas en los tratados. 

Resulta evidente que, en tales circunstancias, tratándose de 
medidas de conservación que tienen el carácter de actos de pre- 
visión y de policía social, es necesario someterse á la ley vigen- 
te en el país donde se haya abierto la sucesión, y donde venga á 
realizarse el hecho jurídico que hace aplicables las disposicio- 
nes sancionadas por el legislador territorial en interés gene- 
ral (3). 

1«II198« En estos casos pudiera nacer alguna dificultad en 
la hipótesis de que abierta la sucesión y declarada yacente, se 
nombrase curador conforme á la ley local, y los bienes he- 
reditarios estuviesen situados en distintos países. Se dudaría 
en tales circunstancias, si el curador, merced á las facultades 



(1) Código italiano, art 890; francés, 811; español, 1.020; portu- 
gués, 1.010 y 1.838; holandés, 1.172 y 1.176; germánico, 1.960; anstria- 
co, 812; chileno, 1.240. 

(2) Advertimos que los tratados que regulan el ejercicio de las 

¿atribuciones de los Cónsules respectivos, cuando los herederos estén 

^asentes ó no sean conocidos, no tienen aplicación en el caso de 

hierencia yacente ó vacante. Cuando surja el derecho del fisco, que 

oomo diremos á continuación, nace en el caso de que la sucesión 

esté vacante, debe cesar la aplicación de dichos tratados, supuesto 

que éstos tienen por objeto velar por los derechos sucesorios que 

oompeten á los ciudadanos y no puede atribuirse al Cónsul la 

£¿i.ciiltad de realizar actos de imperio en el caso de la herencia ya- 

o^rite, y mucho menos, por lo tanto, actuar en nombre del Fisco del 

£^0tado que representan. Véase § 1.614-15. 

(3) Confr. Rolin, Frinc. de Droit int. prtvé^ tomo II, § 763; Weiss, 
X^^r'oit int. privéf tomo IV, pág. 668. 

Dbbbcho int. priv.— Tomo VI 12 
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que le corresponden con arreglo á la ley, podía proceder á rea- 
lizar actos de administración y conservación de los bienes here- 
ditarios existentes en los países extranjeros. 

En virtud de los principios generales aplicables á los que 
administran por consecuencia de mandato quo se les ha confe- 
rido, es admisible que, debiendo el curador de la herencia yacente 
considerarse como investido de la administración de la heren- 
cia, mediante el mandato que le confirió el poder judidal^y 
como representante de los interesados en la sucesión, esté 
autorizado 'para realizar en tal concepto los actos de conserva- 
ción y de administración donde quiera que existan los bienes, 
ateniéndose á la ley local solamente para el ejercicio de las fa- 
cultades que le competen. Tal regla no puede, ciertamente, con* 
tradecirse en el sistema de leyes que considera el patrimonio 
como un universtíds, sin distinguir las diferentes localidades eo 
que be encuentran los bienes hereditarios y su naturaleza. En 
este sistema legislativo no se puede desconocer que el mandato 
conferido al curador como administrador de los bienes heredi- 
tarios será eficaz en cualquier parte que se encuentren los bie- 
nes del de cujtis, y que para los actos de. la administraciÓD se 
deberán aplicar las reglas á que se sujeta el ejercicio de las fa- 
cultades de los administradores extranjeros^ Tratándose de 
mandato judicial, se necesitará, en cuanto á la ejecución del 
mismo, respecto á los bienes hereditarios existentes en el Esta- 
do, aplicar las mismas reglas que se aplican á los caradores 
nombrados por el Juez extranjero, oomo sucede en el caso de 
fallecimiento (1). 



(1) £1 Tribunal civil del Sena dice en su sentencia del 2r* de 
Abril de 1892: c Cuando una sentencia extranjera emanada de la 
jurisdicción graciosa nombrando administrador para una deter- 
minada sucesión, no se exhibe en Francia más que como docnnien* 
to destinado á hacer constar la atribución de una cualidad, y sin 
que el que la invoca pretenda usar de ella para constituir nna 
obligación cualquiera, esta sentencia puede ser tomada en cor si 
deración, sin haber sido previamente puesta en condiciones |>3ra 
hacerla ejecutoria en Francia». Sena, 29 Abril 1892 {Journal de jr>r.i/' 
int. privé, 1892, pág. 684). 
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La dificnltad mfis grave nace en el sistema qne somete la 
-sucesión inmobiliaria & la lex rei sitae, considerándola, por con- 
siguiente; como una sucesión aparte, como ocurre en el sistema 
aceptado por la jurisprudencia francesa. Desapareciendo en tal 
sistema el justo concepto de la unidad del patrimonio heredita- 
rio, se deriva que á causa de tener que mirar la sucesión inmo- 
biliaria como aislada j distinta, no se puede reconocer al cura- 
dor nombrado por el Juez extranjero, en conformidad con la 
•ley personal del de cujtM, y, por consiguiente, no es admisible 
que llegue á ejercitar las facultades que le han conferido sobre 
•los inmuebles existentes en el territorio del Estado. 

t.lll99* Los Tribunales franceses han sostenido, en gene- 
(ral, que los administradores nombrados por Juez extranjero, 
aun cuando lo estén para la liquidación de la sucesión por el 
tribunal del lugar donde ésta se abre, pueden ejercer sus facul- 
tades solamente para administrar los bienes muebles del de 
cuju8j y que en el caso de que el difunto poseyese bienes in- 
muebles en Francia, compete exclusivamente á los Tribunales 
franceses el derecho de designar el administrador (1). 

Teniendo en cuenta tales principios, será necesario admitir 
que en el sistema de leyes tot haereditates quod territoria con- 
viene atenerse á la lex rei siic^e para la administración y con- 
servación de los bienes inmuebles hereditarios existentes en el 
EstadO; y que, como consecuencia, el curador nombrado por 
el Juez del lugar donde se haya abierto la sucesión declarada 
yacente, puede ejercitar sus facultades solamente en lo que se 
refiere á la fortuna mobiliaría del de cujus, y hacer valer con 
este fin el mandato judicial que se le ha conferido, con tal de 
^ue no se haya de proceder en virtud del mismo mandato á actos 
ejecutivos. 

1*^80« El Tribunal del Sena, en su sentencia de 6 de 
J'unio de 1894, establece que el curador nombrado legalmente 
por el Juez extranjero para una herencia vacante, debe consi- 






(1) Confr. Trib. del Sena, 12 Mayo 1891 {Journ. de Droit intem. 
privé, 1892, pág. 487), y Champcommunal, De la succession^ pág. 667 
¡y siguientes. 



£ 
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derarae sin facultad, aunque i 
nee muebles existentes ea Frai 
dándose en el concepto de atril 
qnirír la herencia vacante sin 
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Tal sentencia ha dado lug 
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por rigurosamente exactos (2) 
continuación, que competa at '. 
herencia vacante, y veremos cal 
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^ercite su derecho á reclamaj 
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ta vacante por no existir nadie 
Ed resumen, cuando la berenci 



(i; Trib. del Sena, 6 Junio 1 
página 138). 

(2) Confr. Weias, Broil int. pr 
la nota á la citada sentencia d 
citado. 
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4ada á reclamarla; pero hasta que tal derecho no se haya ejerci- 
tado, ha de considerarse yacente. Tal situación de cosas no cesa 
más que en el momento en que el Estado^ en atención á que 
iiadie la reclama como sucesor, solicita, que se le adjudique la 
iierencia. Entonces es cuando únicamente la existencia del cu- 
rador es incompatible con el derecho del Estado, y deben apli- 
cársele las disposiciones que regulan la sucesión de éste y que 
seguidamente damos á conocer. En el intervalo, como aun no se 
ba probado que no exista alguien con derecho á la herencia, y 
"tal estado de cosas es provisional (no pudiendo cesar mientras 
no prescriba la facultad de aceptar la herencia, correspondiente 
-á las personas que serían llamadas, según la ley reguladora de 
la sucesión, á reclamarla), no hay más que una presunción de 
caducidad, y por consiguiente, se le deben aplicar las reglas que 
conciernen á la sucesión hereditaria, no ya aquéllas que regu- 
lan el derecho que corresponde al Estado cuando éste se pre- 
.^enta á recoger la herencia por falta de todo sucesor. 

1.II81* Pasemos ahora á examinar en particular cuál es 
la naturaleza de este derecho que compete al Estado, y cuáles 
son las reglas á que ha de someterse su ejercicio. 

El derecho del Fisco á reclamar y adquirir la herencia va- 
deante, se encuentra generalmente reconocido en las legislaciones 
•de los diversos países. En el Derecho romano, tal principio es- 
taba establecido en la ley lY del Código, que dice así: tVacan- 
4ia mortuorum bona tune ad fiscum jubemus transferriy si nullum 
-ex qualibet sanguinis linea, vel juris titulo legitimum rdiquerit 
intestatus heredetm^ (1). 

El legislador italiano sanciona tal derecho en el artículo 768 
4]el Código civil, que dice: cA falta de las personas llamadas á 
suceder conforme á las reglas establecidas en las secciones 
precedentes, la herencia pasa al patrimonio del Estado». Tal 
derecho se halla reconocido en las leyes de los demás países. El 
dódigo francés, después de haber determinado todos los que 
{>ueden suceder, dispone en el artículo 768: cA falta de cónyuge 



ipQ Libro X, título X, De Bonis vacantibus. 
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«upérstite, la herencia se adjudica al Estado». £1 legislador 
austríaco se expresa también asi en el articulo 760: cSi ni aa& 
el cónyuge vive, la herencia; comp patrimonio falto de herederos^ 
corresponde al Fisco ó á las personas que, en virtud de las leyes 
políticas, tienen derecho á tomar posesión de las cosas vacan- 
tes» (1). 

1*II819* La controversia que nace con motivo de esÉe 
derecho que se concede al Estado, consiste principalmente en 
determinar su naturale¿a. ¿Es este un derecho hereditario? La 
herencia declarada vacante por la falta de sucesor, caaado d 
Estado la reclama y se le adjudica ¿la adquiere á título de 
heredero? ¿Se hace por tales circunstancias heredero legal? 
La mayoría de los jurisconsultos italianos lo considera como 
tal y admite que el Estado, que hereda á fialta de sucesores, 
adquiere el patrimonio del de cujus, jure haeredüario (2). £i 
Estado, dice Bicci, no ocupa las particulares cosas hereditarias 
consideradas aisladamente, sino que obtiene un patrimonicv 
teniendo; por consiguiente, la representación de la persona de) 
de cujus^ y estando obligado á satisfacer las obligaciones per- 
sonales contraídas por el difunto (3). 

De aceptar tal concepto se deriva una consecuencia muy 
importante en el sistema consagrado por la legislación italiana, 
que considera la sucesión extranjera sometida 4 la ley na- 
cional del de cujus^ es decir, que en virtud de la máxima san- 
cionada por el artículo 8.^ de las disposiciones generales, si la 
sucesión declarada vacante pertenecía á un extranjero, & falta 
de sucesores debe considerarse llamado & recogerla el Elstado 
extranjero en conformidad con cuanto dispone la ley nacional 
del de cufuSj y no ya el Estado italianO; dado que aquí se en- 
cuentren los bienes hereditarios faltos de sucesor. Así, en ^ecto^ 



(1) Conír. Código español, artículo 956; portugués, 2.006; bolas 
des, 879 y 920; de Zarich, 905; germánico, 1.936; de Chile, 99ó; de 
Méjico, 3.575 y 3.634. 

(2) Véase Gianturco, Del diritto delle successioni, lección XV. 

(3) Ricci, Corso di Diritto civile, tomo III, § 80. Confr. Boraañ. 
JSuir artícolo 758, § 1.625 
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opinao GiaDtnrco (1), Bicci (2), Pacifici-Mazzoni (3), Bor- 
6ari (4) y otros. 

Nosotros hemos sostenido una opinión diversa, admitiendo 
que el fisco no sueede á títalo de heredero, sino porque 
las cosas sin dueño, deben atribuírsele j ser adquiridas por 
el Estado en cuyo territorio se encuentran (5). De dicho 
principio se desprende consecuencia distinta de la deducida por 
los otros jurisconsultos italianos, esto es, que en el caso de su- 
cesión extranjera sin sucesores, mientras no se pruebe, en con- 
formidad con la ley nacional del de cujus^ que existe un sucesor 
llamado á recogerla, debe atribuirse al Estado italiano, si en éste 
se encuentran los bienes hereditarios, y no ya el Estado ex- 
tranjero de que era ciudadano el de cujas. 

1.II88. Los jurisconsultos franceses (6) que han examina- 
do y discutido esta controversia, encuentran argumentos más 
decisivos para sostener la misma tesis, fundándose en las «[ispo- 
sidones del Código civil de su paSs, y en los principios consa* 
grados por la jurisprudencia en materia de sucesión extranjera. 
Bn efecto, el articulo 539 del Código francés, sanciona de un 
modo general que todos los bienes vacantes y sin dueño, y todos 
los de las personas que mueran sin herederos; ó de aquellas 
cuyos sucesores las hayan abandonado, pertenecen al Pisco. Este 
principio se encuentra también confirmado por el articulo 713, 
que dice asi: «Los bienes sin dueño pertenecen al Estado». Los 
mencionados tratadistas han tenido justamente en cuenta la dis- 
posición sancionada por el articulo 768: «A falta de cónyuge 



(1) Lugar citado. 

(2) Lugar citado. 

(3) Ddle succeisioni, i. 1, § 224, pág. 478. 

(4) §1.626. 

(6) Flore, Dr, int, prívalo, ^ 402, Florencia, 1869. 

(6) Confr. Demolombe, Traite des success,, t. II, § 177 y siguientes; 
Zachariae, Corso di DiriUo cimUy § 606; Weís, ob. cit., t. IV, pág. 664; 
Despagnet, 3.» edición, nóm. 366, pág. 687; Renault, Journal de Droit 
¿ni. privé, 1676, pág. 428; Champcommunal, Etude sur la success., 
p4g. 373; Laurent, Droit int. civil, t. VI, § 266; Rolin, t. II, § 742. En 
sentido contrario, véase Antoine, De la succession en Droit int, privé, 
núm. 81, pág. 91. 
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supérente, la herencia se adjudica al Estado»; como consecaeii' 
cia del principio consagrado en los citados artículos, sostenien- 
do; pócelo tanto, que como la ley no dice que el Estado hereda, 
sino que adquiere la sucesión á falta de sucesores, así el funda- 
mento de tal adquisición consistirá en el derecho que compete 
al Estado para ocupar los hienes que carecen de du^o. Dichos 
jurisconsultos encontraron un válido apoyo de su tesis en las 
discusiones que tuvieron lugar cuando se trató de explicar los 
motivos del derecho atribuido al Estado. Portalis, en efecto, 
así se expresaba en los discursos preliminares del proyecto de 
Código civil: cEl derecho del Estado sobre las herencias que 
nadie reclama, no es un derecho hereditario, sino un simple de> 
recho de administración y gobierno» (1). El orador del Tribu- 
nado asi decía: cEl Fisco recoge las herencias á las cuales na- 
die tiene derecho, por la razón de que lo que no pertenece á 
ningún individuo, pertenece al cuerpo social que representa la 
universalidad de los ciudadanos. Poseyendo en provecho común, 
previene los desórdenes que ocasionarían las pretensiones de 
los que se esforzaran en ser los primeros ocupantes de una su- 
cesión vacante» (3). 

Laurent, refiriéndose á los motivos en que se funda el de- 
recho del Estado á adquirir las sucesiones vacantes, y conside* 
rando que aquéllos determinan su naturaleza, sostiene, por con- 
siguiente, que la ley que rige este derecho tiene el carácter de 
estatuto real, y atribuye al Estado, en cuyo territorio se encaen* 
tran los bienes vacantes de sucesión, la facultad de adquirirlos, 
sin hacer distinción entre la sucesión mobiliaria y la inmobilia- 
ria, porque el Estado los adquiere como bienes vacantes (3). £1 
insigne jurisconsulto excluye, por lo tanto, que el Estado firan- 
cés pueda reclamar los bienes de un francés existentes en Italia. 
cLa negativa es cierta, dice. Desde luego, el pretendido dere- 
cho del Estado, no es un verdadero derecho hereditario; A ar- 
tículo 768 no dice que el Estado sucede: dice que la sucesión la 



(1) Locré, tomo I, pég. 182, Discours préliminaires, núm. 94. 

(2) Simeón, DUcours, núm. 27; Locré, t. V, pág. 137. 

(3) Confr. lugar citado, §§ 256 y 257. 
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adquiere el Estado. ¿Bajo qué título? Los oradores del Tribu- 
nado y del Oobiemo acaban de decírnoslo: es por la aplicación 
del principio de que los bienes sin dueño pertenecen al Estado» . 
En el sistema de la legislación francesa, la solución de la cues- 
tión propuesta no presenta, en verdad, graves dudas, sobre todo 
respecto & la sucesión inmobiliaria; supuesto que como todo lo 
que á e]la se refiere tiene el carácter de estatuto real; no se 
podría de ningún modo alegar que, aun en la hipótesis de que 
el Estado extranjero fuese admitido á adquirir la herencia, á 
título de heredero, tal ley dejaría de desplegar su autoridad en lo 
-que se relaciona con los inmuebles existentes en Francia, porque, 
en principio, debe aplicarse la ley francesa para determinar el 
orden de los sucesores respecto & los inmuebles hereditarios. La 
cuestión nacería solamente respecto á la sucesión mobiliaria, 
])ara la cual se admite, en cierto modo, la autoridad del estatuto 
personal; y por lo tanto, se podría sostener que el Estado ex- 
tranjero puede asumir el derecho de reclamar los muebles del 

de cujus existentes en Francia, á falta de sucesores, dado que 

• 

según la ley personal de éste, pudiera ejercitar tal derecho en 
calidad de heredero suyo. No obstante, tratándose de la suce- 
sión familiar, el derecho del Estado extranjero se considera ex- 
cluido en Francia, aceptando ]a máxima de que la soberanía 
territorial adquiere la sucesión vacante de sucesores á titulo 
universal, y en virtud de su derecho soberano, que se aplica 
siempre á toda cosa que se encuentra sin dueño en el territorio. 
Este principio ya acogido por la jurisprudencia (1), se halla de- 
cididamente confirmado en las instrucciones de la Dirección 
general del Registro y del Fisco de 10 de Octubre de 1878 (2). 
1*C84. La cuestión propuesta, da lugar, á su vez, á una 



(1) «Los bienes que deje en Francia un extranjero muerto sin 
parientes dentro del grado en que pueden ser sucesores, ni hijos 
naturales, ni cónyuge snpérstite, pertenecen, no al soberano del 
país del extranjero, sino á Francia por derecho de soberanía». Au- 
iiencia de París, 15 Noviembre 1833 {Journal du Pal, 1833, t. XXV, 
pág. 942), y Bárdeos, 12 Febrero 1862 {Dalloz, 54, II, pág. 154). 

(2) Véase la citada instrucción en el Journal de Dr, int. privép 
1879, pág. 321. 
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grave discusión en el sistema seguido por el legislador ita&r 
no, y por los de aquellos otros países que reoonocen, rn- 
pecto á la sucesión, la autoridad de la ley personal del de cujisi 
y tanto más, si se considera que el legislador y la jurisprudendi 
italianas han sido liberales y espléndidos admitiendo la aplica- 
eión de las reglas generales, sin restricciones de reciproci- 
dad (1). 

Los jurisconsultos italianos han considerado qae, como i 
artículo 8.^ de las disposiciones generales determina qoe lai 
sucesiones legitimas y testamentarias han de reblarse por i 
ley nacional del de cujus, tanto en cuanto al orden de sooeder. 
como en la medida de los derechos sucesorios, cualquiera qot 
sea la naturaleza de los bienes y el país donde se eocnentreE 
situados, asi la herencia de un extranjero que muera en Itabí 
sin sucesores que tengan derecho á reclamarla y á adqniririft. 
debe pasar al Estado de que el causante era ciudadano, cusbIc 
conforme á su ley nacional esté llamado á recoger la bereocii 
vacante. Dicen estos tratadistas, que del mismo modo qse b 
sucesión se rige por la ley nacional del de cujus^ todo ddfc^ 
ser regulado por dicha ley y suceder el Fisco del pais del de cujus, 
sin preocuparse de la circunstancia de que por tal proceí- 
miento un Estado extranjero puede llegar á ser prspietario de 
una porción más ó menos considerable de bienes existentes es 
el territorio italiano, supuesto que el Estado extranjero ne sí* 
cedería, ciertamente, como ente político, sino á título ¡Mirado. 
y teniendo presente que, según la ley, no^ está prohibido á Ids 
Estados extranjeros adquirir á título privado la propiedad it 
los bienes existentes en Italia (y en efecto, son propietarios, ta. 
veZ; de los palacios de las embajadas ó consulados y quisas de 
otras propiedades adquiridas por ellos), por lo que nada ps€d« 
impedir que adquieran los bienes como sucesores del de euj^' 
Considerando; por otra parte, que la sucesión, á £alta de dispo- 
siciones de última voluntad, recae según la presunta táeita to- 



(1) Confr. Orsini, La auccessione nei heni vacqnti ¡asciaii á^T' 
péroaderi in Italia, en el periódico La Leggt, 1891f vol. I, pág. 717 j 
siguientes. 
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luntad del de cujus, no se puede suponer que el extranjero, cuan- 
do muere sin herederos, desee que sus bienes los adquiera el 
Estado donde se encuentren, con preferencia á aquél de que él 
era ciudadano (1). 

1 «saft* Nos parece que el defecto principal de toda la ar- 
gumentacién consiste en que se quiere suponer que el Estado- 
adquiere la herencia ytire hciereditario^ siendo este precisamente 
el punto en que estriba la discusión j Es cierto que si el Estada 
pudiese asumir la condición de heredero, su derecho á adquirir 
los bienes hereditarios en .virtud de la disposición sancionada 
por el artículo 8.^, seria incontroTertible. No se podría contra- 
decir su capacidad, puesto que el Estado, no como ente políti- 
co, sino como persona jurídica, adquiriría los bienes que le co- 
rrespondiesen por sucesión, j por esto nosotros mismos hemos 
sostenido que una disposición testamentaria en favor de un Es- 
tado extranjero debe considerarse efícazy ya que éste puede ad- 
quirir á titulo privado la propiedad de los bienes, en todas las 
formas consentidas por la ley y, por lo tanto, por sucesión, pues- 
to que es uno de los modos de adquirir la propiedad (2). 

Pero, ¿se puede decir con seguridad que el Estado que ad- 
quiere la herencia vacante, lo hace fure haereditario? 

Nosotros entendemos que no puede sostenerse tal doctrina 
sin quebrantar los justos principios. Los caracteres y requisitos 
sustanciales de la sucesión hereditaria faltan, en efecto, cuanda 
la herencia pasa al patrimonio del Estado por no existir perso- 
nas llamadas á suceder. No se puede admitir sucesión heredita- 
ria, conforme á su justo concepto, sin la completa transmisión 
de todas las relaciones personales del de eujus al heredero. La 
sucesión hereditaria no puede limitarse á la transmisión y á la 
adquisición de los derechos en la esfera patrimonial; sino que ha 
de comprender también la continuación íntegra y completa d& 



(1) Véanse, en tal sentido, Gianturco, Delle successione, lee. XV; 
Ricci, Diritto civile^ tomo III, § 81; Pacífici-Mazzoni, Delle successúmiy 
tomo I, § 224; Borsari, § 1.626; Fulci, pág. 81; Lomonaco, Diritto civile 
italiano, vol. IV, § 87. 

(2) Confr. Flore, Controversia tra la Grecia e la Romania, Consulta 
J*ro veritate. Roma, 1894; y véase anteriormente § 446 y siguientes. 
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la persona misma del de cujus que pasa al heredero, no enten- 
diendo esta transmisión en el sentido estricto y riguroso, sina 
más bien, teniendo en cuenta, que el heredero sustituye en U 
representación ilimitada de la persona del difunto á quien sa- 
cede, de lo que se deriva la personal é ilimitada responsabilidad 
de aquél por las deudas hereditarias, therediias nikü aliud tá 
quam mcceasio in universum jus^ quod defunctus habuü^ (1). 

€ Raer es in omne jus mortui^ non tamtum singularem rervm 
dominium, succedit: eum el ea, quae in natninibus sint^ cíd hereám 
iranseanU (2). 

¿Cómo conciliar el concepto de que el Estado sea un Terda* 
dero y propio sucesor loco haerediSy y que no esté obligado al 
pago de las deudas ultra vires? Se aduce que esto se desprende 
de las reglas esenciales de la contabilidad pública, conforme á Us 
cuales el Estado no está obligado á pagar más de lo que reciba, 
ni á efectuar pagos más que con los valores mismos; sin em- 
bargo, puede sostenerse, afirmando que adquiere derechos pa* 
trimoniales en virtud de su poder soberano y en interés de 
todos los' ciudadanos, lo qué conduce á suponer que recoge 
los bienes, no ya como heredero, sino que los agrega á es 
patrimonio merced á su derecho soberano, lo cual lleva á negar, 
por consiguiente, que el derecho que ejercita pueda ostentar el 
•carácter y la naturaleza de hereditario. 

La disposición sancionada por el articulo 8.^ del titulo preli- 
minar, no nos parece aplicable para resolver la contienda. La 
mencionada regla, en efecto, está encargada de regular los de- 
rechos sucesorios pertenecientes á los particulares, los cuales. 
por atribuirse, según la ley, en consideración á las relado- 
nes de parentesco y de familia, con razón el patrio legislador h& 
establecido que deben depender de la ley nacional de la perso- 
na de cuya herencia se trate, cualquiera que sea la naturaleza 
de los bienes y el país donde se encuentren, por el principalísi- 
mo motivo de que, conforme á la naturaleza misma de las cosas, 
debe concederse á tal ley la facultad de regular la transmisión 



(1) L. 62, Dig. De reguL jurts, L. 17. 

(2) L. 37, Dig. De adqairenda t>el omittenda liaereditate^ XXIX, 2. 
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del putrímonio del difanto á las personas consideradas por e) 
legislador con titulo para suceder. Dicha disposición no puede 
ser aplicada en el caso, completamente anómalo, de que, según 
la ley nacional del de cujus, no existan parientes legítimos 6 
descendientes, ni ascendientes naturales ó cónyuge, ni nadie que 
pueda ostentar un título como heredero. Semejante estado de 
cosas constituye un hecho jurídico singular, y conviene conside- 
rar atentamente que, cuando el legislador lo somete á sus pres- 
cripciones, es decir, cuando por faltar en absoluto todo dere» 
cho hereditario por parte de las personas que por sus relacio- 
nes con el de cujus pudieran hacer valer sus derechos á la su- 
cesión, lo regula como tal hecho aislado, y disponer que el pa- 
trimonio del de cujus pase al del Estado^ no hace de tal entidad 
un heredero, sino que, merced á su poder soberano, da destino 
á los bienes sin dueño (1). Inútilmente se sostiene, por lo tantOy 
que la sucesión debe someterse, en tal caso, á la ley nacional del 
de cujusj supuesto que cuando falta el heredero, no existe la 
sucesión, sino más bien un hecho, un patrimonio sin dueño, y 
la disposición que lo regula, debe considerarse fundada en el 
poder soberano del que deriva el derecho de dar destino á lo& 
bienes, con .el fin de prevenir los desórdenes sociales que pudie« 
ran derivarse de un estado de hecho semejante. 

1 ••8S. El argumento de la presunta voluntad del de cujus^ 
no me parece, en verdad, de gran importancia; supuesto que 
cuando el legislador, teniendo en cuenta las condiciones de la. 
íamilia, las relaciones de parentesco y la organización de la 
propiedad según las circunstancias históricas, atribuye á los 
más próximos allegados el derecho hereditario respecto á los 
bienes de la persona muerta sin testamento, 6 decide tal dere- 
cho, estableciendo el orden y la proporción á favor de los pa- 
rientes hasta determinado grado, no lo hace ciertamente miran- 

(1) Pothier sostiene el mismo concepto, y discurriendo acerca del 
derecho del Soberano de apropiarse las cosas á falta de heredero,, 
se expresa de este modo: «£n los varios casos de desheredación, el 
Rey y los altos señores de justicia suceden en los bienes, como bie- 
nes vacantes, y no á la persona >. (Cou, d^Orléans, intr. al tít. XVII,. 
sección VIII, núm. 131). 
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•do la presanta voluntad , sino mAs bien los vínculos de parentesco 
7 el concepto de las relaciones de familia, tal como son enten- 
didas por el legislador mismo, como título de tal derecho; y 
en esto es en lo que debe reconocerse la autoridad de la ley 
del Estado de que forma parte el de cujus y su familia. Lt 
voluntad del hombre, es el título de la sucesión hereditaria res- 
pecto á la sucesión testamentaria, en consideradón & la caal. 
la ley sanciona la última voluntad del disponente. Caando ésti 
falta, el titulo no es la voluntad presunta, sino la relación de 
familia, tal como se reconoce por la ley, y cuando también fslta 
todo nexo familiar, debe entenderse agotada la autoridad de Ia 
ley reguladora de la sucesión legitima de la herencia en rirtud 
de tales relaciones. 

No nos es posible desenvolver más extensamente este con- 
cepto, pero advertimos que la presunta voluntad del de cuja», 
que se considera inclinada á atribuir la herencia al Estado de 
que aquél era ciudadano, con preferencia al en que se encu^H 
tran situados los bienes, con el fin de encontrar en ella el tltiüo 
de la sucesión del Estado extranjero, no puede ser de grande 
importancia, puesto que la presunta voluntad, como hemos afir- 
mado, no es el título de la sucesión legítima. 

Según hemos ya sostenido, la declaración de la herencia va- 
-cante, ó lo que es lo mismo, de aquélla que yace sin que ezisU 
un heredero, ni se espere que haya quien pueda ostentar dicho tí- 
tulo para recogerla (1), constituye por sí un hecho jurídico^ dado 
el cual, nace la necesidad de regularlo por la ley y de determi- 
nar, conforme á ésta, los e|fectos jurídicos que de él se den- 
Tan. El legislador italiano no ha establecido en el Código civil é 
principio consagrado por el Código francés, en su artículo 713, 
respecto á los bienes sin dueño, si bien ha fijado con una dispo- 
sición singular el hecho jurídico de la herencia vacante, dideo- 
do en el articulo 758: cEn defecto de las personas llamadas i 



(1) La distinción entre herencia yacente y vacante, fué estable^ 
-cida así por Fabbro: (^Jacens hereditas, dicitur qiuie heredem nondtm 
hahet, sed haber e sperat. Vacans vero quae heredem nec habet, nec h4iofrf 
■sperat*. 
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suceder; según las reglas establecidas en las secciones preceden- 
tes, la herencia pasa al patrimonio del Estado >• Nos parece 
claro que con tal disposición el legislador patrió no ha sanciona- 
do la adjudicación al Estado tüulo haeredüatisj sino que ha pre- 
visto el destino de los bienes en yirtud de su poder soberano (1). 



(1) No se puede negar que al soberano de cada Estado compete 
el derecho de regular la condición jurídica de los bienes existentes 
BU el territorio sujeto á su imperio: los modos de adquirir y trans- 
mitir: las limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad que co- 
rresponde á los particulares, y el destino de los mismos en el caso 
ie que, tomados singularmente y por sí solos, no sean objeto de 
aingún derecho privado. En tal derecho debe comprenderse tam- 
bién el de hacer que pasen al patrimonio del Estado, cuando exis- 
tan razones de interés público 7 de economía social bastantes para 
justificar dicho traspaso. Para llegar á esto no es necesario conceder 
a Estado una especie de dominio primitivo sobre el territorio y ad> 
mitir que la propiedad privada deba tenerse como una derivación 
de la concesión del soberano territorial, á fin de justificar que han 
ie volver al dominio del Estado los bienes que no pueden poseerse 
k título de propiedad privada. Tal concepto prevaleció en otro tiem- 
po, cuando el título de señor significaba un derecho absoluto, no 
solamente sobre las personas, sino también sobre la propiedad 
\ue constituía el territorio sujeto al señorío. Entonces el título pri- 
mitivo de la propiedad fué el señorío, y como los particulares eran 
propietarios por concesión del señoi:, se admitió el derecho de éste 
i recobrar el dominio de los bienes, siempre que desconocía ó qui- 
taba á los particulares el de poseerlos como propietarios. En esto se 
Candaba el derecho del señor para apropiarse los bienes arrojados 
sobre la costa, en caso de naufragio, y el de apoderarse de los bie- 
nes del extranjero, á quien se le negaba la facultad de transmitir- 
los, y, en general, el de adquirir los del que moría sin herederos 
clentro del territorio sometido al señorío. 

En el derecho moderno no pueden sostenerse los mismos prin- 
cipios; pero no es necesario fundarse en ellos para sostener que el 
soberano territorial, para prevenir los desórdenes públicos y los in- 
convenientes económicos que pudieran derivarse de dejar los bie- 
nes sin dueño, y á fin de proteger del mejor modo posible los inte- 
-eses de la colectividad, puede proveer al destino de los bienes va- 
ciantes y disponer que pasen al patrimonio del Estado. 

Del mismo modo que, para mantener el orden público, el legisla- 
íior rige la condición civil de las personas, el ejercicio de los dere- 
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qne se realiza respecto á los unos y á los otros, subsistiendo el 
acontecimiento con cuya base surge el efecto jurídico de atribuir 
los bienes al patrimonio del Estado^ debe someterse & la regla 
sancionada por el artículo 768. 

La llamada ficción jurídica, en virtud de la cual se «dmite 
que los muebles, tomados en su conjunto, deben considerarse en 
el domicilio del propietario, puede servir para determinar, res- 
pecto á los mismos, la autoridad de la ley del domicilio, siempre 
que no esté en litigio el interés y el derecho de la soberanía 
territorial. Esta, eirefectO; ejerce siempre su imperio respecto 
á los muebles que efectiyamente se encuentran en el territorio 
del Estado, y puede someterles, como les sujeta, á las propias 
leyes, las cuales desplegan, ciertamente, su autoridad respecto 
á las cosas muebles localizadas, cuando se trata de regular los 
efectos jurídicos de la posesión, las acciones reales, las poseso- 
rias, las reivindicatorias, y así sucesivamente. También el 
soberano territorial regula el ejercicio de los derechos respecto 
á los bienes muebles extraviados, perdidos ó vacantes, para 
todo lo cual no existe autoridad en la ley del domicilio, en virtud 
de la ficción jurídica que considera los muebles en el domicilio 
del propietario. 

Respecto á la reglamentación de los derechos sucesorios, es 
admisible, no discutiéndose la soberanía territorial y conside- 
rándose los muebles en el domicilio del propietario, que pueda 
reconocerse la autoridad de la ley personal del mismo )<Hra re- 
gular la transmisión de los muebles á título de sucesión (1). 
Pero todo ello no puede servir para sostener que, á causa de 
tener que considerar los muebles en el domicilio del propieta- 
rio, dado que á su muerte la sucesión se hallase en estado de 
caducidad y que el de cujus estuviese domiciliado en el extran- 
jero, el Estado & que perteneciera ó el en que hubiese estable- 



cí) Confr. Merlin, Répert dejurispr., V, Loi. § 6.0, núm. 3.o; Chabot, 
Commentaire des successions sur Vart 726, núm. 3.o; Duranton, Cours de 
Droit fran^aisy tomo I, núm. 90; Zachariae, Droü civtlf tomo I, § 31, 
página 66; Taulier, Théorie du Code civil, t. I, introducción, p. 67; 
Foelix, Traite de Droit int privé, núm. 61. 

Dbrbcho INT. PBiv.— Tomo VI 18 
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oído su domicilio, pueda adquirirlos á falta de personas lla- 
madas á suceder. Tal concepto se podría sostener si el dere- 
cho que corresponde á la soberanía para adquirir la sucesión 
vacante fuese un verdadero y propio derecho sucesorio; pero 
aceptando nuestro criterio, j considerando la adquisición como 
consecuencia de la soberanía, es natural admitir que tal dere- 
cho no se ejercite por una soberanía extranjera sobre las co- 
sas que se encuentran en el territorio del Estado, aunque seac 
muebles (1). En efecto, no se podría consentir que la sobera- 
nía extranjera ejecutara actos de imperio respecto á los bie- 
nes muebles localizados, y que las leyes extrañas tuvieran auto- 
ridad para modificar las territoriales que rigen el ejercicio de 
los derechos por parte de la soberanía del Estado respecto á 
las cosas que carecen de dueño. 

Tal opinión, que hemos manifestado en la primera ediciÓD 
de la presente obra (2), fué acogida por Buniva (3), quien 8e 
encuentra entre los pocos jurisconsultos que la sostienen, y se 
halla aquélla también adoptada en un dictamen emitido por el 
Tribunal contencioso diplomático. 

1*S8S. "En lo que se refiere á la caducidad, entendemos 
que se debe decidir de conformidad con la ley reguladora de la 
sucesión (que en el sistema italiano es la del Estado á cuys 
ciudadanía pertenecía el muerto), si ésta se ha de considerar 
ó no en aquel estado. Tal disposición de cosas existe sólo 
cuando no hay ni parientes del difunto en grado de suce- 
derle, ni hijos naturales ó cónyuge superviviente que puedan 
ostentar título para adquirir la herencia como sucesores del df 
cujus; y es natural que se decida, de acuerdo con la ley regula- 
dora de la sucesión, si existe 6 no sucesor. Hasta tanto que esto 
no se pruebe, no se puede admitir que venga á menos el derecho 
sucesorio y la aplicación de la ley reguladora de la sucesión. 
Bien es verdad que en el caso de que nadie se presente á recla- 
mar la herencia, como consecuencia de este acontecimiento que 



(1) Confr. París, 15 Noviembre 1833 {Journal du Pal^ 1833); Cass. 
francesa, 28 Junio 1852 (1852, II, pág. 179). 

(2) § 402. Florencia, 1869; Successori Le Monnier. 

(3) De las sucesiones legítimas y testamentarias^ cap. VII. 
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Ua constituye en estado de caducidad, nace el derecho del Es- 
tado á adquirirla y recogerla, no ya como heredero, sino por la 
-falta de personas llamadas á suceder, según las reglas que de- 
ben regir la sucesión. Dado tal he^ho jurídico, el Estado ejer- 
cita su derecho de llevar á su patrimonio los bienes de la su- 
cesión vacante. No obstante, como este derecho suyo nace en 
relación con el hecho jurídico, es claro que no puede existir 
•más que cuando existe el hecho mismo, por lo que cesará 
•desde el momento en que cese el hecho ó sea la caducidad. El 
Sstado no está en la obligación de probar que no hay sucesor; 
basta que exista el hecho, esto es, que ninguno se presente á 
reclamar la herencia como tal. El Estado ejerce en tal caso su 
propio derecho; pero no es definitivo más que cuando se con- 
suma la prescripción de la acción para reclamar y adquirir la 
herencia, perteneciente á las personas á quienes compete el 
derecho sucesorio, según la ley reguladora de la sucesión. 

Si en este periodo de tiempo alguien se presenta á reclamar 
los bienes hereditarios adjudicados al Estado á consecuencia 
de la' caducidad, es natural que, siguiendo nuestro orden de 
ideas, se aplique la ley reguladora de la sucesión para decidir 
si aquel que demanda al Estado la herencia que éste adquirió 
con motivo de 1^ caducidad, puede ó no ostentar el derecho de 
sucesor. Nosotros, por lo tanto, consideramos en principio que 
se debe siempre decidir en conformidad con la ley reguladora 
•de la sucesión, si subsiste ó no la caducidad, sin que se pueda 
decir que somos inconsecuentes (1). 

1*S89« Supongamos ahora qiie el Fisco haya tomado po- 
sesión de los bienes déla sucesión caducada, y que después se 
presente alguien á reclamar como heredero los bienes poseídos 
por aquél. Dos cuestiones pueden originarse en este caso. La 
primera, consiste en saber si el que intenta ejercer la acción en 
calidad de heredero, en contra del Fisco, que se halla en pose- 
sión de los bienes, puede ó no promoverla. La 'segunda estriba 
en decidir la manera de probar y establecer su cualidad de he- 
redero. 



(1) Confr. Antoine, De la successioriy § 79, pág. 89. 



Respecto 4 la prímeFa, couvieue observar que efectuada la 
poBesión de loe bieoes hereditarios por parte del Fisco, se debe 
aplicar la ley territorial para decidir bí éste ha adquirido 6 no 
deñnitivameute, en virtud de la prescripción, los bienes poseídos. 
Hemos demostrado anteriormente que la posesión, tanto de las 
cosas inmuebles como de las muebles, idónea por al para realt- 
zai la prescripción adquisitiva, se rige por la lex rei sitae, y que 
por consiguiente, veriñcándose conforme & eBta ley, debe consi- 
derarse deñnitivamente adquirida mediante la prescripcióa la 
propiedad de la cosa poBeída, é inadmisible toda acción funda- 
da en la ley eztrai^era para atacar la propiedad que legalmente 
se adquirió (1). Por consiguiente, aparecerá claro que, cuando el 
Fisco posea los bienes de la herencia vacante durante el tiempo- 
exigido por ¡a ley del Estado para la prescripción adquisitiva^ 
la acción de petición de herencia deberá rechazarse, cualquiera 
que fuese ta ley reguladora de la sucesión. No se tratarla cierta 
mente de una cuestión entre los sucesores, sino más bien de las 
consecuencias derivadas de la posesión, efectuada haju el impe- 
rio de la lex rei sitae, por lo cual no podfa contradecirse su 
autoridad. 

En cuanto á la segunda cuestión, observamos que, si de 
acuerdo con la ley reguladora de la sucesión pudiera conside- 
rarse prescrita la facultad de aceptar la lierenci: 
á la persona llamada á suceder, la acción d 
tenerse por inadmisible. En efecto, no se tratai 
cripción adquisitiva, sino más bien de la de 
ditario, y aun para ello serla' indispensable ap 
guiadora de la sucesión. Si todo se redujera á 
cualidad de sucesor (2), no nos parece que se p 
que debería entenderse como exclusiva la ley r 
sucesión, y por lo tanto, en el sistema italiano 
autoridad de la ley nacional del de cujits. 

1.040. En lo que se refiere á la segunda d 
propuestas, esto es, cómo ha de establecerse 

(1) Vé; 
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¿eta tan sólo se llegue á pretender que la cnalidad de heredero 
se pruebe conforme & dicha lej, lo cual es anormal, aunque 
lógica consecuencia de considerar diclia ley como regulado» 
de la sucesión inmobiliaria. Pero respecto á la sucesiÓD mueUí 
no se puede, de ningún modo, justiñcat que mientras el deieclio 
sucesorio con respecto á ella deba regularse por la le; perBODal 
del de cujas, cuando se trate de establecer la cualidad de liere- 
dero en contra del Fisco, que se halle en posesión de los bienes 
vacantes, se determiue con arreglo ¿ ta ]ey territorial. Esta 
seria, verdaderamente, la más peregrinit teoría, aun admitiendo 
el anormal sistema. 

Creemos oportuno advertir que el que reclame la hereoaa 
contra el Fisco, puede fundar tal derecho en la lej regnladdrí 
de la sucesión, con arreglo á la cual se atribuye el dereclii) he- 
reditario á los que se encuentren en ciertas relaciones cod el if 
cujus. Ahora, si pretende hacer valer su derecho adncieado ser 
pariente en determinado grado, ó cónyuge Ó bíjo natura), esii 
obligado, sin duda, ¿ probarlo, y esta prueba debe presentarse 
en conformidad con la ley encargada de regir las relaciouea de 
fiunilia. !Eb necesario, por consiguiente, no olvidar, en principio, 
lo que hemos dicho en otro lugar, & saber, que cuando aquél qu^ 
alegue el derecho de suceder, pretenda determinar las relaciones 
jurídicas entre él y e\ de cujus, debe probarlo atendiéndose álo^ 
principios desarrollados anteriormente, respecto á este parti- 
cular (1). 



(1) Véase § 1.4&8 y siguientes. 






CAPÍTULO XV 



De Is división de Is herenei»* 



1.641* La proindivisión de la herencia no puede sostenerse por tiempo 
indeterminado. — 1.642. Diversidad de las leyes que rigen la acción de 
división respecto á las personas que pueden ejercerla. — 1.648. Res- 
pecto á las limitaciones para el ejercicio de la acción. -1.644. Dife- 
rencia sustancial acerca del concepto de la división, es decir, si ee 
traslativa ó declarativa de la propiedad. — 1.645. Conflictos que nacen 
y principios para resolverlos sQgún los jurisconsultos. — 1.646. Concep- 
to de la división según el derecho moderno en sus relaciones con la 
ley que dehe regularla. — ÍM7. Autoridad de la ley en sus relaciones 
con la autonomía de las partes. — 1.648. Eficacia de la convención 
respecto á los bienes hereditarios existentes en el extranjero. — 1.649* 
Limitación del derecho de provocar la división fundada en la dispo- 
sición del testador. — 1.6o0* Ley que regula la capacidad de pedir la 
división. — 1.6S1« Coherederos franceses menores. Autoridad de la ley 
francesa acerca de la división provisional. — 1.II58. Aplicación de esta 
ley á la sucesión de un italiano abierta en Francia. — L658« Efectos 
de la división provisional respecto á los terceros. — 1.664. Derechos 
de los cesionarios á intervenir en la división; carácter de la ley que 
regula la intervención ó exclusión de los mismos. — 1.665. Nuestra 
opinión. — K666. División amistosa: capacidad para su validez. — K667. 
Forma del contrato de división. — 1.658* Controversias que pueden 
nacer cuando existan causahabientes menores. — 1.658* Efectos de la 
división. Acción de rescisión. — 1.600. División hecha por los padres 
y demás ascendientes: carácter de la ley. — 1.661. Nuestra opinión. — 
1.662. División judicial: competencia del Juez. — 1.668. Autoridad de 
la ley territorial.— 1.664* Operaciones indispensables para la división. 
1.665é Formación de la masa: colación.— 1.666. No están de acuerdo 
las leyes que regulan la colación y el modo de entregar la cosa. — 1.667* 
Ley que debe regular la colación. Opinión de Laurent— -1.668. Nues- 
tra opinión. — 1.669. Voluntad del donante y del disponente de eximir 
de la obligación de colacionar, en sus relaciones con la ley que debe re- 
gular tal facultad.— 1.670. Para determinar la voluntad del hombre ee 
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y ^84 del Código civil y también por los de los demás países (1). 
Las razones de pública utilidad en que se funda la necesidad de 
no mantener la indivisión por tiempo indeterminado, explican 
que todos los legisladores estén conformes en reconocer, en prin- 
cipio, que debe considerarse de interés público hacer que cese 
respecto á los bienes hereditarios, reconociendo que á los suce- 
sores se atribuye la acción para pedir la división. 

t.B^90 Sin embargo, son diversas las leyes en diferentes 
puntos. Ante todo no están conformes al designar las personas 
que tienen facultad para ejercitar la acción de división, ni res- 
pecto á las limitaciones que á las mismas se les pueden impo- 
ner en el ejercicio de tal derecho, ó en virtud del convenio espe- 
cial entre las partes interesadas en suspender la división por un 
tiempo determinado, ó merced á la voluntad expresa del de cujus^ 
que haya prohibido á los sucesores proceder á la división de la 
herencia hasta cierta fecha por él establecida ó hasta que se 
realice un acontecimiento por él indicado. 

Así, por ejemplo, el Código civil francés dispone que el ma- 
rido puede, sin el concurso de su mujer, provocar la división de 
loa bienes muebles é inmuebles que pertenezcan á ella por suce- 
sión, cuando caigan en la comunidad, y respecto á los bienes que 
no estén sometidos á la comunidad, el marido puede pedir una dí- 
-visión provisional y provocar la definitiva con el concurso de la 
mujer. Según la ley italiana, por el contrario, la mujer casada 
se considera en general personalmente capaz de ejercer sus pro- 
pios derechos, salvo la necesidad de obtener la autorización 
del marido, en los casos taxativamente determinados en el ar- 
tículo 134 del Código civil. Ahora bien, como en tal artículo 
no está prevista la acción de división por parte de la mujer 
llamada á recoger una herencia, algunos han sostenido que la 
mujer casada puede provocarla, sin necesidad de autorización 
marital, fundándose en el concepto de que la división es sola- 
mente declarativa de la propiedad (2), y que aquélla puede 



(1) Confr. Código español, art. 1.051; portugués, 2.180; holandés, 
art. 1.112; de Zurich, 969; germánico, 2.042; de Chile, 1.317. 

(2) La Casación de Koma, en su sentencia de 9 de Agosto 1877, 
Otpedale ctv. (fi Ptacenza c, Finance, establece que la división de ios 



202 LIBRO V — CAPtl 

adquirir bíd necesidad de antorizat 
no obstante, los que sostienen que 1 
propiedad, y consideran quelaautoi 
nerse como indispensable para la o 
la división, así como lo es para todo 
Itere consigo enajenación de biene 
encuentra también el apoyo de la ju 



bienes inmuebles entre coherederos, s 
te declarativa y no traslativa de la 
j los coherederos pertenecen á distin 
mo de Roma, 1878, pág. 238). Véase t 
29 Julio 187G, Sarzano c. Olivazzi {Leg¡ 
7 Abril 1877, De Bernardia, (Giom. dei 
(1) CoDfr. CasB. Torino, 8 Abril If 
Oldani) y 16 Noviembre 187G {Ann. di 
llavicini). 
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se admitiese el concepto remano, ha d 
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Por lo que se refiere á la división de una herencia que re- 
caiga en un menor no emancipado, el Código francés en el ar- 
ticulo 466, 7 el italiano en el.296; disponen que el tutor no pue* 
de proceder á ella sin autorización del Consejo de familia; sin 
embargo, el Código francés establece que la división de los bie- 
nes que correspondan al menor debe hacerse judicialmente; de- 
termina cómo se debe proceder para realizarla definitivamente, 
y dispone además en el art. 466, que el tutor puede proceder & 
la división provisional sin observar las reglas sancionadas por la 
ley, división que se considerará definitiva si el menor, llegado á 
su mayor edad, no pide su anulación; la jurisprudencia ha esta- 
blecido que los coherederos mayores que hayan tomado parte en 
la división provisional hecha por el menor, puedan aprovecharse 
de la nulidad pronunciada á instancia de éste para pedir que se 
proceda á nueva división entre todos los interesados (1). El Có- 
digo italiano, por el contrario, no admite la división provisional 
provocada por el tutor. 

No nos ocupamos de otras diferencias existentes en laa 
legislaciones de los distintos países, en lo que se refiere á las 
personas capaces de ejercer la acción de división. 

1I.S4M* Kespecto á las limitaciones impuestas por la ley 
al ejercicio de la acción de división, se encuentran también no- 
tables diferencias. Asi el Código italiano establece, en principio^ 
en el articulo 681, que los interesados en una herencia sin 
dividir, pueden válidamente establecer el pacto de permane- 
cer asi por un tiempo que no exceda de diez años. El Código 
francés, por el contrario, estatuye en el artículo 815, que el 
acuerdo de permanecer en la indivisión no obliga más que por 
un período de cinco años. 

Según las leyes inglesas, los coherederos pueden convenir 
en no dividir nunca la herencia; así también lo encontramos 
sancionado en el Código germánico; pero este último añade que 
se puede, á pesar de dicho convenio, pedir la división de la 
herencia cuando existe algún motivo grave (art. 749). 

to puede ser considerado como declarativo^ y bajo otro punto de vis- 
ta, como traslativo, 
(1) Confr. Cass., 5 Diciembre 1887. 
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En cnanto i la limitaci< 
^e la voluntad expresa del 
articulo 984, establece que 
de la herencia entre los het 
menor de edad, y disponer 
transcurrido un año del < 
coheredero menor. Sin em 
-cial la facultad de autoriza 
tes motivos lo exijan, á peí 

El Código del Imperio 
jilitud, en el artículo 2.044 
la división. En efecto, dice 
sición de última voluntad, ] 
herencia, como de los objet 
-cer, que sólo pueda hacerst 
<[ue se solicite. La dispo 
los treinta años de la apeí 
que deja la herencia, pued 
hasta que se realice un det 
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Otra diferencia, no mer 
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tatuye, en el articulo 841, 
tes del difunto, que no sei 
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división, ya por todos los 
volviéndole el precio de 1 
retrait successwal. El Códi 
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chos hereditarios hecha df 
sino que ademíis reconoce 
yenir en la división, y par 
«in su intervención. 
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t.B^é. Además de las expresadas diferencias, y de otras^ 

10 pocas, que se encuentran en los sistemas legislativos de los^ 
rarioB Estados, hay una esencial, que implica la aplicación de 
-eglas distintas, procedentes del concepto mismo de la división^ 
Ssta, en efecto, se considera, según las leyes de algunos países, 
iomo declarativa de la propiedad, y según Ifts de otros, coma 
raslativa. Tal diferencia de concepto producá la..diver8idad de 
08 efectos jurídicos derivados de la división, respecto á los tor- 
eros que hubiesen adquirido derechos sobre los bienes de un co* 
leredero antes de la división de la herencia, ó que los adquirie- 
a á consecuencia de la acción de división, en caso de venta eur 
lúblíca subasta y de adjudicación; supuesto que en sustancia, 
e trataría de decidir si son ó no aplicables las reglas sancióna- 
las para la venta, mediante pública subasta, de un inmueble,. 
|ue no pueda ser dividido naturalmente entre los copropieta- 
ios & quienes pertenecía* En virtud de la máxima sancionada, 
lor el Código francés en el articulo 883, se considera que la 
üvisión, es solamente declarativa de la propiedad. Se admite,, 
n efecto, que desde el momento de la apertura de la sucesión, 
1 heredero se halla investido, de pleno derecho, de la posesión 

de la propiedad de los bienes que constituyen la parte de la. 
erencia que le pertenece. Tal parte se encuentra indivisa, su- 
uesto que la operación material de efectuar la división de la 
erencia entre los sucesores es indispensable; pero á pesar de 
lio, cuando tal operación material se realiza, no produce otro- 
fecto que el de declarar lo que debía considerarse como pro- 
iedad de los copartícipes desde el momento en que se abrió la 

11 cesión. Así, los jurisconsultos franceses^ advirtiendo que cada 
»o de los coherederos viene á ser propietario de la parte que- 
3 pertenece, en virtud de la ley, consideran la división efectiva,. 
orno una declaración de la propiedad de los bienes hereditarios, 
e la cua} cada uno de los sucesores está investido, en virtud de 
b ley, desde el momento en que se abre la sucesión. 

£a el sistema del derecho italiano, se admite, generalmente^. 

ue el heredero está investido de pleno derecho de la posesión 

de la propiedad, la cual, según algunos, se adquiere en el mo- 

lento mismo de la muerte, y según otros, en el de la aceptación». 
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Sin embargo, el derecho de propiedad del heredero, tiene pe 
objeto el patrimonio sin dividir, y la parte que le pertenece l 
ise hace propiedad suya, sino cuando su derecho, que existe res- 
pecto á toda la herencia como derecho proindiviso, se coDCiet¿ 
& los bienes que le han correspondido y se convierte así eu Z2 
derecho determinado. Ahora bien, como el hecho jurídico q-.^ 
transforma el derecho sobre toda la herencia en derecho sotr¿ 
la cuota de los bienes que pertenece á cada uno de los sucesorfi 
es la división, ésta produce el efecto de atribuir la propied^i 
y como tal, atendiendo á su naturaleza, es un acto tra&ktivj. 
puesto que, en suma, realiza una traslación y una conmutaci'n 
^el dominio. 

Los jurisconsultos italíanoó; fundándose, no obstante, ei^ ¿ 
articulo 1.034 del Código civil, que se halla conforme con el S>3 
del Código Napoleón, sostienen que la división es un acto deco- 
rativo y niegan, por consiguiente, que Sea traslativo de p^op:^ 
dad, según el concepto del Derecho romano. 

1I.S4I&* No creemos oportuno aclarar otras notables dife- 
rencias, porque entendemos que las que hemos expuesto bas:ii 
para poner de relieve los conflictos que naturalmente puedei 
nacer cuando se intente proceder á la división, los cuales so: 
inevitable consecuencia de la diversidad de las leyes, que no re- 
gulan tal materia de igual modo en todos sus particulares. 

Los jurisconsultos que se ocuparon de esta materia^ disca- 
tieron si la ley que regula la división de los bienes hereditaria 
tiene ó no el carácter de estatuto real, con la intención de de- 
terminar de este modo, cuál es aplicable para llevar á efecto !i 
división de dichos bienes. 

Los juristas antiguos, que atribuyeron el carácter de ests 
tuto real á toda ley relativa á los inmuebles, entendieron que \i 
división de los bienes hereditarios, debe regirse por la ley 
vigente en el lugar en que se hallan situados. 

Froland, discutiendo esta cuestión, se expresa así: E: 
cuanto á los inmuebles reales, no cabe duda que la partici:s 
debe hacerse con arreglo á las costumbres del país donde e^úi 
situados; de modo que los copartícipes recibirán unas veces 
más y otras menos, y aun podría suceder que alguno de ell s 
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DO recibiera nada, en tanto que los otros participaran abundante- 
mente de los efectos de la sucesión > (1). Respecto á los inmue- 
bleS; sigue la conocida regla mobilia sequuntur personam. 

Entre los modernos, Foelix también establece, en general, 
•que la división de la sucesión abinteaiatOy en lo que se refiere 
á los inmuebles, debe ser regulada por la lex rei sitae. En efecto, 
atribuye el carácter de estatuto real á la ley «que concíeme á la 
sucesión abintestato en los inmuebles, y la partición de esta 
sucesión» (2). 

En Inglaterra prevalece el principio de que para la división 
de los bienes muebles, debe en general aplicarse la ley del domi- 
cilio del testador en el momento de su muerte (3). 

Conviene advertir que los jurisconsultos antiguos, cuando 
iiablaban de la división de los bienes muebles é inmuebles, dis- 
cutían bajo un punto de vista muy distinto. Creyeron que se 
trataba de la ley según la cual debía determinarse la medida de 
los derechos sucesorios que correspondían á cada uno de los 
herederos, y, en virtud del principio generalmente admitido de 
que los inmuebles no pueden transferirse más que en conformi- 
dad con la lex rei 8Ít€ie, entendieron que la herencia abintes- 
tato debía dividirse, y en cuanto á los inmuebles, se regirían por 
la ley del lugar dónde estuvieran situados, porque el estatuto 
que les concierne tiene el carácter de real. Kodemburg, en 
efecto, hablando de las leyes que tienen el carácter de estatuto 
real (qtiae quidem jure predpui mere realia sunt)y dice: c Cujue- 
modi appellamus ea, quae de modo dividendarum abintestato 
Jtaeredüates tractant^ terrüorium non egredienUa; conspirant enim 
eo vota fere omnium^ bona ut dijudicentur sua lege loci, in quo 
sita 8unt vel esae intelligunturj (4). 

Slra natural que discurriendo bajo tal punto de vista, hi- 






í l) Mémoire concernant la nature et la qualitédes statuts^ tomo I, pá- 
gina 67-68, y tomo II, pág. 1.288 y siguientes; compárese Boullenois, 
Qtiestions qui natssent de la contraríete des coutumes et des lots, pág. 486 
y siguientes. 

(2) Foelix, Droit int, priven 4.» edición, tomo I, pág. 122. 

(3) Dicey, Confiict o f Lavo, regla 179, pág. 677. 

(4) Rodemburg, De divers statut.y tít. II, cap. II, § l.o, núm. 1.» 
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cieran la distinción entre Iba ini 
ríos, sosteniendo la autoridad d 
ros, y la del domicilio del de euj 
que para la dÍTÍBÍón del patrii 
presente la regla del Derecli< 
enunciada por Hubero: tCommi 
itnmobilibus servandum esse jus 
cum partem ejusdem ierritorU fa 
bus adfici non possunt. Verttm ■ 
aliud quam jus dotniciln sequai 
affecHonem versus Urrtíorium, 
dumtaxat, qui aliud quam, quo 
luisse videri non potest> (1). 

LSilS* La división, tal ( 
las legislaciones nodeniss, no i 
recbos sucesorios <jue correspoi 
la le; ó del testamento á recogí 
nn derecho indiviso respecto al 
tituye en su unidad el objeto de 
& la liquidación efectiva de la 
los bienes que componen la 
como sucesor. La cuestión, p< 
riguar qué ley debe regular t 
para promover la división, prO' 
& cada uno los bienes que le 
nen la herencia, regular los efe 
sión en las relaciones entre 
con los acreedores de la hereí 
Serla inútil discutir, en general 
la división de los bienes hered 
estatuto real, puesto que, segí 
autoridad territorial de toda li 
muy diversos de los que preval 
poco se puede decir, en general 
cuencia del derecho sucesorio, ; 



(1) Hiiberus, De cotí/, legiim, ve 
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especifico el derecho de cada uno, como sucesor, todo debe de- 
pender de la ley que regule la sucesión, porque los procedi- 
mientos indispensables para verificar la división pueden encon- 
trarse en relación con los derechos correspondientes á los here- 
deroS; y sin que esté interesado el soberano del lugar donde el 
ejercicio y el desarrollo de tales derechos vengan á realizarse; 
quizás se encuentren en relación con el Derecho público terri- 
torial, por lo que debe admitirse la autoridad mayor de la ley 
del lugar donde el derecho perteneciente á los herederos, de no 
permanecer en común y de efectuar la división, llegue á ejerci- 
tarse. Conviene, por lo tanto, analizar minuciosamente lá natu- 
raleza de las diversas relaciones, para determinar la ley que 
debe desplegar su autoridad con el fin de regular su contenido 
y efectos. 

t.BSc'W. Comenzamos por observar que la ley á que se su- 
bordina la herencia indivisa como hecho jurfdico; y que atribu- 
ye á los que se encuentran en tales condiciones el derecho de 
hacerla cesar, proponiendo judicialmente la acción para llevar 
á efecto la división, teniendo en cuenta su finalidad, debe con- 
siderarse como inspirada en razones de interés general y de 
orden público. El estado de indivisión puede ofrecer indudable- 
mente no pocas ventajas, de igual modo que toda sociedad cons- 
tituida con un fin de interés común. Es, pues, muy fácil com- 
prender que además del ahorro de los capitales necesarios 
para la administración y para las obras destinadas á mejoras, 
la producción económica puede aumentarse considerablemente, 
manteniendo el patrimonio en su unidad, haciéndose, de este 
modo, más sencilla una empresa mucho mayor, que fraccionán- 
dolo y dividiéndolo en partes. No obstante, de igual modo que 
toda forma de sociedad puede considerarse subsistente sólo en 
virtud de la libre voluntad de los asociados, la que se engen- 
dra cuando varias personas llamadas como herederos á recoger 
el patrimonio del difunto se encuentran, naturalmente y sin su 
voluntad expresa, en situación de comunidad, no puede mante- 
nerse contra la voluntad de los mismos. Se debe, por lo tanto, 
admitir que como el continuar ó no en la indivisión de los bie- 
nes hereditarios es propio del campo de la autonomía, todo 

Dbbboho INT. PBiv.— Tomo VI 14 
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debe depender del acuerdo ti 
j por consiguiente, es neceeai 
que Be someten los contratoc 
de la eficacia del acuerdo reía 
munidad hereditaria. 

-1.6-18. Hemos notado ] 
limitan el campo de la autono 
de mantener los bienes hered 
que por cinco años, al cabo df 
carácter debe atribuirse á tal 
imperio de una ley extranjer: 
pacto de que nos ocupamos, 
taiios se encuentra en otro pa 
renio no es eficaz más que dn 
solverse la cuestión acerca de I 
No se puede Bostener, ciei 
manecer en la proindÍTÍeióa di 
los coherederos de una berenci 
coDsiderarse intrínsecamente i 
dicos respecto & los bienes exii 
por el contrario, admitir que 
tantea, aun en la hipótesis d 
hereditarios se encuentre en t 
gún el sistema sancionado pe 
cia, en cuanto representa el j 
laciones con los herederos, se i 
distinguir la naturaleza de 1{ 
se encuentran situados. Trata 
de sucesión sujeta & la ley ita 
hibirse á los herederos estipi 
manecer en comunidad por dii 
por el legislador patrio en el 
considerarse intrínsecamente 
una parte de los bienes here( 
Sería inútil aducir que en virt 
el art. 3.° del Código francés 
la jurísprudencia, se debe at 
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:á las leyes que regulan la sucesión respecto á los inmuebles 
•existentes en Francia, y que aplicando la máxima sancionada 
por el legislador* en el art. 815 no se puede estipular el pacto 
'de permanecer en común más de cinco años. Basta, en efecto, 
notar que, en virtud de tal articulo, el legislador francés no dice 
«que el convenio de continuar en la indivisión de la herencia 
por más tiempo del fijado sea intrínsecamente nulO; sino que 
lo que exceda de dicho tiempo no es obligatorio^ lo cual signi- 
fica que la acción judicial para continuar eu la proindivisión por 
más de cinco años, derivada del contrato dicho, no es admisible. 
De lo que se sigue que el Magistrado no puede declarar obliga- 
toria la convención más que dentro del periodo de tiempo fijada 
por el legislador. 

Sentada esta advertencia, dos hipótesis se pueden hacer, á 
-saber: una, que los coherederos contratantes ejercitaran la acción 
.ante los Tribunales italianos para sostener su eficacia. En estas 
•circunstancias, los Tribunales italianos, que no podrían por me- 
nos de estimarse competentes, debiendo referirse á la ley ita- 
liana (art. 8.^, disposiciones generales), declararían válido y eficaz 
•el pacto, y aplicarían el art. 681 para regular las relaciones en- 
tre los coherederos de la herencia de un italiano. 

La segunda hipótesis tendría efecto en el caso de que uno 
-de los coherederos interpusiera la acción ante el Tribunal fran- 
cés para obtener la división de los inmuebles existentes en 
S^rancia, aduciendo que el pacto estipulado de tenerlos en 
común no era obligatorio más que por cinco años. En tales cir- 
cunstancias, el Tribunal francés se declararía naturalmente com- 
petente en virtud del art. 3.° del Código civil, que somete los in- 
imuebles existentes en Francia á la legislación de la misma, y 
considerando que á la sucesión inmobiliaria debe aplicarse la ley 
"francesa, y que el derecho de legislación implica también el de 
jarisdicción (1), decidiría la controversia aplicando el artícu- 

(1) Colmar, 12 Agosto 1817 (Journal du Pal., tomo XIV). Confrón* 

isese Merlin, Bép., v.® Loi, § 6.o; Prondhon, Droitfranc, tomo I, pá- 

^ina 66, y Duránton, tomo I, pág. 84; Dumoulln, Cout. de ParCs, § 7.o, 

número 37; D'Argentré, Cout de Bretagne, art. 218; Froland, Traite 

-des statuts, tomo II, part. 2.a, cap. XXVII, 
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lo 81 5y y declararía, por coosiguiente, que el convenio debi& 
reducirse, para su eficacia, al término de cinco años, en oonfor- 
midad con cuanto dispone el legislador friscas. De na^ serri- 
ría alegar que tratándose de la sucesión de un italiano y de) 
pacto relativo á la misma, eficaz y obligatorio según el derecho 
de Italia, debe considerarse válido aun en Francia, del mismo 
modo que los demás contratos que se hallan dentro de la esfera 
de acción de la autonomía de los contratantes. Con más razÓD 
se aduciría que como la ley que fija en un tiempo deter- 
minado el carácter obligatorio del pacto de permanecer en co- 
munidad, es de interés general y limita precisamente la liber- 
tad de los contratantes, por lo que debe considerarse como de 
orden público territorial, ó como ley de policía, no se podría 
en virtud de la ley extranjera atribuir eficacia al acuerdo que 
derogase la ley territorial de orden público. El Tribunal francés* 
por consiguiente, fallaría de acuerdo con la demanda en que se 
pidiera que el convenio de permanecer en la indivisión, después 
de los cinco años, se considerase nulo. 

Añadimos además^ que siguiendo el expresado orden de 
ideas, entendemos que el mismo principio debe aplicarse en el 
caso de comunidad hereditaria de bienes muebles existentes eu 
Francia, siempre que según el sistema allí adoptado, se admita 
que sólo la sucesión inmobiliaria debe someterse ala ley frances^i, 
y que la mobiliaria puede subordinarse á la ley personal del aV 
cujus, A una y á otra comprende la máxima sancionada en el 
artículo 815, que establece que ninguno está obligado á perma 
necer en la indivisión; esta disposición tiene el carácter de le} 
de policía y de orden público, por lo que independieutementt 
de la distinción de comunidad hereditaria relativa á la sucesiói 
inmobiliaria ó mobiliaria, debe admitirse que la mencionada má- 
xima del art. 815 del Código civil francés no puede ser dero 
gada en virtud de una ley extranjera. 

Conviene advertir que en general, la sentencia del Tribunsl 
francóS; no podría ser eficaz más que respecto á los bienes exis- 
tentes en Francia. Pero como el legislador italiano, declarandn 
válido el pacto de permanecer en la indivisión de la herenc: i 
por diez años, estatuye que la autoridad judicial puede, cuand'-> 
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tener las persoDae en comunidad contt 
jurfdico^ y en vista óe los intereses ge 
eet¿ obligado á permanecer en comí 
prohibición contraría, tal le; tiene 
licfa y de orden público, y no puede i 
á la ley personal que emana del sobe 
teger los intereses de los incapacitat 
1.8&0. yiato que la acción d 
puede subordinarse, en determinad 
donde se encuentran los bienes hereí 
á examinar cué.1 sea la ley que de 
cuando se trate de decidir quién del 
promoTer la acción. 

Tal cuestión, en general, debe det 
cipios que se refieren á la capacidad j 
del ejercicio de un derecho relaciona 
la persona, y es necesario atenerse 
regula la capacidad jurídica, en su 
de aquel & quien compete el ejercicii 
para decidir si para el ejercicio de Ii 
reacia correspondiente á un menor en 
á un incapacitado, á un ausente, á u 
debe ser representado por el tutor, t 
legal de bus bienes, si es necesaria ó 
sejo de familia y la aprobación del 
por un ausente, pueden promover la 
esté llamado éste, si la mujer casada 
6 si necesita la asistencia del mari< 
Juez; considerando que estas cuestit 
la ley reguladora de la sucesión ni 
hallen los bienes, porque se refieren 
dad jurídica, será necesario atene: 
principios que deben regir en general 
frute de los derechos civiles. 

Aun en el sistema francés que al 
tuto real á toda disposición referen 
ria, no se puede sostener que se coi 
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disposiciones que conciernen & la capacidad para promover la 
división de una herencia, sino que es indispensable, por el con- 
trarío, tener en cuenta el estatuto personal y los principios que 
rijan la autoridad del mismo respecto al ejercicio de los de* 
rechos. 

1«S&1. Aplicando los principios expuestos, se deduce que, 
en el caso de la herencia de un francés abierta en Italia y per- 
teneciente á un menor no emancipado, 6 á un incapacitado; es 
necesario referirse á los artículos 465, 466, 519 y 817 del Có- 
digo civil francés para decidir cómo se ha de proceder á la 
división; y se observa además, que como el Código francés en 
el articulo 838 establece que cuando entre los coherederos 
exista un menor, aunque esté emancipado, ó un incapaz, la 
división debe hacerse judicialmente, es preciso atenerse á tal 
precepto para hacerla válida y efectiva. 

Es necesario también admitir lo que el legislador estatuye 
en los artículos 466 y 840, es decir, que siempre que el tutor 
no hubiese cumplido todas las prescripciones sancionadas 
por la ley, la división hecha sin ajustarse á las reglas prescri- 
tas por ella, no podría tener el carácter de definitiva, sino 
que debería considerarse como provisional, y el menor, al llegar 
á la mayor edad, podría provocar la nulidad de esta división. 
Tales disposiciones, como tienden á proteger la condición de los 
menores franceses y á establecer las garantías legales para la 
salvaguardia de sus derechos, forman parte de su estatuto 
personal y deben, por consiguiente, desplegar su autoridad, no 
solamente en el caso de que los coherederos sean todos france- 
ses, sino hasta en la hipótesis de que en la herencia estén 
interesados mayores italianos, y á pesar de que el Código civil 
italiano no hace distinción alguna entre la división provi- 
sional y la definitiva. La razón es, que las prescripciones le- 
gales para la tutela de los derechos de los incapaces, deben 
depender de su estatuto personal, y que los asuntos jurídicos 
en los que intervienen personas mayores de edad y menores, 
deben someterse á la ley personal de cada uno de «ellos,^ dado 
que, en consideración á la incapacidad de los menores, ésta 
prescriba los requisitos legales para protegerlos y regule los 
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efectos jurídicos derivados de la iiiobsf 
prescri liciones. 

1 .S&9. Una duda grave puede h: 
la sucesión de un italiauo abierta e 
cíente á menores italianos y & mayores < 
rederos no quieren permanecer en la 
el padre de loa meaores procede & la di 
dis|)o»¡ciones sancionadas en los articti 
Código civil italiano, la división que se 1 
-estaría atucüda del defecto de nulidac 
¿tendría, al menos, el carácter de divisi^ 
midad con cuanto estublece el legislado 
nados artículos, á pesar de que en nuei 
reconoce la división provisional? 

Los jurisconsultos franceses, discut 
observan que la institución de la divisi 
por el Código francés, que le atribuye 
especial, legalizando los efectos que á 
DO está admitida por el legislador en 
«ino por razones de orden público, y c< 
d« evitar las diñcultadea y losentorpec 
cer de considerarse nulos los actos de a< 
por los copartícipes en los bienes adjudi' 
'en virtud de tan írregnlar división. Aqi 
que el legislador, para asegurar el valor 
los actos de administración, á £d de ii 
confiando en qne los herederos menoreí 
yoredad pueden ratificar la división 
modo irregular, la considera eficaz leg 
efectos retatÍYOS al goce de los bienes i 
uno en la división, y reputa á loa cohet 
bienes, como UBufmctnarios. Yalorand 
instítudón, atribuyen á la ley que la r 
tAtoto teal, y la creen, por consiguien 
caso de que la división ilegal se verifica 
herberos, de los cuales algunos fuesen 

ÍD Confr. Lanrent, tomo VII, § 23; We 
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No nos parece que se pueda atribuir en principio el oarác - 
ter de estatuto real á kt ley francesa 4*^6 legaliza la división 
l>rovisional. La circunstanoia de encontrarse en territorio fran- 
oes los bienes hereditarios pertenecientes á un m^or italiano^ no 
puede ser, por sí misma, suficiente para sustituir por la ley fran- 
•cesa, la italiana, llamada á regular la condición de sus menores y 
la fuerza jurídica de los actos realizados por los que los represen- 
tan. En esencia, se trata de decidir el valor del acto jurídico en 
relación con la capacidad ó incapacidad de las partes, y enten- 
demos que no es posible dudar de que todo se sujeta al estatuto 
personal, asi como de él deben depender las consecuencias de la 
incapacidad. La ley firancesa, que asume el carácter de estatuto 
personal respecto á los nacionales, y que debe aplicar su auto- 
ridad á regular los actos que ejecuten los menores franceses 
incapaces, ha podido ciertamente establecer que en las circuns- 
tancias que prevé el legislador, la división, aun cuando nula, 
puede tener el carácter de división provisional respecto á los 
menores franceses. Aquel legislador ha tenido, sin duda, sus 
razones para dictar tales preceptos, y principalmente los que se 
refieren á vigilar del mejor modo los intereses económicos y los 
¿eneraLes; pero esto no quita que la ley tenga el carácter de 
eminentemente personal, y no nos parece justo querer atri- 
buirle, en general, el carácter de estatuto real, admitiendo; en 
principio; que debe aplicar su autoridad á transformar una divi- 
sión nula, según la ley italiana, en división provisional y con 
efectos legales, conforme con lo que establece el legislador 
francés. 

De entender así las cosas, se seguiría que aun en la hipóte- 
sis de que todos los coherederos fuesen italianos, y efttre ellos 
VMOB mayores de edad y otros menores, el tutor podría proceder 
& la división violando las prescripciones de la ley italiana para 
proteger la condición de los incapaces, y pretender que el acto 
jurídico nulo, según la ley personal; se reputase legal para todos 
los efectos jurídicos que de él se derivaran según la ley territo- 



nas 663 y 654; Despagnet, ob. cit., § 368, pág. 689 (3.a edición); Cfhaiiip- 
communal, De la succession, páginas 410 y 411. 
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rial (1). Tal oonsecuencia, ¿aci 
generalmente admitido en Frai 
prudencia, segán el cn&l el estati 
tranjeroB extiende su autoridad 
torio francés? Si la dÍTÍaión heo 
Dula según la ley italiana, debe c 
mitiéndoBe, por coneiguieote, el 
la nulidad, fundándose en coanti 
legislador italiano. 

AñadamoB,^ además, que si ti 
italianos, siuo que unos menoree 
yore§ italianos y franceses, la 
los bienes existentes en territorí< 
las disposiciones sancionadas pe 
validez de los actos realizados p 
paces, debería considerarse nula 
efecto, á. los mayores conocer la 
quienes contratan, y la autorída 
mismas, 

«.•Ka. 8e aduce, no obsta 
la división provisional, pneden 
parte de los terceros que hubÍ4 
bienes pertenecientes í cada un 
de la división irregular. El aaun 
ferente. Nosotros hemos sosten 
en litigio el derecho de tos ten 
mente la aplicación de la ley b 
hecho jurídico que originó la 
tercero. Del mismo modo que la 
hereditarios, puede producir ciei 
los terceros, como hemos dicho 
BÍÓn de hecho ejecutada bajo el i 



(1) Confr. Autoine, que sostien 
menor, ee debe decidir si la diviaii! 
nal. De la tuccettion, pág. 127, núm. 

(2) Véase § 1.601, al final. 
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bnya ciertoa efectos respecto á los terceros , puede pro'dadrlo» 
en conformidad con la ley bajo cuyo imperio se ha verificado e) 
estado de hecho y la relación del tercero. Nosotros» por lo tanto^. 
consideramos indispensable hacer una distinción acerca de los 
efectos de la división provisional en sus relaciones entre los co- 

« 

herederos, y en sus relaciones respecto á los terceros. 

Negamos que la división de los bienes de la herencia de un 
italiano, hecha ilegalmente entre coherederos, sea válida provi- 
sionalmente entre las partes, en virtud de cuanto dispone la ley 
francesa; pero admitimos, sin embargo, que los terceros que- 
hayan adquirido derechos sobre los bienes atribuidos provisio- 
nalmente á los copartícipes, puedan oportunamente invocar la 
aplicación de la ley territorial para obtener la salvación de sua 
derechos. 

1l«ttS4l* Por lo que concierne' á las personas que pueden 
intervenir en la división, una dificultad puede nacer respecto á. 
aquellas & quienes se les haya cedido por los coherederos indivi^ 
dualmente, la parte de la herencia á que éstos ténfan derecho. 
No está prohibido, en efecto, al coheredero, ceder sus propioa 
derechos sucesorios después de abierta la sucesión, y según la 
ley italiana (art. 680), los cesionarios pueden intervenir por su 
cuenta y riesgo en la división y oponerse á la en que se proceda 
sin su intervención, y así lo dispone también el legislador espa- 
ñol en el art. 803 (a). £1 legislador francés, por el contrario, es- 
tatuye en el art» 841 que toda persona, incluso los parientes del 
difunto, que no sea sucesor, y á quien un coheredero haya cedido- 
8u derecho á la sucesión, puede ser excluido de la división, ya 
por todos los herederos, ya por uno de ellos, reembolsándole el 
precio de la cesión. 

Los jurisconsultos han discutido acerca del carácter de ta) 
disposición legislativa. Algunos han opinado que debe atri- 
buírsele la autoridad de estatuto real, fundándose en el princi- 
pio de que la disposición que admite ó niega el derecho del ce- 



(a) Debe referirse el autor á los arts. 1.082 y 1.083 del Código es. 
pañol, pues el art. 803 no contiene declaración alguna que sé rela- 
cione con esta materia, y está destinado á regular la administra- 
ción de la herencia por el heredero condicional. 



t 
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«ionario & intervenir en la div 
(le orden pUblioe, y se basan pri 
tiidOB en el alegá,to presentado 
«De Ifts BuceBÍoneB», & propósit 
res de las familias — decfa Chai 
nocer sus secretos y que do Be 
ños á quieneB sólo la avaricia ( 
dido reHolver i hacerse cesionai 

La Casación francesa (2), 
•de 1844, dice: tDescansando i 
de orden público, ninguna estif 
sionario puede eximir á éste de 

Fundándose eo tales motivi 
siderar la disposición de que ni 
licía, por ío que le atribuye ai 
la disposición sancionada ene 
digo civil. «Las leyes de policía 
■que habitan el territorio». La 
la institución como se encuenti 
poleón, y considera le retrait si 
tivo; pero admite, sin embargo, 
«ia tienen el carácter de reales 
sióo, asi el artículo en cuestión 
«I caso de la sucesión inmobil 
aplicable basta en la hipótesi! 
«ibierta en Francia respecto á 1 
y no extensiva á los muebles, s 
se seguiría al tener que considí 
refiere & sus efectos, como inm< 
como moral en cuanto á los muí 

(1) Chabot, Rapport, núm. 59; 1 
Bmeelas). 

(2) Véase Caas., 15 Mayo I8j 
j XLTII). 

(3) Drotl tnt. privé, tomo I, páj 

(4) Drott civil inf., tomo VII, | 
(6) Traite, t. IV, £m con/íís dei 
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principio que todo ba de depender de la ley regaladora de la 
suoesióny sostiene) sía embargo, qi^e ^be ajtribuirse á la dis- 
poBÍciÓD, la autoridad de estatuto real, y por consiguiente afirma 
que le retraü na puede admitirse en Italia en la división de^ 
una sucesión-francesa^ puesto que la ley italiana que excluye el 
derecho de retrait successoral^' üene el carácter de las de orden- 
público internacional, por lo que debe gozar autoridad sobre el 
territorio sometido Sk au iimpeiiia. 

!••&&,« No intentamos discutir si la disposición sanciona- 
da en el articulo 841 d^l Código civil francés debe considerarse 
como un error legislativo, ni si ha de tenerse por lesiva del 
derecho de propiedad. El legislador francés no limita, en rea- 
lidad, el derecho del heredero & disponer de la parte que le co- 
rresponda en la herencia, haciendo válidamente la cesiói?) sino- 
que regula, á su manera, loa efectos de la misma en las relacio- 
nes entre el cesionario y los coherederos; niega á aquél el derecho 
de intervenir en la división coptra la voluntad de todos ó de 
uno solo de loa coherederos, y atribule á éstos el derecho á& 
ej(cluirle cuando lo intente, reintegrándole del precio de la^ 
cesión. Teniendo en cuenta los motivos que inspiraron la dispo- 
sición, tal como fueron expuestos por Chabot cuando se discu- 
tió el proyecto de ley; aparece claro que tendió á proteger los 
intereses de las familias; sin embargo, aun admitiendo; como- 
dice la Casación francesa, que la disposición esté inspirada en 
motivos de orden públicO; entendemos, sin pretender juzgar á 
fondo su oportunidad, que no se puede poner en duda que, como 
menuda de protección; no mira más que á velar por los intereses 
de la familia francesa. Nos parece excesivo querer atribuirle 
el carácter de una medida de policía general y admitir así su 
autoridad erga omnes^ concediéndole el alcance de toda ley que 
debe tener autoridad territorial absoluta. 

Si atendemos á los principios generales que han de regular 
la cesión y determinar su contenido y sus efectos jurídicos, nos 
parece que no es oportuno referirse á la ley del lugar donde se 
encuentren los bienes hereditarios, ni á la del país donde se 
verifique el juicio de división, para justificarla aplicación de 
la lex forif como si se tratase de una disposición relativa al 
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juicio y al procedimiento. Creer 
iiij coheredero haya cedido au ó 
átí determinar la ley á que ha d 
«s máB procedente atenerse k 
Hiitoridad de la ley respecto al 
«:'l'ectoB jurídicos en las relacioi 
los demás coherederos. Y refirii 
jarnos que, el que cede el derec 
t:uHndo la herencia se baya ab 
un acto jurídico equivalente & u 
los derechos que el cesionario 
liieites que bou objeto de la 
que puede ejercitar para hacer 
<leb8 depender todo de la ley reí 
to que en conformidud con tal li 
facultad de accionar para transfi 
recho dividido, no obstante la 
no es admisible que el ceBioni 
^n ley diversa. No podría, en e 
iloiide se encuentren los bient 
la acción no concierne á los bie 
<londe la división 8e>promueve 
posición que limita la acción 
caso que discutimos, al proced 
bien al fondo del derecho. Opii 
pender de la ley reguladora de 
esta ley al regir el derecho de ac 
rederos para transformar el pro| 
indiviso en derecho dividido, y 
«edev el propio derecho heredi 
transmitir al cesionario el der 
cuando exista oposición por par 
uno de ellos, no nos parece que 
ley distinta para sostener que b 
recho mayor y más amplio. Por 
que cuando la ley reguladora ' 
cesionario tiene derecho á intf 
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podrá negar éste si quiere ejercitarlo en otro país donde el le- 
gislador; para proteger los intereses de las familias sometidas 
Á su imperio, haya sancionado nna máxima igual á la que se 
encuentra establecida en el art. 841 del Código civil francés. 

Aplicando estos principios, observamos que, tratándose de 
la sucesión de un italiano abierta en Francia, y suponiendo que 
•uno de los coherederos haya cedido su derecho sucesorio indi- 
viso; el cesionario podrá intervenir en la división, sin hacer dis- 
tinción entre sucesión inmobiliaria y mobiliaria, puesto que 
examinando detenidamente la disposición del artículo 841 y los 
motivos que la inspiraron, tal como los expuso Chabot, no se 
puede por menos de descubrir en ella el carácter de toda ley 
de interés exclusivamente personal. Aun admitiendo que se deba 
considerar como una medida de protección, es necesario reco- 
nocer que está destinada á amparar los intereses de la familia 
:&-ancesa. Si el legislador hubiese prohibido en absoluto la ce- 
sión de los derechos hereditarios, violando asi la libertad de las 
transacciones comerciales y los derechos absolutos del propie- 
tario, se podría decir que la cesión de la herencia de un italia- 
no, hecha por uno de los coherederos italianos, no tendría efica- 
cia en Francia respecto al patrimonio inmobiliario allí existente, 
por razón de la autoridad territorial de las leyes á que se so- 
meten en dicho país las sucesiones inmobiliarias; y también por 
el principio general de que respecto á los inmuebles compete á 
la soberanía territorial determinar si pueden y cómo ser objeto 
de contrataciones y de comercio. Por el contrario, el legislador 
francés no declara nula la cesión, sino que para proteger los 
intereses de la familia, condiciona el derecho del cesionario á in- 
tervenir en la división, lo cual equivale á limitar el derecho de 
acción por un motivo de interés públicO; que es el de impedir á 
los extraños á la familia penetrar en los secretos de la misma. 

Nos parece claro que en tal materia no se discuten los 
bienes, sino solamente la protección de intereses personales, 
por lo que, hasta dentro del sistema francés en que predomina 
el concepto de la realidad en materia de sucesión inmobiliaria, 
se debe reconocer el carácter de estatuto personal en las dispo- 
siciones que regulan los derechos de los sucesores en sus reía- 
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ciones perBonaleB, y que determini 
ponde para traosformar su dereí 
dido. 

Terminamos, pues, diciendo, q 
liana abierta en Francia, no ene 
ción sancionada en el art. 841, y q 
puesto de una sucesión francesa abi 
podrían oportunamente invocar el 
cluir al cesionario que intentase ú 
tt.0S«. La división de una 
acuerdo de las partes (división ce 
dicialmente (división judicial). 

Para decidir si, para procede 
debe seguir una á otra forma, co: 
ladora de la sucesión. Cuando éi 
en determinados casos hacer la dh 
referirse á lo que la misma establ 
sucesión francesa, convendrá obse 
cionado en los artículos 838 j í 
el contrario, la ley no prescribe i 
dicial, pueden los coherederos n 
representen & los incapaces, realiz 
do amistoso. En este caso, la di 
el carácter de un contrato, y de 
principio, á las reglas que regulai 
Seria neceeario, ante todo, que lo 
estuvieran legalmente representad 

Por con siguiente, se considerai 
tente, la división amistosa vériñc 
cada una de las partes interesad) 
capacidad de las mismas, sería 
sancionadas por el estatuto persoí 

A propósito de esto, observan 
según la ley reguladora de la 8u< 



(1) Confr. Antoine, ob. cit,, § 1 
Chainpcommuual, ob. cit., pág. 423: 
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encuentren los bienes hereditarios que han de dividirse, sé ^ 

atribuyese á la división el car&cter de acto declarativo de la Í: 

propiedad (salvo lo que expondremos á continuación acerca 
de los efectos de la división con relación á los terceros); por lo 
que se refiere á la capacidad del coheredero para estipular vá- 
lidamente la convención de división, necesitaría estarse á la ley 
personal en lo que ésta determine sobre la naturaleza del acto 
«en sus relaciones con la capacidad. Por ejemplo, si en una di- 
visión de sucesión sujeta al Derecho francés estuviese intere- 
sada una mujer casada con un italiano, teniendo en cuenta que 
según los principios tradicionales y la jurisprudencia en nuestro 
país, el contrato de división se considera como traslativo de 
la propiedad^ y según la ley relativa á la capacidad de la mujer 
casada, el patrio legislador exige que ésta obtenga la autori- 
zación del marido ó del Juez para que sean válidos los actos 
de enajenación que .verifique, la autorización debería ser indis- 
pensable para la validez de la división. La naturaleza del acto 
en sus relaciones con la capacidad, estando en estrecha relación 
con la misma, debe, pues, determinarse por el estatuto personal; 
y no sería procedente referirse á' la ley extranjera. 

1«SS9« En cuanto á la forma del acto de división, con- 
viene distinguir, como hemos dicho siempre, lo que concierne á 
la solemnidad extrínseca del acto', á la cual, como á todo otro 
contrato, se debería aplicar la regla locua regit adum, y los 
requisitos formales que deben considerarse necesarios para que 
el consentimiento pueda producir sus efectos, y á los que no 
puede alcanzar la regla loeus regit actutriy sino que es necesario 
referirse, por el contrario, á la ley reguladora de la sucesión. 
En efecto, no se puede admitir que los requisitos formales 
del consentimiento eficaz para efectuar la división, puedan de- 
pender de la lex loci. Por lo que si conforme á la ley reguladora 
de la sucesión, no sólo se concede á las partes la facultad de 
llevar á cabo la división amistosa, sino que se deja al arbitrio 
de las mismas la conclusión de este pacto con completa auto- 
nomía en cuanto á la forma, se debería admitir como válido y 
eficaz ya esté redactado por escrito, ya se termine verbalmente, 
bien se haga ante Notario ó bien por medio de escritura privada. 

Dbrbcho iNT PRiv.— Tomo VI 15 
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En cambiO; si la escritura se declarase indispensable, no se 
podría tener por eficaz el consentimiento dado por los cohere- 
deros para llevar á cabo la división, á no ser qae se expresase 
por documento escrito y fiírmado. 

Queremos hacer notar, además, que siempre que en el país 
donde t^e encuentreif los bienes hereditarios que son objeto d^ 
la división, la ley dispusiera que la partición de los inmuebles 
sea registrada para que tenga eficacia respecto á los terceros, 
convendría atenerse á cuanto esta ley dispone, á fin de que el 
contrato fuese válido contra los terceros. De aquí se sigue, que, 
si conforme á la citada ley no fuesen registrables m&s que ]o§ 
actos auténticos, sería necesario también hacer la división me- 
diante lá forma de acto auténtico, no para su validez entre los 
coherederos, para la cual, según dijimos, se debería aplicar la 
ley reguladora de la sucesión, sino únicamente para los efectos 
jurídicos de la división respecto á los terceros, para los cuales 
no se podría desconocer la autoridad de la lex reí sitae^ que 
exige el previo registro. 

-l.tt&S* La mayor dificultad en esta materia, surge cuan- 
do existen coherederos menores, y la ley reguladora de sn con- 
dición civil y de su representación legal, contenga reglas distin- 
tas de las sancionadas por la ley que .rige la sucesión ó por h 
vigente en el lugar donde se encuentre una parte de los inmue- 
bles de la herencia. A nosotros nos parece que para todo lo que 
concierne á la legal representación de los menores, las medidas 
de protección exigidas para la tutela de sus derechos, y la ob- 
servancia de los requisitos indispensables, según la ley, pHn% 
asegurar la parte de los bienes hereditarios que les ^orrespoD- 
dan á consecuencia de la división, se debe reconocer la autori- 
dad exclusiva del estatuto personal de los mismos, determinnio 
en consideración á su ciudadanía ó á su domicilio, de acuer.!? 
con las reglas establecidas en los diversos sistemas legislativa?^ 
La estipulación del contrato de división constituye, en eseucii. 
el ejercicio de los derechos civiles por parte del menor incapai, 
y nos parece claro que se debe reconocer la autoridad exclusiva 
de su ley personal para determinar cómo ha de estar represen- 
tado y para fijar también los procedimientos indispensables qu:r 
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ba de seguir el representante. Convendrá, pues, atenerse al es- 
tatuto personal para decidir si el tutor puede ó no estipular 
el contrato de división, si necesita la autorización del Con- 
sejo de familia, si se debe nombrar el pro tutor, si precisa 
la homologación del Tribunal, y así sucesivamente. La ley re- 
guladora de la sucesión no puede, en realidad, desplegar su 
4iutoridad respecto á estas cuestiones. Debe extenderla para 
establecer la medida del derecho sucesorio correspondiente al 
dnenor; por lo que puede acontecer que en un país donde según 
la ley se atribuya carácter de estatuto real á toda disposición 
•que se refiera á la sucesión inmobiliaria, el derecho sucesorio 
y su medida, dependan de la lex rei siiae, Pero una vez estable- 
cido el derecho hereditario conforme á la ley territorial, el acto 
por parte del menor extranjero para llevar á efecto la división, 
y que quiera estipular el contrato de partición, no es una cues- 
tión de derecho sucesorio, sino de relaciones contractuales, 
para las cuales, por razón de su incapacidad, el menor quedará 
sometido á la ley personal que regula y protege su condición 
•como incapaz. 

Tampoco la ley del lugar donde se encuentren los bienes 
puede desplegar su autoridad. Desde luego, que si para efectuar 
la división se necesitaEíe proceder á la venta de un inmueble 
existente en pafs extranjero, salvo siempre la autoridad del 
«estatuto personal para la legalidad del acto, sería preciso, in- 
dudablemente, observar las disposiciones prescritas por la ley 
territorial para realizar legalmente la venta, pero no se estaría 
en el caso de aplicar la misma ley para determinar las formali- 
dades legales requeridas para proteger los derechos del menor 
y asegurar el precio del inmueble vendido, salvo solamente 
cuando se hiciese de un modo provisional y como medida de con- 
servación. Así el Tribunal territorial, por ejemplo, podría 
ordenar que la parte del precio correspondiente al menor ex- 
tranjero ingresase provisionalmente en la caja de depósitos, hasta 
que sé cumpliesen las condiciones requeridas por su ley perso- 
nal para asegurar y vigilar sus derechos; pero no pretendería 
aplicar las disposiciones de la ley territorial, por el solo motivo 
de que el menor extranjero ejercite sus derechos propios sobre 
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eliomueble existente ea el territorio 
el contrario, debe prevalecer el príDC 
los procedimientos que protegen 1 
razón de su incapacidad y que se fti 
como tal, forman parte de su estatuí 
refieren á la condición de los bienes, 
lex reí sitae. 

1.SS9. Los efectos de la dívisi 
raímente, por la ley & que se somete 
y las obligaciones de ios cohereder 
tales. Será necesario atenerse, por 1 
establecer si la división efectuada 
traslativo, en consideración á los bie 
de cada uno de los herederos. Sin ei 
remos á continuación las cousecuent 
las relaciones de los acreedores con 1( 
debe regular los efectos de la adjud 
uno de los coherederos, en sus relac 
la herencia. 

Debe, pues, aplicarse indudable 
para determinar la garaotfa reciprot 
pecto & los objetos qu^ componen I 
cada uno de ellos. Dado que, conforn 
ros estén obligados los unos respecl 
para la evicción, y en los conflictos 
pacífico disfrute de tos bienes que co 
cesario aplicar aquella para determin 
cunstancias en que los coherederos 
radoB. La lex rei sitae podrá, aplica 
si existe ó no el hecho jurídico, ó se 
de derecho, ; si la causa es anterto 
Asi, aun en el caso de que la obliga' 
sidere que ha cesado por el motivo d 
consecuencia de la culpa del cohei 
que la inexigibilidad del crédito sec 

(1) VéiiBc niiía afielante el § MiHl. 
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diecesitará referirse á la lex rei sitae para probar la culpa, ó á 
la del lugar donde el crédito era exigible, para establecer la 
inexigibilidad por el acto del coheredero acreedor. 

La acción de rescisión, en el caso de división amistosa, debe 
ser también regulada por la ley á que se subordina la sucesión 
j la medida de los derechos sucesorios correspondientes á cada 
uno de los coherederos. Decimos esto, porque como el Dere- 
cho sucesorio, en su entidad, debe establecerse conforme con 
la ley reguladora de la sucesión; se aplicará también la ley 
misma para decidir si á consecuencia de la lesión sobrevenida á 
la división, puede considerarse violada su autoridad en todo lo 
•que debe regir y establecer la medida del derecho sucesorio. 

Creemos conveniente advertir tan sólo, que también eñ esto 
la ley territorial debe desplegar su autoridad, puesto que está 
encargada de defender los derechos del tercero. Por consiguien- 
te, cuando un inmueble hereditario se encontrara bajo el impe- 
-rio de una ley que limitase la acción de rescisión por parte del 
'Coheredero que hubiera enajenado el inmueble que le correspon- 
-diese en la división, y que el coheredero que se creyese lesiona- 
do hubiera realizado la venta, y el tercero, por consiguiente, 
hubiese adquirido la propiedad del inmueble; en tales circuns- 
tancias, la disposición de la ley territorial que protege el derecho 
del tercero, debería desplegar su propia autoridad á pesar de que 
disponga otra cosa la ley reguladora de la sucesión. Esto se ad- 
mitiría en virtud del principio tantas veces enunciado, esto es^ 
.que toda ley que vele por los derechos de Ips terceros á conse- 
cuencia de un acto jurídico que se inicie en el territorio sujeto 
á su imperio, tiene el carácter de estatuto real. Es necesario 
considerar siempre en principio que cuando está en litigio el 
derecho de un tercero lo está también el derecho social; y que 
las disposiciones que regulan las relaciones jurídicas en tales 
-circunstancias tendrán el carácter de estatuto real. Por lo que 
-debe admitirse que la disposición mencionada en el art. 1.043 
•del Código civil italiano, conforme con la del 892 del Código 
^ivil francés (1); debe modificar la aplicación de los principios 



i(D El Código español establece una disposición más categórica. 
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f. 

expuestos en et caso de que el in 
Francia, y de que el cohereden 
hubiese enajenado. 

1.SSO. una forma de divii 
la que, en conformidad con ciert 
padres ; por otros ascendientes, 
el articulo 1.044: cEl padre, la i 
pueden dividir y distribuir sus 1 
dientes, comprendiendo en la di 
nible». 

SI legislador úrancés tambi 
artículo 1.075, que se encuenti 
y de lot testamentos (1). 

Se ba discutido acerca de i 
BBta facultad ú los padres yak 
bnir el carácter del estatuto re 
entendemos que no es preciso de 
puesto que nos parece eTÍdent< 
sujetarse la sucesión y el derech< 
Ínter vivos 6 mortis causa, debe 
teria. Los motivos que ban | 
para admitir tal institución, < 
ascendientes la potestad excep 
entre sus hijos ; descendientes, 
de la justa aspiración de querer 
los hijos, previniendo las diseu 
engendrarse al verificar la divi 
les obligaría á recurrir á. los 



que dice: <E1 heredero que bubi 
parte coasiderable de los inmueb 
proponer la acción reacisoría por 

(1) Confr. Código español, ar 
arta. 3.791-3.810.— El legislador es 
tador, mediante acto inter vivos i 
tercero la facultad de hacer la di 
rederos (art. 1.057). 

(2) Confr. Laurent, Dnu'l ciú. i 
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no pudiesen proceder á la división de una manera amistosa. 
Pero dejando aparte los motivos, es preciso reconocer que la 
división inUr Hberos^ presenta un carácter completamente es* 
pecial; porque toda otra forma de división sólo tiende á dis- 
tribuir los bienes que se encuentran 7a asignados á los he- 
rederos como copropietarios, en situación de indivi:»ión, y que 
desde el momento en que se abrió la sucesión, constituían, res- 
pecto á ellos, una comunión; la hecha por los padres tiene el 
carácter excepcional de transmitir la propiedad de los bienes, 
dividiéndolos entre los* llamados á recogerlos. El contenido, 
pues, del acto es, en sustancia, una transmisión de bienes de- 
signados é indicados por el disponente, mediante un acto ínter 
vivos 6 por testamento (1). 

1.SS1» Considerando bien lo expuesto, entendemos que, 
para resolver las controversias acerca de la validez de la divi- 
sión de que hablamos, es necesario aplicar los principios antes 
dichos, relativos á la eficacia de los actos de última voluntad, 
tanto en lo que concierne á la capacidad del de cujus^ como á lo 
referente á la validez intrínseca de la división misma. No es 
procedente referirse á los jurisconsultos antiguos é invocar su 
autoridad. Siguiendo el orden de ideas de los que atribuyen el 
carácter de estatuto real á toda disposición legal que atañe á 
los bienes inmuebles, y que someten á la lex rei sitae el ejercicio 
de todo derecho por parte de los propietarios de los mismos, 
es natural reconocer la autoridad de la ley territorial para 
decidir si el disponente tiene ó no la facultad de transmitir y di- 
vidir por si mismo los bienes á sus herederos (2). 

Hoy, para determinar la autoridad de la ley, es necesario 
tener en cuenta la naturaleza del hecho jurídico y el contenido 
de las relaciones jurídicas, y se debe, por consiguiente, admitir 
que, como la división inter liberos, atendiendo á su contenido, 
es en esencia una cesión de bienes á título gratuito, la ley que 

(1) Véase cap. VII, § I, núms. 1.402-1.419. 

(2) Confr. Bnrgundos, Tractatus ad consuetudines Flandriae, 1, 49 y 
VI, 4; Froland, Memoires concemarU la nature et la quálité des staíutg, 
t. II, pág. 1.283 86; Boullehois, Dtssertation sur les démtssions des htens, 
cuestión VI, pág. 90. 
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la regula, debe ser la misoia que rige la traasoiisióii de los 
bienes medíante acto inter vivos 6 mortis causa. Paesto que, 
de cualquir manera que la división se baga, ser& v&Iida después 
de la muerte del disponente, es natural que todo se considere 
ligado á la sucesión misma y sometido á la ley que ha de re- 
gularla. 

De lo expuesto se deriva que en el sistema de leyes que 
atribuye el carácter de estatuto real á toda disposición que 
concierne á la transmisión del patrimonio inmobiliario, com:^ 
ocurre en Francia, donde basta la capacidad de disponer se 
subordina á la ley francesa relativa á los inmuebles alli exist€ii- 
tes, se admite naturalmente la autoridad de dicha ley, pant 
decidir sobre la validez y eficacia de la división hecha por Ic 
padres entre sus descendientes. Esto no es más qae ana apli- 
cación del principio general, según el cual toda disposición que 
concierne á la transmisión por sucesión de los inmuebles exis 
ten tes en territorio francés, tiene el carácter de estatuto real. 

En el sistema del Código civil italiano, es, por el contrario, 
natural que incluso la cuestión propuesta se • resuelva atenién- 
dose á la ley nacional del de cujus, y que se decida conforme á 
ella, lo que se relacione con la capacidad de las personas i 
quienes se atribuya tal derecho excepcional, con la forma ex- 
trínseca del acto requerida como indispensable para su fuerza 
jurídica, con los requisitos intrínsecos para su 'eficacia, y tam- 
bién para determinar el derecho de impugnar el acto realizado 
por el ascendiente, correspondiente á los herederos entre quíe 
nes se ban dividido los bienes. 

l.SGlK* Hablemos ahora de la división judicial, que se 
hará siempre que los coherederos mayores no estén de acuerdo 
para verificarla, ó bien cuando surjan entre ellos contiendas al 
repartir los bienes, las deudas y las cargas hereditarias. 

La primera cuestión que puede nacer en tales circunstan- 
cias, es la referente á la competencia del Juez. Se debe admitir 
en principio que un solo Juez decida respecto á la herencia in- 
divisa que se intente partir. Los jurisconsultos romanos acep*- 
taron sin discusión que, para evitar las contradicciones de Iss 
sentencias, las contiendas relativas á la división de la herencm. 



DC LA DinSláN DE LA HEBEKCU '2bZ 

4. la rescÍBÍÓQ dfl la división ; á sns efectos entre las partes in- 
-teresadas, se decidieran por un Jnez único (1). Pero tan jnsto 
«ODcepto no se haJIa hoy acogido en las relaciones del Derecho 
ÍDtemaflional.En efecto, así como, conforme al sistema vigente 
en ciertos países, se admite siempre qne haya tantas herencias 
cuantos seas los países en que se hallen situados los bienes, y 
-que sobre todo respecto al patrimonio inmobiliario, debe abrirse 
una sucesión distinta y separada sometida á la lex m aitae, así 
también se entiende que esta ley r^ulará, eo principio, la 
sucesión, y que es necesnrio referirse á la misma, no sólo para 
preceder á la división de los inmuebles hereditarios existentes 
en el territorio del Estado, sino igualmente para determinar el 
Juez competente que ha de juzgar las cnestiones nacidas entre 
los coherederos al dividir entre ellos los 'mencionados bienes, y 
para repartir las deudas y las cargas hereditarias. De esta ma- 
nera realmente ee llega á fraccionar la herencia, la cual, tenien- 
do en cuenta su, entidad y su contenido, es una universalidad 
jurídica; y no son pocas las anormales consecuencias que trae 
consigo ]a admisión de tantos juicios cuantos son los Estados 
en que radican los inmuebles y la autoridad de la lex rei sitae 
para resolver las controversias relativas á la partición de los 
bienes y de las deudas hereditarias (2). 

Dejando ahora aparte toda discusión en el campo de los 
principios racionales, notamos que, conforme al derecho positi- 
vo, cuando se esté en el caso de proceder á la división judicial, 
es necesario atenerse i la ley territorial para determinar la au- 
toridad competente. 

. En Francia, el Tribunal oompetente en materia de sucesión, 
se determina según la regla sancionada por el art. 69 del Oó- 

(1) Pomponius, L. l,X)\g.Dequi6. reb.ad.eimd.jud. Este pñacipio 
fué demostrado así por Voet: Ad iinutn eundemqnejiuUcem pro venti- 
lando hoc (ííi-ííon'o judiciú cohaeredeg omne* venire oportere, nf. conlt- 
/leníia cautae dividatur, nevé ni diverso» adirenl judice» inexplicabile» 
{ude úrírmtur di//icirltatet uno quidem judice rem TüÍo adtudicante, 
altero vero «atndem Maevio as»ignatiU; vd tineadjudicatíonibii» eamve- 
lut dirñduam Ínter cokaeredes pro rala dividente*. (Voet, Ad Pand., 
libro XII). 

(2) Yéase anteriormente, tomo V, I, S 109. 
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digo de procedimientos civiles, el cual se refiere en realidad k 
la sucesión que se abra en Francia, aun cuando el de cujit? s^i 
extranjero. En este caso no podría contradecirse la compeUc- 
cia del Tribunal francés respecto á las cuestiones relaÜTas á Ii 
división y liquidación de la herencia mobiliaría é ÍDmobiliíiri 
en virtud de la autoridad territorial de las leyes que se refiera: 
al pleito y á la competencia del Juez del Estado. 

Algunos afirman que la máxima sancionada en el mencic 
nado articulo, puede tener aplicación aun en el caso de sucesi.^ü 
abierta en el extranjero (1); pero, en verdad, teniendo en cueiL* 
los principios aceptados por la jurisprudencia, la disposicí >: 
del art. 59 se considera encargada de regir la competencia sol^ 
mente para la sucesión abierta en Francia, y no nos parecr 
exacto atribuirle el alcance de una regla de competencia en U^ 
relaciones con el Derecho internacional privado. Es verdad qit 
la Audiencia de París, en su sentencia de 17 de Noviembr- 
de 1834 (2), sostuvo la competencia de los Tribunales franoe 
ses para las sucesiones abiertas en país extranjero; pero La* 
que advertir que se fundó en el art. 14 del Código civil, par* 
las acciones personales, y en el art. 3.^, para las acciones sobr^ 
los inmuebles existentes en territorio fr$tncés (3). 

La competencia de los Tribunales franceses para decidir h- 
cuestiones en materia de división respecto á las sucesionr^ 
abiertas en país extranjero, fué también admitida por la circuid 
tancia de que los inmuebles radicaban en Francia; pero es: 
sucede en el caso de la división de una herencia entre cohtre 
deros extranjeros ^y franceses, y la competencia fué fundada fc 
el art. 2.^ de la Ley de 14 de Julio de 1819, que autoriza su prt^ 
dominio en provecho del coheredero francés. La Corte de Can- 
ción decía, en efecto, en su sentencia de 29 de Diciemb'r 
de 1856 (4), que la competencia de los Tribunales francesa 

(1) Confr. Despagnet, Droif int. privé, 3.» edición, § 273; Dul - 
nota á mi comunicación en el Journal de Dr, int. privé^ 187*\: 
gina 142. 

(2) Journal du Pal, tomo XXVI, pág. l.Oia 

(3) Confr. también París, 11 Diciembre 1847 (Dalloz, 184í<, ÍJ. = 
y Cassation, 10 Noviembre 1847 (Dalloz, 1848, I, 38). 

(4) Pleito Gómez {Journal du Pal, 1857, pág. 976). 
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para decidir las controyersias derivadas de la división de Io& 
bienes muebles existentes en Francia, aun cuando se tratase 
de sucesión abierta en el extranjero, debía admitirse al efecto 
de realizar el predominio autorizado por la citada ley de 1819.^ 

Lo que se admite como regla segura, según la jurispruden- 
cia francesa, es que, asi como el poder jurisdiccional y el legis- 
lativo emanan de Ta misma soberanía, y ,el art. 3.^ somete á la 
ley francesa los inmuebles existentes en Francia, aun cuando 
los posean extranjeros, debe tenerse en virtud de tal artículo- 
como establecida también la jurisdicción de los Tribunales fran- 
ceses en lo que se refiere á toda controversia relativa á los in- 
muebles, y, por consiguiente, á las que se relacionan con la di- 
visión de los -inmuebles hereditarios (1). Esta es la lógica con- 
secuencia del principio anormal tot sunt haereditates quot tetri- 
tana. 

En Bélgica, la competencia en materia de sucesión se regula 
por la Ley de 25 de Marzo de 1876,y en virtud de la regla san- 
cionada por el art. 48 se admite también que para las acciones 
de petición de herencia, para las de división y para toda otra 
contienda entre los coherederos, hasta la división, son compe- 
tentes los Tribunales belgas, si dichas acciones se refieren 4 los 
inmuebles existentes en Bélgica, aun cuando se trate de suce- 
sión abierta en país extranjero. 

En Italia, la competencia se encuentra determinada en el 
artículo 94 del Código de procedimientos civiles, el cual se 
refiere á la sucesión abierta en dicho país, y también á la de 
un italiano abierta en el extranjero. Sin embargo, algunos han 
entendido que el último apartado del mencionado articula 
puede encontrar su aplicación hasta en el caso de la sucesiói> 
de un extranjero abierta fuera de Italia, atribuyendo así á la 
disposición ^1 alcance de una regla de competencia, según el 
Derecho internacional, y por consiguiente, han sostenido que 
cuando la mayor parte de los'bienes inmuebles hereditarios ó 



(1) Confr. Cour de París, 31 Diciembre 1889 (Jtevue de Droit inty 
1890, pág. 290). Véase también Colmar, 12 Agosto 1817; Cass. 14 de 
Marzo 1837 (StVcy, 1837, 1, pág. 196). 



■de los muebles que han de dmdir 
tono italiano, aunque la sucesión 
jero, puede ser eficazmente eotab! 
nales del reino. Nosotros, no obet 
esta interpretación, sosteniendo 
mencionado articulo, es aplicable 
das relativas á la división de la s 
es el extranjero y no ya á las de 
que se haya abierto fuera del reii 
es el momento de discutir esta cu 
su lugar, cuando hablemos del A 
tencia. 

l.ttSS. Aquí debemos limit 
pió, que cuando llegue el caso de 
«onviene atenerse á la ley territi 
ridad competente que ba de co 
coherederos; y que debe adniitin 
^ue pueda fraccionarse el juicio c 
establezca el legislador territorial 
la máxima por él sancionada Si 
cipio racional de la unidad de) jui 
teria de la petición de la herencia 
deros para su división. 

Conviene también admitir que 
poder proceder á la divisiónf debf 
procedimientos necesarios á su re. 

La ley belga, por ejemplo, del 
tablecido que cuando en la sucesi 
ó incapaces, la división debe hac< 
ante el Juez de paz del común ¿ 
natural que se necesite atenerse á 
los procedimientos que la misma 

(1) Véase Fiore, S'iUa competcnut 
■e deddere cmitroverñe rdntive alta «w 
<xll'eetero. Napolí, 1894. Y también 

sación de Tarín áe 30 Enero 1814, 
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-ción, DO están ciertamente contestes. Según las leyes de algimos 
países, no se admite, en efecto, la institución de la colación. £d 
los Códigos modernos la encontramos aceptada por aquellos que 
han seguido los principios consagrados en el Derecho romaDo, 
que admitió la colación para regular de un modo equitativo 
la condición de los hijos emancipados, cuando se les concedió 
la facultad de suceder á los padres en compañía con los hijos 
que se encontraban aun bajo la potestad del mismo en el mo- 
mento de su fallecimiento. Con el fin de impedir que los emaD- 
cipados que adquirían para sí, pudieran enriquecerse iDJnsta- 
mente aprovechándose de las adquisiciones hechas por los her- 
manos no emancipados, y que se confundían con el patrimonio 
patemO; se admitió en el derecho pretorio, que los primeros 
llevasen á la masa hereditaria los bienes que ellos personalmente 
hubiesen .adquirido (1). Más tarde, desaparecida la distinción en- 
tre los hijos emancipados y los no emancipados en lo que se refiere 
al derecho de adquirir, los unos y los otros estuvieron obligados 
á la colación, y con la intención de mantener la igualdad, de 
acuerdo con los principios más equitativos, se impuso, incluso 
á los hijos que aun se hallaban bajo la patria potestad, la obli- 
gación de llevar á la sucesión paterna toda lo que habían reci- 
bido del padre á título de dote ó de don¿ci6n prapternuptia$(l^ 
Posteriormente^ la colación, impuesta solamente en la sucesión 
abiniestaio^ se declaró obligatoria por Justiuiano, también en 
la sucesión testamentaria, respecto á los descendientes del ¡f 
cujus^ admitiendo, sin embargo, que el difunto dispensara ai 
beneficiado de la obligación de colacionar (3). 

En el derecho consuetudinario, la institución sufrió dÍTers3> 
vicisitudes, y las costumbres presentaron notables diferenciad 
^ue no creemos necesario exponer (4). 



(1) L. 1.a Dig. De colla fiombus. L. 1 * 7, 9 Código. 

(2) L. 17, 1)e collat. L. 20, p. l/> 

(3) L. 12, Código, comm. utriusq nejad., lib. III, tít. XXXVIII.N' 
vela XVIU, cap. VI. 

(4) Existían tres clases principales de costumbres. La priru^'^^ 
-esto es, la de la igualdad perfecta, prescrita como regla absolut;v 
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En los Códigos modernos, se encuentra más generalmente 
aceptada la colación, pero con distintos criterios y con variadas 
reglas. 

Según el Código francés, están sujetos á colación, no sólo 
las donaciones, sino tambiAi los legados, y el articulo 843, 
antes de que fuese modificado por laLey de 24 deMarzo de 1898, 
prohibía al legatario que concurría á la sucesión abintestcUo^ 
reclamar el legado que le hubiese hecho el de cujas; por lo que 
las cosas legadas se consideraban contenidas en ía herencia en 
que se hallaban en el momento de la muerte del causante, y se 
eutendía por colación, la reunión en la masa hereditaria de las 
donaciones realizadas mediante actos irUer vivos, y la retención 
€n la misma de los legados con que el difunto había agraciado 
á uno ó á varios de sus herederos abintestato. La ley de 1898 
suprimió la prohibición de reclamar el legado; pero, sin em- 
bargo, el legatario está obligado á la colación, salvo el caso 
de que de ella le hubiese dispensado expresamente el de cujus. 
Por consiguiente, el donatario ó legatario, no pueden conservar 
la donación ó el legado, cuando expresamente no se le haya dis- 



8egún tal costumbre, la colación se declaró obligatoria hasta 
respecto á los herederos que renunciaban la herencia (Pothier, 
Des 8ucc,y cap. IV, § 2). La segunda clase, que era la más numerosa^ 
comprendía las costumbres de simple igualdad, las cuales negaban 
al disponente la facultad de dispensar de la. colación al donatario, 
pero admitían, sin embargo, que éste podía sustraerse de la obliga- 
ción de colacionar renunciando á la herencia. A etata clase pertene- 
cían las costumbres de París y de Orleans (Pothier, ob. cit., artícu- 
lo 11, § l.o; Cout. de Paria et d'OrleanSy art. 303 304). En la tercera 
clase se comprendían las costumbres que admitieron la dispensa 
de la colacién y que reconocían, por consiguiente, que el testador 
podía hacer una liberalidad á uno con preferencia á los otros. 
Estas se llamaban costumbres de precaución. (Confrónt. Coquille, 
*SulV articolo 7, capo XXVII^ de las costumbres de Nivernais, I, pá- 
gina 269; Merlín, Eép, v. Rapport), La legislación revolucionaria 
consagró el sistema de la igualdad perfecta, que encontramos aun 
mantenida en el Código de los Grisones, el cual en el art. 488 san- 
ciona la obligación de la colación para los herederos legítimos sin 
reserva de dispensa. 
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pensado de la colación, más que renunciando á la sucesión ablH- 
testato del disponente (1). 

El Código civil italiano también admite la colación^ pero es- 
tablece una diferencia entre la donación y el legado; respecto ¿ 
la primera, la colación es obligatoria cuando el donante no bi 
dispuesto otra cosa; por el contrario, respecto al legado ei be- 
neficiado no queda obligado á la colación más qae en el casc^ 
de que el disponente lo haya ordenado asi expresamente. Existt^ 
tan sólo una excepción establecida en el art. 1.026, que regú 
el legado que exceda de la parte disponible. 

También hay otra diferencia notable entre el Código italiüiio 
y el francés respecto á las personas sujetas á la colación. £1 le- 
gislador francés sanciona, en efecto, en el art. 843, la obliga- 
ción de la colación respecto á cualquier heredero. < Todo here- 
dero... debe llevar á sus coherederos f , El legislador italiano, por 
el contrario; limita la obligación de la colación solamente aJ 
hijo ó descendiente que concurra á la sucesión con sus herma- 
nos, hermanas ó sus descendientes (2). ' 

Respecto al modo de colacionar, no están conformes las dis- 
posiciones legislativas al establecer los casos en que el obligado 
necesita aportar la cosa en especie ó aquellos en que basta eos 
que lleve su valor. Tampoco están de acuerdo en determioar 
cuáles son las liberalidades sujetas á colación. Según el Código 
francés, por ejemplo, estando sometidas á colación toda especie 
de donaciones inter vivos, sin excepción, incluso las que se veri- 
ficaron por contrato de matrimonio, dispone el legislador en e! 
artículo 849; que si las donaciones y los legados se hacen cob 
juntamente á dos esposos, de los cuales uno solo haya de su- 
ceder, éste aportará la mitad; si se hacen al esposo sucesor, é>tt 
está obligado á colacionar por entero. El legislador italiano, en 
cambio, como no admite la colación más que respecto al descei- 
diente, dispone en el art. 1.006, que si las donaciones se hacer* 
conjuntamente á dos esposos, de los cuales sólo uno es deseen- 



(1) Confr. art. 843 de la Ley de 24 de Marzo de 1898 y 845 d. 
Código civil. 

(2) Art. 1.001. 
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diente del donante, únicamente la porción donada á éste está 
sigeta á colación. 

l.SSV* Consideramos inútil hablar de otras muchas más 
diferencias que existen. Las que hemos puesto de manifiesto, 
son suficientes para que se vea claramente cómo siendo distin^ 
tas las disposiciones legislativas en materia de colación, pueden 
nacer dificultades al determinar la ley que se ha de aplicar, dado 
el caso de que el Tribunal competente, llamado á formar la 
masa hereditaria, haya de decidir si los que concurren á la su*» 
cesión deben ó no colacionar las donaciones y las liberalidades 
que les hizo el difunto. 

¿Qué ley debe desplegar su autoridad respecto á esto? 

Laurent, hablando de tal asunto (1), propone la cuestión de 
este modo. Si á la ley á que se somete la colación debe atribuir* 
se la autoridad del estatuto real ó del personal, considerando 
que en definitiva todo debe depender de la voluntad del difunto, 
entiende que la materia se encuentra en el campo de la auto- 
nomía, y que, por consiguiente, todo se reduce á interpretar 
la voluntad del de cujuss. Si el disponente — dice — con su libe- 
ralidad tuvo la intención de mejorar á su heredero con la pro- 
piedad de los bienes, no se debe obligar á éste á la colación; 
si quiso mejorarle solamente en el goce, se le considerará obli- 
gado á colacionar; todo, pues, estriba en determinar la in- 
tención. 

Por lo que se deduce, como consecuencia, en lo que se refiere 
á la naturaleza de la ley, que la reglamentación de la colación no 
puede subordinarse al estatuto real, supuesto que todo lo que 
depende de la voluntad del hombre, debe considerarse extraño á 
la doctrina de los estatutos, que^ según la teoría tradicional, son 
reales cuando tienen pof objeto los inmuebles, y personales cuan- 
do se refieren al estado y á la capacidad de las personas. La cola- 
ción — observa el jurisconsulto citado — no concierne al estado de 
las personas, ni tampoco tiene por objeto la transmisión de los 
bienes. Es la voluntad del hombre que, según la afección ó el 



(1) i>rotí cVw7 1»^., t. Vil, § 30. 

Dbrecho INT. PBiv.— Tomo VI 16 
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odio, ñge esta materia, ; ]a Tolimtad do pnede sabordiDane & 
la BÍtoación de los biemea (1). 

Cuando Inego el ilnitre autor francés se propone dotermi- 
oar la ley á qae ha de someterse la ínterpretacióD d« la volan- 
tad del disponeote, pretende, al parecer, que todo dependa de la 
ley del lugar en que se abra la tucesilSn. Presenta, en efecto, la 
coeatión de si un legatario francés debe colacionar lo que se 
le haya legado en la sucesión abierta en Italia, y sostiene que 
la cuestión ge decidirá en conformidad con cuanto dispone el Có- 
digo italtauo. Del mismo modo sostiene qne un hermano del 
difunto francés qne se presente k una sucesión abierta en Italia, 
debe estar dispensado de la colación, interpretando la voluntad 
del donante en favor del hermano (2). 

Verdaderamente no hemos llegado á comprender en toda su 
extensión la teoría del ilustre jurisconsalto acerca de eete panto 
particular, ni nos parece que para resolverla & fondo, se pueda 
discutir en términos tan generales. 

1.SBS. Proponiéndonos determinar !a ley que debe regir 
la colación, consideramos indispensable distinguir los diversos 
pantos de la controversia, en relación con la ley qne ha de 
desplegar su autoridad para regularlos. 

La colación, considerada en sí misma, guarda estrechos 
vínculos con la medida del derecho sucesorio, supuesto que, 
como ÓBta, teniendo en cuenta su contenido, debe determinarse 
en relación con la masa hereditaria que ha de ser dividida entre 
los coherederos, y la masa hereditaria, se forma mediante la re- 
unión de cuantos bienes constituyen el patrimonio del de cujms, 
agrupando todos loa elementos del mismo; por lo que resalta 
claro que el hecho de llevar ó no al acervo común las cosas do- 
nadas por el difunto & loe sucesores, 6 las legadi 
algunos de los coherederos, fija la medida del dei 
uno de ellos en relación con la masa hereditaria. 
moB dicho, el derecho de cada ano de loa coherede 
objeto el patrimonio como universalidad y entidad 

[D Laurent, Ihwt civil i'ní., g 32, 
(2) La misma obra, § .?5, pág. lii. 
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9o que, prescindiendo 6 no de que uno ú otro de los coherederos 
fineda tener un aumento sobre los demis, determina la medida 
'del derecho de cada uno en sus relaciones con los bienes here- 
ditarios que han de dividirse. Bien estudiada la cuestión, consi- 
deramos que la colación, en general, debe depender de la ley re- 
guladora de la sucesión, del mismo modo que, como se ha dicho, 
l>or ella se rige la medida del derecho sucesorio. 

La ley del país en donde se haya hecho la donación, ó la del 
lugar en que el disponente, mediante testamento, haya benefi- 
ciado á cualquiera de los llamados á la sucesión con preferencia 
Á los demás, ó la del lugar donde se encuentran los bienes, no 
debe desplegar el imperio de su autoridad respecto al punto de 
•que se trata, de igual modo que no debe extenderla para deter- 
minar la adjudicación de la herencia y la medida del derecho 
que corresponde á los herederos. 

Establecemos, por consiguiente, en principio, que la cola- 
ción, considerada en sf misma, debe entenderse sometida al im- 
perio de la ley reguladora de la sucesión. En el caso de que 
'ésta la declare obligatoria^ designando las personas obligadas 
á aportar y las que tienen derecho á exigirla, no se puede por 
menos de entender dichas disposiciones como reglas del derecho 
«ucesorio, y por lo tanto, como condiciones impuestas á los co- 
herederos que intenten ejercitar sus derechos en calidad de su- 
cesores. Lo mismo decimos de las disposiciones que se refieren 
á las liberalidades sujetas á colación. Todo esto, en su conjunto, 
forma parte del contenido del derecho sucesorio, y dependerá 
naturalmente de la ley que regule la sucesión y de la medida del 
derecho de cada uno de los coherederos. 

En tal estado las cosas, nos encontramos frente á dos siste- 
mas: el que atribuye carácter de estatuto real á toda dispo- 
sición referente á la sucesión respecto al patrimonio inmobilia- 
rio, y el que considera la herencia como una universalidad, re- 
conociendo la autoridad de la ley nacional, ó la del domicilio 
del de cujus. Dado el principio anormal, debe entenderse, por 
lógica consecuencia, que la misma ley que regula la sucesióui 
regirá también la cuestión que concierne á la colación en gene- 
ral, y bajo los conceptos antes indicados. De lo dicho se deduce 
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que, en el siatema francés, te 
dpio de qne respecto k loa ii 
Francia, eo TÍrtud del modo 
nada ea el articulo 3.°, la de 
dera distinta ; separada, y » 
francesa, es necesario admit 
indicados anteriormente, deL< 
posiciones sancionadas por el 
en realidad, otras tantas con 
cho sucesorio, y no se puede 
ley franceBa, á !a cual se atri 
para todo aquello que se rei 
pues, natural que, como sej 
heredero debe dewlveri , ñsí]^ 
para todo heredero pariente 
la parte de herencia que le pe 
Ya sea el sucesor pariente e 
distinta su ley personal, en e 
otros herederos á lá sucesión 
tal título, más que sometiénd 
conforme á los artículos 643 
la herencia y eximirse asi de 
por la ley; pero cuando prefii 
otros herederos, no podrá p( 
reguladora de la sucesión. 

En el mismo caso se enco 
el de eufus; podrá conservar 
dispouihle, renunciando á la 
de atenerse á la disposición á 
de 24 de Marzo de 1898, di 
herencia ÍDmobiliaria consti 
tentes en el territorio fraocée 
cia, no ya del concepto de qu 
r&cter de estatuto real, sinc 
que la ley reguladora de la su 
que prevalece en Francia. 

En virtud de los mismos p 
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«que como en el sistema francés la sucesión mobíliaria se consí- 
«dora sometida á la ley del domicilio del difunto, 6 á su ley na- 
cional, es necesario atenerse á la misma para decidir las con* 
troversias relativas á la colación. Pudiera, pues, acontecer que 
eu el caso de la sucesión de un italiano abierta en Francia, el 
pariente legítimo, que no sea descendiente del de cujus^ baya de 
considerarse como no sujeto á la colación respecto á la sucesión 
'mobiliaria, en virtud de la disposición sancionada en el articu- 
lo 1.001 del Código civil italiano, aun cuando esté obligado á la 
colación respecto á la sucesión inmobiliaria con arreglo á los ar- 
i;ículo8 3.^ y 843 del Código civil francés. 

Por el contrario, en el sistema que somete la sucesión á la 
ley personal, sin distinguir la naturaleza de los bienes que cons- 
tituyen la herencia, es natural que la colación se regule en con- 
'formidad con la ley personal del de cujus. Por consiguiente, en 
la sucesión francesa abierta en Italia, todo heredero está obli- 
gado á colacionar, aun cuando no sea descendiente del decujus. 
En efecto, merced á cuanto establece el legislador italiano en 
el art. 8.** de las disposiciones generales^ que exige la aplicación 
<de la ley nacional del de cujuSy en dicha sucesión francesa, en lo 
«que se refiere á la colación, regirá la disposición del art. 843 
del Código de Napoleón. También deberá aplicarse esta ley 
para determinar las personas que tienen derecho á la colación 
y para establecer cuáles sean las liberalidades hechas por el di- 
-funto sujetas á colación. 

Aun en la hipótesis de que en la sucesión francesa concu- 
rran franceses é italianos, debe siempre, en lo que se relaciona 
con la colación, aplicarse la ley de los primeros y no la de los 
segundos, por la razón de que, así como el titulo de heredero 
respecto á la referida sucesión se deriva de la ley francesa, 
las condiciones de los que ostenten dicho título para tomar 
parte de la herencia, deben determinarse en conformidad con 
la ley llamada á regular la sucesión y la medida del derecho 
sucesorio, y no por la del lugar donde se abra, ó la personal de 
los que están llamados á concurrir como herederos. 

-■•GSO* La dificultad más grave en esta materia, puede 
Aacer con motivo de la voluntad del donante ó del disponente. 



u 
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b1 cual la ley atribuya la facultad de eximir al beneficiado de la 
obligación de colacionar. 

Bespecto á esto, es necesario advertir que la colación, aun- 
que se establezca eti principio por la ley reguladora de la tuce- 
sión, no obliga de un modo absoluto é imperativo, como sucede 
con la reducción. Esta es una verdadera y propia garantía del 
derecho hereditario, atribuido por la ley i los herederos legíti- 
mos. Tal derecho, que pertenece á los descendientes, á los ascen- 
dientes, á los hijos naturales y al cónyuge sobreviviente, no 
puede considerarse fundado en la presunta voluntad del deüufm^ 
sino que más bien se* deriva de la ley misma, la cual, teniendo en 
cuenta las relaciones que existen entre ciertas personas y el 
difunto, atribuye á éstas una determinada parte de su patrimonio 
que constituye la legítima, y respecto á ésta anula en absoluto 
la libertad del testador (1). 

El legislador, pues, concede á los herederos legítimos el dere- 
cho de pedir la reducción de las disposiciones testamentarias y de 
cualquiera otra naturaleza, hechas en favor de toda persona, so 
obstante la voluntad contraria del difunto testador ó donante (2). 
En materia de reducción, pues, la ley ejerce adtoridad absoluta 
é imperativa, limitando completamente la autonomía del propi^ 
tario. 

En la colación, pov el contrario, la cosa es distinta. En los 
sistemas legislativos en que se encuentra establecida, debe eon- 
siderarse puesta por el legislador con la intención de mantener 
la igualdad de condición entre los que están llamados á soceder. 
Sin embargo, como dentro de los límites de la parte disponible, 
la completa igualdad no es obligatoria, debiéndose admitir qse 
el de cujus puede haber tenido la intención de conceder cualquiera 
ventaja en favor de uno ó de otro de los herederos, y tal acui- 
tad pertenece al campo de la autonomía siempre que no lesione 
los derechos de los herederos legítimos, los legisladores bs 



(1) Confr. art. 805 y sig. Código civil italiano; 913, francés; 806 r 
siguiente, español; 1.784-85, holandés. 

(2) Artículos 821 y 1.091, del Código civil italiano; 920, frai 
•cés; 654 y 820, español. 
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respetado en este particular la volantad del disponente. T 
cuando se ha tratado de establecer la regla para determinar su 
intención, algunos han estimado como natural la presunción de 
que el disponente, al Secutar su acto de liberalidad, no tuTO 
propósito de alterat la igualdad de condición, y de que no se 
puede presumir que baya querido eximir de la obligación de la 
colación al beneficiado^ i no ser en el caso de que asi lo dispu- 
siera expresamente; otros legisladores, por el contrario, en- 
tienden que no se puede presumir que el disponente, al realizar 
un acto de liberalidad, no haya querido con él beneficiar al 
agraciado, y que, por consiguiente, no debe estar éste obligado 
á la colación más que en el caso de que el disponente así lo 
determine de un modo explícito. 

De este modo, en las legislaciones que admiten la institu- 
ción de la colación, no imponiéndola como una obligación ab- 
soluta (como ocurre según el derecho consuetudinario, en el 
sistema de la igualdad perfecta), sino haciéndola depender de 
la voluntad del disponente, se encuentra una diferencia sustan- 
cial al fijar la regla acerca de la interpretación de ésta. Algu- 
nos entienden se debe presumir que la intención del donante 
ó disponente es la de procurar q^ue exista igualdad entre sus 
herederos, á no ser que haya dispensado expresamente al bene- 
ficiado de la obligación de colacionar; y otros, por el contrario, 
creen que no se puede suponer que la intención del disponente 
es la de procurar la igualdad entre sus herederos, sino cuando 
se haya ordenado expresamente la colación, imponiendo al be- 
neficiado la obligación de aportar. La diferencia á que nos refe- 
rimos, se encuentra, por ejemplo, entre el Código francés, el 
austríaco, y el italiano respecto á la colación en la sucesión tes- 
tamentaria. El legislador francés, dispone que el legatario está 
obligado á la colación, salvo cuando haya sido dispensado ex- 
presamente (1). Así, faltando la dispensa, el legado no repre- 
sentaría un beneficio, sino que quedaría sin efecto como acto de 
liberalidad. El legislador italiano ha sido, por el contrarío, lilte 
lógico, al considerar que lo que se ha dejado mediante testa- 



(1) Artículo 843. 
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mentó (siempre qne ae trate i 
jeto & calación, porque, segúi 
lantad presunta del tentador, 
los llamados por él para re 
bajo testamento, y por lo tan 
te la colación, no se puede ci 
ciado. También el Código at 
blece que, cuando los hijos su 
la colación tiene lugar solami 
la haya prescrito de un modo 

Teniendo en cuenta la sei 
ues legisIatÍTas que se ocup 
donante ó del testador, de cu 
6 la dispensa de colacionar, f 
ca de la ley según la caal de 
en esencia, es la causa eñcter 
bien aplicar la ley reguladora 
anteriormente? 

Adviértase que la control 
sonta un car&cter muy dÍTere 
ver si se debe admitir ó no la 
tir lo que hemos expuesto; ca 
sión estableciese la igualdad i 
denarA que al llegar el caso d< 
quier beneficio hecho por el 
excluyendo asf completamen 
cuanto á turbar ó modificar I 
podría surgir dificultad algt 
mente que someterse á la ley 
tnd de que la colación impuei 
gíslador, excluyendo cualquii 
vendría & ser una verdadera 
recho sucesorio, y la ley asui 
público en cuanto tendiera á 
los herederos. 

La posición de las cosas i 
la que ostenta la legítima, S¡ 
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to por la ley, que atribuye el derecho hereditario á los herede- 
ros legítimos, y lo protege con la acción de reducción. 

Por el contrarío; cuando el legislador admite en principio la 
colación, pero respeta la voluntad del donante ó dispoaente en 
lo que se refiere i obligar al beneficiado á colacionar ó á dis- 
pensarlo de esta obligación, la igualdad no puede Ber conside- 
rada como de orden público. En efecto^ depende de la voluntad 
del disponente, y; por lo tantO; la causa eficiente de que se con- 
firiera la liberalidad, sería la declaración de volui)tad del de 
<MJU8. Ahora bien, dado que el legislador, para determinar é in- 
terpretar la voluntad del autor de la liberalidad sancione una 
determinada regla^ según la cual deba, al realizar el acto, decla- 
rar expresamente que intenta dispensar de la colación al bene- 
ociado, ó bien le imponga la obligación de aportar también de 
un modo expreso, nos parece natural, que todo dependa de la 
voluntad declarada; y cuando sea otra la regla sancionada por 
la ley personal, ó por la del lugar donde se abra la sucesión, ó 
la del país donde se encuentren los bienes hereditarios, toda 
dificultad se reduce á decidir si, para interpretar la intención, 
debe aplicarse una ú otra ley. 

^.^'^O* Nos parece que en tales circunstancias nos encon- 
tramos en un campo enteramente distinto. No se trata ya de las 
^condiciones para el ejercicio del derecho sucesorio, sino más 
bien de la interpretación de la voluntad del difunto. Creemos, 
pues, que debe aplicarse la regla de que para determinar el 
contenido del acto volitivo, es necesario referirse á la ley bajo 
cuyo imperio la declaración de voluntad se hizo, porque de igual 
modo que la más natural presunción es que á dicha ley se haya 
referido el autor del acto, así es igualmente natural que ésta 
despliegue su voluntad para determinar lo que aquél quiso. 

Admitimos, pues, que en este particular ha de reconocerse la 
autoridad del estatuto personal, á causa de que todo lo que con« 
cierne á la voluntad del hombre, debe someterse á la ley que per- 
«onalmente le corresponde, y no á la del lugar donde se encuen- 
tren los bienes objeto de la declaración de voluntad de su pro- 
pietario, ni á la del lugar donde fuese abierta la sucesión; por- 
que supuesto que ésta respeta la autonomía y admite en definí- 
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tiva que todo debe depender de la voluntad del difunto, m» 
así á reconocer que se reduce todo á interpretar la intendót j 
i averiguar lo que el difunto quiso en el momento oi que Uio 
la liberalidad. Considerando, pues, que la voluntad del hoinliR 
es la que domina en esta materia, cuando se trata de decidir li 
el autor de la liberalidad ha querido imponer ó excluir si h&t 
ficiado la obligación de colacionar, es necesario también reco- 
nocer que nos encontramos fuera del campo en que debe inife- 
rar como soberana la ley reguladora de la sucesiÓD, y que, per 
el contrario, nos hallamos dentro del territorio en que despiicgft 
su propia autoridad la ley que debe regir la voluntad del bos- 
bre y determinar el contenido del acto volitivo. 

l.flVt» Queriendo discutir acerca de la aplicación de los 
principios expuestos, supongamos, por ejemplo, que se tratada 
la sucesión de un austríaco abierta en Franciaj ó bien que la n- 
cesión se abra en otra parte, pero que se encuentren en Francia 
algunos de los inúiuebles hereditarios del susodicho individoo; j 
tendremos que merced al sistema seguido en esta nación, debe 
aplicarse la ley francesa respecto al patrimonio inmobiliario afli 
existente; que el Tribunal francés es competente para proceder í 
su división; y que para realizarla debe aplicar la ley franeeaa.Si: 
embargo, admitamos que exista un testamento en el cual ti 
austríaco haya instituido herederos á sus propios hijos en parifs 
desiguales^ sin tocar la legitima, y que no se pueda tampoco 
sostener la lesión de la legitima que les pertenece según el Ce- 
digo francés, que sería aplicado para determinar la parte & 
ponible de los inmuebles existentes en territorio francée. Ten- 
dremos, por lo tanto, que toda la cuestión consiste en deddi: 
si el legado, á favor de uno de los hijos, del inmueble eKÍsteot¿ 
en dicho territorio, está ó no sujeto á colación. La duda ea ta- 
les circunstancias nacería porque, según el Código francés, <^' 
heredero está obligado á colacionar, salvo el caso de que el & 
ponente le haya expresamente dispensado; y según el Código 
austriaco, por el contrario (art. 790), en la sucesión teetaaeo- 
taria, la colación no es obligatoria más que en el caso de que ^ 
testador lo haya prescrito así expresamente. En esencia, tasto 
el Código francés como el austriaco, admiten que se debe tom&r 
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por norma solamente la voluntad declarada por el testador* 
La diversidad entre los dos Códigos existe respecto i la regla 
para interpretar la voluntad, uno dice que la colación se debe 
efectuar cuando el disponente no baya dispensado de ella expre- 
samente al beneiciadoy y el otro sostiene que sólo debe veri-» 
ficarse cuando lo haya ordenado así aquél. ^ 

Ahora bien, siguiendo nuestro orden de ideas, y consideran- 
do que no existe conflicto entre las dos leyes en cuanto á tomar 
por norma la sola voluntad declarada del testador, y que el con- 
flicto sólo se encuentra respecto á la regla para interpretar 
dicha voluntad declarada, recordando todas las razones que an- 
teriormente expusimos, sostenemos que es necesario atenerse á 
las disposiciones del Código austríaco, y que faltando la orden 
expresa, el beneficiado no está obligado á colacionar. 

Decimos esto, porque no estamos en el case de controversia 
sobre transmisión de los bienes, al cual, aceptando sin discu- 
sión la interpretación dada al articulo 3.^ del Código civil fran- 
cés, puede considerarse aplicable la ley vigente en Francia^ 
respecto & los inmuebles allí existentes. Se trata más bien de 
interpretar la voluntad del hombre, de atenerse á lo que él 
quiso, y no se puede por menos de reconocer que, si un aus- 
tríaco (suponiendo que no tenga en Francia domicilio legal) 
ha hecho un legado á su propio hijo bajo el imperio de su 
ley personal, sin ordenarle expresamente la colación, debe pre- 
valecer la presunción más natural de que aquél no intenta 
que la liberalidad se aportase, pues de otro modo lo hubiera 
prescrito expresamente, ateniéndose á las disposiciones de su 
ley personal. Inútilmente se invocaría la aplicación de la regla 
sancionada por el artículo 843 del Código civil francés y el 
principio de que todo lo relativo á la sucesión tiene el carácter 
del estatuto real según el derecho francés, toda vez que, con- 
forme á la misma ley francesa, respecto á la colación del lega- 
do, se debe tomar como norma, la voluntad declarada por el dis- 
ponente, y según los principios generales, el contenido del acta 
volitivo se determinará con arreglo á la ley bajo cuyo imperio- 
la declaración del mismo se hizo. El austríaco que no tenía en 
Francia ni siquiera domicilio legal, no podía, ciertamente, re- 
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ferine ¿ la ley francesa cnant 
voluntad. 

LoB mismos principios se 

de la sucesión de un italiano, ; 

tancias dichas en el caso de Ie 

l.a«C En Italia se pr 

tión rerdaderamente delicada 

El señor Zogheb, ciudada 
oioona pequeña cantidad b^ 
Turquía. Adquirió luego cind 
sión en 1896, y debiendo reg 
italiana, se disentía si el bijo 
funto padre, estaba obligado 
dio antes de adquirir la ciude 
de decidir si para determinar '. 
«ion, se debía aplicar la ley iti 

Es necesario añadir, pftra 
según la ley otomana, el pad: 
donación válida j perfecta, pi 
Código italiano, la donación n 
te su reducción cuando perjm 
lo que respecta & la colación, 
tícnlo 1.001, que la donación 
donante baya dispuesto lo ce 
expresa por parte del padre, ( 
gación de la colación, el Trib 
sentencia de i de Enero de 1! 
obligado é. aportar, en virtud 
tícnlo 1.001, y que el ser el di 
momento en que hizo la doi 
porque habiéndose baobe mác 
riendo btgo tal condición, la le 
á él el carácter de ley nueva, 
«n el art. 28 de la Ley de H 



(1) Véase el texto de la senté 
na 568, 1902, y la nota de Fiore i 
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derecho transitorio cuando se publicó el Oódigo civil italianO;. 
incluso las donaciones hechas bajo el imperio de las leyes pre- 
existentes, deben considerarse sometidas al Código vigente, en 
lo que se refiere á la colación (1). 

Entendemos que él fallo del mencionado Tribunal no está 
en armonía con los principios del Derecho, y creemos que llegó- 
á las conclusiones consagradas en su sentencia, por no haber 
distinguido detenidamente la cuestión referente á la colación, 
bajo los dos puntos de vista antes indicados, esto es, en cuanto 
se la considera como condición para el ejercicio del derecho su-^ 
cesorio, y bajo el aspecto de la voluntad declarada por el autor 
de la donación. No nos parece que dicho Tribunal pudiese con- 
siderar la cuestión que nacía á consecuencia de la concurrencia 
de las dos leyes (la de la patria de elección y la del Estado* 
de que el de cujus fué ciudadano), semejante á la que nacería en 
el caso de que concurriesen dos leyes diversas emanadas del so- 
berano del Estado, y que, por consiguiente, no podía referirse* 
para dirimir el conflicto (2) á las disposiciones de derecho tran- 
sitorio; sancionadas por la ley italiana de 1866. 

Teniendo presente lo que dijimos antes, y considerando que 
el legislador italiano (respecto á la parte disponible) no limita 
la autonomía en cuanto á mantener ó no la igualdad perfecta 
entre los coherederos, sino que todo lo hace depender de la vo- 
luntad declarada por el disponente, y considerando, por lo tanto, 
que se trataba de saber lo que Zogheb quiso en el momento en 
que hizo la donación, y de interpretar la voluntad por él decla- 
rada, ¿se podría, acaso, sin hacer una verdadera violencia á los 
principios del Derecho y desconocer la voluntad del donante^ 
sostener, para interpretar lo que éste quiso cuando hizo la do- 



(1) £1 artículo 28 de las Disposiciones transitorias, sancionadas por 
la Ley de 30 de Noviembre de 1865, dice así: «Las donaciones hechas 
á los descendientes, antes de estar en vigor el nuevo Oódigo, están 
sujetas á colación, según las reglas eiji éste establecidas». «Las per- 
sonas indicadas en el art. 22 del presente Decreto deben también 
aportar todo lo que han recibido, con ocasión de su renuncia». 

(2) Véase la Nota crítica de Fiore á la precitada sentencia en el 
Foto italiano citado. 
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fnejante al conflicto nacido por el cambio de legialaciin en el in- 
ferior de un Estado. 

Ciertamente, no debe negarse que la adquisición de la ciu- 
dadanía cambia con respecto al naturalizado su estatuto per- 
sona), 7 que tal condición de cosas^ engendra un hecho en cierto 
modo análogo al que nace en virtud del cambio de legislación 
dentro de un Estado, por lo que se pueden entender, en gene- 
ral; aplicables los pricipios del Derecho transitorio. Oonviene, 
sin embargo, advertir que un caso no se puede equiparar, en 
todo 7 por todo al otro. El soberano de tin Estado puede en 
virtud de su autonomía legislativa, no sólo modificar las le7eB 
en vigor, sino regular también la autoridad de las nuevas 7 de 
las antiguas por él promulgadas. En general es sostenible que 
la le7 no debe tener efectos retroactivos, pero esta considera- 
ción no impedirá al soberano (respecto al cual los particulares 
no pueden klegar derechos adquiridos), decretar, en virtud de 
«u poder de soberanía, una cierta rectroactividad más ó menos 
limitada, ni promulgar las reglas acerca de la autoridad de las 
leyes nuevas en oposición con las antiguas, á pesar de que tales 
reglas causen perjuicios en los derechos de los particulares. 
Oreemos, pues, que es erróneo atribuir á la ley transitoria de 
un Estado el carácter de 107 internacional, en el sentido de 
quererla aplicar para dirimir los conflictos que surjan de la 
concurrencia dé le7es emanadas de soberanos de Estados diver- 
sos, siempre que lleguen á encontrarse á consecuencia de la pér- 
dida 7 de la adquisición de la ciudadanía. 

¿Puede por ventura admitirse que el soberano de uno ó de 
otro Estado atribu7a fuerza retroactiva alas le7es que pro- 
mulgue respecto á los actos, relaciones ó negocios jurídicos rea- 
lizados por el naturalizado bajo el imperio de la le7 de su antigua 
patria, con anterioridad á la ciudadanía adquirida? Para esta- 
blecer reglas uniformes acerca de la autoridad de las le7es, en 
el caso del cambio de ciudadanía, sería necesario que los Esta- 
dos se pusieran de acuerdo fijando las reglas del Derecho tran- 
sitorio en las relaciones internacionales. Cierto que, si lo hicie- 
ran, la autoridad de las le7es de la antigua patria, en concu- 
rrencia con las de la patria de elección, se hallaría asi bien ó 
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por los modernos Códigos, en los cuales se encuentra estableci- 
óla la máxima de que las leyes no tienen efecto retroactivo. Tal 
regla, en las relaciones internacionales, no puede considerarse 
modificada en virtud de la ley transitoria promulgada por el 
soberano de un Estado para determinar la autoridad de las 
leyes que de él emanan, supuesto que las transitorias tienen 
siempre el carácter de leyes interiores, y seria arbitrari(* atri* 
huirles el de reguladoras del derecho transitorio internacional. 
Por consiguiente, aplicando los principios expuestos al caso 
<j[ue se discute, y queriendo determinar la ley que ha de des- 
plegar su autoridad para decidir si se debe 6 no admitir la obli* 
gación de la colación, diremos que, cuando conforme á la ley del 
país en que el de cujus adquirió la naturalización, se admitiese, 
en términos generales, la colación respecto á los que hayan de 
concurrir á su herencia, seria indispensable aplicar esta ley por 
los motivos exftuestos anteriormente, esto es, porque la regla san- 
cionada por el legislador de la patria de elección que establece 
la colación, debe considerarse como condición para el ejercicio 
del derecho sucesorio. Sin embargo, si conforme á la ley de la 
patria de elección, la colación se admitiese en principio, pero la 
obligación de aportar se estimase consecuencia de la voluntad 
del donante, y toda la controversia consiatiere en determinar é 
interpretar su intención, no seria justo aplicar también, incluso 
respecto á esto, la regla sancionada por el legislador de la patria 
de elección. Decimos que no sería justo porque á ella jm podía 
realmente referirse el donante antes de llegar á ser ciudadano 
del Estado. Por el contrarío, se necesitaría atenerse á la ley bajo 
cuyo imperio la donación se hizo, en razón de que el contenido 
de un acto volitivo debe determinarse de conformidad con la ley 
bajo cuyo imperio la declaración de voluntad se haya realizado. 
'i^ftVft. Consideramos oportuno advertir que hasta en ma- 
teria de colación, las disposiciones sancionadas por la lex rei 
sitaCy á fin de proteger los derechos de los terceros y los intereses 
sociales, deben extender sn autoridad también en el sistema 
que, reconociendo la ley nacional del de cujus para regir su su- 
oesión, admita la aplicación ,de tal ley para regular la colación. 
^8i, por ejemplo, debería decirse, de las reglas sancionadas por 
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-SU autoridad respecto á esto, examinar la cuestión en lo que 
toca á las dos relaciones que acabamos de indicar. 

Los coherederos están obligados al pago de las cargas y de 
las deudas como representantes de la persona á quien suceden. 
Ellos no son, en efecto, deudores en virtud de una obligación 
:Buya y personal; sino por consecuencia de su relación especial 
con el de cujus, del cual asumen la representación. Todo depen- 
de, por consiguiente, de su condición como herederos, que en- 
gendra la continuación de la persona del difunto por parte de 
los que vienen á ser sus sucesores. Es natural, pues, que la ley 
misma, de la cual se deriva la condición de herederos y la re- 
presentación personal del de cujus^ desenvuelva, en principio, su 
autoridad para determinar el pago de las deudas en relación á 
los que como herederos están obligados á satisfacerlas: 

La misma ley debe ser también aplicada para determinar 
cómo y dentro de qué limites cada coheredero ha de reputar- 
le obligado para con los acreedores de la herencia al pago de 
las deudas y de las cargas que sobre ella gravitan, y cómo cada 
uno, en sus relaciones con los demás sucesores, ha de conside- 
rarse obligado á contribuir al pago. Todo esto se refiere al de- 
recho hereditario, y no puede ser regido por otra ley más que 
por aquella de la cual se deriva, y que ha de desplegar su auto- 
ridad para determinar y establecer el contenido del mismo. 

Conviene tener en cuenta que, como todo se basa en la re- 
presentación, es necesario atender á ésta, conforme á la indi- 
•cada ley, para determinar de qué modo y dentro de qué limi- 
tes cada coheredero debe considerarse obligado para con los 
acreedores, al pago de las deudas y de las cargas hereditarias. 
Por consiguiente, si con arreglo á la dicha ley la aceptación de la 
iierencia no sólo engendra la representación, sino que hace del 
heredero y del de cujus una persona sola, de tal suerte que llega 
á. producir la confusión de los derechos y de las obligaciones 
personales, es forzoso admitir, que ni la naturaleza ni el lugar 
*en que estén situados los bienes adquiridos por la sucesión, 
cualquiera que sean, no podrían ejercer influencia alguna, su- 
puesto que, aun cuando el heredero no percibiese lo bastante 
para satisfacer el pasivo, 6 no recibiese nada, no por esto ven- 
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ánodo distinto tal obligación. En efecto, el Juez está llamado á 
•decidir acerca de la obligación personal, y deberá referirse ¿ la 
•máxima sancionada por el art. 8.® de las disposiciones genera- 
leS; que encuentra en tal caso su justa aplicación, puesto que 
tal obligación es independiente de la naturaleza de los bienes y 
de su situación, y debe regirse por la ley personal, de la que de- 
penderá la relación también personal del heredero con el de cu- 
jus^ esto eS; de la ley del Estado de que el difunto era ciudadano. 
Se deberá, pues, en conformidad con la ley citada, decidir 
si en virtud de la relación derivada de la sucesión, entre el di- 
funto y el heredero, éste se considerará como sucesor de la per- 
sona ó de los bienes y si está ó no obligado ultra vires. 

Sí se tratase, por consiguiente, de la sucesión de un fran- 
cés; y aun en la hipótesis de que ésta no se hubiese abierto en el 
ireino, si el legatario pudiera ser citado ante el Tribunal italiano 
para el pago de las deudas hereditarias, el Juez italiano de- 
bería atenerse al Código francés para decidir si éste le repu- 
ta ó no como un legatario universal. Si conforme á dicha ley, 
puede como tal, entenderse obligado á pagar las deudas, y bás- 
ica ultra vires^ siempre que haya adquirido la parte que le per- 
tenezca en concurrencia con los herederos no legítimos, el Juez 
italiano podrá condenarlo al pagO; con bienes de su pertenencia 
•en Italia, ateniéndose al Código francés para determinar la ex- 
tensión de su obligación como sucesor. 

Así también, si se tratase de decidir acerca de la obliga- 
ción y de la manera de contribuir los coherederos á las cargas 
<de la herencia, en el caso de la sucesión de un francés abierta 
en Italia, sería preciso aplicar la ley francesa y no se podría 
sostener duda alguna respecto á ello. 

1«S98« Las dificultades nacen en el sistema que atribuye 
•el carácter de estatuto real á la ley, en materia de sucesión in- 
mobiliaria. Teniendo en cuenta los principios expuestos, ¿se de- 
biera, tal vez, para determinar la obligación que tienen de con- 
"tribuir á las deudas los coherederos llamados á la herencia de 
4o8 inmuebles, aplicar la lex rei sitae^ que es considerada en di- 
<cho sistema como reguladora de la sucesión? 

El Tribunal de casación francés, dice, en principio, que todo 



262 . LIBBO V — CAPÍTULO XV 

86 debe considerar como estatuto real en materia de socesióiL 
En virtud de tal aserto, aceptado como un axioma por la ju- 
risprudencia, ¿se admitirá que, incluso para reglamentar el 
pago de las deudas, se aplique la ley territorial en lo que se 
refiere á los inmuebles existentes en Francia? 

En general puede observarse, que la obligación de pafir 
las deudas, es una obligación personal, y que aun cnafidc 
ha de realizarse con bienes pertenecientes al deudor, no obs- 
tante, no debe dividirse en consideración á los lugares en que 
se encuentren los bienes con que debe ser satisfecha. A pessr 
de esto, es preciso observar que la obligación de pagar las deu- 
das, considerada respecto al difuntO; es una obligación persona! 
independiente del lugar en que se hallen los bienes que le per- 
tenecían y cdn los cuales deben satisfacerse; por el contrarío, 
respecto á los sucesores del de cujus, la obligación se trans- 
forma en el sentido de que pasa á los que le representan. Ahon 
bien, si respecto á los sucesores, todo se entiende basado en el 
concepto de la representación, es natural que, dado el anor- 
mal sistema de que los bienes inmuebles del difunto const- 
tuyen un patrimonio distinto y separado, y que debe aplicarse 
la lex rei süae para determinar quién puede asumir respecte* 
á aquél la condición de heredero, y como los que en tal calidad 
son llamados á recoger la herencia, se hacen ó no representas- 
tes del de cujus^ es natural, repetimos; que el pago de las deodas 
se regule por la lex rex süae. Esto debe admitirse, no ya porqs? 
la obligación personal dependa del lugar donde se encuentrai 
los bienes, sino más bien porque se entiende que el deredr- 
hereditario y las relaciones de los sucesores, bajo el aspecto át 
la representación, están sometidos, en cuanto & la sucesión in- 
mobiliaria, á la lex rei süae. 

Es indispensable, pues, advertir que, asi como el patrimcKii» 
mobiliario del de cujus se considera distinto y separado, y respecta 
al mismo se admite la autoridad de la ley personal para regnlsr 
la sucesión y la representación, asi es forzoso que dicha ley » 
aplique para reglamentar el pago de las deudas y d^ ^as cargss- 
de la herencia, en lo que se refiere á la obligación de contribiir 
los coherederos obligados á satisfacerlas. 
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Es consecueDCia de todo esto que, en el sistema á que nos 
referimos,- la ley que trata del pago de las deudas y cargas 
hereditarias, viene á asumir el carácter de estatuto real respecto 
á los inmuebles, supuesto que depende de la lex rei sitaey y de 
estatuto personal en lo referente á los muebles. Tal deducción 
es verdaderamente anormal y viene á confirmar la anomalía 
del sistema, pero dada ésta, es su consecuencia lógica. Todos 
comprenderán lo anómalo que es que, en gracia al inexacto 
concepto de que las leyes que regulan la sucesión inmobiliaria 
son reales y como tales autónomas y soberanas en sus relacio- 
nes con los inmuebles existentes en el territorio del Estado, los 
llamados á recoger los inmuebles' hereditarios puedan encon- 
trarse en tales condiciones que se les libre de pagar las deudas 
ó se les haga contribuir en ciertas proporciones,*y aquellos que 
deban hacerse cargo de los muebles tengan, por el contrario, que 
estar obligados á abonar las deudas y atenciones hereditarias, ó 
se les obligue á contribuir según reglas distintas, no obstante 
que las obligaciones del de cuju8 se concretaban al patrimonio 
que le pertenecía y el estar éste constituido por todos los bienes 
que eran de su propiedad. Por lo mismo, repetimos que la ano- 
malía y el absurdo, están en el principio en que el sistema des- 
cansa; pero dado lo anormal del sistema, no se puede por me- 
nos de admitir la consecuencia. 

LSIH* ¿Pero qué se podría decir en la hipótesis deque 
se tratase <le la sucesión de un italiano, si con ocasión de 
hallarse en Francia una parte de su patrimonio inmobiliario, 
hubiera sido aplicada la ley francesa para regular la obligación 
del pago de las deudas hereditarias respecto á los coherederos? 

El Juez italiano que estuviese llamado á ordenar el pago 
de las . deudas y de las cargas hereditarias, ¿debería respetar 
todo lo que hubiese establecido el Tribunal francés? 

Hemos demostrado anteriormente que el legislador italiano 
no ha podido, mediante la . máxima sancionada en el art. 8.^ de 
las disposiciones genercdes,^ anular la regla tot haereditates quot 
ierritoria, que se encuentra aceptada en algunos países extran- 
jeros; y que, por consiguiente, el Juez italiano no puede desco- 
nocer la aplicación . de dicha regla hecha en el extranjero res- 
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pecto á la sucesión de un italiano, ni invalidar ó meDoscabir 
los derechos hereditarios adquiridos por los coheredaros sobre 
los inmuebles allí radicantes, ni tampoco justificar la compeo- 
BHción sobre los bienes existentes en el Beino (1). Ed la bip6- 
tesis de que á la sucesión de un italiano se aplique la ley &iA' 
cesa, no sólo para determinar con arreglo á ella los derechos 
hereditarios de los llamados 4 recoger los inmuebles exiatentee 
en Francia, sino de igual modo para regular la cuestión del 
pago de las deudas y cargas hereditarias, ¿deberá respetar esio 
el Juez itaÜHno investido del poder de determinar la obligaciÓD 
y la manera de contribuir 4 las deudas y cargas cada uoo de los 
coherederos? 

Nosotros entendemos que no. En efecto, la condición de Iss 
cosas sería completamente distinta. £1 derecho hereditario, como 
derecho real adquirido en virtud de la lex rei sitae sobre los 
inmuebles que forman su objeto, no puede desconocerse en vir- 
tud de la regla sancionada por el legislador italiano en el ar- 
tículo 8.^, según hemos dicho. La controversia, sin embargo, 
concerniente á la obligación de contribuir á las deudas, se re- 
fiere á las obligaciones personales del de cuju8 y á la represes- 
tación de la persona del difunto, y no guarda ninguna relacióo 
con los derechos reales adquiridos merced 4 la lex rei sUae, 
Ahora bien, aceptando el legislador italiano el más justo con- 
cepto de que lo que atañe 4 las relaciones personales del di- 
funto con sus sucesores, debe depender de su ley personal; 
que bajo tal aspecto, todos los bienes del de cugus, caaIqai^ 
ra que sea su naturaleza y el lugar en que se hallen situados, 
constituyen en su conjunto un solo patrimonio; considerando que 
la representación de la persona es independiente de la*natura- 
leza y situación de los bienes, debe, por consiguiente, admitirse 
que la obligación de contribuir 4 las deudas los coherederofi, 
depender4 de la ley italiana, y que el Juez del Estado bafará 
de atenerse 4 esta ley, sin preocuparse de lo que baya esta- 
blecido el magistrado francés. No se trataría, ciertamente, 
de desconocer derechos reales adquiridos en virtud de k Itf 



(1) Véase §§ 1.318 y 1.320. 
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rei 8Üae^ sino más bien de regular cuestiones de naturaleza ex- 
elusivamente personal, y el Juez del Estado no podría por me- 
nos que atenerse á la máxima sancionada por el patrio legisla- 
dor. Eq este casO; si los coherederos hubiesen sido condenados 
en Francia á pagar más, ó á contribuir de modo distinto al 
que establece la ley italiana, podrían hacer valer la compensación 
por el motivo de que la obligación de pagar las deudas y las 
cargas hereditarias en el sistema italiano, debe considerarse so- 
metido al estatuto personal, y la herencia de un italiano, bajo 
tal aspectO; se entiende subordinada, en su universalidad, á su ley 
nacional, y ni aun teniendo en cuenta el artículo 12, la autori- 
dad de la misma podría ser menoscabada, supuesto que la cues- 
tión se referiría á las relaciones personales del de cujus y de sus 
herederos. 

l*SSO* Examinemos ahora la cuestión bajo el segundo 
punto de vista, ó sea en lo concerniente á los derechos de los 
acreedores. 

El derecho délos acreedores de la herencia, se concreta á 
las acciones que pueden ejercitar contra los herederos, para oh- 
tener el pago de sus créditos, y no se considera sometido ente- 
ramente á la misma ley que rige los derechos de los sucesores 
y sus obligaciones como tales. Los acreedores, respecto á la he- 
rencia, tienen, en efecto, el carácter de terceros, y como sus 
derechos y acciones no dependen de la sucesión^ tampoco pue- 
den someterse enteramente á la ley que la regula. Comenzamos 
por observar que los acreedores en tanto pueden dirigir su ac- 
ción contra los herederos y los sucesores del difunto, en cuanto 
éstos, como tales, están obligados personalmente al pago de las 
deudas de aquél, y que aquellos pueden reclamar mediante de- 
manda ó por el procedimiento ejecutivo. Suponiendo que la re- 
clamación se lleve á efecto por medio de demanda, es natural 
que la primera condición para la admisión de la acción, sea que 
la cualidad de heredero pueda considerarse establecida. Ahora 
bien, cuando se trate de establecer tal cualidad respecto al acree- 
dor, no se puede admitir que se atribuya autoridad exclusiva á 
la ley reguladora de la sucesión. 

Hagamos la hipótesis de que el acreedor presente la de- 
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manda contra los h^os del difunto, que deben legalmente pre- 
sumirse herederos del padre, y que uno de ellos, fundándose eit 
la ley reguladora de la sucesión; según la cual no se presoibe 
término alguno para aceptar ó renunciar la herencia, dUdo 
en juicio declare su renuncia, ¿ fin de excluir así su cualidad 
de heredero y rechazar ]a acción. Supongamos que, según h Ir* 
del país donde se encuentren los bienes hereditarios, esté, per 
el contrario, establecido que los herederos legítimos posesiosi 
dos de pleno derecho de la herencia, sólo puedan renunciarla den- 
tro de cierto término, pasado el cual, se considere presento t. 
derecho de renunciar, y deba presumirse aceptada tácitameoté 
la herencia. En tal hipótesis no se podría, ciertamente, negí: 
que la renuncia debe tenerse por eficaz para todas sus coase 
cuencias en las relaciones del renunciante con los demás cohe- 
rederos, supuesto que no puede negarse, respecto á los mismos, 
la autoridad de la ley de la sucesión; pero el acreedor podiis 
sin duda, fundarse, y con razón, en la ley del lugar donde seei^ 
cuentren los bienes hereditarios y donde él instó la acdón, j 
sostener que la cualidad de heredero establecida conforme i 
esta ley, no podía ser renunciada. 

Hemos sostenido repetidamente la aplicación de la máxiiia 
según la que, toda ley que regula los hechos jurídicos debe teñe: 
autoridad territorial para las consecuencias que puedan deriru^ 
respecto á los terceros^ en razón á que siempre que se discutes 
los intereses de un tercero, está en litigio el interés colectiyo 5 
el Derecho social. El derecho adquirido por un tercero bajo i- 
imperio de la ley territorial que considera oomo heredero de 
padre al hijo que, posesionado de la herencia paterna, lia;& 
dejado transcurrir el término para renunciar á ella, no pueJr 
ser negado, fundándose en una ley extranjera. 

l.SSl* El concepto y los efectos de la división, ó ses a 
ha de considerarse como traslativa ó declsirativa de la propie- 
dad, se determinan con arreglo á la ley que rige la sucesic^ 
siempre que se esté en el caso de discutir sobre ello en las re- 
laciones entre los coherederos llamados á recoger la herenci 
Es natural, pues, que en el sistema italiano teoga aplicadón U 
ley nacional del de cujtis, designada por el patrio legislador e^ 
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el artículo 8.® de las Düposicianes generales^ como la que debe 
regular la sucesión considerada como universalidad jurídica; de 
cualquiera naturaleza que sean lo^ bienes y en cualquiera parte 
que se encuentren; y que en el sistema .francés se aplique la ley 
territorial respecto á los inmuebles existentes en Francia, en 
gracia al principio tradicional que atribuye el carácter de esta- 
tuto real á la ley de la sucesión en lo relativo al patrimonio in- 
mobiliario del difunto. 

Conviene advertir que dado el concepto distinto de la divi- 
sión, se derivan también consecuencias diversas respecto á los 
terceros. En efecto, suponiendo que la ley de la sucesión con- 
sagre él principio del Derecho romano, á tenor del cual los co- 
herederos adquieren el derecho indiviso de propiedad respecto á- 
toda la herencia, en el momento de la apertura de la sucesión, 
y la división es traslativa, resultaría que cada uno de estos co- 
herederos podría disponer de su parte indivisa, y, por consiguien- 
te, que si uno de ellos, como propietario indiviso, hubiese hipo- 
tecado los inmuebles hereditarios por la cuota^que le pertenecie- 
ra, la hipoteca subsistiría después de la división, aun en el caso 
de que el inmueble hipotecado no correspondiera al lote que le 
hubiese tocado en suerte. La enajenación del inmueble hipote- 
cado por aquel que puede ostentar la condición de propietario^ 
no destruye, en efecto, la hipoteca. No puede negarse, pues, a) 
acreedor hipotecario el derecho de ejercitar la acción hipoteca- 
ria contra el coheredero á quien se haya adjudicado el inmueble 
hipotecado, salvo el derecho de éste de proceder contra el co- 
heredero obligado. 

De este modo, pues, se entendía esta obligación según el 
Derecho romano, y así se entiende en los países sujetos al derecho 
escrito. Los herederos en común que realizan la división, son 
considerados causahabientes los unos de los otros, por lo que 
cada uno de ellos recibe los bienes comprendidos en su lote,, 
afectos á las hipotecas y á las demás cargas reales establecidas 
por alguno de los coherederos durante la indivisión;/^^ j>t^nor¿9 
ereditori manebü (1). 

(1) Confr. L. 6.a par. 8.o Dig. Comm. divtd.; L. 7.a, párrafo 4 o, Di- 
gesto Quihus mod. ptgnor.; L. 1.* Cód., Comm, utr. judie. 
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Por el contrario, las leyes de los países que acogeo k 
m&xima de qae la división es declarativa, establecen la regli 
que se encuentra sancionada en el articulo 883 del Código írs^ 
cés, al cual corresponde perfectamente el ariícnlo 1.034 del 
Código civil italiano^ que dice: cCada uno de los colieFederos 
está considerado como el solo é inmediato sucesor de todos los 
bienes que componen su cuota, ó de los que le pertenecen por 
venta entre los coherederos, j se supone que jamás tuvo U 
propiedad de los demás bienes hereditarios». De esta máxima 
se desprende que, como la división es decIarativisL, y según di^ 
Pothier, determinativa y demostrativa del derecho de cada oso 
de los coheredero^ ex tunc^ esto es, desde el dfa de la i^rtma 
de la sucesión, si hubiese consentido la hipoteca durante k 
indivisión y el inmueble hipotecado cayese en un lote adjudicado 
á otro de los coherederos, la hipoteca se anularía por la razón 
de que el que la impuso no podía ser considerado propietario; 
asi como, por el contrario, sería válida y eficaz si el inmuebk 
hipotecado correspondiese al lote asignado al coheredero qut 
lo hipotecó. 

No creemos oportuno exponer otras muchas consecuencias 
que pueden derivarse de la diversidad del carácter de la difí- 
sión. Nosotros debemos examinar solamente, si admitiendo qae 
la ley que determina tal carácter debe tener la misma autori- 
dad que un estatuto personal, para todos los efectos en las re- 
laciones entre los coherederos, ha de ser eficaz también en e! 
caso de que se discuta para los efectos que puedan derivmrae 
respecto á los terceros. 

Supongamos que la división de la herencia de un italiano 
se haya hecho en Italia, y que una parte de los bienes heredi- 
tarios se encuentre en un país, donde según la ley, se atribuya 
á aquélla el carácter traslativo. ¿Se podría, tal vez, sosiene* 
que en virtud de las disposiciones sancionadas en d artículo S."" 
del título preliminar y 1.034 del Código italiano, la divisióa 
debía considerarse declarativa incluso en cuanto á loa bieoe» 
existentes en dicho país? 

Ciertamente, decimos nosotros, en las relaciones entre loa 
coherederos; supuesto que el legislador italiiúio la connd^a 
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declarativa) y es única la herencia, respecto i la cual existe 
el derecho de los coherederos, sería un contrasentido qaerer 
sostener qne la división que éstos hicieran, faera declara- 
tiva tocante á los bienes existentes en Italia, y traslativa 
en cuanto á los que radicasen en el extranjero. Tratándo- 
se de una relación convencional, á la que se da existencia 
bajo el imperio de la ley que debe regularla, sería absurdo sos- 
tener que los coherederos habían pretendido esa dualidad, siendo 
asi que, en esencia, realizaban un acto jurídico: transformaban 
su derecho hereditario indiviso en derecho dividido. Tal ano- 
malía y tal incongruencia puede tener lugar en el sistema fran* 
céS; porque considerándose la autoridad absoluta y exclusiva 
de la ley territorial para la división de los inmuebles existentes 
en Francia, y reconociéndose además la autoridad de la ley per- 
sonal del de cujus para la división de su patrimonio mobiliario, 
86 podría deducir que si, según la ley personal, se atribuyese á 
la división carácter traslativo, tal carácter debería mantenerse 
en ella para la división de los muebles hereditarios. De este 
modo, el mismo hecho jurídico, la división, vendría á ser decla- 
rativa para los inmuebles existentes en Francia, en virtud del 
articulo 3.**, y de la condición real de toda disposición referente 
á la sucesión, y traslativa en cuanto á los muebles hereditarios. 
liO cual confirma siempre la anomalía del sistema. 

Bespecto'á los terceros, la cosa se presenta bajo un punte 
de vista muy diverso. En efecto, debe atenderse para ellos á la 
regla de que toda ley que vela por sus derechos, lo hace tam- 
bién por los sociales, y de que cuando se discuten los intereses- 
sociales, la ley que los regula tiene carácter de ley real. El 
acreedor hipotecario que inscribe su hipoteca sobre el inmueble 
hereditario bajo el imperio de la lex rei sitae^ según la cual se 
considera válida y eficaz la hipoteca consentida por uno de Ios- 
coherederos, porque lo reputa ex tune propietario por su parte 
de la herencia indivisa, puede, con razón, invocar la ley bajo cuyo 
influjo el acto jurídico tuvo existencia y nacióla relación jurídica, 
y no ya porque la ley que determina el carácter de la división 
constituya un estatuto real, sino más bien porque la ley que 
rige los derechos de los terceros contra sus deudores, tiene el 
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carácter de estatuto real, en cuanto preside las relaciones ^- 
tablecidas entre ellos. 

El mismo principio debe servir para resolver las otras cues- 
tiones que' pueden derivarse del carácter de la dÍTÍsióii, siempre 
que estén en litigio los intereses de los terceros 6 loa de la so- 
ciedad. Asi; á manera de ejemplo, cuando en el país donde se 
encuentra una parte .de los inmuebles hereditarios de un italift- 
no se atribuye á la división el carácter traslativo, se necesiUri 
observar las leyes territoriales que regulan los actos de trans- 
misión de la propiedad para su eficacia respecto ¿ los terceroi. 
Pudiera; pues, considerarse indispensable la inscripción de b 
división ó la observancia de otras disposiciones encamíoadas á 
hacer eficaz dicha transmisión, á pesar de que según nnestea 
ley, el acto de la división no debe inscribirse; y lo mismo hade 
decirse de las otras disposiciones aplicables al caso de la trans- 
ferencia de la propiedad. La razón es siempre idéntica; esto es. 
que tales disposiciones son en toda ocasión de interés general 
y cuando intervienen los intereses déla sociedad, la ley por 
que se rigen debe también tener la autoridad de estatuto real. 
1«SSS* Hablemos ahora del concurso de acreedores. 

Los acreedores que ostentan sus derechos de crédito es 
la herencia, pueden ejercer la acción personal contra los here- 
deros, ó la acción hipotecaria. 

Suponiendo que se hallen en concurso como acreedores p&- 
señales del difunto, y qne haya varios herederos, puede nacer 
la cuestión de la ley que ha de regir su acción respecto á loi 
coherederos. Es preciso advertir que las leyes de los dístintis 
países no regulan del mismo modo el derecho de la acción que 
corresponde á los acreedores contra los herederos. Alguins 
consideran que la obligación de pago de las deudas se basa en U 
representación, y que cuando son varios los herederos, cads 
uno de ellos tiene la representación de la herencia, aunque pro 
porcionada á la cuota que á él le pertenece, estableciendo qa^ 
los herederos están obligados al pago de las deudas 7 caifas 
hereditarias personalmente, en proporción á su haber. 

Así lo disponen, el legislador italiano en los artículos 1.027 
y 1.029 y el francés en los 870 y 876, y, por (consiguiente, d 
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•acreedor está obligadq á dividir su acción, procediendo contra 
<^ada cmo de los coherederos para el pago de la parte de 
•deuda por que están obligados á contribuir. El legislador ha 
procurado salvar el derecho del acreedor, manteniendo la uni- 
dad de acción aun después de la muerte del obligado, conce- 
<Uéndolela fi^cultad de servirse de la separación del patrimonio^ 
de la cual, hablaremos muy pronto. 

Otras leyes, inspirándose en distinto criterio^ creen que la 
accideutalidad de la muerte del deudor no puede alterar la uni- 
dad del derecho del acreedor, y poúerló en condiciones de divi- 
dir su acción en proporción á las obligaciones personales de los 
herederos; y considerando que su crédito estaba garantizado 
por la masa del patrimonio procedente del difunto, han estable- 
cido que la obligación para pagar tales deudas, debe estimar- 
se solidaria respecto á los herederos, salvo el derecho de éstos 
Á reintegrarse, repitiendo contra cada uno de sus coherederos 
por la parte con que los demás debieron contribuir. Asi lo esta- 
blece el Código austríaco en el articulo 820 (a). 

En tal estado de cosas, ¿qué ley debe aplicarse para decidir 
si la acción- deF apreedor ha de limitarse ája parte con que cada 
uno haya de contribuir de modo proporcional, 6 si puede enta- 
blarse contra cada uno de los herederos solidariamente? 

La discusión nació entre los jurisconsultos antiguos mientras 
se hallaban en vigor los estatutos territoriales que regulaban la 
materia de diferente modo. Examinaron la hipótesis de que una 
parte de Já sucesión se hallase situada en un pafs donde, según 
lo establecido, se concediera á los acreedores la facultad de pro- 
ceder solidariamente contra cada uno de los coherederos, y la 



(a) Según el art. 1.084 del Código civil cfspañot, hecha la parti- 
ción, los acreedores podrán ezip^ir el pago de sus deudas por entero 
de cualquiera de los herederos que no hubiere aceptado la herencia 
á beneficio de inventario, ó hasta donde alcance su porción heredi- 
taria» en el caso de haberla admitido con dicho beneficio. En uno y 
otro caso, el demandado tendrá derecho á hacer citar y emplazar á 
sus coherederos, á menos que por disposición del testador, ó á con- 
secuencia de la partición, hubiere quedado él solo obligado al pago 
de la deuda. 
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otra parte, en un país en el cual, conforme á bu legísladóiiy los 
acreedores estuviesen obligados á dirigir su acción contra cmAa 
uno de los coherederos pro partione haeredüaria; y no se pusie- 
ron de acuerdo al determinar el estatuto que debfa aplicaise 
para decidir qué acción correspondía al acreedor. Algunos pen- 
saron que se debía tener en cuenta la lex rei süae^ j otros la lej 
del domicilio del de cuftés, porque la naturaleza y extensíóa de 
la obligación de los coherederos debía determinarse con arre- 
glo á tal ley (1). Los que se inclinaron ¿ sostener la aotoridid 
de la lex rei sitae^ se fundaban en el concepto de que como )i 
acción se reduce i obrar sobre los bienes, debe considerarse sr- 
metida ¿ la ley del lugar donde existen aquellos que puedes 
ser objeto de los actos ejecutivos; por lo que decidieron que si 
se debía proceder á la ejecución en el domicilio del hered»D. 
, era indispensable limitar la acción pro portione haerediiaria^ g 
así lo establecía el estatuto allí en vigor. Los más acreditadcj 
jurisconsultos, como Pablo de Castro, Christianeus, Souhier j 
otros, sostenían, por el contrario, la autoridad de la ley del do 
micilio del de cujus^ porque opinaban que la declaración de h 
herencia se realizaba en el lugar del domicilio del difunto, j 
allí los herederos que la aceptaran contraían la obligación per 
sonal para con los acreedores, por lo que, según la ley que a? 
tal lugar imperase, debía determinarse la naturaleza y exten- 
sión de la obligación personal de los herederos (3). 

No creemos oportuno examinar la doctrina de los juris- 
consultos antiguos; sostuvieron opiniones tan distintas y coist 
plicadas, á causa del modo de entender la autoridad terri- 
torial de los estatutos, que Boullenois, después de haber ex- 
puesto su teoría, acaba por manifestar que es un punto Ileso 
de dificultades, y no sabe pronunciarse de una manera defi- 
nitiva. 



(1) Confr. Boullenois, Observ. 17, págs. 277 y 288, donde se halb 
una larga discusión sobre el particular; Bonhier, Cout. de Bonrgo^', 
capítulo XXI, §§ 213 y 214; Burge, Comm.on Colon and Foreign Lúk\ 
parte 2 .», cap. XV, § 4.o; Story, Conflict of Lares, % 4.896. 

(2) Confr. Christianeus, Practícarum quaesHonunit tomo I, JDtcifi 
nes, 283. núms. 15 y 16. 
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1«S88» Recordando iodo lo que hemos dicho, á saber, que 
la cuestión de las deudas y cargas hereditarias en relación con 
ios herederos, debe ser resuelta aplicando la ley que haya de 
regular la sucesión y el contenido de los derechos sucesorios, 
no podemos admitir que se aplique la misma ley cuando llegue 
el caso de solucionar la cuestión respecto de los acreedores. 
En efecto, no nos parece que el derecho de acción en sus rela- 
ciones entre acreedores y herederos, dependa de la ley regula- 
dora de la sucesión, principalmente porque el derecho de acción 
no puede entenderse basado en tal ley. Ni aun admitimos que 
dependa de la ley del lugar donde ^e encuentra una parte de 
los bienes hereditarios^ porque el derecho de acción se funda 
en el crédito, en relación con Hl obligación personal, y esta es 
independiente como tal, de Ja situación de los bienes que sirven 
de garantía para asegurar el pago. Es verdad, que cuando 
llegue el caso de proceder á actos ejecutivos, la situación de los 
bienes hereditarios puede ejercer alguna influencia, pero esto 
depende de otros principios que no pueden servir para establecer 
en general que la indii^isibilidad ó divisibilidad de la acción 
dependa de la lew rd süae. 

El derecho de acción, á nuestro modo de ver, forma parte 
integrante de la relación establecida entre el acreedor y su 
deudor, y del contenido de lá obligación por parte de éste en 
cuanto al derecho de crédito que corresponde al primero, 
como acreedor. Ahora bien, si el derecho v^le lo que la acción 
judicial, para asegurar su respeto, nos parece que la divisibilidad 
y la unidad de la acción debe depender, en principio, de la ley 
bajo cuyo imperio tuvo existencia el acto jurídico, y donde nació 
la relación entre acreedor y deudor. 

Lá circunstancia completamente accidental de que en el 
momento en que la acción se ejerce el deudor personalmente 
obligado haya muerto, y de que en su lugar se encuentren sus 
herederos subrogados legalmente á él para el cumplimiento de 
sus obligaciones personales, no puede cambiar la esencia del 
asunto. Se trata de relaciones que se derivan de contrato ex- 
preso 6 de la ley, y es natural, ya que tales relaciones no de- 
penden de ningún modo de la ley de la sucesión, sino que se 

Dbrbcro jnt. pbiv.— Tomo VI IS 
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refieren al derecho del acreedor contra el deudor, basado en la 
obligación personal de este últimO) es nutural, repetimos, que 
se sometan á la ley bajo cuyo imperio nacieron y por la coal 
deben ser reguladas. 

Sin embargo, es preciso adyertir que de igual modo que li 
acción fMtr parte del acreedor tiende á obtener el cumplimiento 
de la obligación de su deudor, y esto no se consigue más 
que con los bienes que garantizan el cumplimiento de las obli- 
gaciones personales, asi la situación de éstos puede ejercerse 
influencia, cuando se trate de proceder á la ejecución forzosa, 
ya que el poseedor de los mismos puede yalerse de la ley regí- 
ladora de la sucesión, dado que los bieiKes se encuentren en \sl 
territorio donde dicha ley ejerza su imperio. El heredero pe- 
dría contrarrestar los actos ejecutivos fundándose en la ley sü- 
cesoria, que, al determinar la parte de deuda á su cargo, esU- 
blece el derecho que le compete de rechazar la ejecución sobre 
sus bienes, en lo que exceda de su cuota. El heredero podría 
también invocar la ley reguladora de la Rucesión, según la cgií 
debe determinarse el contenido del derecho sucesorio, cusDdc 
los bienes que le correspondan se encuentren en el t^ritoríc 
del Estado, y pedir la aplicación de dicha ley, aun cuando fizen 
diversa de aquélla bajo la cual nació la obligación del difuotc 
para establecer cómo y hasta qué limite debe considerarse obi 
gado á pagar las deudas y cargas de la herencia. 

Para explicar pejor nuestra opinión, supongamos que b. 
obligación contra un italiano haya nacido en país extraBJerc 
donde la ley atribuya al acreedor el derecho de acción contn 
los herederos de su deudor, por entero, y sin obligarlo á difidí: 
la acción en proporción á la parte con que debe contribuir csii 
uno de los sucesores. Figurémonos que por la muerte del d«c 
dor italiano, se abra su sucesión, que una parte de los bienf^J 
hereditarios se encuentre en el país extranjero donde nació 
obligación personal del difunto, y que el acreedor prom3eT>£ 
allí la acción para obtener el completo pago de su crédito irÁ 
coheredero posesor de los bienes. Considerando que, s^ús ^> 
ley italiana, los coherederos deben contribuir al pago de ii^| 
lleudas y cargas hereditarias en proporción de sus cuotas, y q¡ 



DE LA DIYISIÓlí DE LA HERENCIA 275 

•cada uno está obligado personalmente en proporción á su haber 
<(articulo8 1.027 y 1.029), ¿podría el coheredero rechazar la ac- 
ción aduciendo que el estatuto para el pago de las deudas es 
personal y fundarse, por consiguiente, en la ley italiana para 
aducir que su obligación personal debe ser proporcionada á su 
•cuota hereditaria? Creemos que no. 

El estatuto es personal, en cuanto determina la proporción 
«n que han de contribuir los coherederos; pero no puede desple- 
.gar su autoridad para determinar la acción del acreedor dirigi- 
da á obtener el cumplimiento de la obligación por parte de su 
•deudor. El acto jurídico, al que se ha dado existencia bajo el 
imperio de la ley extranjera, está sometido á las reglas que ri- 
gen las relaciones nacidas de la obligación, es independiente, 
respecto del acreedor^ de la ley reguladora de la sucesión. Puede, 
pues, fundarse en las circunstancias de haber nacido el hecho 
jurídico bajo el imperio de la ley extranjera, que le atribuye el 
derecho de acción contra su deudor personalmente, y contra los 
herederos solidariamente, y en que bajo el imperio de la misma 
ley se encuentran los bienes hereditarios objeto del procedimien- 
to ejecutivo que intenta ejercitar para sostener su acción ante el 
^uez de su país, sin preocuparse de que la ley itaUana regulado- 
ra de la sucesión, rigiendo la cuestión en sus relaciones con los 
coherederos del difunto obligado, disponga de un modo diverso. 

No obstante, si en el país extranjero no existieren bienes ó 
fueran insuficientes para el completo pago de la deuda, y el 
acreedor quisiere proceder en Italia contra el otro coheredero, 
ó ejecutando la sentencia, ó mediante la acción personal direc- 
ta, no podría realmente invocar la ley extranjera bajo cuyo im- 
perio nació el derecho de créditay el de acción, para sostener 
que podía proceder contra cada uno de los coherederos solida- 
riamente. El coheredero ejecutado podría invocar con razón la 
ley reguladora de la sucesión, que establece su cualidad de he- 
redero y la extensión de su obligación personal acerca de las 
deudas del difunto, para sostener que el acreedor debería re- 
ducir la acción en proporción á la cuota hereditaria que á él le 
correspondió. La ley extranjera, en efectO; no podría derogar 
en Italia á la ley italiana referente á la sucesión, que regula 
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el pago de las deudas por los sucesores del difanto obligado 
Siguiendo el mismo orden de ideas, suponiendo que el de- 
recho de crédito y el de acción hubieran nacido bajo d iia- 
perio de la ley extranjera que atribuya la acción in sólido conto 
los coherederos; que se abriese la sucesión de un conciudadaiK» 
en dicho país; que una parte de los bienes hereditarios se ec 
centrara en Italia y que el acreedor quisiera proceder mediu- 
te la acción solidaria; ó que habiendo ejercitado en el país ex- 
tranjero la acción, y obtenido sentencia contra uno de los (^ 
herederos, quisiera ejecutarla sobre los bienes que éste turi^ 
por aquel concepto en Italia, decimos que el coheredero poseedor 
de estos bienes no podría rechazar la acción, fundándose en Ii 
ley italiana que regula de diverso modo la parte en que cada as» 
ha de contribuir y la obligación personal de los coherederos, psn 
con las deudas del difunto. No podría, porque el estatuto pan 
el pago de las deudas por los coherederos, no es un ests* 
tuto real y dependiente como tal de la lex rei süae. Respecto 
& los coherederos es personal, y por consiguiente se debería apji- 
car hasta en Italia, con relación & los bienes hereditarios perte^ 
nocientes á sucesión extranjera, la ley reguladora de la sucesióc. 
y admitir por lo tanto, conforme á la misma, la acción rfi solida 
aun cuando fuesen diversas las disposiciones de la ley itaüa» 
sobre este particular. 

l.BSJL. En el caso de que los acreedores del difacu 
fuesen hipotecarios, no habría cuestión, porque la hipoteca y 1^ 
acción hipotecaria deben ser, en principio, regidas por la ky 
donde se encuentren los bienes & ella afectos. Asi como no se 
puede poner en duda que la hipoteca está subordinada 4 la ki 
rei sitae^ tampoco debe dudarse de que el acreedor hipotecanc 
del de cujus, tiene el derecho de proceder hipotecariamente, 
conforme á cuanto esta'blece la ley territorial. Por consigniectt 
dado que el inmueble hipotecado se encontrase en Italia ó e£ 
Francia, el acreedor podría proceder hipotecariamente por 
toda la cantidad, en virtud de la disposición sancionada en e- 
artículo 1.029 del Código italiano y del articulo 823 delCódig^^ 
francés, porque la hipoteca y la acción hipotecaria deben enU^ 
derse sometidas siempre & la lex rei sitae. 
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IaBSI^* Pasemos á hablar ahora acerca de la separación 
«de los patrimonios y de la de los bienes. 

La aceptación pura y simple de la herencia prodace el efecto, 
-en el sistema consagrado en la legislación italiana y en las 
demás que han segaido al Código francés, de confundir los 
bienes y las deudas del difunto con los bienes y deudas del here- 
dero. Tal confusión puede acarrear un grave perjuicio al herede- 
ro, si en la sucesión existen más deudas que bienes; y á los 
acreedores de la herencia y á los legatarios, si el heredero tiene 
tantas deudas que superen al valor de sus bienes propios, y de 
los adquiridos merced á la sucesión. Para prevenir tales even- 
tualidades, el legislador admite dos instituciones, que son, el 
beneficio de inventario en interés del heredero, del cual nos 
liemos ocupado anteriormente (1) y el de la separación de patri- 
monios, en interés de los acreedores ó legatarios, del cual vamos 
á ocuparnos. 

La separación de los patrimonios del difunto y del heredero, 
tiende á impedir que los acreedores personales de este último 
puedan ser pagados con los bienes del primero que deban des- 
tinarse á la satisfacción de las deudas del mismo y de las car- 
gas de la herencia; y produce el efecto de atribuir á los acree- 
dores del difunto y á los legatarios que quieran utilizarlo, el de- 
recho de que se les pague con preferencia á los acreedores per- 
sonales del heredero y de que se les garantice contra la concu- 
rrencia derivada de la confusión de los patrimonios y de las 
deudas. 

¿Cuál es la ley que debe dirigir el ejercicio de tal derecho 
por parte de los acreedores? ¿Será, por ventura, la ley perso- 
nal del ¿fe cujuSf la. cual, según el sistema italiano, es también 
reguladora de la sucesión? ¿Será, en esencia, la misma ley que 
rige la sucesión que, según ciertas legislaciones, tiene el carác- 
ter de estatuto real y debe presidir todas las relaciones que de 
la misma se deducen? O, por el contrario, ¿debe ser la del lu- 
gar donde estén situados los bienes hereditarios, respecto á los 



(i) tVéase § 1.604 y siguientes. 
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cuales los acreedores hipotecarios quieren valerse del beneficia 
de pedir la separación? 

Laurent, discutiendo la cuestión propuesta, opina qaelí 
ley tiene el carácter de estatuto personal, supuesto que U » 
paración de los patrimonios se funda en las relaciones queligu 
al acreedor y al deudor, y se deriva de la ley personal; por 1& 
que se tendrá por personal la ley á que se somete, porque cono 
se refiere á un vínculo de obligación, debe por esto subordinar- 
se á la ley personal del difunto. Si, como decía Pothier, la se- 
paración de los patrimonios se quiere considerar como üD&a)B' 
secuencia del Derecho común, en virtud del cual el heredero 
toma los bienes con las cargas con que están gravados, y el be- 
neficio es una resultancia de la aceptación de la herenda, k 
ley se considerará también como estatuto personal» porque 
concierne á la aceptación, que es un hecho voluntario, y deberá 
depender de la ley que regula el derecho hereditario, ya que I» 
separación de los patrimonios es una consecuencia de la acep 
tación de la herencia (1). 

El insigne jurisconsulto observa, no obstante, que cm 
para hacer efectivo el privilegio que se deriva de la separacüa 
del patrimonio, es necesario seguir las prescripciones del legis- 
lador territorial, también para el ejercicio del derecho sobre 
los inmuebles conviene atenerse á la lex rei sitíu^ y bajo t¿ 
aspecto el estatuto es real. 

A nosotros nos parece ver la cuestión bajo otro pastóle 
vista, y nos inclinamos á admitir que, la ley que preside la n^' 
teria á que nos referimos, tiene el carácter de estatuto real,) 
entendemos, por lo tanto, que la separación de los patrimonio^- 
como derecho que compete á los acreedores de la herencia, ^ 
sujetará á la ley del lugar donde se encuentran los bienes hffe' 
ditarios cuya separación se solicita, y que debe .aplicarse ests 
ley, no sólo para determinar lo relativo á las formalidades ne^* 
sarias y á los efectos que puedan deducirse de la separadóo i^ 
los patrimonios, sino también para decidir cómo y cuándo 1^'^ 
acreedores pueden ejercer el derecho de pedir esta sepai»^^* 



(1) Laurent, Dr, civ, int, t. VII, § 56. 
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entró los bienes del difunto y los de los herederos. Y he aquí las 
razones en que fundamos nuestro conyencimieQto. 

La relación entre los acreedores y los bienes de su deudor', 
nace por virtud de )a obligación personal Contraída por éste 
hacia su acreedor, en gracia del principio genernl de justicia 
social, que se encuentra sancionado por el legislailDr italiano 
«n el art. 1.948 y por el legisladoi: francés en el. 2.092, y según 
el cual, cualquiera que se obligue personalmente no puede por 
menos de cumplir su obligación con todos sus bienes muebles 
é inmuebles presentes y futuros. 

A^óra bien, si la ley del país donde se encuentran los bie- 
nes del deudor y donde debe considerarse establecida la rela- 
ción entre éste y el acreedor, á fin de impedir que los bienes de 
aquél, que fueron legalmente tenidos por los acreedores como 
garantía común de sus créditos, fuesen distraídos y destinados 
á otros, determina que cuando el deudor muera sin haber satis- 
fecho sus obligaciones personales, sus acreedores puedan vi- 
gilar el derecho adquirido sobre tales bienes y hacer eficaa la 
garantía común, solicitando la separación de los bienes del de 
cujus de los del heredero; la ley que esto establezca, no puede 
ser considerada más que como conducente á dar á la relación 
ya nacida, una forma legal de garantía más eficaz, y, por con- 
siguiente, desplegará su autoridad sobre los bienes del deudpr 
existentes en el territorio sometido á su imperio, respecto de 
los cuales la relación nació y se estableció. Nos parece natu- 
ral, pues, que así como tal ley puede desplegar su autoridiid 
en lo relativo ¿ dichos bienes, también d^be tener, en lo que á 
ellos se refiere, la autoridad de estatuto real. 

La ley reguladora de la sucesión no puede, á nuestro 
parecer, ejercitar en esto autoridad alguna, por la sencilla 
razón de que el derecho á la separación de los bienes, co- 
mo atribuido á los acreedores, no tiene relación con el de- 
recho sucesorio. Comprendemos que tal derecho nace á con- 
secuencia de la apertura de la sucesión, pero no puede so- 
meterse á la ley á que ha de subordinarse ésta y el de- 
recho de los herederos; porque el acreedor es un tercero, y las 
relaciones entre él y los bienes del difunto surgieron á conse 
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cuencia de la obligación personal contraída por el de cuju^ 
durante su vida. AI sobrevenir la muerte; ó el acreedor acep 
ta al heredero como deudor en lugar del difunto, y codí» 
se verifica una novación, es forzoso admitir que por lomi^ 
nio que voluntariamente reconoce la autoridad de la lej qae 
ha de regir la condición del heredero, queda sometido ¿ U 
reguladora de la sucesión; ó, por el contrario, el acre€<kr 
quiere mantener íntegras las relaciones nacidas y establecidas 
entre él j los bienes de su deudor, destinados por la lej á ga- 
rantizar su crédito, y es natural que se reconozca la aotorídail 
<le la lex rei süae^ en cuanto regula la garantía legal de los eré 
ditos en relación con los bienes que se encuentran en el terri- 
torio del Estado. 

!••$•• Considerando nosotros que la ley que establece U 
separación entre los bienes del difunto y los del heredero, üeDee: 
carácter de estatuto real, claro es que debemos sostener qaeoí' 
puede hacerse distinción alguna entre bienes inmuebles y bieoef 
muebles; todos ellos, cualquiera que sea su naturaleza, consti- 
tuyen la prenda común de los acreedores, y, por consigiiieDte 
las razones en que nos fundamos para atribuir la autoridad dá 
estatuto real á la ley que concierne á la separación de los mis 
mos, subsisten para los inmuebles y para los muebles localíx^ 
dos. Con mayor motivo debe admitirse que todas las disposi 
cienes sancionadas por la lex reisitae, para transformar la pren- 
da común de los acreedores, en derecho real, deben ser obser- 
vadaS; y, por lo tanto, el término para el ejercicio del derecho 
))or parte de los acreedores y la pérdida por el transcurso ¿e 
este término, la forma de publicidad prescrita, y así suoesÍTa- 
luente, todo dependerá de la ley territorial, supuesto que iot^ 
resa á los terceros, los cuales tienen el derecho de saber si los 
bienes del difunto deben considerarse ó no sujetos al pago de 
sus deudas. 

Aplicando Its principios expuestos, decimos que, siseen- 
centraran en Italia los bienes hereditarios de un francés, j so» 
acreedores, á su muerte, pidieran la separación de los misoioi. 
deberían atenerse á cuanto dispone el legislador en el art. 2.0S^ 
que establece que el derecho de pedir la separación no poed^ 
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'Cgeratarse más que en el término perentorio de tres meses des- 
de el día en que se abrió la sucesión. Inútilmente los acreedores 
iayocarían la disposición sancionada por el legislador francés 
-en el art. 880, que acuerda el término de tres años para el ejer- 
cicio de tal derecho respecto á los bienes muebles hereditarios 
y que admite la facultad de soh'citar la separación respecto & 
los inmuebles^ mientras se encuentren en poder de los herede- 
mos. No yaldría aducir que, conforme al art. 8.* {Dispos. gener.)^ 
la sucesión debe sujetarse á la ley nacional del de cujus^ y que, 
-con arreglo al art. 7.^, los muebles están sometidos á la ley de 
la nación del propietario. Se podrfa, por el contrario, sostener 
>oon más razón que el derecho de los Acreedores de pedir la se- 
4)aración de los bienes no depende de la sucesión, y que la dis- 
posición sancionada por el art. 12, esto es, que las leyes extran- 
jeras no pueden derogar las de orden público, comprende tam- 
bien las que se refieren á los muebles. ¿Acaso no es una ley de 
orden público la que establece la prescripción del derecho de 
pedir la separación de los bienes á fin de velar por los intereses 
de los terceros que, como acreedores del heredero, pueden pro- 
ceder sobre los bienes que á éste se le atribuyen por sucesión? 
Esta ley tiende á proteger los intereses generales, procurando 
que todos puedan saber si los bienes existeptes en Italia han de 
considerarse sujetos ó no al pago de las deudas del difunto. 

En virtud de los mismos principios, sostenemos que si se 
tratase de la sucesión de un italiano, y los muebles hereditarios 
ae encontrasen en Francia, los acreedores podrían valerse de la 
disposición del art. 880 del Oódigo civil francés, y solicitar la 
separación, si no hubiesen transcurrido tres años. No se podría 
aducir en contrario, que según los principios admitidos por la 
jurisprudencia francesa, la sucesión mobiliaria se considera so- 
metida á la ley personal del de cujus^ é invocar^ por consiguien- 
te^ la disposición sancionada por el legislador italiano en el ar- 
tículo 2.067 para afirmar que el derecho de pedir la separa- 
ción debe considerarse prescrito transcurrido el término peren- 
torio de tres meses. Todos comprenderán que no se trata 
de una relación de derecho sucesorio para considerarla so- 
metida á la ley reguladora de la sucesión, sino más bien de 
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una garantía real estableada por el aoberano del Estado « 
interés de los terceros, 7 qae no se paede deaoonocsr It ut»- 
ridad exclosira de la lej terrítoria], que debe desamOir a 
fuerza imperatÍTa en toda rdacián jurídica en que se hiüm 
comprometidos los derechos de los tercttt>s. 

AdTertimos, por último, que siempre que se abrieee li se- 
cesión en Italia, y los acreedores hubiesen solicitado la sepin- 
ción de los bienes del difunto, lo que dispone el legishdor iti- 
liano respecto i los efectos de la demanda de sepanidóo, ik* 
senrirfa para determinar los derechos de los que como acreedo- 
res hubiesen formulado la demanda respecto i los bienes situ 
dos en el extranjero. 

Es necesario siempre tener presente qué nos enconUaiBos 
en el campo de las disposiciones legislativas referentes á bat 
quisición de los derechos reales, y que no se puede admitirá 
autoridad más que limitadamente á los bienes existentes eo el 
territorio del Estado. 



CAPITULO XVI 



De los tnipnesCos sobre las snoesiones» 



1.687. Lds leyes sobre los impuestos, tienen siempre autoridad territo- 
rial. — 1.688. Conflictos que nacen en las relaciones internacionales. — 
1.689. Carácter de las leyes fiscales. — 1.690. Ley francesa acerca del 
impuesto sobre la sucesión.— 1.601. Rigurosas aplicaciones según la 
jurisprudencia.— 1.692* Ley italiana. — 1.698. Impuestos sobre la suce- 
sión según el derecho inglés. — 1.694. Inconvenientes prácticos que se 
derivan de la aplicación del derecho positivo. — 1.69&. Temperamentos- 
aportados por la ley de Baviera y de Prusia. — 1.696. La cuestión ee^^ 
de derecho interno. — 1.697. Los jurisconsultos están de acuerdo en 
reconocer la necesidad de obviar los inconvenientes de la doble con- 
tribución. — 1.698. Manera de resolverse la cuestión. 



-l.BSV* Ei derecho que compete al soberano de cada Es- 
tado de recurrir á los impuestos, cobrando á los particulares lo* 
que puede reputarse necesario para atender á las necesida- 
des del Estado, se ejerce libremente en conformidad con el de- 
recho público de cada país, y en las relaciones internacionales- 
no debe tenerse por limitado más que en virtud de los pactos- 
estipulados en los Tratados. Una de las formas de contribución 
obligatoria, es la que se paga por la transmisión de los bienes^ 
como consecuencia de la apertura de la sucesión, y las leyes dé- 
cada pafs determinan la medida del tributo, bajo la forma áe- 
impuesto ó de tasa, que se ha de pagar al Fisco. 

No cabe duda alguna de que las leyes territoriales que ri - 
gen esta materia, deben aplicarse, hasta en el caso de que se 
trate de la sucesión de un extranjero abierta en el territorio del 
Estado; porque como el tributo representa el equivalente de la 
función soberana, que protege la transmisión de la propiedad 
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por parte de uno y la adquisición por parte de otro, es josto qae 
«e aplique la ley del lugar donde se realiza el acto jurídico, 7 sin 
diferencia alguna en el caso de que se trate de un nacional 6 de 
un extranjero. Se debe solamente sostener, en principio, qoe 
como la medida de toda forma de tributo ha de ser proporcio- 
nada & las utilidades sociales que se derivan de la fuoción del 
Estado, y & las exigencias económicas del mismo, no es justo 
que la medida del impuesto, en materia de sucesión, sea pan 
el extranjero más onerosa que para el ciudadano. Esto equi- 
valdría á establecer una diversa condición jurídica entre uno y 
otro, y un soberano que abusase de la fuerza de que dispooe, 
para obligar á unO; sólo por ser extranjero, á dar al Fisco qdí 
parte mayor de sus haberes, reproduciría con forma más tem- 
plada el injusto concepto de la aubana. 

1«B88« La dificultad en esta materia nace^ ante todo, 
cuando se trata de determinar la medida del tributo. Pero Ii 
<luda más grave es ésta: si establecida la medida del tributo coe 
arreglo á la ley del país donde se abra la sucesión, tal ley debe 
aplicarse para gravar todos los bienes que constituyen el patri- 
monio del de cujus^ cualquiera que sea su naturaleza y el lugar 
en que se encuentren. Y dado que los bienes hereditarios h 
encuentren en países distintos, y que todos tomados en con* 
junto y considerados como universüas hayan sido gravados por 
la ley fiscal vigente en el lugar donde se abrió la sucesión, ¿se 
puede dudar de si la lex rei aitae, que sujeta al tributo todft 
transmisión de la propiedad, se aplicará á la parte de los bie- 
nes hereditarios, respecto de los cuales, como bienes singulares, 
la transmisión se verifica en el territorio donde impera esta ley. 
admitiendo así un doble tributo, esto es, el impuesto por la lej 
de la sucesión, que le grava por formar parte del patrimonie 
uti universüas^ y aquel que, según la lex rei sitae^ debe pagar 
por tratarse de bienes singulares, en virtud del derecho de U 
soberanía territorial, que los somete como tal al impuesto de- 
bido al Fisco? 

Suponiendo que se deba admitir el derecho de cada sobe- 
ranía, de someter, en virtud de su autonomía é independencia, 
á las propias leyes fiscales los actos de transmisión, ¿se puede 
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justificar que cada una de ellas ejerza su propio derecho en in- 
terés del Fisco sin preocuparse de la condición onerosa para el 
contribuyente? Dada la concurrencia de los derechos, por parte 
cíe las diversas soberanías, ¿deberán al menos establecerse ciertoa 
limites para regular, según la razón y la justicia; el ejercicio del 
derecho por parte de cada una de ellas? 

1.0S9. En el campo del derecho positivo encontramoa 
que el sistema de los tributos está organizado no solamente 
con completa independencia, sino también con el propósito de 
favorecer cuanto más sea posible el enriquecimiento del Fisco» 
Con tal tendencia están hechas generalmente las leyes, y lo más 
extraño es que la misma magistratura, al aplicarlas é interpr&» 
tarlas, se inclina ordinariamente á hacer que prevalezcan siem- 
pre los principios más adaptados para acrecer los llamadoa 
derechos del Fisco, de manera que con razón puede afirmarse 
q^ue los Tribunales de justicia asumen el carácter de Tribunales 
fiscales, siempre que se les llama para que decidan controver- 
sias en que el Fisco está interesado. Esta tendencia prevalece^ 
tanto en las cuestiones entre el Fisco y los ciudadanos, como 
en las que tienen lugar entre el Fisco y los extranjeros « No es, 
pues, de extrañar que en el campo del derecho positivo, no- 
dominen, en tal materia, los principios más racionales, y que 
la jurisprudencia interprete siempre la ley en el sentido menoa 
favorable al contribuyente. 

%M90» En Francia, según la ley orgánica del registro,. 
que es la del 22 de Frimario, año YII, el Fisco cobra un dere- 
cho proporcional por cada transmisión de propiedad, de usu- 
fructo, de disfrute de bienes muebles ó inmuebles, ya por actos- 
Ínter vivos, ya por actos martis causa. Tal derecho está basado- 
en el valor. 

En el caso de transmisión por sucesión, los derechos del 
Fisco se regulan conforme á las Leyes de 18 de Mayo de 1860, 
13 de Mayo de 1863 y 22 de Agoste de 1871. Estas leyes hai» 
procurado ampliar siempre la materia imponible, con la inten- 
ción de acrecer los derechos del Fisco. Conforme á la ley 
de 1850, artículo 7.®, y de 1863, artículo 11, siempre que se 
trate de sucesión sometida á la ley francesa, y de determinar 
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los derechos del Fisco, aparte de los bienes inmuebles, que 
«stán naturalmente subordinados á la ley territorial, también 
han de sujetarse á las leyes fiscales para el cambio de propie- 
•dad, los títulos de la deuda del Estado pertenecientes á la su- 
<:esión, ya sean representativos de valores franceses, ya extran- 
jeros. Cuando por el contrario se trata de sucesión no sometida 
á la ley francesa, los derechos del Fisco se limitan sólo á los 
valores franceses dejados por el de cujus (1). 

Es preciso adem&s advertir que, según los principios esta- 
blecidos por la jurisprudencia, para decidir cu&ndo la suce- 
sión debe ó no considerarse regulada por la ley francesa, al 
principio había de tenerse en cuenta el domicilio legal del 
de cuJtíSy y por consiguiente, se hallaba sometida á dicha ley, 
para la aplicación del impuesto, la sucesión del extranjero auto- 
rizado por el Grobierno para fijar su domicilio en Francia. Los 
valores, pues, pertenecientes & sucesión extranjera, estaban 
afectos á las leyes fiscales relativas al impuesto de transmisión, 
sólo cuando se trataba de un extranjero difunto que tenia su 
domicilio legal en Francia. Pero después, queriendo ensanchar 
más el campo de la materia imponible, se promulgó la ley 
de 23 de Agosto de 1871, la cual, para prevenir que los extran- 
jeros establecidos realmente en Francia sin haber obtenido la 
autorización legal, se libraran de la aplicación de las leyes 
fiscales relativas al cambio de propiedad de los valores públicos 
en el caso de que se abriese la sucesión, estableció que bajo el 
punto de vista de la aplicación de las leyes fiscales á la sucesión 
de los extranjeros, debía bastar que el de cujus hubiese tenido 
en Francia su domicilio de hecho. La mencionada ley, en efecto, 
dispone así: «Están sujetos al pago de los derechos sobre muta- 
ción de la propiedad por fallecimiento, los fondos públicos, 
acciones, obligaciones, participaciones, créditos, y generalmente 
todos los valores extranjeros, cualquiera que sea su naturaleza, 
que dependan de la sucesión de un extranjero domiciliado en 
Francia con ó sin autorización. Así como también las transmi- 



(1) Confr. Trib. civ. del Sena, 25 de Junio de 1880. Enregistre- 
ment c. L. Baudy {Journal de Droíf int, privé ^ 1881, pág. 164). 
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«iones Ínter vivos & titulo gratuito de estos mismos valoreí 
se realicen en Franciai . 

Ed virtud de tal disposición el concepto del dom 
para el Fíbc'o, tiene un signifícado mu; distinto del que se 
eu Derecho civil. En lo que se refiere al primero, la suces: 
un extranjero no puede sustraerse al pago del impues 
triíDsmisión por fallecimiento, saWo en el caso de que el d 
no hubiese tenido en Francia más que una residencia m< 
tánes. Guaodo se le puede atribuir nn domicilio de hecl 
Fisco percibe el impuesto por sucesión hasta sobre los ti 
mohiliarios extranjeros (1). De este modo, siempre que sej 
ley náoional del de cujus la sucesiÓD se considere abierta 
domicilio de origen del difunto, y por tal motivo se halle 
Á SU le; nacional, y esta grava hasta los valores extra 
facciones de caminos de hierro, acciones comerciales, oii 
etcétera), los herederos se encontrarán asi obligados & 
terse á uD doble tributo, esto es, al debido al Fisco fn 
conforme á la ley fiscal, y al fijado, con arreglo á su ley 
nal, por el Fisco de' su pafs, por el solo motivo de abrirse U 
sión, según su ley patria, en su domicilio de origen, y de di 
aplicar la ley fiscal nacional, que no exime del pago di 
puesto de sucesión, los valores extranjeros 

Cuando la sucesión del extranjero fallecido se abrafa 
Francia, el Fisco francés aplica la ley fiscal á los inmuebl 
reditaríos existentes en Francia, sin que tal derecho pui 
verdad negarse, y no sólo lo aplica también á los maebh 
porales que se encuentran en Francia el día de la defn 
sino & loa incorporales, cuando pueden ser localizados, j 
aidera localizados en Francia los créditos hereditarios, 
pre que el deudor obligado tenga su domicilio en este 
Bl Consejo de Estado francés, en efecto, con su infonse 
de Febrero de 1829, estableció qne los créditos y los 
bienes incorporales, no tienen verdaderamente ona sii 



(1) Véase también la aplicación rigurosa de la lej á la su 
extranjera. VeraailleB, 26 de Febrero de 1878 (Journal, Enregüt 
núiuuro 20, pág, 757 y Trib. de Niza, 15 de Febrero de 1879). 
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real, pero cuando llegue el caso de deberlos localizar, es oece- 
Bario considerarlos localizados en el domicilio del deodor htr 
cés, mientras que subsista la obligación persosal por putedt 
éste. Por lo que el Consejo considera que al impuesto por trans- 
misión, á consecuencia del fallecimiento del acreedor, estar- 
jeta, según la ley francesa, toda especie de obligaciones soscn- 
tas por ciudadanos franceses, en provecho de los extruj^^i 
fallecidos fuera de Francia (1). 

l.BSl. La jurisprudencia ha hecho también lasmásrign 
rosas aplicaciones de estos principios en interés del Eisoo. Aü 
el Tribunal de casación, con su sentencia de 29 de Notianbn 
de 1868, decidió que debía considerarse como valor localiau- 
en Francia, y sujeto como tal á la ley francesa de transmiski 
por defunción, una letra de cambio girada desde el extniBJe:c 
sobre Francia, aun cuando no hubiese sido aceptada por d li- 
brado francés, y sin que obstase que el librador estuviese do- 
miciliado fuera de Francia. 

Ahora se comprenderá con cuánta razón hemos advertiii. 
que las leyes fiscales son siempre interpretadas bajo el f^*-- 
de vista de extender el campo del impuesto en provecho dri 
Fisco, y sin preocuparse de la situación verdaderamente oneros: 
que se crea al contribuyente. En efecto, ¿cómo puede coosidr 
rarse obligación francesa, la derivada de una letra de cambí 
librada por un extranjero contra un francés, y no aceptada p 
éste? Teniendo en cuenta que, hasta la aceptación, oo esstt 
ni&s que la sola obligación del librador, dado que éste sea ex 
tranjero, ¿cómo considera que es una obligación francesa? ^^ 
trata de justificar esta tendencia de hacer odioso el sistema <^ 
los impuestos, aduciendo que puesto que deben considerarse eos 
la recompensa de la garantía y de la seguridad que la soberaia^ 
presta al individuo á quien pertenecen los valores, y éstos se r^ 
tienen por el que viene á ser propietario, mediante la sucesioi 
éste debe pagar el impuesto de transmisión por falledmieQ*'^ 
al Estado donde los valores son exigibles. Sin embargo, el ^' 



(1) Véase Champcommnnal, De la succe^sion, cap. IV, -D¿ ^'•"' 
gistrenient. 



conTeniente se ecba de ver sí se piensa en que, cada Boberanfa, 
en gracia & sn autODomfa, y con el proposito de que el Fisco 
obtenga majores ventajas, entiende de igual modo la garantía 
que presta, y así todo soberano llega ájastificar el abuso de 
i'-caudar el impuesto, sin preocuparse del dafio efectivo del con- 
iiíbuyente, que se encuentra en circñustancias de pegar el tri- 
buto i varios soberanos, y que sufre asi desmembraciones en la 
parte del patrimonio adquirido por sucesión. 

!••••> £n Italia se ancnentra también ampliado el de- 
recho del Fisco respecto ¿ los impuestos que recauda por trans- 
misión & consecuencia de la sucesión. Se entiende, en general, 
que como el impuesto sucesorio se debe con motivo de la 
transmisión de los bienes del de eujua & los llamados á be- 
redarle, 7 esta transmisión se efectúa en el momento en que se 
abre la sncesión, ó sea en el de la muerte del de cujus, y se 
realiza en el lugar de su último domicilio, debe apücfirsele para 
la imposición del tributo debido al Fisco, la le; vigente en e) 
(tais doude se abre la sucesión. Las leyes que determinan la 
medida del impuesto por cansa de muerte, han sido sucesiva- 
inente modificadas y reunidas en un texto único, en conformidad 
con la Ley de 8 de Junio de 1874 (núra. 1947, S. S.') Tal 
texto único, fué promulgado por Beal decreto de 13 de Septiem- 
Ijre de 1874 (núm. 2.076, S. 8."). La ley grava, en general, el 
oambio de la relación jurídica que en caso de muerte se realiza 
con la transmisión de los bienes del de cujub. El im|>neKto se 
basa en la motación y es proporcionado al valor de lus bienes 
transferidos. Cualqniera transmisión de propiedad, de usufructo, 
de uso y disfrute de bienes muebles 6 de cualquier otro derecho 
real, ya se haga por acto inter vivos, ya se verifique por causa 
de muerte, está sujeta k la tasa proporcional (art. 4.*) Es, pues, 
ostaral, que la ley grave la transmisión, ya se trate de la su- 
cesión de un italiano, ya de la de un extranjero abierta en 
Italia. 

Los bienes sometidos al impuesto por transmisión, se hallan 
¡determinados en el articulo 12, que dice: No están sujetos á la 
tasa proporcional, los bienes inmuebles existentes fiíera del 
ISroino, cualqniera que sea el título por que se adquieran. Los 
i Dbibcbo INT. »iv.— Tomo VI IB 
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bienes muebles, cuando no están en el Beino, 6 se tramfierea 
por cansa de muerte». 

Para determinar después cuáles son los muebles que deben 
considerarse en el Reino y por lo tanto sujetos al impoesto, 
y cuáles los que por entender que se encuentran fuera del Beifio 
están ( xentos del mismo, el legislador patrio asi se expresa: 
«Un las transmisiones por causa de muerte, los créditos, ji 
pertenezcan álos nacionales, ya á los extranjeros, se considen 
que existen en el Estado, cuando son exigibles en el mismo, ó 
estáu asegurados con bienes qne en el se bailan, ó son el eqii- 
valente de contratos sobre inmuebles en él situados ó de- 
penden de contratos estipulados entre nacionales en Italia* 
(artículo 12) (1). 

Los Tribunales italianos también han interpretado la ley 
en el sentido más favorable al Fisco. Así el de casación k 
Boma, en su sentencia de 22 de Eneifo de 1877, decide qae¿ 
impuesto sobre la sucesión, debe pagarse basta cuando st 
trate de una letra de cambio girada por el de cujus y exigible 
en Italia, aun cuando no se hubiera pagado, y hubiesen nacido 
cuestiones respecto á la obligación de su pago (2). 

l.esa. Según el derecho inglés, el Fisco no percibe, en 
caso de sucesión, impuesto por los inmuebles hereditarios situt- 
dos fuera del territorio de la G-ran Bretaña, pero percibe dere- 
chos que se comprenden todos bajo la denominación de Df(¿ 
dutiea (impuesto sobre la muerte) y que se especifican con el 
nombre de Probate and adminisiration dtUy (impuesto sobre li 
comprobación y administración), legacy and risiduarydíAfi(vt 
puesto sobre legados y residuos), accouni duty (impuesto soli^ 
las cuentas), mccession duty (impuesto sóbrela sucesión).^ 
á la muerte del de cujus existe un testamento que ha de s^ 
sometido á los Tribunales ingleses, para obtener el probóte^ ^' 
es, la comprobación y la homologación, el albacea(3) debepagv 



(1) Véase la ley citada, texto único. 

(2) Corte de casación de Roma, 22 de Junio de 1877 (íaWi- 
gturúprudenza, 1877, pág. 259). 

(3) Véase lo que establece el Derecho inglés acerca del albacei 
§ 1.292. 
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la tasa Probate-duty (de comprobación); que es proporcionada al 
valor de los muebles. Esta es, pues, una tasa ad valorem^ equi- 
valente á todo el patrimonio dejado por el difunto, antes de que 
se liquide, divida y atribuya á los que están llamados á reco* 
gerlo. Hasta que el ejecutor testamentario satisface la tasa, no 
puede obtener el j>ro&a¿« ni hacer legalmente acto alguno de 
administración relativo al patrimonio hereditario. 

Además de esta tasa general, existe la denominada Legcusy 
and residuary duty, que grava el activo neto de la sucesión mo- 
biliaria. Siempre que al fallecimiento de una persona que tenga 
su domicilio en la Gran Bretaña, exista un administrador que 
ejerza sus poderes en virtud de un mandato de administración 
inglesa, escocesa ó irlandesa, se debe pagarla indicada tasa, que 
grava el activo de la administración, que es lo que representa 
el liquido que ha de dividirse entre los legatarios y los herede- 
ros abintestato. Poco importa, bajo tal punto de vista, compro- 
bar la ciudadanía ó el domicilio de los herederos y de los lega- 
tarios; poco importa además averiguar si los bienes muebles 
recobrados por el administrador, se encuentran en Inglaterra 6 
-en el extranjero, el administrador debe pagar la tasra al Fisco 
inglés sobre el activo liquido por él realizado, sin preocuparse 
de si los herederos son ciudadanos británicos ó extranjeros. 
Sstá obligado á pagar la tasa en virtud de su mandato britá- 
nico de administración. 

Al aplicar tal forma de tasa, sucede^ pues, que si un crédito 
perteneciente al de cujíis es exigible en un país extranjero^ 
donde están sujetos al impuesto de sucesión los muebles loca- 
lizados, y donde los créditos se consideran localizados con mo- 
tivo de ser allí exigibles, tales créditos se gravan dos veces: se- 
gún la ley inglesa, que los considera como un activo de la ad- 
ministración, y conforme á la ley del país extranjero, que los 
somete al impuesto de la sucesión considerándolos como locali- 
sados. 

El gravamen denominado succession duiy^ se aplica á la 
transmisión de los bienes adjudicados en propiedad á uno y en 
iosufrttcto á otro, y constituidos en tmst. Esta contribución re- 
bao sobre el setÜemerU (finiquito) por sí mismo considerado, y 
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DO tiene en ciieDÍa ni el domicilio de la persona qne haya con- 
tituído el seUlement, ni el del sucesor en cuyo favor se coos- 
titayó. 

Si se trata de bienes inmuebles, el derecho de la Corona se 
ejerce siempre que se yerifica la transmisión de an inmaebk 
existente en Inglaterra, á las personas entre las cnales se hk 
dividido su propiedad. Por el contrario, si se trata de mneUc» 
constituidos en trust, el derecho de la Corona se ejercita siem- 
pre que los trusUCj á los cuales se les confia la núaiÓD de entre» 
gar los bienes á las personas indicadas, puedan oonsidenurse 
sujetos á la legislación británica. El Fisco hace Taler ana dere- 
chos, porque se trata de un trust británico, y como tal considen 
todo settlemetUj en cuya virtud, el trustee^ á quien se ha dado «i 
mandato fiduciario de conservar los valores para entregarlos 
conforme á lo establecido en el trust, está sujeto & la jarisdiociós 
de los Tribunales británicos, es decir, siempre que el qne tiene 
derecho á los valores constituidos en trust^ queriendo ejercitar 
su acción para obtenerlos, deba proceder judicialmente contra el 
trustee ante los Tribunales de la Gran Bretaña. La Ck>rona hsee 
valer, pues, sus derechos contra el trustee^ y cobra del mismo 
el tributo debido por el setüement. También en Tirtad de b 
aplicación de esta ley tributaria, el beneficiado puede Terse e» 
la precisión de pagar dos veces. Desde luego, asi aucede si oe 
ciudadano de un país que sujeta al impuesto de la aucesiÓD 
todo legado, y que obliga al legatario á hacer la declaración. 

1«S9A« No creemos oportuno exponer cómo está regulada 
la materia de que nos ocupamos, según las leyes de los distin- 
tos países. Las breves indicaciones que hemos hecho son sufi- 
cientes para poner de manifiesto los inconvenientes que se de- 
rivan actualmente de las condiciones de las leyes positÍTas q«e 
regulan el impuesto de sucesión, y para dar á conocer la utih- 
dad de que se establezcan principios más racionales, conduceG- 
tes á limitar las intemperancias del Fisco de cada país. 

Un principio respecto al cual todos deberían hallarse de 
acuerdo es éste', que como el impuesto que grava los inmue 
bles, en consideracióii á su naturaleza y á su objeto, tiene el 
carácter de real, debería admitirse respecto á él la autoridad 
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•«xclusiTa de la lexrei sUae. Por lo qae toda soberanía, se^n 
los más justos principios, debería abstenerse de someter al im- 
puesto de transmisión los inmuebles existentes en territorio 

.que no pertenezca al Estado que representa; reconociendo que 
no se pueden negar respecto á ellos, el imperio de las leyes 
fiscales vigentes en el país en que se encuentran (1). Sin em- 
bargO; en realidad, existen Estados en los cuales ni siquiera tan 

justo principio se respeta. 

En Bélgica, por ejemplo, en la Ley de 27 de Diciembre 
de 1817, § 3.^; se dispone que por el cambio de propiedad que 
se realiza á consecuencia de abrirse la sucesión, el impuesto 
de transmisión de bienes, grava incluso los inmuebles here- 
ditarios existentes fuera del territorio belga. Por lo que quizá 
se haya cobrado el impuesto sobre inmuebles del difunto situa- 

-dos en Francia, y esto ha dado lugar á reclamaciones diplomá- 
ticas (2)^ 

También en el Cantón de Yaud, antes de que se promulga- 
se la Ley de 31 de Enero de 1889 que excluye del pago del 
impuesto por sucesión los inmuebles situados fuera del Cantón, 
cuando se aplicaba á la sucesión de un extranjero fallecido en 

■e\ Cantón, la ley relativa al impuesto de transmisión por defun- 
ción, se gravaban todos los bienes hereditarios muebles é in- 
muebles, donde quiera que se hallasen situados. 

l^SOft. En Baviera, por el contrario, según refirió Har- 

«burger en el Instituto, los bienes inmuebles existentes en el ex- 
tranjero no están gravados con impuesto alguno. Los otros 



(1) Esta regla se halla sancionada por la ley italiana sobre las 
tasas de registro, de 13 de Septiembre de 1871, artículo 12; por la 
ley francesa de 16 de Junio de 1824; ley. prusiana sobre las sucesio- 
nes, de 19 de Mayo de 1891^ § 9.o; ley para la Alsacia y la Lorena de 
12 de Junio de 1889; ley de Baviera de 18 de Agosto de 1879 (impues- 
to sobre la sucesión); ley sajona de 13 de Noviembre de 1876; Vaud, 
31 de Enero de 1889. 

(2) En la Cámara francesa se ha dicho muchas veces que el sis- 
tema establecido por la ley belga, debe considerarse en oposición 
•<;on los derechos de \ú soberanía territorial. En este sentido se hi- 
•«ieron observaciones en la Cámara durante las sesiones de 1859, 60 
y Gl^y e\ diputado Choque las hizo objeto de ana moción. 
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bienes pertenecientes al de cujus^ en él caso de que éste foeie 
ciudadano de Bayiera, 6 de que allí tuviese su domicilio, están 
sujetos al impuesto cuando se transfieren á ana persona que re- 
side en Bayiera, siempre que en el país extranjero no estén »- 
bordinados al impuesto por defunción, ó si lo están, que lo» 
derechos del Fisco sean inferiores á los establecidos por la lej 
de Bayiera. En este último caso, cuando se pruebe que se ha: 
pagado los derechos al Fisco extranjero, se deduce en BaTÍera 
lo que se ha pagado en yirtud de la ley fiscal extranjera (1). 

Igualmente en Prusia, conforme á la ley sobre las sacesiones 
de 19 de Mayo de 1891, el impuesto recae sobre los muebles 
extranjeros, de cualquier naturaleza quesean, dejados porc 
prusiano ó por un extranjero domiciliado en Prusia. No obs- 
tante, el § 10 dispone que sólo se pagará cuando los bienes do 
estén sometidos al impuesto por la ley del lugar donde ae halbn 
situados, ó cuando lo estén en proporción inferior, en cuyo caio 
el impuesto se recaudará solamente en la parte que falta hastt 
completar la medida fijada por la ley prusiana. £n^ el misn? 
principio está basada la ley sobre las sucesiones para la Alsa- 
cia-Lorena de 12 d^ Junio de 1889, articulo 7.° 

l;S9S. No es necesario que nos extendamos mucho pan 
exponer cómo han determinado, más ó menos racionalme&tf. 
los derechos del Fisco en el caso de sucesión, las legislaciones 
de ciertos países, supuesto que la cuestión de las contribocic- 
nes es, por sí misma, una de las pertenecientes al Derecho in- 
terno, y no puede resolyerse con los principios del Derecho is- 
ternacional priyado que determinan la autoridad de las lejes. 
en el caso de que concurran las de distintos países. !Es, piie»* 
preciso reconocer, en principio, «que como las leyes financien^ 
de cada Estado forman parte del Derecho púbUco, no pnede 
negarse que las promulgadas por la soberanía territorial pan 
establecer el impuesto en materia de sucesión, deben aplican^ 
con exclusión de toda otra. 



(1) Véase la comunicación de Harburger al reí. Barclay, en Isre 
lación del mismo al Instituto de Derecho internacional. (jimiKtft''. 
1877, pág. 119). 
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No existe, pués^ duda alguna acerca de la autoridad terri- 
torial de las leyes fiscales, ni puede surgir un verdadero y pro- 
pio conflicto de leyes en lo que á él se refiere, puesto que los 
Jueces de cada país deben atenerse á las reglas sancionadas 
por el legislador de sus respectivos Estados, estén ó no con- 
formes con los principios racionales y aun cuando las informe 
el más exagerado arbitrismo. El conflicto en esta materia, existe 
entre los principios que informan los varios sistemas legislati- 
▼os, reconociéndolo así todos los jurisconsultos contemporáneo^^. 
E!n efectO; ocurre que, en virtud de la autonomía de las sobera- 
nías, éstas establecen como base del sistema fiscal del propio 
país, los principios que reputa más convenientes, sin preocupar- 
se de las consecuencias más ó menos onerosas que se deriven 
en las relaciones internacionales, con verdadero perjuicio de los 
contribuyentes, que se encuentran sometidos á varias contribu 
cienes. Por esto se mantiene tan anormal estado de cosas, ef% 
decir, que la transmisión de las riquezas, que es la consecuencia 
de la sucesión, queda como tal, gravada, al mismo tiempo, por 
las leyes fiscales de dos ó más Estados. 

1.S9V* Todos se hallan de acuerdo fin admitir que es ne- 
cesario obviar tan graves inconvenientes, pero todos también 
deben estar conformes en reconocer que para ello es indispen- 
sable, pues no puede solucionarse de otra manera el asunto, eli- 
minar el conflicto de los principios que sirven de base á los sis- 
temas fiscales de los distintos países, poniendo en armonía los 
intereses fiscales territoriales, con los intereses de los contribu- 
yentes, ya sean nacionales ó extranjeros, y estableciendo de 
acuerdo las reglas fundamentales del Derecho financiero en las 
relaciones internacionales. 

Los jurisconsultos han discutido acerca de dichos princi- 
pios, y el Instituto de Derecho Internacional nombró una Co- 
misión (1) para estudiar los remedios más oportunos á fin de 



(1) La Comisión nombrada para estudiar la cuestión «De los im- 
puestos dobles en las relaciones internacionales, sobre todo en la 
transmisión de bienes por fallecimiento», estuvo compuesta por los 
señores Bar, Boiceau, Brussa, De Bustamante, Engelhard, Ferand- 
Oiraud, Harburger, Holland, Lainé, Leher, Lyon-Caen, De Montlue, 
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evitar los inconveniente» que existen en el actual estado de co- 
sas, ya que á la apertura de la sucesión, los llamados á reco- 
gerla están obligados á pagar el impuesto de transmisión en li- 
rios Estados por la diversa categoría de los bienes que boaatiti- 
yen el patrimonio del de cufus, porque cada Estado somete á loi 
sucesores á sus propias leyes fiscales, sin preocuparse de si lot 
bienes que constituyen la herencia están sujetos al impuesto de 
sucesión en otro Estado. A pesar de que todos se enoontn- 
ban de acuerdo en reconocer que los inconvenientes que existísi 
y existen en la actualidad, son verdaderamente gravosos, j ipt 
es necesario buscar los medios de evitarlos, no se pusieroD d« 
acuerdo al establecer los principios que deben servir de base i 
la deseada reforma (1). 

La cuestión^ teniendo en cuenta su objeto y natnraleía, ei 
por sí misma difícil y compleja. Se debe procurar establecer bb 
derecho uniforme, salvando por una parte los principios de 
justicia sobre los cuales debe basarse todo sistema y toda íonn» 
de imposición, y sin que por otra parte se menoscaben las n* 
zones de interés público que informan en cada Estado el reparto 
de los tributos, y la medida de los mismos, en proporcíóo al 
servicio que presta el soberano del Estado que protege la traas 
misión de los bienes, cuando,, á consecuencia de la muerte dd 
propietario, pasan á los que están llamados á recogerlos. 

Las razones que pueden justificar el impuesto sobre la so* 
cesión y su aplicación á los bienes de naturaleza diversa que 
constituyen el patrimonio hereditario, tienen estrecha reladóo 
con el concepto fundamental de este impuesto sobre la sueesíónr 
tal como está entendido en el sistema de tributos establecido eB 
cada país para las necesidades de la Hacienda. Ahora residtt 
fácil comprender por qué, teniendo en cuenta los principios fian- 



D'Olivecrpna, Lord Reaj, Roguin, Rolin, £d. Weiss y Westlake, y 
la relación, en nombre de la Comisión, la presentó Barclay, en ü 
sesión de Copenhague, publicada en el Annuaire de ritutitut^ 1897. 
pág. 118 y siguientes. 

(1) Véase la relación y el proyecto de conclusiones preliminares 
presentado por el Secretario general en la sesión de Neuchátel, y U 
nota de Bar, en el Annuaire de I Instituto 1890. 
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laméntales en materia de impuestos y las condiciones diversas 

«n que se desenvueWe la yida financiera de cada Estado, es tan 

«dificil establecer un principio superior que armonice todos los 

intereses que se encuentran en juego. Esto explica la diversidad 

de las opiniones sostenidas por los jurisconsultos (1). 

'l.SttS* No nos es dado exponerlas y discutirlas á fondo, 
porque tal examen nos conduciría fuera del campo de nuestro 
estudio. Hemos advertido ya que frente á las leyes positivas no 
existe verdadero y propio conflicto, porque á cada Estado com- 
pete el derecho de atribuir autoridad imperativa á su propia 
It^y, y el Juez de tal Estado está obligado á aplicarla, sea buena 
ó mala, por lo que todo el deber de este funcionario se reduce 
á interpretarla y resolver las dudas que puedan nacer en su 
aplicación, como sucede con todas las leyes que despliegan su 
autoridad en el interior de cada Estado. La verdadera cuestión 
estriba en discutir cómo deberían modificarse las leyes positivas 
existentes, y claro es que no podemos ocuparnos de ello sin en- 
contrarnos fuera de la esfera de acción de esta obra. Debemos ^ 
pues, limitarnos á añadir nuestro modesto voto para que los 
[Estados se pongan de acuerdo al regular el tributo por la su- 
cesión, y eviten que en la transmisión por fallecimiento, el su« 
cesor sufra la pluralidad de impuestos en las relaciones inter- 
nacionales. 

Es esta una materia que debería regularse por medio de 
tratados, en cuya virtud los Estados pudieran establecer las 
oportunas medidas para salvar los derechos de cada uno de ellos, 
sin angustiar al contribuyente con múltiples é injustificables 
imposiciones (3). 



(1) Véase Garelli, L imposta successoria^ Tarín, 1898, y el Dirítto 
inteniaztonale trihutario^ Parte general, Turín, 1899. 

(2) Una délas proposiciones hechas, consiste en que cada Estado, 
al recaudar el impuesto según su ley territorial, tenga en cuenta 
el que se ha pagado ya en el extranjero por el mismo título. Este 
sistema se ha adoptado en Würtemberg, donde, según la Ley de 
31 de Marzo de 1881, para la sucesión abierta en el reino, es obliga- 
torio el pago del impuesto, hasta para los muebles existentes en el 

extranjero, pero hecha deducción de los derechos pagados en el 
país donde se encuentran. Para las sucesiones que se abran en el 
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Una cosa debe conaíderarse como cierta y faera de toii 
duda, esto eS; que va contra la equidad^ el que un Estado sui^? 
á impuesto los bienes pertenecientes ó adjudicados por sqccskc 
á los extranjeros existentes en el propio territorio, y los períc 
necientes ó adjudicados por sucesión también á los ciadadisih 
y residentes en el extranjero, sin preocuparse de si dichosa: 
nes han sido sometidos á tributo por parte del soberano a 
tranjero. 



extranjero, el pago del tributo es obligatorio respecto á los bieu^ 
existentes en el reino, sólo cuando dichos ^ienes se adjadiqQ^c- 
un wurtembergüés residente en el reino, y también puede pedí: . 
deducción de lo que haya pagado en el extranjero. 

Stoerk, fundándose en el concepto de que la sucesión tooac* 
en su conjunto es una universalidad jurídica, proponía quefor- 
único el impuesto sobre la sucesión, y que el derecho de impoot: 
debía corresponder al Estado donde se abriese, gravando todo> -.^ 
bienes donde quiera que se hallasen situados. 

Bar sostuvo el mismo concepto, pero limitándolo al patrímcr 
mobiliario del difunio. 

Otros, por el contrario, quisieron que se estableciera, en pri^ 
pió, que tanto para los inmuebles, como para los muebles here-i 
tarios^ el derecho de imposición correspondiese al soberano li^ 
Estado donde se hallasen situados, y se establecieron diversos r 
terios para determinar dónde debían considerarse localixados.-^ 
bienes muebles bajo el punto de vista de los derechos del Fisco 
. Véase para el desarrollo de estas opiniones la relación jacita^ 
en el Annuaxre de T Instituí, 1897, pág. 118 y siguientes. 

£1 relator Barclay, proponía para determinar la sitaacióo délo* 
muebles, las siguientes distinciones: 

l.A Los bienes corporales, á excepción solamente delasna^tt 
valores al portador, billetes de Banco y numerario, se coosidei* 
rían situados en el país donde se hallasen en el momento de > 
muerte del propietario. 

2.a Las acciones y obligaciones de sociedades, en el país dof. 
dichas sociedades estuviesen legalmente constituidas. 

3.* Las rentas y obligaciones del Estado* y de Institutos pó^i 
eos, en el país de que éstos dependan. 

4.» Los créditos, en los países en que hubiera de efect»»»'^ 
el pago. 

5 ^ Las naves, en el país en que estuviesen registradas. 



CAPITULO XVII 



De Is donaolón* 



1.699. Concepto de la donación. — 1.700* Son diversas las leyes que regu- 
lan los requisitos materiales y formales, el objeto y los efectos. — 
1.701. Cómo debe determinarse la naturaleza del estatuto y su autori- 
dad. — 1.702. No se pueden aplicar los mismos principios que á Ios- 
contratos. — 1.708. Relaciones de la donación con el Derecho de fami- 
lia y con el de sucesión. — 1.704. Conflicto entre la ley personal y la 
territorial respecto á la donación morfi^cau^a.— 1.705. De la capacidad 
de donar.— 1.700. ¿Cuál es la autoridad de la lex rei 9Ítaef—W¡Q7^ Ca- 
pacidad del donatario. — 1.708. Donación entre loa cónyuges; conflic- 
tos; solución. — 1.709. Las convenciones entre los cónyuges no están* 
en el campo de su autonomía. — 1.710. Cónyuges naturalizados des- 
pués de haberse hecho una donación. — 1.711. Cuándo se considera 
perfeccionada la donación. — 1.712» Limitaciones especiales de la ca- 
pacidad. — 1.7 18. De la irrevocabilidad. Del pacto de reversión. — l»71á. 
De las condiciones.— 1.71o. Del vinculo de inalienabilidad. — 1.716. De 
los bienes'que pueden ser objeto de la donación. Derecho comparado. 
1.717. Ley reguladora del objeto de la donación. — 1.718. Bienes pre- 
sentes y futuros. Observaciones sobre la teoría de Laurent; autoridad 
de la lex rei «ttoe.— 1.719. Donación de cosas muebles.— 1.720. Forma 
de la colación. La dec}aración formal de la voluntad no se somete a> 
estatuto de las formas.— 1.721. Se combate la teoría de los juriscon- 
sultos contrarios. — 1.722. Cuándo puede tener autoridad la lex loci 
actm. — 1.728. Donaciones manuales. — 1.724. Efectos de la donación^ 

1.725. Principios aplicables para proteger los derechos de los terceros. 

1.726. Revocación de la donación.— 1.727. Resolución de la donación 
en el caso de que sobrevenga un hijo; conflicto entre el Código fran- 
cés y el italiano. — 1.728. ¿Qué carácter debe atribuirse á la disposi- 
ción que regule este asunto?- 1.729. Autoridad de la ley que protege 
los derechos de los terceros. — 1.780. ¿Quidjuris en el caso de la re- 
versión de la donación?— 1.781. ¿Quid en el caso de la revocación? — 
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1.782. iQuid en el caso de reducción?— 1.788* Ejecución voIanUru i» 
nna donación annlable. 

^••99« El legislador italiano define la donación con actc 
-de espontánea liberalidad, mediante el cnal el donante se do- 
poja actual é irrevocablemente de la cosa donada^ en firordei 
•donatario que la acepta» (artículo 1.060). 

Tal definición está conforme con la dada por el Iegi8la(k 
francés en el artículo 894, en el cual no se encnentra la expT^ 
sión cde espontánea liberalidad»; pero sí se halla en el aiücc': 
precedente, que considera la donación como un acto entie Tir«*: 
á título gratuito. 

En el proyecto del Código de Napoleón, la donación se de- 
^nía como un contrato] pero después, teniendo en cuenta Is&dí^ 
•cusiones habidas en el Consejo de Estado, la palabra amirato, r- 
-se mantuTo, porque el primer Cónsul observó, que ^eata deoOEi- 
nación de contrato no podía convenir á la donación, aapaesto q^ 
-el contrato implica obligaciones recíprocas de dos contrajeotes 
y esta reciprocidad de relaciones obUgatorias no se encuentrs e: 
la donación; por lo que se estimó mejor definirla como un aci^^ 
para distinguirla de aquél. 

El legislador austríaco, por el contrarío, considerando, s: 
Tacilar, que la donación es un contrato, la define asi en d ar- 
ticulo 938: fEl contrato por el cual se transfiere á otro nna coa 
^atttitamentO; se llama donación». Así también se encn^tn 
definida en el artículo 1.037 del Código prusiano. El conoepto 
•de que la donación es un contrato, se halla consagrado igual- 
mente en el artículo 618 del Código del Imperío germ&nico. 

No nos incumbe discutir á fondo, si se puede con razón se- 
gar, que la donación deba considerarse como contrato. 

Observamos solamente que aun en el sistema del Gódige 
italiano y del francéS; el haber llamado los legisladores aet» i 
la donación, no cambia la esencia de la cosa, porque dichos Có- 
digos consideran que la donación no existe más que en virtii 
del consentimiento recíproco del donante y del donatarío, f^ 
lo que no se puede desconocer que ellos mismos vienen á admi- 
tir de este modo que el acto jurídico tiene la verdadera y pn^^ 
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naturaleza de la relación contractual, y que debe, por consi- 
guiente; considerarse como contrato, aun cuando no sea bilate* 
ral, sino unilateral (1). Por lo que terminamos diciendo, que la 
Siferencia de la denominación, no constituye una diferencia sus- 
tancial acerca de la naturaleza del hecho jurídico. 

"ñm^íBOm La diversidad entre las leyes que regulan la dona- 
:;iÓD, se encuentra, sin embargo, en las legislaciones de los diver» 
sos Estados, y depende, no ya del distinto modo de entender la 
aaturaleza del acto, sino más bien de las estrechas relaoionea 
jne guarda con el Derecho de familia y con el de sucesión, y 
sufre la influencia del diferente modo de entender los TínculoS' 
de familia en relación con la facultad de disponer del patrimo- 
QÍo, como explicaremos enseguida. 

Diferencias de mucha importancia en las disposiciones del 
Derecho positivo relativas á la donación, se encuentran ante- 
todo sobre gran número de puntos que conciemen' á la esencia 
de este hecho jurídico. 

Según el Código francés, art. 893, se puede disponer de Ios- 
propios bienes, á titulo gratuito, mediante la donación, que es 
un acto entre vivos, y por testamento, que es un acto por el 
cual se dispone de los bienes para después de la muerte. Es lo- 
mismo, según el Código italiano (arts. 769 y 1.060), y según laa 
dem&s legislaciones, que han. seguido en esto al Código francés. 
Sin embargo, uno de los requisitos sustanciales de la donación, 
según dichas leyes, es que sea un despojo actual y no revoca- 
ble ai arbitrio del donante, principio derivado de la antigua 
regla consagrada por el Derecho consuetudinario: donner et re- 
teñir ne vaut (no es válido dar y retener). Queda, por consiguien*^ 
te, excluida la donatio mortis causa. 

Las legislaciones de otros países, admiten también la dona- 



(1) Confróntense los arts. 1.057 y 1.061 del Código civil italiano 
y el 932 del Código civil francés. 

Los civilistas modernos están casi de acuerdo en admitir la na- 
turaleza contractual de la donación, incluso en el sistema del Có- 
digo civil italiano y del Código francés. 

Véase Ascoli, Trattato delle donazioni^ cap. I, y los autores que en 
él se citan. 
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4io mortis causa. En efecto, esta forma de donaciÓD se admitió 
por el Derecho romano, y se acept6 después en loa países sáje- 
los al Derecho escrito. Se hacía eficaz y efectiva al tiempo de 
la muerte del donante, y podía ser revocada, por lo que sese- 
metió á la doble condición de laño supervivencia del doDsotef 
de la perseverancia de su voluntad usque ad morient de m&Dt«- 
ner el acto de liberalidad (1). La irrevocabilidad, pues, qae es 
requisito sustancial del acto de liberalidad, según las leyes que 
tomaron por modelo al Código francés^ no lo es para aquéllu 
que se derivan del Derecho romano. Conforme á éste, la irrero- 
cabilidad de la donatio mortis causa se admitía solamente cuao- 
do así se hubiese estipulado expresamente, en cuyo caso no 
perdía su carácter^ siempre que su eficacia se subordinara i la 
condición de la premoriencia del donante. 

El Código austríaco, por ejemplo, admite en el artículo 9di 
la donación, que debe tener efecto á la muerte del donante; pero 
dispone, sin embargo, que equivale á un legado, cuando m 
hayan observado las formalidades prescritas para éste; y qte 
puede tener el carácter verdadero y propio de la donación y de; 
<iontrato, cuando se acepta por el donatario, y el donante ba 
renunciado expresamente & la facultad de revocarla y ha entre- 
.gado á aquél el coresp endiente documento escrito. 

Esto establece, sin duda, una diferencia sustancial entre los 
principios fundamentales que se refieren á la donación segái 
el Código francés é italiano; y el Código austríaco; porque cob- 
forme á los primeros, no se puede dar y retener, mientras eala 
forma de la donación establecida en el artículo 966 del Código 
austríaco, se puede dar y retener. 

Otra diferencia de no menos relieve en el Derecho positivo 
relativa á la donación, se encuentra en lo que se refiere á la 
existencia jurídica del acto. En efecto, no están contestes Iti 
leyes de los diversos países al establecer los requisitos sustaa- 
cíales requeridos de un modo absoluto, á fin de que la donación 
pueda tener su fuerza jurídica como tal. Dejando aparte las dis- 
posiciones de la legislación romana relativas á la perfección 



(1) L. 16, Dig. De mortü cauta donata XXXVI, 6. 
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le la donación (1), recordemos que en Francia, tanto en los 
)ai8e8 sujetos al Derecho escrito, cuanto en los que se hallaban 
mbordinados al Derecho consuetudinario, la insinuación se con- 
lideró como indispensable para la perfección del hecho jurf- 
iico (2). La insinuación consistía en la transcripción del acto 
le donación en un registro especial que se lleyaba en la Canci- 
lería de las insinuaciones, creada por edicto de 1703. Las Orde- 
nanzas establecieron un término para la insinuación, y su incum- 
plimiento en el plazo fijado, no anulaba la donación entre do- 
lante 7 donatario; pero la hacia ineficaz respecto á los terceros 
f respecto á los herederos que hubieran adquirido derechos con 
posterioridad á la donación^ pero antes de la insinuación. En 
sklgunos países sujetos al derecho consuetudinario; fué conside- 
rada como indispensable para la perfección de la donación, la 
tradición, de modo que aquélla no tenia fuerza jurídica como 
tal más que cuando el donante transmitía al donatario la pro- 
piedad y la posesión de la cosa donada; de aquí la regla donner 
tt reteñir ne vaut (3). La Ordenanza.de 1731, estableció que to- 
los los actos de donación debían hacerse ante Notario, bajo 
pena de nulidad (4). 

El Código francés reproduce en el art. 931 la disposición de 
la Ordenanza de 1731; admite que la aceptación, indispensable 
para 1{^ perfección del acto, puede ejecutai'se mediante acto se- 
parado; pero dispone en el art. 932, que también debe hacerse 
por documento notarial, y que se notificará al donante, siú lo 
)ue la donación no tendría efectos respecto al mismo. En lo 
)ue se refiere á la donación de las cosas muebles, el art. 948 
reproduce la disposición del 16 de la mencionada Ordenanza, y 



(1) Véase Ascoli, Ddle donaztoni^ cap. V, § 25 y siguientes. 

(2) Véanse Costumbres de OrUans de 1510 ^ art. 17; Ordenanzas de 
Villers Cotteretz de 1589; Ordenanza de Moulins de 1566 y la de 17 3 L 
Ricard, Traite des danationsj I, cap. IV, sec. III, núm. 1.078 y siguien- 
bes. Riom, 1783. 

(3) Ricard, Donations, I, núm. 878 y siguientes. 

(4) Ordenanza de 1731, art. !.<>: «Todos los actos que lleven consi- 
go donación entre vivos se otorgarán ante Notario, quien se queda- 
rá con copia de los mismos bajo pena de nulidad >• 
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requiere para la validez del acto, que se haga la descrípciÓB cé 
justiprecio de las cosas muebles, firmada por el donante y ]Kr 
el doDatarío, y unida á la miuuta original de la dooaeídD. 

Las leyes de los demás países de Europa y de Anérícsi, m 
sancionan las mismas reglas respecto al requisito formal pan i* 
perfección del hecho jurídico. 

En Italia, el acto notarial se declaraba indiapenaable a t 
Código de las Dos Sicitias (art. 855), y en el de Parma (aitíre- 
lo 1.890). El Código vigente/ por el contrario, establece eré. 
artículo 1.066, que todos los actos de donación deben haeei^ 
mediante documento público^ y de lo contrario, sod doIosíU 
Así, también debe hacerse la aceptación cuando no se haga a 
el mismo acto, sino por separado; no obstante, en este úitÍB'» 
caso no causa efectos sino desde el día en que se notifica al de- 
nante el acto de aceptación (art. 1.067). Cuando la donacié» 
no se hace de este modo, es nula, y la nulidad puede ser alegs^a» 
hasta por el donante, por sus herederos ó por sus cansahabies' 
tes (art. 1.061) (2). 

En los demás países, encontramos que el documento oou* 
rial ó público se requiere para la perfección del acto, per rl 
Código neerlandés (art. 1.719), rumano (art. 813) y del Casa 
dá (art. 1.776). Otros declaran indispensable dicho documenu 
sólo para las donaciones que exceden de un determinado ralcr 
Así ocurre en el Código de Guatemala (arts. 714*716), y en el 
de Méjico se requiere el acto solemne para la donación de w 
de SOO pesetas (art. 2.604). El de Portugal exige el acto antér- 



(1) El patrio legislador adopta la expresión «acto público», j ;- 
diferencia en esto del Código francés, qne dice «acto notarial»- ^ 
acto público se halla definido en el art. 1.315. Deben, pues, consid' 
rarse competentes para antorizar los documentos sobre donackn. 
los Notarios, conforme á la Ley Notarial de 26 de Mayo de 1879, r 
tícnlo 1.0, y los Cónsules, que, según la Ley Consular de 28 de Ea^" 
de 1856, son equiparados á los Notarios (art. 44). 

(2) Estas disposiciones refuerzan el concepto de qne no se pu^ 
negar en el sistema de nuestro Código civil, qne la donación tkr 
la naturaleza y el carácter propio de la relación contraetaal, á pe» 
de qne nuestro legislador la llama «acto». 
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tico para la donación de inmuebles de más de 60.000 reie de 
valor (arts, 1,458-1. 459). 

Según las leyes de ciertos países, el documento notarial 6 
público se requiere solamente para las donaciones de inmue- 
bles. Así se establece en el Código del Uruguay (art. 1.580), en 
el de Colombia (art. 1.457), en el de la Argentina (art. 1.041) 
y en el de Chile (art. 1<400). El Código español admite tam- 
bién que la donación de los muebles puede hacerse Terbalmente 
y por -documento privado, cuando al mismo tiempo se verifique 
la tradición (art. 632). Para la donación de un inmueble, el le- 
gislador exige el documento público, y requiere también la au- 
tenticidad del documento para la aceptación, cuando se haga por 
documento separado (art. 633). 

En los Códigos alemanes encontramos que la insinuación 
judicial se requería por el Código sajón, § 1.056, para las do- 
naciones superiores á 1.000 talers ó para las que tenían por 
objeto prestaciones por tiempo indeterminado, superiores á 60 
talers anuales. La insinuación consistía en insertarla en el pro- 
bocolo delante de la autoridad judicial. El de Wurtemberg pres- 
cribe la insinuación judicial para toda donación, ya sea de mue- 
bles ya de inmuebles, superior á 200 florines. El vigente Código 
leí Imperio germánico, establece lo mismo en el § 618. Para la 
T^alidez de un contrato en que se promete una prestación á título 
le donación, es necesaria la documentación judicial ó notarial de 
a promesa. Lo mismo sucede con la promesa ó declaración de 
'econocimiento de deudas, y cuando esta promesa ó reconocí- 
niento son de la especie, indicada en los §§ 780 y 781, se deja á 
ítalo de donación. 

El defecto de forma se subsana efectuando la prestación 
)rometida. 

El Código germánico niega, pues, todo valor á la simple 
promesa de donación que no se haga en la indicada forma^ pero 
istablece que la ejecución pueda equivaler al documento escrito. 

También el Código prusiano (I, 11, § 1.063) establece que 
1 contrato judicial es indispensable para la eficacia de toda 
:onación, y niega, por consiguiente, la acción cuando falta 
icho contrato judicial (§§ 1.063 y 1.064); admite, no obstante, 

Dbrbcbo INT. PRiv.— Tomo VI 20 
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que para las donaciones de cosas muebles, ó de cantidades en 
metálico, la simple tradición equivale al contrato escrito, j qie 
para la donación de los inmuebles, puede bastar el docomeoto 
privado seguido Se la tradición; sin embargo, concede al do- 
nante r 1 derecho de revocar la donación en el término de sais 
mes6h, de suerte que se perfecciona cuando la ejecución do k 
revoca durante el mencionado término. 

Según el Código austriaco, el documento escrito se conside- 
ra indispensable p¿ra la eficacia de la donación (artículo 943). 
y según la Ley de 26 de Julio de 1871, el documento debe otor- 
garse ante Notario, pero lo puede suplir la tradición de la cosa 
donada. 

Besulta claro, después de la exposición hecha^ que las n- 
glas sancionadas por el Derecho positivo de los diversos pais«$, 
presentan notables diferencias respecto á los requisitos fonsaltí 
indispensables para hacer la donación perfecta y eficaz. 

Respecto á la revocabilidad de la donación, advertimos qie 
según el Código italiano (art. 1.050) y el francés (art. 894), h 
donación es un negocio juridicO; que cuando llega & peiÍK- 
cionarse, es por su naturaleza irrevocable; por lo que, conferían 
á dichos Códigos y á todos los demás que han seguido Ia8h1l^ 
lias del de Napoleón, no es posible una donación revocable ¿ 
arbitrio del donante. En efecto, es requisito esencial de la d'>- 
nación la expoliación actual. Según el Derecho otomano, por^l 
contrario, la donación puede revocarse al arbitrio del donaatr 
hasta el momento de su muerte, y según el Código prusiis? 
puede revocarse dentro del término fijado por la ley. 

Respecto á los bienes que hayan de ser objeto de la doiu- 
ción, dejando aparte la cantidad de que se puede dispoB^: 
eficazmente por donación, advertimos que según el Código (no- 
ces (art. 943) y el italiano (art. 1.064), la donación no paed^ 
comprender más que los bienes presentes y se declara oub 
cuando tiene por objeto los futuros. Por el contrario, el Oódip 
austríaco, no excluye de la donación los bienes futuros. E: 
efecto, el legislador establece en el artículo 944 que el propia 
tario absoluto, observadas las prescripciones legales, pu^dc 
donar todos sus bienes presentes, y que el pacto en virtud d^- 
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caal dona sus bteaes futuros, es v&Iido', en cuanto no exceda de 
la mitad de dichos bienes. 

También en Francia, antes de que Luis XY regulase la ma- 
teria de las donaciones con la Ordenanza de 1731, se consideró 
válida la donación de los bienes futuros en los paises sujetos al 
derecho escrito, á -condición, sin embargo, de que la donatio 
omnium bonorum se hiciese con la reserva de una cantidad de- 
terminada de bienes, que dejase al donante la posibilidad de 
testar decentemente, y asi la consideró el Parlamento de To- 
losa (1). 

No podemos exponer todas las importantes diferencias que se 
encuentran en las legislaciones de los diversos paises en aquellas 
de sus disposiciones que regulan las donaciones. Además de las 
expuestas, se encuentran aun muchas más de gran relieve, relati- 
vas á los efectos de la donación; á los casos en que la irrevocabi- 
lidaddel.acto jurídico cesa por disposición de la ley, y así suce- 
sivamente. Por ejemplo, la& disposiciones que ordenan la revo- 
cación de la donación, por sobrevenir hijos, no están conformes 
ni aun entre el Derecho francés y el italiano. Según el Código 
francés, que reproduce con ligeras modificaciones en los artícu- 
los 960 y 965 las disposiciones sancionadas en los artículos 39 
y siguientes de la Ordenanza de ^febrero de 1731, la revocación, 
en el mencionado caso, tiene lugar de pleno derecho, y anula 
todos los efectos de la clonación, haciendo volver los bienes do- 
nados al patrimonio del donante, libres de toda carga ó hipoteca 
por parte del donatario. Por el contrario, según el Código 
italiano, el hecho de sobrevenir hijos no lleva consigo la revoca- 
ción de pleno derecho, sino á voluntad del donante. En efecto, 
el patrio legislador, en el artículo 1.083, no hace más que conce- 
der al donante la facultad de revocar la donación en el caso 
mencionado, por lo que como la revocación no se verifica ope 
legiSy sino conforme á la voluntad del donante, subsiste^ si el 
donante no declara en demanda judicial que quiere utilizar la 
facultad de revocarla. De lo que se sigue que los derechos ad- 

(1) Confr. fócard, Traite des donafions entre vi/s. I, pág. 257, núme- 
ro 1.013; Riom, 1783, edité par Bergier. 
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quiridos por los terceros, antes de la transcripción de la deoui 
da de revocación, quedan á salvo (art. 1.088). 

1«901. De todo lo que venimos diciendo se despreodeq^t 
no están de acuerdo las reglas de Derecho positivo sancioD&iit^ 
en las legislaciones de los diferentes países en materia itk- 
naciones, y merece la pena poner de manifiesto los coúi^ 
que pueden nacer cuando concurren leyes de varios EsUios 
á una donación, que, ó por la condición de las personas que íl* 
tervienen, por la situación de las cosas de que es objeto, ó p(>r 
el país donde se realizó el correspondiente contrato, se reladcn 
ne con leyes diversas y no contestes. 

¿Cuáles son los principios con arreglo á los que se ba de de 
terminar la autoridad de la ley que debe regular el acto jurídi- 
co, su fuerza jurídica y los efectos que del mismo pueden deri- 
varse? 

Comenzamos por manifestar que nos parece inútil discoti' 
en líneas generales, si la ley que concierne á la donación tiest 
el carácter de estatuto real ó personal. Admitiendo el espirits 
que prevalece en la jurisprudencia francesa, de que todadisjK" 
sición legislativa que se refiere á los inmuebles tiene el carácter 
de ley real, por la razón de que, conforme á la máxima sancio 
nada por el art. 3.^ del Código civil, los inmuebles existente:) 
territorio francés, aunque poseídos por extranjeros, estén si}j<" 
tos á la ley francesa, se debe naturalmente admitir quetod^' 
las disposiciones del Código civil francés que se refieren á U do- 
nación, deben aplicarse siempre que sea objeto de la misma '•- 
inmueble existente en territorio francés. De este modo se eTit 
cualquier discusión en virtud del axioma de que toda lej qve ^ 
refiere á los inmuebles, tiene el carácter de estatuto real, j>^'' 
que toda forma de transmisión de inmuebles, no puede ser re 
guiada más que por la lex rei sitae. 

Este axioma, aplicado según la doctrina tradicional i^ 
transmisión por actos entre vivos, así como bemos dicho q«c^ 
aplica á las transmisiones por sucesión, atribuye naturalment' 
autoridad absoluta y exclusiva á la ley francesa, en cnanto f' 
gula la donación de los inmuebles existentes en Francia, au 
que poseídos por extranjeros; no porque la ley de la donacK 
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«considerada en sf misma tenga el carácter de estatuto real, sino 
porque en virtud de )a inexacta interpretación del art. 3.®, se 
tiene por estatuto real toda disposición que se refiere á los in- 
muebles. Y atendiéndose igualmente á la tradición, que atri- 
buye el carácter de estatuto personal á toda disposición relati- 
va á los muebleS; también se llega á justificar la autoridad de 
la ley personal en cuanto regula la donación de laQ cosas mué- 
bfes. De este modo se viene á admitir que la ley que regla% 
menta la donación, asume el carácter de estatuto real, en el caso 
de que rija la donación de los inmuebles, y de estatuto personal, 
en lo (jue se refiera á la de los muebles. 

Nosotros hemos combatido siempre este modo de entender 
el art. 3." del Código civil francés, fundándose en el axioma 
tradicional, y nos referimos á cuanto hemos dicho discurriendo 
acerca de la sucesión. También hemos sostenido y repetido mu- 
chas veces que la autoridad de la ley territorial ó personal, debe 
basarse en criterios muy diversos de los acogidos por la juris- 
prudencia francesa en virtud de la interpretación tradicional, y 
no podemos por menos de recordar lo que manifestamos en la 
Parte general, á propósito de la sucesión. 

Examinando, pues, el acto jurídico y las relaciones que de 
•él se derivan, y teniendo en cuenta la naturaleza esencial de las 
cosas, procuremos determinar ^cuál es la ley que debe desplegar 
stt autoridad en esta materia. 

1.9IM. Hemos dicho que el concepto de que la donación 
tiene por sf misma el carácter de relación contractual; es gene- 
ralmente aceptado en el derecho moderno. Esto no obstante, 
no se puede sostener que los principios de Derecho internacional 
privado que se refieren á los contratos, puedan aplicarse para 
determinar la autoridad de la ley en materia de donaciones. Los 
-contratos se hallan, en general, en el campo de la autonomía de 
las partes contratantes, salvo solamente las limitaciones san- 
-cionadas por la ley que circunscribe la esfera de la misma auto- 
nomia. Por lo que, con razón se sostiene que dentro de los limi- 
tea en que esta se admite, la autoridad de la ley puede estable- 
cerse en virtud de la libre sumisión de las partes contratantes, y 
«que la esencia y los efectos de las relaciones quf se derivan de 
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la conyención, deben, en su consecuencia, regularse por h ky 
b^o cuyo imperio las partes concluyeron el contrato. 

Por el coDtrarío, la donación no está en el campo de k aotc- 
nomia. Se la puede llamar contrato, sólo porque el coosati- 
miento recíproco del donante y del donatario es indispeosiblr 
para dar existencia al acto jurídico; pero si por esto el act 
asume el carácter de relación consensúa!, no puede por tal caQ§« 
asimilarse á un contrato ordinario, que se halla en el canp: 
de la autonomía de los contrayentes, y respecto al cual la aoto^ 
rídad de la ley reguladora puede depender de la libre sumisk 
de las partes mismas. 

1.908. La facultad de disponer de los propios bienes i 
título gratuito, mediante actos itUer vivos ó por testamefita 
tiene estrechos y necesarios vínculos con las relaciones de fus:' 
lia, y con la facultad perteneciente al padre de familia de disp) 
ner de su patrimonio, dejando á salvo los derechos de aqueU^^ 
á quienes la ley reserva una parte determinada del mismo. Pr 
lo cual la donación se encuentra, lógica y necesariamente, sosLt 
tida á la ley que debe regular las disposiciones de los bienes 4t 
tule gratuito, la cual desplegará su autoridad sobre todo acto jt 
liberalidad que se ejecute por el padre de familia, ya lo verifiq;:: 
en virtud de testamento, ya inter vivoSy es decir, por donacióo. 

Es, pues, indispensable fijar como regla, que asi como el tes- 
tamento no puede considerarse de un modo absoluto dentro ¿^ 
campo de la autonomía, sino más bien ha de entenderse nece- 
sariamente sometido á la ley que debe regular la sucesión y 1^ 
disponibilidad de los bienes pertenecientes al testador, tá ¡^ 
donación también debe tenerse por sometida, en general, ¿ • 
autoridad de la misma ley. 

Podemos, pues, establecer como principio fundamental, q-- 
.la esencia y los efectos de las donaciones, deben regularse p^- 
la misma ley que rige las sucesiones. 

En efecto, la ley de cada país, en cuanto determina la kf 
tima y la parte disponible, fija cuál es la suma de bienes def-- 
cada uno puede disponer á titulo gratuito. Ahora bien, de ig^* 
suerte que al atribuir á los herederos legítimos los propios á^ 
chos respectc^l patrimonio del padre de familia, limita la aB> 
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nomfa de éste, negándole la facultad de disponer de aquella por- 
ción de bienes que constituyen la legitima, ya lo haga por testa- 
mento, ya mediante un acto entre vivos, también debe admitir- 
se la autoridad de esta ley para decidir cuándo la donación 
puede existir como acto de liberalidad, y en qué casos será eñcaz 
7 tendrá fuerza jurídica como tal. 

La ley del lugar donde el acto de liberalidad adquiera 
existencia, ó la del país donde se encuentren los bienes objeto 
de aquél, no pueden, en principio, desplegar su autoridad, en 
razón á que la formación del contrato entre el donante y el 
donatario, ó la situación de las cosas, no son circunstancias de- 
cisivas para determinar la competencia legislativa, en cuanto á 
fijar los derechos que corresponden á las personas que consti- 
tuyen la familia, y á regular sus relaciones con el padre ó jefe 
de ella. ¿Qué interés puede tener el legislador del país donde 
adquirió existencia el acto jurídico, ó el del lugar donde se en- 
cuentren los bienes, en regular las relaciones entre las personas 
de una familia extranjera? ¿Puede, quizás, atribuírsele la com- 
petencia para determinar y proteger los derechos de los here- 
deros legítimos y para establecer las facultades del padre de 
familia? ¿Acaso se puede sostener con justo criterio que la 
ley que regula tal materia, considerada en sí misma, tiene el 
carácter de estatuto real? La jurisprudencia francesa se pro- 
nuncia en favor de tal carácter de dicha ley; pero no es necesa- 
rio que volvamos á poner de manifiesto que, habiendo en cuenta 
la naturaleza y los motivos de la ley, hade considerarse en opo- 
sición manifiesta con los más racionales principios, sostener su 
carácter real en una materia que, dependiendo necesaria y di- 
rectamente de los vínculos personales, debe permanecer, por 
consiguiente, bajo el imperio de la ley personal. 

El legislador italiano ha sido indudablemente el más racio- 
nal admitiendo que, así como la sucesión legítima y testamentaría 
y la validez intrínseca de las disposiciones de última voluntad 
deben regularse por la ley nacional de la persona de cuya he- 
rencia se trate, así también la esencia y los efectos de la dona- 
ción deben igualmente regirse por las leyes nacionales de los 
disponentes. No empece que hayamos nosotros sostenido que 
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también en el sistema italiano la donación tiene carácter ur* 
dadero y propio de contrato; el legislador no podía por eaU 
considerarla sometida en todo á las leyes que deb^i regular lo» 
contratos, supuesto que las donaciones son en realidad ñcU» 
de naturaleza especial, en el sentido de que como el donastr 
que dispone á título gratuito y sin compensación algona, dis- 
minuye su patrimonio, y priva, por consiguiente, á sas bere^ 
ros de los bienes que son objeto de su acto de liberalidad, baw 
tal punto de yista las donaciones tocan directamente al dertcb 
hereditario, y deben permanecer sometidas á la ley que ha ce 
presidir el derecho mismo. 

Afirmando, pues, en principio, que la ley misma que regala 
las sucesiones debe regir también la esencia y los efectos de a 
donación, veamos cómo esta ley debe desplegar sa autoridad 
cuando se encuentre en concurrencia con la lez reí siiae ó con U 
lex loci adus^ 6 con la vigente ^i el país donde la dooaciÓD tu 
de producir sus efectos entre partes y con relación á terceros. 

'I«'f04« Los requisitos intrínsecos de la donacióo, cos-i 
acto entre vivos, deben determinarse en conformidad con la kj 
personal del disponente. Se aplicará, pues, dicha ley para d^ 
terminar, ante todo, en lo que debe consistir la donación pan 
que pueda tener su fuerza jurídica como tal. 

Según el Código italiano; la donación es un contrato mt 
diante el cual, el donante espontáneamente transfiere de un mo- 
do actual, gratuitamente, en forma de liberalidad y con carácter 
irrevocable, al donatario, que le acepta, un derecho patrimo- 
nial (1). La donación, pues, como acto jurídico, no paede exis- 
tir, según nuestra ley, más que en virtud del mutuo consenti- 
miento de los dos interesados. De lo que se desprende que no 
puede tener fuerza jurídica la promesa de donación no aceptada: 
y como el acto es por su naturaleza irrevocable, é implia 
la éspoliación actual de la cosa donada, y su transmisúbi si 
donatario; así conforme á nuestra ley, no puede admitirse li 
tlbnatio causa mortis (2), ni se considera eficaz la de los bieaes 



(1) Art. 1.050. 

(2) Art. 1.050. 
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futuros (I), ni tampoco la qae se hace bajo condición, cnya < 
cución dependa sólo de la voluutAd del donante (3). 

Por el contrario, según las leyes de otros pafses, como 
hemos dicho, no está prohibido en absoluto hacer una donac 
que deba surtir sus efectos después de la muerte del don 
te (3). Ed tal estado de cosas, supongamos qae uo austri 
baga una donación & un italiano para que surta sus efectos ¿ 
pues de la muerte del donante, y que el donatario la acej 
¿deberá considerarse nula esta donación? 

£1 motivo de la duda se funda en la consideración de qu 
ley que excluye la donación caum moriá, debe entenderse 
pirada en motiros de orden público y moral, cuales son, p: 
cipalmente, los de prevenir las sugestiones y los votos capt 
dae mortia, j de favorecer la adquisición de los derechos, p 
cuyo goce es necesario calcular sobre la muerte. Se podria, 
lo tanto, opinar que la autoridad de la ley extranjera, que | 
mite las donaciones cauta mortís, fuese desconocida, porque 
otro modo se derogarían los principios de orden público 
han obligado al legislador de nuestro pafs & excluir la donat 
cama mortis. 

Por otra parte, también puede observarse, en sentido c 
trario, que las disposiciones que conciemen ¿ la donación 
el sistema legislativo de cada pais, deben entenderse funda 
en el concepto de la donación misma, según laM^ns legistaic 
y que aun reconociendo las razones de orden público que 
impulsado al legislador italiano á excluir la donación mo 
causa, admitida por el Derecho romano y por los países sujt 
al derecho escrito, no se puede por ello deducir que el or 
público territorial pueda quedar lesionado, si se reconoce 
nuestro pais la autoridad de la ley extranjera, que concec 
las personas sometidas al imperio del legislador, el faacer váli 
mente una donación, que haya de surtir efectos después d 
muerte del disponente. Cuando no se pueda sostener que es 

U) Art 1.064. 

(2) Art. i-oee. 

(3) Véase el Código austríaco, art. 956. 
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en litigio los intereses de los terceros, no se debe desamoceri* 
autoridad de la ley extranjera, que regula la institución d¿¡i 
donación con criterios diyersos de los que prevalecen en k le- 
gislación italiana. La donación, que debe surtir sos efectos (kr 
pues de la muerte del donante, aunque se haga en fonos k?- 
Tocable y se acepte por el donatario, está, en esencia, sobori- 
nada á la condición resolutoria de que el donante mnen as^ 
que el donatario, y no debe sostenerse que se paeda considgi: 
contra el orden público territorial el reconocer, en las rela¿> 
nes exclusivas entre donante y donatario, eficaz tal donadóL 
hecha en conformidad con la ley personal del disponente. PáTi 
el caso de que se discutan los intereses de los terceros, réast ; 
pontiDuación el § 1.718. 

En virtud de tales principios, nosotros sostenemos que - 
donación de que hablamos, debe considerarse válida y e&c 
solamente entre las partes. 

LfOft. La capacidad de disponer & título gratuito psr 
donación, debe determinarse de conformidad con la ley peir- 
nal del disponente, acerca ae lo cual no puede existir dadA&-' 
guna. Se trata de un acto exclusivamente personal, y no po^- 
en realidad, desconocerse la autoridad del estatuto personal ^ 
cuanto regula la capacidad de las personas que pueden váli^ 
mente realizar tal acto. La donación implica, no obstante, ^ 
relación contractual, en el sentido de que para perfeccioiíai» 
necesita el consentimiento del donante y del donatario. Aben 
bien, no puede sostenerse que basta la capacidad de adq&ír- 
por donación, deba regularse por la misma ley que rija la cáf¿ 
cidad del disponente, como hemos dicho anteriormente, al tna: 
de las sucesiones (1). La relación consensual entre el donar.- 
y el donatario depende de la voluntad del uno y del otro, y coc' 
tal, se halla dentro del campo de la autonomía de cada uso í 
ellos, siendo evidente, que así como el acto de voluntad es ^^ 
nentemente personal, también la capacidad jurídica para ce: 
sentir eficazmente debe sujetarse, respecto de uno y otro, á -^- 
propia ley personal. Por consiguiente, claro está que témese 



(1) yéanse los núms. 1.419 y 1.420. 
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en cuéntala necesidad, para perfeccionar el docamento juridico, 
del consentimiento reciproco de los participes, se debe decidir^ 
según la ley personal de cada uno de ellos, acerca de la capaci- 
dad jurídica indispensable para prestar eficazmente el consentí» 
miento de dar ó adquirir por donación. 

Esta capacidad no está subordinada á las mismas leyes y 
principios que rigen la capacidad general de enajenar y adqui- 
rir. Como ya bemos dicbo, la facultad de disponer de los pro- 
pios bienes á titulo gratuito, está estrecha y necesariamente 
anida al derecho hereditario, y por tanto, es necesario tener 
presentes las normas especiales establecidas por el compe- 
tente legislador, para decidir á qué individuo puede conside- 
rársele capaz de dar y adquirir por donación. Cada legisla- 
dor, en consideración á la naturaleza particular del hecho jurí- 
dico de que nos ocupamos, sanciona ante todo ciertas limitacio- 
nes á la capacidad general de enajenar, y alguna Tez amplía la 
capacidad de adquirir. Sucede, sin embargo, que la ley, recono- 
ciendo también respecto á ciertas personas la capacidad general 
de dar y adquirir por donación, la limita, no obstante, en con- 
sideración á las relaciones que median entre el donante y el 
donatario, y les prohibe dar existencia al acto jurídico en todo 
ó en parte; como sucede en el caso de las donaciones entre cón- 
yuges, respecto á los cuales, la prohibición de la ley, consti- 
tuye una especie de incapacidad relativa. Besulta, pues, evi- 
dente que se necesita tener en cuenta tales reglas especiales re- 
lativas á la capacidad de dar existencia á la donación, para de- 
cidir cuándo pueden ó no las partes considerarse capaces. 

En general, así como la donación está unida al derecho 
hereditario, la capacidad de donar se subordina á la de testar; 
pero teniendo en cuenta que la ley misma por que ha de determi- 
narse la capacidad de testar, debe desplegar también su pro- 
pia autoridad cuando se trate de determinar la capacidad de 
donar, conviene, naturalmente, no olvidar las normas especiales 
sancionadas por la ley expresada, cuando establezca reglas 
especiales respecto á la capacidad de donar, con las cuales se 
nciodiñquen las sancionadas respecto á la de testar. 

El legislador italiano, por ejemplo, declara incapacitados 
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para donar á los que lo están para testar (art. 1.062), pero v 
atribuye la capacidad de donar i los que están en condidoofiíáe 
testar. 

En efecto, niega la capacidad de donar al menor^ que «ti 
autorizado para hacer testamento desde los dieciocho años I 
la niega al inhabilitado, y á la mujer casada, que puede hnyi 
testamento (2) pero no donar sin autorización del marido ? 
Bespecto al incapacitado, cuando no se ha decretado su intei- 
dicción para establecer su incapacidad de testar, bastará i 
prueba de la enfermedad mental en el momento en que hizo ¿ 
testamento; por el contrario, para la donación, cuando la iccs- 
pacidad no se hayí^ promovido antes de la muerte del doBute 
para impugnar el acto de la donación por falta de capadd&i 
es necesario que la prueba de la enfermedad resulte del attt 
mismo (4). 

Es, pues, preciso considerar en principio, que se debe aplici: 
la ley personal del donante para establecer si, con arreglo i 
ella, se le considerará capaz de contratar, y si tiene ademí» 
la capacidad especial para hacer eficazmente un acto de do- 
nación. 

1*9€KI* Este principio debería aplicarse hasta en el ct»^ 
de que hubiera sido objeto de donación un inmueble existen-/ 
en pafs extranjero; supongámoslo radicante en territorio frac 
cés. En efecto, aun cuando conforme al articulo 3.^ del Códif* 
civil francés los inmuebles, incluso los pertenecientes á extraiiie 
ros, deben someterse á la ley francesa, no es posible sostest: 
que en virtud de la máxima sancionada en tal artículo, se htn 
de aplicar éste á fin de decidir acerca de la capacidad it 
extranjero para disponer de sus bienes mediante acto eotr* 
vivos. Más bien debe considerarse que cuando la validei it^ 
acto sea contradicha por razón de la incapacidad personal if 
8U autor, será necesario referirse, para decidir acerca de U ct- 



(1) Art. 763; confr. con el art. 1.052. 

(2) Ajtíb. 762 y 763. 

(3) Art. 134. 

(4) Art. 337. 
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^acidad, i la ley personal del extranjero que realiza el acto de 
iberalidad. 

La circuDstancia de que el donante, mediante el acto entre 
rivos, haya dispuesto ^e un inmueble situado en territorio fran- 
cés, no puede tener una importancia decisiva para atribuir 
T^alidez al acto por él ejecutado, cuando no tenía capacidad bas- 
;aute según su ley personal para realizarlo válidamente. 

Suponiendo, pues, que conforme á la ley personal regulado* 
'a de las relaciones de familia, el padre lo pueda donar á su 
lijo, ni aun con motivo del matrimonio, más que una determi- 
lada parte de los bienes, ó que no pueda hacer la donación dis- 
>ensando al donatario de la obligación de la colación, y que la 
loiiación de un extranjero se impugne por razón de nulidad, de 
i^cuerdo con el estatuto personal del disponente, no seria proce- 
leiite fundarse en el artículo 3.^ del Código civil francés, para 
sostener la validez, conforme á la ley francesa, de la donación^ 
}ue debe considerarse nula por defecto de capacidad, según la 
ey personal del disponente. En realidad, seria un eiTor mani- 
iesto querer referirse en tal caso á la regla sancionada en el 
jtrtícalo 3.^ que no puede servir para atribuir á un extranjero 
iiia capacidad que no le corresponde, según su misma ley per- 
sonal (1). 

Un conformidad con la misma ley, debe decidirse la contro- 
lar aia de si las personas jurídicas pueden ó no considerarse ca- 
:>aceB de donar. 

m»909* La capacidad de adquirir por donación, debe re- 
cularse, como ya hemos dicho, por la ley personal del individuo 
[)eiiefíciado. De lo que se deduce, que aun cuando en virtud de 
a donación, que, como hemos dicho, hade sigetarse á la ley ex- 
tranjera respecto al donante, se quiera beneficiar á una persona 
S á una Corporación moral sujeta á la ley del Estado, se debe 
lecidir, conforme á la misma ley, si el beneficiado puede ó no 



;1) Tales ¡principios fueron aplicados por la Corte de Casación de 
París á pi^pósito de la validez de una donacióp hecha por el Conde 
Grarcía de la Palmera, español fallecido, á la Condesa Antonelli, su 
[lija (sentencia de 12 de Marzo de 18S1, Journal da Dr. int, privé, 1881> 
página 355). 
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reputarse capaz de adquirir por donación. Aplicando tal prin- 
cipio, se puede sostener que, aun cuando la ley personal del d> 
nante no prevea el caso de donación á favor de una persona q« 
aun no haya nacido, dado que la donaci^^ se haga al hijo pe: 
nacer de un italiano determinado y yiyiente, ésta debe teoene 
por eficaz, siempre que esté perfeccionada conforme á la lej ii\ 
donante, en razón á que según el Código civil italiano, el hijo h 
turo de una persona determinada, mientras ésta viva, está cocc- 
dorado capaz de adquirir por donación (1). 

Lo mismo debemos decir de las donaciones hechas por ex- 
tranjeros á corporaciones morales existentes en el Estado. 
respecto á las cuales (a capacidad de adquirir por donación 
debe establecerse^ conforme á la ley de aquel en que Uleí 
organismos se halleu instituidos, y reproducimos aquí lo q> 
sostuvimos anteriormente, á propósito de la capacidad de lát 
corporaciones morales para adquirir por testamento (2). 

l.fOS. ' Pasemos ahora & examinar si los principios ex- 
puestos deben aplicarse sin reserva para decidir sobre el vale: 
jurídico de las donaciones entre cónyuges. 

Las disposiciones del Derecho positivo no están ciertameot? 
contestes. 

Según el Derecho romano anterior á los emperadores Sepü- 
mío Severo y Antonino Caracalla, laa donaciones entre los cón- 
yuges estaban p'rohibidas. En el año 206, á propne sta de los 
citados emperadores, se publicó un senado consulto, en que « 
establecía que dichas donaciones debían considerarse válidis. 
si el cónyuge donante moría perseverando en su voluntad d? 
hacer la liberalidad (3). 

No todas las legislaciones modernas han mantenido la proLi 

(1) Argumentos dd art. 1.059, párrafo 4.o 

(2) Véase el capitulo YIII, pág. l.<^ La ley italiana declara na^ 
la donación que tenga por objeto instituir ó dotar bene£ci.> 
simples, capellanías laicas, li otras fundaciones semejantes (artÁ'. 
lo 1.075, Cód. civ.) Es natural, pues, que se tenga por nala la do3.i 
ción hecha por un extranjero con tal propósito. Para la aplicaav. 
del mencionado artículo, véase Ascoli, Delle donaziant\ cap. V7: 
párrafo 35. 

(3) L. 32, § 2.0, Dig. De donat. ínter virum et uxorenXy cap. XXIV, < 1 
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bición. En Francia, durante el período de la reyolucíón, las do- 
naciones entre cónyuges se admitieron con la ley del 17 de 
Nivoso, año 11. En Austria, dichas donaciones se consideran 
lícitas y sometidas á las leyes generales de las donaciones ordi- 
narias (1). 

En Germania muchas legislaciones suprimieron también la 
prohibición (2). El nuevo Código para el Imperio germánico no 
ha sancionado la prohibición de un modo expreso, y por lo tanto, 
las donaciones entre los cónyuges no se pueden considerar eli- 
minadas. El Código francés modificó la legislación vigente en la 
época de la revolución, y sancionó en el articulo 1.096 un prin- 
cipio casi conforme con el del Derecho romano después de los 
dos mencionados emperadores, disponiendo que las donaciones 
hechas entre cónyuges durante su matrimonio, son siempre revo- 
cables, y que la mujer puede revocar la donación hecha á su ma- 
rido sin necesidad de autorización del mismo ni del Tribunal. 
EiB virtud de considerar el legislador francés válida la donación, 
salvo solamente el derecho del donante, de revocarla, mantiene 
como eficaz la donación, hasta en el caso de que fallezca antes 
el donatario, siempre que el donante no se haya valido de su de-» 
recho de revocarla. Con todo, la regla de la ley francesa no 
está absolutamente de acuerdo con la del Derecho romano, que 
consideraba válida la donación no convalidada, si el donante 
moría sin revocarla. 

De opuesto modo, el Código italiano, siguiendo en esto al 
Albertino (art. 1.186), sanciona decididamente la prohibición 
en el artículo 1.064, diciendo en forma absoluta y prohibitiva, 
«que los cónyuges no pueden, durante el matrimonio, hacerse 
el uno al otro liberalidad alguna, á no ser mediante actos de 
última voluntad, en la forma y según las reglas establecidas 
para los mismos». 

Conviene advertir que tal prohibición no establece en verdad 
una incapacidad relativa, sino que más bien se refiere al conte- 
nido del acto jurídico; y, teniendo en cuenta las razones que la 




(1) Código civil austríaco, art. 1.246. 

(2) Confr. el Dirxtto genérale, territorial^ prussianOy II, 1, § 310-313. 
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motivaron, debe considerarse inspirada en principos de arde: 
público y moral. En los trabajos preparatorios de naestroCóiic 
ciyil se dijo, en efecto, que las liberalidades entre los cónjii|s 
mediante actos inter vivos^ debían desterrarse, porque po^ 
ser resultado de seducciones que quitasen al acto el carifíer 
de espontaneidad y de libertad (1). 

En tal estado de cosas, ¿cómo debe determinarse la autora 
dad de la ley que concierne al valor jurídico de las donadaDS 
de que tratamos? 

Considerando los motivos en que se funda la sanción de b 
prohibición, ¿debe atribuírsele á la ley el carácter que tiene iok 
estatuto real? 

Tal duda puede nacer en virtud de los principios generak: 
que corresponden al estatuto real, y en el sistema de nuestra le- 
gislación, la duda se aumenta con mayor motivo, por la dis^'v 
sición sancionada en el artículo 12 del titulo preliminar, qt* 
dice que no puede atribuirse autoridad á las leyes extranjeras, 
en cuanto deroguen las prohibitiviu del reino que se refier€s a 
las personas ó á los actos, ó que atienden de cualquier maoen 
al orden público. 

Nosotros hemos expuesto anteriormente cómo se debe Í£ 
terpretar, á nuestro modo de ver, la regla limitativa sandooi- 
da en el artículo 12 del título preliminar de nuestro Códig 
civil (2), y que la controversia de la autoridad terrítoríai dej 
ley, debe resolverse según los principios más justos del Derech: 
internacional privado. Recordando ahora lo que dijimos, soste- 
nemos que no se puede atribuir autoridad de estatuto real áU 
máxima sancionada en el artículo 1.054 de nuestro Código cirj. 
aun cuando esté expresada en forma prohibitiva, y lo miss 
decimos de las disposiciones de las otras leyes que se refierec I 
la donación entre los cónyuges, ya se expresen en forma prohi- 
bitiva, ó en forma facultativa, como lo hace el artículo 1.0^ 
del Código francés. 

A nuestro modo de ver, la eficacia ó ineficacia de las dos* 



(1) Véase la Rdazione del Ministro Pisanelli, núm. 132. 

(2) Véase § 1.331 á 1.336. 
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clones entre los cónyuges, debe determinarse ateniéndose á la ley 
que ha de regular las relaciones de familia. La licitud ^ ilici- 
tud de la donación durante el matrimonio, depende, en efecto, 
de los criterios aceptados por el legislador para mantener á 
salvo en la sociedad conyugal el orden, el respeto recíproco y el 
sentimiento de la dignidad. Puede muy bien ocurrir, que en un' 
paiS; como sucede en el nuestro, el legislador haya creido ver 
un aliciente á la seducción y una especie de CTentual conflicto de 
intereses entre los cónyuges, favoreciendo los actos de liberali- 
dad entre los mismos, durante el matrimonio; y nos atrevemos 
á afirmar que para mantener incólumes las costumbres, el nivel 
de la cultura de la mujer, el desenvolvimiento actual del senti- 
miento de la dignidad, y otras circunstancias, es un sistema 
muy sabio el de la prohibición de las donaciones entre los cón- 
yuges, con la sana intención de mantener, de este modo bien 
ordenada á la sociedad italiana. Sin embargo, esto no quita 
que los legisladores de los demás países, teniendo también en 
cuenta los mismos criterios y las diversas circunstancins histó- 
ricas y morales, no hayan podido menos de estimar que se 
debían permitir más bien que vedar los actos de liberalidad 
entre los cónyuges, considerando que de esta manera no se in- \ 

curría en el peligro de inducir á explotar, mediante la seducción, 
los más nobles afectos. 

Mirando á fondo las cosas, no se puede, en realidad, negar, 
ijue las disposiciones sancionadas por el legislador de ehte ó del 
otro país, se han inspirado en altas razones de interés moral; 
pero, no obstante esto, se puede, en buen derecho, negar que las 
disposiciones dictadas para mantener rectamente ordenada la 
sociedad conyugal nacional, deban desplegar su autoridad con 
relación á las familias extranjeras. ¿Qué interés tiene el soberano 
italiano en sostener con firmeza la prohibición sancionada en el 
irtículo 1.064, respecto á dos cónyuges austríacos? ¿Qué le im- 
3orta que la prohibición se encuentre sancionada en dicho ar- 
^culo de un modo absoluto y prohibitivo? Absoluta y prohibi- 
tiva se considerará la limitación respecto á los cónyuges italia- 
108, pero no debe admitirse que desplegue su autoridad respecto 
i la familia extraiyera, ni que considere nula la donación que 

|>K fR^HO l-^T. PRIV. — TOIÍO VI 21 
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esta haga durante el matrimonio, en conformidad con sn lej i> 
cional reguladora de las relaciones de familia. 

La circunstancia de que los bienes que hayan sido objft 
de la donación estén situados en territorio italiano, do modi* 
caria realmente la aplicación de los principios ezpaestos. ¿S* 
' puede :«ca8o entender que la situación de las cosas que scmat 
jeto de los derechos derivados de la ley reguladora de lasrái 
cienes de familia, modifique la autoridad de la ley y transfonsr 
en estatuto real el que por su naturaleza es personal? 

Toda disposición que regula la libertad de disponer, ce-» 
derecho correspondiente á la persona, es por su natnralett p? 
sonal, y seria un contrasentido declararla real por el solo m- 
tivo de que la persona, ejercitante del propio derecho persosi 
hubiera dispuesto de lo que le pertenece y existe en terrikn 
extranjero. Seria un contrasentido, porque, de este modo, el ¿>* 
recho personal yariaria según que se encontrasen en este ó a - 
otro país los bienes objeto del ejercicio del mismo derecho. 

1.V09* Se puede con razón sostener, en general, qiieb 
estipulaciones entre los cónyuges, no están en el campo de ^ 
autonomía de los mismos, supuesto que ésta se sujeta á 1k - 
mitaciones sancionadas por la ley reguladora de las relaci^fiH 
de familia. Por consiguiente, debe admitirse que en cnalqo^t' 
pai8 en que dos cónyuges italianos se hubieran hecho el udc l 
otro una liberalidad mediante acto inter vivos, aun dado qr 
cuando lo ejecutaran declarasen expresamente que se referiti •■ 
la ley extranjera bajo cuyo imperio se hizo la donación, esto: 
obstante, no podrían pretender que este acto jurídico, asi f^- 
feccionadO; fuera eficaz en Italia, cuando acerca de su valor;- 
rfdíco estuvieran llamados á decidir nuestros Tribunales. 5 
podrían, porque, como ya hemos dicho, la donación no es eq. 
parable á un contrato ordinario, para que se la considere descr 
del campo de la autonomía, y se admita su eficacia oooforp 
á la ley bajo cuyo imperio dichos cónyuges concluyeron el ^:^ 
trato. La donación, estrechamente unida á las relaciones de 'r 
milia, debe considerarse sometida siempre á la ley regula^*^ 
de las mismas relaciones, y en vano dos cónyuges italianos zr^ 
tenderían querer atribuir autoridad á la ley extranjera, á £s^ 
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«determinar, conforme á la misma, el valor jurídico de la dona- 
ción hecha por uno en provecho del otro. En efecto, á ello se 
opondría el principio general de que todo lo que depende del 
•estatuto persona] acompaña siempre á las personas sujetas á la 
autoridad del legislador, y principalmente la máxima sanciona- 
da por el legislador patrio en el artículo 12, que prohibe expre- 
samente á los ciudadanos italianos referirse á leyes extranjeras 
para derogar las prohibitivas del reino que conciernen á las 
personas. 

En virtud de los principios expuestos, creemos también que 
no se puede sostener que el articulo 1.096 del Código civil fran- 
•cé3 se aplique para admitir la revooabilidad de la donación he- 
-cha por dos cónyuges austriacos, y que sea válida y eficaz según 
la ley de su patria, en la hipótesis de que tal donación hubiese 
tenido por objeto inmuebles situados en territorio francés. 

Cierto es que fundándose en el inexacto principio tradicional, 
se podría sostener que la disposición del reseñada artículo asu- 
me el carácter de estatuto real, cuando se refiere á bienes in- 
muebles situados en territorio francés; pero esta es siempre la 
consecuencia de un falso concepto, puesto que el estatuto, como 
hemos demostrado, es personal, y la situación de la cosa no 
puede transformarlo de personal en real. Es necesario, pues, 
observar que el artículo 1.096, concierne á las donaciones hechas 
por cónyuges franceses durante su matrimonio, y que teniendo, 
«orno tiene, el carácter de estatuto perspnal, no puede encon- 
trar aplicación en el caso de donaciones hechas entre cónyuges 
«extranjeros. 

Se aducirá que el legislador francés, cuando para prevenir 
el inconveniente de que la donación entre cónyuges no sea la ex- 
presión de la libre y espontánea voluntad del donante ha estable- 
cido que pueda revocarse, ha querido, por razones de orden mo- 
ral, proteger la libertad del donante en ese sentido, y que la apli- 
cación del mencionado artículo alas donaciones extranjeras debe 
sostenerse, fundándose en el concepto de que las disposiciones 
<]ue velan por la libertad, tienen autoridad territorial como las 
leyes de policía. Pero observemos que se puede decir con razón 
que el art. 1.096 tiene el carácter de ley de policía en lo que 
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se refiere á las doDaciones hechas durante el matrímoiiior 
los cónyuges franceses. Respecto á éstos solameDte, la disp. 
ción asume el carácter de ley de policía, porque tiende á a: 
tener el orden de la sociedad conyugal francesa; porlonu!' 
indicado articulo se refiere á las donaciones de cónyuges k 
ceses, en cualquier lugar en que se ejecuten, durante so sur 
monio, pero no contémplalas donaciones entre cónyuges eitr: 
jeros, siempre por la razón de que el estatuto es personal- 

En la Bevista de Derecho internacional privado^ de Claiift^' 
propuso la cuestión de si un italiano que se había desposado. 
una francesa en Francia, y que la hizo una donación ante):j 
tario, podía invocar la disposición del art. 1.096. Lanegitnt 
resulta clara y evidente después de los principios expuestos Lj 
mujer francesa, unida en matrimonio á un italiano, adqnieni 
ciudadanía de éste y queda sometida al Código civil Mm 
que viene á ser el estatuto personal de ambos cónyuges, j';^ 
debe ser naturalmente aplicado para decidir el valor jnridircs 
la donación, cualquiera que sea el país donde se haya hecboj¿ 
naturaleza de los bienes, aun cuando la ley territorial sao» 
una regla distinta de la del art. 1.064 del Código civil italk» 
I.VIO. ¿Qué debería decirse en la hipótesis de q«f^ 
cónyuges, ciudadanos de un país que les conceda el derecto i^ 
ejecutar actos de liberalidad mediante donación, enfaTord^' 
del otro, durante el -matrimonio, hubieran perfeccionado nu^ 
nación, válida según su ley personal, y posteriormente hxi^ 
adquirido la citrdadanía italiana? ¿Perdería su fuerza jorii" 
tal donación, en virtud déla disposición sancionada por no^^ 
legislador en el art. 1.064? 

No, por cierto, según nuestro modo de ver, puesto qs^ ' 
donación perfeccionada y válida, según la legislación ie^^ 
tigua patria, habría engendrado un derecho adquirido p^"^ 
donatario, dado que la donación fuese irrevocable, y tal dei^- 
no sería anulado por la ley de su patria de elección, porque '^ 
no podría extender su propia autoridad respecto á lo» *"^ 
realizados y á los hechos jurídicos perfeccionados con ast^^ 
ridad á la adquisición de la ciudadanía italiana. Laleydelp 
donde los cónyuges se naturalizan, asume, en principio, eocs^ 
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> á elIoB; la autoridad de una ley nueva; pero no puede desple- 
sir su imperio respecto al pasado, por cuya razón los actos jurf- 
icos ejecutados y perfeccionados cuando eran subditos de la an- 
gua patria, no pueden someterse al imperio de la ley de 
i nueva patria de elección. Se debe, pues, dejar á salvo el prin- 
ipio general sancionado en los Códigos modernos, y que núes- 
ro legislador establece en el articulo 2.^ del titulo preliminar, 

saber, que la ley no dispone más que para el porvenir, y que 
o puede tener efectos retroactivos. Los actos juridicos ya per- 
)ccionados y realizados por los cónyuges extranjeros que con 
osterioridad se lian naturalizado en Italia, constituyen verdad- 
eramente el pasado, y no pueden ser sometidos á la autoridad 
!e la ley italiana (1). Se debe, por consiguiente, admitir que la 
lonación becha durante el matrimonio por dos cónyuges france- 
es, bajo el imperio de la ley francesa, se considerará válida, 
ero revocable, conforme al art. 1.096 del Código civil francés, 
Q el caso de* que dicbos cónyuges se bayan naturalizado poste- 
iormente en Italii^, 

l.Vll* Habiendo sostenido, por lo que hemos dicho an- 
^riormente, que la donación, considerada su esencia y natura- 
iza como acto jurídico, es una relación contractual, la con- 
'actualidad debe considerarse, en principio, como requisito 
sencial de la misma. Ahora bien, cuando se trate de establecer 
i existe ó no este requisito de la contractualidad; y cómo y 
lando la relación contractual entre donante y donatario puede 
)putarse nacida y perfecta, será necesario referirse á la ley que 
3gula la esencia de la donación como acto jurídico, y, por lo 
intO; en nuestro orden de ideas, á la ley personal del dispo- 
Bnte. 

Las leyes de los diferentes paises no están de acuerdo al es- 
iblecer cuándo debe considerarse nacida y perfeccionada la re- 
;ción contractual. 

Según el Código francés (art.. 894) y el Código italiano (ar- 
culo 1.050); la aceptación, por parte del donatario, se consí- 

(1) Confróntese lo que hemos dicho á este propósito en la Parte 
fneral, y en el § 1.67.3 y siguientes. 
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dera indispensable para dar vida al acto jarfdico. El Cd^^. 
francés, siguiendo la precedente legislación de 1731, reqvcr: 
que la aceptación se haga en términos expresos, por lo qnejcc 
forme á dicbo Código, no puede existir la relación contoyt::! 
más que cuando el donatario haya aceptado expresamente. L'^ 
jurisconsultos franceses consideran que no puede tenerse y 
indispensable la aceptación hecha con la fórmula pree»& > 
acepto, sino que es absolutamente necesaria una declaradiü fi- 
plícita del donatario; por lo tanto, no bastaría que el áosiss:- 
hubiese transmitido la posesión de la cosa donada, y que é i' 
natario tomara posesión de ella; y tampoco que el donattfk " 
teryiniese en el acto de la donación y que lo hubiese firmado ú 

Según el Código italiano, la aceptación es también m ¿^ 
mentó indispensable, y la Casación de Boma sostiene que íá^ 
hacerse en términos expresos (2). 

Por el contrario, según el Código para el Imperio gera^- 
co, el consentimiento del donatario se considera indispeo»^ 
para dar vida á la donación; sin embargo, el legislador esUbir 
ce en el articulo 516, que si uno hace una disposición d«Kr 
ralidad sin la voluntad del beneficiado, puede ^jar un témii 
adecuado para que éste haga la declaración de acepttc' 
Transcurrido el término, la donación se considera aceptadL* 
el donante no la ha rehusado. Asi, pues, el I^slador aloi- 
considera eficaz la aceptación tácita deducida del silencio <k ^ 
parte, á la que se dio un plazo para declarar su yoluntad, cea: 
do ésta no haya rehusado la aceptación. 

Según el Código austríaco, la donación se perfecciona b- 
diante la tradición de la cosa donada (3); 

En tal estado de cosas, cuando llegue el momento de ^^ 



(1) Confr. Baudry, Lacantinerie y Colín, Donaticm, núms. I • 
7 1.114; Grenier, Donat., núm. 57 j sig. La Casación francesa, e:- ^ 
sentencia de 27 de Marzo de 1839, establece: «La aceptados o 
hacerse en términos expresos; no puede inducirse de explicac.-^ 
más ó menos significativas del acto, ni de las circunstanciaa ^c» * 
han precedido y acompañado». 

(2) Cas. Roma, 8 Febrero 1877 {Givrispr, ttal, XXIX, l.o, 337 

(3) Confr. arts. 938, 939 y 943. 
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dir si se reputará ó no perfeccionada la donación, y si deberá ó 
no considerarse establecida la relación contractual^ de tal modo 
que haga nacer el derecho de acción, por parte del donatario, 
respecto al donante, se aplicari la ley del disponente, que habrá 
de regular la esencia del acto jurídico. Por consiguiente, creemos 
que si un ciudadano del Imperio alemán hace una disposición 
en íaTor de ui^ francés ó de un italiano, mediante la cual aquél 
quiera enriquecer á éste gratuitamente, la donación se conside- 
rará perfecta, no obstando que el doiíatario no haya declarado 
su voluntad de aceptar en términos expresos, como se requiere 
por el Código francés ó por el italiano. 

La relación contractnal entre donante y donatario, debe, en 
efecto, considerarse establecida con arreglo á la ley que ha de 
regir la esencia, del acto jurídico, ó sea conforme á la per- 
sonal del dísponente; por lo que, tratándose de donación hecha 
por un alemán, se entenderá perfeccionado el contrato, aun 
cuando el beneficiado no haya aceptado en el momento en que 
la liberalidad se cumpla por parte del donante, dado que aquél, 
emplazado para declarar su voluntad en el término fijado por 
el disponeute, no haya en dicho plazo rehusado el acto de libera- 
lidad. 

-I.VIS. Conviene advertir que las leyes de ciertos países 
establecen algunas limitacifues especiales relativas á la capaci- 
dad del donatario. Por ^empío, el Código civil francés estatuye 
en el art. 934, que la mujer casada no puede aceptar una do- 
nación sin el consentimiento de su marido, y en caso de rehu- 
sarla éste, sin la autorización d^l Juez. Esta limitación especial 
de la capacidad, dependiente de la condición civil de la persona, 
se regulará por su ley personal. Según el Código civil italiano, 
la autorización del marido, que es indisipensable para la mujer 
casada .que desee hacer una dotuicióu, no se necesita para acep- 
tar la libamlidad (1). 

Ahora bien, teniendo en cuenta el principio expuesto, de 
que la ley del disponente debe ser aplicada para establecer cómo 
y cuándo existe la relación contractual, es necesario, á pesar 



(1) Confróntese el art. 134. 
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de ello, referirse á la personal del donatario, para decidir s: 
tiene 6 n j la capacidad requerida para dar existencia á la rdi- *! 
Otón jurídica. Por consiguiente, la donación hecha en Italia por 
UQ italtau) á UQ-i mujer cuidi francesa, aun cairilo se consi- 
dere perfecti, seg&a nuestra ley, cuando esté aceptada por U 
mujer cisali, no podría tenerse por eficaz, porque la mujer a* 
sada francesa no puede, en virtud de su ley personal, dar exii- 
tencia al acto contractual, á no ser que esté autorizada conre- : 
níentemente por el marido ó por el Juez. 

Así también debe aplicársela ley personal del donatarid, 
pxra d:$ci(lir en lo referente á las personas que pueden legalmenu 
representar á los incapacitados para dar existencia á la reladóa 
contractual; y, por consiguiente, se decidirá conforme á la mis- 
ma, si el padre, la madre, el tutor ú otros, pueden represeotai 
al incapacitado para la perfección del contrato de donadón, j 
si se exige la autorización del consejo de familia 6 del Jnes. 

1.913* La irrevocabilidad del acto de liberalidad, se coa- 
sidera como un requisito esencial por la mayor parte de los Có 
digos modernos. Pero también existen leyes que declaran la do- 
nación revocable al arbitrio del donante, como sucede en el 
Derecho otomano (1). Está, pues, claro, que, en virtud de coac- 
to venimos diciendo, es necesario referirse á la ley personal de! 
disponen te que regulará la esencia y^ el contenido del acto, pan 
decidir si la liberalidad es absolutamente revocable ó irrevoei- 
ble, al arbitrio del donante. 

Di igu al manera debe aplicarse dicha ley para decidir acera 
del derecho que compete al donante para estipularla reversiái 
de los efectos donados en determinadas circunstancias, y acero 
de los efectos de tal pacto. 

El pacto de reversión de la cosa donada, en el casod^ 
que muriese el donatario antes que el donante, se considera 
lícito por los Códigos francés (arts. 961 y 963) é italiano (ar 
tículos 1.071, 1.072 y otros) (2). No se puede, pues, dudar d: 



(1) Véase Clavel, Ddla succesnane nel Diritto musulmano. 

(2) Código español, art. 641; portugués, 1.475; holandés, MIU.^ 
mejicano, 2.833. 
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que se considerará eficaz tal pacto en el caso de una donación 
hecha por un francés ó por un italiano á un extranjero que sea 
ciudadano de un país en que la ley en vigor no reconozca ese 
yalor al pacto de que hablamos, porque forma parte sustancial 
del contenido de las relaciones contractuales que, niediante la 
donación, se establecen, y deben sujetarse & la ley personal del 
üisponente. 

1»V14« En lo que se refiere & las demás condiciones que 
expresamente se añadan al acto de la donación, es necesario 
atenerse, en principio, á la autoridad de la ley reguladora de la 
sucesión, para decidir sobre el valor jurídico de las mismas y 
los efectos que puedan derivarse en relación con la fuerza ju- 
ndica del acto mismo. 

Según el Código francés (art. 946), el donante puede reser- 
varse la facultad de disponer de cualquier objeto comprendido 
en la donación, y lo mismo sucede conforme al Código italiano 
(artículo 1.069). Ambos legisladores declaran nula la donación 
hecha bajo condiciones cuya ejecución dependa sólo de la vo- 
luntad del donante (1). Se encuentra una diferencia notable en- 
tre el Código francés y el italiano, respecto á las condiciones 
imposibles ó contrarias á las leyes y á las buenas costumbres. 
£1 legislador francés considera tales condiciones como no es- 
critas, subsistiendo como válida y eficaz la donación (art. 900 
del Código civil). El legislador italiano, que sanciona la misma 
regla en lo referente á dichas condiciones puestas en los testa- 
mentos (art. 849), ha igualado en esto la donación á los contra- 
tos ordinarios, y la declara nula cuando se haga bajo condicio- 
nes imposibles ó contrarias á las leyes y á las buenas costum- 
bres (art. 1.066). 

En principio, es necesario admitir que debe decidirse de 
•conformidad con la ley personal del disponente, si la donación 
que éste hace bajo una condición, un término ó un gravamen 
{jnodus)^ se considerará ó no eficaz y válida. La condición forma 
parte integrante de la declaración de voluntad, y es natural que 



(1) Código civil francés, art. 944; italiano, 1.066; español, 621; por- 
tugués, 683 y 1.454; holandés, 1.292, y mejicano, 1.595. 
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SU valor en derecho se determine con arreglo á la ley que tíit 
regir la esencia del acto jarídico. 

Puede surgir una duda acerca de las condidoDes c<Mitn» 
í las leyes y á las buenas costumbres. ¿Se atribuirá en lUüi 
fuersEa jurídica í la donación hecha por un extranjero bajo cq> 
dición contraria á las buenas costumbres^ en oposición si ar- 
tículo 1.066 del Código civil, que declara nulas las donwáfmes 
hechas de este modo? Supongamos, por ejemplo, que un fnnsé* 
hiciese una donación á un italiano bajo condición impoaflile c 
contraria & las buenas costumbres; dado que este acto jurídico se 
hubiese celebrado entre donante y donatario en Francia, ¿debe- 
ría considerarse eficaz tal donación también para sus efectos, 
en virtud de lo que establece el legislador francés en el artíce- 
lo 900 del Código civil, y el legislador italiano en el 9.* de 
título preliminar, en el cual reconoce la autoridad de la lef 
nacional del disponente para regular las controversi&s que se 
refieran á la esencia de la donación? 

Nosotros entendemos que la afirmativa no puede aostenerse 
siempre. Es verdad, en general, que considerada la donacióri 
por la ley italiana, como un acto irrevocable, y teniéndola po: 
válida y eficaz, cuando como tal se la reconoce conforme á ia 
ley nacional del disponente, debería reputarse válida la hecha por 
un francés bajo condiciones imposibles ó contrarias á las bB£s&> 
costumbres, puesto que el legislador de su país, dedaiaod' 
que tales condiciones deben tenerse por no escritas, ha reccHic- 
ddo subsistente el animus donandi, no habiendo aubordinado ^ 
valor jurídico de la declaración de voluntad del donante y U 
causa del acto de liberalidad, á las citadas condiciones. 

Se observará que aun cuando el animus donandi no poed? 
efectivamente considerarse atacado de la condición inmon 
una vez que ésta, respecto á un francés, debe tenerse por no &- 
crita conforme á su cEtatuto personal, sin embargo, el atribiu: 
en Italia fuerza jurídica á la relación contractual hecha bt.' 
condición inmoral, se entenderá en oposición á la regla saack- 
nada en el artículo 12 del título preliminar, que niega autorídf*^ 
á las leyes extranjeras en cuanto derogan leyes italianas qc^ 
velan en cualquier modo por las buenas costumbres. 
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¿Acaso puede Degarae que la disposición sancionada en el ar- 
ticulo 1.066, que quita todo Talor jurídico á la donación hecha 
bajo condiciones contrarias ¿ las buenas costumbres, sea de 
aquellas que tienden á proteger las del Estado italiano? 

Creemos que no se puede sostener la misma tesis que si 
sólo se tratase de condiciones imposibles^ porque respecto á 
estas no puede afirmarse que se discutan los intereses sociales, 
al negar la autoridad de la ley extranjera. En efecto, creemos 
que debiéndose considerar como no escrita la condición imposi- 
ble, en conformidad con cuanto establece el legislador francés, 
no se puede entender lesionado el interés público territorial^ 
si se reconoce eficaz en Italia la donación hecha por un francés 
bajo condición imposible. Decimos esto, porque creemos racio- 
nalmente que la esencia de la liberalidad por parte del donante 
francés y el animtis donandi^ no podrían estar atacadas de nuli* 
dad porque hubiese hecho el acto de donación bajo condición 
imposible, puesto que sabía que equivalía á no escribirla; y por 
otra parte, no existe un motivo, digno de tener en cuenta^ de 
interés público territorial, para negar la eficacia de la donación 
de que hablamos. La disposición de las cosas nos parece muy 
diversa de la que hemos examinado al tratar de las condiciones 
inmorales y contrarias & las buenas costumbres, respecto de las 
cuales, como ya hemos dicho, no admitimos que el Juez del 
Estado pueda atribuir fuerza jurídica al acto, consentido bajo 
dichas condiciones, sin que se deriven ofensas á las buenas cos- 
tumbres, que el patrio legislador ha intentado impedir sancio- 
nando la disposición consagrada en el artículo 1.066. 

1*V1&« Respecto á la condición de no enajenar el inmue- 
ble donado, observamos que, como tal condición afecta directa- 
mente al régimen de la propiedad inmobiliaria y á su organiza- 
ción, y tiene estrechas relaciones con los principios de orden 
público y los intereses económico-sociales, debe reconocerse la 
autoridad de la lex rei sitae para decidir si puede ó no tenerse 
por eficaz. 

El legislador italiano dispone en el artículo 1.073 del Có- 
digo civil, qué en las donaciones no se permiten las sustitucio- 
nes, más que en los casos y límites establecidos para los actos 
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de última voluntad. Tal disposición debe tener, á nuestro modo 
de ver, la autoridad de estatuto real, para decidir acerca de la 
eficacia de una donación hecha por un extranjero de sus bien^ 
inmuebles existentes en Italia^ , y, por lo tanto, aunque su ley 
personal le permitiese hacer la donación con el vínculo de xaft- 
lienabilidad del inmueble donado, tal vinculo no podría coosi- 
dorarse eficaz en nuestro país, derogando cuanto establece el 
legislador italiano. 

Es evidente que la ley que sanciona ciertas prohibidoDei 
respecto á los vínculos con que pueden ser gravadas las tierras, 
tiende 4 defender los intereses económicos y el más radonal 
desenvolvimiento de la riqueza, y como no se puede negar qoe 
se discuten los intereses sociales, es preciso reconocer que la 
lex rei sücte debe tener autoridad erga omnes. 

En virtud de los mismos principios, sostenemos que, si un 
italiano hiciese donación de un inmueble situado en país ex- 
tranjero, donde, según la ley vigente, se consientan ciertas 
vinculaciones respecto de la inalienabilidad de la cosa donada^ 
que no estuviesen permitidas por nuestras leyes, la donación así 
hecha, no podría ser impugnada/ en gracia á cuanto dispone el 
legislador italiano. Decimos esto, fund&ndonos en la naturaleza 
de las leyes referentes al acto jurídico en cuestión. 

La disposición sancionada en el artículo 1.073, no tiende i 
limitar la capacidad para poderla atribuir la autoridad de esta- 
tuto personal en cualquier parte. Determina más bien lo qoe 
puede ser objeto del acto de liberalidad, y atañe, por lo 
tanto, á la condición de los bienes. Ahora bien, tocante á éstos, 
el mismo legislador italiano reconoce la autoridad de la Ux t¿ 
süae^ en la máxima sancionada en el artículo 7.^ del título pre- 
liminar, que dice: «Los inmuebles están sujetos á las leyes del 
lugar donde se hallan situados». 

Tampoco podría aducirse que habiéndose referido nuestro 
legislador, en el citado artículo, á la ley reguladora de la suce- 
sión, el valor jurídico de la sustitución ó del vínculo fideicomisa* 
rio bajo el cual se haya hecho la donación, debe regirse en con* 
formidad con nuestra ley, á la que se somete la sucesión en lo 
que se refiere á los ciudadanos italianos. 
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Es indispensable advertir que la ley de la sucesión se rela- 
ciona con esta materia para determinar la parte de bienes de 
que el donante puede disponer, respecto á lo cual, debe recono 
cerse la autoridad soberana de la ley del disponente* Por lo que^ 
si el donante italiano, disponiendo con arreglo á la lex rei sHae^. 
hubiese violado los derechos de los herederos legítimos, nuestra 
ley reguladora de la sucesión y de la parte de bienes de que el 
ciudadano puede disponer mediante donación, se aplicaría para 
defender el derecho que corresponde á los herederos legítimos- 
de pedir la reducción de la liberalidad. 

El estado de cosas que examinamos, se refiere, á su veZ;. 
al acto de liberalidad ejecutado por un italiano respecto & sus 
bienes inmuebles existentes en el extranjero, y que no ex- 
ceda de los limites de la parte disponible, y suponiendo que el 
donante haya establecido ciertos límites á la facultad de enaje- 
nar, que no puedan reputarse permitidos con arreglo al ar- 
tículo 1.073 del Código civil italiano, y que, por el contrario, se 
consientan por la lex rei sitae. En tales circunstancias, es en laa 
que nosotros sostenemos que la donación debe tenerse por válida 
y eficaz^, no obstante la prohibición sancionada por el patrio le- 
gislador en el mencionado artículo. Afirmamos esto, porque,, 
aunque es verdad que, de acuerdo con nuestro Código civil, debe 
declararse nula cualquiera donación hecha bajo condición con- 
traria á las leyes (artículo 1.065), entendemos que no puede 
considerarse como tal la donación con vínculos fideicomisarios^ 
hecha de conformidad con la lex rei süae. 

En efecto, considerando que debe atribuirse autoridad á la 
ley territorial y no á la personal, respecto á los vínculos que gra- 
ven las tierras y los bienes inmuebles, no se puede tener, cierta- 
mente, como contraria á ley, la condición de inalienabilidad im- 
puesta á la donación, de acuerdo con la ley del país donde exista 
el inmueble donado, puesto que á ésta es á la que, según el ar- 
tículo 7.^ del titulo preliminar de nuestro Código civil, se debe 
considerar sometido el inmueble, aun cuando pertenezca & un 
italiano. 

IftV IG. Pasemos á hablar de los bienes que pueden ser ob- 
jeto de una disposición á título gratuito. 
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No están conformes todas las legislaciones al detenniDar 
qué es lo que paede ser objeto de ana donación. Alganas, obser- 
vando en principio qne la donación consiste en la transmisici 
efectiTa y actual de un derecho patrimonial, niegan que la cosa 
ajena pueda ser objeto de una donación. 

Asi se observa, en principio, por la ley italiana (1) j por k 
francesa (2). Otras, por el contrario, admiten que las cosas aje- 
nas pueden ^er objeto de donación (3). Todas reconocen gene- 
ralmente, que sólo las cosas que se hallan en el comeFcio, pue- 
den ser donadas. Algunas, sin embargo, consienten que se donen 
los bienes presentes y los futuros (4), mientras que otras niegas 
todo valor jurídico á la donación de los bienes futuros (5). 

Respecto 4 las cosas muebles, algunas leyes admiten que 
pueden ser objeto de donación válida, pero es preciso que se es 
pecifiquen con indicación del valor en que estén estimadas en é 
acto de la donación, ó bien en una nota aparte suscrita por el 
donante, por el Notario y por la persona favorecida (6). Otras, 



(1) Deducido de los arte. 1.056, 1.066 y 1.459. 

En virtud del primero, es nula la donación cuando la cosadonada 
no se encuentra en la actualidad en el patrimonio del donante» de- 
biendo éste despojarse de la misma para transferirla al donatario. 
Atendiendo al art. 1.066, no se podría considerar valídala donadón 
subordinada á la condición de la adquisición, porque dependería 
del solo arbitrio del donante. En un caso solamente sería válida, 
según el Derecho civil italiano, la donación de la cosa ajena: cuando 
el donante declare que dona una cosa de otro y que asume la obliga- 
ción expresa é irrevocable de adquirirla y de entregarla al donata 
rio, en cuyo caso, la obligación actual contraída por el donante, 
constituiría irrevocablemente el objeto de la donación. 

(2) Resulta, sin duda, del art. 1.599 en relación con el 8d4. 

(3) El Código austríaco, en el art. 945, dispone que la donadÓB 
de cosa ajena, hecha conscientemente por el donante que haya ca- 
llado tal circunstancia al donatario, tiene fuerza jurídica é implica 
la responsabilidad de las consecuencias del daño. 

(4) Código austríaco, art. 944. 

(5) Código francés, art. 943; portugués, 1 453, holandés, 1.7l4 
chileno, 1.409; mejicano, 1.290; italiano, 1.064, y español, 635. 

(6) Código francés, art. 948; italiano, 1.070; español, 532; portn 
gués, 1.458; holandés, 1.724; chileno, 1.407, y mejicano, 2.606 y 2.flí>r 
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•en oposición, admiten que la donación de las cosas mnebles 
puede hacerse hasta verbalmente, siempre que las cosas dona- 
das se consignen al donatario (1). 

Conforme al Código austríaco, cuando uno prometiese ver- 
balmente dar á titulo gratuito sus cosas muebles á otra persona, 
y después hiciera de un modo espontáneo la tradición efectiva, 
la donación se perfeccionaría de este modo, porque según dicho 
Oódigo^ mediante la efectiva tradición, se considera jurídica- 
mente perfeccionado el contrato de donación (2). 

En lo que se refiere á los derechos de obligación que puedan 
ser objeto del contrato de donación, las leyes de los diversos 
países regulan de diferente modo las relaciones contractuales 
•que se derivan de la donación de las cosas incorporales; median- 
te la cual el donatario adquiere un derecho de obligación de 
•cualquiera naturaleza, ó se libra de una obligación pasiva, pre- 
sente ó futura. Por otra parte, las leyes que admiten que se 
puede estipular hasta en favor de los terceros, conceden que el 
•donante, en virtud de su acto de liberalidad, puede donar un 
derecho de obligación á un tercero. Así, nuestra ley admite, por 
-ejemplo, que la constitución de una renta vitalicia á favor de un 
tercero puede ser objeto de donación (3). No obstante, según 
algunas leyes, que son las más en número, la relación contractual 
Á causa de la donación entre el donante y el tercero, no nace 
sino cuando éste haya manifestado expresa ó tácitamente su 
•consentimiento para aceptarla (4). En otras, por el contrario, y 
así está establecido en el Código civil del Imperio germánico^ la 
estipulación á favor de tercero, hecha animus donandi^ le hace 
Adquirir directamente el derecho de exigir la prestación, y tal 
derecho nace inmediatamente en virtud del contrato (5). 

También la renuncia de adquirir un derecho para que otros 



(1) Código español, art. 632. 

(2) Véase Nippel, Comm. sul Códice civile austríaco^ en el art. 943, 
número 3.o 

(3) Art. 1.794 del Código civil italiano. 

(4) Código civil italiano, art. 1.128; francés, 1.121; español, 1.257 á 
1.259; suizo, De las obligaciones^ tít. II, cap. III, art. 128. 

(5) Código civil germánico, art. 328. 
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i. 

lo adquieran, cuando se haga animuidonandiy como conseeiieaci* 
de acuerdo especial, y tenga el carácter de relación contractoiL 
puede ser objeto de donación según las leyes de ciertos países,; 
no puede serlo según las de ciertos otros (1), por lo que la re- 
nuncia á la herencia será 6 no objeto de donación conforiDe á k^ 
leyes de los mismos. 

I.VIV» Teniendo preséntela diversidad de disposicicrjefi 
legislativas que se refieren á todo. aquello que puede ser olgeco 
del contrato de donación* decimos que, en principio, debe apli- 
carse la ley que ha de regalar la esencia y el contoDÍdo de k» 
relaciones contractuales que nacen de la donación, cuando se 
trate de decidir lo que pueda ó no ser objeto de ella; por lo que. 
, siguiendo nuestro orden de ideas, es necesario atenerse, en es:e 
particular, á la ley personal del^ disponente. Debemos, sin einba> 
gO; advertir que, si la donación se hace de cosas corporales, U 
ley del lugar donde se enouentren las cosas donadas, desplegar» 
su autoridad cuando se trate de «determinar si tales cosas fñ^ 
den ó no ser objeto de la misma. 

Hemos establecido en general que, siempre que se trate dr 
decidir acerca de la condición jurídica de los bienes, es necesarc' 
atenerse á la lex rei sitae, y que en consecuencia, se debe, de co£ 
formidad con ella, establecer si las cosas donadas se consideni! 
ó no entre las que se hallan en el comercio, y si paeden ó t • 
ser objeto de relaciones contractuales (2). 

I.VIS. Una cuestión especial nacería con motivo de la do- 
nación, en el caso de que, según la ley del disponente, se peno: 
tiese la de los bienes presentes y futuros,, y según la lex rei sitú- 
por el contrario, se dispusiera que los bienes futuros no podic 
Rpi* objeto de donación. 



(1) Según el Derecho germánico, el dejar la adquisición de : 
derecho patrimonial en provecho de un tercero, no es donación. 
por lo tanto, no se considera como tal la renuncia á una hereo^- 
(Código civil germánico, art. 517). Según el Derecho italiano, per * 
contrario, la renuncia á la herencia puede ser objeto de donadc:. 
Confr. Ascoli, Delle datiazioni, cap. II, pág. 227. Véase Código ar- 
triaco, art. 930. 

(2) Véase la Farte general. 



DE LA DONACIÓN 337 

Los jurisconsultos franceses, discutiendo este asunto, sos* 
leñen que la prohibición de disponer de los bienes futuros, 
ancionada por el legislador francés, debe tener la autoridad 
e estatuto real para los inmuebles existentes en Francia, en 
azón de que tiene estrecha relación con el derecho suceso- 
io, 7 éste, en lo que se refiere á los inmuebles existentes en 
Trancia, se somete á la ley francesa (1). Siguiendo tal orden de I 

leas, es, pues, indispensable admitir que así como la ley de la su- 
esión tiene el carácter de estatuto real sólo respecto á los in* 
Quebles, y no para los muebles, puesto que en lo que á éstos se •! 

efiere, se reconoce la autoridad de la ley del domicilio del ex- 
ranjero, así, la donación de bienes futuros será nula confor- 
me á la ley francesa en cuanto á los inmuebles, y podría ser 
álida en cuanto á los muebles existentes en Francia, si fuese 
lermitida según la ley personal del donante. 

Laurent, examinando la cuestión propuesta (2), dice que si 
1 donante hubiese dispuesto por donación, de sus bienes futu- 
08, la misma seria nula en Francia, en virtud de la disposición 
ancionada por el articulo 943. 

El insigne jurisconsulto no encuentra laudable la disposición^ 

1 advertir que, como las cosas futuras pueden ser objeto de 

na obligación (art. 1.130 del Código civil francés), no bayra-* 

Sn para sostener que la donación no sea válida también res- 

ecto á las mismas cosas futuras que el donante pueda adquirir 

1 lo sucesivo; tanto más, si se considera que el legislador 

laiite que la liberalidad por contrato de matrimonio, puede 

)a)prender los bienes futuros (art. 947). No encuentra, pues, 

informe á los justos principios, que se declare nula la donación 

\ cuanto á los bienes futuros adquiridos por el donante en 

|mncia, porque observa que si la ley extranjera declara válida 

Idonación de dichos bienes, y el donante hizo su donación de 

lierdo con su ley nacional, no se debía desconocer su valor ju- 

^co, atribuyendo al artículo 943 la autoridad de estatuto 



I) Duranton, 1. 1, núm. 85; Demolombe, 1. 1, núm. 83; y Cas. fran- 
i, 3 Mayo 1815 {Journal du Palais), 

Laurent, Droit civ. intem., vol. VI, § 284. 

Dbrbcho INT. PBiT.— Tomo VI 28 

1 
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red. L« donación— dice— depende de la intención, y todo lo qa 
dimana de la intención, entra en d campo de los prinápios á* 
Derecho común de los contratos, por lo que debe adurte :• 

teoría de loe estatutos. 

No pstamos en todo de acuerdo con el eminente juisconsa. 
to, y lie aquí las razones por qué disentimos: 

La máxima sancionada por el legislador italiano en d »r 
ticnlo 1.064, de acuerdo con el 943 del Código cítü francés, 
que declara sin efecto alguno la donación de los bienes fotutj 
en lo que á éstos ateñe, no concierne, ciertamente, á la capaad»¿ 
del disponente, ni siquiera nos parece que se refiera al cooteud. 
de la donación, sino á la condición jurídica délas cosas que p^I^ 
den ser objeto de la misma. 

El legislador patrio, teniendo presente que la donación, co«- 
do llega á perfeccionarse entre las partes mediante U acepta- 
ción produce el efecto de transferir al donatario la propiedíc 
de las cosas donadas (artículo 1.002), y que la transmisión ^ 
dominio origina sus efectos incluso respecto i los terceros, t» 
determinado, en el artículo 1.064, cuáles son los bienes cu;. 
transferencia puede verificarse por donación. 

Creemos, pues, que como la disposición expresada deteran. 

la condición de los bienes que pueden transmitirse eficaonttó^ 

medniute la donación, y no puede dudarse de que mura los át- 

recbos de las partes y de los terceros, no se atribuirá^ en c* 

sideración á éstos, autoridad á la ley extranjera que dispo.^ 

de modo distinto que la ley territorial. Nosotros, pues, oonoede 

mos autoridad de estatuto real á la disposición sancionad, p*: 

el legislador italiano en el artículo 1.064, y por el francés « 

el 943 cuando en la cuestión intervengan los derechos de i> 

terceras, porque entendemos, en general, que debe atnbm.-. 

autoridad territorial á la ley que regula la condición de It 

cosas, siempre que los terceros estén interesados en la cootr: 

versia. Sostenemos, por consiguiente, que la donación lee.-. 

por un austríaco de sus bienes presentes y futuros en Tirtud " 

la facultad que le concede el artículo 944 del Código avfl á* ' 

país, se considerará eficaz solamente entre las partes, co= 

hemos dicho en el § 1.704; pero respecto á los terceros, se tc^ 
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•drá por válida, limitándola á Iob bienes que poseyera en nuestro 
país el día en que hizo la donación* 

1.VI19» En cuanto á las cosas muebles, admitimos, en vir- 
tud de los mismos principios, que si un austriaco donase las 
suyas, existentes en Italia en el momento en que se hiciese la 
donación, el acto no produciría sus efectos respecto á los terce- 
ros, si no se observaron las prescripciones sancionadas por el 
patrio legislador en el artículo 1.070. Esto lo decimos en razón 
del principio general de que las cosas muebles localizadas, se 
entenderán sometidas á la ley territorial respecto á todas las 
disposiciones en que pueda intervenir el derecho social ó los 
intereses de los terceros. No valdría aducir, en contrario, que, 
conforme al artículo 7.* del título preliminar de nuestro Código 
civil, las cosas muebles deben considerarse sometidas á la ley 
nacional del propietario. 

Cierto es que en gracia á tal artículo y á cuanto dispone el 
legislador austríaco en el artículo 943, si un austriaco^ encon- 
trándose en Italia, hubiese prometido verbalmente dar á título 
gratuito sus bienes muebles á otro, y hubiese hecho espontánea- 
mente la tradición efectiva de las cosas donadas al donatarío, la 
donación debería considerarse consumada entre las partes, mer 
sed á los dos mencionados artículos; pero si se quisiera invocar 
la disposición del artículo 943 del Código civil austriaco para 
sostener ante el Juez italiano los efectos de la donación así he- 
)ha, en contra de los intereses de los terceros que quisiesen com- 
batirla, entendemos que se podría oportunamente pedir la apli- 
cación del artículo 1.070 de nuestro Código civil, é invocar la 
náxima sancionada en el artículo 7.^ del título preliminar, que 
idmite la autoridad déla ley nacional del propietario respecto á 
as cosas muebles, pero añade csalvo las disposiciones contrarias 
]e la ley del país en que las cosas muebles se encuentren». Este 
(oria uno de los casos en que encontraría su aplicación la máxi- 
na sancionada por el patrio legislador en el artículo 12 del mis- 
QO título, que establece que no se puede pedir que el Juez del 
Cstado aplique leyes extranjeras, en cuanto deroguen las prohi- 
átivas del reino que se refieren á los bienes. 

Cl legislador italiano; considerando que los bienes del deu- 
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4lor son la garantía común de sus acreedores (artículos 1.94^ 
7 1.949), y que el donante, despojándose, mediante la donsdói;, 
de las cosas que le pertenecen, y transfiriendo los objetos or- 
nados al donatario, viene así á disminuir la garantía comái dtf 
los propios acreedores, ha regulado el acto de la doDaGÍón ¿e 
manera que proteja la libertad del propietario sin peijuiciode 
los derechos de los terceros. A esto tiende la máxima sando- 
nada en el artículo 1.070, por lo que creemos que, cuando se 
discutan los derechos de los terceros, este artículo debe tei«r 
autoridad territorial respecto á los muebles localizados en ei 
territorio italiano, y de los cuales el propietario quiera dispoiker 
mediante un acto de liberalidad. 

No admitimos que se pueda sostener el mismo principio e» 
la hipótesis de que la donación de las cosas muebles se perfec- 
cionara en un país extranjero, en el cual, seg&n la ley, no se reqai 
riese la especificación y la indicación del valor de las cosas moc 
bles dedadas, y que posteriormente hubiesen sido transportada» 
á Italia, donde se encontrasen en el momento en que el acreedcr 
del donante ejercitara su acción para impugnar la donación k- 
cba por aquél y perfeccionada según la ley nacional del donante 

Las reglas sancionadas por la ley territorial, referentes:» 
las cosas muebles, no pueden aplicarse á las que no estu- 
vieran localizadas en Italia en el momento en que se reaib 
el acto jurídico. La circunstancia de haber sido los referido 
muebles transportados á Italia, y de encontrarse bajo el imper 
de nuestra ley en el momento en que comenzó á ejercitarse i> 
acción ante el juez del Estado, no puede ser una razón sen- 
ciente para pedir la aplicación de la ley territorial, ni para k 
pugnar en su virtud los actos jurídicos perfeccionados y los cr 
rechos adquiridos antes de que las cosas muebles se encoi 
trasen bajo el imperio de la misma ley. Más bien debe servir ^ 
principio general de que todo derecho legalmente adquirk' 
sobre la cosa mueble, antes de que hubiese sido transporiadn & 
país donde se encontrase en la actualidad, debe respetarse, y &<" 
puede ser impugnado en virtud la lex rei 8itae. 

I.VIVO. Por lo que se refiere á la forma de la donacur. 
hemos expuesto anteriormente las distintas disposiciones sar 



DE LA DONACIÓN S41 

•cionadas por la» leyes de varios paisas. Ahora debemos exami- 
nar cómo se deben resolver los conflictos que puedan nacer 6 
causa de la citada diversidad de disposiciones del Derecho 
positivo. 

Habiendo establecido, en principio; que la donación es un 
contrato, ¿se le aplicará la regla locus regit actum^ para deducir 
que lo que se refiere á la forma, para la legalidad del acto, debe 
depender de la ley del país donde se haya perfeccionado el ne- 
gocio jurídico? 

Nosotros recordamos lo que dijimos anteriormente para 
determinar cómo se debe entenderla regla locus regit acturriy y 
cómo ha de determinarse el campo en que puede desplegar su 
autoridad (1), y mantenemos con fírmela nuestro concepto para 
resolver la cuestión propuesta. Estimamos que la regla locus 
regit actum debe aplicarse á las formas propiamente dichas, 
esto es, á las que deben considerarse exigidas para la redacción 
del acto; es decir, á las formas extrínsecas del instrumento. 

Todo asunto que revista el carácter de hecho jurídico, debe 
reunir en primer término los requisitos indispensables' para que 
tenga la fuerza jurídica á que tiende, y estos requisitos se deter- 
minarán según la ley encargada de regular la esencia y el conte- 
nido del asunto de derecho de que nos ocupamos, no pudiendo 
caer bajo el imperio del estatuto de las formas. A fin de que des- 
pues pueda aparecer el id quod actum est^ y establecerse la prue- 
ba, se necesita que las partes redacten ó hagan redactar el acto 
con las formalidades requeridas por la ley para que el instrumente 
tenga su valor legal. Luego la regla locus regit actum debe preci- 
samente aplicarse á las formas, es decir, á aquellas que son in- 
dispensables para el valor legal del instrumento; en virtud de di- 
cha regla debe atribuirse valor legal al instrumento redactado 
por el funcionario competente ó por las partes, con las forma- 
lidades requeridas por la lex loci actus. 

Aplicando estos principios á la donación, entendemos que 
es necesario distinguir lo que se requiere por la ley á que debe 



(1) Véase Parte general^ núm. 230.y siguientes; De la forma del 
(estamento, nám. 1.538 y siguientes. 
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someterse como asunto y como hecho jurídioo, para deUno- 
nar de qué modo ha de hacerse la declaración de Toluotad («^ 
parte de aquel que quiere transmitir gratuitamente á otrc* ' 
que le pertenece, y lo que se exige para dar á la dedancic 
de voluntad la forma extrínseca necesaria para su valor len 
como tal; á los efectos de poderla probar. Lo primero no se h»Il< 
dentro del campo del estatuto de la forma, y, por consigaientr 
no puede caer bajo la aplicación de la regla locus regit ocfi- 
por el contrario; lo segundo, que se refiere al acto y al instn 
mentó, debe subordinarse al imperio de la mencionada regla, q 
regulará siempre todo lo que se relacione con las formas extns- 
secas ó instrumentales, en virtud del principio de Derecho ii- 
ternacional consuetudinario que concierne al estatuto de V- 
formas. 

¿Acaso se pretende sostener que la declaración de volun^ 
para poner en existencia el hecho jurídico y dar vida al asm* 
jurídico, pertenece á la forma extrínseca del asunto mismo? ^ 
podemos admitir tal cosa, porque todo lo que concierne ál 
iiitención y á la voluntad, corresponde á la esencia y noái. 
forma del acto. 

No debe dudarse por nadie que para que la donación exi&:i 
es insuficiente que sea gratuita por parte de su autor. T^f^ 
existir una prestación objetivamente gratuita, pero no será c^ 
nación, á no ser que el sujeto tenga el animus donandi. Por ' 
que la ley, en cuanto determina las circunstancias de hecbi ; 
de derecho por las cuales debe considerarse ó no que el &ct 
gratuito haya sido ó no inspirado en la intención de realizan:' 
liberalidad; regula la esencia del asunto jurídico, no la forn^ 
externa de la manifestación de la voluntad. 

El legislador italiano, en el art. 1.056, y el francés en' 
931, por ejemplo, disponen que la donación debe realizarse s: 
diante acto público ó auténtico. Ahora bien, aceptando que* 
donación hecha por un italiano ó por un francés se sometí - 
la ley italiana ó á la francesa, en todo lo que se refiere s -* 
esencia del acto, es decir, los requisitos intrínsecos indispezi 
bles para la existencia del hecho y del asunto jurídico, ¿se a 
mitirá, acaso, que, en virtud de la regla que concierne á la íV 
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ma de los actos, un italiano ó un francés pueda hacer eficazmen- 
te una donación verbal? Sostenemos la negativa, por la sencilla 
razón de que no puede existir donación sin intención, y el animua 
donandiy respecto al italiano y al francés, no existe más que con- 
forme á su ley personal, que regula la esencia del Hofo de libe- 
ralidad. Ahora bien, considerando que con arreglo á la ley del 
UDO ó del otro, el animus donandi sólo existe cuando el dispo- 
nente baya expresado su intención de un modo solemne, ¿puede 
creerse que existe dicha intención en el caso de que la voluntad 
de donar no se haya declarado en la forma solemne prescrita 
por la propia ley personal? 

Dicha solución estaba formalmente consagrada en el ar- 
ticulo 47 del proyecto primitivo del Código civil francés, título 
De las donaciones^ que decfa asf: cEl francés que encontrándose 
» en el extranjero, quiera donar inter vivos, bien á un compatrio- 
» ta, bien á un extranjero, hará redactar un documento público 
» 7 auténtico, con las formalidades prescritas en el país donde se 
» otorgue, ajustándose, además, á las leyes francesas». Tal ar- 
ticulo resolvía exactamente la cuestión, estableciendo la apli- 
cación de la regla locus regit actum para la redacción del acto. 
Siendo necesaria la autenticidad en conformidad con la ley fran- 
cesa, se admitía la autoridad de la lex loci actus para decidir si 
el acto debía ó no considerarse como auténtico. Semejante dis- 
posición no se encuentra en el Código, porque se la considera 
inútil, puesto que la regla que consagraba debe entenderse natu- 
ralmente derivada de los principios generales (1). 

En el Código italiano tampoco se encuentra una disposición 
especial para la donación; pero, como ya hemos dicho, el patrio 
legislador ha querido evitar toda mala interpretación respecto á 
los actos entre vivos, consagrando en el art 9.^ del título preli- 
minar la regla de las formas de los mismos en términos claros 
y explícitos. tLas foitrias extrínsecas de los actos entre vivos, 
dice, se determinan por la ley del lugar en que se ejecutan». 
Bresulta, pues, claro, que nuestro legislador reconoce la autori- 



(1) Conír. Fenet, Recueil complet des travaux préparatoires, ou mo- 
iifs du Code civil, tomo XII, págs. 365 y 370. 
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dad del estatato de las formas solamente respecto á las extiis 
secas de los actos mismos. 

1.V191. No faltan, sin embargo, aatores qae, dando áU 
regla locus regü (íctum un alcance major del qoe debe teoff . 
sostienen qne, en virtud de la misma, hasta en la hipótesis ^ 
que, conforme á la ley nacional del disponente, fuese indispM- 
sable la autenticidad para e) valor jurídico del acto entre TÍTrM 
á título gratuito, debe considerarse válida y eficaz la donacióa 
becha por escritura privada, cuando la ley del pafa donde se 
otorgó, reconozca como válida esta forma (1). 

Por consiguiente, por ejemplo, según el Código portngaés. 
la donación de los bienes inmuebles, cuyo valor no exc«d& 
de 50.000 reis, puede hacerse por medio de escritora privada 
firmada por el donante y por dos testigos, por lo cnal, según b 
teoría de los mencionados escritores, debería tenerse por válidí 
la donación becha en esta forma por un italiano que habieae per- 
feccionado su acto de liberalidad en Portugal, aunque se refiriese 
á sus bienes inmuebles existentes en Italia. También deberii 
considerarse válida la donación hecha verbalmente, y, en gene- 
ral, todas las en que se hubiesen observado, respecto á la form&, 
las disposiciones de la lex loci adus. La jurisprudencia está tam- 
bién de acuerdo con la referida doctrina de los juriscoosnltos ;2 
Nosotros, no obstante, no aceptamos su opinión por las rs* 
zones que hemos expuesto anteriormente, y nos hallamos con- 
formes con Laurent, el cual, reconociendo también que la jnris 
prudencia ha acogido la doctrina contraria, observa, con madu 
acierto, que la autoridad de la jurisprudencia no tiene eficacii 
contra la fuerza de los principios, por la razón incontestable át 






(1) Demolombe, De la pvJdication^ tomo I, núm. 106; Merlin, R' 
pertotre, v. Donation; Frenoy, Actes jxissés par le frangaü á TétraKQfr, 
pág. 228; Despagnet, Dr. tnt privé, núm. 274; Duhaut, De la regi^ f^ 
cus regü actum, pág. 223; Catellani, II Dtritto tntemaztonale privak* f 
suoi recenti progresti, cap. V, núm. 476; Buzzati, Lautoritá deUe ífl^' 
étraniere relatíve alie forme degli atti, cap. IV, núm. 2, pág. 368w 

(2) Cass. francesa, 3 Mayo 1815; París, 22 Noviembre 1828(Z>a//¿e, 
1829, II, pág. 60); Toulonse, 11 Mayo 1850 (Dalloz, 1852, II, pág. 6i . 
Corte de apelación de Florencia, 24 Abril 1888 (Foro ital, 1888. 1, pi 
gina 496). 
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que las resoluciones de los Tribunales tienen tanto valor doc- 
trinal; cuanto lo tengan los motivos en que fundan la decisión; 
y Bi los Tribunales, entendiendo que la regla locus regü actum 
debe aplicarse á las formas, y sin distinguir ni examinar si el 
punto controvertido concierne á la forma ó á la esencia del acto, 
36 limitan á afirmar que debe aplicarse la regla, porque se trata 
de una cuestión relativa á la forma del acto, la decisión viene á 
dejar sin resolver el debate (1). 

Frente á la legislación. italiana, los jurisconsultos y Tribu- 
nales, llamados á resolver la controversia, debierigi muy bien 
examinar si nuestra ley, que exige de un modo absoluto que la de- 
claración de )a voluntad, para establecer el animus donand% se 
haga mediante acto público, regula de este modo la prueba del 
acto ó su esencia. Tanto más deberían examinarlo detenidamen- 
te, cuanto que el legislador establece, de un modo expreso, que 
sólo las formas extrínsecas del acto entre vivos deben determi- 
narse con arreglo á la ley del lugar donde el acto se ejecute. Es 
necesario, pues, que los Tribunales italianos que quieran consi- 
derar como válida la donación hecha por un italiano en país 
extranjero, mediante escritura privada, ó verbalmente, conforme 
k la ley vigente en aquel lugar, establezcan en los motivos, que 
las disposiciones legislativas que conciernen á la declaración de 
la voluntad, se refieren á la forma extrínseca. Se necesitaría que 
en los motivos .llegasen á demostrar que, aun cuando el legisla- 
dor italiano ha establecido que respecto á un donante italiano no 
se puede admitir que tenga intención de donar más que en el 
saso de que. haya manifestado su intención de un modo solemne, 
DO obstante esto, el animus donandi, respecto á él, p.udo esta- 
blecerse de una manera diversa. Pero si la ley por que se rige 
la intención es por su naturaleza eminentemente personal, ¿se 
podrá invocar la autoridad de la ley extranjera para derogar las 
disposiciones de la italiana que se refieren á las personas? El 
legislador dice que no es válida la donación, á no ser que se 
otorgue por acto público, y que no obliga al donante ni produce 
efecto, mientras no se haya aceptado, y sólo desde el día en 



(1) Laurent, Droit cn'v. int., tomo IV, §§ 391 y 392. 
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que tal aceptación tuvo lugar (arta. 1.056 y 1.057), por medi 
de acto público. Exige, pues, que la expresión de la toI&cU: 
se haga en forma solemne; por lo que hace del negocio joiidicc, 
un acto solemne. 

No entendemos, pues, cómo lo que se refiere á la existeot^ 
del acto jurídico, puede considerarse como una forma extrísKCs 
del mismo. 

Exagerando el alcance de la regla, y considerando los e>- 
mentds intrínsecos, ó mejor dicho, Ips requisitos sustancial^ de 
asunto jurídico, como formas extrínsecas del acto, de acuerd 
con los antiguos jurisconsultos, y admitiendo que incluso L^ 
llamadas formas intrínsecas deben somejberse al estatuto de L- 
formas, se llega á conculcar la autoridad de las leyes que \¡m: 
de regular los hechos jurídicos y los actos de la misma nkton- 
leza. Del mismo modo se podría también sostener qne, mieotr" 
el Código francés prohibe en el art. 1.097 á los cónyuges fr&i 
ceses hacerse donaciones mutuas y recíprocas en el mismo aet> 
pueden, sin embafgo, realizar tales donaciones en un país m 
que, conforme á la ley vigente; las donaciones mutuas y recípr> 
cas, puedan hacerse por los cónyuges en dicha forma. Nos i- 
ferimos á lo que hemos dicho anteriormente respecto al tesu 
mentó mancomunado, para deducir lo erróneo que sería aplici: 
de este modo la regla locua regit actum (1). 

t.'999. En ciertos casos, la lex loci actus puede desple^* 
su autoridad acerca del valor jurídico de un acto de libertüid^i 
realizado por un extranjero, y como tal consideramos el de 
donación liberatoria, que puede efectuarse mediante la restiti: 
ción voluntaria del título original del crédito, por parte i^ 
acreedor al deudor. Dado que, conforme á la ley extranjera, t 
remisión del débito se considere como donación indirecta, y ^ 
tenga por válida y perfeccionada con la entrega del tit^ü» 
original del crédito, hecha voluntariamente por el acreedor ! 
deudor, no podría impugnarse, ciertamente, el valor jurídico f 
la donación que de este modo se realizase, fundándose en la i-| 1 



(1) Véase lo que se ha dicho anteriormente á propósito del >"• 
tamento mancomunado en los §§ 1.564 y siguientes. 
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personal del donante, en la hipótesis de que considerando esta 
tal relación jurídica como una verdadera y propia donación^ 
exigiese el acto público (1). Más bien se debería aplicar en este 
caso la regla referente & los actos jurídicos que adquieren 
su existencia bajo el imperio de una ley determinada, y recono* 
cer, por consiguientCj la autoridad de la lex loci actus. La fuerza 
jurídica de la liberación perfeccionada entre el acteedor y el 
deudor al amparo de la ley del país donde se realizó el acta 
jurídicO; no podría impugnarse. La restitución del título cons- 
tituiría, en efecto, la prueba incuestionable de la liberación. 

Creemos aplicable el mismo principio en el caso de que la 
donación hecha en país extranjero estuviere encubierta bajo la 
forma de contrato á título eneroso, y fuese así considerada válida 
conforme á la lex loci actus, entendiéndose pertinente á la misma^ 
para lo que se relaciona con la forma, la regla relativa á los con- 
tratos. En tal hipótesis, se podría con razón, para sostener su va- 
lidez, invocar la lex loci actus ante el Juez del Estado del donan- 
te, aun cuando fuese distinta la disposición de la ley personal del 
mismo. Decimos esto, porque siendo en el caso de que se trata, 
elemento principal del acto jurídico el contrato ordinario, no se 
podría desconocer respecto al mismo la autoridad de la ley 
bajo cuyo imperio fué estipulado entre las partes (2). 

Otro caso en que podría atribuírsele autoridad á la lex loci 
actus sería aquel en que se hallaran interesados en la cuestión 
los terceros. Supongamos, por ejemplo, que un italiano, encon- 
trándose en Austria, hubiera hecho donación verbal de sus co- 
sas muebles, y que hubiese realizado la tradición. 

Según los principios expuestos, tal donación no subsistiría 
entre el donante y el donatario, en virtud de las disposiciones 

(1) Los jurisconsultos italianos discuten si para tal donación 
debe ser indispensable también el acto público. Algunos lo niegan: 
Ricci, Diritto civile, voL IV, núm. 204; Pacifíci-Mazzoni, htitiizioni 
di Diritto civtle, vol. IV, núm. 320; Chironi, htituzíoni, § 345; Giantur- 
co, Istituzioniy § 77; Fulci, Studi sulla dotiazione^ pág. 30. Otros consi- 
deran imprescindible el acto público; Ascoli, Trattato delle donazto- 
ní, cap. V, pág. 370. 

(2) Confr. Cass. francesa, 24 Diciembre 1884 (Journal du Palats, 
1885, 1, pág. 124). 
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sancionadas en los artf calos 1.066, 1.067 y 1.070 del Cúi» 
ci?il italiano y de los principios que hemos soBtenido, los cca!-^ 
excluyen la autoridad de la 2ex loci adus^ respecto á la aisle: 
cia del acto jurídico entre el donante italiano y el doDiiv"" 
Si, no obstante, el donatario hubiese lleTado á Italia las cosi' 
muebles á él donadas y las hubiera transmitido á otros, . - 
terceros de buena fe, en el caso de que la cuestión se discatic:. 
ante el Juez del Estado, podrían, con razón, inTocar la k; / 
<3uius para sostener que el donatario se considera, en loqi^i 
dichas cosas se refiere, como un yerdadero posesor, y Techt^u. 
por consiguiente, la acción de reivindicación por parte del I 
nante ó de sus herederos, que quisieran impugnar la?a)ide2> 
la donación. Podrían también invocar con razón, ante el h 
italiano, la lex loci adus y la m&zima sancionada por el patr 
legislador en el art. 707 del Código civil, para sostener que li 
posesión de las cosas muebles produce, á favor de los tertt^rc* 
de buena fe, el mismo efecto que el título, y que éstos, por 
tanto, deben considerarse como legítimos adquirentes. 

1*V08« Otro caso en que debería reconocerse aatorida¿> 
la lex loci adus, sería el de una donación manual hecha btjo^ 
imperio de la ley territorial. 

Supongamos que un extranjero que se haye casado cod a:- 
italiana, haga á ésta una donación manual en nuestro p^í J 
nazca después la controversia entre ellos acerca del valor jcr- 
dico de tal donación. Admitimos que el Juez del Estado po^'^ 
fundarse en la lex loci adus para decidir acerca de la nU^- 
-considerando que la misma ley debe regular el valor del actoj'^" 
dico. Con esto no queremos decir que se aplique exclusivait^"' 
te y en todo caso la lex loci adus^ y que, por consiguiente,^ 
declare nula la donación manual, cuando, como tal, la teng^^ 
ley del lugar donde se haya realizado. 

Más bien sostenemos firmemente, en principio, la regla p- 
neral. Por lo que, cuando la donación fuese válida, confonce- 
la ley personal del donante, sería necesario aplicar ésta p^ 
decidir acerca de la misma (1) y de la entidad de las cosas m^ 



(1) Confr. Cour de París, 17 Diciembre 1883 (Jowrjta/ <í« /^^ '' 
privé, 1884, pág. 289). 
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bles donadas^ para poder considerar la liberalidad como un don 
nianual. Este es el motivo de que reconozcamos que tuvo razdn^ 
la Casación de Rom», fundándose en los principios estableci- 
dos por la jurisprudencia consuetudinaria en el ex Estado pon- 
tifíció; ál considerar como válida, conforme á la misma, una dona* 
ción manual de gran valor hecba entre ciudadanos de las provin- 
cias romanas, antes de que se anexionaran al Reino de Italia (1). 
Sin embargo, decimos que si, según la ley personal del disponen- 
te, se pudiese rechazar la eficacia del don manual y, por el con- 
trario, pudiera sostenerse en virtud de la ley del pafs donde la \\\ 
beralidad se haya realizado, se podría invocar, en tal caso, \9,Ux 
loci actus para mantener su eficacia. Los principios sobre la auto- 
ridad de la ley respecto á los actos jurídicos, dan fuerza á nues- 
tra opinión. 

1.V194» Los efectos de la donación, cuando llegue el casO' 
de discutir acerca de los mismos en las relaciones entre donan- 
te 7 donatario, deben regularse conforme á la ley á que ha de 
someterse la esencia y el contenido del acto jurídico. Se debe, 
pues, decidir, con arreglo á la misma, cuándo la propiedad de 
las cosas donadas puede considerarse transferida, cuáles son las 
acciones que el donatario puede ejercitar contra el donante y 
SUR herederos para obtener la ejecución de la donación, y^prín-^ 
cipalmente, la entrega de las cosas donadas, sí el donante está 
ó DO obligado á la garantía, si lo está á la evicción que dependa de 
hechos suyos personales, y si debe responder sólo del dolo ó 
de la negligencia, y así sucesivamente (2). También debe deci- 
dirse, de acuerdo con la misma ley, si en las donaciones $ub 
modo ó cum onere, el donatario está obligado al pago y si existe 
ó no una verdadera y propia obligación jurídica respecto al 
gratificado. 






(1) Cass. de Roma, 21 Febrero 1880; Attili c. Autonelli (6^ÍMri>prM- 
denza italiana^ 1880, pág. 670). 

(2) La obligación de la garantía está regulada por el Derecho ci- 
ril italiano en el artículo 1.077. En el Código francés falta la dispo- 
sición expresa, pero los jurisconsultos deducen la regla de los prin- 
cipios; confr. Aubry y Rau, VII, pág. 392, arts. 4.o, 6.o, 7.0, 8.o y 9.<> 
Confr. Código civil español, art. 638; Código germánico, 621. 
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Cuando, conforme á la lex rei 8itcíé^ se requiriese la tni> 
ción para hacer efectiva la donación, no se puede dudar de qu 
las disposiciones por ella sancionadas deberían observarse; estol: 
decimos en virtud del principio general de que las prescripcj^ 
nes sancionadas por la lex rei sUae, para hacer efectiva la tnsf 
misión del dominio, deben desplegar su autoridad respecto áb 
cosas que se encuentran en el territorio sobre que impen b 
ley, bien pertenezcan á ciudadanos, bien á extranjeros. Tambí^ 
debe decidirse conforme á ellas, acerca de las consecueuciascn: 
pueden derivarse de la omisión déla transcripción del acto ik 
donación. 

Por consiguiente, si en virtud de la lex rei süae, para aik* 
tir la acción real por parte del donatario respecto á la cosa de- 
nada, se considerase indispensable que se hubiese hecboiatn* 
dición, salvo siempre la acción personal por su parte contrae! 
donante y sus herederos para la ejecución de la donacióii sen 
necesario atenerse á la misma lex rei sitae para decidir si eos- 
pete al donatario la acción real, y para determinar losreqoúit^: 
imprescindibles para su ejercicio. 

Cuando el donante pudiese, merced á su ley persoDal, hm 
valer el beneficium competentiae (1), tal derecho no podrianeg^- 
sele, aun cuando la ley del lugar donde la donación se bubiflt 
hecho, ó la del donatario, dispusieran lo contrario. La razón e^ 
triba en que por una parte, lo que se refiere i dicho beneficiotir 
ne relación con la esencia de la donación, y por otra, do sepu^^* 
por menos de admitir que tal beneficio, por su naturaleza, <i^^ 
considerarse personal, y subordinarse, por lo tanto, á la'^ 
personal del donante. 

Lo mismo debería decirse en la hipótesis de que el donas'' 
tuviese, conforme á la ley, el derecho de obtener una prestarle 



(1) Tal beneficio se admitió en el Derecho romano, á consec:'- 
-cia de un rescripto de Antonino Pío, que acordó que el obiigad^^ 
nationis causa, no pudiese ser condenado á la prestación de la cv^ 
donada, más que cuando satisfechas todas sus demás deuda: - 
quedase lo suficiente para vivir. L. 12, 33 Dig. de donat., XXXi'^ 
Ésta disposición se encuentra también en el Código del ItnV^ 
germánico, en el art. 519. 
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leí donatario; en el caso de que posteriormente le faltasen los 
nedios necesarios para su subsistencia. 

Según el Código austríaco, art. 947, si el donante después 
ie hacer la donación llegase á la indigencia, hasta el punto de 
altarle los medios necesarios para vivir, tendrá el derecho de 
3xigir cada año al donatario los intereses legales de las cosas 
donadas, teniendo en cuenta su valor actual, si existen todavía. 
No puede dudarse de que si un austríaco hiciese una donación 
k un italiana y después se hallase en la misería, podría invocar 
legalmente la aplicación del mencionado artículo 977, y el Juez 
del Estado tendría necesidad de aplicarlo, aunque la ley italiana 
no impusiera al donatario tal obligación, y la donación haya sido 
hecha y aceptada en Italia. En tal hipótesis, no podría aducirse 
i^ue habiendo aceptado la donación bajo el imperío de la ley 
italiana, ésta debería regular, en las circunstancias imaginadas, 
las obligaciones del donatario derívadas del hecho de la acep- 
tación, y que, por consiguiente, éste no está obligado más que á 
prestar al donante los alimentos legalmente debidos (1). Por el 
contrario, con más razón se debe observar que así como la esen- 
:;ia y los efectos de la donación se regulan por la ley nacional 
iel donante, también es menester referírse á la misma para de- 
terminar los efectos de la donación aceptada, y no á la vigente 
en el país donde la aceptación viniera á realizarse. 

Debe siempre tenerse presente en esta materia el principio 
general que concierne á los efectos de todo contrato, esto es, 
^ue los efectos naturales que se derivan^ deben determinarse 
conforme á la ley que ha de regular el contrato mismo; y con- 
siderando que las relaciones contractuales que nacen de la de- 
lación se regulan entre las partes contratantes por la ley nacio- 
oial del disponente, es necesario tener esta ley t^omo reguladora 
de las relaciones contractuales y de los efectos que se deducen 
del acto jurídico que toma existencia mediante el recíproco con- 



(1) Esto se deduce del art. 1.081 del Código civil. Según el Código 
alemán, el donante puede, en caso de pobreza, pedir la restitución 
de la cosa donada, y el donatario no debe excusarse de esta obliga- 
ción más que costeando la manutención de aquél. (Art. 528). 
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seotimiento. La ley personal del donante debe coDsidertn^ 
como parte integrante de la estipulación, siendo preciso adni:: 
los efectos que de ella se derivan, conforme al prindpio de k. 
terbac: Ea etiim quae auctoritate legis vel cansuHudinü c^Énc- 
tuum comitantur eidem adherent, naturalia á doeíaríbiu apáo^ 
Lex enim altera est quasi natura et in naturatn transü, Aijp^ 
quoad naturalia contractuum etiam forenses statuía loci cofiN^ 
observare debent (1). 

Con los mismos principios debe resolverse la cu6Sti6D,etr! 
caso de que la donación se haga bajo la condición de qaeeliic 
natario pague las deudas del donante. A este particular se ik- 
berá también aplicar la ley personal del donante para iwt 
ante todo acerca del valor de la condición, y para determio&r 
además cómo debe especificarse el gravamen delptgodeh^ 
deudas, á fin de que sea obligatorio para el donatario. Sólo s 
el caso de que la carga grave la cosa donada (hipoteca, c«dso. 
el donatario estará obligado en virtud de la lex retsüaty^ri^f^ 
que la obligación nacerá merced á la misma ex re, y eDContnn 
su fundamento en la condición y en la naturaleza de losbiew^ 
donados. 

l.V 1S&. Consideramos oportuno advertir que los príncipii^ 
expuestos deben sufrir razonables limitaciones siempre que in- 
tervengan los intereses de los terceros, y éstos se hallen eo s- 
tuación de invocar la ley que debe regular sus relaciooes coo ¡3 
acreedor, para sostener sus razones. Asi, por ejemplo, debee^• 
tablecerse en el caso de que exista un acreedor italiano de gs 
donante extranjero que pudiese promover la acción ante elJc^- 
del Estado, para impugnar en nombre propio la donación heci 
por su deudor extranjero, encubierta bajo la forma deunco^ 
trato á titulo oneroso. En el supuesto de que el acreedor itat 
no pudiese instar legalmente la acción pauliana ante elJc^ 
del Estado, podría con razón pedir la aplicación del art. !-•' 
de nuestro Código civil, y el Juez del Estado debería aplicarla 
cualquiera que fuese la disposición relativa á tal acto, coníom^ 



(1) DiserL, 104; Par. III, niím. 58, citado por Boullenoís, Ohitrr. - 
página 4G0. 
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á la ley extranjera reguladora de la sucesión. Decimos esto 
fundándonos en el principio general de que toda disposición le- 
gislativa que defiende los derechos de los terceros, tiene auto- 
ridad territorial, así como las que protegen los derechos de la 
colectiyidad y los intereses sociales. Nuestra ley que trata del 
fraude y que atribuye al acreedor el derecho de impugnar en 
nombre propio los actos de liberalidad que el deudor haya rea- 
lizado en fraude de aquél, tiene indudablemente el carácter de 
ley de policía y de orden público^ por lo que su autoridad terri- 
torial, hasta respecto á los actos de liberalidad yerifícados en 
país extranjero, no puede negarse. 

1.1 1S€^ La donación, conforme á las leyes de los diversos 
países, puede ser revocada en ciertas circunstancias determina- 
das por el legislador, pero no están de acuerdo tampoco en este 
particular las disposiciones legislativas. 

El legislador germánico establece en el Código para el Im- 
perio (art. 528), que cuando el donante, después de realizada 
la donación, se encuentre en tales circunstancias que no pueda 
subvenir á su sostenimiento conforme á su estado, ni sitlisfacer 
la obligación en que se halla, según la ley, de mantener á sus pa- 
rientes, á su cónyuge ó ex cónyuge, puede pretender del donatario • 
la restitución de la cosa donada, con arreglo á las prescripcio- 
nes sobre la restitución en el caso de un injustificado enriqueci- 
miento. Sin embargo, con esto el legislador no establece una 
-evocación verdadera y propia de la donación, supuesto que 
Ltribuye al donatario la facultad de sustraerse á la restitución 
>agando la cantidad necesaria para la manutención. 

No puede dudarse que en el caso de una donación hecha por 
ID ciudadano del Imperio germánico á un italiano, y aceptada 
>or éste, se debería aplicar la disposición del citado artículo, á 
>e8ar de que la aceptación se hubiera verificado en Italia^ y de 
[oe en este país estuviesen los bienes donados; siempre, es claro, 
[ue la cuestión se ventilara entre donante y donatario, y que no 
itervinieran los intereses de los terceros. En efecto, no podría de- 
strse de aplicar la ley nacional del disponente, que debe regular 
i esencia de la donación entre donante y donatario, y la cir- 
onstancia de encontrarse en Italia los bienes donados y de ha- 

Dbrbcho INT. PBiv.— Tomo VI 28 
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berse celebrado en dicha nación la aceptación, no modifican 
la autoridad de la ley reguladora. 

Sin embargo, si la donación de los bienes existentes oiIuU 
estuviese debidamente transcrita, conforme & caanto dispoDe i 
patrio legislador en el artículo 1.932, y los terceros habiera 
conforiiie á su ley territorial, adquirido derechos sobre las cdsiá 
donadas, estos derechos no podrían invalidarse, ni tampocc 
seria eficaz, ciertamente, la acción del donante que recl&auc 
la restitución de la cosa donada. Se debe admitir solamenU 
que el donatario italiano podrá ser condenado á la prestaéát 
de los alimentos, y esto en virtud de los principios genendesit 
derecho, y por la consideración también de que nuestra lej. qt^ 
impone al donatario respecto al donante (1) la obligación de Im 
alimentos debidos, debe considerarse como una ley de oria 
público. 

La revocación verdadera y propia que produce el efecto ir 
la resolución del acto jurídico, y que reduce á la nulid&d j 
transmisión de los bienes efectuada mediante la donación, piei 
ser efecto, ó de la condición resolutoria impuesta á la estipula 
ción, ó de la condición resolutoria tácita que debe considersit 
que acompaña de pleno derecho al contrato de donación, sia^ 
pre que así resulte de las expresas disposiciones de la ley. Bs- 
]pecto á la condición resolutoria expresada en el acto de la esa 
pulación, es claro que se le debe aplicar la ley regaladora de L* 
donación para determinar la fornla en que ha de funcionar v >- 
efectos que puede producir entre las partes contratantes (¿ 
Inmediatamente nos ocuparemos de sus efectos respecto ál^* 
terceros. 

La revocación que puede realizarse de derecho pleno f' 
virtud de la condición resolutoria sancionada por la ley, deb' 
regularse conforme á la ley á que se subordina la esencia de ':• 



(1) Se deduce del árt. 1.081. 
• (2) Los jurisconsultos franceses sostienen que hasta par^ 
revocabilidad ó irrevocabilldad de la donación se debe aplica: 
lexrei sitae, en la donación inmobiliaria, y la del domicilio del doiu: 
te para la mobiliaria, Conf r. Aubry y Rau, Código ctcií, t- 1, § ^l. » 
gina 101. 
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'donación, siempre, bien entendido^ ' en las relaciones entre las 
.partes contratantes. 

La ley italiana sanciona la reyocación de la donación, por 
eftcto de la condición resolutoria, por causa de ingratitud y por 
^ue sobrevengan hijos (1). El patrio legislador, no obstante, 
concede la facultad condicionada de revocar la donación, pero 
no considera la revocación como consecuencia necesaria de 
«realizarse la condición. 

Los legisladores de los demás países regulan esta materia 
con algunas variaciones (2), pero no estamos en el caso de 
-exponer todas las diferencias que existen. 

-l.V ISV. Queremos insistir en lo que se refiere á la condi- 
ción resolutoria por sobrevenir hijos, que presenta notables 
diferencias. Tal circunstancia no se halla prevista en todos los 
Oódigos, pues no la considera como causa de revocación, el Códi- 
go del Imperio germánico. Con arreglo á otros Códigos, puede ser 
tal causa de revocación cuando está así expresamente estipulado, 
como sucede con el Código de Chile. En los que se halla admi- 
tida, se rige también de un modo diverso, pero nos basta poner 
de relieve las diferencias que existen entre el Código italiano y 
«el francés, para discurrir acerca délos conflictos que pueden 
nacer á causa de la diversidad de las disposiciones del Derec]}o 
positivo. 

Según el Código italiano, la revocación porque sobrevengan 
jiij os, es un derecho personal, una simple facultad atribuida al 
donante, el cual puede aprovecharla, presentando una demanda 
en que declare que quiere valerse de la facultad que le compete, 
rsegún la ley (3). De lo que se deduce que la revocación no 
puede producir sus efectos más que desde el día en que se pide, 
y afecta á las cosas donadas en el estado en que se hallan 
cuando se interpone la demanda (4) y se registra, sin que se 



(1) Art. 1.078, 1.087. 

(2) Confr. Código francés, art. 953 y sig.; del Imperio germá- 
nico, 590; español, 644 y sig.; portugués, 1.482 y sig.; holandés, 1.725 

y sig.; de Zurich, 431 y sig.; chileno, 1.424, y mejicano, 2.633 y si- 
^gnientes. 

(3) Art. 1.083. 

(4) Art. 1.089 del Código civil italiano. 
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perjudiquen los derechos adquiridos por los terceros sobre k; 
inmuebles, con anterioridad á la transcrípcióii de la demui^ 
de reyocación (1). El legislador establece también que la acat 
de reyocación por sobreyenir hijos, prescribe & los dncoaÉoi 
computables desde el día en que nació el último de eUos. 

El legislador francés, de un modo opuesto, reprododecdt 
con ligeras modificaciones (2) la disposición sancionada en r. 
artículo 39 y siguientes de la Ordenanza de 1731, estableceqsr 
la donación se reyoca de pleno derecho por el nacimiento de c 
hijo legitimo del donante, aunque sea postumo, ó por la kgit- 
mación de un hijo natural por subsiguiente matrimonio (3,; 
que la reyocación que se efectúa ipsojure, anula la donacó: 
ex tune j por lo tanto hace que yuelyan los bienes al patrímcx: 
del donante libres de todo grayamen ó hipoteca (4). . 

El legislador excluye toda prescripción para el ejercicio li- 
la acción, no admitiendo otra excepción, por parte del don&ur 
ó sus herederos que se encuentren en posesión de laa cosas d- 
nadas, que la prescripción de treinta años; por lo que la aeotí 
para que el Juez declare realizada la reyocación de plrao dert- 
cho, es ejercitable durante este lapso de tiempo. 

%.399m ¿Qué carácter debe atribuirse á las leyes que ref.- 
l§n la reyocación de la donación por el adyenímiento de hijc-^^ 

Algunos han creído que deben tener el carácter de lejes 
orden público, y que como tales, gozan de la autoridad de es^ 
tuto real, porque rigen en definitiya la facultad de disponer 
los bienes, y sancionan las limitaciones, en lo que se refiera 
los bienes de que se puede disponer por donación (6). 

Siguiendo tal orden de ideas, es necesario admitir qse 
disposición del art. 960 del Código ciyil francés debería af 
carse para reducir á la nulidad la donación que hiciese ii£ti 



(1) Arts. 1.088 y 1.933 del Código civil italiano. 

(2) A fin de que la legitimación del hijo natural pueda ser moc 
de revocación, se requiere que haya nacido después de la donar: j 
en lo cual, el Código civil modificó lá Ordenanza de 1731. 

(3) Art. 960 del Código civil trances.. 

(4) Art. 963 del Código civil francés. 

(5) Confr. Brocher, Droit tnf, privé, pág. 345, núm. 141. 
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4¡raDJ6ro de sus bienes inmuebles existentes en Francia, aun 
-cuando según su ley. personal, la circunstancia de que hubieran 
sobrevenido hijos, no se considerase como condición resolutoria. 
También habría que admitir que la reyocación tendría lugar de 
pleno derecho, conforme á cuanto establece el legislador fran- 
•cés, á pesar de que, según la ley personal, se reconociera y res- 
petase la autonomía del donante, dejando á su poder discrecional 
la facultad de ircTOcar ó no la donación hecha. 

No admitimos tal teoría, hallándonos en esto de acuerdo 
con Laurent' (1), y creemos que todo lo que se refiere á las cau- 
sas de revocación conforme á la ley, debe ser regulado por la 
•que rija la esencia del acto jurídico y las relaciones contractua- 
les que de él nacen. En efecto, no puede sostenerse que tal ma- 
teria afecte al orden público.ni á la condición de los bienes, para 
admitir la autoridad de la ley territorial. Aun admitiendo que 
la revocación de la donación con motivo del advenimiento de 
los hijos, se deba considerar fundada en el justo concepto de 
«proteger el orden de las familias y de proveer á la conservación 
«de los bienes en interés de los descendientes legítimos, no se 
puede llegar hasta el punto de atribuir autoridad er'ga otnnes á 
la ley territorial, porque no puede sostenerse con argumentos 
bien fundados, que á ésta competa la organización de la familia 
extranjera y la conservación de los bienes en interés de los hi- 
jos de los extranjeros. 

La condición resolutoria en las relaciones contractuales, de- 
pende de la libre voluntad de las partes, y debe someterse á la 
iey del contrato. En éstos, pues, debe sobreentenderse siempre 
la condición resolutoria tácita, la cual, sin embargo, -dependerá, 
y se determinará por la ley á que se sujeten las relaciones con- 
"tractuales, supuesto que esta ley es la que debe tenerse como 
parte integral del acuerdo efectuado por las partes mediante su 
•recíproco consentimiento. Ahora bien, después de haber demos- 
«irado de un modo concluyente que la ley reguladora de las re- 
laciones contractuales á que se da existencia por la donación, 
^ebe ser la ley personal del disponente, resulta terminante, á 




,(1) Laurent, Droü civ. tnt, vol, VI, núm. 291 y siguientes. 
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nuestro modo de yer, que se debe admitir que dicha ley se csi- 
sidere como parte integrante de la voluntad de las paitfó ^^ 
realizaron el actO; y que, por lo tanto, conforme i dlaei- 
dusivamente se determinarán y establecerán las condiaoies 
resolutorias tácitas y las impuestas por el niit»nio legislador, 
considerándolas como si hubiesen formado parte de la estip 
lación.. 

Lo que dejamos dicho es aplicable á toda clase de condicio- 
nes; tanto á las que llevan consigo la resolución de la donadi: 
por causa de ingratitud, como á las que producen dicho ^ecto i 
causa del incumplimiento por parte del donatario de las cargis 
que le impuso el donante, como á la del advenimiento des: 
hijo, suponiendo que la ley la considere como motivo de resd.' 
ción. Es cierto que aunque tal motivo no esté previsto por ii 
ley, no puede prohibirse al donante hacer la donación bajo t¿ 
condición resolutoria expresa. Aparece, pues, claro, que coandf 
el legislador ha previsto tal circunstancia como motivo de resd^ 
lución, si se observa que la donación debe considerarse ^om&t 
da á la autoridad de tal ley, no se puede negar que el adreni- 
miento de los hijos se estime tácitamente establecido estip 
donante y donatario como condición resolutoria; y que tal cor 
dición tácitamente estipulada entre las partes, debe ent^ndeiv 
consentida por aquella ley. Por lo que deberá decidirse, confois: 
á la misma, si la adveración de la condición puede ocasionar 9 
revocación de pleno derecho, ó subordinarla á la voluntad é' 
donante, y si ha de considerarse establecido un término pan r 
ejercicio de la acción, cuál sea este, y asi sucesivamente. 

En realidad, las reglas sancionadas por la ley territon- 
acerca de la adquisición de la cosa donada mediante la prescí^' 
ción^ deben tener siempre una autoridad preferente; y por i 
tanto, siguiendo nuestro orden de ideas, también en la hipóte* 

■ 

de la donación hecha por un francés de sus inmuebles extsie&t^ 
en el extranjero; siempre que el donatario que los hubiera posei¿ 
y los posea pudiera alegar la prescripción de diez añoS; \&c:í 
conforme ala lex rei süae se considerase suficiente para laadqf 
sición por prescripción, se podría sostener que, habiendo a 
tablecido nosotros, en principio, que la ley reguladora de : 
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donación debe ser la personal del donante; y teniendo presente 
que, conforme á la ley francesa; puede ejercitarse la acción en el 
término de treinta años, en tal período de tiempo, el donante 6 
sus herederos podrían ejercitar la acción. Por el contrario; debe 
prevalecer el más justo principio de que para la prescripción 
adquisitiva de los inmuebles, todo dependerá de la lex rei sitae. 

La ley de la donación puede desplegar su autoridad propia 
en cuanto establezca la prescripción de la acción, porque el 
término de la acción se refiere al ejercicio del derecho, y por 
consiguiente, la prescripción, respecto al plazo, forma parte 
integrante del derecho mismo; por lo que debe depender de la 
ley que ha de regular el acto jurídico á que el derecho se refiere. 
!En efecto, es necesario considerar que cuando el legislador dice 
que la acción revocatoria prescribe en el término de cinco años, 
es lo mismo que si dijera que el derecho de revocar la donación 
no subsiste más que durante el período de cinco años, de donde 
86 aplicará respecto á este particular, la ley á que debe someterse 
la esencia y el contenido del acto jurídico, ya que no se trata 
de los bienes. 

En virtud de los principios expuestos, sostenemos que un 
italiano que haya donado á un francés sus propios bienes inmue- 
bles existentes en Francia, no podrá pedir la revocación á cansa 
del advenimiento de hijos, más que en el término de cinco años, 
7 que en vano invocaría la disposición del artículo 966 del Có- 
digo francés y la circunstancia de que los bienes inmuebles 
donados se encontraban en Francia, para sostener que no habien- 
do poseído el donatario los bienes donados durante el período 
de treinta añoS; no puede repeler su acción alegando la pres- 
cripción, ya que ésta se regula por la ley territorial. Es cierto 
que debe aplicarse la ley territorial en materia de prescripción, 
pero sólo cuando se trate de la adquisitiva, no cuando se trate 
de la prescripción de acción. 

LSISO. Veamos ahora cómo deben decidirse las contro- 
versias relativas á la donación, cuando se litiguen intereses de 
terceros. 

Hemos repetido y sostenido varias veces que, toda disposi- 
ción de ley que defienda los derechos de los terceros, regula y 
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vigila no ja los derechos privados de las partes, sino más biec 
los de la colectividad, por lo qae las disposiciones de que hibU- 
mos, forman parte del derecho público territorial y deben de 
plegar su autoridad en el Estado erga omnes^ lo mismo que tooi 
ley emanada del Soberano que protege los intereses y dereck*^ 
sociales. Manteniendo resueltamente esta máxima y faacies'^" 
aplicación de ella á la donación, es indispensable observar, ri 
principio, que las disposiciones de ley que en este asunto regolai 
y velan por los derechos de los terceros, deben tener antoridül 
territorial en toda cuestión en que intervengan intereses de ]*•- 
terceros. 

La donación, cuando llega á perfeccionarse conforme i «i 
ley reguladora, lleva consigo la transmisión de la propiedad ii 
la C0S9. donada, al donatario que la ha aceptado; por lo q( 
como esta deja de formar parte del patrimonio del donante • 
comienza á formarla de el del donatario, cesa de ser una garasD 
de los acreedores del donante y comienza á serlo de los del ¿^ 
natario. Efectivamente, compete al acreedor considerar k^ 
bienes de su deudor como garantía común de sus créditos coctra 
él. Puede ocurrir que los bienes que hayan sido objeto de la ir 
nación, se encuentren en país extranjero, y que los acreedoct^ 
del donatario vengan á contender con los del donante 6 con ifr 
sucesivos adquirentes de la cosa donada. ¿Qué ley debe desple- 
gar su propia autoridad para resolver el conflicto? ¿Podrá ei 
este caso atribuirse autoridad preferente á la ley encargada i^ 
regular el acto jurídico y la transmisión realizada en virtud d* 
la donación? 

Según la ley italiana, la transferencia de la cosa mediaste 
la donación, se hace efectiva entre las partes cuando el conreck 
se ha perfeccionado; pero no tiene eficacia respecto á terc^ 
ros, tratándose de inmuebles ó derechos reales, más qae desi^ 
la inscripción del acto de la donación (art. 1.93S delCódip* 
civil); tratándose de bienes muebles por su naturaleza, ó de ti 
tulos al portador, desde que el donatario se halle en poseáct 
de la cosa donada (art. 707); y la fecha de la posesión címceii- 
da al donatario de buena fe, es la que, respecto á los dooau- 
rios sucesivos, sirve para computar la transmisión eficaz en lo qj» 
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Be refiere á los terceros (art. 1.126); tratándose de créditos, la 
transferencia no es efectiva respecto á terceros hasta que se no- 
tifica al deudor la cesión del crédito, realizada mediante la do- 
nación hecha por el donante acreedor (art. 1.639). 

Tales disposiciones tendrían^ sin duda, un valor decisivo, en 
la hipótesis de que un donante extranjero hubiese donado un 
inmueble existente en Italia, una cosa mueble, títulos al porta- 
dor localizados en Italia en el momento en que se realizó la do- 
nación, ó un crédito exigible en Italia. En el caso de que los 
acreedores del donante intentasen proceder contra los bienes do- 
nados, y de que naciese el conflicto entre los acreedores, el dona- 
tario y los sucesivos adquirentes, el Juez del Estado tendría 
que aplicar nuestra ley para decidir si puede ó no considerarse 
fundada en conformidad con ella la acción del acreedor del do- 
nante, y si respecto á éste la cosa donada debe considerarse aún 
en su patrimonio, más bien que en el del donatario. 

En vano, por ejemplo, se invocaría ante el Juez del Es- 
tado la ley extranjera reguladora de la donación, para soste- 
ner que en el caso de donación de un crédito exigible en Italia; 
perfeccionada la transmisión por el contrato de donación se- 
guido de la entrega del documento ó del título al portador, el 
lonatario y sus acreedores deben ser preferidos á los del do- 
lante, porque según la ley extranjera, bajo cuyo imperio la do- 
nación del crédito se hizo perfecta, la notificación no se reque- 
ría, y que la transferencia del crédito se perfeccionó y es eficaz 
Hedíante la entrega del documento. 

Tal ley desplegaría indudablemente su autoridad, si la cues- 
ion naciese entre el donante y el donatario; puesto que es la 
]ue debe aplicarse para regular las relaciones contractuales na- 
cidas y perfeccionadas entre aquéllos, mediante la donación; pero 
lO podría igualmente desarrollar su propia autoridad si se tra- 
;a86 de disminuir ó invalidar los derechos adquiridos por los 
lerceros, en virtud de la ley del Estado del Juez. La ley ex- 
xanjera no podría, pues, derogar lo que establece el legislador 
taliano en los arts. 1.948 y 1.949 para regular la garantía co- 
QÚn de todos los acreedores respecto á sus deudores, ni el 1.639, 
aediante el cual se excluye todo derecho del cesionario del eré- 
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dito respecto i los terceros, si no se había notificado al dsaicr 
la cesión efectuada, 6 el deador mismo no la habín aceptado pe 
acto aotéotico. 

Cualquiera forma de publicidad sancionada por el legtsliddr 
del Estado para hacer efectiva la transmisión erya úmmet, áá^ 
considerarse como ana disposición de orden público, y cob^- 
dérsele la autoridad de estatuto real, porqae vela por los de- 
rechos y los intereses sociales. 

'l«vaO* Hemos dicho que las leyes de algunos países con- 
sienten que se haga la donación bajo condición de ser rere:- 
tida, y añadimos que esta condición podría imponerse expre- 
samente en el acto de la donación, sin que sea dable prohibir ti 
donante que imponga á la liberalidad que hace todas las condi- 
ciones posibles y lícitas que no sean real y yerdaderamoite coe- 
diciones potestatÍTas. Ahora bien, dado que un extranjero hxn 
donado así las cosas existentes en Italia, y que habiendo muertí) 
antes el donatario que el donante, éste promueva ante el Jes 
del Estado la acción de reversión de los efectos donados, aí¿ 
derecho que le pertenece no puede negarse en virtud de cnanto 
se estipuló. No obstante, la disposición del art. 1.072 del Ce* 
digo civil italiano, en cuanto deja á salvo los derechos de los ter- 
ceros, debería aplicarse cualquiera que fuese la disposición Oi 
la ley extranjera, ó la forma del pacto expresamente estípuladc. 
El patrio legislador establece que, al verificarse la condidc:. 
de reversión, la donación se resuelve ex tune, y que quedan por 
lo tanto anuladas las enajenaciones hechas por el donatark- 
y las hipotecas que él concediese sobre la cosa donada. Sr 
embargo, si el donatario hubiese celebrado matrimonio, 6 tu- 
viera inscrita una hipoteca en favor de su mujer, como gara^ 
tía de la dote y de los beneficios dótales, en el caso de que lo» 
demás bienes del donatario no fuesen suficientes, quedará í 
salvo el derecho de la mujer. Ahora bien, supongamos que c. 
donatario que haya aceptado la donación, hecha por un extoran* 
jero, de bienes inmuebles existentes en Italia, se case con &£* 
italiana, y ofrezca aquellos en garantía de la dote; dado que b 
donación extranjera pueda anularse por la condición de se: 
revertible, sería necesario aplicar la disposición del mencionada" 
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articulo para decidir acerca de los derechos de la mujer, aunque 
se tratase de donación sujeta ¿ la ley extranjera que no dispusie* 
ra de acuerdo con la italiana. 

Así también debería aplicarse la ley territorial en la hipó- 
tesis de que la cosa donada, pendiente la condición de teyer- 
sión, hubiese sido enajenada por el donatario, para decidir 
si el adquirente, que en tales circunstancias yendria á ser un 
tercero poseedor, podía aducir el derecho de haber adquirido 
la cosa medíante prescripcióu, y para decidir toda contienda 
respecto á dicho adquirente en consideración á las condicionea 
requeridas para que se tenga por efectuada la prescripción. 

l.V ai« Igualmente hemos dicho que la donación puede re» 
yocarse por haberse realizado la condición resolutoria sanciona 
da por la ley, y bajo este aspecto, aun reconociendo la autori- 
dad de la ley reguladora para determinar los efectos de la reyo- 
cación entre donante y donatario, es indispensable; sin embargo^ 
someterse á la autoridad de la ley territorial, en cuanto regula y 
protege los intereses de los terceros. 

Conforme al Código ciyil italiano, por ejemplo, se debe ad- 
mitir que el donante extranjero puede pedir la reyocación de 
la donación por el incumplimiento de los grayámenes impuestos 
al donatario bajo condición resolutoria; sin embargo, el patrio 
legislador dispone, que deberán quedar á salvo los derechos 
adquiridos por los terceros sobre los inmuebles con anterioridad 
á la transcripción de la demanda de reyocación; el art. 1.93& 
establece que la demanda de revocación de la donación debe 
ser transcrita, y el artículo 1.942 dispone que hasta que la de- 
manda no se haya transcrito; no produce efecto alguno respecta 
á los terceros "que por cualquier título hubiesen adquirido y 
conservado legalmente derecnos sobre el inmueble. 

No puede dudarse, por lo tanto, que cualquiera que sea la 
disposición de la ley extranjera, cuando se discutan interósea 
de terceros sobre las cosas objeto de la donación colocadas 
bajo el imperio de la ley italiana, ésta debe ser la que se apli- 
que para decidir si los derechos por aquéllos adquiridos respecto 
á las cosas donadas, pueden ó no negarse. Aú, pues, si se tra- 
tase, por ejemplo, de la donación hecha por un alemán á uu 
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ítalianO; y el donante á quien compete esta facultad, quena- 
do pedir la reyocación de tal donación por haberse hedu) i 
donatario culpable de ingratitud (1) hubiera legalmente dtaJD 
al donatario italiano ante un Tribunal del Imperio, y porcot 
secuencia de la declaración de aquél contra el doDaUrio, se 
reyocase la donación; dado que las cosas objeto de la donsció^ 
se hallasen en Italia, aquel Tribunal podría, sin duda, declarar 
ejecutiva la sentencia contra el donatario, para obligarle i 
restituir las cosas donadas (2). Pero si los terceros taTÍe8en,ai 
virtud de nuestras leyes, derechos adquiridos sobre los inmoe 
bles existentes en nuestro país, tales derechos legalmenteadqoi- 
rídos y legalmente conservados, deberían ser protegidos mertei 
á lo que dispone el soberano territorial. Por consiguiente, cuan- 
do el donante alemán no hubiera observado cuanto se prescribe 
acerca de la transcripción de la demanda y de la senteDcia 
resolutoria en los artículos 1.933 y 1.944 del Código civil,ii> 
podría invocar eficazmente la ley del Imperio germánico par» 
derogar en su virtud las normas sancionadas por la ley territoriü! 

Suponiendo que los terceros hubieran adquirido legalmeot^ 
derechos reales antes de la transcripción de la demanda ii 
revocación ó antes de la transcripción de la sentencia que pre- 
nunció la devolución de la donación^ tales derechos deberii»'^ 
respetarse con arreglo á lo que dispone la lex rei sitae. 

Los mismos principios deberán tenerse presentes en el caK 
de que la donación se revoque porque sobrevengan hijos. 

El Código francés prefiere el derecho del donatario al <ic 
los terceros, admitiendo en el art. 963 un principio muy distÍE- 
to del consagrado en el 968, que se refiere á la revocación per 
causa de ingratitud. La revocación por advenimiento de biji> 
tiene lugar, conforme al Código francés, de pleno derecho. Ob- 
servemos, no obstante, que como es indispensable la senteocu 
del Juez, que afirme la revocación de pleno derecho, si se tra- 
tase de inmuebles existentes en Italia, la sentencia debería trao5> 
cribirse para sus efectos, respecto á los terceros, conformen 



(1) Art. 630 del Código germánico. 

(2) Art. 531 del Código germánico. 



D£ LA DONACIÓN 365 

artículo 1.932 del Código civil italiano, y quedarían á salvo lo» 
derechos legalmente adquiridos por éstos antes de la transcrip- 
ción de la sentencia. 

l.V ais* La reducción de la donación puede tener lugar 
solamente cuando se abra la sucesión de quien dispuso de sus 
bienes por acto entre vivos, 7 es un derecho que se les atribuye á 
los herederos legítimos, como hemos dicho anteriormente (1). 
Es natural que como tal derecho encuentra su fundamento en 
el derecho hereditario, mejor dicho, es una garantía legal del 
derecho mismo, debe fijarse y regularse por la ley á que está 
sometida la sucesión, y conforme á la cual ha de determi- 
narse la parte de los bienes reservada á cada uno de los here* 
deros legítimos, y la cuota de los de que cada uno puede dispo- 
ner á titulo gratuito, mediante actos entre vivos ó de última vo- 
luntad. Recordamos, pues, lo que hemos dicho á propósito de 
la acción de reducción como derecho competente á los reser- 
vatarios (2). 

Del mismo modo llamamos la atención acerca de lo que di- 
jimos anteriormente respecto á la' obligación de la colación, á- 
la cual está obligado el donatario que concurre con los demás 
herederos á la sucesión del disponente (3). Tales cuestionea 
conciernen en realidad al derecho hereditario,- y deben enten- 
derse sometidas á la ley que ha de regularle. 

Sólo pretendemos advertir aquí que en el caso de que las 
cosas donadas se encuentren en país extranjero, y de que los 
terceros hubiesen adquirido derechos sobre ellas, es necesaria 
también tener presente la lex rei süae para decidir respecto al 



(1) Confróntese § 1.669. 

(2) Confróntese §§ 1.592 y 1.693. 

Advertimos que, según la jurisprudencia francesa, el derecho de 
reducción de las disposiciones á título gratuito hechas por el de 
cujus, se entiende sometido á la ley francesa, siempre que un fran- 
cés esté interesado, como heredero, en la sucesión. Por lo que se 
considera aplicable el art. 1.098 del Código civil francés, que limita 
la parte disponible entre los esposos, en el caso de la sucesión de 
un suizo, á la cual concurrían herederos franceses. Trib. de Lyon,. 
19 de Noviembre de 1880. {Journal de Dr. int, privé^ 1882, pág. 419), 

(3) Confr. § 1.669 y siguientes. 
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ejercicio de la acción de redacción de las donaciones en bqs re- 
laciones con los terceros, detentadores de los inmuebles Jo- 
nados. 

El legislador italiano establece en el art. 1.095, qae en s 
caso de reducción de la donación, los inmuebles que bu dt 
recobrarse, estarán libres de toda deuda é hipoteca contraiJi 
por el donatario (1). En el artículo siguiente se dispone qae i 
acción de reducción puede promoyerse por los herederos cos- 
tra los terceros, detentadores de los inmuebles que sean pule 
de la donación, enajenados por el donatario, en la forma y eof! 
orden mismo con que podría promoverse contra los donatarios. 

¿Se podr& sostener, quiz&, que si la ley extranjera dispQsi^ 
ra de modo diverso, el heredero legítimo puede promoTer, si 
otro fundamento, la acción contra aquel que detiene en lub 
los bienes donados? Supongamos que según la ley extrafljen 
reguladora de la sucesión, el heredero legitimario no está obS- 
gado á proceder contra el donatario^ que es su deudor prioci- 
pal; ¿se podrá, por ventura, invocar tal ley para sostener b 
acción contra el tercero, detentador de los bienes donados exi^ 
tentes en Italia? No, ciertamente. En efecto, considerando qi^ 
según la lex rei süaé el tercer poseedor tiene el derecho de opc* 
ner al heredero legítimo una excepción válida, consistente a 
el deber de proceder antes contra los bienes del donatario, s« 
dudamos de que esta excepción, fundada en la ley territorit 
debe considerarse eficaz por el Juez del Estado para reconooer 
el derecho del adquirente del inmueble donado para repeler !s 
acción del heredero legitimario que no haya procedido antei 
contra los bienes del donatario. Tal acción, en efecto^ debe eos* 
siderarse, conforme á nuestra ley, como una condición para'u 
admisibilidad de la acción por parte del heredero. 

Decimos esto, amparándonos siempre en el principio ges^ 
ral de que el hecho jurídico de la adquisición de un derecb^^ 
real sobre un inmueble situado bajo el imperio de una leJd^ 
terminada, hace aplicable la lex rei sitae, que protege el miso: 
derecho perteneciente al adquirente ó al detentador de nn i^' 



(1) Están conformes los arts. 929 y 930 del Código civil francés 
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mueble, que es un tercero respecto al que ejercita la acción. La 
ley extranjera que ha de regular los derechos hereditarios y re- 
gir las acciones que corresponden á los coherederos en sus re- 
laciones como tales, no puede, desde luego, menoscabar el dere* 
cho del adquirente que no sostiene su derecho como heredero, 
sino como tercero, y en su propio nombre, fundándose en la ley 
territorial bajo cuyo imperio adquirió el derecho real. 

Así también, si el tercero detentador, para impedir la entre- 
ga, tiene el derecho, conforme á la lex rei siiaey de rechazar la 
reivindicación, pagando inmediatamente lo que el heredero le- 
gitimo pueda reclamar, tal facultad no podrá ser negada, en 
virtud de cuanto establece la ley reguladora de la sucesión. 

Semejantes principios no pueden negarse, á causa del sistema 
de la legislación italiana, que reconoce la autoridad de la ley re- 
guladora de la sucesión respecto á los bienes del de cujus, de 
cualquiera naturaleza y donde quiera que se hallen situados; 
porque hemos dicho cómo debe entenderse la disposición san- 
cionada en el art. 8.^ del titulo preliminar del Código civil ita- 
liano, siempre que la ley de la sucesión se encuentre en oposi- 
ción con la lex rei sitae (1). 

En virtud de los mismos principios, es necesario admitir 
que aun cuando, según nuestra ley y la francesa, la acción de 
reducción tenga carácter personal y real, en el sentido de que 
hace volver las cosas libres de cualquiera hipoteca constituida 
por el donatario, merced á la disposición sancionada por el pa- 
trio legislador en el art. 1.095, no se tendría razón para menos- 
cabar la hipoteca adquirida sobre el inmueble donado y exis- 
tente en el extranjero, siempre que con arreglo á la lex rei sitae 
se negase tal efecto real contra el tercero, en cuyo favor consti- 
tuyó la hipoteca el donatario. Del mismo modo, si la ley terri- 
torial excluyese la acción de reivindicación contra el tercero 
que hubiese adquirido la cosa donada de buena fe, tal disposi- 
ción debería respetarse, á pesar de lo que en oposición esta- 
blezca nuestra ley en el art. 1.096. 



(1) Véase lo que hemos dicho anteriormente respecto á la inter- 
pretación racional tlel art. 8.o, § 1.305 y siguientes. 
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l.VSS* Consideramos oportuno hacer notar que el legisli- 
dor italiano sanciona una regla especial en el art. 1.311, qse 
dice: cLa confirmación, ratificación ó ejecuciÓD Tolnntamce 
una donación por parte de los herederos ó de los caaaahabieih 
tes del donante, después de la muerte de éste, implica la renoE- 
cia de aquéllos á alegar vicios de forma ó cualquiera otn ex- 
cepción» (1). 

No dudamos, desde luego, que debe admitirse la autonda: 
de tal disposición en el caso de que la ejecución Yolnntaiii ¿» 
la donación, irregularmente hecha por un extranjero, tenga h- 
gar en nuestro país por parte délos herederos extranjeros c 
causahabientes del donante extranjero. En efecto, nos panes 
que el patrio legislador ha querido regular por medio de la dis- 
posición de que hablamos, los efectos legales del hecho jurídico 
realizado bajo el imperio de su ley, y sostenemos que debe 
tener autoridad en tales circunstancias el principio general ¿t 
que la ley que se ocupa de un hecho jurídico en sí mismo consi- 
derado, y que lo regula, no en interés de los pariicalares, síe: 
por los conceptos de orden moral que estime más justos el I^ 
gislador; forma parte de las leyes de orden público territoiiil. 
y como tal debe extender su autoridad erga omnes. 



(1) Está conforme con el art. I.d40 del Código civil francés. 
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408, 1.51 1; aplicación de los mismos á la sucesión de un msoabk.^ 
en Francia, V, 409, 1.512.- Cómo deben resolverse las cnestkit' 
concernientes al contenido de la representación, V, 411, 1.513; s:^- 
ridad de la lex rei sitae en esta materia, V, 412, 1.514. — Forma d« ¿ 
declaración relativa al beneficio de inventario y procedimiecto, • 
41 3, 1 .515. — V. Aceptación y repudiación de la herencia, 

— presunta de una ley por las partes, I, 96, 28. 

— y repudiación de la herencia: ley que debe regirlas, V, 373, 1.439- * 
Cómo se ofrece esta cuestión en el sistema que sujeta la sQceeÍQB i -> 
ley nacional, V, 376,1.490. — Capacidad para aceptar 6 r^podiv.'' 
377, 1.491. — Validez de la aceptación ó repudiación, V, 378, 1w4S2 
Cuándo puede anularse la aceptación, V, 379, 1.483. — Cómo se;^*^ 
senta la cuestión en el sistema que reconoce la autoridad de la íe? '* 
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sitae, y, 880, 1.494.~DÍ6tÍDgnefie lo Concerniente á la forma de la 
aceptación de lo que se refiere al carácter intrínseco del acto, V, 880^ 
1.495.— Forma de la declaración expresa, V, 881, 1.496.— Gaándo 
pnede tener aplicación la regla locu8 regit actum, Y, 388, 1 .497. — 
Efectos de la aceptación pura y simple, V, 887, 1 .498. — Autoridad 
de la lex rei sitae en cuanto á la aceptación ó repudiación, V, 887, 
1.499. — Derechos de los acreedores respecto del que no quiera acep' 
tar ó repudiar 1» herencia, V, 889, 14S00.— Autoridad de la lex rei 
sitae para regular las consecuencias de la posesión de los bienes here- 
ditarios, V, 391, 1.501^ autoridad de la misma respecto de la eficacia 
de la repudiación en cuanto á tercero, V, 898, 1.S02.— Forma del acto 
de repudiación en sus relaciones con los intereses de los terceros, V, 
398, 1 .503.— V. Aceptación á beneficio de inventario. 

Acrecentamiento de la dote.— V. Inmutahilidad de loa convenios matri- 
moniales. 

Acreedor. — Medios de que dispone para obligar al deudor. V. Medios 
de que dispone el acreedor. 

— pignoraticio. — V. Prenda, 

Acreedorea. — Sus derechos respecto del que no quiera aceptar, ó re- 
pudia la herencia, V, 889, 1.500. — V. Aceptación y repudiación de la 
herencia.— Su convenio con el quebrado. V. Extinción de las obligaciones. 

— de la herencia. —Discusión acerca de los mismos, VI, 266, 1 .680. — 
£1 principio de quería división es traslativa ó declarativa en relación 
con los herederos y los acreedores, \T!, 266, 1.681.— Concurso de 
acreedores: acción mancomunada ó solidaria, VI, 270, 1 .682.— Ley 
que puede desplegar su autoridad en el caso de ejecución forzosa, VI,. 
273, 1.683.— Acreedores hipotecarios, VI, 276, 1.684.— Separación 
del patrimonio del difunto de el del heredero, VI, 277, 1.685. — Con- 
secuencias que se deducen admitiendo que la ley tiene el carácter de 
estatuto real, VI, 280, 1.686. 

Acta de bautismo: cuándo equivale á la de estado civil, II, 219, 498. — 
V. Actas del estado civil, 

— suscrita por un rabino: puede probar la celebración del matrimonio,. 
II, 277, 552.— V. Matrimonio. 

Actas de notoriedad: su eficacia, II, 226, 505.— V. Actos dd estado civü, 

— del estado civil. — V. Actos del estado civil. 

Actos del estado civil.- Su concepto, II, 215, 493.— Bajo qué punto de- 
bemos ocuparnos de ellos, II, 216, 494. — A las relaciones de derecho 
que mediante los actos del estado civil quieren establecerse, ¿deben 
aplicarse otras reglas?, II, 217, 495.— Principios acerca de la sub- 
sistencia del acto, II, 217, 496.— ¿Se consideran documentos auténti- 
cos los certificados expedidos por los eclesiásticos?, II, 218, 497. — 
Cuándo el acta de bautismo puede equivaler al acta del estado civil, 
II, 219, 498. — Cuestiones que pueden surgir para hacer eficazmente 
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la declaración de nacimiento ó mneiie, n, 220« 499. — Actas expoÜ 
das en el extranjero ante los Agentes diplomáticos, con arreglo t :í 
ley personal» n, 221, SOO.— Autoridad de la ley personal reepecto i 
las actfis del estado civil, U, 222, 501. — Actos realizados por en cs- 
dadano en el extranjero, 11, 223, 502. — Valor de las acias del estad' 
civil como medio de prueba, 11, 224, 503. — Eficacia de las actis^e 
notoriedad, ü, 226, 505.— De las indicaciones extrañas, n, 237, 909 
Rectificación de las actas del estado civil y Tribanal competente pan 
ordenarla, II, 227, 507.— Consideraciones acerca de la agregación de 
una partícula, de un pronombre ó de un nombre patronímico, H 
228, 508. 
Actos: su interpretación.— V. Extinción de la» Migadonea, Forma de ^ 
cusios, Interpretación y Pnteba de la» obUgacione». 

— realizados en diversas localidades: obligaciones que se derivan.— Véa- 
se Ijugar en que debe considerarse perfeccionado d contrato, 

— realizados por un ciudadano en el extranjero, ü, 228, 502. — Y. Aás$ 
del e»tado civil, 

— voluntarios lícitos.- V. Chum-contratos, 
Administración de las sociedades. — ^V. Contrato de sociedad. 

— de los bienes del hijo: cómo debe proveerse á la misma en caso dd 
abuso. — V. (cónyuge». 

Adopción.— Su carácter, ni, 124, 757.— Capacidad para la adopdóa, 
in, 126, 758.— ¿Puede el extranjero adoptar y ser adoptado?, III, 
126, 759.— Condiciones intrínsecas para la adopción, ni, 128, 76Q. 
Adopción del hijo natural de un extranjero, III, 129, 761. — Efiertoe 
de la adopción, III, 180, 762.— ¿Adquiere el adoptado la ciadadanii 
del adoptante?, ni, 131, 763. 

— como causa de impedimento al matrimonio. — V. Matrimonio y Oposi 
ción al matrimonio. 

— como impedimento al matrimonio, 11, 267, 539.— V. Matrinumio. 
Adquisición de derechos: para este efecto debe igualarse el ciudadano 

al extranjero, I, 361, 285.— V. Extranjero. 

— de la ciudadanía.— V. Ciudadanía. 

— de la herencia.— Distinción entre la transmisión y la adquisición, V. 
206, t.381 .—Dos sistemas acerca de la adquisición: la aditio^ le wwrt 
8ai»it le vif, V, 206, 1.382.— Contenido de lasomnc Aéréáttetrc, V. 
208, 1.383.— El Código italiano, V, 210, 1.384 —Autoridad de la ler 
relativa á la adquisición de la herencia. Teoría de Laurent. Opini^ 
del autor, V, 212, 1 .385.— Precísase la cuestión' de la adquisición, V, 
218, 1.386.— Consecuencias de la adquisición ipso jure, V, 21S, 1.387 
Ley que debe regir la transmisión de los derechos hereditarios, V. 
214,1.388; aplicación de los principios acasos particulares, V, 21 «, 
1 .389.— Autoridad de la lex rei sitae, V, 218, 1.390.- Distinción en 
tre la adquisición de la herencia como universita» juri» y la de 1» 
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cosas particulares que constituyen la herencia, V, 220, 1.391. — Anto- 
ridad del* estatuto personal y del real en las cuestiones sobre la pose- 
sión de los bienes hereditarios, V, 221, 1.392.— Son distintas las re- 
glas en el sistema tot territoria tot haereditates, V, 224, 1 .398. 

Adquisición de la propiedad.— V. Propiedad. 

Adulterinos.— y. HijoB adtdterinoB. 

Adulterio.— V. Filiación legitima. 

Afinidad (Parentesco de) como causa de nulidad del matrimonio. — Véase 
Oposición al matrimonio. 

AlbaceaSy VI, 162, 1.608.— Reglas acerca de la eficacia de su nombra- 
miento, VI, 163, 1 .609.— Sus poderes y atribuciones, \J, 166, 1.810. 
Ley que debe regular el ejercicio de sus derechos, \\[, 166, 1.811. — 

I Puede obtener la posesión de los bienes hereditarios, VI, 167, 1.812. 
Cómo debe proceder en los actos de albaceazgo y conservación de los 
bienes, VI, 168, 1.818. — Derechos y obligaciones del albacea con re- 
lación á los herederos, VI, 169, 1.821.— Validez de la venta hecha 
por el albacea, VI, 170, 1.822; opinión de Laurent y observaciones, 
VI, 170, 1.823.— V. Ejecución del testamento. 

Alberico de Rósate.— Su opinión acerca de la ley que debe regir la su- 
cesión, V, 64, 1.304. — V. Sucesión según el Derecho italiano. 

Alcance de la regla locas regit actum. — V. Forma de los actos y Locus regit 
acium. 

Alimentos.— Disposiciones de derecho positivo acerca de la obligación 
de prestarlos, II, 368, 821.— ídem acercado la extensión y naturaleza 
de la obligación alimenticia, II, 360, 82Z— No siempre puede aplicar- 
se á ésta el estatuto personal ni el real, II, 361, 823.— Aspecto bajo el 
cual la ley relativa á los alimentos puede tener el carácter de estatuto 
real, II, 361, 824.— Aspecto bajo el cual debe admitirse la autoridad 
del estatuto personal, II, 363, 825. — ^Manera de aplicar la ley personal 
ó la real en el juicio para obtener alimentos, II, 364, 828.— Caso de que 
el autor y el demandado sean ciudadanos de distintos Estados y no 
sea uniforme la ley del uno y del otro acerca de la obligación de prestar 
alimentos, II, 364, 827.— Hipótesis de que uno de la familia esté na- 
turalizado en el extranjero, II, 366, 828. — Resumen de la teoría, II, 
368, 829. 

— á los hijos adulterinos. — V. Prole nacida fuera del matrimonio. 

Alsacia-Lorena.— Tratado de cesión, II, 96, 388.— V. Cesiones territo- 
riales. 

Aluvión. — ^V. Accesión. 

Anexión territorial.— No produce ipso Jacto el cambio de ciudadanía, 11, 
91, 384. — V. CesioTíes territoriales. 

Anticresis. — Objeto de este contrato, IV, 311, 1.232.— Aspecto bajo 
el cual puede considerarse sometido á la lex rei sitas, IV, 312, 1.233. 
Reglas concernientes á la autoridad de la ley respecto de dicho con- 
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trato, IV, 314, 1.234.— Modo de regularlo las leyes, III, 380, 929 — 
Ley que debe regular las relaciones que de él se derivan, m, 331, 
930.— Forma de su contrato, III, 333, 931. V. Prenda. 

Anulación de la aceptación de la herencia, V, 879, 1 «493. — Y. Acepta- 
ción y repudiación de la herencia. 

Apertura de la sucesión. — Cómo la regulan las leyes, V, 188, 1.373.— 
Autoridad de la ley que declare abierta la sucesión por consecuencia 
de la muerte civil, V, 190, 1 «374.- Apertura en virtud de sentencia 
que declare la ausencia, V, 193, 1.37B. — Consecuencias que se deri- 
van de la diversidad de sistemas legislativos en materia de ausencia 
respecto de los derechos del ausente frente á los de aquellos á quienes 
se adjudicaron los bienes, V, 194, 1.376. — Aplicación de las reglas 
relativas á las presunciones de supervivencia, V, 197, 1.377. — Ley 
que rige el contenido del derecho hereditario. Y, 200, 1.378. — Natu- 
raleza de los derechos que se derivan de la sucesión, Y, 202, 1.379.— 
Si el derecho de herencia puede considerarse como un derecho real, 
Y, 204, 1.380.— Y. Suceftión en general. 

Aplaaamiento de la entrega de la cosa. — Y. Vendedor, Comprador y 
Compraventa. 

— del pago del precio de una compra, lY, 124, 1.078. — Y. Comprador. 
Aplicación de la ley extranjera derogando la territorial en materia de 

sucesiones, Y, 108, 1.332.— Y. Sucesión según el derecho italiano. 

— de la ley territorial á las personas morales extranjeras reconocidas, 
I, 391, 322.— Y. Personas jurídicas. 

— de leyes extranjeras.— Su necesidad, I, 320, 260. — £1 Juez adquirirá 
el conocimiento de las mismas, pero no puede presumirse que deba 
tenerlo, I, 320, 261. — Máximas seguidas por los Tribunales alemanes, 
I, 321, 262.— Principios que prevalecen en Inglaterra, I, 326, 283.— 
Sistema seguido en Francia y Bélgica, I, 327, 264.— Idwn en los Es- 
tados Unidos de América, I, 328, 265. — Máxima establecida por el 
Tribunal de Casación de Turín, I, 328, 266.— La ley extranjera no 
puede considerarse como un acto deducido en juicio, I, 328, 267.— 
Manera de adquirir conocimiento exacto y seguro de ofítío. I, 329, 
268.— Proposición de Laurent para facilitar el conocimiento de las 
leyes extranjeras. I, 330, 269.— Proposición del autor. I, 331, 270.— 
Otros medios para conseguir este fin, I, 332, 271. — Cómo debe pro- 
cederse si no se llega á conocer el derecho extranjero, I, 332, 272.— 
La indebida aplicación de la ley extranjera puede dar lugar al recurso 
de casación. I, 333, 273.— Y. Ley extranjera. 

Apreciación de la prueba. — Y. Prueba de las obligaciones. 
Apropiación de un tesoro. — Y. Ocupación. 

Apuesta y juego. — El contrato de juego ante las legislaciones modernas, 

' I Y, 326, 1.244.— Las leyes relativas al juego se aplican incluso á los 

extranjeros, I Y, 827, 1.246.— Autoridad de la ley que prohibe el prés- 
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tamo para jugar en el caso de que los jugadores sean extranjeros, IV^ 
328, 1.246. — Caso de que los jugadores sean ciudadanos de la misma 
patria; autoridad del estatuto personal, IV, 881, 1.247.— Asuntos re- 
lativos al juego, IV, 833, 1.248.— Autoridad de la ley que prohibe las 
loterías extranjeras, IV, 334, 1.249.— Caso en que el billete de lotería 
baya sido vendido en el extranjero, donde no esté prohibida su venta, 
IV, 336, 1.250.— Opinión del autor acerca de la acción judicial á con- 
secuencia de un billete de lotería adquirido en el extranjero, IV, 889, 
1.251.— Jurisprudencia y doctrina contraria, IV, 340, 1.252. 

Arras en las obligaciones. — V. Obligación. 

Arrendador.— V, Arrendamiento y Privilegio, 

Arrendamiento. — Su analogía con la venta, IV, 169, 1.108.— Ley que 
debe regular la capacidad de las partes, IV, 169, 1.104.- Arriendo de 
los inmuebles, iV, 160, 1.105. — Ley que debe regular la naturaleza 
del contrato, IV, 161, 1.106.— Diferentes principios según los cuales 
debe resolverse la cuestión acerca de la naturaleza del derecho resul- 
tante del contrato, IV, 162, 1.107. — Forma del contrato de arrenda- 
miento, IV, 163, 1.106; autoridad de la lex rei titae en esto, IV, 164, 
1.109.— Contenido esencial de las obligaciones del arrendatario y de!^ 
inquilino, IV, 166, 1.110. — Autoridad de la ley en caso de incendio 
de la cosa arrendada, IV, 166, 1.111.- Cuándo debe admitirse la auto- 
ridad de la lex rei tdtae, IV, 167, 1.112.— Cuándo puede considerarse 
ineficaz el contrato estipulado en el extranjero, IV, 169, 1.113. — Re- 
baja del precio del arrendamiento por consecuencia de la pérdida de 
la cosecha, IV, 169, 1.114. — Venta de la cosa arrendada durante el 
arrendamiento, IV, 170, 1.115.— Autoridad de la lex rei sitae y de la 
lex loci contractut en las estipulaciones entre el vendedor, comprador 
y arrendatario, IV, 173, 1.116. — V. Arrendamiento de aervicioSf Com- 
prador y Vende(lor, 

— de servicios y de industria en sus relaciones con la ley que debe re- 
gularlo, IV, 176, 1.117. — Determinación de la naturaleza propia de 
este contrato, IV, 176, 1.118. — Eficacia de los convenios por parte de 
los domésticos y loa operarios, IV, 177, 1.119; prueba de este contra- 
to, IV, 178, 1.120. — Contrato de transporte de personas ó cosas, IV, 
179, 1.121. — Determinación déla autoridad respecto del contrato y 
su forma, IV, 179,1.122. — Responsabilidad del empresario y valor 
de los Reglamentos, IV, 180, 1.128.— Cuándo deben reputarse inefi- 
caces los contratos impresos, IV, 182, 1.124. — Cuestiones sobre el 
cumplimiento del contrato de transporte, IV, 183, 1.125. — Principios 
concernientes á los empresarios de obras por adjudicación, IV, 
184,1.126. 
Arrendatario. — V. ArrenéUimiento. 

Asimilaoión entre las persoúas naturales y las jurídicas: es inadmisible, 
I, 888, 817.— V. Per9ona$ jurídicas. 
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Asistencia del pródigo.— V. Ineapacitaáo9, 

— recíproca en el matrimonio. — V. Matrimonio, Mt^er caaaAa y Opoma.-* 
al matrimonio. 

Asociaciones: su capacidad de suceder.— V. Capacidad de ha oikk^ 
cionei. 

Asociados*— V. Contrato de sociedad. 

Asser. — Su opinión, acerca de la ley que ha de regir las obligadfs^ 
que se derivan de Ibs cuasi contratos, IV, 349, 1.268. — V. Cwui^'^ 
tratos. — ídem acerca de la diferencia entre las leyes de orden púfati>. 
y el derecho público ante la autoridad territorial ó extraterritorial cr 
las leyes, I, 312, 253. 

Asuntos relativos al juego, IV, 838,1.248.— V. Apuesta. 

Ausencia.— Su carácter jurídico, II, 142, 424. — Leyes qae tieneo et 
cuenta esta condición, 11, 148, 425. — Las disposiciones relativas i )a 
ausencia son distintas aun para aquella que se refiera al concept' 
mismo de la institución, II, 144, 426. — Determinación de la ley qc^ 
debe aplicarse, II, 146, 427. — Teorías de Brocher, Laurent, Borde y 
Rocco, II, 146, 428; opinión del autor, II, 148, 429. — Casos eo q» 
debe aplicarse la ley territorial, II,- 149, 430.— Casos en qae deír 
aplicarse la ley personal, II, 150, 431.— Tribunal competente ^a 
declararla y ley á que debe ajustarse, II, 161, 432. — No se justifica b 
distinción entre las relaciones personales y las patrimoniales que ^ 
derivan de la ausencia bajo el punto de vista de la ley aplicable i h^ 
mismas, II, 168, 433; absurdos que se derivan del establecimiento d? 
esta distinción, II, 168, 434. — Puede obtenerse la posesión proví»^ 
nal de los bienes de un ausente, con arreglo á la ley personal, II, l&i 
435. — Condición jurídica del ausente; ley de que debe depender. H. 
166, 438.— Puede aplicarse la ley territorial respecto de los deTerh.s> 
sobre los bienes, II, 166, 437.— Eficacia internacional de la sent^ii» 
declaratoria de la ausencia, II, 167, 438. — Los principios del dertcV 
científico no siempre están de acuerdo con los sancionados por a- 
leyes positivas, II, 157, 439.— Apertura de la sucesión en virtud > 
sentencia que declare la ausencia, V, 198, 1.375. — V. Apertwra áí'- 
tttceñón. 

Autonomía de la soberanía: no es suficiente para conceder la natanL 
zación á un incapacitado, II, 78, 374.— V. Naturalización, 

— de los contrayentes en las capitulaciones matrimoniales. — V. Q^i^ 
laciones matrimoniales. 

— de los Estados: sus límites, I, 106, 34. 
Autor: sus derechos.— V. Propiedad literaria. 

Autoridad de la ley personal respecto á las actas del estado cítíI, I' 
222, 501.— V. Actos dd estado civil. 

— en el territorio de la ley extranjera: su determinación. I, 808, 245- 
V. Diferencia entre las leyes de orden público y d derecho pfkblico. 
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Autoridad territorial y extraterritorial de cada ley, 1, 107, 86; difícal- 

tades que nacen de la aplicación de este principio, I, 109, 37; esta 

autorización la establecen los tratados, 1, 112, 40. 
Autorización correspondiente para que la mujer casada, legalmente 

separada de su marido, pueda naturalizarse eii el eittranjero, II, 77, 

373. — V. Natwralizadán, 

— marital: ley por que debe regirse.— V. Mvjer casada. 
Atribución de ciudadanía.— V. Cittdadania. 

B 

Bancos: depósito en los mismos, tomo I V^ página 287, párrafo 1.210. — 
Véase Depósito y secuestro. 

Bar: Su teoría acerca del concepto del orden público interior é interna- 
cional, V, 92, 1.825.— V. Sucesión según el derecho itcUiano. 

Bartoio: Su criterio sobre el estatuto real y su autoridad, 1, 149, 74. 

Bautismo (Acta de): cuándo equivale á la de estado civil, II, 219, 498. 
V. Actos dd estado civil. 

Beneficio de división entre los coherederos. I, 229, 143.— V. Obligación. 

— de la vida internacional: deben ser admitidas las personas jurídicas, 

I, 388, 319.— V. Personas jurídicas. 

Bianchi: Su teoría acerca del goce de los derechos civiles, I, 847, 281, — 
V. Extranjero. — ídem sobre el disfrute y ejercicio en el extranjero de 
los derechos de las personas jurídicas^ I, 378, 310. — V. Personas 
jurídicas. 

Bienes.- Su cesión judicial. V. Extinción de las obligaciones, — Su régi- 
men en el matrimonio. V. Capitulaciones matrimoniales, Inmutabilidad 
de los conoenios matrimoniales y Naturalización. 

— de los cónyuges. — Diversos sistemas relativos al régimen legal de loe 
mismos, II, 368, 830; sistema que ha prevalecido en Italia^ II, 370, 
831; teoría de los jurisconsultos acerca de la ley que debe regular 
dicho régimen, II, 370, 832; preferencia de la opinión que reconoce, 
la autoridad del estatuto personal, 11, 373, 833; teoría de Laurent, II, 
374, 834; jurisprudencia francesa, 11, 376, 835; opinión del autor, 
n, 376, 838; observaciones á la teoría de Laurent, II, 379, 837; caso 
de matrimonio celebrado por un francés en Italia ó por un italiano en 
Francia, II, 380, 838. 

— del hijo: cómo debe proveerse á su administración en caso de abuso, 

II, 357, 820.— V. Cónyuges. 

— futuros: su donación. — V. Donación, 

— hereditarios. — V. Herencia. 

— inmuebles. — V. Inmuebles. 

— muebles. — V. Muebles. 

— que pueden ser objeto de la donación. — V. Donación^ 

DBtBiHO INT. PRiv.— Tomo "VI 25 
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Billetes de Banco (Pago en). — V. Extinción de las oUigaeümeM. 

- de lotería extranjera.— V. Apuesta, 

Bluntschli: Sa teoría sobre el concepto del orden público inteñor t ^ 
temacional, V, 92, 1.325.-'V. Sucesión según d dered» üaliamy. 

Bolsa. — Tículoa franceses sustraídos ó comp)^os en ella, TTT, 16ó, 787 
V. Retención, 

Borde: Sn teoría para determinar la ley relativa á la aosenóa que b j- 
aplicarse, ü, 146, 428.— V. Ausencia. 

Borserí: Su opinión acerca de ]a diferencia entre las leyee de ordei.:. 
blico y el derecho público, I, 310, 249. 

Boullenois: Su teoría acerca de la ley del domicilio. — V. ¿cy i¿ i 
micilio. 

Brocher: Su teoría acerca del disfrute y ejercicio en el extranjcr - 
los derechos de las personas jurídicas. I, 379, 812. — V. BersomuA' 
dicas — ídem sobre la diferencia entre las leyes de orden púbtioj; : 
derecho público ante la autoridad territorial ó extraterritorial df ^ 
leyes, It 311, 252.— ídem para determinar la ley que ha de ap]3c¿> 
relativa á la ausencia, II, 146, 428. — V. Ausencia, — ídem acerca Ir- 
la posesión de estado equivale al acto de la celebración del matr:. 
nio, II, 277, 551.— V. Matrimonio. — ídem sobre la ley que hadr> 
gir las obligaciones que se derivan de los cuasi-contratos, T\. ^ 
1.258.— V. Cuasicontratos, 

Burgundio: Su criterio para fijar la ley á que se han referido las pir- 
en las obligaciones. I, 206, 119.— V. Estatuto real. 



Caducidad de las disposiciones testamentarias. — Véaee Téstame^' 

Valor jurídico del testamento. 
Cajas públicas: depósito en las mismas, tomo IV, p^na 287, p^ 

fo 1.210.— V. Depósito y Secuestro. 
Cambio de ciudadanía: ley que debe regular la colación en dicho :í' 

VI, 252, 1.672.— No la produce ipsofacto la anexión de un terrt ' 

n, 91, 384. — V. Cesiones territoriales. — Ley que debe regir en . 

caso la capacidad de la mujer casada. V. Mujer casada, 

— de domicilio: ley que debe regir la capacidad de la mujer 
V. Mujer casada, 

— de las capitulaciones matrimoniales. — V. Inmutabilidad de lc$ 
nios matrimoniales. 

— de nacionalidad después de hecho el testamento, ATI, 78, 1.559' 
V. Testamento. — ídem posterior al reconocimiento de la prole. ^■ 
Jh^ole nacida fuera dd matrimonio. 

Capacidad de las asociaciones y de las personas jurídicas. — <3iip» 
de las asociaciones para suceder, V, 279, 1.484; ídem de lasft^* 
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«iones no reconocidas, V, 281, 1 •435.— Valor de la disposición para 
fundar nn establecimiento de beneficencia en el extranjero, Y, 282, 
1*436.— La capacidad para recibir el legado debe otorgarla el sobe- 
rano territorial, V, 288, 1.437. — Si la disposición testamentaria á fa- 
vor de un establecimiento que ha de fundarse en el extranjero puede 
tener por sí algún efecto jurídico, V, 284, 1.438. — Valor de la dispo- 
«ición á favor de una asociación extranjera existente de hecho en 
Italia, pero no reconocida, V, 286, 1.439. — Ley de la cual debe de- 
pender la capacidad de un ente moral que no tenga personalidad jnrí- 
•dica, V, 286, 1.440.— Conflicto en el sistema de la legislación italiana 
y de la legislación francesa; solución de la cuestión, V, 287, 1.441. — 
S\ las asociaciones reconocidas por el Estado extranjero como perso- 
nas jurídicas pueden adquirir por sucesión, V, 289, 1.442.— Cómo 
debe regularse la capacidad para aceptar los legados hechos á las mis- 
mas, V, 290, 1.443. — La persona jurídica extranjera debe siempre 
ajustarse á la ley territorial para adquirir derechos patrimoniales por 
sucesión, V, 292, 1.444. — Posición de una persona jurídica extranje- 
ra que no haya sido ni legalmente reconocida ni autorizada para ad- 
quirir el legado por el soberano territorial, V, 296, 1.445.— Los prin- 
cipios que afectan á las personas jurídicas en cuanto á su capacidad 
para adquirir por sucesión, no son aplicables al Estado, V, 298, 1.446. 
V. Estado: su capacidad de suceder é Iglesia, 
Oapacidad de las partes para el contrato de arrendamiento. — V. Arren- 
damiento. 

— de pedir la división de la herencia: ley que debe regularla, VI, 214, 
párrafo 1.650. 

— de un menor emancipado de naturalizarse en el extranjero, 11, 81, 
376. — V. Naturalización, 

— del donante y del donatario.— V. Donación. 

— del Estado. — V. Estado: su capacidad de suceder. 

— del hijo natural para ser reconocido: su determinación, III, 83, 725. 
V. Prole nacida fuera del matrimonio. 

— é incapacidad de las personas naturales para suceder y para dis- 
poner por testamento. La capacidad es el principal requisito para 
transmitir y recoger la herencia, V, 2^8, 1.401.— Sucesión abintestato, 
capacidad del de cujus, V, 239, 1.402. — Principios sancionados en el 
Código civil del Perú, V, 240, 1.403.— De Suecia, V, 240, 1.404.— De 
Servia, V, 240, 1.405. — Capacidad para adquirir la herencia ahintes- 
tato; derecho vigente en Rumania, V, 241, 1.406.— En Rusia, V, 243, 
1,407.— En Turquía, V, 243, 1.406.— Autoridad de las leyes concer- 
nientes á esta materia, V, 246, 1 .409.— Capacidad para disponer por 
testamento, V, 246, 1.410.— Ley francesa; ley italiana, V, 247, 1.411. 
Capacidad para adquirir por sucesión testamentaría, V, 248, ^^2, — 
Ley alemana, del Perú y de Servia, V, 248, 1.413.— Conflicto de leyes 
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no oniformes para suceder y para disponer^ Y, 249, 1^14^— S: a.- 
concemiente á la capacidad en materia de snceñones poede m * 
tener el carácter de estatato real, V, 2é0, 1.41 5. —Crítica de iof :r: 
cipioa admitidos en Francia, V, 251, 1.416. — Principioe Te2a:::r-« • 
eeta materia en el panto qne considera la herencia como osa n 
versalidad jarldica, V, 253, 1.417. — La ley que rige la capacidi>* ycí 
disponer tiene el carácter de estatuto real, V, 265, 1^418. — Cwm : 
acerca de si la capacidad del sucesor debe regirse por su eAann/c- >' 
sona], V, 256, 1.419. — La ley misma que rige la transmiaiÓD 'U i 
herencia debe regular la capacidad del sucesor, V, 258, 1.420.— L-^ 
es el sistema mas lógico, V, 259, 1.421. — Autoridad de la ley tít^ 
jera que establezca la incapacidad por muerte civil, V, 280, 1.42Z-- 
Si el religioso extranjero incapaz de suceder debe ser consid^ 
como tal, V, 261, 1.423.~Ley con arreglo á la cual debe resolr^^ 
la cuestión acerca de la incapacidad del religioso profeso, V, ^-^ 
1*424. — Incapacidad que puede derivarse de la herejía, V, 266, 1w42S 
Ley que declara á los israelitas incapaces de suceder, V, 267, 1«42(.' 
Incapacidad que se deriva de la sentencia penal extranjera, V. ^* 
1 .427. — Si la incapacidad con arreglo á la ley nacional tiene el aii 
ter de estatuto real respecto del condenado por los Tribunales dr •■ 
patria, V, 269, 1.428. — Incapacidad de los hijos adulterinos é ir.?^ 
tuosos, V, 271, 1.429.— ídem del hijo natural, V, 274, 1.430.-Pr 
cipios acerca de la prueba de la incapacidad, V, 275, 1.431. — Pi^p^ 
ción fideicomisaria y admisibilidad de la prueba, V, 275, 1.432- 
Disposición hecha por medio de tercera persona interpuesta á 's^ ' 
de un incapaz, V, 276, 1.433. 
Capacidad jurídica: concepto general, I, 116,41. — V. Condena jnks 
Forma de los actos.—ldein de la mujer casada. Y. Mujer casada, 

— para aceptar ó repudiar la herencia, V, 377, 1.491.— -V. Aceptante' 
repudiación de la herencia, 

— para contraer matrimonio.— V. Faita de capacidad y Matrimonio. 

— para disponer por testamento. — V. Capacidad é incapacidad de Ivi 
aonas naturales. 

— para la adopción. — V. Adopción, 

— para reconocer á un hiJGí; depende del estatuto personal del padre,!' 
81, 724.— V. Prole nacida fuera dd matrimonio. 

— para vender. — V. Cesión de créditos. Comprador, Compraventa^ Bnf^ 
de la venta y Vendedor, 

Capitulaciones.— V. Contrato de capitulaciones, 

— matrimoniales.- Concepto de este contrato, IV, 10, 994.— El lér-- 
de los bienes de los cónyuges interesa al derecho social, IV, 11» W 
Las relaciones personales y patrimoniales de los cónyuges de- 
regirse por la misma ley, IV, 18, 996.— Cuestiones que pueden srv 
cuando se estipulen en el extranjero las capitulaciones matrintoníi.'' 
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IV, 14, 997.— Importancia que puede tener la autonomía de los con- 
trayentes, IV, 14, 998.— Doctrina de Laurent, IV, 15, 999.— Teoría 
•de los escritores de la Edad Media, IV, 16, 1 .000. — ^Opinión del autor, 
IV, 17, 1.001. — Las relaciones patrimoniales de los cónyuges deben, 
regirse por la ley del Estado de que es ciudadano el marido, IV, 20, 
1.00Z — Teoría que atribuye esta autoridad á la ley del domicilio, 
IV, 21, 1 .003.— Jurisprudencia francesa, IV, 23, 1.004.— Cómo se 
ha resuelto la cuestión en Suiza, IV, 26, 1.005. — Observaciones críti- 
cas sobre el sistema que admite la preferencia de la ley del domicilio, 
IV, 26, 1.006.— Es indispensable establecer la unidad del sistema 
legislativo, IV, 29, 1.007. — Casos en que el domicilio conyugal puede 
considerarse decisivo, IV, 80, 1.008. — Valor que puede tener la inten- 
ción de las partes, IV, 31, 1.009. — ^Teoría de los Tribunales franceses, 

IV, 33, 1.010. — Consecuencias déla doctrina admitida por la juris- 
prudencia, IV, 35, 1.011. — V. Inmutabilidad de los convenios matrimo- 
niales, • 

Oarácter de las reglas de derecho internacional privado, V, 182,1.345. 

V. Conflicto de leyes en la sucesión. 

— de nacional ó extranjero de las personas jurídicas: criterio para deter- 
minarlo, I, 373, 305. — V. Personas jurídicas. 

— de una sociedad extranjera. — V. Contrato de sociedad. 
Carencia de domicilio. — V. Domicilio. 

Carta (Contrato celebrado por). — V. Interpretación, 

— de mandato. — V. Mandato por carta. 

Casación. — Recurso por indebida aplicación de leyes extranjeras. I, 
333, 273. — V. Aplicación de leyes extranjeras. 

Casamiento. — V. Matrimonio, 

Causahabientes menores en la división amistosa de la herencia, VI, 
225, 1.657. 

Causas que vician el consentimiento para contraer matrimonio. — Véase 
Oposición al matrimonio. 

Celebración de matrimonio.— Condiciones. — V. Forma de los actos y 
Matrimonio. 

Certificados expedidos por los eclesiásticos; ¿se consideran documen- 
tos auténticos? n, 218, 497.— V. Actos dd estado civil. 

Cesación del mandato, IV, 223, 1.154.— V. Mandato. 

Cesión de créditos ú otros derechos. — Concepto de la cesión, IV, 147, 
1.094. — Ley que determina la validez de la cesión con relación á la 
capacidad y al objeto, IV, 148, 1.095.— Contenido de este contrato, 
rV, 149, 1.096.— Cesión hecha en Francia ó en Italia, IV, 160, 1.097. 
Cesión de derechos reales, IV, 162, 1 .098.— Diversidad de las leyes 
acerca de la eficacia de la cesión respecto de los terceros, IV, 154, 
1.099. — Ley que debe regularla eficacia de la cesión; opinión del 
Autor; crítica de la de Laurent, IV, 154, 1.100.— Aclaración y confir. 
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rJjD. de la teoría, IV, 157. 1.101.— V. Os 
"Bañtp/m de la renta j Yfndgdor, 

de un in Testo piiiilegíado. — Y. Propieiad 

— del oso. — V. Strridmmbre», 

— jodicial de los biecee. — V. Erlimaón ie Iom MigmciomaL 
Cesionarios de la herencia. — T. Dirimóm de la hemuim. 
Coiioiiot territoríajes en relación con la natnralúacióii, H, 89. 

Coándo 9e denra la naturalización colecÚTa de k» habitaonte?, Z. * 
383. — La anexión no produce ipmfoíio el cambio de chidadaEit. I 
91, 384, — Cocciliaci va del derecho de eoberania oon el qoeíTf- 
ponde á ca<Ja hoo^ bre, de no ser prirado fonoeaniente de la cñ>d*¿j 
nía adquirida, II, 92, 385. — Conaecnencias del tratado de cesón par- 
ios natoralea j para los domlcili^doe en el territorio cedido, n I' 
386.— Tratado de cesión de Xiza r Saboya, n, 95 t 102, 387 t 3Si 
Tratado de cea<ión de la Alaada-Lorena, II, 96. 388. — Condkrioaef ir 
derecho de opción respecto al término para ejercitarlo, U, 97, 389.- 
Obligación de trasladar el domicilio para conservar la ciodadiríi i* 
origen, II, 98, 390. — Obligación de enajenar loa bienes inmiiel^ 
n, 100, 391. — Coándo espira el derecho de opción, II, 100, 392.- 
A qnién debe atribnirse el derecho de opción respecto á loe mecer» 
11,101, 393. — Inconvenientes prácticos de los menores de yixa- 
Sabova, II. 102, 394.— Opinión del antor, II, 103, 395. — Dereiií :• 
opción de la mujer casada, 11, 105. 396. — En los tratados de casi ti 
no se han respetado loe principios de jnsticia, n, 107, 397.— Irtcr 
pretación de la palabra naturales (oríginairaX U, 107, 398. — Api.:* 
ción del concepto que resalta á los de Niza y Saboya, U, 108, 399 - 
Condiciones de los hijos de nizarefios y saboyanos nacidos foers y 
las provincias cedidas, n, 109, 400. — Aplicación de los princip - 
dichos al tratado de 1871 entre Francia y Alemania, n, 111, 401- 
Aplicación del tratado de 1860, á los nacidos en provincias itaKáct' 
cedidas á Francia, II, 112, 402.— El decreto francés de 30 de Jar- 
de 1S60, modificó en parte las condiciones del tratado, 11, 113 y IV 
403 y 405. — Las reglas del tratado de cesión no pueden modifíct>- 
por leyes interiores, II, 115, 404. — Condición de los habitantes c* 
territorio cedido cuando no dispone nada sobre ellos el tratad*. > 
cesión, 11, 119, 406.— Competencia respecto á las cuestiones relatí^» 
á la naturalización, II, 120, 407. — V. Ciudadanía y Naturalisack'^ 
Chassat: Su opinión acerca de la ley de qne debe depender la val >> 
de los actos de un incapaz, 11, 163, 444. — V. lneapaeidade$ juriit'» 
Ciencia*— Sn definición, I, 46, 3.— Su fundamento y desarrollo. I, ól S 
Ciudadanía.— Modo y límites en que puede regularla el Estado, H ^ 
323* — Leyes que la hacen depender de haber nacido en el territc;^ 
del Estado, U, 9, 324. —ídem de las relaciones de familia, n, II, 325 
Diferencia entre las leyes qoe regulan su pérdida, n, 12, 328.— Ccc 
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dición del hijo menor de edad, n, 18, 327. — Pnede suceder que uno 
tenga doble ciudadanía ó que no tenga ninguna, II, lá, 828. — ^Normas 
con arreglo á las cuales deben atribuirla los Tribunales del Estado, 
II, 14, 329 y 330.— Inconvenientes de la falta de un derecho uni- 
forme para su adquisición y pérdida, n, 17, 331. — Principios según 
el derecho racional, II, 18, 332.— Justificación de atribuir al hijo la 
ciudadanía del padre, II, 20, 333.— Del hijo natural, 11, 21, 334.— 
Condición del hijo natural reconocido primero por la madre y después 
por el padre, cuando son ciudadanos de diversos Estados, II, 22, 335. 
Ciudadanía del hijo de padres desconocidos, II, 24, 336. — Obligación 
del servicio militar al que quiera expatriarse, II, 24, 337.-- Condición 
de la mujer de quien haya adquirido nueva ciudadanía ó perdido la 
de origen, II, 26, 338 y 339.— Condición del hijo menor de edad de 
quien haya adquirido nueva ciudadanía ó perdido la de origen, 11, 80, 
340. — Inconvenientes de la falta de un derecho uniforme en esta ma- 
teria, n, 82, 341 . — Reglas para resolver los conflictos de leyes acerca 
de la ciudadanía, U, 84, 342.— Condición del hijo concebido en la 
antigua patria y nacido en la del padre, II, 86, 343. — Regla para de- 
terminar la ciudadanía, II, 35, 344. — Se presume la conservación de 
la ciudananía de origen, II, 86,' 345. — La renuncia exige un acto vo- 
luntario, n, 87, 346.— Extranjeros menores de edad, II, 88, 347. — 
efectos de la nueva ciudadanía en cuanto á los derechos políticos, II, 
51, 348. — ídem respecto al cambio del estatuto personal, 11, 68, 349. 
Derechos adquiridos con arreglo á lá ley de la antigua patria, II, 64, 
350. — Ley que debe regir las consecuencias jurídicas del estado ad- 
quirido, II, 67, 352.— La mayor edad y la incapacidad, II, 67, 353.-- 
Prueba de la ciudadanía, II, 68, 354. — Persona que no tenga ciuda- 
danía, I, 184, 59. — V. Cesiones territoriales y Naturalización. — Ley que 
debe regir la capacidad de la mujer casada en el caso de la ciudada- 
nía. V. Mujer casada'. 

Ciudadanía en la sucesión. — Cómo puede influir en el régimen de la 
sucesión, V, 167, 1.380.— La ciudadanía en relación con la ley que 
rige la sucesión, V, 181, 1.369. — Cómo deben los Tribunales resolver 
la cuestión de la ciudadanía del de cujus, V, 182, 1.370.— Eficacia de 
las sentencias extranjeras en materia de ciudadanía del de ct^us, V, 
184, 1.371.— La cuestión de la ciudadanía ante los Tribunales de un 
tercer Estado, V, 186, 1.372.— V. Conflicto de leyes en la sucesión, Do- 
micilio en la sucesión y Sucesión. 

Ciudadano: su igualdad de condición con el extranjero. — V. Extranjero, 

Clandestinidad voluntaria en el caso de matrimonio celebrado en el 
extranjero, 11, 294, 567. — V. Oposición al matrimonio. 

Cláusula penal en las obligaciones.— V. Obligaciones, 

Cláusulas en los testamentos. — Y. Interpretación. 

Código de Napoleón: en la sucesión.— V. Sucesión. 
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Coherederos.— Su privilegio. V. iViwíc^.— Beneficio de diviaión en- 
tre ios mismos. V. Beneficio de división entre los coherederos. — CJohere- 
deros franceses menores. V. División de la herencia. 

Colación, VI, 287, 1 .665.— Diversidad de las leyes que regulan la co- 
lación y el modo de entregar la cosa, VI, 287, 1.666. — Ley que debe 
regularla; opinión de Laurent, VI, 241, 1.667; opinión del autor, VI, 
242, 1 .668. — Voluntad del donante y del disponente de eximir de la 
obligación de colacionar en sus relaciones con la ley que debe regular 
ta) facultad, VI, 245, 1.689; para determinar la voluntad del hombre 
ef: necesario referirse á su ley personal, VI, 249, 1.670; aplicación de 
los principios á la sucesión de un austríaco abierta en Francia, VI, 
250, 1.671.— Ley que debe regir la colación en el caso de cambio de 
ciudadanía, VI, 262, 1.672; si en caso de conflicto entre la ley de la 
antigua y la de la nueva patria pueden servir X^tí reglas sancionadas 
por la ley transitoria, VI, 254, 1 .673; observaciones criticas á la sen- 
tencia del Tribunal de Casación de Roma en el pleito Zogheb, VI, 
256, 1.674.— La colación en relación con el derecho de los terceros, 
VI, 257, 1.675. — V. Acreedores de la herencia y Pago de las deudas y 
cargas hereditarias. 

Colonias; si sus habitantes pueden aprovecharse de los tratados ulti- 
mados con la metrópoli, III, 889, 977.— V. Propiedad industrial, 

ComerciOy marca, nombre. — V. Propiedad industrial. 

Comisionados viajantes: contratos que celebren.— V. Contratos hechos 
por cotnisionadoa viajantes. 

Common Law: en la cuestión del domicilio del de cujtis, V, 180, 1.368. 
V. Domicilio en la Bucesión. — Disposiciones sobre la forma del testa- 
mento hecho en el extranjero, VI, 25, 1.B81.— V. Testamento. — Vali- 
dez intrínseca de la disposición testamentaria, V, 26, 1.290. — Toma 
de posesión de las cosas muebles, V, 28, 1.292. — Régimen de loe de- 
rechos de los terceros y de los acreedores de lá herencia, V, 80, 1.293. 
V. Siicesión. 

Comodato. — V. Préstamo. 

Compensación.— ¿Puede admitirse en virtud de la regla sancionada 
en el artículo 8.o para mantener la cuantía del derecho sucesorio se- 
gún establece la ley italiana?, V, 79, 1.316.— Debe rechaiarse con 
arreglo á los principios generales del derecho, V, 88, 1.319. — Véase 
Sucesión según d derecho itcUiano. 

Competencia. — De cada soberanía como Poder legislativo. I, 107, 35. 
Relativa á las cuestiones de naturalización, II, 120, 407. — V. Cesiones 
territoriales, Ciudadanía y Naturalización. — Legislativa personal, V, 
188, 1.349.— V. Conflicto de leyes en la íucmon.— Legislativa como 
fundamento de la autoridad de las leyes, V, 94, 1.326 á 1.880.— 
V. Sucesión según el derecho italiafio. — Del Tribunal acerca de la indi- 
solubilidad del matrimonio. V. Divorcio. 
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Comprador. — Determinación del lugar donde debe pagar el precio, IV, 
117, 1.078. — Resolución de las dudas para determinar el lugar en que 
debe juzgarse ejecutado el contrato, IV, 119, 1-074.— Ley que debe 
regular la mora, IV, 121, 1.075.— Abono de intereses por falta de 
pago, IV, 122, 1.076. — Ley que determina la moneda para efectuar 
el pago, IV, 123, 1.077.— Aplazamiento y suspensión del pago, IV, 
124, 1.078.— V. Arrendamiento f Cesión de créditos, Compraventa, Res- 
cisión de la venta y Vendedor, 

Compraventa. — Cuestiones que pueden surgir de la venta sujeta á 
diferentes leyes, IV, 83, 1.043.— Capacidad de las personas que pue- 
den comprar y vender, IV, 84, 1.044.— Autoridad de la prohibición 
de ser compradores prescrita por la ley respecto de ciertas personas, 

IV, 86, 1.045.— Padre italiano ó francés que quiera comprar los bie- 
nes del hijo existentes en Francia ó Italia, IV, 87, 1.046. — Ley que 
debe regir las incapacidades especiales para comprar y vender, IV, 89, 
1.047.— Cosas que pueden venderse, IV, 90, 1.048.— Aplicación de 
los principios en el caso de venta de cosa ajena, IV, 90, 1.049.— Venta 
de cosaiuera de comercio según la lex rei sitae, IV, 91, 1.050.— Venta 
de títulos de lotería, IV, 92, 1.051.— Venta de cosa que luego sea de- 
clarada fuera del comercio, IV, 94, 1.052.— Reglas generales sobre el 
contenido de las obligaciones y su cumplimiento, IV, 94,1.053. — Véa- 
se Cesión de créditos, Comprador, Rescisión de la venta y Vendedor, 

Concepto del Derecho internacional privado, tomo I, capítulo I, pág. 43. 
— de la personalidad jurídica, I, 351, 284. — V. Extranjero, 
Concurso de acreedores.— V. Acreedores de la herencia. 
Condena penal. — Influencia de la extranjera sobre la condición jurídica 
de las personas, II, 199, 479.— Teoría de los autores en este particu- 
lar, II, 200, 480.— Teoría del Tribunal de Casación de Roma, II, 200, 
481. — Opinión del autor, n, 201, 482. — Disposiciones legales á que 
deben atenerse los JAeces, II, 204, 483 y 484. — Consecuencias de la 
condena penal impuesta por los Tribunales de la patria, IX, 205, 
485.— Las incapacidades que se derivan con arreglo á la ley personal 
no pueden admitirse en todas partes, II, 206, 486.— Condición de un 
condenado por un Tribunal extranjero, II, 207, 487.— No puede ad- 
mitirse que la sentencia penal extranjera deba considerarse como de 
ningún valor aun respecto de las consecuencias legales que de ella 
pueden derivarse, II, 208, 488. — Cómo debe resolverse la cuestión 
con arreglo álos principios de derecho, II, 210,489. — Las consecuen- 
cias legales de una sentencia penal extranjera pueden regirse en 
ciertos casos por la ley territorial, II, 212, 490.— La sentencia penal 
extranjera puede valer como prueba del estado personal, II, 212, 491. 
Influencia de la sentencia penal extranjera en la sentencia civil rela- 
tiva al estado de la persona, II, 213, 492. 
Condenado.— Su incapacidad para suceder, V, 267, 1.427 y f.428." 

V. Capacidad é incapacidad de las personas naturales y Cotidena, 
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Condición de los condenados. — Y. Condena penal. 

— de las personas jurídicas. — V. Personas jurídicas. 

— de los extranjeros.— Diferencia de la misma en los tiempos antieiiof 
y en los modernos, I, 58, 7. — En Inglaterra en los tíempoe modoE''*. 
I, 70, 16. — Disposiciones sobre el particular de la legislación italíiBi, 
1, 72, 17.— En los demás países. I, 76, 18. — V. Éxtranjerag, 

— del ciudadano.— V. Extranjero, 

— del hijo menor de edad y del nacido en una patria y concebido k 
otra. — V. Ciudadanía. 

-— jurídica. — Del ausente, 11, 156, 436.— V. Ausencia. — De la mip 
casada. V. Mujer casada. 

Condiciones ilícitas, VI, 123, 1.585.— Y. Valor jurídico del testamm^ 
ídem imposibles, VI, 122, 1.584.— V. Valor jurídico dd fesUute^^ 
ídem para la adopción. V. Adopción. — ídem de la donación. V. Dsi^ 
don. — ídem para la celebración del matrimonio. V. Mairiauím.- 
Idem para la validez de la venta. V. Cesión de créditos. Compren, 
Compraventa, Rescisión de la venta y Vendedor. 

Confirmación del testamento.— V. Testamento. 

Conflicto de leyes. — Acerca de la ciudadanía; reglas para reeolTerl: 
V. Ciudadanía. — ídem de ídem no uniformes para suceder y pan d¿ 
poner, V, 249, 1.414. 

— de leyes en la sucesión. — Las reglas de Derecho internacional privid'. 
aceptadas por los diversos legisladores no son uniformes, V, 11^ 
1.337. — Fuerza obligatoria de las mismas para el Juez del Estado, V 
120, 1.338.— Conflicto que nace de la concurrencia de leyes divezst?. 
V, 120, 1.339.— Punto controvertido, V, 122,1.340.— Cómelo bia 
resuelto los Tribunales,- V, 123, 1.341.— Principios consagrados p' 
los Códigos de Zurich, de Zug, de los Grisones y de Alemania, V, ir^ 
1.342.— La cuestión en el terreno doctrinal, V, 129, 1.343.— Obsem 
clones sobre el punto objeto de la discusión, V, 130, 1.344. — C^ffirter 
de las reglas de Derecho internacional pri vado, V, 132, 1.345. -£xac»eB 
de la doctrina de Labbé, V, 133, 1 »346.— Concepto de la competeofu 
legislativa territorial, V, 134, 1.347.— Autoridad de las reglas sasci^ 
nadas en virtud de la competencia territorial, V, 137, 1.348. — Coa 
potencia legislativa personal, V, 188, 1.349. — La autoridad de la i«T 
personal puede basarse sobre la ciudadanía y el domicilio; jarisiv 
medioevales; valor de los dos sistemas, V, 139, 1.350.— Manera ('•« 
resumir la cuestión llamada de la remisión según uno y otro sistee^ 
V, 143, 1.351.— Opinión del autor, V, 144, 1.352.— A qué se rede."* 
la cuestión de la remisión, V, 148, 1.353.— Las reglas de Derecho íe- 
ternacional privado no son de orden público, V, 149, 1.354^— In^os- 
venientes de la opinión contraria, V, 150, 1.355. — Por qué los jura- 
consultos se han apartado del recto camino, V, 161, 1.358.— Apli<» 
ción de los principios al caso de la sucesión de un argentino, V, 1^ 
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1.367.— Beglas de derecho internacional privado relativas á los ex- 
tranjeros; su autoridad respecto de los terceros Estados, V, 161, 1 .358» 
Resumen de la opinión del autor. Y, 165, 1.359.—V. Ciudadanía en^ 
la sucesión. Domicilio en la iucesión y Sucesión. 
Conocimiento de leyes extranjeras. — V. Aplicación de leyes extranjeras^ 
Consecuencias. — De cualquier omisión en la celebración del matri- 
monio. V. Oposición al matrimonio. — De la posesión de los bienes he- 
reditarios, V, 891, 1.501. — V. Aceptación y repudiación de la herencia. 
De la separación personal de los cónyuges. V. Separación personal. — 
Del vicio del consentimiento para contraer matrimonio. Y. Afaírtmo- 
mo.— Legales de la condena penal. Y. Condena penal. 
Consentimiento para contraer matrimonio. — Y. Falta de consentimiento 
y Matrimonio.— Cñu^RB que pueden viciarlo. Y. Oposición al matri- 
monio. 

Conservación (Medidas de).~Y. Medidas de conservación. 

— de la ciudadanía de origen en las cesiones territoriales; hay necesidad 
de trasladar el domicilio, II, 08, 390.- Y. Cesiones territoriales 

— de los derechos: debe igualarse el ciudadano al extranjero. I, 354, 287, 
Yéase Extranjero. 

Constitución de renta. — Diversas formas de este contrato,IY, 266,1.184. 
Bajo qué punto de vista debemos ocuparnos de él, lY, 267, 1.186. — 
Renta territorial constituida mediante contrato, lY, 267, 1.186. — 
ídem mediante testamento, lY, 268, 1.167.— La ¿ex rei sitae puede 
ejercer su autoridad respecto del contrato, lY, 268, 1.188.— Principios 
relativos á la forma del contrato y á la aplicación de la regla locus 
regit actum, lY, 269, 1.189. — Autoridad de la lex reí sitae respecto de 
la naturaleza del derecho que se deriva del contrato, lY, 270, 1.190. 
Ley que debe regir la liberación de la renta territorial y término para 
ejercitar el derecho, lY, 272, 1.191. — Principios relativos á la reden- 
ción forzosa, lY, 273, 1.192.— Renta sencilla: su naturaleza y ley por 
que debe regirse, I Y, 274, 1.193.— Cómo puede desplegar su autoridad 
la ley rei sitae respecto de la liberación, lY, 276, 1.194. — Caso en que 
la renta constituida mediante contrato hecho en el extranjero, esté 
garantida con hipoteca sobre un predio existente en Italia, lY, 276, 
1.196.— Si la renta sencilla es redimible, lY, 277, 1.196.— Y. Renta 
vitalicia. 

Contenido déla disposición testamentaria. Y. Valor jurídico dd testar 
mentó. 

Contrabando (Contrato para hacer el). — Acciones judiciales relativas 
al mismo. Y. Contratos, 

Contrato.— De anticresis. Y. Antier esis.—láera hecho por un interme- 
diario; lugar en que debe entenderse perfeccionado, I, 218,126. — 
Yéase Lugar. — De transporte: su cumplimiento, lY, 183, 1.126. — 
Yéase Arrendamiento de serados y Transporte.— De renta vitalicia. 
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Véase Renta vitalicia,—l>e arrendamiento. Y. ArrendamÍ€Hto.-lk 
matrimonio. V. Contrato de capitulacione» y Forma de la$ oeioi.— Ds 
división de la herencia, YI^ 225, 1.657. — De prenda. V. fírtak- 
Lugar del perfeccionamiento del contrato. V. Lugar. — Por carreep:: 
dencia. V. Lugar, 

Contrato de capitulaciones. — Se aplica á su forma el principio loeiti rfíü 
actum,lV,'!l, 1.036.— Limitaciones conque debe entenderse diüM 
regla, IV, 72, 1.037.— Si puede ser válido el contrato de matrimcaH 
legalmente hecho con la forma de documento privado, IV, 73,1^)38. 
Valor extraterritorial de un contrato de matrimonio l^almeste heck 
con la forma de documento privado, IV, 75, 1.039. — Contrato de c» 
trímonio estipulado en el extranjero con las firmas prescritas por b 
ley de la patria de los cónyuges, IV, 77, 1.040. — Para loe derecboi 
sobre las cosas inmuebles puede ocurrir que se siga la ley territorial, 
IV, 80, 1.041. 

— de sociedad. — Diversas formas de sociedad y sus relaciones con lis 
leyes, IV, 187, 1.127.— Objeto del tratado, IV, 188, 1.128.— Bajo qor 
respecto debe atribuirse autoridad á la ley del país en que la sociedad 
esté constituida, IV, 188, 1.129. — Decisión del Tribunal decasaciÓB 
francés, IV, 192, 1.130. — Justas limitaciones de la ley extranjen 
bajo la cual se concluyó el contrato de sociedad, IV, 192, 1.131.— !< 
que debe regir las relaciones recíprocas de los asociados y acciooiatac 
IV, 193, 1.132. — Autoridad de la ley defpaís donde la sociedad re& 
liza sus operaciones, IV, 196, 1.133. — Cómo debe determinarse el o 
rácter de una sociedad extranjera y cuándo puede reputarse lícita, H'. 
197, 1.134. — Autoridad de la lexloci contractus y de la ley territoni) 
IV, 199, 1.135. — Administración de los asuntos sociales en sus Telí 
clones con la ley, IV, 199, 1.136. — Los terceros pueden siempre ia- 
vócar la aplicación de la ley territorial, IV, 200, 1.137; debe decidí* 
se con arreglo á ésta cuándo las acciones pueden ser comerciales, IV. 
201, 1.138.— Principios relativos á los actos de administración eo ss 
relación con las obligaciones de los socios y con los extrafios á la »"- 
ciedad, IV, 202, 1.139.— Forma del contrato de sociedad, IV, 204. 
párrafo 1.140. 

ConiraioSa — Deben ser eficaces en todas partes, siempre que no seas 
contrarios al orden público. I, 245, 167. — Cuando implican una viola- 
ción del derecho público, son ineficaces. I, 246, 168. — Son ineficam 
cuando son contrarios á los reglamentos y á las leyes prohibitivas ¿< 
un Estado, I, 246, 169. — Los ineficaces pueden engendrar una accios 
judicial válida. I, 247, 170.-— Decisiones de los Tribunales francesa? 
y americanos. I, 248, 171 . — Regla relativa á la ineficacia de la acd^ 
judicial. I, 248, 1 72. — Contrato para hacer el contrabando y accioD» 
judiciales relativas al mismo, I, 249, 1 73; opinión del autor, I. S^ 
1 74.— El contrabando ya ejecutado puede dar lugar á una acción p- 
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dicial válida, I^ 251^ 175.— Contratos hechos por comisionados via- 
jantes, I, 222, 133.— V. Lugar; ídem hechos en un lugar y ratificados 
en otro, I, 221, 131. — ídem condicionales, I, 223, 134.— ídem impre- 
sos; cuándo se reputan ineficaces, IV, 182, 1.124.— V. Arrendamiento 
de 8emc¿o«.— Interpretación de los contratos. V. Extinción de las obli- 
gaciones, Forma de los actos, Interpretación y Prtteba de las obligaciones. 

Contrayentes: su autonomía en las capitulaciones matrimoniales. — 
V. Capitulaciones matrimoniales. 

Contribución doble.— Y. Impuesto sobre las sucesiones. 

Convenciones entre las partes para modificar la ley sobre el divorcio: 
son ineficaces, lU, 42, 690. — V. Divorcio, 

Convenio internacional de 1888 sobre propiedad industrial, III, 878, 
967. — V. Propiedad industrial, — £s ineficaz el celebrado entre las 
partes para modificar la ley sobre el divorcio, III, 42, 690. — V. Di- 
vorcio, — Eficacia del referente á los bienes hereditarios existentes en 
el extranjero, VI, 210, 1.648. — V. División de la herencia.— Celebrado 
entre el quebrado y sus acreedores. V. Extinción de las obligaciones. 

Convenios de los domésticos y operarios, IV, 177,1.119. — V. Arren- 
damiento de servicios, — ídem matrimoniales. V. Inmutabilidad de los 
convenios matrimoniales,— ídem entre los cónyuges sobre donaciones. 
V. Donación, 

Cónyuge supérstite: su condición en cuanto al orden de suceder^ V, 
848, 1.473. — V. Orden de suceder. 

Cónyuges. — Sus derechos y deberes para con la prole, U, 842, 608. — 
La instrucción obligatoria dependerá de su estatuto personal, II, 848, 
609; del mismo([dependerán las cuestiones concernientes á la manu- 
tención de los hijos, II, 848, 610.— La patria potestad según el dere- 
cho antiguo y el moderno, II, 844, 611; diversos derechos atribuidos 
al padre por los distintos sistemas, II, 846, 612; prevalece el estatuto 
personal, U, 846, 613; conflicto entre la ley personal del padre y la 
del hijo; doctrina de Merlin, II, 847, 614; opinión del autor acerca de 
la ley que debe regular la patria potestad, II, 848, 615. — Derechos de 
los progenitores acerca de la educación religiosa de los hijos, n, 850, 
616. — Doctrina de loe jurisconsultos acerca de la ley que debe regu- 
lar los efectos de la patria potestad relativamente á los bienes, II, 868, 
617; opinión del autor, II, 866, 618.— Derecho de usufructo legal en 
caso de cambio de ciudadanía por parte del progenitor, 11, 867^ 619. 
Cómo debe proveerse á la administración de los bienes del hijo en 
caso de abuso, II,í867, 620.— Obligación de asistencia recíproca. Véa- 
se Mujer casada. — Su separación personal. V. Separación personal,— 
Donaciones entre ellos. V. Donación, — Régimen de sus bienes. Véase 
Bienes de los cónyuges. Capitulaciones matrimoniales, Contrato de capi- 
tulaciones. Inmutabilidad de los convenios matrimoniales y Naturali- 
zación, 
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Corporaciones. — Disposiciones testamentarías á favor de las mismas, 
VI, 187,1.697. 

Cosa arrendada. — V. Arrendamiento, 

Cosas. — Determinación de las muebles y de las inmuebles, m, 1S5, 
766; su calificación depende de la lex rei sitae, lU, 185, 766.~Las 
disposiciones legislativas acerca de las cosas inmuebles por destino 
son diferentes, III, 186, 767. — Conviene establecer si debe admitirse 
la' autoridad del estatuto personal para decidir si las cosas muebles 
deben ó no mantenerse inmovilizadas, III, 187, 768; niégase en este 
particular la autoridad del estatuto personal, III, 138, 769; aplicación 
de la teoría, III, 180, 770. — Autoridad absoluta de la ley terrítorial 
en cuanto á la calificación délas cosas, III, 141,771. — Ciudadanos 
de la misma patria que contratan en el .extranjero acerca de las cosas 
inmuebles consideradas allí fuera del comercio, II, 141, 772. — Cosas 
fuera del comercio, VI, 127, 1.688. — ídem que pueden ser objeto de 
depósito, IV, 287, 1.208.— V. Depósito y secuestro. — ídem que pueden 
venderse. V. Compraventa. — Donación de las muebles. V. Donadán,— 
Su transporte. V. Transporte. — Cosas muebles. V. MuMes. 

Cosecha. — Su pérdida y rebaja consiguiente del precio del arrenda- 
miento, IV, 169, 1.114. — V. Arrendamiento. 

Crédito dado en prenda garantido con hipoteca, IV, 801, 1 .223.— Véa- 
se Prenda. — Renuncia voluntaria del crédito. V. Extinción de las obU- 
gaciones. 

Créditos.— Su pignoración. V. Prenda. — Transmisión de su propiedad. 
V. Derecho de propiedad. 

Criados; sus convenios. — V. Arrendamiento de servicios. 

Cuantía del derecho sucesorio.— V. Orden de suceder y Swsetián según d 
derecho italiano. 

Cuasi-contratos. — Obligaciones que nacen de ellos y diversas formas 
que pueden afectar, IV, 847, 1.256.— Determinación de la ley que ha 
de regir tales obligaciones, IV, 849, 1.257.— Opinión de Brocher, 
Asser, Rocco, Laurent y Weiss, IV, 849, 1.258; cómo debe plantearse 
la cuestión á juicio del autor, IV, 861, 1.259; observaciones á la teo- 
ría de Laurent, IV, 868, 1.260; opinión del autor, FV, 864, 1.261. 

Cuasi-delitos.— V. Delitos. 

Culpa Aquiliana y contractual. — V. Cuasi-delitos y Dditos. 

Cumplimiento del contrato de transporte, IV, 188, 1.125. — V. Arren- 
damiento de servicios. 

Cuota disponible según la condición de la persona, VI, 188, 1.594. 

Curador. — V. Incapacitados. 

— de la herencia. — V. Herencia yacente. 
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Oeberes de loe cónyuges. — Véase Cónyuges. 

Declaración de la ausencia; eficacia internacional de la sentencia, 
tomo II, página 157, párrafo 438.— V. Atisencia. 

— de nacimiento ó muerte, II, 220, 499.— V. Actos dd estado civü. 
Oecreio francés de 80 de Junio de 1860; modificó en parte el Tratado 

de 1860, II, 118, 403.— V. Cesiones territoriales. 

Defectos ocultos de la cosa vendida; su garantía, IV, 117, 1.072. — 
V. Vendedor, 

Definición de la ciencia, I, 46, 3. 

Delitos y cuasidelitos. — Fundamento de la obligación jurídica respecto 
del delito, IV, 357, 1.262. — La obligación es independiente de la vo- 
luntad del obligado, IV, 868, 1 .263. — Ley que debe regir dichas obli- 
gociones, IV, 359, 1.264.— Observaciones á la teoría de Laurent, IV, 
' 360, 1.266. — En qué casos la obligación puede depender de la ley 
personal, IV, 860, 1.266. — Obligaciones que nacen de los cuasi delitos 
•contra el orden de las familias, IV, 862, 1 .267. — Ley que debe regir 
la responsabilidad del padre de familia, IV, 868, 1.268. — Obligación 
civil que nace del delito y ley reguladora, IV, 868, 1.269.— Distinción 
entre el delito civil y el penal bajo el punto de vista de la ley aplica- 
ble, IV, 365, 1.270. — Aplicación de los principios en caso de seduc- 
ción, IV, 868, 1.271. — Si la acción de parte de la mujer seducida pue- 
de entablarse en un país que prohiba la indagación de la paternidad, 
IV, 869, 1.272.— Autoridad de la ley nacional respecto de las obliga- 
ciones que nacen del delito, IV, 872, 1.273.— Ley que debe regir la 
obligación que se deriva del acto lícito relativo al contrato, IV, 872, 
1.274.— La distinción entre la culpa Aquiliana y la contractual puede 
influir para decidir acerca de la competencia del Magistrado, IV, 874, 
párrafo 1.275. 

Demanda. — De divorcio. V. Divoreto.---De filiación. V. Filiación legitima. 
De separación de los cónyuges. V. Separación personal. 

Oemolombe.— Sn teoría acerca del estatuto real. I, 163, 80.— ídem 
sobre si la regla locus regit actum puede determinar la necesidad del 
documento público ó privado en la forma de los actos. I, 297, 232. 

Demora (Intereses de). — V. Préstamo. 

Denizen, II, 88, 379 y 380.— V. Naturalización. 

Depósito necesario, IV, 290, 1.213.— V. Depósito y secuestro, 

— y secuestro.— Especies de contrato de depósito, IV, 288, 1,203.— Su 
carácter, IV, 284, 1.204.— Ley que debe regirlo, IV, 284, 1.205.— Ca- 
pacidad de las personas, IV, 286, 1.206. — Naturaleza del contrato, 
IV, 286, 1.207. — Cosas que pueden ser objeto de depósito, IV, 287, 
1.208.— Obligaciones del depositario, IV, 287, 1.209.— Depósito en 
los Bancos ó Cajas públicas, IV, 287, 1.210.— Forma del contrato y 
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prueba, IV^ 288, 1.211.— Acciones que se derivan de este ecmtn;. 
IV, 289,1.212.— Depósito necesario, IV, 290, 1.213.->SecaeBt7GT,c 
ley reguladora, IV, 290, 1.214. 
Derecho extranjero: qué debe hacerse cuando se desconosca. — V. i/ 
cación de leyes extrcmjeroi, 

— de los extranjeros de acudir á los Tribunales, I, 868, 300.— V. £• 
tranjero, 

— de propiedad.— Puede limitarse, III, 190, 820.^- No se le puede socr 
ter en todos conceptos á la lex rei sitae, lU, 191, 821. — Prínc;p:< 
generales que deben regular la autoridad de la ley, III, 192, 822 - 
Aplicación de la ley á los sistemas del derecho feudal y rnodcn 
III, 198, 823. — Limitaciones fundadas en el derecho social, m, \'t^ 
824. — ídem id. en el estatuto personal, m, 194, 825. — Coe^ti : 
acerca de la ley que debe regular la capacidad de la mujer pan c*>r 
sentir en la división de los bienes hereditarios en el extranjero. Hl 
194, 828. — De qué modo puede limitar la lex rei ñtae el derecho &: 
propietario, III, 197, 827. — Limitaciones fundadas en la autoxKx.! 
del propietario, III, 199, 828. — Ley que debe regular la transmi5¿c 
de la propiedad, III, 200, 829.— Condiciones requeridas para la e6a 
cia de la transmisión, ni, 201, 830. — Conflicto entre el estatatopet^- 
nal y el real respecto á los muebles, III, 208, 831.— De la tradicióo.HL 
204, 832.— Posesión real y efectiva de los muebles, III, 204, 833.- 
Casos en que puede tener autoridad el estatuto personal, m, ^. 
834. — No puede éste hacer necesaria la tradición entre loa ciadadAK^ 
de la misma patria si las cosas se encuentran en el extranjero, H 
207, 835. — Diverso modo de regular la transmisión de la propied». 
de los créditos, III, 209, 838.— Conflicto á que puede dar orig^i. II., 
210, 837. — Opinión del autor; crítica de la teoría de Laurent, III, *!'. 
838. — Aclaración por medio de ejemplos de la teoría del aotor, Ü. 
218, 839. — Transcripción y demás sistemas de publicidad, Hr, !.• 
840. — Dificultad en la transmisión de la propiedad de las nave^ IH 
216, 841.— Teoría de los Tribunales franceses, III, 218, 842.— Cntk^ 
y opinión del autor, III, 221, 843. — De la acción reivindicatoría^ II 
222, 844.— Acción publiciana, III, 224, 845. — ^Acción negatoría^ H- 
224, 846. — Reivindicación de las cosas muebles, III, 225, 847.— £.* 
ciertos casos puede regirse por la lex loci contractus, Ul, 225, 84&- 
Los derechos adquiridos por un tercero bajo el imperio de la /er *. 
sitae deben regirse por ésta aun respecto de los muebles, ni, *2^ 
849.— V. Propiedad literaria, 

— de representación en la sucesión testamentaria, VI, 99, 1.572«— Vri 
se Valor jurídico del testamento. 

— de soberanía. — V. Cesiones territoriales, ^ 

— de traducción de obras: su protección. — V. Traducción de obras. 

— hereditario.— V. Apertura de la sucesión, i 
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Derecho público. I, 309, 246. 

— sucesorio. — V. SuceMn en general y Sucesión según d derecho itíüiano. 
Derechos de autor.— Y. Propiedad literaria. 

— que se derivan de la sucesión, V, 202, 1.879.— V. Apertura de la 
sucesión, 

— sobre los inmuebles; su adquisición. — V. Brueha de las obligaciones, 

— y deberes de los cónyuges. — V, Cóny%iges. 

Derogación de la ley territorial por la aplicación de la extranjera en 
materia de sucesiones, V, 108, 1.332.'--V. Sucesión según d derecho 
italiano. 

Desarrollo de la ciencia, I, 61, 5. 

Desconocimiento del derecho extranjero; qué debe hacerse. — Véase 
Aplicación de leyes extranjeras. 

Destino á que se han de remitir las mercancías. — V. Remisión de mer- 
cancías. 

Determinación de la regla relativa á la ineficacia de la acción judi- 
cial, I, 248, 172. — V. Contratos, — ídem del carácter de una sociedad 
extranjera. V. Contrato de sociedad. — ídem del domicilio; es de interés 
común en las cuestiones de Derecho internacional, II, 123, 408. — 
V. Domicilio. 

Deudas de la herencia. — V. Fago de las deudas y cargas hereditarias. 

Deudor» — Medios de que dispone el acreedor para obligarle. ~V. Medios 
de que dispone el acreedor. 

Diferencia de religión como impedimento para contraer matrimonio, 
n, 268, 536.— V. Matnmonio. 

— entre las leyes de orden público y el derecho público. I, 811, 250. — 
Planteamiento de la cuestión ante la autoridad territorial ó extrate- 
rritorial de las leyes. I, 311, 251; teoría de Brocher, I, 811, 252; fór- 
mula de Manzini'y Asser, I, 812, 258; critica, I, 812, 254; regla san- 
cionada por la legislación italiana. I, 814, 255.— Opinión del autor 
para determinar el principio de la terrí tonalidad de las leyes, I, 814 
y 817, 256 y 258; limitación fundada en la ofensa á las buenas cos- 
tumbres, I, 819, 259.— V. Laurent y Borsari. 

Dificultad para determinar las leyes de orden público, I, 800, 247. 

Dinero (Pago en). — V. Extinción de las obligaciones. 

Diplomáticos.— Su testamento, VI, 72, 1.559.— V. Testameato.—Actsía 
expedidas en el extranjero ante los mismos, II, 221, 500. — V. Actas 
dd estado civil. 

Disfrute de derechos de las personas jurídicas en el extranjero. I, 874, 
806.— V. Personas jurídicas. 

Disposición fideicomisaria, V, 275, 1.432.— V. Capacidad é incapacidad 
de las personas naturales. 

. — testamentaria. — V. SuciSión en general. Sucesión según d derecho italia- 
no y Testamento. 
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Disposiciones á favor de ciertas personas, VI, 184, 1 «596. 

— condicionales, VI, 121, 1.683.~-V. Valor jurídico dd tettíoneiUo. 

— fiduciarias, VI, 138, 1.698. 

Disolución del contrato de renta vitalicia. — V. Renta vitalicia. 
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acercado la división provisional, VI, 215,1.651; aplicación de eiu 
ley á la sucesión de un italiano abierta en Francia, VI, 2ia, \JS61 
efectos de la división provisional respecto de los terceros, VI, Sl\ 
1.653.— Derecho de los cesionarios á intervenir en la división; atí¿' 
ter de la ley que regula la intervención ó exclusión de loe mieaKi 
VI, 219, 1.654; opinión del autor, VI, 221, 1.655.— Divi8i<to amíAn 
sa; capacidad para su validez, VI, 224, 1.656. — Forma del cootn^ 
de división, VI, 225,1.657. — Controversias que pueden nacer cosci^ 
existen causahabientes menores, VI, 226, 1.658. — Efectos de la dir 
sión: acción de rescisión, VI, 228, 1.659.— División hecha por ks 
padres y demás ascendientes; carácter de la ley, VI, 280, 1.660.- 
Opinión del autor, VI, 281, 1.661.— División judicial; "compeUscí 
del Juez, VI, 232, 1.662.— Autoridad de la ley territorial, Yl^t^ 
1.663.— Operaciones indispensables para la división, VHí, 3S7,1j664 
Formación de la masa; colación, VI, 237, 1.665.— V. Acreedora éeí 
herencia, Colación y Pago de deudas y cargas hereditariag. 

— entre los coherederos (Beneficio de). I, 229, 143. 

— provisional. — V. División de la herencia. 

Divorcio. — Concepto de la indisolubilidad del matrimonio según lo^n 
rios sistemas de leyes, III, 8, 658. — Ley austríaca, m, 9, 669; tas 
cesa, m, 10, 660; alemana, m, 11, 661 ; suiza, m, 11, 662; de Dbi 
marca, Suecia y Noruega, m, 12, 663; de Turquía, HE, 13. 664 be 
ga, III, 13, 665; inglesa, III, 13, 666; de los Estados Unidos, ÜL U 
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^S7, — Diversos principios acerca de U competencia del Tribuna), in^ 
14, 668.— Resumen de los sistemas sobre las reglas de competencia, 
Xn, 16, 669. — Inconvenientes que de aquí se derivan; remedios su- 
geridos, m, 17, 670. — Observaciones acerca del fundamento de la 
■competencia, III, 18, 671. — Ley según la cual debe decidirse en el 
iondo la demanda de divorcio, m, 10, 672. — La ley sobre el divorcio 
^es de las que atafien al orden público, ni, 19, 673.— El derecbo á di- 
vorciarse no puede considerarse como un derecho privado personal, 
III, 20, 674. — No es correcto atribuir á la ley sobre el divorcio el ca- 
rácter de ley de policía y penal, III, 21, 676. — El divorcio debe ser 
-considerado como derecho de familia, y se regulará según los mismos 
principios que rigen las relaciones de aquélla, in, 23, 676. — En Ale- 
mania prevalece la teoría que admite la preeminencia de la lexfori, 
III, 24, 677. — En Francia se le ha atribuido el carácter de estatuto 
real, UI, 26, 676.— Teoría inglesa, III, 27, 679.— La jurisprudencia 
de los Tribunales escoceses atribuyen á la ley la autoridad de estatuto 
real, ni, 28, 680.— La jurisprudencia inglesa le reconoce el carácter 
-de estatuto personal y admite la preeminencia de la ley del domicilio 
<:onyuga], III, 30, 681.— Teoría de los Tribunales americanos, 111,81, 
^82. — La subsistencia ó disolución del vínculo matrimonial debe de. 
pender del estatuto personal, III, 32, 683. — Bajo qué respecto debe 
admitirse la preeminencia de la ley territorial, III, 38, 684. — Resu* 
•men del principio admitido por el autor, III, 34, 685.— Observaciones 
á la sentencia del Tribunal de Bruselas de 18 de Mayo de 1881, m, 
:34, 686. — Los principios establecidos por la jurisprudencia de un 
país no forman parte del estatuto personal, III, 37, 687.— ¿Puede 
un extranjero invocar su estatuto personal para divorciarse en un 
país donde la ley lo prohiba?, III, 30, 688. — Cómo la demanda 
•de divorcio puede lesionar el orden público» III, 41, 689.— Son inefi- 
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vorcio, III, 42, 690. — Demanda de divorcio presentada por un natu- 
ralixado, fundada en hechos anteriores á la naturalización, III, 48, 
^91. — Dificultad en el caso de naturalización del marido en la hipóte- 
.sis de que por haber conservado la mujer su nacionalidad primitiva 
no pueda verificarse el divorcio según la ley nacional de ésta, III, 46, 
•692.— Cuándo puede ser impugnada la naturalización por fraudulen- 
ta, y reputado ineficaz en la patria el divorcio de uno que está natura- 
lizado en el extranjero, III, 46, 693.— Ley que debe regular el proce- 
-dimiento y la prueba de los hechos, III, 47, 694. — Efectos que pro- 
>duce una sentencia de divorcio, III, 47, 696. — Nuevo matrimonio del 
cónyuge divorciado,' III, 48, 696.— La opinión del autor de que el di- 
vorciado no está incapacitado para contraer nuevo matrimonio, puede 
mantenerse aun respecto del derecho italiano, III, 60, 697.— Casos en 
«que puede considerarse lesionado el orden público por conceder al 
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divorciado que contraiga nuevo matrimonio, in, 61, 698. — ^Limitan 
nes de la ley personal y territorial al matrimonio del dÍT<»aado, HL 
62, 699. — Decisión de la Congregación de la Santa InqnisiciÓD acera 
de la eficacia del divorcio, III, 64, 700. 
Doble ciudadanía. — V. Ciudadanía, 

— contribución. — Y. Impuesto sobre las sucestones. 

Documento privado para el contrato de matrimonio, IV, 73, 1 j038.- 
V. Contrato de capituiadones. 

— público ó privado. — V. Forma de los actos. 

Documentos auténticos, ¿se consideran como tales los certificados ex- 
pedidos por los eclesiásticos?, II, 218, 497.— V. Actos de¡ estado ein. 

Dolo en el matrimonio. — V. Oposición al matrimonio. 

Domésticos* — Sus convenios. V. Arrendamiento de servicios. 

Domiciliados en territorio cedido á otra soberanía, n, 93, 386.— Vñ^e 
' Cesiones territoriales. 

Domicilio* — Su determinación es de interés común en las coestioneed* 
derecho internacional, II, 128, 408. — Su concepto, II, 124, 409.- 
Pluralidad de domicilios, 11,125, 410. — Aplicación de la ley en Ix'* 
cuestiones relativas á este punto, II, 126, 411. — Domicilio de orige:! 
y regla para determinarlo, II, 127, 412. — Domicilio de dereclto • 
legal, II, 128, 413.— Domicilio adquirido voluntariamente, II« r>. 
414.— Nadie puede carecer en absoluto de domicilio, II, 129, 415.- 
Domicilio de las personas jurídicas, II, 180, 416; cómo debe deten;- 
narse, II, 131,417; la pluralidad debe excluirse aun con respecta i 
las sociedades; aplicación á las sucursales, II, 182, 418. — Praebtcr 
domicilio, II, 135,419.— Presunciones, II, 1:S6, 420. — Las r^^pin 
establecerlo y probarlo son válidas aun para los extranjeros, II, 1^'. 
421. — Facultad de fijar el domicilio en el extranjero, U, 1S8, 422.- 
Efectos del domicilio, II, 139, 423.— Casos en que puede tener h 
portancia el domicilio, 1, 183, 58; persona que no lo tenga, 1, 134,59 
V. Ley del riomictVto.— Necesidad de su traslación en las ceaiooss «^ 
territorio para conservar la ciudadanía de origen, 11, 97, 389.— V«a.'>' 
Cesiones territoriales.— h&j que debe regir la capacidad de la mu.v 
casada en caso de cambio de domicilio. V^. Mí^er casada, 

— en la sucesión. — Cómo puede influir en el régimen de la sucesión, ' 
167, 1.360.- No es uniforme el concepto jurídico del domicilio r: 
todas las legislaciones, V, 168, 1.361; ley con arreglo ala cual ^ 
determinarse, V, 170, 1.362.— El domicilio en sus relaciones roe r 
estatuto personal, V, 171, 1.363; ídem ídem con el estatuto real, ^ 
174, 1.364.— Domicilio legal y domicilio de becho, V, 176,1.366- 
Diversos puntos de vista desde los cuales puede presentarse la mt- 
tión del domicilio en sus relaciones con la ley que debe aplicarse pff* 
resolverla, V, 177, 1.366.- La cuestión del domicilio del de rt. - 

^ frente al interés de los terceros, V, 179, 1.367. — La cuestión dele 
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roicilio del de cuj%a respecto de la Common Law, Y, 180, 1.368. — Véa- 
se Ciudadanía en la twegián, Conflicto de leyes en la íueesión y Sucesián^ 

Donaoiófi.— Su concepto, VI, 800, 1,699.— Son diversas las leyes qoe 
regalan los requisitos materiales y formales,, el objeto y los efectos, 
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rio, VI, 817, 1.707. — Donación entre cónyuges; conflicto; solución,^ 
VE, 818, 1 .708. — Las convenciones entre los cónyuges no están en el 
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•especiales de la capacidad, VI, 327, 1.712. — De la irrevocabilidad; 
pacto de reversión, VI, 828, 1.713— De las condiciones, VI, 829, 
i. 71 4.— Vínculo de inalienabilidad, VI, 881, 1.715.— Bienes que 
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nación de la teoría de los jurisconsultos contrarios, VI, 844, 1.721. — 
Ottándo puede tener autoridad la lex loci actus, VI, 846, 1.722.— Do- 
naciones manuales, VI, 848, 1.723.— Efectos de la donación, VI, 849, 
1.724. — Principios aplicables para proteger los derechos de los ter- 
ceros, VI, 862, 1.726.— Revocación de la donación, VI, 868, 1.726. 
Resolución de la donación en el caso de que sobrevenga un hijo; con- 
flicto entre el Código francés y el italiano, VI, 866, 1.727.— Carácter 
de la disposición que regula este asunto, VI, 866, 1.728.— Autoridad 
de la ley que protege los derechos de los terceros, VI, 869, 1 .729. — 
iQuidjuris en el caso de la reversión de la donación?, VI, 862, 1.730. 
iQuid en el de,la revocación?, VI, 863, 1.731.— ¿Quid en el de reduc- 
ción?, VI, 366, 1.732.— Ejecución voluntaria de una donación anula- 
ble, VI, 868, 1.733. 

Oonanie.— V. Donación, 

Oonaiario. — V. Donación, 

Oote: su acrecentamiento.— V. Inmutabilidad de los convenios matrimo- 
niales, — Su enajenabilidad ó inenajenabilidad. V. Naturalización de los 
cón'yuges. 
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EclesiásficH>S| los certificadoe qne expiden ¿se consideran docmnsap 
aoténticoB?, tomo Íl, página 218, párrafo 497.— Véase Achm iddisi 
civil. 

Edad para contraer matrimonio; nalidad de éste fundada en la fala > 
edad, II, 288, 561 .—V. Opondón al matrimonio. 

Educación de los hijos.— Y. Cónyuges. 

Efectos.— De la donación, VI, 349, 1.724.-V.Dofuu»o».— DelafisxL 
V. Fianza.— De la interdicción. V. 7ntor<2tccú>n.— De la patria potcia: 
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divorcio. V. Dtwrcio.- Del domicilio, 11, 139, 423.-^ V. DomitOit- 
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Eicacia« — De la cesión. V. Cesión de créditos. — De la repudiaciáa s 
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V. Extinción de las obligaciones. 
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— del testamento según las leyes civiles, VI, 144, 1.601. — ^Testam»- 
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su ejecución, VI, 146, 1.603. — Derecho positivo acerca de los teiu 
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ciudadano del Estado, VI, 162, 1.616.— Régimen de los Tratador, T. 
163, 1.617.— ¿Puede el Cónsul oponerse á la ejecución de un te^ 
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mentó?, VI, 164, 1.618.— El truit y sn carácter según el derecho 
inglés, VI, 166, 1.619.— A los trastees puede aplicárseles las reglas 
de los albaceas, VI, 168, 1,620.— Ejecución de un testamento respecto 
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Ejecutor testamentariq.— V. Albaceas, 
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En iteusis*— Concepto general de la ley que debe regirla, m, 255, 869. 
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la venta y Vendedor, 
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trato. V. Acciones que se derivan de laobligdción convencional, — Delfiüic! 

Véase Fiama, 
Exención de la obligación de colacionar, VI, 246, 1.669. 
Exhibición de un testamento público existente en el extranjero: ¿Pd^ 

ordenarla un Tribunal?, VI, 174, 1.626. 
Expatriación.— V. Naturalización. — Obligación del previo servicio se 

litar. V. Ciudadanía. 
Expropiación de la invención privilegiada, III, 408, 990 y 991 .—Véi» 

Propiedad industrial. 
Extinción de las obligaciones; modo de efectuarse, I, 264, 192— U! 

que debe regir el pago. I, 264^ 193.~Pago de una sama de disem. 

I, 266, 194.— ídem en papel moneda, I, 266, 196.— Pago con scbr 

gación y ley á que está sujeto. I, 268, 196. — Condiciones para n ^ 

^cia jurídica, I, 269, 197.— Subrogación legal, i, 270, 196.— Beais 
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<ria voluntaría de un crédito, I, 271, 199.— Remisión forzosa, I, 278, 
200.— Opinión de Massé respecto á la eficacia de on convenio entre 
el quebrado y sus acreedores, I, 278, 201.— Observaciones, I, 274, 
202.— Cesión judicial de los bienes, I, 276, 203.— Eficacia de esta 
institución en el extranjero. I, 277, 2ÍM.— Novación, I, 278, 206. — 
Ley que debe decidir si se ha verificado y sus efectos. I, 278, 206. — 
No debe darse lugar á ella en los asuntos comerciales, I, 278, 207. — 
Imposibilidad física ó moral de la prestación, I, 280, 208. — Extinción 
de la obligación ope excepiümié, 1, 280, 209. 
extranjero.— El hombre como sujeto de actos, I, 842, 277.— Acción 
^de la ley respecto al ciudadano y al extranjero, 1, 848, 278.— Tenden- 
cia á igualar la condición del ciudadano y del extranjero. I, 844, 279. 
Crítica de la expresión adoptada por el legislador italiano á este fin, 
I, 846, 260. — Teoría de Bianchi acerca del goce de los derechos civi- 
les, I, 847, 261.— Fórmula propuesta por el Instituto de Derecho in- 
ternacional, I, 848, 282.— En qué debe consistir la condición de igual- 
dad entre el ciudadano y el extranjero. I, 849, 263.— Justo concepto 
de la personalidad jurídica. I, 861, 264. — Debe igualarse al ciudada- 
no en cuanto á la adquisición de derechos. I, 361, 285; y en cuanto al 
ejercicio de los mismos, I, 868, 286; y en cuanto á la conservación y 
seguridad. I, 864, 267.— No es potestativo en el soberano territorial 
concederle ó negarle el goce de los derechos privados ni aun subordi- 
narlos á la reciprocidad, I, 864, 288.— Derechos cuyo goce puede ne- 
garle ó limitarle. I, 866, 269. — Reglas generales acerca de su condi- 
ción jurídica, I, 868, 290.— Disposición' liberal de la legislación ita- 
liana, I, 868, 291. — Concepto de la reciprocidad que ha prevalecido 
en las demás leyes. I, 869, 292.— Distinción entre derechos civiles y 
derecho de gentes. I, 860, 293.— Condición del extranjero según las 
leyes positivas, I, 861, 294.— Ley inglesa y de otros países, I, 862, 
296. — Ley italiana. I, 864, 297!— Adquisición de derechos y garan- 
tías legales de los mismos, I, 866, 298. — Derechos de condición civil, 
I, 867, 299.— Derecho de acudir á los Tribunales, I, 868, 300.— De- 
recho de promover medidas de conservación, I, 869, 301 .—Rigores 
de la legislación romana respecto á los extranjeros. I, 64, 6. — Tem- 
planza de las máximas del derecho estricto. I, 66, 9. — En la Edad 
Media, I, 68, 10.— Derecho de aubana ó albinagio, I, 69, 11.— Legisla- 
ción francesa respecto de los mismos. I, 61, 12.— ídem inglesa. I, 68, 
13.— La Iglesia y la Revolución francesa con respecto á los mismos, 
I, 64, 14. — El Código de Napoleón en lo que de los mismos trata. I, 
66, 15. V. Ciudadanía y Condición de loa extranjeros, — Extranjeros en 
el goce de la propiedad. V. Propiedad, — Ley que debe regir su suce- 
sión. V. Sucesión, — Deben someterse á las reglas que determinan la 
forma de los actos. V. Forma de los actos. 
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Extratorriioríalldacl de las leyes. V. Dt/ereHcta etUre Uu iejfe$ de ^ 
público y d derecho público. 



FacultUd de cambiar las capitulaciones matrimoniaies, tomo IT, páf 
na 46, párrafo tU>1 7.— Véase Inmutabilidad de lo» co n ve nio é matrm 
nialei, 

— de fijar el domicilio en el extranjero, 11, 188, 422. — V. jyomidtio. 
Falsiioaoión: determinación de so carácter, III, 869, 949.~De ife- 

composiciones musicales hechas por medios mecánicos, III, 361^ 960 
Véase Propiedad industrial y Propiedad literaria. 

Falta*— De capacidad para contraer matrimonio: acción de nalidad f:::- 
dada en ella, II, 804, 574. V. Opotidón al matrimonio. — De oobsb* 
miento para contraer matrimonio; nulidad fundada en la misma, F 
289, 292 7 294, 562, 565 y 566. V. Oponcián al matrimomo.-l^ 
edad para el matrimonio; nulidad del mismo, II, 288, 561.— Vete? 
Oposición al matrimonio. — De pago del precio de la compra; aboao df 
intereses, IV, 122, 1.076.— V. Comprador y Eeseinán de la venta. 

Familia.— Sus relaciones. V. Rdacione» de familia. 

Fedoaai. — Concepto de orden público interior é internacional, V, 91 
1.325.— V. Sucesión según el derecho italiano. 

Fiador.— V. Fianza. 

Fiansa (Contrato de).— Relaciones que de él se derivan, IV, 814, 1.235 
Ley que debe regir la fianza legal y la judicial, IV, 816, 1.296.— !>- 
tinción de las relaciones que se derivan de la fianza para detanninA: 
la ley reguladora, IV, 817, 1.237.— Cómo puede aplicarse la re;^ 
locus regit actum^ IV, 318, 1.236. — Ley que debe regir la natunka 
y el carácter del acto y efectos que se derivan de la fianza, IV, 31- 
1.239. — Ley que debe regir el contenido de la relación contractiu-. 
IV, 820, 1.240.— Obligación del fiador y ley que debe regir las acd?- 
nes y excepciones correspondientes, IV, 822, 1.241. — Efectos de u 
fianza en sus relaciones con el deudor garantido, IV, 884, 1.24Z- 
Efectos de la misma en las relaciones entre loe fiadores, IV, S2¿ 
párrafo 1.243. 

Fideicomiao. — V. Valor iuridico del testamento. 

Filiaoiófi.-V. Paternidad. 

— legítima.— La legitimidad debe depender de la misma ley que rege - 
el matrimonio y las relaciones de familia, III, 67, 702. — La acdóii ít 
reclamación ó impugnación de estado debe subordinarse al estatu: 
personal, III, 68, 703.— Dificultad en la hipótesis de que el padre v r 
hijo sean de diversa nacionalidad, III, 60, 704.— Examen de la cue^ 
tión de si el desconocimiento ó la reclamación de estado deben cocf 
derarse como un derecho personal del padre ó del hijo, ó si en el etf*^ 
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en qae éstos tengan diversa nacionalidad, debe preferirse el estatato 
personal del uno ó del otro, III, 60, TOft.^Ley según la cual debe 
decidirse acerca de la demanda para establecer la maternidad cuando 
la nacionalidad de la mujer no sea la misma que la del marido, 111^ 
62, 706. — Caso de que el cambio de ciudadanía se haya verificado en 
el tiempo que media entre la concepción y el nacimiento, III, 68, 707. 
Presunción de la legitimidad en la hipótesis del cambio de naturaleza 
sobrevenido después de celebrado el matrimonio, pero antes del naci- 
miento del hijo, III, 66, 708; caso de que el nacimiento haya tenido 
lugar antes de la naturalización, m, 67, 709. — Ley que debe regular 
los medios de prueba para establecer la legitimidad, III, 67, 710. — 
El ciudadano nacido en el extranjero no puede alegar la ley extranjera 
para establecer con arreglo á ella la legitimidad, III, 68, 71 1 .—La 
prueba de la legitimidad de un extranjero debe subordinarse á su 
estatuto personal, m, 69, 712; excepto el caso en que los medios de 
prueba irroguen ofensa al orden público, III, 69, 713.— ¿La prueba de 
la impotencia puede admitirse con arreglo al estatuto personal del 
extranjero?, m, 70, 714.— Desconocimiento por causa de adulterio» 
ni, 71, 71ft. — Legitimidad establecida por el acto del nacimiento y 
por la posesión de estado, UI, 71, 716.— ¿Puede el extranjero utilizar 
en Francia el art. 822 del Código civil?, III, 72, 717.— La posición de 
estado puede regirse por la ley territorial cuando se haya realizado en 
el territorio, m, 74, 718.— Autoridad del estatuto personal en esta 
materia, ni, 74, 719. 
Filiación natural.— V. Prole nacida fuera del matrimonio, 
Fiore. — 8u opinión acerca de: Ley que debe regular la colación, VI, 242, 
1.668.— Carácter de la ley que regula la división hecha por los padres 
y demás ascendientes, VI, 281, 1.661. — Disposiciones testamentarias 
á favor de determinadas personas, VI, 186, 1.fi96.— Ley que debe 
regular la patria potestad, II, 848, 615.— Ley que debe regular los 
efectos de la patria potestad en relación con los bienes, II, 366, 618. 
Ley que debe regular el régimen legal de los bienes de los cónyuges, 
n, 876, 636.— Competencia del Tribunal para decretar la separación 
personal de los cónyuges, II, 896, 652.— Poderes del tutor, n, 189, 
470. — Capacidad para contraer matrimonio. V. Matrimonio. — In- 
fluencia de la condena penal extranjera sobre la condición jurídica de 
las personas, II, 201, 482.— Ley de que debe depender la validez de 
los actos de un incapaz, II, 164, 446. — Determinación de la ley rela- 
tiva á la ausencia que ha de aplicarse, n, 146, 428.— ¿Puede un me- 
nor emancipado naturalizarse en el extranjero?, II, 81, 377. — Asimi- 
lación entre las personas jurídicas y las naturales. I, 386, 318.— De^ 
terminación del principio de la territorialidad de las leyes, I, 814, 256. 
Proposición para facilitar el conocimiento de las leyes extranjeras, 1, 
831, 270. — Acciones relativas al contrato para hacej el contrabando,, 
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I, 250, 174.— Carácter del derecho del Estado á la 
vi, 1€7, 1.635.— Ley aplicable para interpretar Jos testaiDeofeca, u 
114, 1.579.— Determinación de la ley á qne ee han.referidolae pr» 
«n las obligaciones. I, 206, 118.— Remisión, V, 144 y 151, 1 J52; 
1.356.— Compensación, V^ 81, 1.818.— Ley regaladora de la legis» 
ción. V. Hijo8 naturales. — Si la regla locu» regit aeium poede dAos^ 
nar la necesidad del documento público ó privado en la fonnadi.'> 
actos, I, 290, 234.— Autoridad de la ley relativa á la adqmskiác^ 
la herencia, V, 212, 1.385.— Relaciones de Emilia, I, 143, 71.-Lf 
aplicable á los inmuebles. I, 160, 89.— Determinación del lofir?: 
que debe considerarse perfeccionado el contrato. I, 215, 127.— Vk? 
•de los pactos sucesorios en los terceros Estados, Y, 329, 1.396.— L: 
gar donde debe considerarse perfeccionado el contrato de mandfi' 

IV, 211, 1.147.- Intereses debidos por demora, IV, 259, 1.18I.-A: 
toridad de las leyes qne limitan la usura, lícita, IV, 245, 1.171.— Le? 
que debe regir la lesión en la venta, IV, 138, 1.088. — Ley regnl«kn 
de la eficacia de la cesión, IV, 154, 1.100. — Importancia de la aalc»' 
mía de los contrayentes en las capitulaciones matrimoniales» IV/iT 
1-001. — Autoridad de la lex rei 8itae respecto de las relaciones pi:? 
moniales de los cónyuges, IV, 88, 1.013.— Acción judicial á cistff^ 
cuencia de un billete de lotería adquirido en el extranjero, IV, ^ 
1 «251. —Ley que ha de regir las obligaciones que se derivan del:^ 
cuasi-contratos, IV, 854, 1.261.— Fundamento de la hipoteca \ep^ 
m, 283, 892.— Ley que debe regular la válida constitoción de Ut 
potoca sobre las naves, III, 806, 913.— Transmisión de la propied»^ 
de las naves, in, 221, 843.— Ley que regula la transmisión de a 
propiedad de los créditos, III, 211, 838 y 839.— Ley que debe rer 
lar la posesión comenzada, HI, 180, 813.— Ley que regala la preecnf^ 
ción, ni, 185, 818. — Determinación del principio de que debe áefts- 
der el derecho de retención, III, 160, 783.— Carácter de la ley qoer^ 
gula la exclusión ó intervención de los cesionarios eh la división de ^ 
herencia, VI, 221, 1.655. 

Fisco* — V. Estado: su capacidad de suceder, 

FobIIx.— Su criterio sobre el estatuto real, 1, 162, 78.— La ley apliciblv 

á los muebles, I, 158, 85. 
Forma.— De la declaración á beneficio de inventario, V, 418, 1315.- 

V. Aceptación á beneficio de mventorto.— De la aceptación de la h«feft 
cia. V. Aceptación y repudiación de la Aerencta.— De la donación. Vés» 
Donación, — Del reconocimiento de la prole. V. Prole naddafmera i¿ 
matrimonio. — Del contrato de arrendamiento.'V. Arrendamieáh.^V^ 
contrato de capitulaciones. V. Contrato de capitulaciones, — Dd codos 
to de mandato, IV, 227, 1.156.— V. Mandato,— -I>e\ contrato de soóe 
dad. V. Contrato de sociedad. — Del testamento. V. Testamenio, 

— de los actos. — En general se admite la regla locus regU aetum, 1, 2F' 
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210; límiteé de la misma, I, 282, 211; su aplicación á las obligaciones^ 
I, 282, 212; ídem á las formalidades para dar la capacidad jurídica, I,. 
288, 218; ídem á los testamentos, I, 288, 214; ídem á la prueba del 
acto. I, 284, 215; ídem á la celebración del matrimonio, 1, 284, 2^.— 
Alcance de la regla locus regit (ictum, 1,285, 217; justificación déla 
regla. I, 286, 218.— Disposiciones del derecho francés, I, 286, 219. — 
Código prusiano. I, 287, 220.— ídem neerlandés. I, 288, 221 .—La 
legislación determina el alcance de la regla loeua regit actiim, I, 289, 
222 á 225. — Las reglas que lo determinan sólo tienen eficacia en el 
Estado del legislador que las dicta, I, 291, 226. — Valor imperativo* 
del principio locus regit actum, I, 298, 227. — Tanto los ciudadano» 
como los extranjeros deben someterse á las reglas que determinan la 
forma de los actos. I, 293, 228. — Actos verificados in fraudem legiSy 
1, 296, 229.— La regla locu$ regit actum, ¿puede aplicarse para decidir 
la necesidad del documento público ó privado?^ I, 296, 280; teoría de 
Zacarías, I, 297, 231; opinión de Demolombe, I, 297, 232; teoría de 
los jurisconsultos italianos. I, 298, 233; opinión del autor. I, 299,. 
234. — La cuestión de forma privada ó pública no es de pura forma, 
I, 300, 235. — Aplicación del principio al reconocimiento de un hijo 
natural, I, 300, 236; al contrato de matrimonio. I, 801, 237; á la do- 
nación, I, 802, 238.— Hipótesis de que no haya podido cumplirse la 
condición de la autenticidad. I, 808, 239. — Actos realizados en Tur- 
quía, I, 808, 240. — Actos realizados por un Ministro extranjero en la 
Legación, I, 804, 241. — Actos á que se aplica la regla locus regit actum^ 
I, 806, 242. — A quién corresponde suministrar la prueba, 1, 806, 243. 
Jurisprudencia, I, 806, 244. 

Formalidades del testamento. — V. Teetamento, — ídem para la celebra- 
ción del matrimonio. V. Matrimonio. 

Fraude en e| matrimonio. — V. Oposición al matrimonio. 

Froland: Su opinión acerca de la ley del domicilio. — V. Estatuto real y 
Ley del domicilio. 

Funcionario competente para presenciar el consentimiento para con- 
traer matrimonio, II, 249, 524.— V. Matrimonio. 

Fundamento de la hipoteca legal, m, 289, 892. 

— y desarrollo de la ciencia. I, 61, 5. 

Fustinato: Su teoría sobre la compensación, V, 81, 1.317.— V.t^Wenóti 
según él derecho italiano. 



Gananciales.— Véase Capitulaciones matrimoniales, Inmutabilidad de Ios- 
convenios matrimoniales y Naturalización de los cónyuges. 

Garantía impuesta al vendedor, tomo IV, página 112, párrafo 1.068. — 
V. Compir<idor y Vendedor. 
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Garantías legales de los derechos: sa adquisición por los eztnaJ6fos.I 

866, 298.— V. Extranjero, 
Castos que ocasiona la entrega de la cosa vendida, IV, 109, 1.066l- 

V. Comprador y Vendedor. 
Gianzana: Sn teoría acerca del disfrute y ejercicio en el extranj«ro ir 

los derechos de las personas jaridicas. I, 380, 313. — V. il i i i — 

juridicas, 
Ooce de la propiedad. — Y. IVopiedad,— ídem de los derechos citike. 

igualdad de condición á este efecto entre el ciudadano y el extranjen 

V. Extranjero. 

H 

Habitación (Derecho de).— Véase Servidumbre». ^ 

Habitantes del territorio cedido cuando nada dispone respecto á eCoi 

el Tratado de cesión, tomo 11, página 119, párrafo 406. — V. Ce¿aa 

territoriales. 
Henry: Su opinión acerca de la ley del domicilio.— Y. Ley del dcmkSk 
^Hereje. — Ley que le niega el derecho hereditario, Y, 352, 1.479. — Vét 

se Orden de suceder. 
Herejía. — Incapacidad de suceder que puede derivarse de ella, V, MI, 

1.426. — Y. Capacidad é incapacidad de la» personas naturaU». 
Herencia: su división, III, 194, 826.— Y. Acotación y repudiación éek 

herencia, Aceptación á beneficio de inventario, Adqui»ición de la Ao^sctt. 

Apertura déla sucetión^ Capacidad de kt» a»ociaciüne». División deU 

herenda. Estado: su capacidad de suceder^ Igfesia é Impmato mtbre la 

sucesiones, 

— en sus relaciones con la ley que dehe regirla, Y, 9, 1.279. — ^V. *» 
sión en general y Sucesión según el derecho italiano, 

— vacante. — Derechos del Estado á la misma, YI, 181, 1.631; siesnc 
derecho hereditario, YI, 182, 1.682.— Teoría de los jurisconsuhof 
franceses y de Laurent, YI, 183, 1.688; opinión de los jurisconsolw 
italianos, YI, 186, 1.684; opinión del autor, YI, 187, 1.685.— La prt^ 
eunta voluntad del de cujus no puede ser decisiva para determinare 
derecho sucesorio del Estado, YI, 189, 1.686.— La ley que atríboTe 
al Estado la herencia vacante tiene el carácter de estatuto real y dsbe 
aplicarse, incluso á los bienes muebles, YI, 192, 1.687.— Ley q» 
debe regular el estado de caducidad, YI, 194, 1.688. — Derecho del ex 
tranjero que reclame la herencia contra el Fisco que se encuentre en 
posesión de los bienes, YI, 166, 1.689.— La>cualidad de sucesor, ¿debe 
establecerse en conformidad con la ley territorial, según afinni U 
Audiencia de Reúnes?, YI, 196, 1.640.— Y. Herencia yacente, 

— yacente. — Medidas de conservación, YI, 176, 1.627. — Guadiff 
nombrado ala misma por el Juez extranjero, YI, 177, 1¡628l— Be^ 
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glas para el ejercicio de sus facultades^ VI, 179, 1.629. — Si sus atri- 
badenes pueden ser por completo desconocidas en Francia, VI, 179, 
t.680. — V. Herencia vacante. 
Hijo. — ^Prueba del matrimonio de los padree dada por él, 11, 278, 5ft8. 
Véase Cónyuges y Matrimonio. 

— adoptivo en cuanto al orden de suceder, V, 343, 1.479. — V. Orden de 
suceder. 

— adulterino. —Su incapacidad de suceder, V, 271,1.429. — ^V. Capacidad 
é incapacidad de las personas náfrales y Prole nacida fuera dd matri* 
monio. 

— concebido en una patria y nacido en otra.— V. Ciudadanía. 

— incestuoso.— Su incapacidad de suceder, V, 271,1.429.— V. Capacidad 
é incapacidad de las personas naturales. 

— menor de edad: sn condición. — V. Ciudadanía. 

Hijos naturales. — Su legitimación según el derecho positivo, m, 111, 
748. — Ley reguladora de la legitimación; opinión de los escritores, 
III, 112, 749.— Opinión del autor, III, 114, 750.— Jurisprudencia, 
m, 115, 751. — La legitimación por subsiguiente matrimonio debe 
regirse por el estatuto personal del padre, III, 116, 752.— El mismo^ 
decidirá la validez del reconocimiento, 111,117, 753. — Efectos del 
•cambio sobrevenido en la nacionalidad respecto dé la ley reguladora 
■de la legitimación, III, 118, 754.— Ley reguladora de los efectos jurí- 
•dicos de la legitimación, III, 120, 755.— Legitimación por rescripto 
real y su eficacia extraterritorial, III, 122, 756.— Su incapacidad de 
suceder, V, 274, 1.430.— Cuándo reclaman el derecho á suceder, V, 
844, 1.474.— Si pueden limitarse sus derechos hereditarios, V, 363, 
1.480. — Ley á que debe subordinarse su derecho para impugnar el 
reconocimiento, 111,84, 726.— V. Capacidad é incapacidad délas per- 
sonas naturales, Ciudadanía^ Forma de los actos. Orden de suceder y 
Prole nacida fuera del matrimonio. 
Hipoteca* — Su concepto general, m, 263, 875.— No puede admitirse 
que deba estar por completo sometida á la lex rei sitae, Hl, 264, 876. 
Autoridad del estatuto personal acerca de la capacidad de las partes 
y del estatuto real en cuanto á los bienes susceptibles de hipoteca, 
in, 264, 877; de las naves en este particular, III, 266, 878. — Dere- 
chos reales susceptibles de hipoteca, III, 266, 879. — La hipoteca del 
usufructo legal de los ascendientes debe depender del estatuto oerso- 
nal, ra, 267, 880.— V. Privilegio y Subrogación legal. ^ 

— convencional. — Debe admitirse en ésta la autonomía de las partes, 
m, 268, 881. — Principios sancionados por el Código civil francés y 
observaciones críticas, m, 268, 882. — Ley que debe regular la hipo- 
teca por contrato hecho en el extranjero y eficacia de la misma, m, 
270, 883.— La forma del contrato debe regularse por la ley territorial, 
m, 273/ 884; con arreglo á ésta debe decidirse la forma de llevar á 
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cabo la especificación, III, 274, 885.— £1 derecho de exigir la ioscn:- 
ción de la hipoteca puede estar fondado en el contaito hecho m i 
extranjero, III, 276, 888.— Hipoteca constituida por testamento y r 
eficacia, HI, 276, 887. 
Hipoteca judicial.— ^u carácter, ni, 298^ 904.— No pueden tLplickatJt 
las mismas reglas que á la hipoteca legal, m, 299, SOS. — No jnsie 
considerarse como un derecho perteneciente á la parte ni dedm» 
por el Juez, III, 300, 908.— Sus efectos en país extranjero, m, IK. 
907.— Importancia de los Tratados, III, 301, 908. 

— legal: su concepto general, III, 278, 888. — Teoría de los eeoitenp 
acerca de la ley que dehe regularla, HE, 279, 889. — Principios buic.> 
nados por los Tribunales franceses j su fundamento, m, 280, BBO^- 
Necesidad de poner la cuestión en su verdadero panto de TÍsta, m. 
282, 891.— Opinión del autor sobre su fundamento, III, 288, 892- 
Puede tener su origen en la ley extranjera, III, 284, 893. — Hipotta 
legal relativa á la mujer casada y ley que debe r^ularla, m, 285, 894. 
Aplicación de la teoría del autor en el sistema del Código civil itaJii 
no, III, 287, 895. — Opinión de Laurent á propósito de la hipoteca > 

i gal correspondiente á un menor belga sobre los bienes de un uax 
sitos en los Países.Bajos, III, 289, 897.— Hipoteca legal en favor ct 
los incapaces, Ilf, 289, 898. — El admitir la autoridad de la ley per 
sonal acerca del derecho de hipoteca no implica ofensa á loe derecbj» 
de la soberanía territorial, UI, 291, 898. — Aplícase este principio ei 
el sistema sancionado por el Código de los Países Bajos, III, 292, 889. 
Hipoteca legal atribuida al vendedor ó á cualquier otro enajéname, 
in, 294, *900. — Aplicación de los principios á los demás casos de I 
poteca legal, III, 294, 901. — Cómo debe proceder el interesado pa» 
obtener la inscripción, IH, 295, 902.— Hipoteca l^al atribuida ii 
Estado, á las comunidades y á establecimientos públicos, IH, 296,903 
V. Hipoteca é Hipoteca judicial, 

— sobre las naves. — V. Navee. 

Hombre. — Como sujeto de actos. V. Extranjero, — Hombre de color, )t; 

que le niega el derecho hereditario, V, 362, 1.479. — V. Ordm i' 

suceder, 
Hubert.— Su opinión acerca de la ley del domicilio. — V. Leyddir 

tnicüio. 

I 

Iglesia. — Condición excepcional en que se encuentra respecto de an ci 
pacidad para adquirir, tomo V, página 310, párrafo 1.453.— Cueeti^-a 
acerca de los legados hechos al Papa y á la Santa Sede, Y, 311» 1i454 
Principios sentados por los jurisconsultos franceses, V, 313, 1 Jl65.- 
Personalidad jurídica de la Iglesia, V, 816, 1.458.-vLa Iglesia no e 
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un Estado y no le corresponde cié jure la personalidad jurídica, Y, 
816, 1 .457. — La teoría acerca de la personalidad internacional de la 
Iglesia no implica que ésta sea de jure una persona jurídica, V, 318, 
1.458. — La Iglesia puede proveer á las necesidades del Grobierno; 
cuáles son sus derechos civiles, *V^ 828, 1.459. — A la Iglesia no le co- 
rresponde de jure la capacidad para adquirir por sucesión, V, 826, 
1 .460. — La personalidad jurídica de la Iglesia se determina por la 
ley de cada país, V, 826, 1.461 . — Véase Capacidad de las asociacioneB 
y Estado: su capacidad. 

Igualdad de condición entre el ciudadano y el extranjero.- V. Ex- 
tranjero. 

impedimento. — Al matrimonio. V. Oposición al matrimonio. — Para 
contraer matrimonio. V. Matrimonio. 

impedimentum crlmlnia como causa de nulidad del matrimonio. — 
V. Oposición al nuUtimonio. 

Imposibilidad física ó moral de la prestación. — V. Extinción de las oMt- 
gaciones. 

Impotencia. — Acción de linlidad del matrimonio fundada en ella, II, 
310, 580.— y. Filiación legitima. 

Impresos (Contratos).— Cuándo se reputan ineficaces, IV, 182, 1.124.— 
V. Arrendamiento de servicios. 

Impuesto sobre las sucesiones. — Las leyes sobre los impuestos tienen 
siempre autoridad territorial, VI, 288, 1.667; conflictos que nacen 
en las relaciones internacionales, VI, 284, 1 .688. — Carácter de Iai§ 
leyes fiscales, VI, 285, 1.689; ley francesa acerca del impuesto so- 
bre la sucesióo, VI, 286, 1.690. — Rigurosas aplicaciones según la ju. 
risprodencia, VI, 288, 1.691.— Ley italiana, VI, 289, 1.692.— Im- 
puesto sobre la sucesión según el derecho inglés, VI, 290, 1.693. — 
Inconvenientes prácticos, que se derivan de la aplicación del derecho 
positivo, VI, 292, 1.694; temperamentos aportados por la Ley de 
Baviera y de Prusia, VI, 293, 1.695. — La cuestión es de derecho in- 
terno, VI, 294, 1.696. — Los jurisconsultos están de acuerdo en ob. 
viar los Inconvenientes de la doble contribución, VI, 296, 1.697. 
Manera de resolver la cuestión, VI, 2^7, 1 .698. 
Impugnación. — Del reconocimiento de hijo natural por parte de éste; 
He subordina á su ley personal, III, 84, 726. — V. Prole nacida fuera 
del matrimonio. — Del matrimonio. V. Oposición al matAmonio. — Del 
testamento. V. Valor jurídico ¿id testamento. 
Inalienabilidad en la donación, VI, 331, 1.71 5.~V. Donación. 
lecapaoes. — V. Incapacidades jurídicas. 

F capacidad. -V. Ciudadanía. 
capacidades jurídicas.— Consideraciones generales, n, 169, 440. — 
Deben depender de la ley del Estado de que cada cual es ciudadano, 
n, 161, 442; de la misma ley debe depender la validez de los actos 
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de un incapaz, II, 162, 443.--Teoría de Chassat, n, 163, 444.— 0^- 
nión de Pardessas, II, 168, 445.— Opinión del aator, II, 164, 446; es 
cept'ión conveniente á los principios establecidos, II, 166, 447.— '■'^ 
servaciones á la ley inglesa de 1874, II, 166, 448. — Menor que hj}i 
ocultado por medios dolosos su condición, II, 167, 449; ccie: 
puede rechazarse la accióú de nulidad por parte del mismo, II, !t: 
450. — Debe dejarse al Juez cierta latitud para apreciar la malí i* 
II, 168, 451.— Se determina la teoría acerca de laa acciones de m: 
sión y restitución, II, 169, 452.— Ley que debe regir la prescñpc.. 
de las acciones de nulidad correspondientes al incapaz, II, 169, 453 
Emancipación, II, 170, 454; conflicto de leyes acerca del deseti 
para efectuarla, II, 171, 455. 

Incapacidades para comprar y vender. — Y. Compraventn. — ídem ^-¡9^ 
se derivan de la condena penal. V. Condena pencU, 

Incapacitados. — Medidas de protección en interés de los mismos, I , 
172, 456.— Atribuciones de los Cónsules. II, 173, 457.— DistÍBc.:! 
entre las medidas adoptadas en interés de las personas y laa eeuh'r 
cidas para la administración de los bienes, n, 174, 458; obsemb 
nes sobre esta teoría y opinión del autor, n, 176, 459; aplicados > 
estos principios á la asistencia del pródigo, 11, 178, 450. — Oiganiíi 
ción de la tutela, II, 179, 461.— Conflictos acerca del derecho á Is ::: 
tela, II, 179, 462. — Observaciones á la teoría del Tribunal de Ci¿t 
ción francés acerca de la tutela legal de la viuda, 11, 180, 463 - 
Conflictos sobre la organización de la tutela derivados de la dap&c 
dad de ciudadanía del menor, II, 182, 464. — Tutela deferida por -. 
Magistrado, II, 183, 465; eficacia de las resoluciones jadicialez> r?» 
pecto á este punto, II, 184, 466. — Principios acerca de la persiu * 
quien puede investirse de la cualidad de tutorj n, 186, 458. — Püdir^ 
del tutor respecto de sus gestiones, 11, 188, 469. — Opinión del sct * 
II, 189, 470. — Cuándo debe aplicarse la ley del país en que tiecr 
gar la gestión de la tutela y cuándo la ley personal, II, 190, 471 -| 
Aplicación de los principios á los actos exigidos para la conserr&r. 
de un inmueble, II, 191, 472. — Resumen de la teoría, It, 193, 473- 
V. Hipoteca legal y Naturalización, 

Incendio de la cosa arrendada. — V. Arrendamiento, 

Inceatuoaos»— V. Bijoa incestuosos. 

Indlsolubflidad del matrimonio. — V. Divorcio, 

Ineficacia.— De los contratos impresos, IV, 182^ t.124. — V. .4rr^'- 
miento de servicios, — De la acción judicial; regla relativa á la va:^- 
y. Contratos, — De las convenciones entre las partee para modifi.^* 
ley sobre el divorcio, III, 42, 690. — V. ZH'wrcio.— De los coiitnt>'« :■ 
violan el derecho público. V. Contratos, — Del contrato de arrvcu 
miento estipulado en el extranjero, IV, 169, 1.113. — Véase .4**'^ 
damiento. 
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Inmueble (Sucesión). — No debe haber distinción entre ésta y la mueble, 
1, 196, 1 10.— V. Sucesión. 

4nmiiebleft« — Disposiciones de las leyes positivas acerca de los mismos, 
I, 160, 88; opinión del autor, 1, 160, 89.— V. Estatuto real y Muebles. 
Necesidad de enajenarlos en las cesiones territoriales para conservar 
la ciudadanía de origen, III, 100, 391. — Y . Cesiones territorinles.—^n 
arrendamiento. V. Arrendamiento, — Su retención. V. Retención. — Nece- 
sidad de la escritura para adquirir derechos reales sobre los mismos. 
V. Contrato de capitulaciones y Frueba de las obligaciones. 

inmutabilidad de los convenios matrimoniales.— Concepto de la inmu* 
tabilidad del. régimen matrimonial, IV, 87, 1.012. — Teoría del autor 
respecto de la autoridad de la lex rei sitae en las relaciones patrimo- 
niales de los cónyuges, IV, 38, 1.013; la confirman los escritores y la 
jurísprudenV^ia, IV, 40, 1.014; observaciones á la sentencia de la 
Audiencia de París de 6 de Febrero de 1887, IV, 42, 1.015; jurispru- 
dencia de otros países, IV, 44, 1.016. — Facultad de cambiar las capi- 
tulaciones matrimoniales, IV, 46, 1.017.— Concepto de la regla de la 
inmutabilidad y consecuencias que de ella se deducen, IV, 47, 1.018; 
aplicaciones hechas por el autor á la cuestión del acrecentamiento de 
la dote, IV, 49, 1.019; el derecho de los cónyuges enfrente del de los 
terceros, IV, 49, 1.020; confirmación de la opinión del autor con la ju- 
risprudencia reciente, IV, 51, 1.021; resumen de los principios relati- 
vos á la misma, IV, 63, 1.022. — V. Naturalización de loa cónyuges. 

Inquilino*— V. Arrendamiento, 

inacripción.— Del matrimonio celebrado en el extranjero, II, 299, 571. 
V. Oposición al matrimonio. — De la hipoteca. V. Hipoteca convencional 
é Hipoteca legal, — De los hijos en el Registro del estado civil. V. Prole 
nacida fnera del matrimonio. 

Jnatituto de Derecho internacional; fórmula que propone acerca del goce 
de los derechos civiles, 1, 348, 282.— V. Extranjero. 

«Intención de las partes; su valor en las capitulaciones matrimoniales, 

IV, 31, 1.009.- 'V. Capitulaciones mafrtmonto/es. - ídem en los actos 
y contratos. V. Interpretación. 

interdicción.— Su carácter, II, 193, 474. — Tribunal competente para 
pronunciarla, II, 194, 475.— Ley que debe regularla, II, 196, 476. — 
Personas que pueden provocarla, II, 196, 477. — Ley que debe regular 
sus efectos, II, 198, 478. 

Intereaea; su abano porfalta de pago de la cosa vendida, IV, 122, 1.076. 

V. Comprador y Préstamo. 

Jiitermediario en los contratos.— V. Contrato hecho por intermediario. 

interpretación.- Su objeto en las relaciones internacionales: regla ge- 
neral, I, 252, 176 y 177.— Determinación de la intención de las par- 
tes, I, 264, 178. — La intención puede ser dudosa. I, 265, 179. — Deter- 
minación de la medida si el valor es distinto, según la ley de los di- 
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versos países^ I, 256^ 180.~De an contrato celebrado por carta, 1,3:-.. 

181. — Del valor de la moneda indicada, 1, 267^ 182. — De las cláoáBJ^ 

de los testamentos. I, 258, 183.— Del testamento, VI, 109, 1.S76 ra 

guientes.— V. Valor jurídico dd testamento, 
InYeneión privilegiada; su expropiación, m, 408, 990. — V. ^Bropiedt 

industriíü. 
Inventores: privilegios que se les conceden.— V. Propiedad industria 
Irrevocabilidad de la donación, VI, 328, 1 .71 3.— V. Donación^-lát^ 

del testamento. V. Testamento y Vaior jurídico dd testamento. 
Israelitas; ley qne declara sn incapacidad de suceder, V, 267, 1.426- 

V. Capacidad é incapacidad de las personas ntUurales. 

J 

Juego.— Véase Apuesta, 

Jurisprudencia. — Los principios establecidos por la misma en un -^ 
terminado país no forman parte del estatuto personal, tomo III, p¿« 
na 37, párrafo 687.— V. Divorcio, — Jurisprudencia sobre la forma ér 
los actos, I, 306, 244.— V. Forma de los actos. 



Labbó.— Su opinión sobre el carácter de las reglas de Derecho inienf 
cional, tomo V, página 133, párrafp 1.348. — V. Conflicto de le^ff f% • 
sucesión. 

Laudemio.— V. Enfiteusis. 

Laurent (Opinión de) acerca del: Carácter del derecho del Estado i • 
herencia vacante, VI, 183, 1.833. — Determinación de la ley que ka * 
aplicarse relativa á la ausencia, 11, 146,428. — V. Ausencia, — I^y-r 
debe regular la colación, VI, 241, 1.887.— V. Colación, — Teoría «v»^'*j 
el estatuto real. I, 164, 81. — Donación de bienes futuros, M. ^' 
1.718.— Validez de la venta hecha por un albacea, VI, 170, 1.62S- 
Disfrute y ejercicio en el extranjero de los derechos de las per^ "' 
jurídicas, I, 375, 307. — V. Personas jurídicas,— h^y que debe ree-- 'j 
el régimen legal de los cónyuges, II, 374, 834.— V. Bienes délos f^ >• 
ges. — Determinación del principio de que debe depender el derecb 
retención, III, 160, 783. — V. Retención, — Ley que regula la traD> : 
sión de la propiedad de los créditos, III, 211, 838.— Ley que d^!>e r 
guiar la válida constitución de la hipoteca sobre las naves, ni, «^ 
912.— V. Naves. — Hipoteca legal correspondiente aun menor be!pi^< 
bre los bienes de un tutor sitob en los Países Bajos, III, 289, 897. 
X .Hipoteca legal. — Ley que ha de regir las obligaciones quesederi' 
de los cuasi-contratos, IV, 349 y 353, 1.258 y 1.280.-— V. C%asi 
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4rato8, — Ley que ha de regir las obligaciones que se derivan de los 
•delitos y cnasi-delitos, IV, 360, 1.265.— Y. Dditos y cwmdditoa, — 
Doctrina acerca de la autonomía de los contrayentes en las capitula- 
aciones matrimoniales, IV, 15, 999. — V. CapiMadonee matrimoniales. 
Crítica de la opinión de Fiore acerca de la ley reguladora de la lesión 
•enla venta, IV, 138, 1.088.~V. Rescisión de la venta.-— Su proposición 
para facilitar el conocimiento de las leyes extranjeras, í, 380, 269.* — 
V. Aplieadón de las leyes extranjeras. — Ley reguladora de la eficacia 
de la cesión, IV, 154, 1.100. — V. Cesión de créditos.— Autoñáaá délas 
leyes que limitan la usura lícita, IV, 260, 1 .1 74.— V. Préstamo. — Lu- 
gar donde debe considerarse perfeccionado el contrato de mandato, IV, 
213,1.148. — V. Jfaruía^o.— Autoridad de la ley relativa á la adquisi- 
ción de la herencia, V, 212, 1.885. — V. Adquisición de la herencia.— 
No establece diferencia entre las leyes de orden público y el derecho 
público. I, 310, 248. 

legación: actos realizados en la misma por un Ministro extranjero. I, 
304, 241. 

{Legados. — La capacidad de los entes morales para recibirlos debe otor- 
garla el Soberano territorial, V, 283, 1.437. — V. Capacidad de las aso- 
ciaciones.— -De cossl ajena, VI, 126, 1.587.— A la Santa Sede. V, Igle- 
sia.— A las personas jurídicas. V. Capacidad de las asociaciones. — AI 
Papa. V. Iglesia. 

.Legatarios. — V. lüecución del testamento. 

.Legislación austríaca sobre la ley del domicilio, 1, 126, 52.— ídem id» 
francesa. I, 124, 51. 

Legitimación de los hijos naturales.— V. Hijos naturales. 

■Legitimado por subsiguiente matrimonio en cuanto al orden de suce- 
der, V, 889, 1.470 y 1.471. 

L.egitimidad.— V. Filiación legitima. 

.Lesión del derecho territorial; puede causarla la aplicación de una ley 
extranjera, 1, 111, 39. 

— en la venta. — V. Rescisión de la venta. 

.Lex fori.— Como reguladora del divorcio en Alemania, III, 24, 677. — 
V. Divorcio. — Su influencia para determinar el lugar donde haya de 
efectuarse la demora, IV, 263, 1.183.— V. iVé*famo.— Su autoridad en 
las transacciones, IV, 284, 1.161. — V. Transacción. — No regulará la 
prueba de las obligaciones. V. Prueba de las obligaciones. 

— loci.— Su inobservancia en cuanto al rito religioso para contraer ma- 
trimonio, 11, 264, 528. — V. Matrimonio. 

— loci actus. — Debe regular la capacidad de los testigos en los testa- 
mentos, Vr, 68, 1.555.— Su autoridad en la donación, VI, 846, 1.722. 
V. Donación. 

— loci contractus.— Su influencia en el comodato, IV, 241, 1.167!— 
V. Préstamo,— Su autoridad en caso de evicción en la venta, IV, 118, 
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1.069.— V. Vendedor.Su aatorídad en las cnestíones entre veB> 

m 

dor, comprador y arrendatario en pi caso de venta de la cosa arrecil 
da, IV, 178, 1.116.-;-V. Arrendamiento,— Fueáe en ciertos casoe wr- 
lar la acción reivindicatoría de las' cosas muebles, III, 226, 84&- 
Debe regir ios efectos naturales de las obligaciones. V. ObiÍ4facm.- 
Sa autoridad en las sociedades, IV, 199, 1.185.— V. Contrato de r^- 
dad.— 'Rige las acciones que se derivan de la obligación conveocioct 
V. Acciones que se derivan de la acción convencional, — Regirá la om»: 
de la prueba de las obligaciones. V. Prueba de las oUigtunones. 
Lax rei sitae.— Su autoridad c\p cuanto al contenido de la represen^: 
ción, V, 412, 1.514.— -V. Acqiitactón á beneficio de inventario. — Rige . 
retención de un inmueble, III, 148, 780. — V. Retención. — De ella ic 
pende la calificación de las cosas, III, 136, 766. — V. Cobos; y las ser* 
dumbres legales establecidas en beneficio de los particulares, HI, U 
y 248, 863 7 865.— Regula la ocupación como medio de adquirir '^ 
propiedad, III, 166, 798.— V. Ocupación,— Rige la prescripción de k? 
inmuebles, III, 176, 809. — V. Usucapión, — Modo como limita el éa^ 
cho del propietario, III, 197, 827. — El derecho de propiedad no se r 
puede someter á la misma en todos conceptos, III, 191, 821.— Deb» 
regir aun respecto de los muebles los derechos adquiridos por un te: 
cero bajo su imperio, III, 228, 849. — ^Rige el carácter y la admisilL 
dad de la enfíteusis, III, 266, 870. — V. B¡nfiteusis. — No está por c^c 
pleto sometida á la misma la hipoteca, III, 264, 876. — V. flt^lon.- 
Su autoridad en la forma del contrato de arrendamiento, IV, I^^ 
1.109; ídem en caso de incendio de la cosa arrendada, IV, 167,1.112 
ídem en las cuestiones entre vendedor, comprador y arrendaVario, P*' 
173, 1.116. — V. Arrendamiento. — Su autoridad respecto de las rekó** 
nes patrimoniales de los cónyuges, IV, 38, 1.013. — V. Inmutabaidr- 
de las relaciones patrimoniales de los cónyuges, — Su autoridad en ci^ 
de evicción en la venta, IV, 118, 1.069. — V. Vendedor. — Sainfinec.^> 
en la obligación de garantía en la venta, IV, 116, 1.071. — V. Fr»¿ 
dor, — Puede ejercer su autoridad sobre el contrato de constitnciÓD . 
renta, IV, 268, 1.188. — V. Constitución de renta; y sobre la natnrtlet: 
del derecho que se deriva del mismo, IV, 270, 1.190; y sobre la Üt* 
ración de la renta, IV, 276, 1.194. — Su autoridad para regalar lactMc 
secuencias de la posesión de los bienes hereditarios, V, 391, 1 30t 
y en cuanto á la aceptación ó repudiación de la herencia, V, 3!' 
1 .499. — V. Aceptación y repudiación de la herencia.—Sn aatorídad f 
cuanto á la adquisición de la herencia, V, 218, 1.390. — V. Ad^*» 
ción de la herencia, — Su autoridad en matería de donaciones, VI, Si- 
1.706. — V. Donación, — Su autoridad en la donación de bienes (^ 
ros, VI, 386, 1.718.— V. Suceñón, 
Ley.- Su autoridad territorial y extraterritorial, 1, 107, 36. — ^Triple n}« 
según el cual un individuo se considera sujeto á ella. I, 46, 2. — A v-^^ 
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se hallan sajetos los Estados, 1, 105, 33. — Sistema de la preferencia de 
la ley presuntamente aceptada por las partes. I, 95, 28. — La interior 
no siempre pqede resolver las cuestiones sobre naturalización, 11, 79» 
375. — y. Naturalización. — Aplicación de la territorial á las personas 
morales extranjeras reconocidas^ I, 391, 322.— V. Personas jurídicas. 
Una sola debe regir el estado de las personas. V. Estado de la persona. 
En la sucesión. V. Sucesión, 
l.ey del domicilio. — Diversos pareceres entre los jurisconsultos de la Edad 
Media sobre su concepto, 1, 118, 43.— Opinión de Froland, I^ 119, 44; 
ídem de Hubert, I, 120, 45; idem de Bonllenois, I, 120, 46.'— Escrito- 
res que sostuvieron la preferencia de la ley del domicilio actual, 1, 121, 
48. — Opinión de Henry, 1, 121, 47. — Teoría de los jurisconsultos mo- 
dernos, 1, 122, 49. — Discordancia entre las leyes positivas Tie los di- 
versos Estados, I, 123, 50. — Legislación francesa. I, 124, 51.— Dere- 
cho austríaco. I, 126, 52. — Inconvenientes que se derivan de este sis- 
tema, I, 132, 56. 

— del estado de que se es ciudadano. — Debe ser la que rija á las personas- 
donde quiera que se hallen. I, 127, 53.— La autoridad del Derecho ro- 
mano confirma esta teoría, 1, 128, 54.— Consideraciones de Savigny, 
1, 130, 55. 

— extranjera. — Su aplicación puede causar una lesión del Derecho terri- 
torial, 1, 111, 39. — Qué debe hacerse cuando se desconozca. Y. Aplica- 
ción de leyes eactr anderas. 

Leyes. — Su diversidad es un hecho necesario. I, 43, 1. — Su limitación 
territorial. V. Limitación territorial de las leyes, 

— de orden público.— Imposibilidad de determinarlas con criterios posi- 
tivos, 1, 109, 38.— Dificultad para determinarlas. I, 309, 247. 

— extranjeras.— Su conocimiento. Y. Aplicación de las leyes extranjeras. 

— fiscales. — Su carácter, YI, 285, t.689. — Y. Impuesto sobre las suce- 
siones. 

m 

— interiores. — No pueden modificar los tratados de cesión, U, 115, 404. 
Y^ Cesiones territoriales. 

Liberación de la renta territorial, lY, 272, 1.191.- Y. Constitución de 

renta y Enfiteusis. 

»■ 

Licitud de las sociedades extranjeras. — Y. Contrato de sociedad. 
Limitación.— De disponer á favor de ciertas personas, YI, 134, 1.595- 
De la autoridad territorial de las leyes fundada en la ofensa á las bue- 
nas costumbres. Y. Diferencia entre las leyes de orden público y d De- 
recho público, — Del derecho de provocar la división de la herencia, fun- 
dada en la disposición del testador, YI, 213, 1.649.— Y. División de la 
herencia, 

— territorial de las leyes. — Principios rigurosos, I, 87, 23. — Tempera- 
mentos adoptados para la utilidad común, I, 88, 24. — Teoría de los 
estatutos personales y reales. I, 90, 25. • Doctrina de Foelix, I, 98, 30. 
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Sistema de Shaeffner, I, 100, 81.— Sistema de Savigny, I, 101.31 

Limitaciones especiales de la capacidad de donar, VI, S27, 1.712- 
V. i)otta(»(fn.— Limitaciones al matrimonio del divorciado, III, 52,691 
V. Divorcio. 

Límites de la autonomía de los Estados, I, 106, 34.— De la regUl>'-< 
regit actum, V. Forma de las obUigaciones.—^AmxtM dentro de los ns^ 
puede el Estado regular la ciudadanía. V. Ciudadanía. 

Locus regit actum. — Rige las formalidades para la celebnciós V 
matrimonio, II, 268, 541.— V. Matrimonio. — Sn campo en loqoeser^ 
fiere á los testamentos, VI, 87 y 40, 1.589 y 1.541: casos en que |)0f> 
aplicarse para decidir la fecha del testamento, VI, 46, 1.543; sq^'' 
dadero alcance, VI, 68, 1.549.— V. TiRstoinen^?.- Aplicación á la forz' 
del contrato de constitución de renta, IV, 269, 1.189.— V. Cl)*^s 
dm de renta. — Cuándo puede aplicarse á la aceptación y repx^ '■ 
de la herencia, V, 883, 1.497.— V. Aceptación y rq^udiaeiónáth^'^ 
íJta.— Se aplicad la transacción, IV, 231, 1.159.— V. TSrantaaiáñ-^ 
aplica á la forma del contrato de capitulaciones, IV, 71, 1.036 j1i037 
V. Conhrato de capitulaciones, — Se aplica á la fianza, IV, 818, 1.238 • 
V. Fianza.— Ij9í jurisprudencia la ha aplicado para decidir la formáis 
testamento hecho en el extranjero, VI, 29, 1.534; se aplica tambiéct 
testamento ológrafo, VI, 31, 1.535. — V. Testamento, 

Lomonaco. — Su teoría acerca del disfrute y ejercicio en el extnui;er< 
de los derechos de las personas jurídicas. I, 882, 315.— V. ÍVfW« 
jurídicas. 

Lotería.— Venta de sus títulos, IV, 92, 1.051.— V. Cbmpraroi¿a-U^'' 
ría extranjera. V. Apuesta, 

Lugar en qne debe considerarse perfeccionado el contrato.— Dificnlt*^'' 
que pueden surgir para determinarlo. I, 212, 123; ídem del contn> 
por correspondencia. I, 212, 124; discordancia de la juríspnideDcit^ 
este particular. I, 214, 125; solución dada por la ley italiana, 1. 3U 
126; opinión del autor, I, 216, 1 27. —Contrato hecho por intennediJ 
rio, 1, 218, 128.— Mandato por carta, I, 219, 129.- Contratos hecboícc 
un lugar y ratificados en otro, I, 221, 131.— Ratificación de los oontn 
tos nulos por su origen, I, 222, 1 32.— Contratos hechos por comido 
nados viajantes. I, 222, 133. — Contratos condicionados. I, 228,134.- 
Obligaciones derivadas de los actos realizados en diversas loctl»! 
des, I, 223, 135.— Dudas acerca del lugar destinado á la ejecocióo <if 
la obligación, I, 224, 1 36.— Cumplimiento de la obligadóa derto"^ 
una mercancía á su destino, I, 226, 137.— Cómo ha resuelto esUcQ^ 
tión la jurisprudencia. I, 226, 138.— Opinión preferible, I, ti^^^' 
Jurisprudencia de los Tribunales americanos. I, 227, 140. 
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IManc^iffL— Su teoría acerca de la diferencia entre lae leyes de orden pú- 
blico y el derecho público ante la autoridad territorial ó extraterrito- 
rial de las leyes, tomo I, página 312, párrafo 263.— ídem acerca del 
disfrute y ejercicio en el extranjero de los derechos de las personas ju* 
ridicas, I, 877, 309. 

üMandato. — Diversos modos de considerarle, IV, 206,1.141. — ^Autoridad 
de la ley personal, IV, 207, 1.142.— Cómo puede establecerse la rela- 
ción convencional, IV, 207, 1.143.— Cuándo debe considerarse ultima- 
do el contrato, IV, 200, 1.144.— La ley que debe regir el mandato y 
sus efectos es distinta según el punto de vista desde el cual puede ser 
considerada, IV, 210, 1.145.— Lugar en que el contrato debe conside- 
rarse perfeccionado, IV, 211, 1.146; opinión del autor, IV, 211, 1.147; 
opinión de Laurent, IV, 218, 1,148; confirmación de la opinión del 
autor, rv, 216, 1.149.- Quién debe considerarse obligado respecto á 
los terceros cuando se haya ejecutado el mandato, IV, 217, 1.150. — 
Caso de excederse en el mandato con la ratificación del mandante, IV, 
219,1.151; deben aplicarse las mismas reglasen el caso de que el 
mandatario asuma la' posición del tercero, IV, 220, 1.152.— «Autoridad 
de la ley bajo cuyo imperio se confirmó el mandato, IV, 222, 1.153. 
Cesación del mandato; dudas que pueden surgir con motivo de la 
muerte del mandante, IV, 228, 1.154.— Los terceros pueden atenerse 
siempre á la ley territorial, IV, 226, 1.155. — Forma de este contrato, 
IV, 227,1.156. 

— por carta, I, 219, 129.— Ley á que debe considerarse sometido. I, 220, 

párrafo 130. 
fllManutenclón de los hijos. — Véase Cónyuges, 
Marca de comercio.— V. Propiedad industrial. 
Marido. — V. Potestad marital, 

.Massó.—So opinión respecto de la eficacia de un convenio entre el que- 
brado y sus acreedores.— V. Extinción de las obligaciones. 
'Maternidad.— V. Filiación legitima. 
— natural.— V. PróU nacida fuera del matrimonio. 

Matrimonio.— Condiciones exigidas para celebrarlo en relación con la 
ley que debe regularlas, 11, 234, 51 1 .—Promesa de matrimonio, 11, 286, 
512.— Capacidad de las partes para contraerlo, II, 237, 614.— Princi- 
pios que han prevalecido en Inglaterra y los Estados Unidos, II, 288, 
Í51 5.— Opinión del autor, II, 240, 616.— La capacidad de la mujer ca- 
sada para volver á casarse debe regirse por la ley personal del mari- 
do, n, 242, 617; aplicación del principio al caso de una mujer divor- 
ciada, U, 242, 518; ídem al caso de la viuda, II, 244, 619.— Condición 
jurídica de los protegidos en Oriente, II, 244, 620; ley que debe regir 
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el consentimiento, II, 246, 521 ; la ley misma regalará las consecac 
cias del vicio del consentimiento y la existencia jorídica del mifc* 
II, 246, 522.— Consentimiento de los progenitores ó de otras pe» 
ñas y consejo exigido por la ley, 11, 247, 523. — Fancionaiio coope 
tente para presenciar el consentimiento dorante la ocupación mflhr 
ó en, los distritos consulares, II, 248, 524.— Discútese la competerKa 
de los Agentes diplomáticos, II, 249, 525; jurispradencia, n, til 
526. — Dadas en caso de matrimonio celebrado ante ministro eó- 
siástico, II, 262, 527.. — Caso en que la ley personal consid^e esenó! 
el rito religioso, II, 264, 528. — Caso que no se haya observado U 

• lex hci en cuanto al rito religioso, 11, 266, 529. — Caso de dos extn& 
jeros de la misma patria que hubiesen celebrado matrimonio ante ? 
ministro eclesiástico de conformidad con su ley nacional en nn p&tf 
donde dicho ministro no era competente para ello, II, 256, S30.--C*.*' 
en que la ley personal atribuya efectos civiles al matrimonio oelebn 

,do en el extranjero ante el ministro eclesiástico, U, 259, 531.— Reqc 
sitos que debe llenar el matrimonio, II, 261, 532; principios para de 
terminar la ley que debe regularloí, n, 261, 533.— Ley de que det^ 
depender el término para contraer nuevas nupcias, II, 262, 534 - 
Impedimento fundado en la diferencia de religión, II, 263, 535l- 
Impedimento de órdenes sagradas y voto religioso, 11, 263, 536.— Ab 
toridad de la ley territorial que prohibe la poligamia, II, 264, 537.- 
Impedimento fundado en el parentesco, II, 265, 538. — ^Relación de la 
adopción, II, 267, 539. — Principios generales acerca de la aplicicic': 
de la ley territorial, II, 267, 540. — Las formalidade^^ara sa celebn 
ción se someten á la regla locus regit aciwn, II, 268,^^1. — El derecl 
anglo-americano no exige formalidad alguna, II, 269, 542; derecb. 
vigente en Inglaterra, II, 271, 543.— Pueden ser necesarias cieruí 
formalidades con arreglo á la ley personal, 11, 271, 544. — Necesxdsc 
de las publicaciones hechas en la patria, II, 272, 545. — Prevencix 
de la inobservancia de la ley patria, II, 278, 546. — Matrimonios oe> 
brados ante los Cónsules, 11, 278, 547. — Matrimonios celebrados es 
el Imperio Otomano, II, 274, 540. — Principio general acerca de ^ 
prueba de su celebración, II, 276, 549. — Si la posesión de esttd 
puede equivaler al acto de la celebración, 11, 275, 550.— Obserw»' 
nes á la opinión de Brocher, II, 277, 551.— £1 acta suscrita por nn r* 
bino puede probar la celebración del matrimonio, 11, 277,552.- 
Prueba del matrimonio dada por los hijos, 11, 278, 553. — Si poedr 
invocarse por los extranjeros la ley que admite la posesión de esuú 
á favor de los hijos que tratan de establecer su legitimidad, 11, 2T^ 
554. — V. Opo8Íción al mo^nmonto.- No puede regirse por los misici^ 
principios que las relaciones convencionales como base que es del e< 
tado de familia. I, 188, 65. — Diverso modo como le ha consideradc f- 
derecho positivo, I, 189, 66. — No puede equipararse á cualquiera qx> 
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contrato, I, 141, 68.~-0pinión y crítica de IO0 qne quieren que depen- 
da de la ley del domicilio matrimonial, I, 141^ 69 y 70.— Opinión del 
autor, 1, 143, 71.~Legitimación por subsiguiente matrimonio. Véase 
HijoB naturales, — Matrimonio entre gentes de distinto color y distinta 
clase. V. Bienes de los cónyuges, Capitulaciones matrimoniales, Contrato 
de capitulaciones, Divorcio, Forma de loi actos, Inmutabilidad de los con- 
venios matrimoniales. Naturalización de los cónyuges y Separación per- 
sonal, 
Matf^imonio putativo.— Su concepto, según el derecho positivo, II, 882, 
639.~E8tátuto por que deben regirse sus efectos, II, 383, 640.— Ca- 
sos en que puede aplicarse la ley territorial, II, 888, 641 . — No se con- 
sidera matrimonio putativo la unión celebrada ante quien no tenga fa- 
cultades para autorizar el matrimonio, II, 884, 642. — El matrimonio 
celebrado de buena fe con uno que se creía ciudadano de un Estado, 
¿puede justificar la aplicación de la ley de éste acerca del matrimonio 
putativo?, II, 385, 643.~'La ley territorial, relativa á los efectos del ma- 
trimonio putativo, ¿puede aplicarse á un individuo que quiera deducir 
de un matrimonio nulo un efecto determinado en el territorio?, U, 886, 
644. — Confirmación de la regla relativa á la aplicación del estatuto 
personal, II, 887, 645. 
Mayor jpdad.—V. Ciudadanía. 
Mayorazgo.— V. Orden de suceder. 
Módicos; legados á su favor, VI, 184, 1.595. 

Medidas.— V. Interpretación, — Medidas adoptadas á favor de los incapa- 
citados y para la administración de sus bienes. V. Incapacitados, — Me- 
didas de conservación; los extranjeros tienen el derecbo de promover- 
las, I, 369, 301 .—V. Extranjero, 
Medio de prueba; valor de los actos del estado civil, II, 224, 503. — Véar 

se Actos dd estado civil. 
Medios de que dispone el acreedor para obligar al deudor. I, 280, 144, 

V. Obligación, 
Menor. — V. Hipoteca legal, — Condición del hijo menor de edad. V. Ciu- 
d€UÍania.~-'E\ menor emancipado, ¿se considera capaz de naturalizarse 
. en el extranjero?, 11, 81, 376. — V. Naturalización. — Menor que haya 
ocultado por medios dolosos su condición de tal, II, 167, 449.— Véa- 
se Incapacidades jurídicas, — ^A quién corresponde el derecho de opción 
de los menores en las cesiones territoriales, II, 101, 393. — V. Cesiones 
territoriales. 
Mercancías que se han de remitir á su destino. V. Remisión de mercan- 
cías, 
Merlín. — Su teoría acerca del disfrute y ejercicio de los derechos de las 
personas jurídicas. I, 879, 311.— V. Personas jurídicas. ^Bu doctrina 
sobre el conflicto entre la ley personal del padre y del hijo acerca de 
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la patria potestad, n, 847, 814^ — V. Cóny%ig€8.—&u opinión aoefca k 

la prescripción ñe las acciones, I, 240, 160. 
Mavio.—Sa teoría para determinar la ley de las obligaciones. I, 206, 11& 
Minas: su propiedad. Y. Propiedad, 

Ministro extranjero; actos que realiza en la legación. I, 304, 241. 
Modo de regular el Estado la ciudadanía. V. Ciud4ida9Ua. 
Modos de adquirir la propiedad. — V. Aecegión^ Ocupación y IVopieia¿ 

— según los cuales un individuo se considera sujeto á la ley. I, 46, 2. 
Moneda en que debe pagarse el precio de la compra, IV, 123, 1^77- 

V. Comprador é Interpretación, 

Mora en la entrega. — V. Comprador, €hmprav«/Ua y Vendedor, 

Mueble (Sucesión). — No debe hacerse distinción entre ésta y la ininae 
ble, 1, 196, 110.— V. Sucesión, 

Muebles.— Ley aplicable á los mismos, 1, 167, 84.— Teoría de F<plii, L 
168, .85.— Los jurisconsultos anglo- americanos, 1, 150, 88. — Teom 
de Savigny, 1, 169, 87.— Teoría racional, I, 166, 91.— Principios síb 
clonados por el legistalor italiano. I, 168, 93.— V. Estatuto real é Iw 
mueíble8,—%\í donación, VI, 389, 1.719.— Su retención. V. ReUmeió^- 
Su reivindicación. V. Usucapión, 

Muerte oivll. — Autoridad de la ley que, en su consecuencia, deds» 
abierta la sucesión, V, 190, 1 .374.— V. Apertura de la sucesión. — Aotír 
ridad de la ley extranjera que establezca la incapacidad para sooedef 
á consecuencia de la muerte civil, V, 260, 1.422.— V. Capacidad é i* 
capacidad de las personas naturales, 

— del mandante, IV, 223, 1.154.— V. Mandato, — Declaración eficaí di 
muerte, II, 220, 499.— V. Actos del estado civil. 

Mujer. — Su subordinación al marido, V. Potestad marital, — Ley qne d^< 
regular su capacidad para consentir en la división de los bienes bere^ 
ditariof* en el extranjero, III, 194, 828. — Ley que le niega ei derecha 
hereditario, V, 862, 1 .479.— V. Orden de suceder. ^M.nier separada le- 
galmente de su marido. V. Mujer casada. — Capacidad de la mujer di- 
vorciada para volver á casarse, 11, 242, 518. — V. Matrimonio. — Dere 
chos sucesorios de la mujer del divorciado, V, 864, 1.485. — V. Orde% 
de suceder. — Mujer de quien haya adquirido nueva ciudadanía ó per- 
dido la de origen. V. Ciudadanía, 

Mujer casada.— Su condición civil, n, 883, 800.— Obligación redpr> 
ca de asistencia de los cónyuges, II, 384, 801. — Su capacidad joriif 
ca, n, 886, 802.— Acciones de nulidad de parte de una mujer casadA. 
II, 836, 803. — La necesidad de la autorización marital debe regir» 
por el estatuto personal, II, 886, 804.— Liey que debe regir la capac: 
dad de la mujer casada en caso de cambio de domicilio legal Ó de cíe 
dadanía, II, 840, 805.— Condición de la mujer legalmente separsdi. 
II, 841, 808.— Condición de la viuda, II, 841, 807.— Derecho de 0|h 
ción en las cesiones territoriales, II, 106, 398.- Su capacidad pu% 
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volverse á casar, II, 242, 517. — La que está legalmente separada de 
su marido no puede naturalizarse en el extranjero sin la autorización 
correspondiente, 11, 77, 373.— V. Cegianes territoriales, Hipoteca legal. 
Matrimonio y Naturalización. 
fUlutuo.— V. Préstamo, 

■ N 

Nacimiento. — V. Filiación legítima, — Declaración eficaz de nacimiento, 
tomo II, página 220, párrafo 499.— Véase Actos del estado civü, 

Maiuraies: Interpretación de esta palabra, II, 107, 398.— V. Cesiones 
territoriales. 

IMaturaieza de los derechos que se derivan de la sucesión, V, 202, 1.379. 
V. Apertura de la sucesión,— Ley con arreglo á la cual debe determi- 
narse la naturaleza de la obligación, I, 228, 141. — V. Obligación. 

Naturalización. — Idea general, II, 69, 3S5.— La individual se rige por 
la ley interior, 11, 60, 356.— Ley vigente en Italia, 11, 61, 357.— Con- 
dición del que obtiene la naturalización italiana por Real decreto, II, 
63, 358.— Ley francesa, II, 64, 359; ídem inglesa, 11, 66, 360; ídem 
austríaca, 11, 66, 361 .—Estados en que la naturalización es de la com- 
petencia del Poder ejecutivo, II, 67, 362; ley suiza, II, 67, 363.— Es- 
tados en que es de la competencia del Poder legislativo, II, 68, 364. — 
Punto de vista bajo el cual debe aplicarse la ley interior de cada Es- 
tado y el Derecho internacional, II, 68, 365. — Derecho de expatriarse, 
II, 69, 366; Estados que lo desconocen, II, 70, 367; Estados que lo 
admiten con restricciones, II, 72, 368; la diversidad de las leyes pue- 
de dar lugar á conflictos y se necesita un tratado internacional para 
evitarlos, II, 73, 369.— No tiene autoridad extraterritorial la ley que 
niega el derecho de expatriarse, II, 73, 370.— La naturalización ob- 
tenida en el extranjero debe hacer perder la ciudadanía de origen, 11, 
74, 371; esta regla se restringirá á sus propios límites y estará subor- 
dinada á la condición de la capacidad con arreglo á la ley personal, 
II, 76, 372. — La mujer casada legalmente separada de su marido no 
puede naturalizarse en el extranjero sin la autorización correspon- 
diente, II, 77, 373. — La autonomía de la soberanía no es suficiente 
para conceder válidamente la naturalización á un incapacitado, II, 78, 
374. — La ley interior no siempre puede resolver las cuestiones sobre 
la naturalización, II, 79, 375.— Un menor emancipado, ¿se considera 
capaz de naturalizarse en el extranjero? II, 81, 376; opinión del autor, 
II, 81, 377.— Efectos de la naturalización y ley que los regula, 11, 82, 
378. — Las reglas de la naturalización no se aplican al denizen, II, 83, 
379. — El denizen no puede asimilarse al ciudadano, 11. 85, 380? — La 
vecindad y otras calificaciones análogas no equivalen á la naturaliza- 
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ciÓD, II, 87, 381. — V. Cesiones territoriales en relación con la netun» 
zación. Ciudadanía y Filiación legitima. 
Naturalización colectiva. — V. Cesiones territoriales en relacián cm Is 
naturalización. 

— de los cónyuges extranjeros con relación al régimen de los bieaea, H* 
55,1.023. — Teoría de los jarisconsultos antiguos y de la jarísprada 
cia en la hipótesis de cambio de domicilio conyugal, IV, 66, 1.024.- 
Resolución en los tiempos modernos en el caso de cambio de nacúffii 
lidad, IV, 58, 1.025. — Distinciones necesarias para determinar lii^ 
toridad de la ley de la patria originaria y la de la elección, IV, cá 
1 .026/— Distinción de los derechos contractuales perfectos, de lag e^ 
peranzas y meras facultades legales, IV, 60, 1.027. — Relaciones patr 
moniales acerca de la capacidad de los naturalizados, IV, 61, 1.02&— 
Si la enajenabilidad ó inenajenabilidad de los bienes dótales paek 
ser considerada comb cuestión de capacidad^ IV, 62, 1.029. — Aot«:>r 
dad de la ley de la patria originaria respecto de las relaciones p«tr 
moniales de los cónyuges naturalizados y de loa derechos que ie¿i o- 
rresponden, IV, 63, 1.030. — Autoridad de la ley de la patria orígici 
ría y de la de elección en las controversias que pueden surgir en li 
comunidad, IV, 64, 1.031; aplicación de los principios en las eootrc^^ 
versias que pueden surgir en el régimen dotal, IV, 66, 1.032; en ki 
controversias acerca de los gananciales, IV, 67, 1.033; en el sisteiDi 
de la separación de bienes, IV, 68, 1.034; los principios expuestos »:: 
válidos también en el sistema que considera decisiva la ley del dcnai 
cilio, IV, 69,1.035. 

— de los cónyuges después de haberse hecho una donación, IV, ZU 
1.710.— V. Donaciones, 

Naturalizados en territorio cedido á otra soberanía. — V. Cesiones terñ 
tortoles. 

Naves- — Transmisión de su propiedad. V. Derecho de propiedad,—Sa 
hipoteca, III, 265, 878; las leyes de algunos países la reconocen, IIL 
302, 909.— No se le aplican las mismas reglas que á las demás faip& 
tecas, III, 803, 910.— Principios acerca de la ley que debe r^alar s 
válida constitución, III, 304, 911.— Teoría de Laurent, III, 305, 912 
opinión del autor, III, 306, 913; jurisprudencia, III, 309, 914; oímst 
vaciónos, III, 309, 915. — Esta hipoteca debe regirse por la ley miemí 
que regula la condición jurídica de las naves, III, 311, 918.— Para 
hacer valer los derechos provenientes de la hipoteca constitoida en eí 
extranjero, ¿debe declararse previamente ejecutorío el contrato?, III, 
312, 917.— Observaciones á la sentencia del Tribunal de casacioc 
francés acerca de la validez de la hipoteca sobre la nave griega A* 
Adelphi, ni, 375, 918. — Principios que deben regir acerca de las fo: 
malidades de publicidad, III, 316, 919.— Aplicación de loa príncíi»» 
en el sistema sancionado por la ley inglesa, III, 317, 920. 



ÍNDIGB ALFABÉTICO D£ LA OBRA" 431 

Misa.— Tratado de cesión, II, 96 y 102, 387 y 394.— V. Cetiones territo- 
rialea. 

Mombre comercial. — V. Propiedad indugtriál. 

Notarios. — Legados á su favor, VI, 1S4, 1.595. 

Notoriedad (Actas de).— Sa eficacia, II, 226, 505.— V. Actos dd estado 
civil. 

Novación.— V. Extinción de las obligaciones. 

Nuevas nupcias. — Ley de que debe depender el término para contraer- 
las, II, 262, 534.— V. Matrimonio. 

Nulidad.— De la transacción. V. Transacción.— J)el matrimonio. V. Opo- 
sición al matrimonio. 

Nupcias. — V. Matrimonio. 



Objeto de la donación.— Véase Doncuñón. 

— del Derecho internacional, tomo I, página 4S, capítulo primero. 
Objetos falsificados. — V. Propiedad industrial. 

Obligación. — Con arreglo á qué ley debe determinarse su naturaleza. I, 
228, 141. — Solidaridad, I, 228, 142.— Beneficio de división éntrelos 
coherederos. I, 229, 143.— Medios de que puede disponer el acreedor 
para obligar al deudor, I, 230, 144. — Efectos jurídicos que se derivan 
de la obligación, 1, 280, 145. — Los efectos naturales deben regirse por 
la lex loci contractas, I, 231, 146.— Efectos que se rigen por la ley del 
lugar en que ha de verificarse la ejecución. I, 232, 147. — Efectos que 
provienen de sucesos accidentales. I, 233, 148.— De las arras, I, 233, 
149. — Cláusula penal. I, 234, 150. — Acciones que se derivan de la 
obligación. V. Acciones que se derivan de la obligación convencional. — 
Obligación de prestar alimentos. V/^/im^nfos. — Obligación de remitir 
una mercancía á su destino, I, 225, 137^ — V. Lugar. — Obligación recí- 
proca de asistencia entre los cónyuges. V. Mujer casada, 

— convencional. — Para determinar su ley hay que tener en cuenta la 
autonomía de las partes, I, 200, 112; límites dentro de los cuales debe 
valer este principio. I, 201, 113. — Dificultad para determinar la- ley á 
que se han referido las partes. I, 202, 114; aumenta esta dificultad en 
el caso de obligaciones contractuales, 1, 204, 115. — No están de acuerdo 
los jurisconsultos al fijar el principio que ha de resolverlas. I, 204, 
116. — Maneras diferentes de explicar el Derecho romano. I, 205, 117. 
Opinión del autor, fundada en la de Mevio^ Voet y Burgundio, I, 206, 
118 y 119.— Impugnación de la teoría de Story y Savigny, I, 207, 120. 
Teoría de Rocco, 1,208, 121; jurisprudencia sobre el particular. I, 
pág. 209, 1 22. 

Obligaciones. — V. Extinción de las obligaciones, Forma de los actas, In- 
terpretación y Prueba de las o&/t^actone8.— Obligaciones sin convenio. 
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IV, 843, 1.253. — Las obligaciones jurídicas se derivan en geneal^r 
la ley, y pueden dividirse en varias clases^ IV, 348, 1.2&4. — Deteisi: 
nación de esta materia, IV, 846, 1 .255. — Obligaciones derivada! és 
actos realizados en diversas localidades, 1, 228, 135. — V. Luffor, — (M- 
gaciones que nacen de los delitos y cuasi-delitos. V. I}élito8. — Oblip 
clones del fiador. V. Manza, — Obligaciones del acreedor pignoratid: 

V. Prenda, — Obligaciones de los socios. V. Contrato de Mxnedoá.— üy 
gaciones contractuales. V. Obligación convencional. 

Obligaciones (Ley de).— Nociones generales, 1, 198, 111 . 
Obras literarias y artísticas. V. Propiedad literaria. 

— piadosas. — Disposiciones testamentarias con dicho fin, VI, 157, 1.597 
Por adjudicación; sus empresarios, IV, 184, 1.126. — ^^V. Arrendwmaí» 
deservicios. 

Ocupación. — Gomo medio de adquirir la propiedad debe regnlarse jar 

la lex rei sitae, UI, 166, 798. — Diversas disposiciones de las leves 

positivas acerca del derecho de apropiarse un tesoro, III, 167, 791. 

determinación de la ley que debe aplicarse, KI, 169, SCO. — Vét^e 

Accesión, 
Ofensa á las buenas costumbres: Limita el principio déla terrítorialldsd 

de las leyes. V. Diferencia entre las' leyes de orden público y d dertdi» 

publico. 
Omisión de la prueba: Dependerá de la lex loci cotUractus. V. I^rueba i' 

las obligaciones. 
Opción (Derecho de) en las cesiones territoriales, II, 97 y 100, 389 j 

392.— De los menores, II, 101, 393.— De la mujer casada, n, li^>. 

398. — V. Cesiones territoriales. 
Operaciones de las sociedades. — V. Contrato de sociedad. 

— para la división de la herencia, VI, 287, 1.884.— V. División déla ii 
renda. 

Operarios: Sus convenios. -^V. Arrendamiento de servicios. 
Oposición al matrimonio. — Este derecho debe regularlo el estatuto per 
sonal, II, 288, 555. — Casos en que debe aplicarse la ley territorial, ü, 
284, 558. — Gravedad de las cuestiones relativas á la nulidad del ila 
trimonio, 11, 284, 557; proposiciones para evitar los inconvenxeotee 
que en la actualidad se presentan, 11, 286, 558.— ^Principios genenüer 
para resolver las cuestiones de nulidad del matrimonio celebrado » 
el extranjero, II, 287, 559.— Reglas que deben aplicarse al matriiE.' 
nio que jurídicamente no existe, II, 287, 580.— Nulidad fundada en 
la falta de la edad requerida, II, 288, 581; ídem id. en la falta á^ 
consentimiento, II, 289, 562. — Leyes que deben regir la acción fes 
dada en el fraude, engaño y medios dolosos, II, 290, 563. — Otm 
causas que pueden viciar el consentimiento, 11, 291, 584. — ^Acdo!; 
fundada en la falta de consentimiento de las personas llamadas « 
prestarlo, II, 292, 585; jurisprudencia francesa, n, 293, 588.— G^l 
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destinidad voluntaria en el caso de matrimonio celebrado en el ex- 
tranjero, n, 294, 667. — Falta de consentimiento de los ascendientes 
ó de otras personas, II, 294, 568. — Gonsecaencia de la omisión de las 
publicaciones; derecho francés, derecho italiano, II, 295, 569; regla 
general, II, 298, 570. — Inscripción del matrimonio celebrado en el 
extranjero, II, 299, 571.— Nulidad por inobservancia de las formali- 
dades exigidas, II, 800, 572. — Cuestión acerca de si el matrimonio 
celebrado con el rito religioso, defectuoso por la forma según el Dere- 
cho canónico, debe ser reputado como tal por la ley civil, II, 301, 
673. — Acción de nulidad fundada en la falta de capacidad, II, 804, 
674.— Impedimento por diferencia de religión, II, 306, 575. — Fuer- 
za de la ley que prohibe el matrimonio entre gentes de distinto color, 
II, 306, 576; ídem entre personas que pertenecen á clases distintas, 
II, 807, 577. — Impedimento fundado en órdenes sagradas ó en votos 
sacros, II, 307, 578. — Caso de que la ley personal en lo concerniente 
al impedimento por órdenes sagradas no pueda tener autoridad ex- 
traterritorial, II, 809, 579. — Acción de nulidad fundada en la impo- 
tencia, II, 810, 580; ídem fundada en la ley territorial, II, 312, 581. 
Existencia de matrimonio anterior, II, 313, 582.— Cuestiones acerca 
del matrimonio polígamo, II, 3Í3, 583. — Cómo debe ser preestableci- 
da la existencia del matrimonio anterior, 11, 314, 584. — Matrimonio 
entre esposos católicos anulado por el Tribunal eclesiástico, 11, 316, 
585. — Impugnación del matrimonio contraído por el cónyuge de un 
ausente; principios de derecho positivo, II, 317, 588; leyes que deben 
regir la nulidad de este matrimonio. II, 319, 587.— Prueba del matri- 
monio precedente, II, 320, 588.— Acción de nulidad fundada en la 
existencia de parentesco natural ó afinidad, II, 321, 589. — Impedi- 
uaento fundado en las relaciones de adopción, II, 322, 590. — Nulidad 
por impedimentum criminis, II, 322, 591. — Principios generales acerca 
del ejercicio de la acción de nulidad, II, 323, 592. 

Opponliem. — Su concepto del orden público interior é internacional, V, 
92, 1.325.— V. Sucesión según el Derecho italiano. 

Orden de suceder. — Diverso carácter de la sucesión y del derecho here- 
ditario, V, 329, 1.462.— Sucesión abintestato, según ol derecho posi- 
tivo, V, 330, 1.463. — Ley que debe regir la sucesión legítima, V, 332, 
1.464. — Prueba déla ciudadanía en relación con la ley que rige la 
sacesión, V, 332, 1 .465. — Caso en que la mujer y el marido no ten- 
gan la misma ciudadanía, V, 333, 1.466. — Caso del que no sea ciuda- 
dano de un determinado Estado, V, 334, 1.467.— Determinación déla 
condición del que ejercite el derecho hereditario, V, 337, 1.468. — 
£Bta cuestión debe estar sujeta al estatuto personal aun en el sistema 
qne admite la autoridad de la lex^rei sítete en materia de sucesiones, 
V, 33^7, 1.469.— Opinión del autor respecto del legitimado por subsi- 
guiente matrimonio, V, 339, 1.470.— Jurisprudencia, V, 341, 1.471.— 

Dbbboho INT. PRiY.— Tomo VI 28 
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Loe IDÍ8IDO0 principios son aplicables al hijo adoptivo, V, 339, 1.471 
Condición del cónyuge snpérstíte, V, 343, 1.473. — Hijo DatnraiO?» 
reclama el derecho á suceder, V, 344, 1^74. — £1 orden de soceder; 
la cuantía del derecho hereditario debe depender de la ley que njs i 
sucesión, V, 346, 1^75. — Aplicación de los principios en el útjízi 
francés, V, 347, 1^76. — Sistema italiano; la representación, V. %\^ 
1^77. — Cuándo puede limitarse la autoridad de la ley extranjera ^,:! 
rige la sucesión, V, 350, 1^78. — ^Ley que niega el derecho herediti:?: 
ai hereje, al hombre de color y á la mujer, V, 352, 1.4>79. — Si poé'ie: 
limitarse los derechos hereditarios del hijo natural, V, 353, 1^480- 
Si debe r^onocerse el derecho de prímogenitura ó mayorazgo, V. ^ 
1.481.— Vi jo del divorciado que reclama como hijo legitimo !<» c^ 
recbos sucesorios en la sucesión de los padree, V, 357, 1 «482.-0^ 
del hijo de un italiano que haya obtenido carta de naturaleza en ¿ 
extranjero y celebrado segundas nupcias después de disuelto el príGie; 
matrimonio mediante el divorcio, V, 359, 1.483. — Si puede repu:fti>< 
contra el orden público el tener en cuenta la sentencia de divordo é 
fin de adjudicar derechos sucesorios al hijo del divorciado, V, !€!, 
1.484. — Derechos sucesorios délas mujeres del divorciado, V, $S^ 
1.485. — Si de tomar en consideración el divorcio para regular lo» af- 
rechos sucesorios se deriva alguna ofensa á los principios de ofds 
público, V, 367, 1.488. — Autoridad del estatuto personal enloq'.< 
concierne á los derechos de la mujer, V, 369, 1.487. — V. SHceñón, 

Orden público. —V. Orden de suceder. — Leyes de orden público; diñciL 
tad para determinarlas, I, 809, 247.— V. Leyes de Orden púbiieo- 
Orden público interior é internacional, V, 92, 1.325. — Y. Sucesión se^^ 
el Derecho italiano. 

Ordenes sagradas como impedimento al matrimonio, II, 263, 536 - 
Véase Matrimonio y Orden de suceder. 

Organización de la tutela.— V. Incapacitados. 

Original res.— Interpretación dada á esta palabra, II, 107, 398.— Véti^ 
Cesiones territoriales. 



Pacto de reversión, tomo VI, página 828, párrafo 1.713. — ^\''. Donaci-^ 
Eficacia del pacto comisorio, IV, 304, 1.227. — V. Prenda. 

Pactos sucesorios. — Disposiciones de derecho positivo sobre los mir 
mos, V, 225, 1.394.— Opinión de ios tratadistas acerca de su valor jt 
rídico en los terceros Estados, V, 227, 1.395; epinión del autor. ^ 
229, 1.398. — Si puede negarse en Italia la eficacia de los pactos so 
sorios por razones de orden público, V, 231, 1.397; jurisprudencia, ^ 
284^ 1 .398. — Valor del pacto sucesorio consentido en el extranje*" 
por un italiano, V, 284, 1.399. 
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"Padre de familia: su responsabilidad. Y. Cuasi-delitoa y Delitos, 
Pago de las deadas y cargas hereditarias de la herencia entre los cohe- 
rederos; ley que debe regularlo, VI, 268, 1.676; aplicación de los prin- 
cipios en el sistema italiano, VI, 260, 1.677; controversia en el siste- 
ma francés, VI, 261, 1.678; conñicto entre la ley italiana y la france- 
sa, VI, 263, 1.679. 

— de las obligaciones. — V. Extinción de las obligaciones. 

— del precio de la compra; abono de intereses por su falta, IV, 122, 
1.076.— Moneda en que debe efectuarse, IV, 123,1.077. — V. Compra- 
dor y Rescisión de la venta. 

Rapa. — V. Iglesia. 

Rapel moneda (Pago en).-— V. Extinción de las obligaciones. -^ 

Rardeaaus. — Su teoría sobre la prescripción de las acciones, I^ 241, 
162. — Su opinión acerca de la ley de que debe depender la validez de 
los actos de un incapaz, U^ 163, 445. — V. Incapacidades jurídicas. 

Parentesco.— Como causa de nulidad del matrimonio. V. Oposición al 
matrimonio.— Gomo impedimento para el matrimonio, II, 266, 536. — 
V. Matrimonio. 

'Parte disponible de la herencia; su determinación, VI, 128, 1.580. 

Patente. — V. Propiedad industrial. 

Paternidad y filiación; nociones generales, III, 66, 701. — V. Filiación. 
Paternidad natural. V. Prole nacida fuera del matrimonio. 

Patria potestad — V. Cónyuges, 

Patrimonio.— De los cónyuges. V. Capitulaciones matrimoniales é Inmu^ 
labilidad de los convenios matrimoniales. — ídem del difunto: su separa- 
ción de el del heredero, VI, 277, 1.685. 

Pérdida.— De la ciudadanía. V. Ciudadanía y Naturalización, — ídem de 
la cosa dada en prenda, IV, 309, 1.231. — V. Prenda. — ídem de la co- 
secha: rebaja consiguiente del precio del arrendamiento, IV, 16^, 1.114. 
V. Arrendamiento, 

Perfección de la donación, VI, 336, 1.71 1.—V. Donación, 

Personalidad jurídica:' su justo concepto, I, 351, 284. — V. Extranjero, 
Personalidad jurídica de la Iglesia, V, 316, 1 .456. — V. Iglesia, 

Personas.— Su ciudadanía. V. Ciudadanía. — Su transporte. V. Transpor- 
te, — Personas que pueden provocar la interdicción. V. Interdicción. 

— jurídicas.— Son una creaci<^n de la ley. I, 371, 302; sus categorías. I, 
372, 303; puntos de vista bajo los cuales puede estudiarse su condi- 
ción jurídica. I, 373, 304.— Criterios con que debe determinarse su 
carácter de nacionales ó extranjeras, I, 373, 305.— Disfrute y ejerci- 
cio de BUS derechos en el extranjero, I, 374, 306; doctrina de Laurent, 
I, 376, 307; teoría del Tribunal de Casación francés. I, 376, 308; opi- 
nión de Mancini, I, 377, 309; de Ricci, Pierantoni y Bianchi, I, 378, 
310; deMerlín, I, 379, 311;deBrocher, I, 379, 312; de Gianzana, I, 
380, 313; teoría del Tribunal de Casación de Turín, I, 381, 314; ds 
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Lomonaco, I, 382, 315.— Dificultad de llegar á conclusiones predsir 
tal como ha eido planteada la caestión, 1, 882, 316. — Es inadmiaibk j 
asimilación entre las personas naturales y las jurídicas. I, S83, 317. 
opinión del autor, I, 386, 318.— Deben ser admitidas al beneficio is 
la vida internacional. I, 388, 319.— Se admite una especie de e9Ut3?> 
personal para las personas morales siendo necesario su previo re^. 
nocimiento, 1,390, 321.— Ejercicio de los derechos de las persocis- 
morales extranjeras reconocidas y aplicación de la ley territoría, L 
391, 322. — Domicilio de las personas jurídicas, II, 180, ^16 y 417.- 
V. Capacidad de loa asociaciones y Domicilio, 
Personas morales. — V. Fersonas jurídicas . 

— naturales.— Es inadmisible su asimilación á las jurídicas. I, 383, 317 
Véase Personas jurídicas. 

Petición de la división de la herencia.— Ley que regula la capacídac r 

ejercitarla, VI, 214, 1.650. 
Pierantoni.- Su teoría acerca del disfrute y ejercicio en el extrasjK' 

de los derechos de las personas jurídicas, I, 378, 310. 
Pignoración.- V. Prenda. 
Plazo para ejercitar la acción de rescisión, IV, 130, 1.082. — V. Bef 

sión de la venta, 
Piuralidad de domicilios.— V. Domicilio, 
Pobres. — Disposiciones testamentarías á favor de los mismos, VI, U' 

párrafo 1.597. 
Poder legislativo de cada soberanía.— Su competencia, 1, 107, 35. 

— marital.— V. Potestad marital. 
Poderes del tutor. — V. Incapacitados. 

Poligamia. — Autoridad de la ley territorial que la prohibe, 11, 264,537 
Véase Matrimonio, 

Posesión.— Su concepto, III, 142, 773.— Ley que debe regularlas a» 
clones posesorias, III, 143, 774. — Sirven los mismos principios p&" 
los inmuebles que para los muebles, III, 144, 775. — La r^la áe^* 
la posesión de los muebles constituye titulo es aplicable á loe extn: 
jeros, III, 146, 776. — No obsta al ejercicio de la acción poeeeoria b 
ber entablado acción petitoria en el extranjero, III, 146, 777. — Vt,-- 
Retención y Usucapión.— 'PoBeeién de estado de hijo» V. ProU nciv 
fuera del matHmonio. — Consecuencias <le la posesión de los biec- 
hereditarios, V, 391, 1.501.— V. Aceptación y repudiación de la ■ 
ren<ña. — Posesión de los muebles, III, 204, 833. — V. Derecho de ¿ - 
piedad. 

Potestad marital.— Diverso concepto según las diversas legislacios»- ] 
II, 326, 595. — Consecuencias respecto á«la subordinación de ]a mL;- 
al marido, II, 327, ^96. — Ley que debe regir el poder marital.- 
328, 597. — Medios de ejecución personal contra la mojer, II, : - 
598.— Autoridad de la ley territorial, II, 331, 699. 
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f oihier.— Su opinión acerca de la prescripción de las acciones, I, 239, 
párrafo 159. 

'Precio del arrendamiento. — Y. Arrendamimio, 

Prelación que resalta de la prenda, II, 821, 923.— V. Prenda. 

.Prenda. — Su concepto según el derecho antiguo y el moderno, III, 319, 
921 .--^Verdadera idea del derecho de prelación que resulta de la 
prenda, III, 321, 922.— Ley que debe regular su 'constitución, HE, 
821, 923. — Limitaciones que puede sufrir la autonomía de las partes, 
m, 822, 924. — Ley que debe regular la eficacia de los derechos del 
acreedor pignoraticio, III, 328, 925.— Forma del contrato de prenda, 
III, 826i 926. — Ley que debe regular la acción pignoraticia y exten- 
sión de los derechos del acreedor relativamente á terceras personas, 
III, 826, 927. — Principios que deben regular la pignoración de los 
créditos y títulos al portador, III, 828, 928.— V. Anticregis y Pri- 
vilegio. 

Prenda (Contrato de).— Sus requisitos esenciales, IV, 292, 1.215.— 
Principal derecho que se deriva de la prenda, I V^ 294,1.216. — Ley 
que deb^egular las relaciones entre las partes contratantes, IV, 294, 
1 .21 7.-^i puede regalarse por la ley personal del propietario tratán- 
dose de cosas muebles, IV, 296, 1.218. — Caso en que la cosa pignora- 
da sea transportada á otro país, IV, 297, 1.219. — Ley que debe regir 
la acción pignoraticia y la eficacia del privilegio en relación con las 
partes, y con los terceros, IV, 297, 1.220.— Principios para decidir 
acerca de la eficacia del contrato de prenda, 'IV, 299, 1.221.— Aplica- 
ción de estos principios en caso de prenda de una cosa mueble incor- 
poral, IV, 300, 1 .222. — Crédito dado en prenda garantido con hipo- 
teca, IV, 801, 1.223.— Ley que debe regular las obligaciones del acree- 
dor pignoraticio, IV, 801, 1-.224.— Ley que debe regular los derechos 
•correspondientes al deudor de obtener la restitución de la cosa pigno- 
rada, IV, 802, 1.225.— Derecho de retención á favor del acreedor, IV, 
. 808, 1.226.— Eficacia del pacto comisorio entre el acreedor y el deu- 
dor, rV, 804, 1.227.— Caso en que haya terceros interesados, IV, 806, 
1.228.— Cuando haya tercerees absoluta la autoridad de la ley te- 
rritorial, IV, 307, 1.229.— Subpignoración, IV, 808, 1.230.— Caso en 
que la cosa dada en prenda pase á poder de un tercero, se pierda ó se 
robe, IV, 809, 1.231. 

'Prerrogativas industríales. — V. Propitdad industrial. 

'Prescripción adquisitiva.— V. Usucapión. 

— de las acciones. — Divergencia entre los jurisconsultos acerca de la ley 
que debe regirla, I, 289,158.'— Opinión de Pothier, I, 289, 159.— ídem 
deMerlin, I, 240, 160— Observaciones críticas. I, 240, 161.— Teoría 
de Pardessus, I, 24^1, 162.— Opinión de varios jurisconsultos. I, 241, 
163.— Doctrina de Troplong, I, 242, 164.— Teoría preferible. I, 248, 
165.— Opinión de Savigny y jurisprudencia, I, 244, 166. — Prescríp- 
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ción de las acciones de nulidad correspondiente á on incapai, 11, \^ 
453. — V. Incapacidades jurídicas. 
Prestación. — Sa imposibilidad física ó moral. V. Extinción de lat '■ 
gaciones, 

— de alimentos. — V. Alimentos. 

Préstamo.— Sus diversas especies, IV, 239, 1.165. — Ley que át\»m 
el objeto del comodato, IV, 240, 1.166.~Inñuencia de la íer loc^^^ 
tractuSflV, 241, 1.167. — Cuestiones que pueden surgir ápropk 
del mutuo, IV, 242, 1.166.— Valor jurídico del pacto relatÍToáloíi: 
tereses, IV, 242,1.169.— Opinión de los autores acerca de laautorii* 
de las leyes que limitan la usura lícita, IV, 243, 1.170.— Opiniósáe 
autor, IV> 246, 1.1 71.— Está confirmada con la autoridad de los jor' 
consultos antiguos, IV, 247, 1.172.— £1 Magistrado puede BÍnderosv 
la ley del propio país que limita^la usura, declarar válido el p«t 
acerca de los intereses estipulados en el extranjero, IV, 249, 1i173.- 
Opinión de Laurent, IV, 260, 1.174.- Jurisprudencia, IV, 261,1.175 
Se aplicarán los mismos principios aunque en garantía del pré^ajE 
se dé una hipoteca y esté limitada la usura licita según 1% kx ret^'- 
rV, 263, 1 .176.— Determinación de la razón legal del interés, IV, ^M 
1.177. — Ley según la cual debe decidirse si se deben ó no interesa 
de demora, IV, 266^ 1.176. — Cuestión acerca de los intereses debid- 
por demora, IV, 266, 1.179.— Jurisprudencia, IV, 269,1.180.-í^ 
nión del autor, IV, 269, 1.161.— Determinación del lugar en que b;* 
de efectuarse la demora, IV, 263, 1.182.— Influencia de laíexyVi» 
esta materia, IV, 263, 1.163. 

— para jugar. — V. Apuesta y Juego, 

Presunción.— De legitimidad. V. Mliación legíHma,'-J)e superviTet 
cia. V. Apertura de la sucesión.—'De domicilio, II, 136, 420. -Va* 
Domicilio, 

Primoganitura.— V. Orden de suceder. 

Privilegio.— Su concepto, III, 336, 932.— Ley que debe regularlo, t- 
336, 933. — Diversos casos de privilegio y autoridad abeolata <i^^ 
ley territorial, III, 387, 934.— Consideraciones del privilegio del wrr 
dador, III, 339, 935.— £1 derecha de embargar los muebles 6&»íi * 
de la casa alquilada puede fundarse, aun en el extranjero, enU^ 
del contrato, III, 340, 936.— Privilegio concedido á los coheredera 
III, 841, 937.— V. Hipoteca, Prenda y Subrogación íc^a/.— Privile: 
concedido á los inventores por medio de la patente, 111,399,984- 
Véase Propiedad induíttrial. 

Privilegios de invención. — V. Propiedad industrial. 

Procedimiento.— En el divorcio. V. i>ítwcw.— Para la aceptación s* 
neficio de inventario, V, 413, 1.515.— V. Aceptación á beneficio if 
ventario. — Para obtener la inscripción de la hipoteca. V. Hi^- 
legal. 
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Rnódigo. — ^V. Incapacitados. 

Pn€>9enitores> — Sus derechos respecto á la educación de los hijos. Véa- 
se Cányuges. — Su consentimiento para contraer matrimonio. V. Matrú 
manto, 

Prohibición. — De comprar. V. Cenan de créditos. Comprador, Compra- 
venta, Rescisión de la venta y Vendedor.-— De loterías extranjeras, IV, 
334, 1.249.— V. Apuesta. 

Rroindivisión de la herencia. V. División de la herencia. 

Prole nacida fuera del matrimonio. — Condición de los hijos naturales, 
m, 76, 720. — Los sistemas legislativos no están conformes acerca de 
la forma legal para hacer constar la paternidad ó maternidad natural, 
m, 78, 721 .—Son también diversas las disposiciones respecto de los 
hijos que pueden ser reconocidos y de los derechos que les correspon- 
den, m, 79, 722.— Son inevitables los conflictos de las leyes y debe 
establecerse un principio para resolverlos, III, 80, 723.— La capaci- 
dad para verificar válidamente el reconocimiento debe depender del 
estatuto personal del padre, III, 81, 724.— Determinación de la capa- 
cidad del hijo para ser reconocido, III, 83, 72& — El derecho del hijo 
para impugnar el reconocimiento debe subordinarse á su ley perso- 
nal, m, 84, 726. — Examen de la cuestión de si el reconocimiento del 
hijo adulterino por un padre extranjero según la propia ley que lo 
permita, puede ser eficaz en Francia ó en Italia, III, 84, 727. — Ün 
extranjero no puede reconocer á su hijo adulterino en el acta de naci- 
miento extendida en Francia ó en Italia, III, 87, 728.— Examen de la 
cuestión de si el reconocimiento del hijo natural realizado en el ex- 
tranjero en el mismo acto por un extranjero casado y por una mujer 
libre francesa ó italiana, puede ser eficaz respecto de la madre en 
Francia ó en Italia, m, 88, 729. — Ün italiano casado, ¿puede ser obli- 
gado á suministrar alimentos á su hijo adulterino fundándose en el 
juramento prestado en el extranjero para establecer la paternidad, m, 
90, 730.— Filiación natural establecida por sentencia judicial, m, 91, 
731. — Ley que rige el derecho á probar la paternidad, III, 98, 732; 
la admisibilidad de la acción debe regularse por el estatuto personal 
del extranjero, III, 93, 733; examen de la jurisprudencia contraria, 
in, 96, 734.— La inscripción hecha en los registros del estado civil 
como francés ó italiano no puede admitirse en Francia ó en Italia 
para probar la paternidad de un padre extranjero, ni, 96^ 735. — ün 
francés ó italiano por naturalización no puede establecer la investiga- 
ción de la paternidad de un padre extranjero en Francia ó en Italia, 
III, 97, 736; ¿quidjuris si ésta se admitiese en la patria de su padre?, 
in, 98, 737.— La sentencia judicial extranjera que declara ht paterni- 
dad natural ¿puede producir ciertos efectos en la patria de aquel que 
fué declarado padre?, m, 99, 738.— Caso de un francés cuya paterni- 
dad natural se haya declarado en Austria, in, 100, 739.— Se puede 
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invocar siempre la propia ley personal para deducir que el estado rr. 
de la filiación natural no puede establecerse sino en conformidtdij 
misma^ III, 103, 740 y 741. — Aplicación de los principios expa«í> 
á la investigación de la maternidad, lU, 106, 742. — La poeeáóc i^ 
estado, ¿puede ser eficaz para establecer la filiación natural?, m, 1 " 
743. — Caso excepcional en el cual la posesión de estado establccvii 
judicialmente puede equivaler á confesión judicial respecto del piir^ 
natural, III, 108, 744.— Forma del reconocimiento, III, 108, 745- 
Efectos del reconocimiento válido, III, 108, 746. — Cambio de m.-k- 
nalidad posterior al reconocimiento, III, 110, 747. 
Promesa de matrimonio, II, 235, 512.— V. Matrimonio, 
Propiedad,— Ley que debe regularla, JII, 169, 789. -Derechos de i 
soberanía territorial, III, 160, 790.- La propiedad territorial estará 
lacionada con el principio político y con el derecho social, m, 1^ 
791. — Conceptos que han prevalecido en los diversos sistemas iea^ 
lativos, III, 161, 792.— Puede excluirse á los extranjeros del goce^i* 
la propiedad en todo ó en parte, según el derecho positivo, III, Hl 
793. —A falta de ley especial deben equipararse los extranjeros á l.« 
ciudadanos, III, 163, 794; aplicación del principio á la propiedad ¿i 
las minas, III, 164, 795; y á la propiedad literaria é iudostrial, IH 
165, 796; aplicación de esta teoría á los modos de adquirir la propir 
dad, III, 166, 797.— V^. Aceeaión, Derecho de propiedad y Ocupaáw. 
Propiedad industrial.- Punto de vista desde el cual se trata, iri,3-í 
954. — Autoridad de las leyes de los diferentes países. en esta matem 
III, 371, 955. — La propiedad de la marca de comercio se deriva de la 
ley civil, III, 372, 956; no sucede lo mismo con el nombre comercii. 
III, 373, 957. — Diversidad de las leyes de los Estados en cuanto á> 
marcas, HI, 374, 958; Bélgica, III, 374, 959; Francia, lU, 37Ó, 960 
Luxemburgo, III, 376, 961; Dinamarca, III, 876, 982; Brasil, in,3:s 
963; Alemania, m, 377,964; Italia y otros Estados, UI, 877, 965 
Gran Bretaña, III, 378, 966; conveniencia de un acuerdo; conreD 
internacional de 1883, UI, 878, 967.— La protección de la propiedad 
industrial no debe establecerse sólo en favor de los ciudadanos, Hl 
380, 968; no debe serlo tampoco en favor únicamente de losqueejer 
cen el comercio en el Estado, III, 381, 969.— No debe elevarse áregii 
de derecho la represalia, III, 382, 970.— Condiciones á que debe SJ 
bordinarse la propiedad internacional de las marcas, ni, 882, STI- 
Formalidades indispensables según la ley italiana, lll, 384, 972.-1^* 
cusión relativa al uso ilegal de marcas extranjeras no depositadas, II>< 
38Ó, 973; teoría de los Tribunales italianos y su gran importancitd^ 
trinal, III, 386, 974.— Aplicación de la ley territorial á las marcas f- 
tranjeras, III, 388, 975.— Si las sociedades extranjeras pueden in^ 
car la protección legal, HI, 389, 976.— Si los habitantes de lascoloaU? 
pueden aprovecharse de los tratados ultimados con la metrópoli, ^'x 
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389, 977. — £1 respeto del nombre comercial es independiente de los 
Tratados, III, 891, 978; derechos vigentes en Francia, III, 891, 979. 
Teoría de los Tribunales belgas acerca de la usurpación del nombre 
•comercial extranjero, III, 892, 980; teoría de los Tribunales italianos, 
nr, 394, 981. -Principios que deberían regular el uso del nombre co- 
mercial extranjero, III, 396, 982. — Cuestión respecto del nombre 
adornado con signos emblemáticos, III, 397, 983.— Privilegio conce- 
dido á los inventores por medio de la patente, III, 899, 984; no pue- 
den aplicarse los misinos principios á la propiedad industrial, III, 401, 
085.— Autoridad territorial de las leyes en punto á privilegios de in- 
vención, III, 402, 986. —Objetos falsificados en el 'extranjero y de 
tránsito, III, 404, 987.— Objetos falsificados en el extranjero y pre- 
sentados en exposiciones internacionales, III, 405, 988. — Aplicación 
de los tratados acerca de las prerrogativas industriales, III, 407, 989. 
Expropiación de la invención privilegiada, III, 408, 990. — Caso de ce- 
sión de un invento privilegiado, cuyo cesionario no había podido apro- 
vecharlo en el Estado extranjero, III, 409, 991.— A falta de ley espe- 
cial sobre propiedad industrial, ¿deben equipararse los extranjeros á 
los ciudadanos?, III, 165, 796. 

f ropiedad literaria y artística.— Su concepto, III, 345, 939.— Si se debe 
admitir su protección solamente en favor de los ciudadanos, III, 347, 
940.— Si debe protegerse este derecho en el extranjero, III, 348, 941 . 
Doctrina de los escritores, III, 350, 942. — Sistemas sancionados por 
las legislaciones de los diversos Estados, III, 351, 943. — Autoridad te- 
rritorial de las leyes en esta materia, III, 354, 944. — Manera de en- 
tender y aplicar la regla de reciprocidad, III, 354, 945.— Si deben 
gozar de la protección legal las obras hechas por fotografía, III, 356, 
946. — Solución de la cuestión en armonía con el Derecho internacio- 
nal privado, III, 858, 947.— Los mismos principios deben servir para 
las obraS' realizadas por medios desconocidos hasta ahora, III, 859, 
948.— Aplicación de las leyes para determinar el carácter de la falsi- 
ficación, ni, 859, 949.— Cuestión acerca de la falsificación de las 
composiciones musicales hechas por medios mecánicos, líl, 361, 950. 
'Principios para determinar cuándo se puede reconocer el derecho de 
flutor en el extranjero, III, 362,951. — Protección internacional del 
defecho de traducción, III, 863, 952.— Convención realizada en 1886 
para proteger las obras literarias y artísticas, III, 864, 953. 

Protección del derecho de propiedad literaria.— V. Propiedad literaria. 

Prcvocacfón de la interdicción.— V. Interdicción, 

Prueba.— De la ciudadanía, ü, 58, 354.— V. Ci%tdadania.—J)e la cele- 
bración del matrimonio. V. Matrimonio, — De la declaración de última 
voluntad. V. Valor juridico dd testamento.— Be la incapacidad de su- 
ceder, V, 275, 1.431.— V. Capacidad é incapacidad de las persona» na- 
turales, — De la legitimidad. V. Filiación legiiima.-^De la paternidad. 
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Véase Prde nacida fuera dd matrimonio.— De los actos. V. Formúf- 
los QctoB. — De los hechos ea el divorcio. V. Divorcio. — Del oontnto i* 
arrendamiento de servicios. V. Arrendamiento de servicias, — Del dciir 
cilio, II, 186, 419. — V. Domicüio.—Béí estado i>er8onal puede sskii 
sentencia penal extranjera, II, 212, 491. — V. Condena penal.— \tk' 
de la prueba por medio de los actos del estado civil, II, 224, 501- 
Véase Actos del estado civil. 

Prueba de las obligaciones. — Forma parte integrante del contrato, I, S^-. 
185. — Su omisión dependerá de la lex loci contractus, I« 269, 186- 
Impugnación de la opinión de los que quieren aplicar la lex fhri I 
260, 187.— Cómo debe el Juez apreciar la prueba, I, 261, 188.— Vaiar 
de la prueba testifical, I, 262, 189. — Necesidad de la escritora panii 
adquisición de derechos sobre los inmuebles. I, 263, 1 90.— -Be? i5 
para los contratantes de la misma patria, 1, 2683 191. 

Publicaciones para contraer matrimonio, II, 272, 546. — V. Ifón 
monio. 

Publicidad.— De la hipoteca de las naves, lU, 316, 919. — V. Nacek- 
De la transmisión de los bienes. V. Derecho de propiedad. — Del tetta 
mentó. V. Testamento, 

Q 

Quiebra.— Convenio del quebrado con sus acreedores. Véase Eactint^'^ 
de las obligaciones. 



Rabino. — El acta que suscribe puede probar la celebración del inalzio 
nio, tomo n, página 277, párrafo 552. — Véase Matrimonio. 

Ratificación de los contratos nulos por su origen, I, 222, 132. — De lJ^ 
contratos en distinto lugar de donde están hechos, I, 221, 131. — V^ 
se Lugar. 

Rebaja del precio del arrendamiento por la pérdida de la cosecha, IV 
169, 1.114.— V. Arrendamiento. 

Reciprocidad en la protección de la propiedad literaria, m, 864, 945 
Véase Propiedad literaria. — No se puede subordinar á la reciprockb- 
en el goce de los derechos, la concesión á los extranjeros. I, S64 j t^ 
288 y 292.— V. Extranjero. 

Reconocimiento de los hijos naturales y adulterinos. — V. jPbna¿ *' 
los actos, Mijos naturales y Prole • nacida fuera dd matrimonio, — Kec^ 
nocimiento del hijo natural por uno de los padres con posterioridad ¿ 
otro cuando son ciudadanos de distintos Estados. V. Ciudadama, 

Rectificación de los actos del estado civil y Tribunal competente par« 
ordenarlos, 11, 227, 607.— V. Actos dd estado civil. 
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Recurso de cas&ción por indebida aplicación de las leyes extranjeras, 
I, 383, 273.— V. Aplicación, de l^es extranjeras. 

Redención forzosa de la renta territorial, IV, 278, 1.192.— V. Ctrntütu- 
eión de renta. 

Reducción (Acción de). — Y. Acciones que se derivan de la obligación con- 
vencional. ^Derecho de redacción frente á los terceros, Yl, 182, 1 JI93. 
Reducción de la donación. V. Donación. 

Régimen de los bienes matrimoniales. — V. Capitulaciones matrimoniales. 
Contrato de capitulaciones^ Inmutabilidad de los convenios matrimoniales 
y Naturalización de los cdnyu^e».— Régimen legal de los bienes de los 
cónyuges. V. Bienes de los cónyuges. 

Regia relativa á la ineficacia de la acción judicial. — Su determinación» 
Véase Contratos. 

Reglamentos.— Su valor, IV, 180, 1.128.- V. Arrendamiento de ser- 
vicios* 

Regias de los tratados de cesión: no pueden modificarse por leyes inte- 
riores, n, 116, 404. — V. Cesiones territoriales. — Reglas para resolver 
los conflictos de leyes sobre la ciudadanía. V. Oiudadania, 

Reivindicación de las cosas muebles, UI, 226, 847 y 848.— Véase 
Usucapión. 

Relación del vasallaje.— Su origen en !a£dad Media, I, 80, 19.— Su 
concepto después de Garlo-Magno, I, 82, 20.— Su establecimiento en 
Inglaterra, I, 83,21. — Su distinta consideración en los Estados mo- 
dernos, I, 83, 22. 

Relaciones de derecho que se establecen mediante los actos del estado 
civil. V. Actos del estado c»i;í{.— Relaciones patrimoniales de los cónyu- 
ges. V. Contrato de capitulaciones, Inmutabilidad de los convenios matri- 
moniales y Naiurcdización de los cónffuges. — Relaciones que se deri- 
van del contrato de fianza, IV, 314, 1.235.— V*. fianza. 

— de familia.— Idea general, I, 138, 84.— Discordancia de los escritores 
para determinar la ley que ha de regirlas, 1, 140, 87.*-V. Matrimonio. 

Religión (Diferencia de).-- V. Diferencia de religión. 

Religioso profeso.— Ley que debe regir su incapacidad de suceder, V, 
263, 1 .424. — Incapacidad de suceder del religioso extranjero. Véase 
Capacidad é incapacidad de las personas náfrales. 

Remisión. — V. Conflicto de leyes en la micestdn.— Remisión de mercan- 
cías á su destino. I, 226 y 226, 137 y 139. — Jurisprudencia sobre el 
particular. I, 226 y 227, 138 y 140.— V. Lugar en que debe considerarse 
perfeccionado el contrato. — Remisión forzosa. V. Extinción de las obli- 
gaciones. 

Renta (Contrato de constitución de). — V. Constitución de renta. 

— territorial constituida mediante contrato, IV, 267, 1.188; ídem me- 
diante testamento, IV, 268, 1.187.— V. Constitución de renta. 

— vitalicia (Contrato de).— Su naturaleza, IV, 278, 1 .1 97.— Ley que debe 
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regirlo, IV, 278, 1.198.— Importancia que respecto de las obligadctLís 
contractuales tiene la ley del domicilio del obligado, IV, 279, 1.199- 
Diflcusión sobre la aplicación de la regla lacus regit actum^ IV, 28i, 
1 .200.— Efectos del contrato, IV, 281, 1.201.— Ley que debe regar li 
disolución del contrato y las garantías impuestas al deador, IV, 2^1. 
1.202. — V. Conatitucián de renta. 

Renuncia. — De la ciudadanía. V. Ciudadania, — Be un crédito. V. E^i^ .- 
cien de las obligaciones. 

Represalia.— No puede elevarse á regla de derecho, III, 382, 970.— Vñ 
se Propiedad industrial. 

Representación, V. 348, 1.477.— V. Aceptación á beneficio de tsrr^ 
tario y Orden de «ucerler.— Representación en la sucesión testamentañi 
VI, 99, 1.572.— V. Valor jurídico del testamento. 

Repudiación de la herencia. — V. Aceptación y repudiación de la kerettr*. 

Requisitos intrínsecos del matrimonio. V. Matrimonio. — Requisitos ii 
trínsecos y extrínsecos del testamento. V. Testamento y Val&rjwidkf 
del testamento. 

Rescate de la cosa vendida.— V; Rescisión de la venta. 

Rescisión (Acción de). V. Acciones que se derivan de la obligación oortí* 
cional é Incapacidades jurídicas. — Rescisión de la división de la heren- 
cia, VI, 228, 1.659.— Rescisión de la transacción. V. Transaedóñ,— 
Rescisión por lesión. V. Acciones que se derivan de la obligación eom» 
cional. 

— de la venta. — Ley que debe regularla cuando es por falta de pag», TV 
125, 1.079; autoridad de la ley territorial respecto á los derectios ad 
quiridos pbr los terceros, IV, 127, 1.080.— Si deben valer los mismo» 
principios en caso de venta de cosas muebles, IV, 129, 1.081. — Lej 
que debe determinar el plazo para ejercer la acción de rescisión, IV 
130, 1.082; aplicación de los principios en los casos de venta condi 
cional, IV, 131, 1.083. — Modificación de los principios de la accióo 
rescisoría cuando los terceros estén interesados en ella, FV, 132, 1.084 
Ley que regula las consecuencias del rescate respecto de terceros, IV, 
134, 1.085. — Distinto modo de regular la rescisión por lenón, TV, 1S5. 
1.088. — Divergencias entre los escritores acerca de la ley que debe 
regir la lesión, IV, 136, 1.087.— Opinión del autor y observacionee i 
la crítica que de ella ha hecho Laurent, IV, 138, 1 .088. — Cómo debe 
plantearse la cuestión bajo el punto de vista de la ley que debe reg:: 
tal causa de rescisión, IV, 141, 1.090. — Justificación de la reecisiÓD 
de la venta por causa de lesión, IV, 140, 1.089; opinión del autor, 
IV, 142, 1.091.— Si puede aplicarse la lexrei sitae cuando sea mis 
favorable para el vendedor, IV, 143, 1.092. — Cómo deben aplicarse 
los principios en la hipótesis de que los terceros estén int^eead». 
IV, 144, 1.098.— V. Cesión de créditos, Comprador, Compraventa r 
Vendedor. 
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Rescr^ito Real para la legitímación.— Y. H^jos naturales. 

Reserva según las leyes de los diversos países, VI, 127, 1.589. 

Reservatarios: sus derechos, VI, 131, 1.592. 

Resolución de la donación en el caso de que sobrevenga an hijo, VI, 
366, 1.727.— V. Donación, 

R asponsabilidad del padre de familia.~V. Delitos y cuasi-delitos. — 
Responsabilidad del empresario en el' transporte de cosas y personas, 
iV, 180, 1.1 23. -V. Arrendamiento de servicios. 

Restitución de la cosa pignorada. — V. IVenda, — Acción de restitución. 
V. Incapacidades jurídicas. 

Retención: Su concepto, III, 146, 778.— Su determinación y regulación 
por la ley de los diversos Estados, III, 146, 779. — La de un inmueble 
se rige por la lex rei sitae, III, 148, 780. — Cuestión respecto de los 
muebles, ni, 148, 781.— Carácter del derecho de retención y regla 
general para determinar el principio de que debe depender, III, 149', 
782.— Esclarecimiento de la opinión del autor y observaciones á la 
de Laurent, III, 160, 783.-- Retención de una cosa empeñada, ELI, 
162, 784.— Retención en caso de accesión mobiliaria, lU, 163, 785. 
Retención de la cosa sustraída ó extraviada y adquirida por el po- 
seedor, lU, 166, 786. — Títulos franceses al portador sustraídos ó 
comprados en Bolsa, III, 166, 787. — Resumen de la teoría, III, 168, 
788.— Retención de la cosa pignorada. V. Prenda, 
Reversión de la donación. — V. Donación, 

Revocación de la donación, VI, 363 y 363, 1.726 y 1.731.- V. Dona- 
ción.— Revocación del testamento, VI, 91, 1.567 y siguientes. — V. Tes- 
tamento y Valor jurídico del testamento,— Acción de revocación. V. Ac- 
ciones que se derivan de la obligación convencional. 
Ricci. — Su teoría acerca del disfrute y ejercicio en el extranjero de los 

derechos de las personas jurídicas, I, 878, 310. 
Riesgos en el transporte de la cosa vendida. — V. Comprador y Vendedor, 
Rito religioso considerado Como esencial para la celebración del matri- 
monio, II, 262, 527. — V. Afaínwonio.— Matrimonio celebrado con el 
rito religioso pero defectuoso por la forma. V. Oposición al matrimonio. 
Robo de la cosa dada en prenda^ IV, 300, 1.281.— V. Prenda. 
Rocco: Su opinión acerca de la ley que ha de regir las obligaciones que 
se derivan de los cuasi-contratos, IV, 849, 1.258.- Su teoría para de- 
terminar la ley relativa á la ausencia que ha de aplicarse, II, 146, 
428. — Su teoría para determinar la ley á que se han referido las 
partes en las obligaciones. I, 208, 121. 



Saboya: Tratado de cesión, tomo 11, páginas 96 y 102, párrafos 887 y 
394. — Véase Cesiones territoriales. 
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Sacerdotes: Legados á sa favor, VI, 134, 1.595. 

Saisine héréditoire, V, 208, 1.883.— V. Adquimción de ¡a herencia. 

Saliceto: Su opinión acerca de la ley qae debe regir la saceeión, V. H 
1.304.— -V. Sucesión según él Derecho italiano, 

Santa Sede.--V. Iglesia. 

Savigny.—Su opinión acerca de la limitación de la aatoridad de ia !r 
extranjera en materia de sucesiones, V, 88, 1.323. — V. Sucenwtq^ 
el Derecho italiano.— C^pSLciáBiá del Fisco para suceder, V, 800, 1.447 
V. Estado: su capacidad de suceder. — Prescripción de las acciono, 1 
244, 166.— Ley aplicable á los muebles, I, 159, 87.— Crítica de < 
teoría para determinar la ley á que se han referido las partes ec bL< 
obligaciones, I, 207, 120.— Sistema de Savigny. V. Limitación iantr 
rial de las leyes. 

Schaeff ner. — Su sistema. \, Limitación territorial de las leyes. 

Secuestro.— V. Depósito y secuestro. 

Seducción. — V. Delitos y cuasi-delitos. 

Seguridad de derechos; debe igualarse el ciudadano al extranjero,!. 
864, 287.— V. Extranjero. 

Sentencia civil relativa al estado de la persona; influye en ella U seo 
tencia penal extranjera, II, 218, 492.— V. Condena penal.S&aUstm 
de divorcio. V. Divorcio. — Eficacia internacional de la sentencia ^^ 
claratoria de ausencia, II, 167,438. — V. Ausencia. — Incapacidad lir 
suceder derivada de la sentencia penal extranjera, Y, 267,1.427.- 
Véase Capacidad é incapacidad de las personas no^roía.— Sentemis 
penal extranjera. Y. Condena penal extrof^era. — Sentencia que decUn 
la ausencia. V. Ausencia. 

Sententlae receptae. — Su insuficiencia. I, 97, 29. 

Separación del patrimonio del difunto del del heredero, V, 406,1510 
y VI, 277, 1.685.— V. Aceptación á beneficio de tn^eniario.— SeparacAO 
de bienes. V. Capitulaciones matrimoniales y Naturalización deloi oa 
yuges. 

Separación personal.— Su concepto, II, 388, 646. — Diversidad dí 
leyes respecto á la misma, II, 889, 647. - Cuestiones que poftiet 
surgir cuando se haga la instancia por cónyuges extranjeros, ü, 390. 
648.— Un extranjero puede pedir la separación, 11, 890, 649.- 
Preferencia del estatuto personal, 11, 391, 650.— Competencia d« 
* Tribunal; diversos sistemas, II, 398, 651.— Opinión del aator, 11,3^^ 
652. — El Tribunal puede siempre decretar la separación de hecL\ 
II, 396, 653. — Ulteriores consecuencias de la separación ya decretadi 
por Tribunal extranjero, 11, 396, 654. — Ley con arreglo á la cnal debe 
decidirse la demanda de separación, II, 397, 655. — £1 procedimíeot'^ 
- debe regirse por la ley territorial, II, 399, 656. — Efectos de la sepa- 
ración, II, 399, 657. 

Servicio militar. — V. Ciudadanía. ^ 
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Sopvidumbres. - 8u concepto^ III, 229, SBO.—Es un derecho real que 
pertenece á una persona respecto de la cosa de otra, m, 230, 851. — 
Servidumbres personales y prediales, III, 280, 852. — Principios ge- 
nerales acerca de la ley reguladora de las servidumbres personales, 
m, 231, 853.— Usufructo, III, 233, 854.— £1 legal puede tener su 
origen en la ley extranjera, III, 233, 855. — Manera de regular los de- 
rechos y obligaciones que nacen del usufructo, III, 236, 856.— Usu- 
fructo en favor de un extranjero sobre un inmueble perteneciente á 
un ciudadano, III, 238, 857. — Casos en que debe tener autoridad ab- 
soluta la ley territorial, III, 239, 858.— Del uso y la habitación, m, 
242, 859. — Ley que regula la extensión de estos derechos, III, 242, 
860.— Validez de la enajenación ó cesión del uso, III, 243, 861.— 
Principios generales sobre la ley reguladora de las servidumbres pre- 
diales, III, 245, 862. — Las servidumbres legales establecidas en be- 
neficio de los particulares deben depender de la lex rei sitae, ni, 245, 
868.— Aplicación á la servidumbre de paso, in, 246, 864.— Confir- 
mación de la autoridad de la lex rei sitae, III, 248, 865.— Principios 
generales acerca de 'las servidumbres establecidas por el hecho del 
hombre; límites de la autonomía, III, 249, 866.— Servidumbres por 
destino del padre de familia, III, 250, 867.— Ley que debe regular 
esta servidumbre, III, 252, 868. 

3istemas de publicidad en la transmisión de los bienes. — V. Derecho de 
propiedad. 

Soberanía.— Su competencia como poder legislativo; I, 107, 35. -Su 
autonomía no es suficiente para conceder la naturalización á un inca- 
pacitado, II, 78, 374. — V. Cesiones territoriales y Naturalización, 

Sociedades.— V. Contrato de sociedad, — Su domicilio. V. Domicilio. 

Socios: sus obligaciones.— V. Controlo de sociedad. 

Solidaridad.de la obligación, I, 228, 142.— V. Obligación. 

Story.— Crítica de su teoría para determinar la ley á que se han referido 
las partes en las.obligaciones, 1, 207, 120. 

Subordinación de la mujer al marido. — V. Potestad marital. 

Subpignoración.— V. Prenda, 

Subsiguiente matrimonio como medio de legitimación de los hijos. — 
V. ESqos naturales. 

Subrogación. — V. Extinción de los ofr/i^octofies.- Subrogación legal en 
la hipoteca, III, 848, 938.— V. Hipoteca y Privilegio. 

Sucesión en general, V, 8, 1.276 y 1.277.— La herencia en sus rela- 
ciones con la ley que debe regirla, V, 9, 1.279. — Ley que, según el 
Código civil francés, debe regir la sucesión del extranjero en Francia 
y del francés en el extranjero, V, 11, 1.280. — Ley que rige la sucesión 
inmobiliaria, y, 12, 1.281.— ídem la mobiliaria, V, 14, 1.282.— £1 
concepto de la universalidad jurídica de la sucesión se admite en 
Francia, limitado á la sucesión mobiliaria, V, 17, 1 .283. — Anomalía 



448 ÍNDICE ALFABÉTICO DE LA OBBA 

del BÍstemaTle Derecho internacional privado, establecida por U ley? 
jarispradencia francesa, V, 18, 1.284. — Crítica de los principios adr 
tidos por la jarispradencia, V, 19, 1.286.- Régimen de U Buceax. 
según la legislación belga, V, 21, 1.286. — Ley qne rige la socenéor. 
Holanda, V, 28, 1 .287.— Reglas admitidas en la Gran BretalU, V,:!^, 
1.288. — Aclaración sobre la ley qae rige la sucesión mobiiitria, V,:^ 
1.289. — Validez intrínseca de la disposición testamentaria, segúa j 
Common Late, V, 26, 1.290.— Reglas qne prevalecen en Américi,V 
28, 1 .291 . — ^Toma de posesión de las cosas muebles, según la Gmm 
Lato, V, 28, 1.292. — Régimen de los derechos de los terceros j deio^ 
acreedores de la herencia, según la Common Law, V, 30, 1«293.-Re^ 
glas que prevalecen en América, Y, 83, 1 .294. — Disposiciones del C- 
digo argentino, V, 38, 1.295.~Ley que rige la sucesión en Alemaú 
V, 35, 1.296; principios consagrados en el nuevo Código civil dei h 
perio, V, 36, 1 .297.— Ley de la sucesión, según el derecho eepafiol, ^ 
40,1.298. — Principios consagrados en la legislación del Gongo, V. 
42,1.299.— Reglas según la ley federal suiza, V, 43, 1.300.— Pricc 
pios admitidos en Rusia, V, 45, 1.301. — Ley que rige la suceáónea 
Turquía, V, 47, 1.302. — V. Aceptación á beneficio de inventario, Acef: 
don y repudiación de la herencia, Apertura de la awxsión, Capacidd * 
incapacidad de las personas naturales. Capacidad de las asociacionei, O* 
flicto de leyes en la sucesión, Domicilio en la sucesión^ Estado: su capaa 
dad de suceder. Iglesia^ Impuesto sobre las sucesiones. Orden de suctdr 
y Sucesión según el Derecho italiano. 
Sucesión legitima.— Ley que debe regirla, V; 332, 1.464.— V. Orá^^ 
suceder y Sucesión en general, 

— testamentaria. — V. Testamento, Sucesión en general y Valor juriMot ^ 
testamento. 

— (Ley de). — Su importancia. I, 171, 94.— Presenta divergencias en .• 
diferentes Estados, I, 172, 95.— Límites en que puede esperarse ot 
derecho uniforme. I, 173, 96.— Cuál debe regir la sucesión de ]o6& 
tranjeros. I, 174, 97.— Según el derecho feudal. I, 174, 98.— Sisteo^ 
del Código de Napoleón, I, 176, 99.— Ley francesa de 14 de Joii 
de 1819, I, 178, 100.— Justificación del derecho vigente en Tnnái, 
I, 181, 101.— Opinión de los que quieren que se rija por laterfiíi^^' 
I, 183, 102.— Teoría de los escritores alemanes. I, 186, 103.— Sistecá 
de la legislación italiana, I, 186 y 192, 104 y 109.— Resolución deU 
cuestión según los principios racionales de derecho, 1, 187, 105.— Je» 
tifícación de la teoría que admite la ley del Estado de que se ee ciotiá 
daño, I, 189 y 192, 106 y 108.— No todas las disposiciones sobre tft^ 
particular tienen el carácter de leyes territoriales, I, 191, 107.— >' 
hay distinción entre sucesión mueble é inmueble. I, 196, 110.- 
V. Sucesión en general. 

— según el derecho italiano.— Ley que rige la sucesión según loe jnr* 



! 
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consultos italianos, V, 68, 1.303.— Opinión de Alberico de Rósate y 
de Saliceto^ V, 54, 1.304.— Regla sancionada en el art. 8.o del Código 
vigente, V, 66, 1.805. — Controversias en la doctrina y en la jurisprn- 
dencia acerca de la interpretación de este artículo, V, 67, 1.806. — Es 
preciso entender bien su contenido para determinar su alcance, V, 59, 
1.807. — Refutación de la afirmación de que el art. 8.o es ininteligible 
y debe considerarsb como no escrito, V, 61, 1.808; justo concepto de 
dicha disposición, Y, 62, 1 ,309.— Reglas de Derecho internacional 
privado sancionadas por el legislador patrio, V, 65, 1.310. — Los juris- 
consultos han entendido mal el justo alcance del art. 8.o, V, 68, 1.811; 
desenvuélvese el significado de la disposición, V, 69,1.312; recházase 
la opinión de que el art. 8.o no tiene importancia práctica, V, 70, 
1.313. — Exposición de algunos casos para demostrar que el art. 8.o 
puede tener eficacia al determinar los derechos de los herederos, V, 
71, 1.314; valor práctico de dicho articulo para decidir acerca de loe 
derechos de los acreedores de la herencia de un inglés y para deter- 
minar las obligaciones legales que se derivan del derecho sucesorio, 
V, 76, 1.315. — En virtud de la regla sancionada en el art. 8.o ¿puede 
admitirse la compensación para mantener la cuantía del derecho su- 
cesorio según establecÍB la ley nacional?, V, 79, 1.816; teoría sostenida 
por Fusinato, V, 81, 1.317; opinión del autor, V, 81,1.318.— La com- 
pensación debe rechazarse con arreglo á los principios generales de 
derecho, V, 88, 1.819; y con arreglo á los precedentes legislativos, V, 
84, 1 .320. — Cómo puede limitarse el principio sancionado en el ar- 
tículo 8.0; comentarios al art. 12, V, 87, 1.321 .--Cómo planteó Savigny 
la tesis ie la limitación de la autoridad de la ley extranjera, V, 88, 
1.328.— Cómo han querido limitar los jurisconsultos la autoridad de 
las leyes extranjeras con el principio del respeto al orden público in- 
ternacional, V, 90, 1.324. — Consideraciones sobre el concepto del 
orden público interior é internacional; opiniones de Weiss,. Fedossi, 
Bluntschli, Oppeúliem y Bar, V, 92, 1 .825.— El problema de la auto- 
ridad de las leyes y el de la limitación deben resolverse fundándose 
sobre los principios de la competencia legislativa, V, 94, 1.326. — Des- 
envuélvese el concepto del autor sobre la competencia legislativa, V, 
96, 1.327; aclaración de la teoría con ejemplos, V, 97, 1.328; nrinci- 
pios para determinar la competencia legislativa predominante, v , 101, 
1.329; resumen de la opinión del autor, V, 103, 1.330. — Examen de 
la regla sancionada en el art. 12, V, 106, 1.331.— Cuándo la aplicación 
de la ley extranjera deroga la territorial, V, 108, 1.332. — El carácter 
prohibitivo de la disposición no puede darle autoridad absoluta, V, 
109, 1.333; aplicación particular de los principios en materia de suce- 
siones, V, 111, 1.334. — Justo concepto de la disposición sancionada 
en el art. 12, V, 113, 1.335.- Cómo debe entenderse la expresión del 
legislador c leyes que de cualquier modo se refieran al orden público 
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Ó á las buenas costumbres», V, 114, 1.336.~V. CkmJUcto de Uyae^l: 

iticesión y Sucesión en general. 
Sucesor: Su capacidad. — V. Capacidad é incapacidad de las permmag v. 

tunales. 
Sucesos accidentales en las obligaciones: efectos que prodacen.— Vó^ 

Obligación. 
Sucursales de las sociedades; su domicilio. — V. Domicilio, 
Sujeto de actos.— V. Extranjero, 
Superficie (Derecho de), ni, 261, 874.~y. Enfiteum, 
Supervivencia. — V. Apertura de la sucesión. 
Suspensión del pago del precio de una compra, IV, 124, 1.078- 

V. Comprador. 
Sustitución, VI, 139, 1.599 y 1.600.— V. Valor jurídico dei U^amek 



Teoría de los estatutos, tomo I, página 90, párrafo 25. — Dificnltade? ts 
cidas entre los partidarios de la misma, I, 91, 26. « 

Término. — Para contraer nuevas nupcias, n, 262, 534. — Véase Mat' 
monto.— Para ejercitar la acción de garantía en la renta, ^^^ lU 
1 .070.— V. Vendedor. — Para ejercitar el derecho de liberación de - 
renta territorial, IV, 272, 1.191. — V. Constihición de renta. — Para ejer 
citar el derecho de opción en las cesiones de territorio, II, 97 y li* 
389 y 392.— V. Cesiones territoriales. 

Territorialidad de las leyes. - V. Diferencia entre las leyes de ordo* ^ 
blico y d derecho público. 

Tesoro: Su apropiación.— V. Ocupación. 

Testamento.— Su concepto, VI, 8, 1.516. — Sus formaa según las leT?^ 
italiana y francesa, VI, 9, 1.517; austríaca, VI,. 10, 1.518; alemini 
VI, 11, 1.519; sueca, VI, 12, 1.520; de Suiza, VI, 13, iJSZí; de] k 
perio Otomano, VI, 14, 1.522; de los Países Bajos, VI, 15, 1.523 >> 
Portugal, VI, 17, 1.524; de Rumania, VI, 17, 1.525; de la Gran Bre 
taña, VI, 17, 1.526; de Rusia, VI, 18, 1.527; de Méjico, \T, 22, 1.B28 
de Bolivia, VI, 23, 1.529. — Leyes de varios Estados sobre la fon.; 
de^ testamento hecho en el extranjero, VI, 28, 1.530. — DisjKJsicic^f? 
especiales del Código francés, neerlandés, portugués, del Umgnar ' 
el Common Law, VI, 26, 1.531.— Estatuto de Victoria de 1861, M. t' 
1.532.— Ley suiza de 1891, VI, 29, 1.583; jurisprudencia, VL 5? 
1.534; según la jurisprudencia, la regla locus regit actutn puede !^' 
aplicada al testamento ológrafo, VI, 31, 1 .535; teoría de los esicri' 
res, VI, 32, 1 .536; opinión del autor, VI, 34, 1 .537. — Lo que conc:^ 
ne á la declaración formal de la voluntad no se refiere á la forma 9\ 
trinseca, VI, 36, 1.538.~Se aclara lo que puede ó no consideraz^ 
comprendido en la regla locus regit adum, VI, 87, 1 «539. — ^La deds 
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ración formal de la voluntad debe regirse por la ley reguladora de la 
sucesión y no por lo que se refiere á las formas extrínsecas, VT^ 38, 
1.540; aplicación de los principios al testamento verbal; campo de la 
regla locm regit actum, Yl, 40, 1.541 .—Si puede considerarse eficaz el 
testamento ológrafo sin fecha aun cuando sea válido según la lex loci 
actus, VI, 42, 1.542. — Casos en los cuales la regla loctts regit actum 
puede aplicarse para decidir sobre la fecha, VI, 46, 1.548.— £s inefi- 
caz el testamento ológrafo sin fecha hecho por nn francés en el ex- 
tranjero, VI, 48, 1.544. — ^Resumen y ejemplos de la teoría del autor, 
VI, 48, 1.545. — Caso en que según la ley nacional se exigiese la au- 
tenticidad para el testamento hecho por los ciudadanos en el extran- 
jero, VI, 51, 1.546; opinión de los autores que contradicen la del au- 
tor, VI, 53, 1.547; autoridad de la jurisprudencia, VI, 56, 1.548; re- 
sumen de la opinión del autor acerca de la regla locus regit actwn, VI, 
58, 1.549; inconvenientes que nacerían de exagerar su alcance, VI, 
60, 1.550. — Ley que subordina al derecho territorial la forma del tes- 
tamento, VI, 62, 1.551. — No todas las controversias que se refieren á 
la capacidad pueden caer bajo la regla locus regit actum, VI, 65, 1.552. 
Es potestativo en el testador observar las formalidades exigidas por 
la ley de su país, VI, 05, 1.553.— Eficacia del testamento hecho con 
las formalidades prescritas por el derecho local, VI, 67, 1.554. — La 
lex loci actus debe regular la capacidad de los testigos, VI, 68, 1.655. 
Caracteres de la publicidad del acto y formalidades exigidas para su 
válida formación, VI, 69, 1.556.— Testamento hecho en lengua igno- 
rada por el testador, VI, 71, 1.557. — Testamento de los Agentes di- 
plomáticos ó hecho en los países donde estén en vigor los tratados, 
VI, 72, 1.558. — Cuestiones que pueden nacer en el caso de que el 
testador haya cambiado de nacionalidad después de haber hecho tes- 
tamento, VI, 78, 1.559. — Formalidades del acto de revocación ó con- 
firmación del testamento, VI, 78, 1.560. — ¿Puede un Tribunal ordenar 
la exhibición del testamento público existente en ol extranjero? VI, 
174, 1.626.— V. Ejecución del testamento, Forma de los actas, Interpre- 
tación, Sucesión en general, Sucesión según d Derecho italiano y Vcüor 
jurídico dd testamento. 

Títulos.— Pignoración y reivindicación de los al portador. V. Prenda y 
Usucapión.^YentA de los títulos de lotería, IV, d2, 1.051.— V. Compra- 
venta, — Títulos franceses al portador, sustraídos ó comprados en Bol- 
sa, III, 155, 787.— V. Retención, 

Tradición.— V. Derecho de propiedad. 

Traducción de obras: su protección, III, 363, 952.— V. Propiedad lite- 
raria. 

Transacción.— Su concepto, IV, 228, 1,157.— I^ey por que debe regirse, 
IV, 230, 1.158.— Aplicación de la regla locus regit actum, IV, 231, 
1 .159.— Ley que debe regir el objeto de la transacción, IV, 232, 1.160. 
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Aotorídad de la /er fori en esta materia, JV, 2S4, l.m. — Eisctoé > 
la tran»acci/>n, IV, 234, 1.162. — Cómo debe procederve psra atri' - 
fuerza ejecutiva á ana transacción concluida en el extranjero, IV. i 
1.163. — Cansas de nulidad y de rescisión de la transacción, IV ." 
párrafo 1.164. 
Transcripción.— V. Drrecho de propiedad. 
Transmisión de la herencia. — V. Adquistción de la keremcitL. — Idee • 

la propiedad. V. Derecho de propiedad. 
Transporte de personas y cosas, FV, 179, 1.121. — V. Arrendaaú^r^' 
geriMog.— Transporte de la cosa vendida. V. Comprador y Ve^de'i- ' 
Traslación del domicilio para conservar la ciudadanía de origen ec ^ 

cesiones de territorio, 11, 98, 390. — V. Cesionet territoriales. 
Tratado de cesión de la Alsacia-Lorena, 11, 96, 368. — ídem de Niía. Z' 
95 y 102, 387 y 394.— ídem de Saboya, n, 96 y 102, 387 y 394- 
Tratado de 1860 entre Francia é Italia, II, 112, 402.— Tratado de l^'l 
entre Francia y Alemania, n, 111, 401. — Las reglas de loe tratado^ :- 
cesión no pueden modificarse por leyes interiores, n, 116, 404. — Vv.* 
se Ceaiones territoriales. 
Tratados*— Su utilidad, I, 52, 6. — Deben establecer laaatoridad terr.: 
nal y extraterritorial de las leyes, I, 112, 40. — Sa importancis <a 
cuanto á los efectos de la hipoteca en el extranjero, HT, 301, 908- 
V. Hipoteca jíuliñal. — Las reglas de los tratados de cesión no pned?: 
modificarse por leyes interiores, n, 115, 404. — V. Cegianes ternt 
ríales. 
Tribunal competente para ordenar la rectificación de las actas del es*^-: 
civil, II, 227, 507.— V. Actos del estado civil,— r^^ extranjeros tieiie: 
el derecho de acudir á los Tribunales, I, 368, 300.— V. Extranjero. 
Tropiohg. — Su doctrina sobre la prescripción de las acciones. I, *.-.. 

párrafo 164. 
Trust. — V. Ejecución del testamento. 
Trustee* — V. Albaceas y Ejecución del testamento. 
Turquía; actos realizados en esta nación. — Y. Forma de los actos. 
Tutela. — V. Incapacitados. 
Tutor. — V. Incapacitados. 

u 

Universalidad de la sucesión. — Véase Sucesión en general y Sucesión »■ 

gún el Derecho italiano. 
Uso. — V. Servidumbres. — Uso de nombre comercial extranjero. Véss: 

Propiedad industrial. — Uso ilegal de marcas extranjeras no dep»*? ' 

das, tomo III, página 386, párrafo 973.— V. Propiedad industrial. 
Usuoapión. — Sn fundamento, III, 174, 806. — Los extranjeros pae^l- 

disfrutar de ella, III, 175, 807.— Diversidad de leyes qne la regnU 
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ITL, 176, 808. — La de los inmuebles se rige por. la lex rci 8it<ie, UV 
176, 809.— Caso de cambio en la soberanía del Estado, III, 177, 810 
las reglas del derecho transitorio no pueden servir para resolver esta 
cuestión, in, 178, 811. — Jjey que debe regular la posesión comenzada, 
III, 179, 812;. modo de resolver esta cuestión según el autor, III, 180, 
818; jurisprudencia, m, 181, 814. — Diversa manera de regular las le- 
yes la prescripción adquisitiva de las cosas muebles, HE,* 182, 815.— 
Son también diferentes las disposiciones relativas á la reivindicación 
de las cosas muebles y de los títulos ai portador, III, 183, 818. — Di- 
versas opiniones acerca de la ley que regula la prescripción, m, 184, 
817; observaciones y teoría del autor, III, 186, 818.— Manera de en- 
tender la máxima de que la posesión de las cosas muebles ¿onstítuye 
título, m, 187, 819.— V. Posesión. 
Usufrucic— V. Servidumbreg, 

— legal.— Su hipoteca, in, 267, 880.— V. Bípoícca.— Usufructo legal en 
caso de cambio de ciudadanía. V. Cónyuges, 

Usura.— V. Préstamo. 

Usurpación del nombre comercial extranjero.— V. Propiedad industrial. 

Utilidad de los Tratados.— V. Tratados. 

V 

Validez.— De la aceptación ó repudiación de la herencia, tomo V, pági- 
na 378, párrafo 1.492.— Véase Acotación y repudiación de la herencia. 
De la cesión de créditos. V. Cesiones de créditos, — De la venta. Véase 
Cesión de créditos, Comprador, Compraventa, Rescisión de la venta y Ven- 
dedor.-— De la venta hecha por un albacea, VI, 170, 1.822.— V. Alba- 
cea. — De los actos de un incapaz. V. Incapacidades jurídicas. — Del tes- 
tamento. V. Testamento y Valor juridico dd testamento. 

Valor. — De los reglamentos, IV, 180, 1.123.— V. Arrendamiento de ser- 
vicios. — De las actas del estado civil como medio de prueba, II, 224, 
603. — V. Actos del estado civil. — De la moneda. V. Interpretación. — 
Del pacto sucesorio. V. Pacto sucesorio.— De la intención de las partes 
en las capitulaciones matrimoniales, IV, 31, 1.009. — V. Capitukuno- 
iies matrimoniales. — Valor extraterritorial de un contrato de matrimo- 
nio legalmente hecho con la forma de documento privado, TV, 76, 
1.039. — V. Contrato de capitulaciones. 

— jurídico del testamento. — Concepto de la validez y eficacia de los ac- 
tos jurídicos, VI, 82, 1 .581 .—Requisitos para la validez del testa- 
mento, VI, 83, 1.582; se determina la extensión de las cuestiones, VI, 
84, 1.583. — Distinción entre los requisitos extrínsecos y Jos intrínse- 
cos; testamento mancomunado, VE, 86, 1.584; ley que debe regular el 
valor jurídico del mismo, VI, 88, 1.585.— ¿Es válido en Italia el tes- 
tamento mancomunado hecho en el extranjero? VE, 90, 1.588.— Revo- 
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cación del testamento; disposicioDe» de derecho positivo, VI, $1 
1.567. — Ley que debe regular la revocación del testamento, VI^ !!o 
1.568.— Controversia sobre la revocación frente á la ley italiana, VI 
95, 1.569.— Conflicto entre la ley italiana y la francesa sobre la re^-c- 
cación por el nacimiento posterior de hijos, VI, 97, 1.670. — Aplics 
ción de los principios para decidir acerca de la caducidad de la disp.^ 
siiión testamentaria, VI, 98, 1.571.— Derecho de representación ec - 
sucesión testamentaria, VI, 99, 1.572. — Conflicto entre la ley italiAu 
y la austríaca á propósito de la cláusula de irrevocabilidad del t^> 
mentó, VI, 101, 1.573.— ¿Debe admitirse la prueba de la declaractt-s 
de última voluntad? VI, 104, 1.574.— Valor jurídico del testament' 
impugnable por defecto de forma; ley aplicable, VI, 106, 1.576.— ir 
terpretación del testamento, VI, 109, 1.576; doctrina de los eecñx 
res acerca de la ley aplicable para la interpretación, VI, 110, 1.577 
teoría de los escritores ingleses y observaciones, VI, 111, 1»578; oy4 
nión del autor, VI, 114, 1.679.— Contenido de la disposiciÓD Xesu- 
mentaría; su naturaleza; ley reguladora, VI, 117, 1.580. — Efectos jt 
rídicos del testamento, VI, 119, 1.581. — Ley según la cual se debe<k 
cidir si una disposición tiene el carácter de fideicomiso, VI, 1^\ 
1.582.— Disposiciones condicionales, VI, 121, 1.583. — CondicioQe» 
imposibles, VI, 122, 1.584.— Condiciones ilícitas, VI, 123, 1385.- 
De lo que puede ser objeto de la disposición testamentaria respecto a 
los bienes, VI, 124, 1.586.— Legado de cosa ajena, VT, 125, 1.587.— 
Cosas que están fuera del comercio, VI, 127, 1.588. — De la resenx 
según la ley de los diversos países, VI, 127, 1.589. — Ley para deter 
minar la parte disponible, VI, 128, 1.590 y 1.591. — Derechos de 1» 
reservatarios, VI, 181, 1.692.— Derecho de reducción frente á h» 
terceros, VI, 182, 1.593.— Leyes que limitan la cuota disponible :e 
niendo en cuenta la condición de la persona, VI, 183, 1»594>. — Liici 
tación de disponer en favor de ciertas personas; legados á favor dd 
Notario, Médicos, sacerdotes, etc., VI, 134, 1.595; opinión del antes. 
VI, 136, 1.596. — Disposiciones á favor de Corporaciones, pobre? } 
obras piadosas, VI, 137, 1.597. — Disposiciones fíduoiarías, Xl, 1^ 
1.598.— Sustitución directa ó indirecta, VI, 139, 1.599. — Ley qtie 
debe regir la eficacia y valor de la sustitución, VI, 141, 1.600. 

Vasallaje.— V. Relación del vasallaje. 

Vecindad.— No equivale á la naturalización, II, 87,881. — V. Naiurmi 
zación. 

Vendedor. — Sus obligaciones, IV, 96, 1.054.— Sus obligaciones en 93« 
relaciones personales con el comprador y respecto de los derechos &>^ 
bre la cosa objeto de la venta, IV, 97, 1.055; se aplican los misonc» 
principios á la ventado cosas muebles, IV, 99, 1.056. — Ley regaladora 
de la entrega, IV, 101, 1.057.— Ley que regulará la entrega por parte 
del vendedor, IV, 101, 1.058.— Diversos puntos de vista desde los caá 
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les puede considerarse el hecho de la eiítrega y determinación de la 
ley que debe^ regularla, IV, 102, 1.059.— Aplazamiento, IV, 104, 
1.061.— Interpelación por la mora, IV, 104, 1 .062.— Imposibilidad de 
entregar la cosa, IV, 106,1.063. — Si puede obligarse al vendedor á 
efectuar la entrega, IV, 103, 1.060.— Cosas accesorias respecto de las 
que puede admitirse la obligación de entregar, IV, 106, 1.064. — De- 
terminación de la cantidad de la cosa vendida, IV, 107, 1.065.— Gas- 
tos ocasionados por la entrega, IV, 109, 1 .066.— La cuestión del riesgo 
puede influir en la decisión de quién debe soportar los gastos de trans- 
porte, IV, 110, 1 .067.— Garantía impuesta al vendedor, IV, 112, 
1 .068. — Autoridad de la lex loci conir<tctu8 y de la lex rei sitae en caso 
de evicción, IV, 118, 1.069.— ^Ley que debe determinar la naturaleza 
de la acción de garantía y término para ejercitarla, IV, 114, 1.070. — 
Influencia que puede ejercer la lex rei sitae respecto de la obligación de 
garantía, IV, 116, 1.071. — Garantía relativa á los vicios y defectos 
ocultos de la cosa, IV, 117, 1.072. — ^V. Arrendamiento, Cesión de crédi- 
tos. Comprador, Compraventa y Rescisión de la venta. 

Venta y venta condicional. — V. Cesión de créditos, Comprador, Compra- 
venta y Rescisión de la venta,— WeniB. de la cosa arrendada durante el 
arrendamiento, IV, 170, 1.115. — V. Arrendamiento.— Y &\iáez de la 
venta hecha por el albacea, VI, 170, 1.622 y 1.628.— V. Alhacea, 

Viajantes de comercio.— V. Comisionados viajantes, . 

Vicio del consentimiento para contraer matrimonio. — V. Matrimonio y 
Oposición al matrimonio. 

Vicios y defectos ocultos de la cosa vendida: su garantía, IV, 117, 1.072. 
V. Vendedor y Rescisión de la venta. 

Vinculo de inalienabilidad en la donación, VI, 331, 1.715. — V. Dona- 
ción. 

Violación del derecho público en los contratos, y de los reglamentos y 
leyes prohibitivas de un Estado. V. Contratos. 

Viuda.— Su capacidad para volverse á casar, U, 244, 619.— V. Matrimo- 
nio. — Su tutela legal. V. Incapacitados.—Sn condición. V. Mvjer cabida, 

Voet.— Su teoría para determinar la ley de las obligaciones, I, 206, 119. 

Voto religioso como impedimento para el matrimonio, II, 268, 686. — 
V. Matrimonio. 

Votos sacros: impedimento al matrimonio fundado en ellos. — V. Oposi- 
ción al matrimonio. 

W 

Weiss.— Su teoría acerca de la ley que ha de regir las obligaciones que 
se derivan de los cuasicontratos, tomo IV, página 349, párrafo 1.256. 
V. Owui-contratos, — Su concepto del orden público interior é interna- 
cional, V, 92, 1.825.— V. Sucesión según d Derecho italiano. 



466 iNDICB ALFABÉTICO BB LA OBRA 



ZacaHas. — Sa teoría acerca de si la regla locus regit actum paede óxírr 
minar la necesidad del docamento público ó privado en la fomn • 
los actos, tomo I, página 297, párrafo 231. — Sa criterio sobre el esti 
tuto real. I, 168, 80. 
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